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I. introducCIÓn

1.1 En una comunicación de fecha 13 de marzo de 2003, Antigua y Barbuda (en adelante, también denominada "Antigua"), de conformidad con el artículo 4 del Entendimiento relativo a las normas y procedimientos por los que se rige la solución de diferencias (ESD) y el artículo XXIII del Acuerdo General sobre el Comercio de Servicios (AGCS), solicitó la celebración de consultas con los Estados Unidos con respecto a las medidas de las autoridades centrales, regionales y locales en los Estados Unidos de América que afectaban al suministro transfronterizo de servicios de juegos de azar y apuestas.
  Antigua envió como anexo a su comunicación una lista de las medidas del Gobierno Federal y de las autoridades estatales de los Estados Unidos, cuyo efecto acumulativo, según Antigua, convertía en ilícito el suministro transfronterizo de juegos de azar y apuestas.  En una comunicación de fecha 1º de abril de 2003, Antigua envió un anexo corregido a fin de aclarar "algunas de las referencias a la legislación de los Estados Unidos" que figuraban en el anexo inicial.

1.2 Antigua y los Estados Unidos celebraron consultas el 30 de abril de 2003, pero estas consultas no solucionaron la diferencia.  En consecuencia, en una comunicación de fecha 12 de junio de 2003, Antigua solicitó al Órgano de Solución de Diferencias (OSD) el establecimiento de un grupo especial.
  En su reunión del 21 de julio de 2003, el OSD, de conformidad con el artículo 6 del Entendimiento sobre Solución de Diferencias, estableció un Grupo Especial en respuesta a la solicitud formulada por Antigua en el documento WT/DS285/2.  En esa reunión, las partes en la diferencia convinieron en que el Grupo Especial tuviera el mandato uniforme.  En consecuencia, ese mandato es el siguiente:

"Examinar, a la luz de las disposiciones pertinentes de los acuerdos abarcados que haya invocado Antigua y Barbuda en el documento WT/DS285/2, el asunto sometido al OSD por Antigua y Barbuda en ese documento, y formular conclusiones que ayuden al OSD a hacer las recomendaciones o dictar las resoluciones previstas en dichos acuerdos." 

1.3 El 15 de agosto de 2003, Antigua, de conformidad con el párrafo 7 del artículo 8 del Entendimiento sobre Solución de Diferencias, pidió al Director General que determinara la composición del grupo especial.  Ese párrafo dispone lo siguiente:

"Si no se llega a un acuerdo sobre los integrantes dentro de los 20 días siguientes a la fecha del establecimiento del grupo especial, a petición de cualquiera de las partes, el Director General, en consulta con el Presidente del OSD y con el Presidente del Consejo o Comité correspondiente, establecerá la composición del grupo especial, nombrando a los integrantes que el Director General considere más idóneos con arreglo a las normas o procedimientos especiales o adicionales previstos al efecto en el acuerdo o acuerdos abarcados a que se refiera la diferencia, después de consultar a las partes en ella.  El Presidente del OSD comunicará a los Miembros la composición del grupo especial así nombrado a más tardar 10 días después la fecha en que haya recibido dicha petición."
1.4 El 25 de agosto de 2003, el Director General constituyó el Grupo Especial de la manera siguiente:

Presidente:
Sr. B.K. Zutshi


Miembros:
Sr. Virachai Plasai




Sr. Richard Plender

1.5 El Canadá, las Comunidades Europeas, el Japón, México y el Taipei Chino se reservaron el derecho de participar en las actuaciones del Grupo Especial como terceros.

1.6 El 5 de septiembre de 2003, el Grupo Especial adoptó sus Procedimientos de Trabajo (anexo A).

1.7 El 17 de octubre de 2003, los Estados Unidos presentaron una solicitud de resoluciones preliminares de conformidad con lo dispuesto en el párrafo 11 de los Procedimientos de Trabajo.  El 20 de octubre de 2003, el Grupo Especial invitó a Antigua y Barbuda y a los terceros a que formularan observaciones sobre la solicitud de los Estados Unidos (anexo B).  Antigua presentó su respuesta el 23 de octubre de 2003, y las Comunidades Europeas y el Japón, el 24 de octubre de 2003.  El Taipei Chino, México y el Canadá informaron al Grupo Especial de que no harían ninguna observación sobre la solicitud de resoluciones preliminares de los Estados Unidos (anexo B).  El 29 de octubre de 2003, el Grupo Especial respondió a la solicitud de los Estados Unidos en una comunicación dirigida a las partes y en la misma fecha envió copia de esa respuesta a los terceros (anexo B).

1.8 El Grupo Especial celebró su primera reunión sustantiva con las partes del 10 al 12 de diciembre de 2003.  La reunión con los terceros tuvo lugar el 11 de diciembre de 2003.  La segunda reunión sustantiva se celebró los días 26 y 27 de enero de 2004.

1.9 El 20 de febrero de 2004, el Grupo Especial emitió la Parte expositiva de su informe.  El 27 de febrero de 2004, las partes y los terceros presentaron sus observaciones sobre el proyecto de Parte expositiva.

1.10 Los argumentos de hecho y de derecho de las partes constan en la sección III infra.  Además, Antigua y los Estados Unidos han presentado una serie de pruebas documentales en apoyo de sus alegaciones de hecho y de derecho.  El Grupo Especial ha tenido en cuenta esas pruebas documentales en sus constataciones, que figuran en la sección VI infra.  La lista de esas pruebas documentales figura en el anexo G del presente informe.  El anexo C del informe contiene las preguntas formuladas a las partes por escrito por el Grupo Especial en sus reuniones primera y segunda, así como las preguntas formuladas a los terceros durante la primera reunión del Grupo Especial.

1.11 El 24 de marzo de 2004, el Grupo Especial transmitió su informe provisional a las partes.  El 7 de abril de 2003, las partes presentaron sus observaciones sobre el informe provisional.  Ninguna de las partes solicitó que el Grupo Especial celebrara una nueva reunión con las partes para examinar parte o partes del informe del Grupo Especial.  El 16 de abril de 2003, las partes presentaron nuevas comunicaciones escritas sobre las observaciones que ya se habían presentado respecto del informe provisional del Grupo Especial el 7 de abril de 2003.

1.12 El 30 de abril de 2004 se dio traslado a las partes del informe definitivo del Grupo Especial.

II. conclusionEs SOLICITADAS POR LAS PARTEs 

2.1 Antigua y Barbuda solicita al Grupo Especial que constate que la prohibición por los Estados Unidos del suministro transfronterizo de servicios de juegos de azar y apuestas y las medidas adoptadas por los Estados Unidos para restringir las transferencias monetarias y pagos internacionales relacionados con dichos servicios son incompatibles con:

a)
La Lista de compromisos específicos contraídos por los Estados Unidos en virtud del AGCS, y

b)
Los párrafos 1 y 2 del artículo XVI, los párrafos 1, 2 y 3 del artículo XVII, los párrafos 1 y 3 del artículo VI y el párrafo 1 del artículo XI del AGCS.

2.2 Los Estados Unidos solicitan al Grupo Especial que rechace las alegaciones de Antigua y Barbuda en su totalidad.

III. argumentOs DE LAS partes

A. Argumentos de hecho

3.1 Antigua sostiene que en los Estados Unidos y en otros países se ofrece una amplia variedad de juegos de azar y apuestas y servicios conexos de carácter comercial.  En la mayoría de los casos, esos juegos están comprendidos en una de las tres categorías generales siguientes:  i) apuestas sobre el resultado de actividades en que los jugadores no participan, como las competiciones deportivas (por ejemplo, las carreras de caballos y los partidos de fútbol, fútbol americano, baloncesto y críquet);  ii) juegos de naipes en los que se juega por dinero (como el póquer, "el black-jack" (veintiuno) y el bacará)
 y iii) juegos de selección al azar, es decir, juegos basados en la selección aleatoria de números u otros signos y en los que esa selección se realiza con una máquina o con dados.  Este tipo de juegos de azar asume diversas formas, como el "lotto", el "keno" y el bingo;  las loterías instantáneas o los "juegos con tarjetas para raspar";  las máquinas de juegos de azar y los "juegos de mesa", como la ruleta o el "crap".  Antigua señala que, en inglés, los términos "gambling", "gaming", "wagering" y "betting" (juegos de azar, juego, apuestas) son diferentes términos que designan la misma actividad básica.  Si bien la industria de los juegos de azar y Antigua, en los argumentos que ha presentado al Grupo Especial, en general emplean estos términos indistintamente, la industria, en la mayoría de los casos se denomina a sí misma "gaming industry" (industria del juego) y los términos utilizados con más frecuencia para referirse a la actividad son "gambling and betting" (juegos de azar y apuestas).

3.2 Desde mediados de la década de 1990, el Gobierno de Antigua ha tomado medidas para establecer una industria del juego "a distancia", basada en Internet, como parte de su estrategia de desarrollo económico.  Habida cuenta de que la industria transfronteriza del juego se ha desarrollado y madurado en Antigua, el Gobierno considera que existe en la actualidad un modelo comercial estándar al que actualmente se adaptan, en mayor o menor medida, los empresarios que tienen éxito en esta actividad.
  Las reglamentaciones de Antigua prevén dos clases de licencias para los juegos de azar y las apuestas:  una para los juegos de azar interactivos y otra para hacer apuestas en forma interactiva.  Las licencias para juegos de azar corresponden a juegos como los que comúnmente ofrecen los casinos, los juegos de selección al azar y los juegos de naipes, y las licencias para apuestas se aplican a las apuestas deportivas.  Algunos empresarios poseen licencias de ambos tipos y los jugadores pueden acceder a uno u otro servicio desde un sitio en Internet
, en tanto que otros ofrecen sólo un tipo de servicio.
  Los empresarios que ofrecen juegos de casino crean "casinos virtuales" en sitios Web con detalles de diseño gráfico que reproducen y realzan el entorno de los casinos verdaderos.  En estos sitios se ofrece una variedad de juegos de naipes y dados, como el póquer, el "black-jack", el "crap" y el "keno", así como juegos similares a los de vídeo, que proporcionan una imitación virtual de las videoterminales de póquer, máquinas tragamonedas y otras máquinas de juegos de azar.  Debido al aspecto predominantemente visual de los juegos similares a los juegos de casino, estos servicios se prestan exclusivamente a través de Internet.  Los corredores de apuestas deportivas ofrecen la posibilidad de apostar sobre el resultado de campeonatos deportivos de distintas maneras, por ejemplo, haciendo apuestas directas sobre los resultados de un partido o realizando transacciones en los mercados de futuros sobre el desempeño de los jugadores, la actuación de los equipos y los resultados de campañas políticas y otros acontecimientos futuros cuyo resultado se desconoce, así como con otros métodos, convencionales o nuevos, para hacer apuestas.  Todos los corredores de apuestas deportivas de Antigua mantienen un sitio en Internet en el que los jugadores pueden apostar, pero muchos de ellos también aceptan gran cantidad de apuestas por teléfono, ya que para las apuestas sobre partidos o torneos que tendrán lugar en el futuro no se necesitan elementos visuales y los eventos son independientes de los sitios Web de los corredores.

3.3 En lo que respecta a las cuentas y la diligencia debida de los jugadores, los proveedores de servicios de juegos de azar y apuestas en Antigua ofrecen un servicio denominado "apuestas mediante cuenta", según el cual los jugadores deben depositar fondos en una cuenta antes de poder hacer apuestas.  El monto de la apuesta no puede sobrepasar el de los fondos depositados en la cuenta y no se ofrece a los jugadores crédito para hacer apuestas.
  Si el jugador pierde, el monto de la apuesta se debita en la cuenta del jugador y se acredita en la del corredor.  Si el jugador gana, esa suma se acredita en su cuenta.  Para cobrar lo que han ganado, los jugadores pueden pedir que se les reintegre la totalidad o parte de los fondos depositados en sus cuentas.  En la práctica, y tal como dispone la ley de Antigua, las ganancias y el saldo de los depósitos se transfieren a la cuenta de la cual procedió el depósito inicial;  si el depósito se ha efectuado por medio de una tarjeta de crédito, los fondos se acreditan a dicha tarjeta de crédito.  En algunos casos, los pagos a los jugadores se hacen mediante cheque.  Para abrir una cuenta con un corredor de apuestas, en la mayoría de los casos los jugadores llenan un formulario y presentan la información solicitada directamente en línea.  Los datos precisos que se solicitan cuando se abre una nueva cuenta varían según el sitio Web, pero la finalidad es fundamentalmente obtener suficiente información para que el corredor haga las averiguaciones que correspondan sobre la identidad de los nuevos jugadores.  Casi todos los corredores de apuestas permiten que una persona abra una cuenta sin haber completado el proceso de diligencia debida, pero no se pueden depositar fondos en la cuenta ni se puede comenzar a jugar o a hacer apuestas antes de que haya concluido ese proceso.  Para depositar fondos en las cuentas de los operadores de juegos de azar y apuestas en Antigua, los jugadores corrientemente emplean distintos métodos.  Pueden hacerlo mediante cheques librados sobre cuentas bancarias;  cheques certificados o cheques bancarios, giros, transferencias electrónicas a los proveedores de servicios de envío de fondos y tarjetas de crédito.  Los métodos que utilizan los operadores para el proceso de diligencia debida con respecto a los jugadores varía según el sitio Web, pero todos realizan algún tipo de verificación para cerciorarse, en la medida de lo posible, de la identidad de los jugadores.  Lo hacen no sólo para cumplir los requisitos reglamentarios de Antigua sobre la verificación de la identidad sino también para la prevención del fraude.  Varios operadores utilizan bases de datos comerciales de las que se puede obtener una gran cantidad de datos personales, como la fecha de nacimiento y de empleo, los antecedentes penales, los antecedentes crediticios y el domicilio.  Los operadores también pueden determinar fácilmente el lugar en que se encuentra un jugador mediante el número del proveedor de servicios de Internet generado por la computadora de ese jugador.

3.4 En lo que respecta a la prevención del fraude, cada operador de Antigua mantiene un departamento "contra el fraude" para evitar el abuso de los sistemas de juegos de azar;  la colusión entre jugadores, el fraude financiero y el uso indebido de las tarjetas de crédito, la participación de menores de edad y otras circunstancias que puedan causar una pérdida financiera al operador.  En general, los departamentos de prevención del fraude verifican la identidad de los futuros jugadores, investigan el comportamiento sospechoso y formulan estrategias para combatir las prácticas ilícitas o fraudulentas.  Basándose en su supervisión de la industria, el Gobierno ha llegado a la conclusión de que, con la experiencia, los operadores han desarrollado una gran habilidad para detectar de diversas maneras las prácticas fraudulentas y los jugadores sin escrúpulos;  en la mayoría de los casos, hay pautas reconocibles que se han desarrollado a lo largo de los años.  En Antigua la ley prohíbe expresamente la participación de menores de edad en los juegos de azar.  La experiencia demuestra que la participación de menores en los juegos ofrecidos por operadores de Antigua no es frecuente por varias razones.  El primer obstáculo para la participación de menores en juegos y apuestas es la verificación de la edad, que es parte del proceso de identificación.  Un segundo obstáculo importante es la necesidad de depositar fondos en una cuenta antes de apostar, para lo cual es necesario tener acceso a instrumentos financieros como cheques y cuentas bancarias con fondos, la capacidad de girar fondos de esas cuentas o tener acceso a una tarjeta de crédito válida.  Este es un obstáculo considerable que la mayoría de los menores de edad no pueden eludir, en particular dada la práctica en la industria de transferir las ganancias y los depósitos directamente a las cuentas de las que se han recibido los fondos o de acreditar las ganancias directamente a la tarjeta de crédito aplicable, de modo que básicamente los menores de edad no pueden tener acceso a esas ganancias.  Otro obstáculo para la participación de menores en el juego está relacionado con el mercado:  en las raras oportunidades en que los menores han podido participar en juegos de azar prácticamente en todos los casos los fondos se han reintegrado a los padres o se han acreditado a una tarjeta de crédito.  Para limitar las posibilidades de que los menores hagan apuestas a través de Internet se puede utilizar otro método que afecta directamente al usuario.  En la práctica, muchos operadores de Antigua ofrecen en sus sitios Web vínculos directos a proveedores de servicios de control para los padres, como "Cybersitter", "Net Nancy" y "Surf Watch".  Algunos se suscriben directamente a los servicios de estos proveedores para asegurarse de que se impida automáticamente el acceso de menores a sus sitios en Internet.  Por último, la ley de Antigua exige que los operadores incluyan en sus sitios una advertencia sobre el riesgo de adicción al juego e información para ayudar a los jugadores compulsivos.  En la práctica, esto se hace mediante una referencia y un vínculo a organizaciones tales como "Gamblers Anonymous".  Además, el Gobierno ha comprobado que la industria transfronteriza del juego en Antigua por lo general procura evitar que participen jugadores compulsivos en los juegos de azar y las apuestas.  Estas personas no sólo tienden a plantear más problemas a los operadores, al exigir crédito y el reintegro de los fondos y al requerir un grado desproporcionado de atención de parte del personal, si no que muchas veces los operadores se ven en la necesidad de anular las transacciones financieras o las operaciones con tarjetas de crédito.  La mayoría de los operadores parecen ser capaces de detectar a los jugadores problemáticos cuando éstos se suscriben (momento en que los operadores se niegan a autorizar el depósito de fondos en una cuenta o las apuestas con cargo a esa cuenta) o más adelante, en el transcurso de la relación con esos jugadores, en cuyo caso cierran las cuentas de esas personas y les reintegran el saldo.

3.5 Antigua señala que en 1999 había llegado a 119 el número de operadores autorizados, que empleaban alrededor de 3.000 personas y cuya actividad representaba alrededor del 10 por ciento del PIB.  Sin embargo, para 2003, su número había disminuido a 28, y el de empleados, a menos de 500.  El Gobierno estima que las reglamentaciones más estrictas aprobadas en Antigua y la estrategia cada vez más agresiva de parte de los Estados Unidos para obstaculizar el suministro transfronterizo de servicios de juegos de azar y apuestas en Antigua son factores importantes que han contribuido al deterioro de la industria.  El marco reglamentario de Antigua para la industria de juego a distancia tiene dos componentes.  Uno es la Reglamentación del Juego
, adoptada el 22 de mayo de 2001, que establece, entre otras cosas, los requisitos para que los operadores obtengan licencias válidas;  las solicitudes de estas licencias están sujetas a una rigurosa investigación por parte de la Dirección de Fiscalización del Juego.  La Reglamentación del Juego también:  i) prohíbe la participación de menores en el juego;  ii) contiene disposiciones encaminadas a promover una actitud responsable entre los jugadores (incluyen normas por las que se exige la inclusión de advertencias sobre los efectos adictivos del juego en los sitios Web);  iii) obliga a los operadores a efectuar verificaciones detalladas de la identidad de los posibles jugadores;  iv) prohíbe los pagos en efectivo, y v) dispone que los fondos pueden provenir únicamente de cuentas debidamente verificadas de instituciones financieras reglamentadas y que, de ser posible, las ganancias deben depositarse en esas mismas cuentas.  Los titulares de las licencias están obligados a notificar todas las actividades sospechosas a la Dirección de Fiscalización del Juego.  La Dirección también está facultada para realizar investigaciones en virtud de la Reglamentación mencionada y supervisa a los titulares de las licencias y al personal clave y los juegos ofrecidos mediante licencia.  En la práctica, estas facultades se ejercen regularmente.  La Reglamentación del Juego también se refiere a las normas de publicidad y prohíbe, entre otras cosas, la publicidad falsa o engañosa y de contenido indecente, pornográfico u ofensivo.

3.6 Las medidas adoptadas por el Gobierno para reprimir el lavado de dinero constituyen el segundo componente del marco reglamentario de Antigua, en particular, la Ley sobre (la Prevención) del Lavado de Dinero
, la Reglamentación sobre el Lavado de Dinero
, las Directrices sobre el Lavado de Dinero
 y las medidas adoptadas por la Oficina encargada de la política nacional sobre fiscalización de drogas y lavado de dinero ("ONDCP").  Antigua es un Estado miembro del Grupo de Acción Financiera del Caribe, creado bajo los auspicios del Grupo de Acción Financiera sobre el blanqueo de capitales que estableció el Grupo de los 7 en 1989.  La Ley sobre el Lavado de Dinero es una ley detallada y actualizada que tipifica como delito el lavado de dinero y establece la facultad y funciones de reglamentación de la ONDCP.  Por diversas razones, Antigua no considera que la industria transfronteriza de juegos de azar y apuestas en su territorio ofrezca oportunidades para el blanqueo de capitales u otras formas de delincuencia financiera u organizada.  En particular, en Antigua los operadores de juegos de azar y apuestas están obligados a verificar la identidad de los jugadores y no pueden recibir de ellos dinero en efectivo.  Esta es una situación muy distinta a la de los casinos y otros establecimientos de juegos de azar ubicados en los Estados Unidos, en los que los jugadores no sólo pueden hacer apuestas en forma totalmente anónima sino que también las hacen casi exclusivamente con dinero en efectivo.

3.7 Antigua sostiene que los juegos de azar comerciales en los Estados Unidos constituyen una industria gigantesca.  En 1999, la suma total apostada en juegos de azar autorizados a nivel estatal en los Estados Unidos fue de más de 630.000 millones de dólares EE.UU. y las pérdidas de los jugadores fueron de 50.000 millones de dólares EE.UU.
  En 1998, el 68 por ciento de la población estadounidense hizo apuestas al menos una vez, y el 86 por ciento lo hace al menos una vez en la vida.
  En 1999, la Comisión Nacional de Estudios de Impacto sobre los Juegos de Azar en los Estados Unidos (en adelante denominada la "NGISC"), establecida por el Gobierno Federal, terminó de elaborar un largo y detallado estudio sobre los juegos de azar en los Estados Unidos.  La Comisión llegó a la conclusión de que:

"Los juegos de azar comerciales se han convertido en una enorme industria.  En la actualidad, las autoridades participan activamente y cada vez más en esa industria a fin de captar los ingresos generados por el juego, ya sea directamente, por medio de loterías estatales y casinos de propiedad de tribus indígenas de los Estados Unidos, o mediante la reglamentación de los operadores comerciales y la aplicación de impuestos sobre sus actividades.

En ningún momento se tomó una decisión a nivel nacional para convertir a los Estados Unidos en líder mundial de la industria del juego.  Lo que ocurrió más bien es que los juegos de azar proliferaron en todo el territorio como resultado de una serie de decisiones graduales de alcance limitado tomadas por particulares, comunidades, Estados y empresas.

En los próximos 25 años, al ritmo de crecimiento actual, los juegos de azar podrían parecerse cada vez más a otras actividades comerciales corrientes y lícitas pero hasta cierto punto restringidas, como la venta de bebidas alcohólicas o de cigarrillos.  Naturalmente, cabe prever que, con el tiempo, las normas básicas de nuestro régimen económico tendrán cada vez más influencia en las pautas de la industria del juego, a medida que las circunstancias cuasimonopolísticas de la época actual sean reemplazadas por modalidades más corrientes de competencia."
 

3.8 Desde 1999, la expansión de los juegos de azar autorizados a nivel estatal en los Estados Unidos ha continuado a un ritmo sin precedentes;  esos juegos se ofrecen en 48 Estados y abarcan actividades tales como el bingo, las apuestas sobre carreras de caballos y otras actividades deportivas, los casinos comerciales y las loterías administradas por los Estados.  La omnipresencia de los juegos de azar totalmente lícitos y autorizados a nivel estatal hace que el de los Estados Unidos sea el mercado nacional más grande del mundo.  La suma de 630.000 millones de dólares EE.UU. apostados en 1998 y 1999 según la NGISC no incluye la forma más generalizada y popular de juegos de azar en los Estados Unidos:  las apuestas deportivas no autorizadas o "ilícitas".  La NGISC ha calculado que la suma total apostada ilegalmente por año por jugadores estadounidenses en relación con encuentros deportivos profesionales o amateurs posiblemente llegue a los 380.000 millones de dólares EE.UU.
  Pese al extraordinario aumento de esta forma no autorizada de juegos de azar, los esfuerzos de las autoridades estadounidenses por reprimir las actividades de los corredores de apuestas ilegales en los Estados Unidos han ido decreciendo en los últimos 40 años.  En su Informe Final, la NGISC llegaba a la conclusión de que las apuestas deportivas ilícitas en los Estados Unidos contaban "con una amplia aceptación, eran muy populares y era muy fácil participar en ellas, y en la actualidad era improbable que se tomaran medidas penales para reprimirlas".

3.9 Antigua sostiene asimismo que las empresas de juegos de azar más grandes del mundo son empresas estadounidenses y muchas tienen intereses en el extranjero.  Estas empresas utilizan sofisticadas tecnologías informáticas para fiscalizar y supervisar a distancia sus operaciones en el extranjero a través de Internet.
  Los operadores de juegos de azar de los Estados Unidos pueden hacer publicidad sin limitación alguna en todo el territorio estadounidense.  Refiriéndose a la publicidad de las loterías en los Estados Unidos, la NGISC la calificó de "engañosa", "equívoca" y afirmó que se utilizaba para "manipular al público".
  Los casinos de los Estados Unidos, como los de Nevada y Atlantic City (Nueva Jersey), utilizan sofisticadas técnicas de "marketing", incluida la comercialización directa basada en datos recogidos electrónicamente sobre el comportamiento individual de los jugadores durante el juego.  Por ejemplo, los modernos casinos de Nevada, en particular los situados en la principal zona de casinos de Las Vegas, llamada "Las Vegas Strip", son miniciudades independientes en las que se puede jugar sin interrupción.  Por ejemplo, en el recinto del casino MGM Grand, de más de 170.000 pies cuadrados de superficie (aproximadamente 16.000 metros cuadrados), hay unas 3.200 máquinas tragamonedas, 164 mesas de juego y un servicio de apuestas deportivas.
  Para atraer clientes, los casinos de Nevada hacen mucha publicidad y ofrecen pasajes con descuento, alojamiento en hoteles económicos, comidas a precios muy accesibles, espectáculos de bajo costo y otros eventos especiales.
  Algunos casinos incluso ofrecen viajes gratis a sus mejores clientes.  Según la legislación de los Estados Unidos, los casinos pueden hacer publicidad sobre juegos de azar en todos los Estados del país, incluso en los Estados en que esos juegos no están permitidos.
  Los casinos de Las Vegas utilizan un método de marketing con muy buen resultado:  ofrecen espectáculos con estrellas conocidas, obras musicales similares a las de Broadway, espectáculos de variedades y números de cabaret.  Todo este entretenimiento tiene una única finalidad:  atraer clientes para los casinos.  Los espectáculos que contribuyen a aumentar las ganancias de los casinos derivadas del juegos suelen mantenerse, en tanto que los que no lo logran por lo general se cancelan sin que importe el número de entradas vendidas.
  Los casinos como los de Las Vegas están configurados de manera de retener a los visitantes en los complejos turísticos y cerca de las mesas de juego y de las máquinas tragamonedas.
  Las vías de circulación que atraviesan las salas de los casinos están trazadas de manera que orientan a los visitantes hacia el equipo de juego y no hacia las salidas.
  El equipo de juego está cuidadosamente dispuesto en espacios relativamente pequeños a fin de crear un ambiente íntimo y aislado del resto del complejo y en el cual el elemento dominante de la decoración es ese equipo de juego.
  Las zonas de juegos de los casinos también están diseñadas para apartar a los visitantes de su rutina diaria y liberarlos de sus inhibiciones y responsabilidades convencionales.
  Los sonidos y efectos visuales característicos de los casinos producen deliberadamente una sensación que intensifica la emoción y la tensión placentera del juego.

3.10 Además, la mayoría de los casinos están abiertos las 24 horas del día y emplean distintas técnicas para que el jugador pierda la noción del tiempo y del dinero.
  Por lo general, no hay relojes ni ventanas que den al exterior, y a los jugadores les resulta difícil llevar cuenta del tiempo.
  Los casinos convierten el dinero en fichas con las que se puede apostar directamente en las mesas de juego;  de este modo los jugadores pierden la noción del valor del dinero.
  Para alentar aún más a un juego descontrolado, los casinos ofrecen bebidas alcohólicas gratis a todo aquél que hace apuestas en una mesa de juego.
  Los casinos tienen bancos y cajeros automáticos donde se pueden utilizar tarjetas de débito y de crédito y ofrecen líneas de crédito en las salas de juego a fin de que los jugadores tengan fácil acceso a dinero en efectivo.
  Los operadores de juegos de azar también ofrecen una serie de incentivos para retener a los jugadores en el casino.  Es corriente que se premie a los ganadores con cenas, alojamiento en hoteles y entretenimiento gratis.  La motivación es muy sencilla:  si permanecen suficiente tiempo en el casino, los jugadores que han ganado inevitablemente regresan a las mesas de juego, donde finalmente prevalecerá la ley de las probabilidades.  Los casinos también mantienen bases electrónicas de datos sobre el comportamiento de cada unos de sus clientes durante el juego.
  Estos datos se utilizan en actividades de marketing dirigidas a los jugadores.
  Los casinos intercambian estos datos entre sí.
  Para 2003, había en Nevada más de 2.100 casinos autorizados que ofrecían prácticamente todas las formas autorizadas de juegos de azar más populares.  Estos casinos tienen en conjunto 189.193 máquinas tragamonedas y 6.358 mesas de "black-jack", "crap", ruleta y otros juegos de mesa
 y anualmente generan para el Estado ingresos de 9.500 millones de dólares EE.UU.
  La propia Las Vegas ha recibido a más de 30 millones de visitantes por año desde 1997, y más de 35 millones en cada uno de los tres últimos años.
  Aproximadamente el 90 por ciento de los visitantes proviene de lugares fuera de Nevada, incluidas todas las demás regiones de los Estados Unidos, así como de países extranjeros.
  Además de los conocidos casinos de Nevada y Nueva Jersey, varios otros Estados ofrecen oportunidades de hacer apuestas en casinos, entre ellos Luisiana, Ilinois, Indiana, Missouri, Mississippi, Dakota del Sur, Colorado y Michigan.  Además, en el territorio de los Estados Unidos hay más de 340 casinos de propiedad de diversas tribus indígenas que, en virtud de exenciones previstas en la legislación federal y en muchos casos con asistencia del Gobierno Federal, están autorizados para ofrecer una amplia variedad de servicios de juegos de azar en instalaciones situadas en tierras tribales.  Hasta el Gobierno Federal de los Estados Unidos explota este tipo de servicios:  tiene alrededor de 8.000 máquinas tragamonedas y videojuegos electrónicos de póquer en 94 bases e instalaciones militares ubicadas fuera del territorio de los Estados Unidos.

3.11 Antigua sostiene que la industria de las apuestas sobre carreras de caballos en los Estados Unidos ha utilizado con éxito los adelantos de la tecnología de las comunicaciones para ofrecer más oportunidades de hacer apuestas.  En consecuencia, el 85 por ciento de las apuestas sobre carreras hípicas se hacen fuera de los hipódromos;  las carreras se transmiten por el sistema de "transmisión simultánea" o directa por satélite u otros medios de transmisión a distancia.
  También se transmiten a los aparatos de televisión de los hogares y se ofrece la oportunidad de hacer apuestas desde allí por Internet, por teléfono u otros medios de comunicación.  En 2000, los Estados Unidos enmendaron la Ley sobre apuestas hípicas interestatales
 para permitir las apuestas sobre carreras hípicas a través de Internet.

3.12 Antigua también señala que, en 2002, había en Nevada 160 "corredores de apuestas" autorizados y reglamentados que recibían apuestas sobre todos los deportes profesionales y amateurs.  Cuando hace una apuesta por intermedio de un corredor, el jugador apuesta contra el corredor y no contra otros jugadores, como ocurre con las apuestas mutuas.  En el Estado de Nevada, los deportes más populares sobre los que se hacen apuestas por intermedio de corredores son el fútbol americano, el baloncesto y el béisbol.
  También se aceptan apuestas sobre partidos de jockey, campeonatos de golf, carreras de automóviles, partidos de fútbol y otros deportes y torneos de atletismo.
  En el ejercicio económico de 1998, el monto de las apuestas sobre acontecimientos deportivos en Nevada llegó a la cifra de 2.300 millones de dólares EE.UU. (cuantía total), que generó ingresos (ganancias) por valor de 77,4 millones de dólares EE.UU.
  Desde 1998, el monto total de las apuestas hechas por intermedio de corredores en Las Vegas ha disminuido ligeramente, principalmente debido a la competencia de corredores extranjeros de apuestas deportivas.
  En 2002, el monto total de las apuestas fue de 1.900 millones de dólares EE.UU., y las ganancias de la industria, de 110 millones de dólares EE.UU.
  Los corredores de apuestas de Nevada ofrecen sus servicios a particulares por teléfono y a través de Internet.

3.13 Antigua sostiene asimismo que las loterías ofrecen una amplia gama de juegos, incluidos los siguientes:  i) los juegos instantáneos o de tarjetas para raspar, de los que existe una enorme variedad en todos los Estados que tienen loterías.
  Por ejemplo, la Lotería de California cuenta en la actualidad con 39 juegos diferentes de tarjetas para raspar
 en tanto que la de Georgia ofrece 80 juegos de esa clase
;  ii) también se puede jugar al "lotto" en casi todos los Estados que tienen loterías y, en la mayoría de los casos, el premio o "pozo" es una cuantiosa suma de dinero.  Actualmente el premio mayor para el número ganador del lotto en los Estados Unidos es de 296 millones de dólares
;  iii) el "keno", del cual existen dos versiones.
  La primera consiste en un sorteo periódico corriente una o dos veces por semana.  La otra se conoce con el nombre de "keno de sorteo rápido" ("fast draw keno"), en que los resultados de los sorteos aparecen en un monitor electrónico cada cinco minutos.  En 2002, los proveedores de juegos de lotería ofrecían juegos de "keno" en 11 Estados
;  iv) las loterías diarias como el "lotto" y el "keno", que son una variante de los juegos de selección al azar.  En estos juegos, los participantes seleccionan diariamente tres o cuatro dígitos para ganar un premio fijo cuyo monto varía de 500 a 2.500 dólares EE.UU.
  En algunos Estados se sortean números hasta cuatro veces por día.  Se hacen sorteos diarios en casi todos los Estados que tienen loterías
;  v) videoterminales de juegos de lotería (VLT), el juego de azar más novedoso que ofrecen las agencias de loterías en los Estados Unidos, y el que se está popularizando más rápidamente.
  Dakota del Sur estableció la primera red de videoterminales de juegos de lotería en los Estados Unidos en 1989.  Antes de que aparecieran estos juegos, las ventas de billetes de lotería de Dakota del Sur apenas alcanzaban los 21 millones de dólares EE.UU. por año.  Diez años después de la introducción de videoterminales, el monto total anual de las ventas de la lotería en ese Estado había sobrepasado la cifra de 500 millones de dólares EE.UU.
  En la actualidad hay redes de videoterminales en Delaware, Oregón, Nueva York, Dakota del Sur, Rhode Island, Virginia Occidental, Luisiana y Montana.
  En 2000, había más de 60.000 videoterminales de juegos de lotería en los Estados Unidos;  las ventas en cifras netas eran de 2.300 millones de dólares EE.UU., y las ganancias, de 685 millones de dólares EE.UU.
  En los Estados Unidos se considera que las videoterminales de juegos de lotería complementan a los juegos de lotería convencionales porque por lo general suelen estar ubicadas en bares y tabernas, en los que en el pasado la venta de billetes de lotería no ha tenido éxito.
  Los principales opositores de la ampliación de las redes de videoterminales de juegos de lotería siempre habían sido los corredores de apuestas sobre carreras de caballos, que temían que se redujera su volumen de ventas.
  Sin embargo, como la instalación de esas videoterminales en Delaware, Luisiana, Nueva York, Rhode Island y Virginia Occidental ha dado buenos resultados, los corredores de apuestas hípicas se han convertido en entusiastas promotores de los videojuegos de azar y presionan activamente al Gobierno para que legalice la instalación de las videoterminales en los hipódromos
, y (v) las apuestas sobre encuentros deportivos.  Por ejemplo, la Lotería de Oregón ofrece un juego denominado "Sports Action".

3.14 Por último, Antigua subraya la importancia de tener presente lo que no es objeto de esta diferencia.  En primer lugar, no se refiere en general a la industria del juego en Internet.  El Gobierno de Antigua y Barbuda inicia estas actuaciones por cuenta de su industria nacional y no de ninguna otra.  En segundo lugar, tampoco se refiere a los juegos de azar que no están sujetos a ningún tipo de reglamentación ni de regulación.  Antigua es una jurisdicción reglamentada;  cuando comenzó a desarrollar esta industria hace unos ocho años, lo hizo en un contexto reglamentado.  Desde entonces, Antigua ha reestructurado totalmente su sistema reglamentario dos veces.  La última vez lo hizo con la participación y asistencia directas de especialistas en la legislación estadounidense sobre los juegos de azar y sigue mejorando y perfeccionando dicho sistema.  Antigua estima que esta diferencia entre Antigua y Barbuda y los Estados Unidos debe solucionarse en un contexto reglamentario convenido.  En las consultas con los Estados Unidos, Antigua y Barbuda manifestó su voluntad de colaborar con los Estados Unidos para establecer un sistema reglamentario mutuamente aceptable.  Los Estados Unidos no demostraron ningún interés en ello y se limitaron a afirmar que los juegos de azar y apuestas por Internet no se pueden reglamentar.  Antigua no está de acuerdo, al igual que otros Estados, por ejemplo, el Reino Unido.

3.15 Los Estados Unidos responden que la reciente expansión del suministro a distancia de los servicios de juegos de azar
 en los últimos tiempos plantea al Gobierno de los Estados Unidos grandes dificultades en materia de reglamentación.  Las nuevas tecnologías, incluidas las telecomunicaciones de alta velocidad e Internet, han contribuido a la extraordinaria expansión del suministro a distancia de esos servicios en los últimos 10 años.  Este vertiginoso aumento, sea cual fuere su causa, ha planteado graves problemas en materia de reglamentación y de cumplimiento de la ley en los Estados Unidos, donde las autoridades, a través de toda la historia del país, han reglamentado estricta y sistemáticamente los juegos de azar y el suministro a distancia de esos servicios.  Los juegos de azar han sido una de las actividades clásicas de las organizaciones delictivas.  Las autoridades encargadas de hacer cumplir la ley en América del Norte han obtenido pruebas de que esas organizaciones participan cada vez más activamente en el suministro a distancia de servicios de juegos de azar, incluso a través de Internet.  En 1999, la Dependencia de Análisis de Información sobre la Delincuencia Organizada de la Oficina Federal de Investigaciones (FBI) presentó al Comité del Senado sobre el Poder Judicial un análisis en el que confirmaba que "las organizaciones delictivas 'participan activamente' en el suministro extraterritorial de servicios de juegos de azar".
  El 29 de abril de 2003, John Malcolm, Fiscal General Adjunto, declaró bajo juramento en una audiencia del Congreso que "el Departamento de Justicia está preocupado por la posible participación de organizaciones delictivas en el suministro de juegos de azar por Internet.  ...  Tenemos pruebas de que esas organizaciones se están introduciendo en la industria de los juegos de azar en Internet".
  El Servicio Canadiense de Inteligencia sobre Actividades Delictivas ha confirmado la participación de organizaciones delictivas en el suministro de servicios de juegos de azar por Internet y está convencido de que ello creará más oportunidades de cometer delitos en relación con esos servicios.

3.16 Las actividades del suministro a distancia de servicios de juegos de azar proporciona a los delincuentes una vía fácil para el lavado de dinero, debido en gran parte al volumen, la rapidez y el alcance internacional de las transacciones, así como al hecho de que la mayoría de los proveedores de esos servicios se encuentran fuera del territorio nacional.  En esta industria, el empleo de efectivo es mucho más frecuente que en las operaciones comerciales realizadas en formas convencionales por teléfono o a través de Internet;  no obstante, la industria no está comprendida en el marco de las estructuras especiales de reglamentación y supervisión establecidas para los servicios financieros.  Las personas que procuran blanquear el dinero mal habido a través de las operaciones de juegos de azar a distancia pueden hacerlo de distintas maneras.  Es difícil seguir la pista a las transacciones debido a su carácter anónimo y a la codificación de la información.  La NGISC, órgano creado por el Congreso de los Estados Unidos para realizar un estudio general de las consecuencias sociales y económicas de los juegos de azar, señaló en 1999 lo siguiente:
"[L]os juegos de azar a través de Internet pueden ser un medio de blanquear dinero fácilmente, ya que se caracterizan por el anonimato, el acceso a distancia y la codificación de los datos.  Para blanquear dinero, basta con depositar fondos en una cuenta extraterritorial y utilizarlos para hacer apuestas, perder un pequeño porcentaje de esos fondos y convertir el resto en efectivo.  Gracias a la doble protección de la codificación de los datos y el carácter anónimo de las operaciones, gran parte de esta actividad puede pasar desapercibida."

3.17 Los juegos de azar también están relacionados con actividades delictivas de otro tipo, como los negocios fraudulentos.  Tanto los proveedores de servicios de juegos de azar como sus clientes han cometido esa clase de delitos.  Un ejemplo muy conocido es el problema de las loterías fraudulentas, muchas de las cuales se ofrecen a compradores a distancia.  La Comisión Federal de Comercio ("FTC"), el principal organismo de protección del consumidor en los Estados Unidos, ha advertido a los ciudadanos estadounidenses que hay delincuentes que venden por teléfono y por correo billetes falsos de loterías extranjeras.
  En 2002, las denuncias sobre premios, apuestas y loterías fraudulentas figuraban entre las 10 reclamaciones más frecuentes de los consumidores a la FTC.
  La FTC ha comprobado que la mayoría de las promociones de loterías extranjeras son fraudulentas.
  Las posibilidades de fraude aumentan cuando se ofrece la oportunidad de hacer apuestas desde localidades distantes.  No hay muchos obstáculos para establecer un servicio de juegos de azar en Internet, y los operadores inescrupulosos pueden aparecer y desaparecer en pocos minutos.  Las empresas delictivas pueden obtener los números de las tarjetas de crédito de los clientes, recibir fondos para abrir cuentas para hacer apuestas y luego cancelar el servicio sin pagar a los ganadores.  Además, operadores sin escrúpulos pueden alterar los programas informáticos para manipular los juegos a su favor.  Los piratas informáticos también pueden modificar esos programas en perjuicio de los consumidores.

3.18 La disponibilidad de juegos comerciales de azar en los hogares, las escuelas y otros lugares donde no han existido tradicionalmente es un motivo de especial preocupación, incluso en relación con la protección de menores.  Según la legislación de los Estados Unidos, sólo los adultos pueden participar en juegos de azar.  Sin embargo, los jóvenes utilizan Internet con mucha más frecuencia que cualquier otro sector de la población.  La NGISC informó que en los Estados Unidos más del 69 por ciento de los jóvenes de 18 a 24 años usan las computadoras un promedio de cuatro horas por día.
  Los niños son un blanco fácil para los proveedores de servicios de juegos de azar a distancia:  "[M]uchos de estos sitios de juegos de azar en la Web son particularmente atractivos para los niños, ya que están diseñados como juegos de vídeo".
  La NGISC también llegó a la conclusión de que "como Internet se puede utilizar en forma anónima, existe el peligro de que los menores de edad la usen de manera indebida para hacer apuestas".
  Asimismo, la Asociación de Psiquiatría de los Estados Unidos ha advertido que "en lo que respecta a los juegos de azar, los jóvenes están particularmente expuestos y deben ser conscientes de los peligros que entraña esa actividad, en particular los riesgos de las apuestas por Internet, sobre todo para los estudiantes secundarios y universitarios".
  Un Comité del Senado de los Estados Unidos que examinó proyectos de ley sobre los servicios de juegos de azar a través de Internet en 1999 expresó "su especial preocupación por la popularización de las apuestas a través de Internet, en vista de que en estudios recientes se ha señalado que los jóvenes tienen cada vez más problemas con las apuestas sobre encuentros deportivos.  Por ejemplo, en un estudio realizado en 1998 en la Universidad de Michigan se señalaba que el 35 por ciento de los estudiantes que practicaban deportes hacían apuestas sobre encuentros deportivos mientras cursaban sus estudios en la universidad".
  Se ha constatado en el informe mencionado que en "un número cada vez mayor de investigaciones se llega a la conclusión de que la proporción de estudiantes universitarios con patologías o problemas relacionados con los juegos de azar es mayor que en cualquier otro segmento de la población".
  En términos más generales la Corte Suprema de los Estados Unidos ha constatado que "[l]os juegos de azar ... están comprendidos en la categoría de 'vicios' que podrían prohibirse, cosa que en muchos casos ha ocurrido".
  A medida que el suministro a distancia de servicios de juegos de azar ha proliferado y llegado a los hogares, las escuelas y los lugares de trabajo (en la práctica, a cualquier lugar donde haya una conexión con Internet), ha suscitado más preocupación que otras formas más aisladas de juegos de azar porque es intrínsecamente más difícil de controlar.
  Si bien muchos ciudadanos estadounidenses participan en diversas formas legalizadas de juegos de azar, sigue siendo cierto que las restricciones al suministro a distancia de esos servicios en los Estados Unidos reflejan la preocupación de los legisladores y de los ciudadanos ante la imposibilidad de controlar una actividad respecto de la cual muchas personas y grupos tienen profundas reservas éticas y religiosas.

3.19 Por último, el suministro de juegos de azar a los hogares, los lugares de trabajo y otros entornos entraña otros riesgos para la salud.  El Consejo sobre Jugadores Compulsivos ha señalado que el 5 por ciento de todas las personas que se dedican a juegos de azar desarrollan una adicción al juego.  El Dr. Howard J. Schaffer, de la División de Investigaciones sobre la Adicción de la Facultad de Medicina de la Universidad de Harvard, compara a los juegos de azar por Internet con "nuevas formas de suministro de narcóticos adictivos"
, y un comité del Senado de los Estados Unidos ha llegado a la conclusión de que "como resultado del suministro de servicios de juegos de azar por Internet se corre el riesgo de que aumente el número de jugadores compulsivos".

3.20 Los Estados Unidos sostienen además que la exposición de los hechos que presentó Antigua contiene afirmaciones que inducen a error, inexactitudes y material que no es pertinente.  Muchos de los hechos refutables parecen tener muy poca relación con el fondo de esta diferencia.  En bien de la brevedad y la claridad, los Estados Unidos se han centrado en los elementos de la exposición de Antigua que pueden inducir más a error.  Contrariamente a lo que afirma Antigua, los Estados Unidos se ocupan activamente de hacer cumplir sus leyes contra los juegos de azar ilícitos en su territorio.  De hecho, los Estados Unidos no toleran en modo alguno esa actividad ilícitas, y el número de detenciones por actividades ilícitas de esta índole sigue siendo notable.  Además, los datos de Antigua no parecen incluir el gran número de casos en los que el juego ha sido uno de varios cargos pero no el principal de ellos.  Por ejemplo, muchas causas contra figuras de la delincuencia organizada incluyen cargos por juegos ilícitos.  En los Estados Unidos los juegos de azar sólo están permitidos en determinados lugares y establecimientos designados por ley, y sólo en las formas en que, en opinión de los Estados Unidos, se pueden reglamentar con eficacia.  En los casos en que existen, están sujetos a las reglamentaciones más estrictas.  Como ha señalado la NGISC, "los juegos de azar no son considerados un mero negocio en ningún lugar de los Estados Unidos, y ningún operador puede ofrecer libremente ese tipo de servicios al público".
  Por el contrario, los juegos de azar "están sujetos a la estrecha vigilancia de las autoridades en todas las jurisdicciones donde existen".
  El propósito de esa vigilancia y reglamentación es proteger al público, no proteger a la industria nacional.  Es más, si su finalidad fuera el proteccionismo, habría fracasado rotundamente, ya que en el mercado estadounidense ya participa un gran número de proveedores extranjeros de servicios de juegos de azar.  Sea cual fuere su origen, extranjero o nacional, todos los proveedores de esos servicios en los Estados Unidos desarrollan sus actividades con sujeción a estrictas restricciones.  Dichas restricciones son particularmente rigurosas en el caso del suministro a distancia de esos servicios.

3.21 Los Estados Unidos declaran que la amplitud de la descripción del mercado estadounidense de juegos de azar (hecha por Antigua) causa perplejidad.  Antigua afirma que los Estados Unidos autorizan solamente dos tipos de servicios transfronterizos de juegos de azar y apuestas:  "los casinos virtuales" y los corredores de apuestas deportivas ("sports book").  Los primeros suministran sus servicios a través de Internet, y los segundos, a través de Internet y por teléfono.  Por lo tanto, éstos parecerían ser los únicos servicios y proveedores de Antigua que son objeto de la presente diferencia.  En lo que respecta a los juegos de casino, Antigua señala dos lugares donde se ofrecen en forma reglamentada (Nevada y Atlantic City), pero omite mencionar que el control ejercido por las autoridades competentes en éstos y otros lugares de los Estados Unidos es sumamente estricto.  Antigua tampoco cita ningún ejemplo de "casino virtual" que funcione legalmente en algún lugar de los Estados Unidos.

3.22 La descripción de las loterías existentes en los Estados Unidos que proporciona Antigua induce a error.  No existe una industria de loterías que abarque todo el país;  en realidad, hay loterías administradas y supervisadas por las autoridades competentes en 39 Estados;  cada lotería ofrece sus servicios en el territorio del Estado que los ha autorizado.  Todas están sujetas a leyes, normas y procedimientos extremadamente estrictos.  Si bien en más de un Estado las autoridades competentes ofrecen juegos de lotería, esos servicios no se prestan a distancia.  Asimismo, al describir el sistema de apuestas mutuas (quiniela), Antigua comete el error de afirmar que la Ley sobre apuestas hípicas interestatales permite las apuestas sobre carreras hípicas por Internet.  Esa Ley no autoriza ninguna forma de juegos de azar por Internet.  En la declaración de la ceremonia de la firma que acompañaba a la Ley por la que se promulgaron las enmiendas de diciembre de 2000 a la Ley antes mencionada, el entonces Presidente Clinton aclaró que ninguna de las disposiciones de dicha Ley (que es una ley civil) anulaba ninguna de las leyes penales promulgadas anteriormente y aplicables a los juegos de azar por Internet.  Concretamente, el Presidente Clinton señaló lo siguiente:

"Sin embargo, el Departamento de Justicia no considera que esta disposición confirme la legalidad de las apuestas con un pozo común y las apuestas interestatales mediante cuenta, ni siquiera en los casos en que las apuestas sobre carreras de caballos sean lícitas en los distintos Estados de que se trate.  Tampoco considera que esa disposición revoque o enmiende las leyes penales vigentes que puedan ser aplicables a esa actividad, en particular, los artículos 1084, 1952 y 1955 del capítulo 18 del Código de los Estados Unidos."

3.23 El Departamento de Justicia ha reafirmado repetidamente su opinión de que la Ley sobre apuestas hípicas interestatales no prevalece sobre las leyes penales preexistentes aplicables a los juegos de azar por Internet y a otros juegos de azar a distancia.  Es más, confirman esta observación las propias pruebas presentadas por Antigua.

3.24 Por último, en lo que respecta a las apuestas deportivas, Antigua no da ningún ejemplo de la oferta lícita de servicios de corredores de apuestas fuera de Nevada.  Las autoridades competentes de Nevada han tomado estrictas precauciones para asegurar que los corredores de apuestas deportivas que ofrecen sus servicios por computadora y por teléfono en la parte meridional de Nevada presten esos servicios únicamente a jugadores de la zona inmediata y no a través de portales de Internet a los que tiene acceso el público en general.

3.25 Los Estados Unidos sostienen que las medidas adoptadas por Antigua para reglamentar los juegos de azar y el lavado de dinero no bastan para abordar las cuestiones fundamentales que se plantean con respecto al suministro a distancia de los juegos de azar.  Antigua declara que ya en 1997 estableció disposiciones "aplicables directamente" a la industria de los juegos de azar y que su reglamentación del sector financiero está en conformidad con las normas internacionales o incluso es más estricta.  Los Estados Unidos desean referirse brevemente a esas declaraciones, señalando no obstante que Antigua no ha establecido una relación entre esas afirmaciones y sus argumentos de fondo.  Antigua afirma que los operadores de Antigua "realizan algún tipo de verificación para cerciorarse de la identidad" de las personas que se inscriben para utilizar los servicios de juegos de azar en Antigua.  Señala además que los menores no se inscriben para jugar en los sitios de Internet de Antigua porque no tienen acceso a instrumentos de pago o porque sus padres pueden impedirlo.  En realidad, esa reglamentación no es viable.  Los menores tienen fácil acceso a instrumentos de pago, y hasta ahora no se ha desarrollado ninguna tecnología que permita imponer a los juegos de azar por Internet límites ni siquiera parecidos a los que es posible aplicar en otros casos, en que esos juegos se pueden limitar físicamente y se puede controlar estrictamente el acceso a los mismos.

3.26 Antigua rechaza el argumento de los Estados Unidos de que los argumentos de Antigua contienen inexactitudes y tergiversaciones.  Por ejemplo, Antigua no ha distorsionado los hechos al describir las medidas de las autoridades estadounidenses encargadas de hacer cumplir la ley para fiscalizar los juegos de azar no autorizados.  Las estadísticas mismas (de alrededor de 123.000 detenciones en 1960 a alrededor de 15.000 en 1995) nunca han sido impugnadas y siguen siendo notables.  Los Estados Unidos tampoco indican, y mucho menos demuestran, en qué sentido es engañosa la descripción de Antigua de la industria de las loterías en los Estados Unidos.  Hay otros ejemplos, todos ellos infundados y no comprobados.  Por ejemplo, los Estados Unidos sostienen que el servicio de apuestas deportivas por Internet en Las Vegas, que menciona Antigua, no funciona en Internet sino en una "'red privada' local".  En realidad, el anuncio se refiere a una "red virtual privada".  Se trata de una tecnología de seguridad que se utiliza en Internet, y no de una red local independiente.

3.27 Antigua sostiene que, en buena medida, los Estados Unidos han optado por hacer caso omiso de los argumentos aducidos y las pruebas ofrecidas por Antigua y Barbuda, como si esos argumentos no se hubieran formulado y no se hubieran presentado tales pruebas.  Por lo tanto, muchos de los argumentos de Antigua no han sido refutados y ni siquiera abordados.  Por ejemplo, los Estados Unidos dan por sentado que Antigua es una jurisdicción no reglamentada.  Esto no es cierto y los Estados Unidos no aducen ninguna prueba que contradiga las que ha presentado Antigua en materia de reglamentación.  En consecuencia, la larga disquisición de los Estados Unidos sobre los males de la falta de reglamentación de los juegos de azar es irrelevante.  Otra característica notable de la comunicación de los Estados Unidos es que está basada en declaraciones concluyentes, pero de ningún modo fundamentadas, que se describen como "hechos".  En los pocos casos en que procuran fundamentar esas declaraciones, limitan sus referencias a declaraciones interesadas de políticos y funcionarios públicos de los Estados Unidos.  En las pocas ocasiones en que los Estados Unidos efectivamente citan fuentes independientes, se comprueba que esas fuentes se citan fuera de contexto (como la cita contenida en el párrafo 3.19, atribuida al Sr. Howard Shaffer, quien en realidad se refiere a todos los tipos de juegos electrónicos de azar y apuestas), o bien que son fuentes de dudosa validez.

B. Argumentos de derecho

1. Aplicabilidad del AGCS

3.28 Antigua sostiene que, en Canadá - Automóviles, el Órgano de Apelación constató que una cuestión fundamental para la aplicación del AGCS es determinar si la medida en litigio es una medida "que afecta al comercio de servicios".
  En esta diferencia, es evidente que de eso se trata.  En primer lugar, no se puede cuestionar que las ofertas de la industria de los juegos de azar de Antigua a consumidores de los Estados Unidos y otras partes constituyen un "servicio".  En segundo lugar, el principio según el cual lo que constituye una "medida (…) que afecta al comercio de servicios" debe interpretarse en forma muy amplia está firmemente establecido en la jurisprudencia de la OMC.  Como declaró el Órgano de Apelación en CE - Banano III:
"En nuestra opinión, el empleo de la expresión 'que afecten' refleja la intención de los redactores de dar al AGCS un amplio alcance.  En su sentido corriente, la palabra 'afectar' denota una medida que tiene 'un efecto sobre', y ello indica un amplio campo de aplicación.  Esta interpretación se ve reforzada por las conclusiones de grupos especiales anteriores en el sentido de que las palabras 'que afecte' en el contexto del artículo III del GATT de 1947 tiene un alcance más amplio que términos tales como 'regular' o 'regir'.  (…)  También observamos que el apartado b) del párrafo 3 del artículo I del AGCS establece que el término 'servicios' comprende todo servicio de cualquier sector, excepto los servicios suministrados en ejercicio de facultades gubernamentales (la cursiva es nuestra), y que el apartado b) del artículo XXVIII del mismo Acuerdo dispone que el "'suministro de un servicio' abarca la producción, distribución, comercialización, venta y prestación de un servicio".  Nada en estas disposiciones sugiere que el ámbito de aplicación del AGCS sea limitado."

3.29 Los servicios en cuestión son suministrados desde Antigua a usuarios en el territorio de los Estados Unidos por medios de comunicación a distancia (en particular mediante las conexiones con Internet, las telecomunicaciones, los servicios postales o los servicios de envío).  Antigua sostiene que esto representa un suministro de servicios del "modo 1" o "transfronterizo", tal como se define en el párrafo 2 a) del artículo I del AGCS.  Confirma esta posición lo dispuesto en el párrafo 19 de las Directrices para la consignación en Listas de 1993, que incluye ejemplos de los cuatro modos de suministro;  este mismo párrafo ha sido confirmado, sin modificación alguna, en el párrafo 28 de las Directrices para la consignación en Listas de 2001.
  Antigua señala además que en un "Informe de situación" adoptado por el Consejo del Comercio de Servicios el 19 de julio de 1999, relativo al "Programa de trabajo sobre el comercio electrónico", se señala que "era especialmente difícil" establecer una distinción entre los modos de suministro 1 y 2 ("suministro transfronterizo" y "consumo en el extranjero", respectivamente).
  Aunque puede que esto sea así en ciertas circunstancias, Antigua considera que no es ésta la cuestión de que se trata.
  En todo caso, el hecho de que los servicios de juegos de azar y apuestas examinados en estas actuaciones se suministren según el modo 1 o el modo 2 no tiene ninguna consecuencia importante en la presente diferencia, porque los Estados Unidos han asumido los mismos compromisos con respecto a ambos modos de suministro.

2. Cuestión de si los Estados Unidos han contraído un compromiso específico con respecto a los servicios de juegos de azar y apuestas

3.30 Antigua aduce que el AGCS propiamente dicho es un documento relativamente breve.  La índole y el alcance íntegros de las obligaciones de cada Miembro de acuerdo con el AGCS sólo pueden determinarse haciendo referencia a las "listas de compromisos específicos" de los respectivos Miembros de conformidad con lo dispuesto en el párrafo 1 del artículo XX del AGCS.  Una vez confeccionadas, las listas de compromisos específicos de los Miembros "se anexarán [al AGCS] y formarán parte integrante del mismo".
  Antigua sostiene que, en la Lista de compromisos específicos elaborada conforme al AGCS
, los Estados Unidos han asumido un compromiso pleno con respecto al suministro transfronterizo de servicios clasificados en el subsector 10.D "Otros servicios de esparcimiento (excepto los deportivos)".
  Al elaborar su Lista, los Estados Unidos utilizaron la Lista de Clasificación Sectorial de los Servicios preparada por la Secretaría del GATT durante la Ronda Uruguay de negociaciones comerciales multilaterales.
  El subsector 10.D del documento W/120 se titula "Servicios relacionados con los deportes y otros servicios de esparcimiento", y el correspondiente número de la CPC, según allí se indica, es "964".
  La sección 964 de la CPC, titulada "Servicios deportivos y otros servicios de esparcimiento", se desglosa como sigue:
"964 Servicios deportivos y otros servicios de esparcimiento

9641 Servicios deportivos

96411 Servicios de promoción de espectáculos deportivos

96412 Servicios de organización de espectáculos deportivos

96413 Servicios de explotación de instalaciones deportivas

96419 Otros servicios relacionados con espectáculos deportivos

9649 Otros servicios de esparcimiento

96491 Servicios en parques de recreo y playas

96492 Servicios de juegos de azar y apuestas

96499 Otros servicios de esparcimiento n.c.p."

3.31 El subsector 10.D de la Lista de los Estados Unidos se titula "Otros servicios de esparcimiento (excepto los deportivos)".  Por lo tanto, es evidente que los Estados Unidos han excluido la categoría "9641 Servicios deportivos" de los compromisos que han asumido en el subsector 10.D de su Lista.  Del mismo modo, es evidente que el subsector 10.D de la Lista de los Estados Unidos incluye la categoría "9649 Otros servicios de esparcimiento" de la CPC, que comprende la categoría "96492 Servicios de juegos de azar y apuestas" de la CPC.  En las consultas con los Estados Unidos, Antigua dio a conocer en todo detalle, verbalmente y por escrito, su interpretación de la Lista de los Estados Unidos y el fundamento jurídico de esa interpretación.  En su respuesta, los Estados Unidos sencillamente negaron que hubieran contraído compromisos con respecto a los servicios de juegos de azar y apuestas.  A pesar de habérselo pedido Antigua, los Estados Unidos no han explicado:  i) por qué es jurídicamente incorrecta la interpretación de la Lista hecha por Antigua;  ii) qué otros criterios deberían aplicarse para interpretar la Lista de los Estados Unidos, o iii) qué tipo de actividades, en opinión de los Estados Unidos, están incluidas en su Lista, en el subsector 10.D "Otros servicios de esparcimiento (excepto los deportivos)".

3.32 Antigua sostiene que, debido a que la Lista de los Estados Unidos forma parte integrante del AGCS en virtud del párrafo 3 del artículo XX del AGCS, esa Lista debe interpretarse de acuerdo con las normas generales estipuladas en el artículo 31 de la Convención de Viena.
  La interpretación de la Lista de los Estados Unidos hecha por Antigua resulta de:  i) el sentido corriente de las palabras "Otros servicios de esparcimiento" (párrafo 1 del artículo 31 de la Convención de Viena);  ii) los acuerdos e instrumentos relacionados con la conclusión del AGCS que son parte de su contexto (párrafo 2 del artículo 31 de la Convención de Viena), y iii) la práctica en la aplicación del tratado por la cual consta el acuerdo de las partes acerca de la interpretación del tratado (párrafo 3 del artículo 31 de la Convención de Viena).  Ninguno de los métodos de interpretación autorizados por la Convención de Viena contradice la interpretación de Antigua de la Lista de los Estados Unidos.

3.33 Antigua aduce que, aun cuando la interpretación estuviera basada exclusivamente en el sentido corriente de las palabras "Otros servicios de esparcimiento" en la Lista de los Estados Unidos, esa interpretación conduciría a la conclusión plausible de que los servicios de juegos de azar y apuestas están comprendidos en esta categoría, formulada en términos muy amplios.  Quizá se podría aducir que, teniendo sólo en cuenta el "sentido corriente" de las palabras, los servicios de juegos de azar y apuestas podrían incluirse en la categoría "Entertainment services" (servicios de espectáculos) (subsector 10.A de la Lista de los Estados Unidos).  No obstante, esto no cambiaría la conclusión, porque los Estados Unidos también han contraído un compromiso pleno con respecto al suministro transfronterizo de servicios comprendidos en esa categoría.

3.34 Antigua aduce que los dos documentos más importantes que son parte del contexto del AGCS para la interpretación de cualquier lista anexa al AGCS son el documento W/120 y las Directrices de 1993.  El párrafo 16 de esas Directrices dice lo siguiente:
"El carácter jurídico de las listas y la necesidad de evaluar los compromisos exigen el mayor grado posible de claridad en la descripción de cada sector o subsector consignado.  En general, la clasificación de los sectores y subsectores deberá basarse en [el documento W/120].  Al lado de cada uno de los sectores que figuran en [el documento W/120] se indica el número correspondiente de la Clasificación Central de Productos (CCP).  Cuando sea necesario perfeccionar una clasificación sectorial, deberá tomarse como base la CCP u otra clasificación internacionalmente reconocida (por ejemplo, el Anexo sobre Servicios Financieros)."

3.35 Este párrafo se incluyó en las Directrices para la consignación en Listas de 2001 sin ninguna modificación.  Es evidente que la estructura de la Lista de los Estados Unidos está basada en el documento W/120, con la excepción de los servicios de seguros (subsector 7.A), con respecto a los cuales se señala explícitamente en la Lista (indudablemente de conformidad con las Directrices de 2001) que "[l]os compromisos relativos a este subsector se establecen de conformidad con el enfoque alternativo de la consignación en listas de los compromisos previsto en el Entendimiento relativo a los compromisos en materia de servicios financieros".
3.36 Antigua afirma que, durante las consultas, los Estados Unidos sostuvieron que el documento W/120 no tiene fuerza jurídica obligatoria.  Los Estados Unidos también afirmaron que las Directrices de 1993 dan sólo orientaciones generales y que el documento propiamente dicho dispone en el párrafo 1 que "[Las Directrices] no debe[n] entenderse como una interpretación jurídica autorizada del AGCS".  Sin embargo, esta última frase no hace más que confirmar lo que es evidente a la luz del párrafo 2 del artículo IX del Acuerdo sobre la OMC, según el cual sólo la Conferencia Ministerial y el Consejo General tienen la facultad exclusiva de adoptar interpretaciones de esta índole.  Además, esta frase no está relacionada con disposiciones como las del párrafo 16 de las Directrices de 1993, que no prevé ninguna interpretación (a diferencia, por ejemplo, del párrafo 7, en el que se interpreta el principio del trato nacional).  En el párrafo 16 (y varios otros) sólo se explica cómo deben confeccionar sus listas los Miembros de la OMC y cómo, en bien de la claridad, deben mantener la concordancia con la CPC (o definiciones adicionales) si desean emplear sus propias clasificaciones o definiciones.  De este modo, estos párrafos no hacen más que establecer una norma para la comunicación clara e inequívoca en un contexto jurídico que requiere "el mayor grado posible de claridad".
  Si faltaran esas normas de comunicación, las listas confeccionadas en virtud del AGCS podrían haber sido totalmente diferentes unas de otras y podría haber ocurrido que los Miembros de la OMC no pudieran entender las listas de los demás.  Desde ese punto de vista, no cabe duda de que ciertos documentos como las Directrices sobre la consignación en listas y el documento W/120 son elementos muy importantes de la Lista de los Estados Unidos.
3.37 Antigua sostiene que la condición de "acuerdo" o "instrumento" del documento W/120, que es parte del contexto del AGCS (y del Acuerdo sobre la OMC en general), queda confirmada además por el artículo 22 del ESD relativo a la suspensión de concesiones con respecto al incumplimiento de las decisiones y recomendaciones del Órgano de Solución de Diferencias.  El párrafo 3 f) ii) del artículo 22 dispone que "a los efectos del presente párrafo, se entiende por 'sector':  [...] ii) en lo que concierne a servicios, un sector principal de los que figuran en la versión actual de la 'Lista de Clasificación Sectorial de los Servicios', en la que se identifican esos sectores".
  Dada la evidente importancia del documento W/120 para interpretar los compromisos contraídos por los Miembros en virtud del AGCS y dada la aceptación de ese documento, los Estados Unidos podrían haber excluido inequívocamente los servicios de juegos de azar y apuestas de su Lista de compromisos.  Es más, muchos Miembros de la OMC que han asumido compromisos en relación con el subsector 10.D han excluido total o parcialmente los servicios de juegos de azar y apuestas del alcance de sus compromisos en ese sector.
  Los Estados Unidos no lo han hecho.

3.38 Antigua observa que, desde la entrada en vigor del AGCS, los Miembros de la OMC se han referido sistemáticamente al documento W/120 (y a las referencias cruzadas a la CPC que allí figuran) como clasificación utilizada para los fines del AGCS y como principal punto de referencia en cualquier intercambio de opiniones sobre la clasificación de los servicios.  El Órgano de Apelación ha utilizado la CPC como instrumento de interpretación incluso en los casos en que la cuestión en litigio ha sido el alcance del AGCS en general y no la interpretación de la Lista de un Miembro.  En el asunto CE - Banano III, por ejemplo, el Órgano de Apelación se refiere a la CPC cuando saca la conclusión de que los comerciantes de bananos de los Estados Unidos son proveedores de servicios y que sus actividades están comprendidas en el ámbito del AGCS.
  Esta salvedad permitió la aplicación del artículo II del AGCS (cuya aplicación no está vinculada a las listas de los Miembros) al caso en cuestión en CE - Banano III (EE.UU.).  En Canadá - Automóviles, varios Miembros de la OMC y el propio Grupo Especial se refirieron a las Directrices para la consignación en Listas de 1993 y su addendum
 al considerar la interpretación de las listas del AGCS y el AGCS propiamente dicho.
  Ninguna de las partes en esa diferencia (ni el Grupo Especial) sostuvo que sería inapropiado aplicar las Directrices de 1993 para interpretar las listas confeccionadas conforme al AGCS.  Por último, incluso la Comisión de Comercio Internacional de los Estados Unidos (en adelante denominada "USITC"), utiliza el documento W/120 y sus referencias cruzadas a la CPC para interpretar la Lista de los Estados Unidos.  En 1997, la USITC publicó un documento que contenía una explicación de la Lista de los Estados Unidos.
  En la página viii de ese documento se señala que "en la Lista de los Estados Unidos no se hace ninguna referencia explícita a los números de la CPC, pero esa lista concuerda en gran medida con la Lista de la Secretaría del GATT".  El Documento de la USITC también contiene un "Cuadro de concordancia de las clasificaciones de los sectores de servicios", que se describe de la manera siguiente:
"La concordancia establecida por la USITC sirve para aclarar cómo concuerdan entre sí las referencias a los sectores de servicios de la Lista de la Secretaría del GATT, el Sistema de la CCP y la Lista de los Estados Unidos.  La primera columna de la concordancia se refiere a los sectores de servicios que figuran en la Lista de la Secretaría del GATT.  En la segunda columna figuran las clasificaciones de la CCP que corresponden a la Lista de la Secretaría del GATT.  En la tercera columna se indican a los sectores incluidos en la Lista de los Estados Unidos, y la cuarta columna contiene información más detallada sobre la estructura y el alcance de la Lista de los Estados Unidos."

3.39 Según el cuadro de concordancia propiamente dicho incluido en el Documento de la USITC, el subsector 10.D de la Lista de los Estados Unidos corresponde al subsector 10.D del documento W/120 y a la clave 964 de la CPC.  En la cuarta columna (que contiene más información sobre la estructura y el alcance de la Lista de los Estados Unidos) se indica que el subsector 10.D de la Lista de los Estados Unidos no incluye los servicios "deportivos".  Sin embargo, no se indica que en esa Lista no estén incluidos los servicios de juegos de azar y apuestas, a los que corresponde la clave 964 de la CPC.

3.40 Los Estados Unidos responden que Antigua no ha explicado la razón por la cual una o varias medidas de los Estados Unidos sobre los juegos de azar, que pudieran ser pertinentes en esta diferencia se aplican a los servicios o a los proveedores de servicios que actúan en un determinado sector de servicios incluido en la Lista elaborada por los Estados Unidos anexa al AGCS.  En cambio, Antigua se limita a afirmar que todos los juegos de azar están comprendidos en la categoría "otros servicios de esparcimiento", o posiblemente en los "servicios de espectáculos" y que los Estados Unidos han asumido compromisos en su Lista en relación con "otros servicios de esparcimiento" y con los "servicios de espectáculos".  Los compromisos que un Miembro incluye con respecto a determinados sectores de la Parte III del AGCS se aplican a las medidas adoptadas por esos Miembros que afecten al suministro de servicios en dichos sectores.  Por lo tanto, el párrafo 2 del artículo XVI se refiere a ciertas "medidas que ningún Miembro mantendrá ni adoptará" y el párrafo 1 del artículo XVII se refiere al trato nacional "con respecto a todas las medidas que afecten al suministro de servicios".  El artículo XVIII se refiere a los "compromisos con respecto a medidas".  El párrafo 1 del artículo XIX y el párrafo 2 del artículo XX también se refieren a "medidas".  Por lo tanto, para demostrar la pertinencia de cualquier compromiso que puedan haber asumido los Estados Unidos, Antigua debe establecer una presunción prima facie en el sentido de que:  i) los Estados Unidos han adoptado o mantenido alguna medida o medidas concretas;  ii) por su alcance y significado, la medida o medidas concretas adoptadas o mantenidas afectan al suministro transfronterizo de servicios de juegos de azar;  iii) los Estados Unidos han incluido en el sector pertinente de su Lista conforme al AGCS un compromiso en relación con medidas que afectan a esos servicios, y iv) el compromiso prohíbe el mantenimiento o adopción de esa medida o esas medidas.  En este caso, habiéndose negado Antigua a establecer una presunción respecto de lo indicado en los apartados i) o ii), resulta imposible demostrar lo indicado en los apartados iii) y iv).  Si Antigua hubiera presentado argumentos acerca de la existencia y el sentido de determinadas medidas, los Estados Unidos habrían estado dispuestos a examinar, en relación con el apartado iii), la cuestión de si esas medidas afectan a los servicios a los cuales se aplica uno de los compromisos sectoriales contraídos por los Estados Unidos.  Al negarse a ofrecer argumentos sobre medidas concretas, Antigua ha privado al Grupo Especial de los medios de determinar si los Estados Unidos han asumido algún compromiso sectorial pertinente en virtud del AGCS.
3.41 Los Estados Unidos aducen que, incluso suponiendo, a efectos de argumentación, que el sector 10 pueda ser pertinente, las alegaciones de Antigua de que en dicho sector los Estados Unidos han contraído un compromiso con respecto al suministro transfronterizo de servicios de juegos de azar están basadas en el documento W/120 y sus referencias a la CPC.  En estos argumentos se considera incorrectamente que el documento W/120 es un acuerdo o instrumento concertado en conexión con la conclusión del AGCS de conformidad con las normas usuales de interpretación del derecho internacional público reflejadas en los párrafos 2 a) o 2 b) del artículo 31 de la Convención de Viena.  En realidad, el documento W/120 es parte de los antecedentes de la negociación del AGCS que, en el mejor de los casos, es un medio complementario de interpretación de conformidad con las normas usuales de interpretación del derecho internacional público reflejadas en el artículo 32 de la Convención de Viena.
  El contexto de la Lista de los Estados Unidos incluye las Listas de otros Miembros.
  En consecuencia, el contexto correcto de la Lista de los Estados Unidos incluye el hecho de que algunos Miembros han basado sus Listas, o parte de ellas, en la CPC, en tanto que otros no lo han hecho.  En las Listas de algunos de los Miembros hay una multitud de referencias a la CPC;  en cambio, es evidente que la Lista de los Estados Unidos no está basada en la CPC ni hace referencia a ella.  Este contexto confirma que los Miembros tenían libertad para no emplear las definiciones de la CPC, sencillamente no haciendo referencia a ellas.
  En realidad, las Listas de muchos Miembros se refieren a la CPC respecto de algunos compromisos pero no de todos, en tanto que otras se apartan del cuadro de concordancia del documento W/120, en el que se compara este documento con la CPC, indicando junto a las anotaciones del documento las partidas de la CPC que representan sólo un subconjunto de las claves de 3 dígitos de la CPC incluidas en el documento W/120.  La historia de la negociación del AGCS confirma que, si bien se alentó a los Miembros a que utilizaran la estructura general del documento W/120, nunca se tuvo la intención de obligarlos a utilizar las definiciones de la CPC ni ninguna otra "nomenclatura específica".
  Dado que los Estados Unidos no se comprometieron a emplear el sistema de la CPC en el texto de su Lista ni a hacer referencia a él o basar el texto de su Lista en dicho sistema, las definiciones de la CPC no pueden determinar la interpretación de la Lista de los Estados Unidos.

3.42 Los Estados Unidos sostienen que la cuestión de vincular los compromisos de los Estados Unidos o de cualquier otro Miembro a las definiciones de la CPC era una cuestión que debía negociarse y que no se debía imponer una solución post hoc a través del mecanismo de solución de diferencias.  De hacerlo, se contravendrían los principios en que se ha basado el Órgano de Apelación en CE - Equipo informático, donde el Órgano de Apelación constató, con respecto a una lista del GATT, lo siguiente:
"Las negociaciones arancelarias son un proceso de peticiones y concesiones recíprocas, es decir, de "toma y daca".  Es muy normal que los Miembros importadores definan sus ofertas (y las obligaciones correspondientes) en términos que correspondan a sus necesidades.  Por su parte, los Miembros exportadores tienen que asegurarse de que los derechos que les correspondan estén enunciados en las Listas de los Miembros importadores de modo que se garanticen sus intereses de exportación, conforme a lo acordado en las negociaciones. …  Consideramos que cualquier aclaración del alcance de las concesiones arancelarias que pueda requerirse durante las negociaciones incumbe a todas las partes interesadas."

3.43 El razonamiento en CE - Equipo informático también es aplicable a las negociaciones sobre listas de servicios.  Los términos de la oferta de los Estados Unidos, y de ciertos otros Miembros, se definieron sin hacer referencia a la CPC.  Todos los Miembros estuvieron de acuerdo sobre esas listas, y lo estuvieron plenamente conscientes de que algunas partes habían optado expresamente por atenerse a la CPC y otras no.
  La importancia de la existencia o falta de referencias explícitas a la CPC en un compromiso fue confirmada por el Grupo Especial en CE - Banano III (EE.UU.).  El Grupo Especial observó que "al consignar en listas los compromisos relativos a los 'servicios comerciales al por mayor', las CE incluyeron el grupo 622 de la CCP en su lista de servicios".
  Fue sobre la base de este texto que el Grupo Especial consideró que:  "[p]or consiguiente, cualquier desglose del sector debería basarse en la CPC.  En consecuencia, cualquier definición jurídica del alcance del compromiso de las CE con respecto a los servicios comerciales al por mayor debería basarse en la descripción que da la CPC del sector y de las actividades que éste abarca".

3.44 Los Estados Unidos sostienen además que si se interpretara correctamente su Lista, sin hacer referencia a la CPC, se observaría que los Estados Unidos no contrajeron ningún compromiso respecto de medidas que afectaran a los servicios de juegos de azar.  Para dar efecto a los términos de la gran variedad de listas del AGCS, el Grupo Especial debe hacer una distinción entre los "compromisos basados en la CPC", que incluyen referencias textuales a claves numéricas de la CPC, y "compromisos no basados en la CCP" cuyo texto no incluye ninguna alusión a la CPC.  El Grupo Especial en CE - Banano III (EE.UU.) abordó la cuestión de la interpretación de los compromisos basados en la CPC
, pero ningún grupo especial ha tratado hasta ahora la interpretación de los compromisos no basados en la CPC.  Debido a la falta de una base textual para referirse a la CPC, la definición jurídica del alcance de los compromisos no basados en la CPC debe deducirse de la aplicación de las normas usuales de interpretación de tratados.
3.45 Los Estados Unidos observan que las alegaciones de Antigua acerca de la posibilidad de que los Estados Unidos hayan contraído un compromiso con respecto a los servicios de juegos de azar están basadas en los sectores 10.A y 10.D de la Lista de los Estados Unidos anexa al AGCS.  Sin embargo, el texto pertinente no contiene ninguna alusión explícita a esos servicios.  El sentido corriente de "recreational" (de esparcimiento) es "[o]f or pertaining to recreation;  used for or as a form of recreation;  concerned with recreation" (perteneciente o relativo al esparcimiento;  utilizado a fines del esparcimiento o como forma de éste;  relacionado con el esparcimiento).
  La palabra "recreation" significa "[a]n activity or pastime pursued, esp. habitually, for the pleasure or interest it gives" (una actividad o pasatiempo al que habitualmente dedica tiempo una persona, por placer o por el interés que despierta).
  "Recreation" también se define como "refreshment of strength and spirits after work" (la recuperación de las fuerzas y el ánimo después del trabajo) o "a means of refreshment or diversion" (medio de recuperación o distracción).
  El sentido corriente de "entertainment" (entretenimiento;  espectáculo) es "[t]he action of occupying a person's attention agreeably;  amusement" (acción de distraer a una persona de manera placentera;  diversión) o "[a] thing which entertains or amuses someone" (algo que entretiene o divierte).
  También se define como "the act of entertaining" (acción de entretener) o "something diverting or engaging" (algo ameno o atractivo).
  En lo que respecta a la frase "except sporting" (excepto los deportivos) utilizada en el subsector 10.D de la Lista de los Estados Unidos, el sentido corriente de "sporting" según el New Shorter Oxford English Dictionary es, refiriéndose a una actividad, "[t]he action of sport" (acción de practicar un deporte), así como "participation in sport;  amusement;  recreation" (participación en un deporte;  distracción;  esparcimiento);  "[i]nterested in or concerned in sport;  ...  a person interested in sport from purely mercenary motives ... [n]ow esp[ecially] pertaining to or interested in betting or gambling" (interesado en un deporte o que participa en él;  …  Persona interesada en un deporte por razones puramente crematísticas … en la actualidad se aplica especialmente a las apuestas o los juegos de azar, o a la persona interesada en las apuestas o los juegos de azar).
  El término "sporting" está definido en el Merriam-Webster's Collegiate Dictionary como "of, relating to, used, or suitable for sport" (perteneciente o relativo al deporte, utilizado en el deporte o apropiado para él) o "of or relating to dissipation and esp[ecially] gambling" (perteneciente o relativo a una vida disipada y, en particular, a los juegos de azar).
  Por lo tanto, el sentido corriente de "sporting" en la frase "except sporting" abarca los juegos de azar.  Basándose en el sentido corriente de las palabras "recreational" (de esparcimiento), "entertainment" (entretenimiento;  espectáculo) y "sporting" (deportivo), es imposible llegar a la conclusión de que forzosamente se debe considerar que los servicios de juegos de azar y apuestas están comprendidos en el subsector 10.A "Entertainment Services" (servicios de espectáculos) o en el subsector 10.D "Recreational services" (servicios de esparcimiento) de la Lista de los Estados Unidos.  Además, Antigua no ha explicado por qué considera que esos términos según su "sentido corriente" se refieren a los juegos de azar.
3.46 Los Estados Unidos sostienen que al examinar el contexto de la Lista de los Estados Unidos, en particular, las Listas de otros Miembros, no se demuestra que los Estados Unidos han contraído un compromiso con respecto a los servicios de juegos de azar.  Algunos Miembros incluyeron limitaciones y restricciones a los juegos de azar en el subsector 10.D "Servicios de esparcimiento".
  Sin embargo, no obstante las referencias a la CPC, otros incluyeron restricciones a los juegos de azar en el subsector 10.A "Servicios de esparcimiento"
, otros los incluyeron entre los servicios turísticos
, y por lo menos un Miembro incluyó esas restricciones en el subsector 10.E "Otros".
  Un hecho importante es que las Listas de otros Miembros confirman la existencia de una categoría residual, denominada "Otros" en el sector 10, pero no reflejada en el texto de las otras subcategorías (subsector 10.E).  Dos Miembros contrajeron compromisos en el subsector 10.E
;  los Estados Unidos no lo hicieron.  El hecho de que los Miembros tuvieran libertad para incluir esta categoría residual en sus listas confirma que las alegaciones de Antigua están erradas.  La inclusión de la categoría residual 10.E habría proporcionado una alternativa, en la Lista de los Estados Unidos, para incluir servicios que no pudieran clasificarse en ninguna otra categoría del sector 10.  Como se ha señalado, los juegos de azar son uno de esos servicios.  Sin pruebas textuales de que los servicios de juegos de azar se han incluido en alguna categoría del sector 10 (y suponiendo, a efectos de argumentación, que esos servicios corresponden a alguna parte de dicho sector), los Estados Unidos sólo podrían haber contraído un compromiso con respecto a los servicios de juegos de azar si hubieran incluido la categoría residual 10.E.  Al no hacerlo, los Estados Unidos no asumieron ningún compromiso con respecto a esos servicios.  Por lo tanto, si el Grupo Especial llegara a abordar la cuestión de si los Estados Unidos han dejado constancia de un compromiso con respecto a los servicios transfronterizos de juegos de azar en su Lista del AGCS, el Grupo Especial debería constatar que Antigua no ha logrado demostrar que los servicios de juegos de azar están comprendidos en los sectores 10.D, 10.A ni en ningún otro compromiso incluido en la Lista de los Estados Unidos.  Esta constatación estaría en conformidad con la constatación del Órgano de Apelación en CE - Equipo informático de que la carga de aclarar el significado de una lista no corresponde al Miembro importador;  cualquier "aclaración … que pueda requerirse durante las negociaciones incumbe a todas las partes interesadas".

3.47 Los Estados Unidos señalan también que la Lista de compromisos específicos de los Estados Unidos no se aplica a las medidas adoptadas por Guam, Puerto Rico y las Islas Vírgenes de los Estados Unidos, impugnadas por Antigua.  La definición de Estados Unidos consignada en el texto de la Lista de los Estados Unidos "abarca los 50 Estados de los Estados Unidos más el Distrito de Columbia".
  Guam, Puerto Rico y las Islas Vírgenes de los Estados Unidos no son parte de los 50 Estados y el Distrito de Columbia.  En consecuencia, los compromisos consignados en la Lista de los Estados Unidos no se aplican a las medidas de Guam, Puerto Rico y las Islas Vírgenes de los Estados Unidos.
3.48 Antigua responde que, de acuerdo con los argumentos y las pruebas que ha presentado, así como las comunicaciones de terceros, a saber, el Canadá, las Comunidades Europeas y el Japón, es patente que los Estados Unidos, en el subsector 10.D de su Lista -interpretada con ayuda del documento W/120- han contraído compromisos sobre el acceso a los mercados y el trato nacional (modo 1 y modo 2) con respecto a los servicios de juegos de azar y apuestas.  Es absurdo que los Estados Unidos sugieran que los Miembros de la OMC descarten el documento W/120 y la CPC en favor de referencias a diccionarios al interpretar las listas de otros Miembros.  Antigua desea reiterar que tanto el documento W/120 como la CPC forman parte del contexto del AGCS, y es lógico que los Miembros se remitan a ellos para interpretar las listas.  Tomando nota del argumento de los Estados Unidos de que, durante las negociaciones comerciales, corresponde a los países exportadores pedir que se defina más claramente el alcance de los compromisos de otros Miembros de la OMC, Antigua aduce que la comunicación de los Estados Unidos de 7 de diciembre de 1993, distribuida durante la Ronda Uruguay a los Miembros del Grupo de Negociaciones sobre Servicios, incluye el proyecto de lista final de los Estados Unidos relativa a los compromisos iniciales contraídos en virtud del AGCS.  En el párrafo 5 de la introducción de ese documento se señala que a menos que se indique expresamente otra cosa, el alcance de los compromisos sectoriales de los Estados Unidos es el alcance sectorial de la Lista de Clasificación Sectorial de los Servicios de la Secretaría (MTN.GNS/W/120, de 10 de julio de 1991).  Por lo tanto, los interlocutores de los Estados Unidos en las negociaciones no tenían motivos para dudar de que el documento W/120 constituía la base de la interpretación del subsector 10.D de la Lista de los Estados Unidos.  Y, naturalmente, no se remitió a los demás Miembros de la OMC al Merriam-Webster Collegiate ni a ningún otro diccionario.
3.49 En lo que respecta al "sentido corriente", Antigua opta por no volver a referirse al argumento de los Estados Unidos acerca de la definición de "sporting" (deportivo) según los diccionarios, al cual se refirieron las Comunidades Europeas en medida suficiente en su comunicación de terceros.  En lo que respecta al sentido corriente de "recreational" (de esparcimiento) y "entertainment" (entretenimiento;  espectáculo), los Estados Unidos afirmaron que "Antigua no ha explicado por qué considera que esos términos, según su "sentido corriente", deberían abarcar los servicios de juegos de azar.  Sin embargo, como han señalado las Comunidades Europeas, incluso estos términos, según las definiciones consignadas en los diccionarios que citan los propios Estados Unidos, abarcarían los servicios de juegos de azar y apuestas.  En este contexto, Antigua también se remite al Informe Final de la NGISC, cuya primera frase dice lo siguiente:  "[H]oy día, los juegos de azar son una actividad recreativa para la gran mayoría de los ciudadanos estadounidenses (…), que no sufren ningún efecto secundario apreciable como consecuencia de esa actividad (…)".
  A los mismos efectos, en el estudio sobre el juego patológico del Consejo Nacional de Investigaciones de los Estados Unidos se señala en la primera frase que "[L]os juegos de azar en los Estados Unidos tienen profundas raíces culturales y en la actualidad son una actividad muy accesible y aceptada socialmente".
  Además, en la segunda página del mismo estudio, se afirma que "[E]l juego patológico se distingue del juego al que se dedica la mayoría de los adultos con fines recreativos o sociales, que se considera una forma de esparcimiento y en el que se apuestan sólo pequeñas sumas".
  En estos dos informes se hace referencia sistemáticamente al juego como "una actividad de esparcimiento" o "entretenimiento".  Por último, Antigua desea señalar que, si bien los Estados Unidos procuran alegar que los servicios de juegos de azar y apuestas están comprendidos en el subsector 10.E de su Lista -en el cual no han asumido ningún compromiso- los Estados Unidos no señalan que el cuadro de concordancia elaborado por la USITC incluye, inmediatamente después del epígrafe "E. Otros" paréntesis que contienen las palabras "No existe una clasificación equivalente en la CPC".  Desde luego, es evidente que los servicios de juegos de azar y apuestas tienen su propia clasificación en la CPC, de manera que el subsector 10.E no puede ser el sector de la supuesta falta de compromisos, por parte de los Estados Unidos, respecto de los juegos de azar.
3.50 Los Estados Unidos señalan que los negociadores de la Ronda Uruguay dieron al AGCS un alcance muy amplio, ya que comprende prácticamente todos los servicios.  Al mismo tiempo, los negociadores del AGCS conservaron explícitamente el derecho de los Miembros de reglamentar los servicios con sujeción a sus compromisos y obligaciones concretas.  El problema de fondo para Antigua en este caso es probar que los Estados Unidos han contraído un compromiso que incluye los juegos de azar.  Pero, además, Antigua debe lidiar con el hecho de que, aún suponiendo la existencia de un compromiso, los Miembros siguen teniendo libertad para reglamentar los servicios e incluso declarar ilícitas determinadas actividades, siempre y cuando lo hagan de manera compatible con los compromisos y obligaciones que les corresponden en virtud del AGCS.
3.51 Los Estados Unidos señalan que todas las partes en esta diferencia están de acuerdo en que las listas del AGCS son parte integrante del tratado;  deben ser interpretadas según las normas internacionales usuales de interpretación de tratados, consignadas en los artículos 31 y 32 de la Convención de Viena.  En lo que respecta al sentido corriente de los términos, es indiscutible que los términos utilizados en la Lista de los Estados Unidos nada dicen acerca de los juegos de azar como tales;  en ninguna parte del texto de esa Lista aparece la palabra "gambling" (juegos de azar) o algún sinónimo.  Esto significa que recae en Antigua la carga de probar que los Estados Unidos, sin decirlo explícitamente, contrajeron un compromiso implícito en el que está comprendido su régimen, profundamente arraigado y de larga data, de reglamentación sobre los juegos de azar.  Si los Estados Unidos y sus asociados en las negociaciones de la Ronda Uruguay hubieran tenido la intención de que los Estados Unidos asumieran un compromiso de esa índole, en particular respecto de esta delicada cuestión, ello habría quedado consignado explícitamente en la Lista de los Estados Unidos.  Huelga decir que ese no es el caso.  No obstante, Antigua aduce que en el sentido corriente de la expresión "other recreational services (except sporting)" (otros servicios de esparcimiento (excepto los deportivos)), o tal vez la expresión "entertainment services" (servicios de espectáculos) están implícitos los juegos de azar.  Sin embargo, los Estados Unidos han demostrado que Antigua no ha logrado probar que las palabras "recreational" (de esparcimiento) o "entertainment" (entretenimiento;  espectáculo), según su sentido corriente, se apliquen a los juegos de azar.  Es más, las definiciones de los diccionarios apuntan a una conclusión muy diferente.  De los tres términos clave que están en cuestión en este caso, a saber "recreational" (de esparcimiento), y "sporting" (deportivo), el único que en los diccionarios está asociado a los juegos de azar es "sporting".  Y, en la Lista de los Estados Unidos están excluidas explícitamente las actividades deportivas.
3.52 Según las normas usuales de interpretación de tratados, quien interpreta debe considerar el sentido corriente de las palabras "en contexto".  El contexto de la Lista de los Estados Unidos incluye las listas de otros Miembros.  En consecuencia, parte del contexto apropiado de la Lista de los Estados Unidos es el hecho de que algunos Miembros incluyeron referencias a la CPC en sus listas, en tanto que los Estados Unidos y otros Miembros no lo hicieron.  Por lo tanto, es evidente que no todas las partes tuvieron la intención de referirse en sus listas a la CPC, y con razón:  La CPC fue diseñada como instrumento estadístico.  No fue formulada especialmente como nomenclatura para contraer compromisos vinculantes relativos a los servicios.  Por lo tanto, no es de extrañar que algunos Miembros, incluidos los Estados Unidos, hayan preferido no incluir referencias a ella.  Esto no significa que los Miembros que no utilizaron la CPC no hayan contraído ningún compromiso, ni tampoco sugieren los Estados Unidos que sus obligaciones están definidas por sus propias expectativas subjetivas.  Al contrario, los compromisos en los que no se hace referencia a la CPC se interpretan exactamente de la misma manera que cualquier término corriente de un tratado:  según su sentido corriente, en contexto, y teniendo en cuenta el objeto y fin del tratado.  Los Estados Unidos señalan que se ha sugerido que el Grupo Especial debería recurrir a la CPC en esta diferencia porque, en el asunto CE - Equipo informático, el Órgano de Apelación constató que los grupos especiales en diferencias sobre mercancías debían recurrir al Sistema Armonizado.  En este argumento se hace caso omiso del hecho de que las claves numéricas del Sistema Armonizado eran parte explícita e integrante de la lista en cuestión en el asunto CE - Equipo informático
, en tanto que es incontestable que la Lista de los Estados Unidos no hace referencia alguna a la CPC.

3.53 Los Estados Unidos sostienen que el contexto revela otro hecho significativo para la interpretación de su Lista.  Los Estados Unidos han demostrado que, incluso entre los Miembros que se han referido en términos generales a la CPC, se consideró que las restricciones a los juegos de azar correspondían a sectores distintos de los "entertainment services" (servicios de espectáculos) y "other recreational services" (otros servicios de esparcimiento).  Se han hecho una serie de afirmaciones en un intento de diferenciar ciertas listas de otros Miembros.  Lo importante es que las otras listas citadas previamente por los Estados Unidos revelan que los Miembros tuvieron dificultades con esta cuestión incluso a pesar de la existencia de referencias a la CPC.  A falta de ellas, Antigua tiene menos razones aún para afirmar que los Estados Unidos asumieron un compromiso implícito con respecto a los juegos de azar.  Antigua debe cumplir la carga de probar en qué parte de la Lista de los Estados Unidos están comprendidos los juegos de azar.  Según las normas usuales de interpretación de los tratados, quien interpreta debe considerar el sentido corriente de los términos teniendo en cuenta el objeto y fin del tratado.  En este caso, tienen particular pertinencia dos consideraciones sobre el objeto y el fin del AGCS.  En primer lugar, el AGCS reconoce "el derecho de los Miembros de reglamentar ... el suministro de servicios dentro de sus territorios a fin de alcanzar los objetivos de sus políticas nacionales".  En segundo lugar, proporciona un marco para "niveles cada vez más elevados de liberalización", como ilustra la adopción del criterio de la "lista positiva" con respecto a la consignación de compromisos en listas.  Según este criterio, las obligaciones de los Miembros dependerían en gran medida de la formulación de compromisos "específicos".  Estos objetivos y fines del AGCS tienden a confirmar que los grupos especiales deben respetar la decisión de un Miembro de excluir las referencias a la CPC de su "lista positiva" de compromisos.

3.54 Los Estados Unidos señalan asimismo que se ha sugerido que los Estados Unidos o bien no aclararon su compromiso relativo a "otros servicios de esparcimiento (excepto los deportivos)" durante las negociaciones o no han demostrado el alcance de ese compromiso en esta diferencia.  En lo que respecta a la primera cuestión, el Órgano de Apelación ya ha constatado que no pesa sobre la parte importadora la carga de dar aclaraciones sobre el alcance de sus compromisos.  Al contrario, en CE - Equipo informático, el Órgano de Apelación constató que la tarea de aclarar el alcance de los compromisos consignados en la lista de un Miembro incumbe a todas las partes interesadas, que deben llevarla a cabo por medio de las negociaciones.  Basta con que este Grupo Especial señale a Antigua que, en concordancia con CE - Equipo informático, ningún Grupo Especial puede imponer esa aclaración a las partes post hoc mediante el procedimiento de solución de diferencias en lugar de las negociaciones.  En lo que respecta a la segunda cuestión, Antigua es la parte que afirma la existencia de un compromiso de los Estados Unidos con respecto a los servicios de juegos de azar, y sólo en ella recae la carga de probar el alcance de cualquier compromiso que alegue que es pertinente.  Esto es particularmente cierto en este caso, en que el texto refleja la decisión deliberada de los Estados Unidos de no incluir referencias a la CPC.  Traspasar a los Estados Unidos la carga de probar lo contrario no sería más que un intento injustificable de invertir la carga de la prueba.  La carga de la prueba corresponde a Antigua, que no la ha cumplido.  En última instancia, la única prueba con la que puede corroborar sus argumentos es la CPC.  Los Estados Unidos han explicado que la CPC es parte de los antecedentes de las negociaciones, pero no parte del contexto.  Y según otros antecedentes de las negociaciones en que quedó constancia de la intención de las partes de no estar obligadas por la CPC ni por ninguna otra nomenclatura ajena al Acuerdo, es evidente que la CPC no estaba destinada a determinar la interpretación de los compromisos de un Miembro en ausencia de una referencia explícita a la CPC en la Lista de ese Miembro.  Al no haber una referencia explícita a la CPC en la Lista de los Estados Unidos, Antigua carece de argumentos viables para probar que los Estados Unidos han contraído un compromiso.  A lo sumo puede aducir que, basándose en el sentido corriente de las palabras, los juegos de azar están relacionados de algún modo con el esparcimiento y también relacionados de algún modo con el entretenimiento o los espectáculos y que, por lo tanto, el Grupo Especial debería hallar la manera de incluirlos en los compromisos de los Estados Unidos correspondientes al sector 10, a pesar de la excepción relativa a los servicios "deportivos".  Como ya han señalado los Estados Unidos, en el mejor de los casos ese argumento conduciría a la conclusión de que los servicios de juegos de azar están comprendidos en la categoría "Otros" del subsector 10.E, categoría que los Estados Unidos optaron por no incluir en su Lista.  En última instancia, lo que verdaderamente desea Antigua es que el Grupo Especial confirme la validez de la posición subjetiva de Antigua de que la Lista de los Estados Unidos debería interpretarse como si se refiriera a la CPC, a pesar de que es evidente que no es así.  El Grupo Especial debería rechazar esta invitación, en particular en un contexto en que la Lista de los Estados Unidos no contiene prueba textual alguna de que las partes hayan tenido la intención expresa de incorporar un compromiso en la sensible esfera de los servicios transfronterizos de juegos de azar.

3.55 Los Estados Unidos estiman que Antigua y los terceros están desplegando grandes esfuerzos retóricos por tratar de modificar el texto de la Lista de los Estados Unidos mediante el procedimiento de solución de diferencias.  Mucho desearían, por medio de este procedimiento, incluir referencias a la CPC en esa Lista, referencias que actualmente no existen allí.  Esto es bastante irónico, dado que algunas de esas mismas partes nos piden ahora que hagamos exactamente lo mismo en las negociaciones.  De hecho, no sólo es ése el foro apropiado para esa iniciativa sino también el único foro apropiado.  Está expresamente prohibido utilizar el sistema de solución de diferencias para aumentar o reducir los derechos y obligaciones de los Miembros.  A este respecto, el Órgano de Apelación en CE - Equipo informático ya nos ha dado una respuesta inequívoca.  La tarea de aclarar los compromisos incluidos en una lista del AGCS, como la lista de aranceles en CE - Equipo informático, es una tarea que deben llevar a cabo todas las partes interesadas por medio de las negociaciones.  La Lista de los Estados Unidos, sin referencias a la CPC, es parte integrante del Acuerdo aceptado por todos los Miembros de la OMC.  Esa Lista, y no la lista que otros habrían preferido, incluye los compromisos de los Estados Unidos, y esa Lista, al igual que otras disposiciones de la OMC, debe ser interpretada según su sentido corriente, en su contexto, y teniendo en cuenta el objeto y fin del Acuerdo.
3.56 Los Estados Unidos aducen además que Antigua se equivoca al tomar la CPC provisional como base del compromiso de los Estados Unidos.  Los Miembros han reconocido inequívocamente que la CPC no define los compromisos incluidos en una lista que no hace referencia a la CPC.  Por ejemplo, esto fue confirmado repetidamente en las deliberaciones de 1998 del Comité de Compromisos Específicos.
  La Nota de la Secretaría sobre ese debate recoge la declaración siguiente de los Estados Unidos:
"No debía gastarse tiempo y recursos en un estudio exhaustivo de la CPC, que era inadecuada no sólo para los servicios financieros y las telecomunicaciones sino más generalmente.  Ello explicaba por qué algunos países habían decidido no utilizar la CPC como base de sus listas y por qué en algunos sectores la consignación de los compromisos en las listas había seguido un procedimiento sui generis ....  Debía centrarse la atención en la mejora del documento W/120.  Las delegaciones debían indicar qué sectores tenían, en su opinión, una definición mediocre en el documento W/120 o en cualquier otro lugar y el Comité debía tratar de llegar a un entendimiento para mejorar esas definiciones."

3.57 Ningún Miembro estuvo en desacuerdo con la premisa de los Estados Unidos de que "algunos países habían decidido no utilizar la CPC".  Es más, las Comunidades Europeas convinieron en que "[u]na de las razones por las que algunos Miembros habían decidido no utilizar la CPC como base de sus listas era que no les satisfacían esas descripciones".
  En el mismo debate, Hong Kong confirmó que "[l]a CPC provisional representaba simplemente una opción individual para los Miembros".
  Adoptando una posición marcadamente distinta de la que han asumido como terceros en la presente diferencia, las Comunidades Europeas no afirmaron entonces que las listas no basadas en la CPC debían interpretarse según la CPC (o sea, haciendo caso omiso de la intención de las partes).  Al contrario, las Comunidades Europeas afirmaron que "[c]uando en una lista no se hacía referencia a la CPC, resultaba difícil interpretar el alcance de los compromisos contraídos".
  Al hacer esta observación, las Comunidades Europeas estaban reconociendo lo que los Estados Unidos han afirmado desde el comienzo de esta diferencia, a saber, que la CPC no determina la interpretación de la lista de un Miembro que opta por no referirse a ella.
3.58 Todas estas observaciones confirman las premisas básicas de la posición de los Estados Unidos sobre este asunto, a saber, que al consignar en listas los compromisos contraídos en virtud del AGCS durante la Ronda Uruguay, cada Miembro puede optar por incluir referencias a las descripciones de la CPC o decidir no hacerlo;  que el resultado de que un Miembro decida que no incluirá esas referencias es que la CPC no determina la interpretación de los compromisos de ese Miembro, y que toda aclaración que pueda desear otro Miembro debe obtenerse por medio de las negociaciones y no del procedimiento de solución de diferencias.  A la luz de estas consideraciones, interpretar ahora la Lista de los Estados Unidos de acuerdo con la CPC no sólo entrañaría "el aumento o la reducción de … obligaciones establecid[a]s en los acuerdos abarcados", en contravención directa del artículo 3 del ESD.  A nadie debería sorprender que los Estados Unidos no hayan incluido en su Lista compromisos con respecto a los servicios de juegos de azar, dadas las preocupaciones esenciales de carácter político que se plantean en relación con esos servicios, problemas que se reflejan en las limitaciones y reglamentaciones sumamente estrictas adoptadas al respecto.  Los Estados Unidos se referirán más detalladamente a estas preocupaciones en sus argumentos relativos al artículo XIV del AGCS (véase la sección III.B.8 infra).  De hecho, habida cuenta de esos problemas y de las múltiples prohibiciones o restricciones y estrictos controles impuestos a los juegos de azar, sería sorprendente que los Estados Unidos hubieran incluido ese compromiso en su Lista.
3.59 Antigua sostiene que, al parecer los Estados Unidos han vuelto a plantear tres cuestiones de carácter no técnico.  En primer lugar, los Estados Unidos desearían que el Grupo Especial interpretara la metodología general para la consignación en listas en el marco del AGCS básicamente en sentido contrario -es decir, a menos que un subsector de servicios estuviese expresamente mencionado en una lista, quedara excluido ipso facto-.  Sin embargo, esto no es así.  Todas las listas de los Miembros están estructuradas en torno al concepto de sectores de servicios, en la inteligencia de que una vez que se ha incluido en una lista un determinado sector, todos sus subsectores están también comprendidos a menos que el Miembro limite expresamente su compromiso con respecto a uno o más de esos subsectores.  Si un Miembro deseara excluir un sector en su totalidad, podría señalarlo de manera explícita o sencillamente excluirlo de su lista.  Sin embargo, si bien las listas de los Miembros pueden diferir en uno u otro aspecto, todas ellas se conforman a este criterio.  Por lo tanto, o bien los Estados Unidos han excluido expresamente (o al menos claramente) los servicios de juegos de azar y apuestas de su Lista, o bien han contraído un compromiso al respecto.  Conjuntamente con los terceros, Antigua ha presentado argumentos convincentes para probar que los servicios de juegos de azar y apuestas están incluidos en el subsector 10.D de la Lista de los Estados Unidos .  En segundo lugar, contrariamente a lo afirmado por los Estados Unidos, Antigua no trata de "imponer" el empleo de la CPC a los Estados Unidos y su Lista del AGCS.  Pero Antigua estima que es apropiado remitirse al documento W/l20 y la CPC para interpretar la Lista de los Estados Unidos según conceptos del derecho internacional, entre otras cosas, porque la USITC nos ha indicado expresamente en un documento público que así se debe proceder.
3.60 Para Antigua, el tercer argumento de los Estados Unidos en defensa de su posición parece ser la idea de que, independientemente de lo que pueda decir su Lista (o pueda interpretarse que dice su Lista), los Estados Unidos sencillamente no habrían contraído un compromiso con respecto a los servicios de juegos de azar.  De entrada, Antigua está de acuerdo con lo dicho por los Estados Unidos al Grupo Especial en México - Telecomunicaciones (sin cursivas en el original)
:
"Los Estados Unidos replican que es irrelevante el hecho de que México estuviera 'congelando' o no el nivel de acceso a los mercados existente en el momento de las negociaciones;  el sentido corriente de la Lista de México habla por sí solo y debe prevalecer.  El alcance de los compromisos de un Miembro no puede depender de lo que ese Miembro alegue que fue su intención en el momento de las negociaciones.  El sentido corriente de la Lista de México es lo que determina el alcance de los compromisos de México."
3.61 A juicio de Antigua, la jurisprudencia de la OMC está de acuerdo con la posición de los Estados Unidos en la diferencia Telmex.  El hecho de que los Estados Unidos asumieran su compromiso "involuntariamente" no es pertinente para la interpretación de su Lista.  Como señaló el Órgano de Apelación en CE - Equipo informático en relación con una lista del GATT, las listas son parte integrante de la jurisprudencia de la OMC y deben ser interpretadas con arreglo al artículo 31 de la Convención de Viena, cuyo propósito es determinar la intención común de las partes.  Según el Órgano de Apelación, "[e]sta intención común no puede establecerse basándose en las expectativas, subjetivas y determinadas unilateralmente, de una de las partes en un tratado".
  Antigua tampoco puede creer que los Estados Unidos en particular hayan contraído algún compromiso "involuntariamente" y que, durante las negociaciones sobre su Lista, no se percataran de que la única interpretación apropiada del alcance del subsector 10.D de la Lista era que abarcaba los servicios de juegos de azar y apuestas.  Como señalaron Antigua y las CE, unos cuantos países, incluido un gran número que cuenta con muchos menos recursos que los Estados Unidos, fueron capaces de determinar los casos en que podían asumir compromisos con respecto a los servicios de juegos de azar y apuestas y los excluyeron expresamente de sus listas.  Antigua puede hacer conjeturas sobre los motivos que podrían haber inducido a los Estados Unidos a asumir compromisos plenos en esta esfera, aunque esos motivos, si los hay, son irrelevantes desde un punto de vista jurídico.  Pero la razón más plausible es que los Estados Unidos -el principal promotor del AGCS- en un intento de convencer a los países en desarrollo de que abrieran sus mercados de servicios, asumieron compromisos en todos los sectores en los que no percibieron que la competencia sería una amenaza inmediata.
3.62 Por último, Antigua rechaza los argumentos de los Estados Unidos basados en diccionarios.  En el New Shorter Oxford Dictionary se hace una diferencia entre el uso de "sporting" como sustantivo verbal y "sporting" como adjetivo.  Como sustantivo significa "the action of sport" (acción de practicar un deporte) y "participation in sport;  amusement, recreation" (participación en un deporte;  distracción, esparcimiento).  Según el diccionario, se emplea conjuntamente con otras palabras en el sentido de "concerned with" (que se ocupa de).  Desde luego, éste es precisamente el uso que cabe prever en una clasificación como la del documento W/120 o la Lista de los Estados Unidos al referirse a "Sporting services" (servicios deportivos).  Es más, este es el sentido con el que la propia NAICS de los Estados Unidos utiliza la palabra "sporting".  Como adjetivo significa "sportive;  playful" (retozón;  juguetón), "engaged in sport or play" (que practica un deporte o juega), "interested in or concerned in sport" (que se interesa por el deporte o participa en él) o, en un lenguaje más familiar e irónico, "designating an inferior sportsman or a person interested in sport from purely mercenary motives.  Now esp. pertaining to be interested in betting or gambling.  Chiefly in sporting man" (se usa para referirse a un deportista poco diestro o a una persona interesada en el deporte por razones puramente crematísticas.  En la actualidad, se aplica especialmente a la persona interesada en las apuestas o los juegos de azar.  Se emplea sobre todo en la expresión "sporting man").  Es evidente, de acuerdo con estas definiciones, que la palabra "sporting" no se emplea normalmente como adjetivo en relación con "services".  El Grupo Especial también debería tomar nota de que según los Estados Unidos, el término "sporting" no sólo se refiere a los juegos de azar sino que, tal como ha señalado en su respuestas a la pregunta Nº 8 del Grupo Especial, también abarca "other (non-gambling) forms of sporting" (otras clases de actividad deportiva (no relacionadas con los juegos de azar)).  Por lo tanto, en lugar de aducir que el término "sporting" debe interpretarse según su sentido corriente, los Estados Unidos pretenden asignarle todos los significados que puedan encontrarse en un diccionario.  En ese caso, ello incluiría lo siguiente:  i) servicios relacionados con los deportes;  ii) la prostitución;  iii) servicios relacionados con la formación espontánea, en una planta, de un brote de forma o características anormales;  iv) servicios relacionados con los juegos de azar, y v) servicios relacionados con la acción de correr un riesgo.  Aun cuando sea cierto que los diccionarios mencionan todos estos significados diferentes, el término "sporting" no puede simultáneamente tener todos estos sentidos diferentes en un documento si se emplea sólo una vez.
3.63 Los Estados Unidos señalan que las dos partes están en desacuerdo en lo que respecta a la cuestión de si los Estados Unidos han contraído un compromiso, pero parecen coincidir en que los compromisos de los Estados Unidos son parte del texto del AGCS;  por lo tanto, lo que está planteado es una cuestión de interpretación de tratados.  En lo que respecta al sentido corriente de las palabras, Antigua ha aducido que los servicios de juegos de azar son a la vez "otros servicios de esparcimiento" y "servicios de espectáculos".  Los Estados Unidos ya se han referido al sentido corriente de esos términos, y los argumentos esgrimidos por Antigua hasta ahora sólo confirman la posición de los Estados Unidos de que los servicios de juegos de azar no corresponden adecuadamente a ninguna de esas dos categorías según el sentido corriente de cada una de ellas.  Es posible que en algunas fuentes se describan los juegos de azar informalmente como "entertainment" (entretenimiento;  espectáculo) o "recreation" (esparcimiento);  no obstante, los servicios de juegos de azar también implican consideraciones de ganancias financieras y otras consideraciones que no suelen estar asociadas a los servicios de espectáculo o esparcimiento.  Es más, el propio Subsecretario de Justicia de Antigua ha descrito a los proveedores de servicios de juegos de azar a distancia como "instituciones financieras".
  Todas estas observaciones, consideradas en conjunto, indican que en el mejor de los casos este servicio sui generis pertenece al subsector residual "E Otros", respecto del cual los Estados Unidos no han asumido ningún compromiso.
3.64 Además, en relación con "otros servicios de esparcimiento", el empleo de la expresión "excepto los deportivos" en la Lista de los Estados Unidos confirma, según el sentido corriente de esas palabras, que los Estados Unidos no han contraído ningún compromiso respecto de los juegos de azar en el sector 10.D "Otros servicios de esparcimiento (excepto los deportivos)".  Al responder a la observación de los Estados Unidos de que el término "sporting" (deportivo) incluye, según su sentido corriente, los juegos de azar, Antigua se ha referido únicamente a los argumentos de un tercero en esta diferencia, a saber, las Comunidades Europeas.  Sin embargo, los Estados Unidos desean señalar que, en primer lugar, las CE afirman que el término "sporting" no se emplea comúnmente para referirse a los juegos de azar.  Pero no aportan ninguna prueba en apoyo de esa aseveración;  es más, una gran cantidad de diccionarios parecería contradecirla.  En segundo lugar, las CE afirman que el empleo del término "sporting" en el sentido de los juegos de azar se refiere más bien a personas que a servicios.  Si ese término se refiere a los juegos de azar cuando se emplea para describir al consumidor o al proveedor, difícilmente se podría decir que pierde totalmente ese significado cuando se refiere al servicio que se consume o se presta.  Esa limitación no está implícita en otras definiciones de diccionarios.  En tercer lugar, las CE afirman que el empleo del término "sporting" para referirse a los juegos de azar está calificado en un diccionario como un "americanismo" y por lo tanto no refleja el "sentido corriente" del término empleado en la Lista de compromisos específicos de los Estados Unidos.  El New Shorter Oxford English Dictionary, que suele ser escrupuloso en estos asuntos, no hace esa salvedad con respecto al uso del término "sporting" para referirse a los juegos de azar.  Y, dejando de lado todos los prejuicios lingüísticos, no está estipulado en ninguna norma de interpretación de tratados que el "sentido corriente" de una palabra en inglés no pueda tener su origen en los Estados Unidos.  Es más, habida cuenta de que la lista en cuestión es la de los Estados Unidos, sería más absurdo aún excluir a priori cualquier significado aduciendo que un diccionario califica ese término de "americanismo".  Por lo tanto, los Estados Unidos sostienen una vez más que el término "sporting", según su sentido corriente, incluye los servicios de juegos de azar.
3.65 Los Estados Unidos señalan que, para impugnar los argumentos de los Estados Unidos basados en el sentido corriente de los términos, Antigua ofrece una interpretación basada en la CPC.  A este respecto, los Estados Unidos sostienen que el texto de la Lista de los Estados Unidos, considerado en su contexto, indica que los Estados Unidos han optado deliberadamente por no hacer referencia a la CPC.  Los antecedentes de las negociaciones confirman que las partes que se basaron en el documento W/120 no tuvieron la intención de verse obligados por la CPC ni por ninguna otra nomenclatura cuando no hubiera referencias explícitas a dicha nomenclatura.
  Las propias CE confirmaron posteriormente que "[u]na de las razones por las que algunos Miembros habían decidido no utilizar la CPC como base de sus listas era que no les satisfacían las descripciones que hacía".
  Esta declaración de las CE socava la credibilidad de las afirmaciones hechas en la presente diferencia de que los Miembros están de algún modo obligados por la CPC aun cuando hayan decidido no utilizarla.  Procurando encontrar otra forma de imponer la aplicación de la CPC a los Estados Unidos, Antigua se ha valido del Documento de la USITC.  Si, contrariamente a los hechos, se afirmara en ese documento que "los Estados Unidos no han contraído ningún compromiso respecto de los servicios de juegos azar en el marco del AGCS", ello no tendría ningún valor, a efectos de interpretación, en la solución de una diferencia en el marco de la OMC.  Ningún Miembro puede adoptar en forma unilateral una interpretación multilateralmente vinculante de ninguna disposición de un Acuerdo de la OMC;  tales declaraciones en sí no constituyen una práctica ulterior de conformidad con las normas internacionales usuales de interpretación de tratados consignadas en el artículo 31 de la Convención de Viena.  En todo caso, el Documento de la USITC deja en claro que dicho Documento no pretende ser una interpretación de la Lista de los Estados Unidos.  En el documento mismo se confirma que sólo se ha delegado en la USITC la responsabilidad de asumir funciones ministeriales, a saber, "mantener" y "compilar" la Lista de los Estados Unidos, pero no de interpretar dicha Lista por cuenta del Gobierno de los Estados Unidos.  Es más, dado que ningún Miembro puede adoptar unilateralmente una interpretación multilateralmente vinculante de ninguna disposición de un Acuerdo de la OMC, la delegación de la facultad de hacer interpretaciones unilaterales no tendría ningún sentido en relación con las disposiciones de los Acuerdos de la OMC.
3.66 Los Estados Unidos señalan que un tercero ha afirmado que el Documento de la USITC puede tener valor probatorio "a los efectos de aclarar una cuestión de hecho controvertida".
  Esta declaración podría ser correcta si la cuestión examinada fuera una cuestión de hecho.  Pero no lo es.  La cuestión en litigio en este caso es la interpretación jurídica de un anexo al AGCS de conformidad con las normas usuales de interpretación del derecho internacional, ámbito en que, en la presente diferencia, el documento unilateral de la USITC no tiene ningún peso.  Además, dado que se trata en este caso de interpretar un tratado, los argumentos de Antigua en los que compara el Documento de la USITC con la Declaración de Acción Administrativa de los Estados Unidos (en adelante denominada "DAA") no vienen al caso.  Se ha hecho referencia a la DAA en el procedimiento de solución de diferencias de la OMC para ayudar a interpretar la legislación interna de los Estados Unidos, no los Acuerdos de la OMC.  Los diversos argumentos aducidos por Antigua para dar validez independiente al Documento de la USITC son insostenibles, pero además no son convincentes por la sencilla razón de que las obligaciones consignadas en una lista anexa al AGCS deben estar basadas en la lista propiamente dicha y no en algún documento unilateral y extrínseco.
3.67 En lo que respecta a las afirmaciones de Antigua sobre la nota de envío que acompañaba a las versiones provisionales de Lista de los Estados Unidos, los Estados Unidos están en desacuerdo con Antigua cuando dice que dicha nota no fue incluida en la Lista final de los Estados Unidos que se anexó al AGCS "sencillamente porque esa nota introductoria no es formalmente parte de una lista del AGCS cuando ésta se anexa al AGCS de conformidad con el párrafo 3 del artículo XX".
  Varios Miembros han incluido esas notas en sus listas.  Por ejemplo, la lista de Australia comienza con una nota en la que se señala que "la clasificación de sectores está basada en la Clasificación Central Provisional de Productos (CPC) de 1991 de la Oficina de Estadística de las Naciones Unidas, en tanto que la estructura está basada en la Lista de Clasificación Sectorial de los Servicios (MTN.GNS/W/120, de 10 de julio de 1991).  Huelga decir que la Lista final de los Estados Unidos no incluye tal declaración.  Los Estados Unidos ya han confirmado en estas actuaciones que utilizaron el documento W/120 para estructurar su Lista.  Esto concuerda con la nota que acompañó a las Listas provisionales de los Estados Unidos.  Sin embargo, a diferencia de Australia y varios otros Miembros, los Estados Unidos nunca adoptaron la nomenclatura de la CPC.  La nota introductoria adjunta a las Listas provisionales de los Estados Unidos no contiene ninguna indicación en contrario, y, como confirma también Australia en su nota, se partió del entendimiento de que se trataba de cuestiones distintas.
3.68 En lo que respecta a las Directrices de 1993 y 2001 para la consignación en Listas, los Estados Unidos sostienen que carece de fundamento la aseveración de Antigua de que "las Directrices para la consignación en Listas de 2001 incluyen un acuerdo ulterior entre las partes (de conformidad con el párrafo 3 del artículo 31 de la Convención de Viena) relativo a la interpretación de las Listas existentes a la luz de las Directrices para la consignación en Listas de 1993".
  Al igual que en las Directrices de 1993, en el documento de 2001 se indica explícitamente que dicho documento no debe "entenderse como una interpretación jurídica del AGCS".  Es más, ambos documentos fueron aprobados por el Consejo del Comercio de Servicios y no por el Consejo General o la Conferencia Ministerial, que tienen la "facultad exclusiva" de adoptar interpretaciones jurídicas de los Acuerdos de la OMC en virtud del párrafo 2 del artículo IX del Acuerdo de Marrakech por el que se establece la Organización Mundial del Comercio.  Además, la afirmación de Antigua de que las Directrices de 1993 y el documento W/120 constituyen un contexto según el sentido del párrafo 2) b) del artículo 31 de la Convención de Viena carece de validez por la sencilla razón de que ninguno de esos documentos fue "formulado por una o más partes con motivo de la celebración del tratado y aceptado por las demás como instrumento referente al tratado", según exige ese artículo.  Los Estados Unidos y Antigua parecen estar de acuerdo en que esos documentos no fueron elaborados por ninguna de las partes y, en la medida en que se refieren a la CPC, las listas anexas al AGCS muestran que un gran número de partes los aceptaron sólo parcialmente o no los aceptaron para ese fin.
3.69 Los Estados Unidos consideran que los argumentos de Antigua sobre la cuestión de la no existencia de un compromiso de los Estados Unidos representan una serie de intentos de tergiversar las normas de interpretación de los tratados utilizando trabajos preparatorios y otras fuentes extrínsecas, que nunca podrían ser más que medios secundarios de interpretación, para invalidar el texto del Acuerdo.  Antigua incluso llega a afirmar que el texto de un compromiso con arreglo al AGCS no puede disminuir el valor de los trabajos preparatorios a efectos de interpretación
, declaración que es incompatible con los principios fundamentales de la interpretación de tratados.  No cabe duda de que la CPC fue considerada en la labor preparatoria del AGCS.  Algunos Miembros decidieron aplicarla en todos los casos, otros decidieron aplicarla cuando les conviniera y otros más decidieron no aplicarla en absoluto.  Los textos de la listas reflejan esas decisiones y muestran que los Estados Unidos están incluidos en la tercera categoría.  La mera labor preparatoria no puede invalidar el texto en este caso.  Pero sí puede confirmar, y efectivamente lo hace, la interpretación del texto hecha por los Estados Unidos con respecto a la CPC.  Concretamente, muestra que los Estados Unidos y otros Miembros expresaron de manera explícita su deseo de que los Miembros no se vieran obligados a aplicar una nomenclatura específica.  Por último, los Estados Unidos reiteran que si algunos Miembros prefiriesen que todas las listas se interpretaran de conformidad con la CPC, ésta es una cuestión que debe ser objeto de negociación y no un asunto que deba resolverse por el procedimiento de solución de diferencias.  El Órgano de Apelación en su informe en CE - Equipo informático, confirma ese principio.
3.70 Los Estados Unidos señalan asimismo que Antigua citó el argumento de los Estados Unidos en México - Telecomunicaciones de que "el sentido corriente de la Lista de México habla por sí solo y debe prevalecer".  Esa declaración se aplica también a la Lista de los Estados Unidos:  su sentido corriente no requiere explicación y debe prevalecer en la interpretación.  Ese sentido corriente no abarca los servicios de juegos de azar ni tampoco referencias a la CPC.  El mismo criterio textual se aplica también a los sectores no incluidos en Lista de los Estados Unidos, como el sector 10.E "Otros".  No obstante los argumentos expuestos por Antigua para probar lo contrario, no se puede constatar que los Estados Unidos han contraído un compromiso en el subsector 10.E cuando han optado por no incluir ese subsector y, al mismo tiempo, han incluido otros subsectores en el sector 10.  Además, en el párrafo 3.62, Antigua parece admitir que la definición de "sporting" (deportivo) incluye los juegos de azar.  Sin embargo, aduce que este significado es incorrecto por alguna razón, aparentemente porque intuye, sin fundamento alguno, que la palabra "sporting" utilizada en la Lista de los Estados Unidos es un gerundio (o "sustantivo verbal") y no un adjetivo.  Además, según Antigua, una palabra utilizada sólo una vez en un documento sólo puede tener un único sentido y en este caso el sentido no puede abarcar los juegos de azar.  En opinión de los Estados Unidos, estas suposiciones infundadas no son más que un intento de limitar artificialmente el sentido corriente de "sporting".

3. Medida o medidas impugnadas

3.71 Antigua aduce que, en su solicitud de establecimiento de un grupo especial presentada a la OMC el 13 de junio de 2003, el Gobierno de Antigua adjuntó un anexo que contenía una larga lista de leyes federales y estatales de los Estados Unidos que afectaban desfavorablemente a la capacidad de los proveedores de servicios de Antigua de prestar servicios transfronterizos de juegos de azar y apuestas a consumidores de los Estados Unidos.  El anexo también incluía referencias a diversas medidas ilustrativas adoptadas por las autoridades federales y estatales de los Estados Unidos que también constituyen medidas que inhiben el suministro de servicios transfronterizos de juegos de azar y apuestas en los Estados Unidos.  Durante las consultas, así como en las reuniones del OSD, los Estados Unidos se manifestaron perplejos por la índole, el alcance y el impacto de las medidas mencionadas en el anexo.  Antigua estima que esas expresiones de perplejidad no son más que una maniobra para desviar la atención -no sólo están los Estados Unidos en mejores condiciones que Antigua para interpretar de manera coherente sus propias leyes, si no que, lo que es crucial-, los Estados Unidos han declarado inequívocamente, en el contexto de esta diferencia, que el suministro por proveedores de Antigua de servicios transfronterizos de juegos de azar y apuestas a los Estados Unidos es ilegal según la legislación estadounidense.  En tales circunstancias, no se debe permitir que los Estados Unidos básicamente se "escuden" tras la complejidad y opacidad de su propia estructura jurídica para desviar la atención de la simplicidad fundamental de esta reclamación.

3.72 Las normas aplicables al suministro transfronterizo de servicios de juegos de azar y apuestas en los Estados Unidos son complejas y comprenden una combinación de leyes estatales y federales cuyo significado preciso suele ser poco claro.  El debate sobre la interpretación de estas normas en muchos casos ha girado en torno a la legalidad de los "juegos de azar por Internet" (debido a que Internet se ha convertido en uno de los principales instrumentos para el suministro de esos servicios a través de las fronteras nacionales).  En un informe reciente de la Oficina General de Intervención de Cuentas de los Estados Unidos (en adelante la "GAO") se señala que el marco jurídico de los Estados Unidos relativo al suministro de servicios de juegos de azar por Internet es "complejo".
  La GAO describe de manera sucinta ese marco jurídico de la siguiente manera:

"En los Estados Unidos se aplican a los juegos de azar por Internet leyes tanto federales como estatales.  En general, los juegos de azar son de la competencia de los Estados;  cada Estado determina si los juegos de azar son lícitos dentro de sus fronteras y si los establecimientos de juegos pueden operar allí legalmente.  Como en la mayoría de los casos los servicios de juegos de azar por Internet se suministran a través de las fronteras estatales o internacionales -el sitio Web está ubicado en un Estado o país y el jugador en otro- se recurre a la legislación federal para proteger a los Estados y evitar que se haga caso omiso de sus leyes.  Hasta la fecha, la ley federal utilizada para llevar ante la justicia federal casos relativos a los juegos de azar por Internet es la Ley de Comunicaciones por Cable
, aunque los tribunales a veces discrepan sobre la aplicabilidad de ciertas disposiciones de esa ley.  Además, se han aplicado la Ley de Viajes
 y la Ley sobre actividades ilícitas de juegos de azar
 para iniciar un proceso contra operadores de juegos de azar que aceptan apuestas interestatales o internacionales por teléfono;  esas leyes probablemente serían aplicables a los juegos de azar por Internet.  Algunos Estados han adoptado medidas legislativas concretas sobre los juegos de azar por Internet;  en algunos casos los han tipificado como delito y en otros se han valido de las leyes existentes sobre los juegos de azar para interponer acciones judiciales contra entidades que ofrecen servicios de juegos de azar por Internet o los facilitan."

3.73 En su informe, la GAO se refirió directamente a algunas de las ambigüedades de la legislación de los Estados Unidos relativa a esta cuestión.
  Algunas de estas ambigüedades se examinan en más detalle en un informe preparado por el Sr. Jeffrey R. Rodefer, del Departamento de Justicia del Estado de Nevada.
  Debido a la complejidad y ambigüedad de esa legislación, así como a la superposición de las leyes federales y las leyes de los más de 50 Estados y territorios, resulta muy difícil determinar con total exactitud cuáles son las leyes y reglamentaciones de los Estados Unidos que podrían aplicarse para prohibir el suministro transfronterizo de servicios de juegos de azar y apuestas.

3.74 Antigua sostiene que no se pone en tela de juicio la existencia de una prohibición completa.  En el contexto de la presente diferencia, el Gobierno de los Estados Unidos ha declarado que el suministro de servicios transfronterizos de juegos de azar y apuestas (a los Estados Unidos desde el extranjero), sea cual fuere su forma, es siempre ilegal en todo el territorio de los Estados Unidos.
  Antigua acepta esta premisa a los efectos de este procedimiento de solución de diferencias.  En consecuencia, no hay necesidad de un debate sobre el alcance preciso de las leyes y reglamentaciones concretas de los Estados Unidos.  El asunto en litigio es la prohibición total del suministro transfronterizo de servicios de juegos de azar y apuestas, y las partes están de acuerdo en que existe esa prohibición total.  La manera exacta como se ha estructurado esa prohibición de las importaciones en virtud de la legislación de los Estados Unidos no debería influir en el resultado de estas actuaciones.

3.75 Antigua sostiene que para facilitar el examen de las cuestiones de derecho, ha establecido una distinción entre dos tipos generales de medidas:  i) las que tienen por efecto la prohibición de la oferta de juegos de azar y apuestas per se, y ii) las que restringen las transferencias monetarias y pagos internacionales relacionados con servicios de juegos de azar y apuestas.  Entre las primeras se cuentan leyes que tipifican como delito el suministro de esos servicios (como las invocadas por los Estados Unidos en 2000 para enjuiciar a un operador autorizado de Antigua y encarcelarlo), mientras que la otra categoría comprende medidas represivas, como las adoptadas por el Fiscal General de Nueva York contra Paypal, Inc., empresa que presta servicios de pago por Internet.
  Las dos categorías de medidas identificadas por Antigua no son dos categorías rígidamente diferenciadas.  En realidad, las medidas comprendidas en la segunda categoría (en relación con la realización de pagos) son medidas adoptadas de las autoridades encargadas de hacer cumplir la ley sobre la base de las medidas legislativas incluidas en la primera categoría (y que, por lo tanto, son una manifestación práctica de las medidas de esa primera categoría).  La única razón por la cual se hace una distinción es facilitar el debate sobre la aplicación de disposiciones concretas del AGCS a los hechos planteados en esta diferencia.

3.76 Antigua aduce que el párrafo 2 del artículo 6 del ESD dispone que en las solicitudes de establecimiento de grupos especiales se "identificarán las medidas concretas en litigio".  El Órgano de Apelación ha declarado repetidamente que la solicitud de establecimiento de un grupo especial debe ser precisa por dos razones.  En primer lugar, constituye la base del mandato que define el alcance de la diferencia.  En segundo lugar, cumple el objetivo del debido proceso al proporcionar información a las partes y a los terceros sobre la naturaleza de los argumentos del reclamante.
  Debido a la complejidad de la legislación de los Estados Unidos, ha sido relativamente difícil para Antigua "identificar las medidas concretas" (pese a la obvia simplicidad del efecto de la prohibición total impuesta por los Estados Unidos).  Para evitar malentendidos y dificultades de procedimiento, Antigua adoptó el siguiente criterio al solicitar el establecimiento de un grupo especial:  en las secciones I y II del anexo adjunto a su solicitud de establecimiento de un grupo especial figuran referencias concretas a leyes de los Estados Unidos (federales y estatales) que, en opinión de Antigua, sería razonable interpretar que tienen un efecto desfavorable en el suministro transfronterizo de servicios de juegos de azar y apuestas, y en la sección III de dicho anexo figuran ejemplos de medidas no legislativas, como decisiones judiciales, procedimientos penales o declaraciones y medidas de los Fiscales Generales de los Estados, que aplican algunas de estas leyes al suministro transfronterizo de servicios de juegos de azar y apuestas.  Este criterio se explicó claramente en la solicitud de establecimiento de un grupo especial y, para que no cupieran dudas, se añadió que "[l]as medidas enumeradas en el anexo sólo están comprendidas en el ámbito de la presente diferencia en tanto dichas medidas impiden o pueden impedir a los operadores de Antigua y Barbuda ofrecer legalmente servicios de juegos de azar y apuestas en los Estados Unidos en condiciones de competencia compatibles con las obligaciones que corresponden a los Estados Unidos".
  Además, Antigua declaró explícitamente en esa solicitud que:  "[a]unque no siempre está claro en los términos del texto de estas leyes, las autoridades pertinentes de los Estados Unidos opinan que dichas leyes (por separado o en combinación) tienen el efecto de prohibir todo suministro de servicios de juegos de azar y apuestas desde fuera de los Estados Unidos a consumidores en los Estados Unidos".  En tales circunstancias, Antigua se ha esforzado en la mayor medida posible por "identificar las medidas concretas en litigio" y sostiene que ha hecho más de lo que sería razonable exigir a la parte reclamante, ya que ha realizado una investigación pormenorizada de un sector arcano de la legislación de los Estados Unidos (y ha tratado de proporcionar ejemplos de leyes y de otras medidas que afectan desfavorablemente a los proveedores de servicios de Antigua).  Dado que los propios Estados Unidos han declarado que la oferta de servicios de juegos de azar y apuestas en los Estados Unidos desde Antigua es ilegal en todos los casos, cabe concluir que los Estados Unidos han sido informados debidamente de las alegaciones de Antigua.

3.77 Antigua señala que en la reunión del OSD del 24 de junio de 2003, la representante de los Estados Unidos mencionó tres preocupaciones respecto del procedimiento en relación con la solicitud de establecimiento de un grupo especial formulada por Antigua:  i) el anexo a la solicitud de Antigua de que se estableciera un grupo especial contenía elementos que "no constituyen 'medidas' que pudieran incluirse adecuadamente en el alcance de una solicitud de establecimiento de un grupo especial";  ii) el anexo a la solicitud de establecimiento de un grupo especial incluía "varias medidas que no parecen haber estado comprendidas en la solicitud de celebración de consultas del 1º de abril de 2003", y iii) "no todas las medidas citadas en el anexo se relacionan con el suministro transfronterizo de servicios de juegos de azar y apuestas".  La primera cuestión que parece preocupar a los Estados Unidos -el hecho de que algunas de las medidas de los Estados Unidos enumeradas en el anexo a la solicitud de Antigua no sean "medidas"- está relacionada, según cabe suponer, con los asuntos enumerados en la sección III del anexo (en la que figuran decisiones judiciales y declaraciones de organismos administrativos y encargados de hacer cumplir la ley que han tomado medidas contra el suministro de servicios transfronterizos de juegos de azar o que explican esas medidas).  Sin embargo, las medidas enumeradas en la sección III del anexo a la solicitud de establecimiento de un grupo especial son evidentemente "medidas" en el sentido que da el AGCS a ese término.  Las entidades de los Estados Unidos que han tomado esas medidas son, entre otras, el Tribunal de Apelación del Segundo Circuito de los Estados Unidos, la Corte Suprema del Estado de Nueva York, la Junta de Fiscalización del Juego de Michigan y los fiscales generales de los Estados de Florida, Minnesota y Nueva York.  Las medidas enumeradas en la sección III del anexo a la solicitud de establecimiento de un grupo especial están comprendidas en el sentido del término "medida" especificado en el apartado a) del artículo XXVIII del AGCS como "procedimiento, decisión o acción administrativa, o cualquier otra forma" adoptada por "gobiernos y autoridades centrales, regionales o locales".
  Además, las medidas descritas en la sección III del anexo están basadas en varias de las disposiciones legislativas enumeradas en las secciones I y II del anexo o se derivan de ellas, y, por lo tanto quedan de todos modos comprendidas en el alcance del AGCS por esa razón.

3.78 Antigua observa que la segunda cuestión que, según han dicho los Estados Unidos, es motivo de preocupación es la de las medidas que "no parecen haber estado comprendidas" en la solicitud de celebración de consultas de Antigua.  Hay varias diferencias entre la lista de medidas incluida en el anexo a la solicitud de celebración de consultas y la de medidas incluida en el anexo a la solicitud de establecimiento del grupo especial.  La principal diferencia entre ambas listas es que en el anexo a la solicitud de establecimiento de un grupo especial figuran muchas menos medidas que en el anexo a la solicitud de consultas.  Sin embargo, los Estados Unidos opinan que ciertas medidas fueron añadidas en el anexo a la solicitud de establecimiento de un grupo especial que no figuran en la solicitud de celebración de consultas.  Antigua supone que la preocupación de los Estados Unidos se debe a que en el anexo a la solicitud de consultas, tres referencias que contenían errores tipográficos se corrigieron en el anexo a la solicitud de establecimiento de un grupo especial.  Esas referencias son las siguientes (se han subrayado las diferencias):

	
	Referencia incorrecta en la solicitud de celebración de consultas
	Referencia correcta en la solicitud de establecimiento de un grupo especial

	Colo. Rev. Stat.
	§§ 18-10-101 a 18-10-08 (1999)
	§§ 18-10-101 a 18-10-108 (1999)

	Constitución del Estado de Nueva York
	artículo II, § 9
	artículo I, § 9

	Constitución del Estado de Rhode Island
	artículo I, § 22
	artículo VI, § 22


3.79 En la solicitud de celebración de consultas (y su addendum) presentada por Antigua se indica claramente que el asunto objeto de la presente diferencia es la prohibición del suministro transfronterizo de servicios de juegos de azar y apuestas en los Estados Unidos como resultado de la aplicación de un gran número de leyes diferentes.  A este respecto, debería haber sido obvio para los Estados Unidos que esos errores tipográficos no eran más que errores.  La referencia a las leyes del Estado de Colorado en la solicitud de celebración de consultas sencillamente no tiene ningún sentido y es evidente a la vista de la misma que contiene un error.  El párrafo 9 del artículo II de la Constitución del Estado de Nueva York se refiere al sufragio y el párrafo 22 del artículo I de la Constitución del Estado de Rhode Island se refiere al derecho de portar armas.  Cada uno de los artículos constitucionales que aparecen corregidos en el anexo a la solicitud de establecimiento de un grupo especial se refiere a los juegos de azar.  También en este caso, tendría que haber sido evidente para los Estados Unidos que éstos eran meros errores tipográficos.  En cada caso, cuesta creer que las correcciones puedan haber dado a los Estados Unidos una visión distinta.  Además, en Brasil - Aeronaves, el Órgano de Apelación declaró que los artículos 4 y 6 del ESD no exigen "(…) una identidad precisa y exacta entre las medidas específicas que fueron objeto de las consultas celebradas y las medidas específicas señaladas en la solicitud de establecimiento de un grupo especial".
  Si "la identidad precisa y exacta" fuera un requisito, un reclamante nunca podría obtener aclaraciones más precisas de las medidas de los otros Miembros de la OMC durante las consultas, lo cual socavaría la eficacia del proceso de solución de diferencias.
 Por último, los objetivos en que se basan el párrafo 2 del artículo 6 y el párrafo 4 del artículo 4 del ESD
 son la necesidad de definir el alcance de la diferencia y cumplir el objetivo del debido proceso, es decir, notificar al demandado y a los terceros los argumentos del reclamante.  No cabe duda de que la eliminación de tres errores tipográficos bastante evidentes no ha obstaculizado el logro de esos objetivos.

3.80 En lo que respecta a la tercera cuestión de procedimiento que preocupa a los Estados Unidos, de que no todas las medidas citadas en el anexo se relacionan con suministro transfronterizo de servicios de juegos de azar y apuestas, la respuesta figura en la misma solicitud de establecimiento del grupo especial, en la que se señala explícitamente que las medidas enumeradas sólo están comprendidas en el alcance de esta diferencia cuando efectivamente se refieren al suministro transfronterizo de esos servicios.  Si en el anexo figuran medidas que no se relacionan con el suministro transfronterizo de juegos de azar y apuestas en la forma descrita en la solicitud de establecimiento del grupo especial, dichas medidas no están comprendidas en el alcance de esta diferencia.  Además, Antigua estima que la cuestión fundamental con respecto a las medidas impugnadas en esta diferencia es si hay o no hay medidas que afectan a la capacidad de Antigua de ofrecer servicios transfronterizos de juegos de azar y apuestas a consumidores en los Estados Unidos.  Lógicamente, si tan sólo una las medidas enumeradas en el anexo a la solicitud de establecimiento del grupo especial tiene ese efecto, la cuestión ha quedado demostrada, aun cuando (quod non) no tengan pertinencia las restantes decenas de medidas enumeradas.

3.81 Los Estados Unidos aducen que, en lugar de proporcionar un análisis de leyes concretas de los Estados Unidos relativas a los juegos de azar, Antigua pide a este grupo especial que acepte una mera afirmación acerca del efecto de esas leyes, a saber, que representan una "prohibición total" del suministro transfronterizo de servicios de juegos de azar, como prueba de que los Estados Unidos incumplen las obligaciones que les incumben en la OMC.  Los Estados Unidos recuerdan la observación del Órgano de Apelación de que "... es verdaderamente difícil concebir que ningún sistema de solución judicial de diferencias pueda funcionar si se acoge la idea de que la mera afirmación de una alegación puede equivaler a una prueba.
  Haciendo caso omiso de esta constatación, Antigua se ha negado a proporcionar al Grupo Especial el texto de las leyes o reglamentaciones, así como las razones por las que considera que esas leyes y reglamentaciones son incompatibles con el AGCS.  Dicho en pocas palabras, Antigua no ha aportado pruebas ni argumentos con respecto a las medidas concretas en litigio.  Este criterio no puede constituir la base para establecer una presunción prima facie en un procedimiento de solución de diferencias de la OMC.  Una parte no puede establecer una presunción sin vincular sus pruebas y argumentos con alguna medida o medidas concretas y una mera afirmación no constituye de por sí una medida.

3.82 Los Estados Unidos sostienen que, recae en Antigua, en su calidad de reclamante, la carga de acreditar prima facie que los Estados Unidos han adoptado una o varias medidas concretas y que dicha medida o dichas medidas son incompatibles con las obligaciones que han contraído como Miembro de la OMC.  Como ha constatado sistemáticamente el Órgano de Apelación, la carga de la prueba en las actuaciones de solución de diferencias por lo general recae en el reclamante, que debe acreditar prima facie su alegación presentando pruebas y argumentos suficientes para crear una presunción favorable a la misma.
  Si el reclamante lo logra, el demandado puede intentar refutar esa presunción.
  Por lo tanto, se debe considerar que las medidas del demandado, como las medidas de los Estados Unidos relativas a los juegos de azar que son objeto de esta diferencia, son compatibles con las disposiciones de la OMC mientras no se pruebe lo contrario.
  Si la ponderación de las pruebas no es concluyente en relación con una alegación determinada, se debe constatar que Antigua no ha logrado demostrar esa alegación.

3.83 Los Estados Unidos observan que Antigua alega que una o más medidas de los Estados Unidos son incompatibles con las obligaciones contraídas en virtud de los tratados de la OMC;  por lo tanto, corresponde a Antigua la carga de presentar pruebas y argumentos en apoyo de esa alegación.  En el caso Estados Unidos - Acero al carbono, el Órgano de Apelación constató que la parte que sostenga tal alegación respecto de la legislación interna de otra parte "tiene sobre sí la carga de presentar pruebas acerca del alcance y el sentido de esa ley para fundamentar tal aseveración".
  El Órgano de Apelación procedió luego a describir la clase de pruebas sobre el alcance y el significado de la legislación interna que puede presentar el reclamante que impugna las leyes de un Miembro de la OMC, y señaló que "la forma característica de aportar esa prueba es el texto de la legislación o instrumento jurídicos pertinentes, que puede apoyarse, según proceda, con pruebas sobre la aplicación sistemática de esas leyes, los pronunciamientos de los tribunales nacionales acerca de su sentido, las opiniones de juristas especializados y las publicaciones de estudiosos de prestigio".

3.84 Los Estados Unidos señalan que, haciendo caso omiso de los requisitos más elementales sobre la carga de la prueba, Antigua llega incluso a insistir en que no tiene ninguna obligación de presentar pruebas sobre leyes o reglamentaciones concretas de los Estados Unidos.  Antigua está equivocada.  Como constató el Órgano de Apelación en el asunto India - Patentes (EE.UU.) -en el que la medida que, según se alegaba, contravenía las obligaciones del demandado era una ley interna- es esencial un examen de las disposiciones pertinentes de la ley en cuestión para determinar si un Miembro ha cumplido las obligaciones que le corresponden.
  Para proceder a ese examen, los grupos especiales o el Órgano de Apelación necesariamente deben "examinar las disposiciones concretas" de la legislación interna.
  Antigua parece estar de acuerdo en que "la prohibición total" que señala como medida impugnada en esta diferencia debe abarcar en la práctica una o más leyes o reglamentaciones de los Estados Unidos.  En conformidad con India - Patentes (EE.UU.) y Estados Unidos - Acero al carbono, Antigua debe presentar el texto de las leyes o reglamentaciones que considera pertinentes, así como pruebas y argumentos sobre su alcance y significado.  Sin embargo, Antigua se ha negado de plano a decir exactamente qué disposiciones considera pertinentes.  Es más, no ha indicado por escrito una sola palabra de ninguna ley o reglamentación de los Estados Unidos que restrinja los juegos de azar ni ha ofrecido pruebas o argumentos sobre su sentido.
  Esto significa que Antigua no ha cumplido en absoluto la carga de la prueba.

3.85 Según los Estados Unidos, Antigua interpreta erróneamente la posición de los Estados Unidos sobre esta falta de pruebas, y la considera un "argumento para justificar el hecho de que el Grupo Especial no puede investigar en forma global el efecto de varias leyes distintas".
  En realidad, los grupos especiales en muchos casos han examinado alegaciones basadas en el efecto combinado de dos o más medidas, pero han encarado esas alegaciones correctamente, examinando en primer lugar cada medida concreta que, según se alega, contribuye a ese efecto combinado.
  Es más, sería imposible saber cuál sería el efecto combinado de diversas medidas en el marco de la legislación interna sin antes examinar cómo funciona cada medida y luego analizar la manera cómo interactúan esas medidas.  En Estados Unidos - Limitaciones de las exportaciones, el Grupo Especial se vio ante una alegación análoga relativa al efecto combinado de diversas medidas de los Estados Unidos.  En esa diferencia, el Grupo Especial citó el siguiente argumento de los Estados Unidos:

"No está claro por qué, según la argumentación del Canadá o del Grupo Especial en el caso Estados Unidos - Artículo 301, los documentos de esta diferencia 'deben' analizarse conjuntamente.  El Canadá sostiene que uno o más de los documentos en cuestión, por sí solos o en conjunto, imponen de cierta manera al Departamento de Comercio la obligación de dar a las limitaciones a la exportación el trato de subvenciones.  Sin embargo, no es posible realizar un análisis adecuado de esta presunción sobre la base de nociones abstractas de un 'análisis conjunto' de los documentos citados por la parte demandante, sino que hay que partir de la condición jurídica de los documentos y su relación recíproca, con arreglo a la legislación nacional del Miembro demandado."

3.86 Posteriormente el Grupo Especial adoptó este criterio.  Observando que el argumento del Canadá se refería a medidas "consideradas en conjunto", el Grupo Especial decidió que las analizaría "en primer lugar por separado, con respecto tanto a la condición jurídica como al efecto de cada una de ellas en virtud de la legislación nacional de los Estados Unidos, y en relación también con las limitaciones a la exportación".

3.87 De igual modo, a fin de determinar la validez de la alegación de Antigua en esta diferencia, el Grupo Especial debe analizar primero cada medida por separado.  Por consiguiente, corresponde a Antigua la carga de explicar detalladamente y con exactitud cómo se aplica, con arreglo a la legislación interna de los Estados Unidos, cada una de las medidas en cuestión.  Por lo tanto, Antigua también debe demostrar en detalle cómo, con arreglo a la legislación interna de los Estados Unidos, se combinan en la práctica esas medidas para tener el efecto acumulativo que, según alega Antigua, es incompatible con el AGCS.  El Grupo Especial que entendió en el caso Japón - Películas describe esta carga adicional de la prueba.  El Grupo constató que:

"[L]os Estados Unidos, en cuanto aleguen que las diversas 'medidas' adoptadas en relación con la distribución, la promoción y las grandes tiendas ponen en práctica políticas que tienen efectos complementarios y acumulativos sobre las películas y el papel fotográficos, han de exponer detalladamente a este Grupo Especial la forma en que esas supuestas 'medidas' interactúan en su aplicación para provocar efectos diferentes de los que supuestamente provoca aisladamente cada una de esas 'medidas' y que se suman a ellos."

3.88 Por consiguiente, en vista de que, en esta diferencia, Antigua se ha negado tenazmente a presentar pruebas y argumentos respecto de cada medida pertinente por separado y respecto de la interacción de las medidas con arreglo a la legislación interna que, supuestamente, tiene el efecto colectivo que alega Antigua, es imposible que Antigua afirme de manera convincente que ha cumplido la carga de la prueba en esta diferencia.

3.89 Los Estados Unidos subrayan que corresponde a Antigua la carga de presentar argumentos que expliquen qué aspectos de la medida o las medidas concretas de los Estados Unidos, a juicio de Antigua, hacen que esa medida o esas medidas sean incompatibles con las obligaciones o compromisos específicos que han contraído los Estados Unidos con arreglo al AGCS.  Como Antigua no ha logrado en ningún aspecto cumplir esa carga, los Estados Unidos no pueden referirse en detalle a ninguna medida en particular.  En opinión de los Estados Unidos, Antigua pretende explícitamente desplazar la carga de la prueba a los Estados Unidos.
  No ofrece ninguna justificación para hacerlo, salvo la complejidad de la legislación estadounidense, pretexto que el Órgano de Apelación ya ha rechazado como fundamento para asignar la carga de la prueba:  "Ninguna disposición del sistema de solución de diferencias de la OMC apoya la idea de que la asignación de la carga de la prueba debe decidirse sobre la base de una comparación de las respectivas dificultades que pueden encontrar el reclamante y el demandado para reunir información que les permita demostrar la validez de sus argumentos".
  Antigua advirtió al Grupo Especial que no "se debe permitir que los Estados Unidos básicamente 'se escuden' tras la complejidad y opacidad de su propia estructura jurídica".  Al contrario, los Estados Unidos sostienen que desde el principio ha correspondido a Antigua la obligación de hablar sin rodeos y decir qué medidas concretas pretende o no impugnar, y luego presentar pruebas y argumentos respecto de cada medida.  Antigua no sólo no ha procedido de este modo sino que se ha negado repetidamente a hacerlo.

3.90 Antigua sostiene que, con respecto a las medidas, lo más importante es la cuestión de si Antigua y Barbuda ha presentado pruebas suficientes para demostrar que los Estados Unidos mantienen "medidas" cuyo efecto es una prohibición completa -o "prohibición total"- del suministro por Antigua y Barbuda de servicios de juegos de azar y apuestas a consumidores en los Estados Unidos.  Sin embargo, en lugar de pedir a los Estados Unidos que asuman siquiera parte de la carga de la prueba, el argumento fundamental de Antigua es que los Estados Unidos han admitido esta característica de su legislación interna.  En vista de que los Estados Unidos han admitido en forma clara e inequívoca la existencia de una prohibición completa -la prohibición total-, Antigua considera que no tiene ningún sentido probar lo que ya ha sido admitido.  Es más, según las leyes de casi todas las jurisdicciones de las que Antigua tiene conocimiento (incluidos los Estados Unidos), una admisión como la que han hecho en este caso los Estados Unidos daría lugar a la estipulación de que se ha admitido el hecho o cuestión de que se trate, excluyendo la prosecución del debate sobre el tema.  El mismo concepto se aplica en la OMC.  Como han señalado las Comunidades Europeas
, varios grupos especiales constituidos anteriormente aceptaron como correctas admisiones similares.  Además, los Estados Unidos le han dado la razón a Antigua en las consultas celebradas sobre este asunto, así como en sesiones abiertas del Órgano de Solución de Diferencias en el contexto de esta diferencia en dos ocasiones.  Pese a insistir en que Antigua debe probar que tiene razón, los Estados Unidos hacen referencia a la prohibición que han establecido.  En múltiples declaraciones públicas y documentos de posición, el Departamento de Justicia de los Estados Unidos ha hecho esta admisión de manera inequívoca.  Además, es evidente que los Estados Unidos actúan como si existiera una prohibición -de ahí las medidas adoptadas por los Estados Unidos y enumeradas en la sección III del anexo a la solicitud de consultas presentada por Antigua en estas actuaciones-.  Es más, Antigua invita a los Estados Unidos a que nieguen esa admisión ante el Grupo Especial.  Dada la admisión hecha por los Estados Unidos, Antigua y Barbuda está firmemente convencida de que un análisis detallado de todas las medidas estatales y federales es innecesario, resultaría difícil y, lo que es más importante, sería antieconómico.  Además, la finalidad de las consultas entre las partes no es sólo resolver diferencias sino delimitar y definir las cuestiones en litigio.

3.91 Antigua señala que los Estados Unidos aparentemente adoptan la posición de que, a los efectos de la solución de diferencias en la OMC, una "medida" debe ser una "ley vigente" diferenciada de las demás y que sólo un cierto número de esas leyes pueden constituir "medidas".  Es evidente que esto es un error de interpretación en una área bien establecida de la jurisprudencia de la OMC, que ha determinado que son muchos los elementos que pueden constituir "medidas", por ejemplo, normas, procedimientos y disposiciones de las autoridades.  Es más, el propio AGCS contiene una amplia definición del término "medidas" en el párrafo a) de su artículo XXVIII.  Naturalmente, si se exigiera que una medida fuera una ley o reglamentación concreta y claramente diferenciada de las demás, los Miembros podrían evadir fácilmente el alcance del mecanismo de solución de diferencias de la OMC valiéndose de normas informales y prácticas no escritas y no de leyes o reglamentaciones formales.  El argumento de los Estados Unidos a este respecto parece ser que la "prohibición total" que han admitido no puede en sí constituir una "medida" porque no es una ley propiamente dicha.  Por lo tanto, sostienen los Estados Unidos, Antigua debe guiar a este Grupo Especial a través de una maraña de leyes de los Estados Unidos y armar el rompecabezas de medidas de cuya suma resulta la prohibición total.  Antigua no está de acuerdo.  En primer lugar, no se debe imponer la obligación de interpretar las normas de la OMC teniendo en cuenta las características formales de las leyes de uno de sus Miembros.  Por lo tanto, el hecho de que una "medida" impugnada en el marco del ESD comprenda, según la legislación interna, una o más leyes, normas o disposiciones no puede ser el factor definitorio para determinar si la suma de esas leyes constituye una "medida" con arreglo al ESD.  En segundo lugar, si bien los Estados Unidos mencionan varios informes de grupos especiales y decisiones del Órgano de Apelación en que ha sido necesario armar, medida por medida, un "rompecabezas" omiten señalar que en cada una de esas actuaciones había un auténtico desacuerdo sobre el efecto colectivo de los diversos instrumentos legislativos.  Es a todas luces evidente que eso no ocurre en este caso, en que Antigua y Barbuda y los Estados Unidos están de acuerdo en que existe una prohibición completa.  En tercer lugar, los Estados Unidos tratan de crear la impresión de que el efecto acumulativo de la prohibición completa resultante del conjunto de leyes concretas de los Estados Unidos se deriva de una compleja interacción de esas leyes concretas.  En realidad, no es así.  La mayoría de las medidas mencionadas en la solicitud de establecimiento de un grupo especial son prohibiciones que se podría aducir que son aplicables independientemente unas de otras contra operadores de juegos de azar de Antigua.  Hay, sin embargo, diferencias en cuanto al alcance territorial de las leyes, ya que en la mayoría de los casos las leyes estatales se aplican sólo en el territorio del Estado de que se trate, o su alcance se limita a ese territorio.  Además, parece haber pequeñas diferencias en el ámbito sustantivo de aplicación de algunas de las leyes.  No obstante, el resultado en último término es que todo suministro transfronterizo de juegos de azar y apuestas desde fuera de los Estados Unidos queda siempre comprendido en el ámbito de aplicación de alguna ley de prohibición de los Estados Unidos (y normalmente de varias de esas leyes).

3.92 Antigua aduce que si bien el número de leyes de prohibición varía de un Estado a otro, las leyes de prohibición estatales en general siguen la misma pauta:  están prohibidos todos los juegos de azar a menos que se haya concedido expresamente una exención.  Pero, mientras que muchos operadores estadounidenses han obtenido exenciones de uno u otro modo y por lo tanto pueden desarrollar sus actividades legalmente, los operadores extranjeros que desean prestar servicios transfronterizos de juegos de azar y apuestas no tienen acceso a esas exenciones.  Por lo tanto, las leyes estatales prohíben todo el suministro transfronterizo de los denominados juegos de azar "no autorizados", sea por Internet o por algún otro medio.  El informe preparado por la GAO contiene una explicación más detallada de la forma en que las leyes de cinco Estados prohíben los llamados juegos de azar "no autorizados" a través de Internet.

3.93 Al sistema de leyes estatales se superponen las leyes federales de los Estados Unidos.  La carta de fecha 11 de junio de 2003 dirigida a la Asociación Nacional de Empresas de Radiodifusión por el Departamento de Justicia de los Estados Unidos constituye un buen ejemplo de cómo los Estados Unidos sostienen la opinión de que podrán aplicarse al mismo comportamiento diversas leyes federales de prohibición.  En la carta se hace referencia a tres leyes federales al explicar la ilegalidad del suministro "transfronterizo" a distancia de servicios de juegos de azar:  i) la Ley de Comunicaciones por Cable, que prohíbe que las empresas de juegos de azar reciban o envíen a sabiendas ciertos tipos de apuestas o de información que facilite las apuestas a través de los medios interestatales e internacionales de comunicación por cable;  ii) la Ley de Viajes, que impone sanciones penales a los que se valen del comercio interestatal o exterior con la intención de distribuir las ganancias derivadas de una actividad ilícita, incluidos los juegos de azar considerados ilícitos en los Estados Unidos;  iii) la Ley sobre actividades ilícitas de juegos de azar, según la cual es un delito federal explotar un negocio de juegos de azar que viole la Ley del Estado en que tenga lugar ese juego (siempre que se cumplan otros criterios, como el de que participen al menos cinco personas y el de que la operación dure más de 30 días).  Cada una de estas tres leyes, por separado, prohíbe el suministro transfronterizo de servicios de juegos de azar y apuestas desde Antigua.  Sin embargo, hay incertidumbre acerca del alcance exacto de estas leyes.  Por ejemplo, no hay acuerdo sobre si la Ley de Comunicaciones por Cable se aplicaría también a la tecnología inalámbrica de Internet, que es relativamente nueva, y a los juegos de azar como los que ofrecen los casinos o sólo a las apuestas sobre encuentros deportivos.  Para evitar ese tipo de escapatorias, las autoridades de los Estados Unidos inician acciones judiciales basándose en una combinación de estas leyes.

3.94 Antigua sostiene que, precisamente por una razón análoga (tratar de evitar escapatorias) no ha impugnado sólo la Ley de Comunicaciones por Cable, aunque no cabe duda de que esta Ley parece ser la más importante del arsenal de prohibiciones de los Estados Unidos.  Antigua y Barbuda debe asegurarse de que los Estados Unidos, en la etapa en que deban aplicar las recomendaciones y resoluciones resultantes de estas actuaciones, no puedan adoptar la posición de que sólo necesitan enmendar la Ley de Comunicaciones por Cable y pueden seguir aplicando sus otras leyes de prohibición.  Esto es particularmente importante porque, dada la gran cantidad de leyes de los Estados Unidos sobre los juegos de azar y apuestas, no se puede descartar que Antigua y Barbuda no haya podido identificar todas las leyes internas que podrían aplicarse contra el suministro transfronterizo de servicios de juegos de azar.  En este contexto, Antigua y Barbuda sostiene que es posible, desde un punto de vista no sólo jurídico sino también lógico, impugnar la prohibición total de los Estados Unidos impuesta al suministro transfronterizo de servicios de juegos de azar.  Según la legislación interna de los Estados Unidos, esta prohibición total comprende muchas leyes diferentes de prohibición que tienen todas un efecto análogo pero cuyo alcance territorial o sustantivo puede ser diferente o ligeramente diferente.  Sin embargo, consideradas en conjunto, abarcan la totalidad del territorio de los Estados Unidos y todas las variantes posibles del suministro transfronterizo de servicios de juegos de azar, por cable, comunicación inalámbrica u otros medios.  Es importante señalar que, según el régimen federal de los Estados Unidos y dado el carácter internacional y transfronterizo de los servicios que proporciona Antigua, el Gobierno Federal de los Estados Unidos tiene la facultad exclusiva de legislar de forma que sea vinculante para los Estados y resuelva totalmente esta diferencia.  En consecuencia, dado que con arreglo a la Constitución de los Estados Unidos, el Gobierno Federal está facultado para formular una solución a nivel federal que no requiera medidas correctivas a nivel de cada Estado, la agobiante tarea de batallar con cientos de leyes estatales y federales resulta aún más evidentemente absurda e inútil.

3.95 Antigua reitera que, contrariamente a lo afirmado por los Estados Unidos, Antigua y Barbuda nunca se ha "negado" a citar las leyes de los Estados Unidos o a aportar pruebas de que, en conjunto, esas leyes imponen una prohibición total.  De hecho, los esfuerzos de Antigua por incluir en sus solicitudes de establecimiento de un grupo especial y de celebración de consultas un elevadísimo número de leyes estadounidenses es prueba de su buena fe en estas actuaciones.  A pesar de que, en su opinión, es antieconómico e innecesario, Antigua ha presentado al Grupo Especial, el 8 de diciembre de 2003, los textos de todas las leyes pertinentes enumeradas en su solicitud de establecimiento de un grupo especial, conjuntamente con breves resúmenes de esas leyes.  También presentó todos los textos enumeradas en la sección III del anexo a su solicitud de establecimiento de un grupo especial que no había presentado antes.  Por último, Antigua considera que no hay mucho más que decir acerca de los errores tipográficos mencionados en los párrafos 3.78 y 3.80 supra;  el texto de esas leyes fue presentado al Grupo Especial, que los puede verificar.

3.96 Los Estados Unidos responden que Antigua ha optado por definir el alcance de las medidas impugnadas en esta diferencia en términos extremadamente amplios y hacer caso omiso del texto y el sentido de las leyes estadounidenses propiamente dichas.  Ha rechazado la sugerencia de los Estados Unidos de que establezca una relación entre sus alegaciones y medidas concretas e incluso ha llegado a acusar a los Estados Unidos de valerse de "tácticas de litigio".  Y Antigua fue quién decidió retener por más de dos meses a partir de la fecha de su primera comunicación, el texto de las medidas que son precisamente objeto de esta diferencia.  Los Estados Unidos tienen algunas preocupaciones acerca de la estrategia que ha adoptado Antigua pero reconocen que no les corresponde ir más allá.  Los Estados Unidos sólo pueden señalar que hasta ahora Antigua no ha aportado pruebas o argumentos suficientes para establecer una presunción prima facie.  Los Estados Unidos reiteran que Antigua aparentemente sigue insistiendo en su hipótesis acerca del efecto colectivo de las leyes internas de los Estados Unidos relativas al suministro a distancia de servicios de juegos de azar sin tomar en consideración las medidas del caso ni cómo funcionan éstas en la práctica.  Antigua, sin fundamento alguno, denomina ese efecto "prohibición total del suministro transfronterizo de servicios de juegos de azar y apuestas".  Afirma que, independientemente del efecto que tenga cada una de las medidas impugnadas por separado, en conjunto crean por fuerza una falta de compatibilidad con el AGCS.  Antigua, que alega por un lado que los Estados Unidos no han admitido nada en esta diferencia, basa gran parte de sus argumentos en una supuesta "admisión" de los Estados Unidos.  En realidad nunca hubo tal admisión.

3.97 En lo que respecta a la carga de la prueba, Antigua ha adoptado antes la posición de que le bastaba con afirmar que la legislación interna de los Estados Unidos tenía un aparente efecto general y que las causas particulares de ese efecto general, es decir, las medidas que supuestamente producían ese efecto, eran irrelevantes.  Básicamente, Antigua desea que el Grupo Especial acepte la existencia del efecto general de las leyes internas de los Estados Unidos sin determinar antes cómo se aplican y cómo interactúan las medidas impugnadas y sin determinar si esa interacción efectivamente produciría el efecto general que alega Antigua.  La afirmación de Antigua de que todo lo que le hace falta para cumplir su carga de la prueba es una mera alegación es errónea.  El Órgano de Apelación, en su informe en el asunto Acero al carbono, ha afirmado que la carga de aportar pruebas y argumentos comienza con la presentación del texto de las medidas impugnadas, seguida de la presentación de fuentes autorizadas y argumentos acerca del sentido de esas medidas.  El Órgano de Apelación también ha explicado en India - Patentes (EE.UU.) que el examen del sentido de las disposiciones pertinentes de la legislación interna no sólo es útil sino esencial para determinar si un Miembro ha cumplido sus obligaciones.  Para citar las propias palabras del Órgano de Apelación, los grupos especiales o el Órgano de Apelación deben "examinar las disposiciones concretas" de la legislación interna.  Esto se aplica a la presente diferencia.  Como han recalcado repetidamente los Estados Unidos, el concepto de prohibición total aducido por Antigua no existe en la legislación estadounidense.  La mera afirmación de Antigua de que éste es el efecto de la legislación de los Estados Unidos, sin haber demostrado cuáles son sus supuestas causas, no puede constituir la base de la constatación de un grupo especial en el sentido de que ése es en realidad el efecto de esa legislación.  No bastan suposiciones y afirmaciones.  Para que el Grupo Especial pueda desempeñar su función y hacer una evaluación objetiva del efecto colectivo de la legislación interna, con todos sus matices más importantes, Antigua debe aportar ante todo pruebas y argumentos suficientes para corroborar su opinión acerca de cómo funciona exactamente, en la legislación interna de los Estados Unidos, cada una de las medidas impugnadas.  Como ya han señalado los Estados Unidos, este enfoque concuerda con el adoptado por el Grupo Especial en Estados Unidos - Limitaciones de las exportaciones y por otros grupos especiales.  Tras determinar cómo funciona cada una de las medidas impugnadas en el marco de la legislación estadounidense Antigua -dada su alegación de que existe un efecto colectivo- debe probar además que ese efecto existe.  En el caso Japón - Películas, el Grupo Especial constató que, para establecer una presunción de efectos combinados, los Estados Unidos debían "proporcionar a este Grupo Especial una descripción pormenorizada de cómo interactúan esas supuestas 'medidas' en su aplicación de modo de causar efectos distintos de los efectos que se alega son causados por cada 'medida' por separado".  En este caso se aplica la misma norma.  Suponiendo que aporte pruebas sobre el sentido de las distintas medidas, Antigua debe probar que esas medidas tienen un efecto colectivo presentando pruebas y argumentos acerca de cómo dichas medidas interactúan en su aplicación en el marco de la legislación interna de los Estados Unidos.  Para citar una frase de Antigua, Antigua debe armar el "rompecabezas" de su presunción prima facie.

3.98 Los Estados Unidos sostienen que, el 8 de diciembre de 2003, Antigua entregó finalmente al Grupo Especial el texto de las leyes que, según alega, pueden constituir o no la estructura reglamentaria de los Estados Unidos para el suministro de servicios de juegos de azar a distancia.  Junto con el texto de esas leyes, Antigua presentó sinopsis incompletas del supuesto contenido de esas leyes, sinopsis que en algunos casos inducen a error.  También presentó textos de disposiciones que no son medidas y otra documentación que no esperaban los Estados Unidos y que básicamente equivalen a una comunicación adicional de Antigua.  No obstante, un análisis somero de la documentación de Antigua (que es todo lo que han podido hacer los Estados Unidos, dada la fecha en que se envió la comunicación) no hace sino reforzar la posición de los Estados Unidos de que Antigua aún no ha aportado pruebas ni argumentos suficientes en apoyo de su interpretación del sentido de cada medida impugnada, de la pertinencia de cada una de esas medidas para el suministro a distancia de servicios de juegos de azar y, por último, de la interacción de cada una de esas medidas con otras para establecer su presunción prima facie en esta diferencia.  Es más, la extensión misma de la comunicación de Antigua del 8 de diciembre pone aún más de relieve la magnitud de la labor que Antigua aún debe realizar.  Antigua ha intentado abiertamente traspasar la carga de la prueba a los Estados Unidos alegando que los Estados Unidos son los más indicados para hacerlo y que el ordenamiento jurídico de los Estados Unidos es complejo.  Sin embargo, la posición de Antigua no sólo es contraria a la opinión ampliamente aceptada con respecto a la carga de la prueba en la solución de diferencias en el marco de la OMC, sino que también está firmemente arraigada en la OMC la idea de que la complejidad no es un pretexto viable para reasignar la carga de la prueba.  Sigue existiendo la presunción de que las leyes de los Estados Unidos son compatibles con el AGCS hasta tanto Antigua, en su calidad de parte reclamante, pruebe lo contrario.

3.99 Antigua responde que, a lo largo de estas actuaciones, los Estados Unidos han afirmado reiteradamente que Antigua no ha cumplido su carga de la prueba para demostrar que en los Estados Unidos existen medidas contrarias a las obligaciones que incumben a los Estados Unidos en virtud del AGCS.  Pese a su posición inequívoca de que "las leyes de los Estados Unidos prohíben el suministro de servicios transfronterizos de juegos de azar y apuestas"
, los Estados Unidos insisten en que corresponde a Antigua la "carga de la prueba" para demostrar de algún modo la existencia de esta "prohibición total", e insisten también en que Antigua no lo ha hecho.  En cambio, Antigua ha adoptado invariablemente la posición de que no sólo el reconocimiento explícito por los Estados Unidos de la existencia de la prohibición total evita la necesidad de presentar "pruebas" adicionales que demuestren que los Estados Unidos efectivamente prohíben totalmente el suministro por Antigua de servicios transfronterizos de juegos de azar y apuestas, sino también de que la prohibición total cuya existencia se ha admitido constituye en sí y de por sí una "medida" según el sentido del AGCS.  Antigua nunca ha adoptado la posición de que se debe "desplazar" la "carga de la prueba" a los Estados Unidos para establecer la existencia de medidas impugnables.  Más bien, Antigua considera que, fundamentalmente, no hay carga que transferir:  las partes están de acuerdo sobre el alcance y el ámbito de la prohibición total y ese acuerdo tiene, con arreglo a la jurisprudencia de la OMC, consecuencias definitivas en estas actuaciones.

3.100 Antigua sostiene que el argumento de los Estados Unidos de que su prohibición total no constituye una medida que pueda impugnarse en el procedimiento de solución de diferencias de la OMC porque no es "algo que tiene 'una vida funcional propia' en virtud del derecho interno"
 aparentemente está basada en el informe del Grupo Especial que examinó el asunto Estados Unidos - Examen por causa de extinción:  acero resistente a la corrosión.  Sin embargo, el Órgano de Apelación recientemente anuló el aspecto del informe de ese Grupo Especial en que se basan los Estados Unidos y constató que una medida puede ser impugnada incluso cuando no sea obligatoria con arreglo a la legislación nacional:  

"Siempre que un Miembro respete los principios establecidos en los párrafos 7 y 10 del artículo 3 del ESD, es decir, reflexionar sobre la utilidad de actuar al amparo de los presentes procedimientos y entablar el procedimiento de solución de diferencias de buena fe, dicho Miembro tiene derecho a solicitar que un grupo especial examine las medidas que el Miembro considera que anulan o menoscaban sus ventajas.  No creemos que los grupos especiales estén obligados, como cuestión preliminar de competencia, a examinar si la medida impugnada es imperativa.  Esta cuestión es pertinente, si es que lo es, únicamente como parte de la evaluación del grupo especial de si la medida, en sí misma, es incompatible con obligaciones concretas."

3.101 El Órgano de Apelación declaró además que la referencia a las "leyes, reglamentos y procedimientos administrativos" de un Miembro, en el párrafo 4 del artículo 18 del Acuerdo Antidumping, "debe determinarse a los efectos de la normativa de la OMC y no simplemente mediante referencia al nombre dado a los distintos instrumentos en la legislación interna de cada Miembro de la OMC.  Esta determinación ha de basarse en el contenido y esencia del instrumento y no simplemente en su forma o nomenclatura".
  Se aplicaría a fortiori una interpretación análoga a la definición de medidas consignada en el párrafo a) del artículo XXVIII del AGCS, que está formulada en términos más amplios que la frase utilizada en el párrafo 4 del artículo 18 del Acuerdo Antidumping, impugnada en el caso Estados Unidos - Examen por causa de extinción:  acero resistente a la corrosión.  Antigua ya formuló un argumento precisamente sobre este asunto.

3.102 Antigua sostiene que, en vista de la decisión adoptada por el Órgano de Apelación en el asunto Estados Unidos - Examen por causa de extinción:  acero resistente a la corrosión, es posible impugnar una prohibición total que comprenda múltiples i) "disposiciones legislativas y reglamentarias específicas";  ii) "la aplicación de esas disposiciones", y iii) "prácticas".
  Si bien el Grupo Especial debe determinar que esta prohibición existe, no es necesario que ni el Grupo Especial ni Antigua establezcan la lista definitiva de cada una de las leyes, reglamentos, aplicaciones y prácticas que son parte de la prohibición total (y los analicen).  El propósito de la solución de diferencias es poner fin al menoscabo de ventajas resultantes de los acuerdos abarcados.  En el contexto de estas actuaciones, esto significa obtener acceso al mercado de los Estados Unidos para los servicios de juegos de azar y apuestas de Antigua.  En lo que respecta al menoscabo de las ventajas resultantes para Antigua del AGCS, no tiene importancia cuántas leyes impiden el acceso a ese mercado ni cómo lo impiden exactamente.  Lo que importa es que el acceso a ese mercado es imposible, cuando debería ser posible.  Al hacer su análisis, el Grupo Especial debe verificar si ha habido un menoscabo de ventajas y contar con información suficiente sobre las medidas del caso para aplicar debidamente las disposiciones específicas del AGCS.

3.103 Antigua señala que es digno de mención el hecho de que los propios Estados Unidos hayan declarado que es "imposible" reunir todas las piezas del rompecabezas legislativo de los Estados Unidos en esta esfera.  Esto es lo que efectivamente ocurre si la norma de la prueba relativa a la legislación interna es la consignada en la solicitud de resoluciones preliminares formulada por los Estados Unidos.  En esa solicitud, los Estados Unidos explicaban que, en su opinión, incluso la decisión del Tribunal Federal de Apelación del Segundo Circuito de los Estados Unidos
 en Estados Unidos v. Cohen tiene escasa utilidad, porque se trata de la opinión de un tribunal inferior a la Corte Suprema de los Estados Unidos.  En consecuencia, según los Estados Unidos, de acuerdo con el derecho estadounidense, la decisión Cohen sólo tiene utilidad como precedente respecto del mismo tribunal y de tribunales federales inferiores del Segundo Circuito.  Según este razonamiento, Antigua sólo podría impugnar ante el Grupo Especial las leyes federales y de los Estados que la Corte Suprema de los Estados Unidos hubiera confirmado inequívocamente que prohíben el suministro transfronterizo de servicios de juegos de azar y apuestas desde Antigua.  A este respecto, el Grupo Especial debería tomar nota de que la Corte Suprema de los Estados Unidos se negó a rever la condena del Sr. Cohen.  En efecto, según el criterio de los Estados Unidos la solución de diferencias sustanciadas en la OMC sólo sería posible en relación con una "medida" cuyo sentido hubiera verificado en forma definitiva el tribunal de última instancia de la jurisdicción pertinente.  Esta interpretación no puede ser correcta de conformidad con la normativa de la OMC debido a que las características formales de cualquier ordenamiento jurídico interno podrían imposibilitar la solución de diferencias en el marco de la OMC, aun cuando se tratara de una situación en que el sentido de la medida en la práctica fuera absolutamente claro.  Incluso de manera más directa, los Estados Unidos siguen insistiendo en que "[s]uponiendo que aporte pruebas sobre el sentido de las distintas medidas, Antigua debe probar que esas medidas tienen un efecto colectivo presentando pruebas y argumentos acerca de cómo dichas medidas interactúan en su aplicación en el marco de la legislación interna de los Estados Unidos".  Los Estados Unidos han asumido así una posición errónea, tanto de acuerdo con la definición de "medida" según el AGCS como la jurisprudencia de la OMC.

3.104 Antigua está firmemente convencida de que la forma mejor y más eficiente de solucionar esta diferencia es basar la solución en el acuerdo inequívoco entre Antigua y los Estados Unidos de que la "prohibición total" constituye una medida en sí.  Contrariamente a lo que han afirmado reiteradamente los Estados Unidos, Antigua ha proporcionado una considerable cantidad de pruebas sobre la prohibición total en la legislación estadounidense y ha analizado extensamente la estructura de esa prohibición.  Esto ha incluido, entre otras cosas:  i) numerosas referencias y análisis de las principales leyes federales aplicadas por los Estados Unidos en apoyo de esa prohibición total;  ii) la presentación al Grupo Especial del texto de las principales leyes estatales y federales en que se basa la prohibición total;  iii) consideraciones sobre el régimen básico de interacción de las leyes estatales y federales en la esfera de los servicios de juegos de azar y apuestas y sobre la forma en que esas leyes contribuyen a afianzar la prohibición total.

3.105 Antigua sostiene que, con arreglo al complicado y extenso cuerpo de leyes conformado por la Constitución Federal de los Estados Unidos, la legislación federal y las normas y reglamentaciones, así como las decisiones judiciales por las que se interpretan las leyes (y se sientan precedentes), el Gobierno Federal de los Estados Unidos ha delegado ciertas atribuciones exclusivamente en los distintos Estados, en tanto que otras han quedado exclusivamente en manos del Gobierno Federal o, en muchos casos, son compartidas de acuerdo con distintos criterios por los Estados y el Gobierno federal.  Una de las principales fuentes de la facultad del Gobierno Federal de legislar de manera vinculante para todos los Estados es la llamada "cláusula del comercio" de la Constitución de los Estados Unidos.
  En virtud de esa cláusula, el Gobierno Federal de los Estados Unidos tiene la facultad de legislar, en la mayoría de los casos de manera exclusiva, en esferas del comercio interestatal e internacional.  Históricamente, el Gobierno Federal ha aplicado esta cláusula para legislar sobre una gran variedad de asuntos que en muchos casos apenas están vinculados con el comercio interestatal o internacional.

3.106 Según Antigua, la prohibición total impuesta por los Estados Unidos comprende leyes tanto estatales como federales que, en términos generales, cumplen dos funciones diferentes:  i) las leyes estatales por lo general prohíben todos los juegos de azar en el territorio de los Estados que no los hayan autorizado expresamente, y ii) las leyes federales prohíben el empleo de medios transfronterizos para evitar que se eludan las prohibiciones impuestas por los distintos Estados en sus respectivos territorios.
  En los Estados Unidos, los juegos de azar por lo general están sujetos a la legislación de los Estados.  Cada Estado puede determinar por sí mismo si los particulares pueden dedicarse a juegos de azar dentro de sus fronteras y qué empresas de juegos pueden operar legalmente en ellos.
  Todos los Estados han adoptado el mismo enfoque jurídico básico con respecto a los juegos de azar:  es ilegal ofrecer servicios de juegos de azar en el Estado a menos que ello esté expresamente autorizado por la ley.  En general, los juegos de azar están prohibidos en virtud de una o más disposiciones constitucionales o legislativas, y las circunstancias específicas en que se pueden ofrecer juegos de azar en el Estado se "agregan" en virtud de otras disposiciones constitucionales o legislativas.
  Por lo tanto, incluso en Nevada los juegos de azar "no autorizados" son sinónimo de "juegos de azar ilícitos".  En la actualidad, 48 Estados y el Distrito de Columbia han autorizado dentro de sus territorios la oferta de servicios de juegos de azar y apuestas a operadores establecidos en sus respectivos territorios.

3.107 Sin embargo, los operadores de Antigua no pueden obtener autorización para suministrar servicios de juegos de azar desde Antigua a ningún Estado o territorio de los Estados Unidos.  En la mayoría de los casos, esto guarda relación con criterios específicos para la concesión de esa autorización que están consignados en la legislación, pero también puede ser la práctica establecida.  Antigua no ha podido investigar la totalidad de los criterios que aplican todos los Estados al autorizar a un operador nacional para ofrecer servicios de juegos de azar y apuestas.  De hecho, parecería que en muchos casos los Estados no aplican criterios objetivos predeterminados al conceder esa autorización.  En el Informe Final de la Comisión Nacional de Estudios de Impacto sobre los Juegos de Azar en los Estados Unidos
 se señala lo siguiente con respecto a la reglamentación de los juegos de azar a nivel estatal:

"Las autoridades determinan las clases de juegos de azar que están permitidas y las que no lo están;  el número, ubicación y tamaño de los establecimientos permitidos;  las condiciones en que funcionan;  quiénes pueden utilizarlos y en qué condiciones;  quiénes pueden trabajar en dichos establecimientos, e incluso quiénes pueden ser propietarios de esos establecimientos.  Y, debido a que las autoridades determinan el grado y tipo de competencia permitida, también son un factor determinante clave de las ganancias y pérdidas que pueden tener las diversas industrias.

[…] en el proceso de adopción de decisiones sobre los juegos de azar por parte de las autoridades, la rivalidad y la competencia por las inversiones y los ingresos han sido factores mucho más comunes que los intentos de planificación conjunta.

Esas decisiones por lo general han sido una reacción, inducida más por las presiones del momento que por el resultado de un debate abstracto sobre el bienestar público.  Una de las motivaciones más poderosas ha sido la obtención de ingresos."

3.108 Además, según las leyes o la práctica de cada Estado que autoriza los juegos de azar de una u otra forma, las condiciones para obtener el derecho de suministrar servicios de juegos de azar en ese Estado por definición impiden que los operadores de Antigua puedan cumplir los requisitos para el suministro transfronterizo.  Conjuntamente con las prohibiciones generales existentes en cada Estado, esas leyes estatales excluyentes de "autorización" prohíben todo suministro transfronterizo de los denominados juegos de azar "no autorizados" por proveedores de Antigua, a través de Internet o de algún otro modo.  Algunos Estados limitan todos los juegos de azar "autorizados" a determinadas localidades de sus territorios.  Por ejemplo:  i) en Colorado, sólo se pueden ofrecer juegos de azar en casinos en tres poblaciones mineras históricamente importantes
;  ii) en Connecticut sólo puede haber máquinas tragamonedas y juegos de azar electrónicos en los casinos estatales de tribus indígenas de los Estados Unidos
 y sólo se puede jugar al bingo en una localidad que pueda ser inspeccionada físicamente por los funcionarios estatales encargados del juego
;  iii) en Indiana sólo se permiten los juegos de azar en casinos a bordo de embarcaciones en los ríos de Indiana.
  Este requisito está en conformidad con el objetivo de la ley de juegos de azar de Indiana, que es "beneficiar a la población de Indiana promoviendo el turismo y contribuyendo al desarrollo económico"
;  iv) en Dakota del Sur sólo se permiten juegos de casino (black-jack, póquer, máquinas tragamonedas) en el pueblo de Deadwood y en nueve casinos pertenecientes a tribus indígenas de los Estados Unidos y ubicados en el territorio del Estado
;  v) Mississippi sólo autoriza los juegos de azar en casinos a bordo de embarcaciones o en determinadas zonas del territorio del Estado.

3.109 Antigua sostiene asimismo que algunos Estados limitan el número de permisos para juegos de azar que pueden obtener los proveedores de esos servicios.  Por ejemplo:  i) Illinois limita a 10 el número total de permisos para ofrecer juegos de azar en todo el Estado
;  ii) Luisiana limita a 15 el número de permisos para establecer casinos a bordo de embarcaciones fluviales y a un máximo de seis el permiso por vía navegable designada
;  iii) en Iowa, el Estado ha fijado un número máximo de operadores de apuestas mutuas (quinielas) y casinos.
  Antigua observa que algunos Estados exigen que los proveedores de servicios de apuestas y juegos de azar estén presentes físicamente en el Estado cuando proporcionan sus servicios.  Por ejemplo:  i) en Iowa, los servicios de juegos de azar, como el black-jack, el crap, la ruleta, el póquer, las máquinas tragamonedas y el videopóquer, se deben ofrecer en las instalaciones del establecimiento autorizado
;  ii) Nevada no otorga permisos a ningún proveedor de juegos de azar cuyos establecimientos sean "difíciles de supervisar" o en que la organización de los juegos sea incompatible con el orden público del Estado.
  Además, algunos Estados exigen que los jugadores estén presentes físicamente cuando juegan o hacen apuestas.  Por ejemplo:  i) en Connecticut, para poder jugar al bingo, un jugador debe estar físicamente presente en el lugar en que se ofrece el juego
;  ii) en Indiana, para jugar a juegos de azar en un "casino flotante", un jugador debe estar presente físicamente en la embarcación fluvial
;  iii) en Iowa, un hipódromo sólo puede efectuar pagos directamente a las personas que posean billetes ganadores de quinielas y que los presenten y los entreguen donde han hecho la apuesta.

3.110 Históricamente, el principal objetivo de las leyes federales relativas a los juegos de azar ha sido proteger la integridad territorial de la legislación de los Estados sobre el juego prohibiendo el uso de servicios interestatales o internacionales (como el correo y las "comunicaciones por cable") o el comercio interestatal o internacional para ofrecer servicios de esa índole.
  Si bien algunas leyes de los Estados podrían pretender extender su ámbito de aplicación más allá de las fronteras estatales, la cuestionable posibilidad de obtener jurisdicción sobre personas en otros Estados y países,  así como la imposibilidad de aplicar las leyes estatales en el ámbito del comercio interestatal e internacional, que en general es de la competencia del Gobierno Federal limita prácticamente en todos los casos, la eficacia de la legislación estatal a las actividades que efectivamente tienen lugar en el territorio de cada Estado y a las personas efectivamente presentes en el territorio de ese Estado.  La existencia de la legislación federal facilita el enjuiciamiento de proveedores que, por ejemplo, suministran servicios de juegos de azar "no autorizados", por ejemplo, al Estado de Nueva York desde otro Estado u otro país, porque el suministro de esos servicios "no autorizados" pasa a ser también un delito federal y dejan de ser aplicables muchas de las dificultades jurisdiccionales de las acciones judiciales a nivel estatal.  Por lo tanto, las leyes federales de los Estados Unidos que prohíben el suministro interestatal y transfronterizo
 (es decir, la prohibición del uso del comercio interestatal o internacional o de servicios de comunicación) son un componente clave de la prohibición total que en realidad ya imponen las leyes estatales por sí solas se añaden a esa prohibición (aunque sea difícil hacerla cumplir).  A este respecto, el Grupo Especial también debería tomar nota de que, contrariamente a lo que sugieren los Estados Unidos, las leyes federales por las que se prohíbe el suministro interestatal y transfronterizo de servicios de juegos de azar y apuestas no fueron promulgadas por considerarse que el suministro interestatal y transfronterizo de servicios de juegos de azar y apuestas entrañaba un riesgo para la salud mayor que el suministro local de esos servicios.  El propósito de la prohibición federal del suministro interestatal y transfronterizo es sólo salvaguardar la capacidad de los Estados de regular los juegos de azar dentro de sus fronteras como mejor les convenga.

3.111 Antigua declara que es particularmente importante tener presente lo que no exige la legislación federal de los Estados Unidos.  Por ejemplo:  i) la legislación federal no exige que los Estados reglamenten los juegos de azar dentro de sus fronteras;  ii) la legislación federal no exige que los Estados prohíban los juegos de azar dentro de sus fronteras
, y iii) la legislación federal no prohíbe el suministro a distancia de juegos de azar por medios de comunicación telefónicos, electrónicos, por Internet o de cualquier otra forma dentro de las fronteras de ningún Estado.  Por lo tanto, lo irónico (y difícil de conciliar con la posición de los Estados Unidos de que el suministro transfronterizo de servicios de juegos de azar y apuestas entraña considerables riesgos para la salud, el cumplimiento de la ley y otras cuestiones sociales que justifican la prohibición total impuesta por los Estados Unidos), es que, según la legislación federal actualmente en vigor, cada uno de los Estados de los Estados Unidos, si así decidieran, podrían ofrecer juegos de azar por Internet sin sujeción a ningún tipo de reglamentación a cualquier persona que se encontrara en el territorio de ese Estado.  Sin embargo, Antigua no podría, ni siquiera en esa situación, suministrar a los Estados Unidos ningún tipo de servicios de juegos de azar y apuestas (regulado o no) a través de las fronteras.

3.112 Los Estados Unidos reiteran que la parte reclamante debe demostrar, por medio de pruebas y argumentos, la existencia y el sentido de la medida o las medidas supuestamente en litigio.
  Antigua es la parte que ha formulado alegaciones acerca de la legislación interna de los Estados Unidos, y, por lo tanto, en ella recae "la carga de presentar pruebas acerca del alcance y el sentido de esa legislación para fundamentar tal aseveración".
  Para evaluar esa alegación, es indispensable examinar las "disposiciones concretas" pertinentes de la legislación interna
, y Antigua no ha presentado ni las pruebas ni los argumentos necesarios para que el Grupo Especial haga tal evaluación.  Antigua ha suministrado al Grupo Especial una "infinidad" de datos que incluyen casi todas las medidas citadas en su solicitud de establecimiento de un grupo especial, junto con descripciones someras de esas leyes.  Es un hecho palmario que esas descripciones son insuficientes como argumento.  Lo más evidente es que no sirven para informar con precisión al Grupo Especial o a los Estados Unidos de cuáles son las medidas que Antigua considera pertinentes, algo de lo cual Antigua sigue haciendo caso omiso con el infundado pretexto de que basta simplemente con citar una "variedad" de medidas.
  Las descripciones mínimas proporcionadas por Antigua tampoco sirven para alegar el efecto de cada disposición concreta en el suministro a distancia de servicios de juegos de azar.  Por último, y esto es lo más fundamental, Antigua no explica la relación de cada medida concreta con sus argumentos acerca de las supuestas violaciones del AGCS.

3.113 Los Estados Unidos sostienen que, en la medida en que Antigua se propone alegar que existe un "efecto colectivo", la parte que formula una alegación de esa índole debe, de conformidad con la práctica establecida, presentar pruebas y argumentos para que el Grupo Especial pueda, en primer lugar, examinar por separado el sentido de cada una de las medidas concretas que supuestamente contribuyen a ese efecto combinado.  Luego, esa parte debe además detallar cómo, con arreglo a la legislación interna, las distintas medidas actúan en conjunto para tener el efecto acumulativo que, según se alega, es incompatible con las obligaciones contraídas en el marco de la OMC.  Antigua no ha hecho ese análisis;  en cambio, ha negado explícitamente que tenga alguna obligación de armar el "rompecabezas" de su propia reclamación.  La alegación de Antigua es ciertamente un rompecabezas.  Ni el Grupo Especial ni los Estados Unidos tienen la responsabilidad de adivinar cuáles medidas son pertinentes y cuáles no lo son, ni tampoco de componer la alegación de Antigua sobre el efecto colectivo.
  Habiendo Antigua, como parte reclamante, formulado sus alegaciones en términos tan generales, debe ahora afrontar la "agobiante tarea de batallar con cientos de leyes estatales y federales" para establecer su presunción prima facie, y el Grupo Especial no puede ignorar que Antigua no lo ha hecho o se ha negado explícitamente a hacerlo.
  En vista de la inacción de Antigua, el Grupo sólo puede concluir que no está en condiciones de proceder a un examen de ninguna "medida" porque Antigua no ha cumplido la tarea de articular sus alegaciones con suficiente exactitud.

3.114 Antigua sostiene que para encarar esta diferencia de manera más eficiente, el Grupo Especial debe basarse en el acuerdo inequívoco de las partes de que el suministro transfronterizo de juegos de azar y apuestas desde Antigua a consumidores en los Estados Unidos es en todos los casos ilegal de acuerdo con la legislación estadounidense.  Antigua ha demostrado el amplio alcance de lo que constituye una "medida" con arreglo al AGCS y otros Acuerdos de la OMC, y la jurisprudencia de la OMC confirma este criterio.  Sin embargo, los Estados Unidos básicamente sostienen que el Grupo Especial sólo puede evaluar la alegación de Antigua si ésta proporciona "un análisis legal preciso"
 de todas las leyes y reglamentaciones federales y estatales aplicables al suministro transfronterizo de servicios de juegos de azar y apuestas desde Antigua, y también, al parecer, de todas las leyes y reglamentaciones que autoricen y reglamenten los juegos de azar lícitos en los Estados Unidos.  Los Estados Unidos también consideran que corresponde al Grupo Especial "examinar por separado el sentido de cada una de las medidas concretas (…)".
 Para ello se requieren miles de páginas de disposiciones legislativas y reglamentarias, razón por la cual (como han señalado los mismos Estados Unidos) este caso sencillamente sería imposible.  Independientemente de la seguridad con que lo afirman los Estados Unidos, nada hay que apoye un enfoque formalista como éste en el AGCS, en cualquiera de los demás Acuerdos de la OMC o en la jurisprudencia de la OMC.  Ese enfoque también haría que fuera imposible resolver gran número de otras diferencias comerciales, en particular las reclamaciones que presentaran los países en desarrollo Miembros contra Miembros que mantienen una legislación interna muy compleja en relación con algún tema específico.  Porque, al contar con pocos recursos, los países en desarrollo tienen dificultades para plantear diferencias en la OMC aun cuando la legislación interna del demandado sea relativamente sencilla.  Un enfoque como el que insistentemente han propuesto los Estados Unidos sólo serviría para disuadir a los países en desarrollo Miembros de recurrir al sistema de solución de diferencias, con lo que en la práctica el acceso al mecanismo de solución de diferencias de la OMC quedaría limitado a los Miembros más ricos.  Además, probablemente habrá casos en que esas miles de páginas de legislación interna no estén disponibles en español, francés o inglés.  En esos casos, el requisito estricto de un "análisis legal preciso" de todas esas disposiciones implicaría, como mínimo, una inmensa labor de traducción.  Por último, sería totalmente imposible que los grupos especiales respetaran el plazo de nueve meses establecido en el artículo 20 del ESD.

3.115 Antigua reconoce que puede haber circunstancias en que un Grupo Especial debe no obstante realizar ese "análisis legal preciso", a saber, en situaciones en que hay un auténtico desacuerdo y una verdadera falta de claridad acerca del efecto de la legislación interna de un Miembro.  Pero es patente que esto no ocurre en este caso.  Los Estados Unidos, refiriéndose al informe del Órgano de Apelación en Estados Unidos - Acero al carbono, adujeron que Antigua debía presentar pruebas sobre el alcance y el sentido de las leyes estadounidenses.  Según el informe del Órgano de Apelación:

"La forma característica de aportar esa prueba es el texto de la legislación o instrumento jurídicos pertinentes, que puede apoyarse, según proceda, con pruebas sobre la aplicación sistemática de esas leyes, los pronunciamientos de los tribunales nacionales acerca de su sentido, las opiniones de juristas especializados y las publicaciones de estudiosos de prestigio."


Esto es precisamente lo que ha hecho Antigua.

3.116 Contrariamente a lo que siguen sosteniendo los Estados Unidos, Antigua no ha "dejado" de presentar pruebas de las medidas de los Estados Unidos ni se ha "negado" a hacerlo.  Es más, las pruebas presentadas por Antigua sobre este asunto son más que suficientes para cumplir su parte de la carga de la prueba y demostrar la existencia de una o más medidas estadounidenses, en particular porque los Estados Unidos han acordado expresamente o, al menos, no han pretendido negar que:  i) todo suministro transfronterizo de servicios de Antigua a los Estados Unidos que consiste en hacer apuestas está prohibido en todas sus formas;  ii) es imposible obtener una autorización para suministrar servicios transfronterizos de juegos de azar y apuestas a los Estados Unidos;  iii) los Estados de los Estados Unidos exigen requisitos sobre la presencia física del jugador;  iv) los Estados de los Estados Unidos limitan el número de proveedores de servicios, y v) los Estados de los Estados Unidos han creado monopolios y otorgado derechos exclusivos a ciertos proveedores nacionales.  El propósito del mecanismo de solución de diferencias de la OMC es poner fin al menoscabo de las ventajas resultantes de los tratados.  Su finalidad no es hacer un análisis académico de las leyes internas de los Miembros.  Tampoco lo es determinar y eliminar "medidas" concretas del demandado.  Si así fuera, un demandado que resultara perdedor podría sustituir sus "medidas" por otras nuevas y diferentes que tuvieran el mismo efecto.  Como ya ha demostrado Antigua, según la legislación estadounidense, el Gobierno Federal tiene la facultad exclusiva de legislar en la esfera del comercio internacional.  Si a los Estados Unidos les preocupa cómo podrían cumplir una resolución desfavorable del OSD en esas actuaciones, bastaría que recuerden lo que ha hecho el Congreso de los Estados Unidos en innumerables situaciones:  imponer una ley federal que rija la relación entre los Estados Unidos y Antigua y que es vinculante para todos los Estados, con lo cual la legislación estatal que contravenga esa ley automáticamente pierde todo valor.

3.117 Los Estados Unidos mantienen sus puntos de vista con respecto a los requisitos jurídicos para establecer una presunción prima facie.  Además, los Estados Unidos señalan que Antigua, en apoyo de la opinión de que puede impugnar la supuesta "prohibición total" de los Estados Unidos, cita el informe del Órgano de Apelación en Estados Unidos - Examen por extinción:  acero resistente a la corrosión, en particular las tesis de que es "[jurídicamente] posible impugnar una prohibición total [de esa índole]" y que el Grupo Especial "no está obligado ... a examinar todas las leyes, reglamentaciones, aplicaciones y prácticas internas que puedan contribuir" a la supuesta prohibición total.
  En sus observaciones sobre Estados Unidos - Examen por extinción:  acero resistente a la corrosión, Antigua interpreta erróneamente lo dicho en ese informe.  En ese informe se abordaba la cuestión de si un documento emitido por el Departamento de Comercio de los Estados Unidos podía ser considerado una "medida".  En cambio, en este caso, Antigua pretende impugnar su propia invención:  la supuesta "prohibición total".  Esta supuesta "prohibición total" no es un documento emitido por el Gobierno de los Estados Unidos y no entraña ninguna acción u omisión por parte del Gobierno de los Estados Unidos;  no es más que verborrea que Antigua añade sin fundamento a un nutrido conjunto de "disposiciones legislativas y reglamentarias concretas" de los Estados Unidos.

3.118 En lo que respecta a este tema, en el caso Estados Unidos - Examen por extinción:  acero resistente a la corrosión, el Órgano de Apelación contradice afirmativamente la aseveración de Antigua de que no es necesario que este Grupo Especial examine todas las disposiciones concretas pertinentes que constituyen la supuesta "prohibición total".  Es más, el Órgano de Apelación dijo que el Grupo Especial que entendió en esa diferencia incurrió en error porque "no había llevado a cabo un análisis a fondo de las disposiciones [...] impugnadas" del documento del Departamento de Comercio de los Estados Unidos en cuestión.
  Además, el Órgano de Apelación se refirió, en el párrafo 168, a lo que había declarado en su reciente informe en Estados Unidos - Acero al carbono, de que una parte que afirmara que la legislación interna de otra parte es incompatible con una obligación en el marco de la OMC debe presentar pruebas sobre el alcance y significado de esa legislación interna.  Por lo tanto, en el peor de los casos, la constatación en Estados Unidos - Examen por extinción:  acero resistente a la corrosión confirma la posición de los Estados Unidos de que para evaluar alegaciones relativas a la legislación nacional es necesario un examen de las "disposiciones concretas" de esa legislación.
  De conformidad con este principio, Antigua tiene la obligación de presentar pruebas y argumentos suficientes para que el Grupo Especial pueda examinar cada una de las "disposiciones concretas" pertinentes a las alegaciones de Antigua, así como la interacción de esas disposiciones en la legislación interna.  En la medida en que Antigua no indica exactamente qué disposiciones son o no pertinentes ni presenta argumentos sobre disposiciones concretas, ni siquiera ofrece los elementos más básicos para establecer una presunción prima facie.  Los Estados Unidos sostienen asimismo que Antigua todavía no ha cumplido la carga de la prueba con respecto a la existencia y el sentido de ninguna de las leyes estatales consideradas individualmente y mucho menos de todas ellas en conjunto.  Antigua afirma que "[l]as leyes estatales por lo general prohíben todos los juegos de azar en el territorio de los Estados que no los hayan autorizado expresamente", sin embargo, la formulación de las leyes proporcionadas por Antigua varía mucho, como también varía su sentido, funcionamiento, aplicación e interpretación.  Y, como ya han observado los Estados Unidos, muchas parecen ser patentemente irrelevantes.  Incumbe a Antigua abordar estas cuestiones, cosa que tampoco ha hecho.

3.119 Los Estados Unidos observan que, en su segunda comunicación, Antigua citó por primera vez medidas estatales concretas que supuestamente "prohíben todo suministro transfronterizo".
  En particular, Antigua cita supuestas restricciones de la ubicación física de los juegos de azar en Colorado, Connecticut, Indiana, Mississippi y Dakota del Sur;  supuestos límites del número de permisos para establecer casinos a bordo de embarcaciones fluviales en Illinois y Luisiana;  supuestos límites del número de operadores de apuestas mutuas (quinielas) y casinos en Iowa;  supuestos requisitos sobre la presencia física de los proveedores de servicios de juegos de azar en Iowa y Nevada, y supuestos requisitos sobre la presencia física de los apostadores en Connecticut, Indiana y Iowa.  Los Estados Unidos han examinado las fuentes indicadas por Antigua para cada una de esas supuestas restricciones
 y no ha podido encontrar ninguna entre los documentos enumerados en el anexo a la solicitud de establecimiento de un grupo especial presentada por Antigua.  Por lo tanto, parecería que estas supuestas restricciones no están comprendidas en el mandato de este Grupo Especial.  En todo caso, Antigua no explica cómo afectan estas supuestas restricciones al suministro transfronterizo, ni mucho menos cómo lo "prohíben".  Según las descripciones proporcionadas por Antigua, todas ellas parecen referirse exclusivamente al suministro de servicios de juegos de azar basado en la presencia física en un Estado.

3.120 Los Estados Unidos observan que Antigua también aduce que los Estados Unidos de algún modo han hecho una "admisión" en esta diferencia con respecto a la existencia de una "prohibición total" del suministro transfronterizo de servicios de juegos de azar, y que esto de algún modo exime a Antigua de su responsabilidad primordial de establecer una presunción prima facie con respecto a disposiciones concretas de las leyes estadounidenses.  Los Estados Unidos han informado con total franqueza, tanto al OSD como a este Grupo Especial, de que no permiten ciertos servicios, como las apuestas por Internet, ni dentro de sus fronteras ni a través de ellas.  También han aclarado que permite el suministro transfronterizo de otros servicios de juegos de azar determinados.  Y han declarado que aparte de las leyes estadounidenses propiamente dichas, no existe ninguna medida global que incluya esas restricciones.  La expresión "prohibición total" no es más que un rótulo sin ningún fundamento ideado por Antigua.  No abarca disposiciones concretas de las leyes estadounidenses, y ni siquiera las describe con exactitud, y no representa más que otro intento de Antigua de eludir su responsabilidad de establecer una presunción prima facie con respecto al texto y el sentido reales de esas leyes.

3.121 Los Estados Unidos sostienen que nada de lo que Antigua ha comunicado al OSD ni de lo que ha declarado en el curso de esta diferencia la exime de su obligación de indicar exactamente qué medidas impugna y de qué manera esas medidas, individual o colectivamente, violan las disposiciones del AGCS.  Los Estados Unidos no aceptan ninguno de los argumentos de Antigua sobre la supuesta "prohibición total" ni están de acuerdo con ninguno de ellos.  Antigua asevera que en el informe del Grupo Especial en Estados Unidos - Artículo 301 de la Ley de Comercio Exterior se sugiere de algún modo que no es necesario examinar las leyes y reglamentaciones estadounidenses impugnadas en esta diferencia;  sin embargo, en Estados Unidos - Artículo 301 de la Ley de Comercio Exterior, el Grupo Especial no podría refutar esa posición en términos más claros.  En efecto, el Grupo Especial, en Estados Unidos - Artículo 301 de la Ley de Comercio Exterior, constató que un primer paso indispensable en toda diferencia es determinar el significado de las leyes internas impugnadas para poder determinar luego si esas leyes son contrarias a las obligaciones de los Miembros.
  En esta diferencia, Antigua reconoce que la prohibición total que alega está "constituida por disposiciones legislativas y reglamentarias concretas".
  Sin embargo, Antigua se niega a examinar esos instrumentos "concretos", como se requiere en Estados Unidos - Artículo 301 de la Ley de Comercio Exterior y en muchos otros informes de otros grupos especiales y del Órgano de Apelación.  Por último, las extensas aseveraciones de Antigua sobre las leyes estadounidenses que rigen las estipulaciones, estoppel y otras disposiciones parecidas son todas irrelevantes y no es necesario examinarlas en detalle.  Antigua ha admitido que la legislación de los Estados Unidos no rige tales asuntos en este foro
, y los Estados Unidos están de acuerdo en este punto, pero no lo están con la hipótesis de Antigua acerca de cómo abordaría estos asuntos un tribunal estadounidense dados los hechos particulares de esta diferencia.

3.122 Los Estados Unidos señalan además que no son los Estados Unidos sino Antigua misma quien ha establecido, mediante su solicitud de establecimiento de un grupo especial, el mandato en esta diferencia, y en consecuencia, el alcance de la carga de la prueba que recae sobre ella.  Si ahora le resulta imposible cumplir esa carga, la responsabilidad es suya y no de los Estados Unidos.  En una observación conexa, Antigua parece afirmar que su condición de país en desarrollo debería eximirle de la obligación de establecer una presunción prima facie.  Los asuntos que interesan a los países en desarrollo inspiran un profundo respeto y solidaridad en los Estados Unidos, que se congratulan de que esos países recurran a los mecanismos de solución de diferencias de la OMC.  No obstante, dudan de que la decisión de Antigua de no ofrecer una presunción prima facie se pueda atribuir a su condición de país en desarrollo.  En esta diferencia, Antigua ha obtenido la ayuda de un grupo de asesores jurídicos estadounidenses y europeos, que son expertos en la legislación de los Estados Unidos y la normativa  de la OMC, así como de un grupo de asesores académicos estadounidenses y europeos.  Además, siendo Antigua un país de habla inglesa, los Estados Unidos consideran que la preocupación de Antigua por las dificultades lingüísticas de los países en desarrollo no es pertinente.  Y por último, y lo que es más fundamental, los Estados Unidos dudan de que los conceptos básicos del debido proceso lleguen a permitir alguna vez un aumento o reducción de la carga de la prueba según el nivel de desarrollo de un Miembro.

3.123 Los Estados Unidos sostienen que Antigua, al limitarse a presentar los textos de leyes nacionales -que suman miles de páginas o más- y sinopsis de algunas de esas leyes, no ha cumplido la norma de establecer una presunción prima facie, tal como se formula en el asunto Estados Unidos - Acero al carbono.  La norma formulada en Estados Unidos - Acero al carbono prevé el suministro de la información que sea necesaria para proceder a un análisis del sentido, la aplicación, la interpretación y la interacción de disposiciones concretas de la legislación interna.  El Órgano de Apelación ha confirmado reiteradamente, por ejemplo, en India - Patentes (EE.UU.) y Estados Unidos - Examen por extinción:  acero resistente a la corrosión, que esto significa un análisis de "disposiciones concretas" de la legislación estadounidense y no sólo de disposiciones y sinopsis de las leyes.  Los Estados Unidos aducen que un caso basado en generalizaciones sobre la legislación estadounidense no cumple la carga de la prueba porque el propósito del sistema de solución de diferencias no es analizar la legislación interna o "suprimir 'medidas' específicas del demandado".  El ESD dispone claramente en su párrafo 7 del artículo 3 que, de no llegarse a una solución de mutuo acuerdo, "el primer objetivo del mecanismo de solución de diferencias será en general conseguir la supresión de las medidas de que se trate si se constata que éstas son incompatibles con las disposiciones de cualquiera de los acuerdos abarcados".  Esto no hace más que confirmar que, para Antigua, la carga de la prueba no se refiere a generalizaciones acerca de la legislación estadounidense sino a medidas concretas de esa legislación.

4. Artículo XVI del AGCS

3.124 Antigua sostiene que, en su Lista, los Estados Unidos han asumido un compromiso pleno con respecto al suministro transfronterizo de juegos de azar y apuestas.  Simultáneamente, los Estados Unidos impiden totalmente el acceso transfronterizo al mercado prohibiendo todo suministro transfronterizo de servicios de juegos de azar y apuestas.  Esto constituye una violación patente del párrafo 1 del artículo XVI del AGCS.

3.125 Antigua sostiene asimismo que los Estados Unidos aplican toda una variedad de medidas que constituyen una prohibición total del suministro de servicios de juegos de azar y apuestas, a menos que ese suministro haya sido autorizado (genérica o individualmente) por las autoridades estadounidenses (por medio de leyes, reglamentaciones o permisos individuales).  Se ha autorizado a miles de proveedores estadounidenses para suministrar servicios de juegos de azar y apuestas (lo cual en muchos casos ha creado monopolios o proveedores exclusivos de servicios).  No obstante, es imposible que los proveedores de servicios de Antigua obtengan autorización para suministrar esos servicios a través de las fronteras.  Esta prohibición completa del suministro transfronterizo que imponen los Estados Unidos denota "una limitación al número de proveedores de servicios" prohibida en el apartado a) del párrafo 2 del artículo XVI del AGCS.  Las medidas de los Estados Unidos violan el apartado a) del párrafo 2 del artículo XVI no sólo al establecer un límite numérico (igual a cero)
 sino también al establecer medidas que crean monopolios o proveedores exclusivos.  La prohibición completa del suministro transfronterizo también reúne las condiciones de una "limitación al número total de operaciones de servicios" prohibida en el apartado c) del párrafo 2 del artículo XVI del AGCS.

3.126 Los Estados Unidos responden que Antigua no ha probado que haya alguna medida de los Estados Unidos incompatible con lo dispuesto en el artículo XVI del AGCS.  El artículo XVI prohíbe a los Miembros que hayan consignado compromisos que mantengan o adopten seis tipos de medidas indicados en los apartados a) a f) del párrafo 2.  Antigua afirma que los Estados Unidos han contraído un compromiso pleno aplicable a los servicios de juegos de azar e "impiden totalmente el acceso transfronterizo a sus mercados", en consecuencia violan el párrafo 1 del artículo XVI del AGCS.  Este argumento parece apoyarse en la suposición errada de que la existencia de un compromiso en la columna de acceso a los mercados de la lista de un Miembro implica un compromiso generalizado de no obstaculizar "el acceso a los mercados".  De hecho, el artículo XVI no contiene una norma general que prohíba medidas que impidan "el acceso a los mercados" en su totalidad o en parte.  Sólo prohíbe las medidas comprendidas en las categorías específicamente indicadas en el párrafo 2 del artículo XVI.
  Si bien en el párrafo 1 del artículo XVI se indica claramente que el artículo trata del acceso a los mercados, lo que determina el fondo de la obligación que impone el artículo XVI es la lista taxativa contenida en el párrafo 2 de dicho artículo.  Por lo tanto, el Grupo Especial debería limitar su análisis del artículo XVI en esta diferencia a un examen para determinar si Antigua ha probado que alguna medida concreta de los Estados Unidos está comprendida en los tipos particulares de medidas enumeradas en el párrafo 2 del artículo XVI.

3.127 Los Estados Unidos sostienen asimismo que Antigua se refiere a "una variedad de medidas que constituyen una prohibición total" del suministro transfronterizo de servicios de juegos de azar.  También en este caso, debido a que Antigua no ha citado medidas concretas, resulta imposible que el Grupo Especial determine con exactitud los tipos de actividad que están o no restringidos de acuerdo con la legislación estadounidense.  Sin contar con alguna prueba sobre el alcance y el sentido de la legislación estadounidense, aparte de la mera afirmación de que existe una "prohibición total", el argumento de Antigua no consigue su objetivo.  Antigua aduce expresamente que la supuesta "prohibición completa" viola las disposiciones del apartado a) del párrafo 2 del artículo XVI, que prohíbe a los Miembros mantener o adoptar "limitaciones al número de proveedores de servicios, ya sea en forma de contingentes numéricos, monopolios o proveedores exclusivos de servicios o mediante la exigencia de una prueba de necesidades económicas", y las del apartado c) del párrafo 2 del artículo XVI, que prohíbe "limitaciones al número total de operaciones de servicios ... expresadas en unidades numéricas designadas, en forma de contingentes o mediante la exigencia de una prueba de necesidades económicas".  Los Estados Unidos sostienen que estas disposiciones exigen que el Grupo Especial examine la "forma" de la medida o las medidas de los Estados Unidos impugnadas en esta diferencia y la forma en que esas medidas están "expresadas", lo cual el Grupo Especial no puede hacer si Antigua no proporciona pruebas sobre las medidas concretas que, según alega, son incompatibles con el párrafo 2 del artículo XVI.

3.128 Según los Estados Unidos, incluso si Antigua hubiera intentado acreditar prima facie de qué forma alguna medida de los Estados Unidos es incompatible con el artículo XVI (cosa que no ha hecho), no lo habría logrado.  Los Estados Unidos no han encontrado, entre las medidas enumeradas en la solicitud de establecimiento de un grupo especial presentada por Antigua, ninguna adoptada en forma de "contingentes numéricos" o expresada en "unidades numéricas designadas, en forma de contingentes".  Tampoco tienen conocimiento los Estados Unidos de ninguna medida comprendida en el alcance de la solicitud de Antigua de establecimiento de un grupo especial cuya forma o modo de expresión corresponda a alguna de las demás formas indicadas en los apartados a) y c) del párrafo 2 artículo XVI.  Es más, Antigua no ha indicado ninguna medida de esa clase.  Hasta donde saben los Estados Unidos, las medidas de los Estados Unidos relacionadas con los juegos de azar que se enumeran en la solicitud de establecimiento de un grupo especial están todas redactadas de acuerdo con criterios no numéricos que limitan ciertas formas de actividad, pero no el número de proveedores o de operaciones o la cuantía de la producción.  Por lo tanto, no parece haber ninguna medida pertinente de los Estados Unidos que esté comprendida en el alcance del párrafo 2 del artículo XVI.
  La afirmación de Antigua de que los proveedores de Antigua no pueden obtener, de las autoridades estadounidenses encargadas de la reglamentación, permiso para suministrar a través de las fronteras servicios de juegos de azar no tiene ninguna pertinencia en sí, a menos que Antigua pueda señalar, entre las medidas enumeradas en su solicitud de establecimiento de un grupo especial, alguna que contenga una limitación cuantitativa como las especificadas en el párrafo 2 del artículo XVI.  Esto Antigua no ha hecho.

3.129 Antigua aduce asimismo que el párrafo 1 del artículo XVI del AGCS dispone claramente que cada Miembro otorgará a los servicios y a los proveedores de servicios de los demás Miembros un trato no menos favorable que el previsto de conformidad con los términos, limitaciones y condiciones convenidos y especificados en su Lista.  Esta formulación es perfectamente clara.  Los Estados Unidos han asumido el compromiso pleno respecto del acceso a los mercados de los servicios de juegos de azar y apuestas de otros Miembros de la OMC suministrados a través de sus fronteras, y simultáneamente prohíben totalmente todo suministro transfronterizo de esos servicios.  Esto constituye una violación patente del párrafo 1 del artículo XVI.

3.130 Según Antigua, los Estados Unidos parecen aducir que el párrafo 1 del artículo XVI no tiene fuerza jurídica separadamente del párrafo 2 de ese artículo.  Antigua opina que el texto del párrafo 1 del artículo XVI es claro e impone inequívocamente a los Estados Unidos una obligación jurídica.  Si los Estados Unidos estuvieran en lo cierto al decir que el primer párrafo del artículo XVI no es más que una cláusula introductoria del segundo párrafo, por inferencia la formulación del primer párrafo debería de algún modo ayudar a la interpretación del segundo párrafo o configurar de algún modo esa interpretación.  De lo contrario, el párrafo 1 del artículo XVI no tendría ninguna razón de ser.  Por lo tanto, el párrafo 2 del artículo XVI debería interpretarse en el sentido de que asegura que los servicios y los proveedores de servicios del Miembro exportador reciban del país importador el trato descrito en el párrafo 1 del artículo XVI, que es, con respecto al acceso a los mercados, "un trato no menos favorable que el previsto de conformidad con (...) su Lista".  Sin embargo, los Estados Unidos hacen precisamente lo contrario y proponen una interpretación muy restrictiva de los apartados del párrafo 2 del artículo XVI.  En particular, los Estados Unidos sostienen que las limitaciones al número de proveedores de servicios y al número de operaciones de servicios sólo están comprendidas en el alcance del artículo XVI si están expresadas en forma de restricciones numéricas específicas.  Sin embargo, como han señalado Antigua y las Comunidades Europeas, la prohibición total es una restricción numérica igual a cero.  Como explican las Comunidades Europeas, si no fuera así los Miembros podrían eludir fácilmente las prohibiciones estipuladas en los apartados a) y c) negándose a precisar un número exacto y prohibiendo sencillamente todo número, que es exactamente lo que pretenden hacer los Estados Unidos en este caso.  Una interpretación tan restrictiva también se opondría al objetivo del artículo XVI tal como se define en el primer párrafo de dicho artículo.

3.131 En cuanto al argumento de los Estados Unidos de que las pruebas cualitativas no están comprendidas en el alcance del artículo XVI, Antigua sostiene que esto es precisamente lo que trata de demostrar.  La razón por la cual es imposible que los proveedores de Antigua obtengan autorización para suministrar servicios de juegos de azar y apuestas a los Estados Unidos, cuando tantos proveedores nacionales sí la han obtenido, no es que los proveedores de Antigua no reúnan requisitos cualitativos que en cambio cumplen los proveedores estadounidenses.  La prohibición de los Estados Unidos se aplica independientemente de la calidad o las características concretas del servicio o del proveedor de ese servicio.  Por lo tanto, la prohibición de los Estados Unidos es una restricción cuantitativa y no cualitativa.  Antigua también señala que el artículo XVI no prevé ningún requisito sobre servicios "similares" como el que figura en el artículo XVII.  En consecuencia, en virtud del artículo XVI, la índole y el alcance de la industria nacional de hecho es irrelevante para determinar las obligaciones de un Miembro en un sector en el que ese Miembro ha contraído compromisos.

3.132 Los Estados Unidos responden que según Antigua, el artículo XVI consagra una norma general que prohíbe toda medida que impida "el acceso a los mercados", en su totalidad o en parte.  Ésta es sencillamente una interpretación errónea.  El compromiso de permitir el acceso a los mercados en un determinado sector no implica que los Miembros pierdan todos los derechos de restringir determinados tipos de actividad en ese sector.  Un compromiso contraído en relación con el suministro transfronterizo de servicios médicos no implica que los Miembros deben por tanto permitir que los médicos hagan diagnósticos del estado de sus pacientes por teléfono o por Internet.  La única cuestión que se plantea en relación con el artículo XVI es la de si la medida impugnada efectivamente figura entre las enumeradas en el párrafo 2 del artículo XVI.  Esta lista incluye, en su parte pertinente, medidas identificadas en particular por su "forma", tal como "en forma de contingentes numéricos".  Los Estados Unidos señalan de nuevo que las restricciones que han impuesto a ciertos servicios de juegos de azar suministrados a distancia están expresadas como limitaciones relativas a la índole de la actividad suministrada, y no como limitaciones cuantitativas u otras restricciones comprendidas en el ámbito del párrafo 2 del artículo XVI.

3.133 Se ha sugerido que una prohibición general del suministro transfronterizo de servicios podría ser equivalente a una restricción cuantitativa igual a cero, porque de existir esa prohibición ningún proveedor extranjero podría suministrar servicios de juegos de azar desde fuera del territorio de los Estados Unidos.  Las premisas jurídicas de este argumento son oscuras;  el texto del párrafo 2 del artículo XVI se refiere claramente a la expresión numérica de esas limitaciones.  Además, falta totalmente en este argumento la premisa fáctica fundamental.  No existe en la legislación de los Estados Unidos ninguna prohibición general del suministro transfronterizo de servicios de juegos de azar.  Esa legislación ciertamente restringe el suministro a distancia de servicios de juegos de azar, pero esas restricciones no son tan amplias como para prohibir todo suministro transfronterizo de servicios de juegos de azar.  Antigua habría podido determinarlo si hubiera examinado las disposiciones concretas de la legislación de los Estados Unidos.

3.134 Antigua reitera que, al mantener una prohibición total al suministro transfronterizo de juegos de azar y apuestas, los Estados Unidos niegan por completo el acceso a sus mercados y violan las obligaciones que les corresponden con arreglo al artículo XVI del AGCS.  Esta prohibición total contraviene las disposiciones de los párrafos 1 y 2 del artículo XVI, independientemente de que esas disposiciones se interpreten en forma individual o conjunta.  Vale decir que el párrafo 1 del artículo XVI, aun cuando no pudiera aplicarse sin tomar en cuenta lo dispuesto en el párrafo 2 de dicho artículo, debería, cuando menos, regir la interpretación del párrafo 2.  Dicho en otras palabras, la suma de las normas consignadas en los apartados del párrafo 2 del artículo XVI no puede ser menos que lo consignado en el párrafo 1 del artículo XVI.  La prohibición total de los Estados Unidos, como tal, está comprendida en el alcance del apartado a) del párrafo 2 del artículo XVI porque es el equivalente de un contingente igual a cero.  La capacidad de aplicar las disposiciones del apartado a) del párrafo 2 del artículo XVI a un contingente no numérico igual a cero está determinada por el principio de interpretación efectiva de los tratados y confirmada en las Directrices para la consignación en Listas de 1993.

3.135 En opinión de Antigua, las distintas disposiciones legislativas y reglamentarias, sus aplicaciones y las prácticas conexas que constituyen la prohibición total de los Estados Unidos también están comprendidas en el alcance de los apartados a) y c) del párrafo 2 del artículo XVI, como medidas separadas:  i) las leyes federales que prohíben expresamente la función de suministro "transfronterizo", como el requisito relativo a los establecimientos, y que por lo tanto son el equivalente de un contingente igual a cero para el suministro transfronterizo de servicios;  ii) las leyes estatales que prohíben todos los juegos de azar, en combinación con otras leyes estatales que excluyen los juegos de azar específicamente autorizados sin prever la posibilidad de que los operadores de Antigua obtengan autorización para suministrar servicios de juegos de azar a través de las fronteras
, son, en relación con el suministro transfronterizo de servicios, el equivalente de un contingente igual a cero;  iii) varias leyes o reglamentaciones estatales explícitamente establecen contingentes numéricos
;  iv) diversas leyes o reglamentaciones otorgan expresamente derechos exclusivos o especiales a operadores nacionales
;  v) varias leyes estatales exigen la presencia física del operador en el territorio del Estado de que se trate
 y, por ello, constituyen un contingente igual a cero para el suministro transfronterizo de servicios.

3.136 En la primera reunión sustantiva de las partes con el Grupo Especial, los Estados Unidos explicaron que no prohíben el suministro transfronterizo de todos "los servicios de juegos de azar y apuestas" porque permiten el suministro transfronterizo de otros servicios, como las "apuestas proporcionales" o la transmisión de carreras hípicas por radio y televisión.  Si bien Antigua no comprende qué tratan los Estados Unidos de demostrar cuando caracterizan su prohibición de esta manera, opina que puede ser un intento de evitar que se constate que esa prohibición total equivale a un contingente igual a cero, que está prohibido por el artículo XVI.  Tal argumento sería erróneo.  Si un Miembro contrae, con respecto al acceso a los mercados, un compromiso en un sector o subsector determinados, ese compromiso abarca todos los servicios comprendidos en dicho sector o subsector.  Un Miembro no puede cumplir las obligaciones que le corresponden en virtud de un tratado permitiendo el acceso a sus mercados únicamente de una fracción de los servicios comprendidos en un sector o subsector y prohibiendo todos los demás.  Si así fuera, los compromisos contraídos en el marco del AGCS con respecto al acceso a los mercados prácticamente no tendrían sentido.  Más concretamente, si un Miembro desea restringir el acceso a sus mercados con respecto a ciertos servicios comprendidos en un sector o subsector determinado, debería, como efectivamente han hecho muchos Miembros (incluidos los Estados Unidos), establecer las restricciones o limitaciones a ese acceso en el lugar apropiado de su lista de compromisos de conformidad con el AGCS.

3.137 Los Estados Unidos sostienen que Antigua no ha conseguido probar la incompatibilidad de ninguna medida de los Estados Unidos con el artículo XVI del AGCS.  Como ya han explicado los Estados Unidos, el artículo XVI prohíbe a los Miembros que han consignado compromisos mantener o adoptar seis clases de medidas que se mencionan en los apartados a) a f) del párrafo 2 de dicho artículo.
  Una cuidadosa comparación del párrafo 2 del artículo XVI del AGCS con su contraparte en materia de mercancías, es decir, el artículo XI del GATT de 1994, muestra que la alegación de Antigua de que la supuesta "prohibición total" es inadmisible ipso facto en virtud del artículo XVI es incorrecta.  Mientras que el artículo XI del GATT de 1994 contiene una norma general según la cual no se impondrán "prohibiciones ni restricciones" a la importación o la exportación aparte de los derechos de aduana, impuestos u otras cargas, el párrafo 2 del artículo XVI del AGCS no establece ninguna norma general de esa índole.  En cambio, en ese párrafo se definen y describen cuidadosamente las clases precisas de limitaciones que los Miembros no mantendrán ni adoptarán en los sectores en que han contraído compromisos.  Para establecer su presunción como punto de partida, Antigua es la única parte que tiene la obligación de probar que los Estados Unidos mantienen uno de los tipos precisos de limitaciones indicadas en los apartados a) a f) del párrafo 2 del artículo XVI.

3.138 Los Estados Unidos sostienen que las alegaciones de Antigua parecen estar basadas en el apartado a), que prohíbe el mantenimiento o adopción de "limitaciones al número de proveedores de servicios, ya sea en forma de contingentes numéricos, monopolios o proveedores exclusivos de servicios o mediante la exigencia de una prueba de necesidades económicas", y en el apartado c), que prohíbe "limitaciones al número total de operaciones de servicios ... expresadas en unidades numéricas designadas en forma de contingentes o mediante la exigencia de una prueba de necesidades económicas".  Estas disposiciones pueden resumirse como sigue:

	Objeto de la limitación
	Forma/modo de expresión prohibido

	Número de proveedores de servicios (apartado a))
	"En forma de contingentes numéricos, monopolios o proveedores exclusivos de servicios o mediante la exigencia de una prueba de necesidades económicas" (sin subrayar en el original)

	número total de operaciones de servicios o cuantía total de la producción de servicios (apartado c))
	"expresadas en unidades numéricas designadas, en forma de contingentes o mediante la exigencia de una prueba de necesidades económicas" (sin subrayar en el original)


3.139 Como se puede apreciar en el cuadro que figura más arriba, los apartados a) y c) se refieren cada uno a dos criterios explícitos.  En primer lugar, el objeto de la limitación debe coincidir con el objeto especificado en la columna de la izquierda.  En segundo lugar, la "forma"
 de la limitación o la forma en que está "expresada esa limitación"
 debe corresponder a las especificaciones detalladas reproducidas en la columna de la derecha.  (También, con respecto al apartado c), cabe señalar que las unidades numéricas de que se trate deben ser unidades "designadas"
.)  De ningún modo ha logrado Antigua ofrecer al Grupo Especial un análisis legal preciso como el que se requiere para aplicar esos requisitos a la legislación estadounidense.

3.140 En realidad, el objeto de las restricciones de los Estados Unidos a los juegos de azar que menciona Antigua es la índole de la actividad, sin tener en cuenta el "número de proveedores de servicios" o el "número total de operaciones de servicios o la cuantía total de la producción de servicios".  Por ejemplo, lo dispuesto en 18 U.S.C. § 1084 se aplica a las personas que prestan servicios de juegos de azar como negocio.
  Dispone ese texto que dichas personas no pueden utilizar ciertos servicios para trasmisiones de determinada clase.
  No pretende limitar el número de proveedores o de operaciones o la cuantía de la producción de servicios, y mucho menos hacerlo de una manera o forma de expresión o con una designación numérica como la indicada en los apartados a) o c) del párrafo 2 del artículo XVI.  Es importante señalar que en 18 U.S.C. § 1084 no se impide que las personas que se dedican al negocio de los juegos de azar utilicen los servicios de comunicación por cable para otros fines.
  Esto confirma que los legisladores estadounidenses que redactaron esta disposición aceptaban que seguiría existiendo y actuando sin sujeción a ninguna limitación cuantitativa cierto número de proveedores de servicios de juegos de azar.
  El Congreso sólo deseaba exigir a esos proveedores que respetaran las restricciones sobre el carácter de aquellas de sus actividades que requirieran servicios de comunicación por cable.  Los otros dos textos legales, 18 U.S.C. §§ 1952 y 1955, también restringen las características de los servicios de juegos de azar sin pretender limitar el número de proveedores o de operaciones o la cuantía de la producción de servicios de azar.  Ambos textos disponen que los proveedores de servicios de juegos de azar u otras personas que se dediquen a actividades que violan ciertas leyes estatales y/o federales cometen un delito a nivel federal.
  En cada caso, las restricciones adoptan la forma de limitaciones a las características de una actividad y así están expresadas;  no mencionan, ni mucho menos imponen, "contingentes numéricos", "unidades numéricas designadas", ni ninguna otra forma o modo de expresión prohibidos mencionados en los apartados a) y c) del párrafo 2 del artículo XVI.

3.141 Los Estados Unidos reiteran que la alegación de facto de Antigua acerca de "un contingente igual a cero" carece de fundamento tanto de hecho como de derecho.  Desde un punto de vista jurídico, Antigua parte incorrectamente del supuesto que la "prohibición total" es automáticamente incompatible con el párrafo 2 del artículo XVI.  Como se ha señalado, esa aseveración podría ser sostenible conforme al artículo XI del GATT, pero en el marco del AGCS no hay ninguna "prohibición de prohibiciones" automática.  Además, el argumento de Antigua es insostenible de acuerdo con la actual formulación del párrafo 2 del artículo XVI, que requiere que la determinación de la existencia de una restricción cuantitativa incompatible con el AGCS esté basada en la forma, el modo de expresión y la designación de contingentes numéricos.  Desde el punto de vista de los hechos, la alegación del "contingente igual a cero" hecha por Antigua está basada en su totalidad en la afirmación incorrecta de que existe una "prohibición total" del suministro transfronterizo de servicios de juegos de azar.  En realidad, las restricciones impuestas por los Estados Unidos no excluyen el suministro transfronterizo de todos los servicios de juegos de azar y por lo tanto no constituyen una "prohibición total".  Por ejemplo:  i) las personas que no estén dedicadas al negocio de los juegos de azar pueden transmitir apuestas casuales o sociales por cualquier medio, siempre y cuando ello esté permitido por la ley del Estado de que se trate;  ii) los servicios de quiniela o apuestas mutuas pueden intercambiar datos contables e imágenes necesarias para permitir que un hipódromo ubicado fuera de los Estados Unidos ofrezca la posibilidad de hacer apuestas mutuas sobre las carreras hípicas de los Estados Unidos (y viceversa), siempre y cuando esos juegos de apuestas sean lícitos en las jurisdicciones de quienes envían esa información y quienes la reciben;  iii) los proveedores de servicios de relación riesgo-ganancia y hándicap (por ejemplo, las personas que asignan los hándicap en las carreras de caballos), así como otros servicios informativos sobre juegos de apuestas pueden suministrar esos servicios siempre que la forma de juego de azar a la que contribuyan sea lícita en las jurisdicciones de quienes envían la información y quienes la reciben;  iv) se pueden ofrecer en sitios de Internet juegos en los que no se hacen apuestas en dinero real (y son muchos los que lo hacen), y v) cualquier otro servicio de juegos de azar que no consista en la transmisión de una apuesta es lícito en la medida indicada en 18 U.S.C. § 1084(b), siempre y cuando no contravenga las leyes estatales en la jurisdicción de los Estados Unidos en que se encuentre el consumidor.  Como muestran estos ejemplos, los Estados Unidos no "prohíben" el suministro transfronterizo de servicios de juegos de azar.

3.142 Antigua sostiene que el tardío intento de los Estados Unidos de eludir el alcance del artículo XVI declarando que ciertamente permite ciertos servicios transfronterizos de "juegos de azar y apuestas" no tiene asidero.  Los últimos argumentos de los Estados Unidos sobre la interpretación del párrafo 2 del artículo XVI son falsos por dos razones.  En primer lugar, los Estados Unidos interpretan el párrafo 2 del artículo XVI en forma literal y basándose exclusivamente en el texto.  Sin embargo, no actúan así con respecto al párrafo 1 del artículo XVI.  El texto de este último impone inequívocamente a los Miembros la obligación de otorgar a los servicios de los demás Miembros un trato no menos favorable que el previsto en su Lista.  Los Estados Unidos adujeron previamente que el Grupo Especial debía dejar de lado este texto, que es bien claro, basándose en una frase de las Directrices para la consignación en Listas de 2001.
  En opinión de Antigua, si el párrafo 2 del artículo XVI ha de interpretarse sólo textualmente, también se debería proceder de manera análoga con el párrafo 1 del artículo XVI.  En segundo lugar, el análisis textual de los Estados Unidos del apartado a) del párrafo 2 del artículo XVI es falso porque no está basado en el texto del artículo XVI sino en un cuadro en que se resume dicho texto.  El texto propiamente dicho del apartado a) del párrafo 2 del artículo XVI menciona "limitaciones al número de proveedores de servicios, ya sea en forma de contingentes numéricos, monopolios o proveedores exclusivos de servicios o mediante la exigencia de una prueba de necesidades económicas" (sin cursivas en el original).  Los Estados Unidos han eliminado las palabras "ya sea" e interpretan el párrafo 2 del artículo XVI como si dijera "limitaciones al número de proveedores de servicios en forma de contingentes numéricos, monopolios o proveedores exclusivos de servicios (...)".  Sin embargo, el hecho de que el texto contenga las palabras "ya sea" indica que la enumeración que sigue no tiene por fin limitar la aplicación del apartado a) del párrafo 2 del artículo XVI sino de aclarar que los cuatro tipos de limitaciones al número de proveedores de servicios mencionados explícitamente están, en todo caso, comprendidos en el alcance de dicho párrafo.

3.143 Como señaló Antigua en su respuesta a la pregunta Nº 9 del Grupo Especial, confirman la interpretación de Antigua las Directrices de 1993 y 2001 para la consignación en Listas, que disponen inequívocamente que el requisito de nacionalidad para los proveedores de servicios quedaría comprendido en el alcance del apartado a) del párrafo 2 del artículo XVI como limitación equivalente a un contingente igual a cero, aun cuando no esté expresado en la forma de un contingente numérico.  En realidad, la interpretación de los Estados Unidos permitiría, por ejemplo, que el artículo XVI no se aplicara a una ley que explícitamente dispusiera que "están prohibidos todos los servicios del exterior", porque esa prohibición no está expresada en forma numérica.  Es evidente que esto no puede ser así.

3.144 Los Estados Unidos recuerdan que en ninguna circunstancia admitirían la existencia de un compromiso.  Los Estados Unidos sostienen que el hecho de que Antigua no haya presentado pruebas ni argumentos es una cuestión básica en esta diferencia, y lo mismo sostienen en relación con cada una de las alegaciones sustantivas de Antigua.  En la medida en que alega que se ha cometido una violación basándose en la supuesta "prohibición total" y no establece una relación entre esa alegación y leyes y reglamentaciones concretas de los Estados Unidos, Antigua no satisface la carga de la prueba a ese respecto.  Los argumentos expuestos anteriormente por los Estados Unidos sobre estos asuntos y el supuesto efecto de las declaraciones de los Estados Unidos se aplican por igual a la responsabilidad de la parte reclamante de acuerdo con el artículo XVI y las demás disposiciones sustantivas en cuestión.  El tema principal en relación con el artículo XVI parece ser el argumento de Antigua sobre el "contingente igual a cero".  Los Estados Unidos han explicado que ese argumento no se puede conciliar con el texto del artículo XVI, que se refiere claramente a limitaciones en "forma" de contingentes, etc.  Una comparación entre el artículo XVI del AGCS y el artículo XI del GATT muestra que la disposición del GATT contiene una "prohibición de prohibiciones", en tanto que la del AGCS no.  Por lo tanto, los argumentos de Antigua son incompatibles con el texto del artículo XVI.

3.145 Los Estados Unidos aducen que Antigua también se equivoca en cuanto a los hechos.  En su respuesta a una de las preguntas del Grupo Especial, Antigua declara que "en la última sesión de la reunión del Grupo Especial, los Estados Unidos expusieron una vez más su posición de que el suministro transfronterizo de servicios de juegos azar y apuestas de Antigua a los Estados Unidos era ilegal en virtud de las leyes de los Estados Unidos".  En realidad, los Estados Unidos declararon en esa oportunidad, y siguen sosteniendo, que el suministro transfronterizo de juegos de azar desde Antigua está permitido hasta cierto punto.  Esto es lo que quisieron decir los Estados Unidos al afirmar que sería imposible probar la existencia de una "prohibición total".  Antigua aparentemente aducía antes, basándose en su teoría sobre el "contingente igual a cero", que sólo la existencia de una prohibición general de todo suministro transfronterizo de servicios de juegos de azar contravendría el artículo XVI;  de ahí que Antigua se equivocara al tratar de demostrar la existencia de una prohibición "total", por parte de los Estados Unidos, del suministro transfronterizo de servicios de juegos de azar.  Dado que en realidad los Estados Unidos permiten hasta cierto punto el suministro transfronterizo de esos servicios, y dado que Antigua no toma en cuenta el verdadero contenido de las leyes estadounidenses, Antigua carece de fundamentos de hecho para probar la existencia de la prohibición "general".

3.146 Los Estados Unidos observan que Antigua afirma ahora que la prohibición de cualquier fracción de los servicios comprendidos en un sector o subsector equivaldría a un "contingente igual a cero" y, por lo tanto, de acuerdo con su teoría sobre el "contingente igual a cero" sería incompatible con lo dispuesto en el apartado a) del párrafo 2 del artículo XVI.
  Dicho de otro modo, Antigua opina que un compromiso de acceso pleno a los mercados significa que no se puede prohibir absolutamente nada que sea objeto de ese compromiso, lo cual va mucho más allá de la teoría de la prohibición "general" propuesta anteriormente por Antigua y ciertos terceros.
  El nuevo argumento de Antigua sobre prohibiciones fraccionales fracasa por las mismas razones textuales que su argumento de la prohibición general, es decir, el artículo XVI sólo se refiere a limitaciones expresadas en determinadas formas cuidadosamente especificadas.  Además, el argumento de Antigua de la prohibición fraccional se derrumba a la luz de los objetos y fines del AGCS.  Los Miembros no pueden ejercer eficazmente el "derecho de reglamentar" servicios que son objeto de un compromiso si carecen de atribuciones para prohibir dentro de un sector o subsector servicios que no están de acuerdo con sus reglamentaciones.  El derecho de reglamentar reconocido en el AGCS implica la facultad de imponer limitaciones al alcance de una actividad permisible, como han hecho los Estados Unidos con los servicios de juegos de azar.

3.147 Antigua rechaza el argumento de los Estados Unidos de que un Miembro que contrae un compromiso con respecto al acceso a los mercados en un determinado sector elude la aplicación del artículo XVI si no mantiene las limitaciones previstas en ese artículo con respecto a alguno de los servicios comprendidos en ese sector.  Antigua estima que este argumento es erróneo desde el punto de vista jurídico:  la obligación contraída en virtud del artículo XVI evidentemente se aplica a todos los servicios comprendidos en ese sector.

5. Artículo XVII del AGCS

a) "Similitud" de los servicios y proveedores de servicios

3.148 Antigua aduce que los servicios y proveedores de servicios de Antigua son "similares" a los de los Estados Unidos.  Los tipos de juegos que se ofrecen desde Antigua son los mismos que se ofrecen en los Estados Unidos, y todos ellos implican la posibilidad de ganar o perder dinero.  Las únicas diferencias radican en el origen de los servicios y los proveedores de los servicios y en el modo de suministro (suministro transfronterizo en un caso y presencia comercial en otro).  No obstante, esas diferencias no son pertinentes en el contexto de un compromiso de trato nacional con respecto al suministro transfronterizo en el marco del AGCS.

3.149 Hasta este momento, los grupos especiales y el Órgano de Apelación sólo han abordado la cuestión de la "similitud" en el AGCS en dos diferencias (CE - Banano III (Estados Unidos) y Canadá - Automóviles).  En ambas, los Grupos Especiales correspondientes admitieron que los servicios y los proveedores de servicios eran "similares", sin realizar el extenso análisis al que se ha procedido en el debate sobre la "similitud" en el marco del GATT.
  En opinión de Antigua, no se trata de una simple coincidencia, porque el concepto de similitud suele ser menos importante en las diferencias relativas al comercio de servicios que en las relativas al comercio de mercancías.
  En el caso del comercio de mercancías, las características de un producto específico están con frecuencia "englobadas" en la mercancía (por ejemplo, en un tipo específico de cemento, como en el asunto CE - Amianto).  En cambio, en el caso del comercio de servicios, las características del "producto" -el servicio- son intangibles y, por lo general, pueden adaptarse con facilidad.
  Aun en caso de que los servicios y proveedores de servicios no sean "similares", será por lo general relativamente sencillo adaptar el servicio y el proveedor de servicios extranjero para hacerlos "similares" a sus equivalentes en el país.  Naturalmente, el sistema reglamentario del Miembro de la OMC importador debe ofrecer a los servicios y proveedores de servicios extranjeros la oportunidad de ser o llegar a ser "similares".  Por ejemplo, un Miembro de la OMC no puede establecer un sistema reglamentario reservado a los servicios y proveedores de servicios nacionales y aducir después que todos los servicios y proveedores de servicios extranjeros no son "similares" porque no están sujetos a reglamentación.  Ese enfoque consagraría un régimen normativo discriminatorio por su propia naturaleza y que por esa razón no podría considerarse conforme al artículo XVII del AGCS.  A este respecto, Antigua invita al Grupo Especial a que aplique el principio de economía procesal al decidir si para resolver la presente diferencia es necesaria una investigación sobre las características específicas de los diversos servicios de juegos.  Antigua está firmemente convencida de que no lo es, porque el acceso al mercado estadounidense de los servicios de juegos de azar y apuestas no depende de la aplicación a los servicios y proveedores de servicios de criterios objetivos.  Incluso un servicio de Antigua que fuera idéntico a un servicio de origen estadounidense (como lo son muchos, y quizá todos) no tendría acceso al mercado estadounidense sencillamente porque se suministra desde el extranjero.  No obstante, este factor no puede tener ningún peso en la determinación de "similitud" a efectos del artículo XVII, porque la finalidad específica de ese artículo es eliminar las diferencias de trato basadas exclusivamente en el origen.

3.150 El hecho de que los servicios de los operadores de juegos de azar y apuestas de Antigua se faciliten con un "modo de suministro" diferente al de los servicios de proveedores de origen estadounidense (suministro transfronterizo en lugar de presencia comercial) no los convierte en "no similares".
  La posibilidad de que la utilización de un "modo de suministro" diferente fuera suficiente para que un Miembro de la OMC se sustrajera a las obligaciones del trato nacional basándose en la "no similitud" socavaría considerablemente la eficacia del AGCS.  En concreto, el compromiso de trato nacional respecto del suministro transfronterizo quedaría privado de sentido, porque el simple hecho de que un servicio se suministrara de forma transfronteriza daría lugar a que ese servicio y su proveedor se consideraran "no similares" a sus equivalentes en el país y eliminaría la obligación de conceder el trato nacional.  Esa interpretación es contraria al principio de interpretación efectiva de los tratados, porque hace inútil una parte importante del AGCS, en concreto todas las Listas de compromisos en materia de trato nacional respecto del suministro transfronterizo.

3.151 En conexión con el comercio de mercancías, el Órgano de Apelación ha hecho referencia a cuatro categorías de características que se han utilizado para evaluar la "similitud" en el contexto del GATT:  i) las propiedades físicas de los productos;  ii) la medida en que éstos pueden destinarse a los mismos usos finales o a usos finales similares;  iii) la percepción de los consumidores;  y iv) la clasificación arancelaria internacional.
  En la medida en que sea necesario realizar un análisis comparable de las características en el contexto del AGCS, Antigua sostiene que los servicios de juegos de azar y apuestas ofrecidos desde Antigua son prácticamente idénticos a los ofrecidos en los Estados Unidos.  Se trata de los mismos tipos de juegos, en todos los cuales se hacen apuestas y se ganan o pierden cantidades de dinero.  Los consumidores perciben como intercambiables los servicios de juegos de azar de Antigua y de los Estados Unidos.
  Los servicios de juegos de azar y apuestas, tanto los originarios de Antigua como los que tienen origen en los Estados Unidos, se ofrecen al público por medio de la tecnología de la comunicación, incluidas la comunicación telefónica y electrónica.  Por último, la clasificación internacional de los servicios utilizada en el contexto de la OMC, la CPC Provisional, sólo establece una categoría de servicios de juegos de azar y apuestas.  Las versiones más recientes de la clasificación, CPC 1.0 y CPC 1.1, también establecen una sola categoría de servicios de juegos de azar y apuestas.
  En la medida en que los proveedores de Antigua y de los Estados Unidos prestan servicios similares, son también proveedores de servicios similares.

3.152 Los Estados Unidos recuerdan que el Grupo Especial que examinó el asunto CE - Banano III (Estados Unidos) declaró que "para determinar la existencia de una infracción de la obligación de trato nacional que prescribe el artículo XVII, es necesario demostrar tres puntos:  i) que [el Miembro] ha asumido un compromiso en un sector y un modo de suministro pertinentes;  ii) que [el Miembro] ha adoptado o aplicado una medida que afecta al suministro de servicios en ese sector y/o modo de suministro;  y iii) que la medida otorga a los proveedores de servicios de cualquier otro Miembro un trato menos favorable que el que dispensa a [sus propios] proveedores de servicios similares".
  Los Estados Unidos han puesto ya de manifiesto que Antigua no ha probado que concurra el primer elemento, la existencia de un compromiso específico en un sector pertinente.  Además, Antigua ha prescindido del segundo elemento -la adopción o aplicación de una medida que afecte al suministro de servicios en ese sector y/o modo de suministro- al no exponer el alcance o significado de las medidas específicas.  No obstante, aunque hubiera demostrado esos puntos, Antigua no ha demostrado tampoco el tercer elemento, al no haber probado ni que sus servicios y proveedores de servicios sean "similares" a los servicios y proveedores de servicios en los Estados Unidos ni que las medidas estadounidenses específicas otorguen a los servicios y proveedores de servicios de Antigua un trato menos favorable.

3.153 Los Estados Unidos sostienen que sigue recayendo en Antigua la carga de presentar pruebas que demuestren que los servicios y proveedores de servicios de Antigua son "similares" a determinados servicios y proveedores de servicios en los Estados Unidos a los efectos del artículo XVII del AGCS.
  Antigua declara que concede licencias únicamente para dos tipos de servicios de juegos de azar (servicios de "casino virtual" y servicios de apuestas deportivas), los primeros prestados a través de Internet y los últimos a través de Internet o por medio del teléfono.
  Para hacer frente a la carga de la prueba, Antigua descarta una investigación sobre la similitud por su escasa importancia en el contexto de los servicios, e insta, en síntesis, al Grupo Especial a que constate que en el contexto del artículo XVII basta simplemente presumir la similitud.  Pero en contra de lo que afirma Antigua, no hay en la naturaleza "intangible" de los servicios nada que obligue a dar por supuesta la similitud o haga innecesario un análisis de la misma;  los servicios pueden ser o no similares entre sí (por ejemplo, en su forma de ejecución) y lo mismo ocurre con los proveedores de servicios.  Si los negociadores de la Ronda Uruguay no lo hubieran considerado así, no habrían hecho de la similitud de los servicios y proveedores de servicios un elemento de la investigación que ha de realizarse en conexión con el artículo XVII.  Según los Estados Unidos, la propia Antigua, en su exposición de los hechos, ha identificado varias formas diferentes de servicios de juegos de azar, de características diferentes.
  No obstante, Antigua afirma, a efectos del artículo XVII, que los servicios de juegos de azar ofrecidos desde Antigua son "prácticamente idénticos" a los ofrecidos en los Estados Unidos porque "se trata de los mismos tipos de juegos, en todos los cuales se hacen apuestas y se ganan o pierden cantidades de dinero", y porque los consumidores "perciben como intercambiables los servicios de juegos de azar de Antigua y de los Estados Unidos".  Esas afirmaciones superficiales e infundadas prescinden de importantes distinciones entre diferentes servicios de juegos de azar y apuestas.  Por ejemplo, en general, el Consejo Nacional de Investigación ha constatado que "las características de las tecnologías de juego, tales como el número de juegos ofrecidos por período, el entorno físico e informático de los juegos, las reglas del juego, la velocidad de juego, la estructura de posibilidades, el costo por jugada y la magnitud del "pozo", parecen influir en las preferencias y hábitos de juego".
  Antigua no se ha ocupado de ninguno de esos factores, ni tampoco de las distinciones que pueden ser pertinentes en las decisiones relativas a la forma de regular diversos tipos de servicios de juegos de azar.

3.154 Según los Estados Unidos, Antigua prescinde además de diferencias entre los proveedores de servicios que pueden ser pertinentes.  Por ejemplo, Antigua declara que las loterías estatales en los Estados Unidos son ofrecidas exclusivamente por monopolios estatales, pero en ningún lugar trata de explicar lo que, en su caso, hace que los proveedores de servicios de Antigua (seguramente entidades privadas no estatales) sean "similares" en algún sentido a los monopolios estatales de lotería.  Tampoco trata de explicar en qué medida sus proveedores son "similares" a las asociaciones que controlan los servicios de apuestas mutuas hípicas en los Estados Unidos o a cualquier otro tipo especial de proveedores que opere en ese país.  Antigua tampoco analiza las diferencias en cuanto al objeto de la apuesta que distinguen a diferentes servicios de juegos de azar.  Por ejemplo, las diferencias entre la selección de números aleatorios, la designación de los ganadores de una carrera o de un encuentro deportivo, la participación en un juego de mesa con todos los instrumentos del juego, y otras posibles estructuras del juego conforman las percepciones del consumidor e influyen en las posibilidades de ganar, lo que determina la rentabilidad de las diferentes formas de juego.  Antigua no tiene en cuenta las diferencias que existen a ese respecto entre, por ejemplo, sus servicios de apuestas deportivas y los servicios de juegos de azar prestados en los Estados Unidos.  De hecho, Antigua aporta en realidad datos que prueban que las apuestas deportivas con un corredor de apuestas no son similares a las apuestas mutuas al observar que "cuando hace una apuesta por intermedio de un corredor, el jugador apuesta contra el corredor y no contra otros jugadores, como ocurre con las apuestas mutuas".

3.155 Los propios datos de Antigua ponen también de manifiesto que los casinos virtuales de Internet no son similares a los casinos reales, por cuanto el objeto real de la apuesta en un casino virtual es la generación por un algoritmo informático de un número aleatorio.
  El resultado se presenta por frecuencia mediante una simulación audiovisual de artículos y enseres de juego como naipes, dados, ruedas de ruleta, mesas de juego, etc. como los que pueden encontrarse en un casino, pero a diferencia del casino real, el casino en línea es una ilusión, un entorno de la "realidad virtual" en el que el control de los resultados no corresponde a las leyes del mundo físico, sino a un ordenador.  Las posibilidades de ganar en los juegos virtuales vienen determinadas por la manipulación de la simulación informática y no hay ninguna relación necesaria entre ellos y los resultados que se producirían en un casino utilizando los instrumentos físicos del juego.
  Antigua reconoce también que hay importantes diferencias en lo que respecta a las percepciones del consumidor entre los servicios de un casino real y los servicios de un casino virtual.  Por ejemplo, admite que "los sonidos y efectos visuales característicos de los casinos producen … una sensación que intensifica la emoción y la tensión placentera" que los consumidores experimentan en un casino real.
  Conforme a sus propios datos, el ambiente físico, la distribución, los servicios y los estímulos visuales de un casino real influyen en las percepciones del consumidor.
  Además, Antigua admite que los consumidores estadounidenses acuden a los casinos reales atraídos por "espectáculos con estrellas conocidas, obras musicales similares a las de Broadway, espectáculos de variedades y números de cabaret", así como por los servicios de comidas y de otro tipo.  Nada de esto existe en el caso de los casinos virtuales, en el que un jugador aislado se sienta enfrente de una terminal en el hogar, la escuela, la oficina, etc. Así pues, lejos de probar que los casinos virtuales de Internet son similares a los casinos reales, Antigua ha demostrado en realidad lo contrario:  desde el punto de vista de las percepciones de un consumidor no hay similitud entre un casino real y un casino virtual.

3.156 Los Estados Unidos sostienen que Antigua prescinde además de importantes diferencias en cuanto al ámbito de disponibilidad de los diferentes servicios, en especial en lo que respecta a los menores.  En la medida en que pueden ofrecerse legalmente, los servicios de juegos de azar en los Estados Unidos están sujetos a intensos controles reglamentarios que limitan su ámbito de disponibilidad, que con frecuencia se reduce a un establecimiento determinado.  Además, no hay ninguna forma de impedir que los menores tengan acceso a servicios de juegos de azar suministrados por medios de comunicación a distancia que sea comparable a los sistemas de que se dispone en conexión con el suministro de servicios de juegos de azar en los Estados Unidos.  De forma análoga, Antigua no aborda los riesgos relativos a la aplicación de la ley, la adicción y otros unidos al suministro a distancia de los servicios de juegos de azar.  Esos riesgos hacen que los servicios de juegos de azar suministrados por Internet o por otra forma de suministro a distancia no sean en absoluto "similares" a otros tipos de servicios de juegos de azar.  El Órgano de Apelación ha manifestado, en el contexto de las mercancías, que "en nuestra firme opinión, las pruebas relacionadas con los riesgos para la salud que conlleva un producto pueden ser pertinentes en un examen de la 'similitud' hecho en el marco del párrafo 4 del artículo III del GATT de 1994".
  De forma análoga, en el contexto de las alegaciones de similitud de Antigua en el marco del artículo XVII del AGCS, resultan pertinentes los riesgos y las preocupaciones vinculadas a los servicios de juegos de azar objeto de suministro a distancia, que son considerablemente diferentes de los vinculados a otros servicios de juegos de azar.  Incumbe a Antigua la carga de probar que estos servicios de juego objeto de suministro a distancia son servicios "similares" a los prestados en los Estados Unidos a pesar de esas diferencias obvias incluidas, por ejemplo, las relativas a la aplicación de la ley y la protección de los consumidores, la protección de los jóvenes y la salud.  Antigua no ha satisfecho esa carga.

3.157 Antigua señala que el tercer eje principal de la defensa de los Estados Unidos frente a las alegaciones de Antigua y Barbuda es el intento de incluir los servicios de juegos de azar y apuestas ofrecidos por los proveedores de Antigua en una categoría no "similar" a la de los servicios de juegos de azar y apuestas prestados por proveedores internos en los Estados Unidos.  El argumento de los Estados Unidos se basa en una triple premisa.  En primer lugar, los Estados Unidos tratan de diferenciar entre diversos tipos de juegos y actividades de juego.  En segundo lugar, sostienen que la propiedad o estructura de las entidades concretas que prestan los servicios las hacen "no similares".  En tercer lugar, intentan hacer recaer sobre el suministro transfronterizo de servicios de juegos de azar el peso de preocupaciones relativas a los aspectos normativos, sanitarios y de aplicación de la ley que presumen al parecer que no son pertinentes en el caso de los servicios de juegos de azar y apuestas prestados por proveedores internos.

3.158 Antes de analizar detalladamente las alegaciones de los Estados Unidos, Antigua desea destacar algunas de las tergiversaciones y errores del análisis que hacen de esta cuestión.  En primer lugar, Antigua no concede licencias sólo para dos tipos de servicios de juegos.  En realidad, concede dos tipos de licencias de juego, y dentro del ámbito de esos dos tipos de licencias se ofrece un número considerable de juegos y posibilidades de juego.  Antigua señala que los Estados Unidos califican de "superficiales e infundadas" sus afirmaciones de que los servicios de juegos ofrecidos desde Antigua son "prácticamente idénticos" a los ofrecidos por los proveedores de servicios en los Estados Unidos y de que "los consumidores perciben como intercambiables los servicios de juegos de azar de Antigua y de los Estados Unidos".  Lejos de tratarse de afirmaciones superficiales e infundadas, las manifestaciones de Antigua están apoyadas por varias fuentes independientes citadas en la nota 271 supra.  Además, los Estados Unidos afirman que Antigua ha prescindido de "importantes diferencias" y "no aborda los riesgos relativos a la aplicación de la ley, la adicción y otros unidos al suministro a distancia de servicios de juegos de azar".  Lo cierto es que Antigua nunca ha prescindido de las posibles diferencias ni ha dejado de ocuparse de las cuestiones sociales;  lo que ocurre, simplemente, es que los Estados Unidos se han negado a dar ningún crédito al análisis extenso de la industria del juego y de los problemas relacionados con el juego que ha hecho Antigua, y ni siquiera han hecho ningún tipo de referencia a ese análisis.  Los Estados Unidos, de forma en absoluto inocente, parecen dar por hecho algo que Antigua niega categóricamente:  que hay riesgos en lo que respecta a la aplicación de la ley y la protección de los consumidores, la protección de los jóvenes y la salud, vinculados a los juegos y apuestas transfronterizas (o lo que los Estados Unidos prefieren llamar juegos y apuestas "a distancia" u "objeto de suministro a distancia") que son diferentes o más graves que los vinculados a los juegos de azar y las apuestas en el territorio estadounidense.  Como analizaremos más detalladamente, Antigua mantiene fundamentalmente que no hay ninguna base válida para establecer una distinción entre los servicios prestados por operadores de Antigua y los prestados por operadores de los Estados Unidos a los efectos del AGCS.

3.159 Antigua aduce que el defecto más grave del análisis que hacen los Estados Unidos del concepto de "similitud" del artículo XVII del AGCS tal vez radique en su absoluta falta de contexto.  De hecho, al margen de la referencia que hacen al informe del Órgano de Apelación en CE- Amianto en un (exagerado) esfuerzo por establecer que los riesgos para la salud pueden ser un factor pertinente a la determinación de la "similitud", los Estados Unidos no proporcionan ningún marco para su análisis.  Ello tal vez se deba a que los dos casos en los que tenemos noticia de que parece haberse planteado indirectamente la cuestión de la "similitud", los Grupos Especiales correspondientes se limitaron a concluir sin más que los servicios eran "similares".  La parquedad del análisis de la cuestión de la "similitud" en esos casos avala la observación ya formulada por Antigua de que, en el contexto de los servicios, la cuestión de la "similitud" es mucho menos importante, dada la facilidad con que los servicios pueden convertirse en "similares".

3.160 Según Antigua, el hecho de que los Estados Unidos no hayan facilitado al Grupo Especial el contexto de su análisis de la "similitud" puede deberse al hecho de que la alegación de este país no resistiría a un análisis completo de la "similitud" basado en el informe fundamental del Órgano de Apelación en CE - Amianto.  En ese asunto, el Órgano de Apelación examinó la determinación formulada por un grupo especial de que dos tipos de fibra y dos tipos de cemento que incorporaban dos tipos de fibra eran "similares" a los efectos del párrafo 4 del artículo III del GATT de 1994.  En su informe, el Órgano de Apelación, tras haber analizado exhaustivamente algunas de las dificultades inherentes a la determinación de la "similaridad" y estudiar la considerable jurisprudencia del GATT de 1994 sobre la materia, procedió a analizar la cuestión en función de cuatro criterios:  i) las propiedades físicas de los productos;  ii) la medida en que los productos pueden destinarse a los mismos usos finales o a usos finales similares;  iii) la medida en que los consumidores perciben y tratan a los productos como distintos medios posibles de cumplir determinadas funciones a fin de satisfacer una necesidad o demanda determinada;  y iv) la clasificación internacional de los productos a efectos arancelarios.  Antes de aplicar esos criterios a los hechos del presente procedimiento, es importante destacar otras orientaciones útiles que pueden inferirse del informe del Órgano de Apelación en CE - Amianto.  En primer lugar, en el párrafo 92 de su informe, el Órgano de Apelación reconoció que los productos "similares" pueden tener características o cualidades diferentes, y que son importantes aspectos de un análisis de la "similitud" los siguientes:  i) la determinación de las características o cualidades que son importantes para evaluar la "similitud", ii) la determinación del grado o la medida en que los productos deben tener cualidades o características comunes para ser considerados similares y iii) la decisión sobre desde el punto de vista de quién debe juzgarse la "similitud".  En segundo lugar, al analizar el texto del GATT de 1994, similar esencialmente al del párrafo 1 del artículo XVII del AGCS, el Órgano de Apelación llegó a la conclusión, recogida en el párrafo 99 de su informe, de que la determinación de la "similitud" era "fundamentalmente una determinación de la naturaleza y medida de la relación de competencia entre dos o más productos".

3.161 Volviendo a los cuatro criterios aplicados en CE - Amianto, Antigua y Barbuda sostiene que una comparación de las propiedades físicas resulta por su propia naturaleza más problemática en el caso de un servicio que en el de un producto concreto, especialmente habida cuenta de los diversos métodos que pueden utilizarse para suministrar un servicio.  Aunque los Estados Unidos no han expuesto su análisis de la "similitud" en el contexto de CE - Amianto, los criterios establecidos en ese asunto pueden ser aplicables a:  i) las diferencias ostensibles entre los servicios de juegos de azar y apuestas de Antigua y los de los proveedores estadounidenses, que se derivan fundamentalmente del hecho de que los primeros son servicios "a distancia" o suministrados de forma transfronteriza y ii) las diferencias ostensibles entre los servicios de juegos de azar y apuestas de Antigua y los de los proveedores estadounidenses, que se derivan del hecho de que el resultado de determinados juegos ofrecidos por operadores de Antigua está determinado por medios informáticos y no por las leyes del mundo físico.  El argumento fundamental y más detallado de los Estados Unidos, basado esencialmente en el examen de las diferencias superficiales entre juegos de azar "tradicionales" y juegos de azar "a distancia", es que el suministro transfronterizo por medios de comunicación a distancia, en sí mismo y por sí mismo, convierte a los servicios de Antigua (y a sus proveedores de servicios) en "no similares" a los servicios y proveedores internos.  Como se ha explicado antes, esto no puede ser así normalmente en el supuesto de que un Miembro haya asumido un compromiso de "trato nacional" respecto del suministro transfronterizo de servicios.  El suministro transfronterizo exige por definición la utilización de medios de comunicación a distancia, por lo que si del modo diferente de suministro hubiera de inferirse ipso facto que los servicios no son similares, esa conclusión privaría de sentido a los compromisos asumidos por los Miembros con respecto al suministro transfronterizo en el marco del AGCS.  De hecho, los propios Estados Unidos han declarado en una comunicación a la OMC sobre el comercio electrónico que "no cabe poner en duda que los compromisos existentes sobre acceso a los mercados y trato nacional incluyen el suministro de los servicios por medios electrónicos, en aplicación del principio de neutralidad de la tecnología".

3.162 En consecuencia, Antigua y Barbuda sostiene que, en el contexto de un compromiso de un Miembro en materia de trato nacional respecto del suministro transfronterizo, debe, en todo caso, presumirse que el hecho de que los servicios se presten mediante suministro transfronterizo no puede, por sí sólo, hacer que un servicio no sea "similar" a un servicio prestado dentro del país.  Antigua admite que en determinadas circunstancias concretas cabe la posibilidad de que se considere que un servicio no es "similar" únicamente por ser suministrado de forma transfronteriza.  No obstante, de conformidad con el análisis que ha hecho Antigua y con la posición expuesta por el Japón en su comunicación de tercero, Antigua y Barbuda considera que incumbe a los Estados Unidos la carga de refutar lo que debería considerarse una presunción prima facie de "similitud" de los servicios suministrados de forma transfronteriza.  En cambio, Antigua discrepa del Japón en la medida en que este país sostiene que es posible considerar que el suministro transfronterizo no es "similar" al suministro interno por la simple razón de la diferencia que existe entre uno y otro en cuanto a las circunstancias normativas.  Como observan las Comunidades Europeas, esta interpretación privaría de sentido a los compromisos sobre el suministro transfronterizo, porque las circunstancias normativas serán casi siempre diferentes en lo que respecta a este suministro.  Como ocurre ahora en el caso de Antigua, un Miembro podría simplemente negarse a aceptar el marco normativo de otro Miembro o a admitir la habilitación de los proveedores de servicios de otro Miembro con arreglo a su propio marco normativo.  Además, este enfoque estaría en contradicción con el adoptado con el Órgano de Apelación en asuntos como Estados Unidos - Gasolina.  En un nuevo intento de catalogar a los servicios de juegos de azar y apuestas de Antigua como "no similares" a los de los proveedores de los Estados Unidos, los Estados Unidos hacen referencia a determinadas preocupaciones en cuanto a la aplicación de la ley y la salud para afirmar que el suministro transfronterizo de servicios de juegos de azar y apuestas por medios de comunicación a distancia no es "similar" a los servicios de juegos de azar y apuestas en los Estados Unidos en un grado que exige un trato radicalmente diferente en el marco del AGCS.  Antigua, como hizo el Órgano de Apelación en CE - Amianto, considerará en la presente diferencia que los riesgos para la salud que conlleva un producto son parte de sus "propiedades físicas".

3.163 Antigua señala que las "preocupaciones" primordiales de los Estados Unidos a este respecto parecen ser las siguientes:  i) el riesgo de participación de menores de edad en el juego de azar;  ii) el riesgo del aumento de las ludopatías;  iii) el riesgo de que se abuse de los proveedores de servicios no nacionales con fines de blanqueo de dinero;  y iv) el mayor riesgo de delitos y fraudes y otros problemas relacionados con la protección de los consumidores.  Antigua destaca en primer lugar que los Estados Unidos no prueban sus manifestaciones acerca de las "diferencias" entre la naturaleza de esos riesgos en los juegos de azar "a distancia" y los juegos de azar en el territorio del país.  Los escasos indicios de "prueba" presentados por los Estados Unidos a este respecto no deben en ningún caso considerarse suficientes para justificar una distinción entre servicios a los efectos del artículo XVII del AGCS.  En el párrafo 114 de su informe en CE - Amianto, el Órgano de Apelación destacó que era especialmente importante que los grupos especiales se centraran en aquellas propiedades físicas de los productos que es probable que influyan en la relación de competencia en el mercado.  En ese asunto, el Órgano de Apelación determinó que los riesgos que sin duda entrañaban por su propia naturaleza para la salud las propiedades físicas de las fibras de amianto afectarían a la posición competitiva del producto en el mercado, por cuanto si era lógico inferir que pudieran optar entre dos productos similares por otro concepto, la mayoría de los consumidores preferirían un producto no carcinogénico a otro producto competidor que tiene un carácter carcinogénico probado.  Con arreglo a este análisis, Antigua y Barbuda consideran que los supuestos riesgos normativos y para la salud a que han hecho referencia los Estados Unidos en el presente procedimiento tienen en este caso una repercusión considerablemente distinta que los riesgos para la salud en litigio en el asunto CE - Amianto.  En concreto, los factores expuestos por los Estados Unidos no pueden influir, en ningún aspecto importante, en la decisión de un consumidor de utilizar los servicios de un proveedor autorizado y sujeto a reglamentación de Antigua en lugar de los de un proveedor autorizado y sujeto a reglamentación de los Estados Unidos, y, en realidad, el hecho de que un número tan elevado de consumidores estadounidenses utilicen los servicios de empresas dedicadas a la explotación de juegos de Antigua confirma que esas preocupaciones no son pertinentes desde el punto de vista del consumidor.  Las posibles preocupaciones en cuanto a la aplicación de la ley y la salud expuestas por los Estados Unidos son preocupaciones de las autoridades, y no del jugador individual, y, en consecuencia, no pueden influir en la decisión del consumidor.  En caso de que esas preocupaciones tuvieran influencia en el presente asunto, la tendrían en el contexto del artículo XIV del AGCS.  De hecho, en su informe en CE - Amianto, el Órgano de Apelación se refirió expresamente a este punto al declarar en el párrafo 115 (las cursivas figuran en el original) lo siguiente:

"Con arreglo al párrafo 4 del artículo III, las pruebas relativas a los riesgos para la salud pueden ser pertinentes para evaluar la relación de competencia en el mercado entre productos que se alega que son 'similares'.  Las mismas pruebas u otras análogas, sirven para un propósito diferente en el marco del apartado b) del artículo XX:  el de apreciar si un Miembro tiene motivos suficientes para 'adopt[ar] o apli[car]' una medida incompatible con las obligaciones dimanantes de la OMC, por razones vinculadas con la salud humana."

3.164 No cabe duda de que el apartado b) del artículo XX del GATT de 1994 tiene el mismo contenido fundamentalmente que el artículo XIV del AGCS.  No obstante, los Estados Unidos no han formulado en el presente procedimiento una defensa al amparo del artículo XIV.

3.165 Antigua señala que el segundo argumento de los Estados Unidos relativo a las propiedades físicas parece ser que, en los juegos de selección aleatoria ofrecidos por los operadores de Antigua, la selección aleatoria se realiza por medios informáticos y no es fruto de las leyes del mundo físico.  Esta distinción afecta únicamente a los juegos de selección aleatoria y no a las apuestas deportivas o a los juegos de naipes, que es de suponer que los Estados Unidos no tratan de diferenciar basándose en ese aspecto.  En su exposición, los Estados Unidos no hacen referencia al hecho de que en el caso de casi todos los juegos de selección aleatoria ofrecidos en los Estados Unidos, la selección aleatoria es realizada por una máquina y no es fruto exactamente de las "leyes del mundo físico".  Tal es el caso de las loterías, las máquinas de juego y las mesas de juego como la ruleta.  Algunas máquinas de juego disponibles legalmente en Estados Unidos son mecánicas (por ejemplo, las máquinas tragamonedas tradicionales, aunque un número cada vez mayor de máquinas tragamonedas "tradicionales" son de hecho ordenadores dotados de una fachada mecánica), y otras electrónicas (por ejemplo, las videoterminales de lotería y las videoterminales de póquer y de otros juegos de naipes).  De hecho, con frecuencia los jugadores de los Estados Unidos no saben si el dispositivo que lleva a cabo la selección aleatoria es electrónico o mecánico.  Es evidente que no es posible establecer una diferencia importante o significativa entre los juegos de los Estados Unidos y los juegos de Antigua en función de este aspecto.  Más importante aún es el hecho de que las pruebas aportadas por Antigua y la difusión de los juegos de azar a distancia en los Estados Unidos ponen de manifiesto que esta supuesta "diferencia física" en el funcionamiento de los diversos juegos no tiene ninguna repercusión en las preferencias del consumidor ni en la posición de competencia de los proveedores de servicios transfronterizos de juegos de azar con respecto a los proveedores internos, ni los Estados Unidos han aportado pruebas que indiquen que a los consumidores les importe lo más mínimo si una máquina produce su resultado de forma electrónica o mecánica.  En consecuencia, Antigua concluye que los Estados Unidos no han expuesto argumentos ni aportado pruebas suficientes que apoyen la conclusión de que los servicios de juegos de azar y apuestas de los Estados Unidos y de Antigua no son "similares" debido a diferencias en las "propiedades físicas".

3.166 En relación con los criterios segundo y tercero formulados en CE - Amianto, a los que el Órgano de Apelación se refiere de forma sintética en el párrafo 117 de su informe como "usos finales" y "gustos y hábitos del consumidor", Antigua examina conjuntamente estos dos criterios, a los que el Órgano de Apelación en CE - Amianto consideró especialmente importantes porque "comprenden algunos de los elementos esenciales relativos a la relación de competencia entre los productos [...]".  Datos de fuentes independientes ya presentados por Antigua (véase nota 271) ponen de manifiesto que los consumidores de los Estados Unidos pasan de los servicios de juegos de azar y apuestas ofrecidos en el país a los servicios de juegos de azar y apuestas ofrecidos de forma transfronteriza por medios de comunicación a distancia y viceversa.  Estos datos indican claramente que los dos modos de suministro de servicios compiten de hecho entre sí.  La admisión por los Estados Unidos de la existencia de una "extraordinaria expansión" y un "vertiginoso aumento"
 de ese tipo de juegos confirma asimismo este extremo.  Antigua y Barbuda considera que nadie discute que:  i) la venta de música por Internet compite con la venta de música en las tiendas tradicionales;  ii) el suministro de servicios especializados de noticias por Internet compite con el suministro de esos servicios mediante papel impreso;  y iii) la venta de libros, vinos, automóviles u otros productos por Internet o a través de catálogos de venta por correo compite con la venta de esos productos en establecimientos tradicionales.  En todos esos casos es evidente que los modelos de empresa tradicional y de empresa basada en Internet compiten porque pueden satisfacer los mismos usos finales y los consumidores los perciben como intercambiables.  No hay ninguna razón para que el caso de los servicios de juegos de azar y de los proveedores de esos servicios sea diferente, ni los Estados Unidos han aportado ninguna prueba de esa diferencia.

3.167 Antigua señala que los Estados Unidos alegan que es preciso considerar los dos modos de suministro de los servicios de juegos de azar y apuestas en litigio en el presente asunto de forma diferente de la que sugieren los ejemplos que se acaban de citar, por cuanto los casinos tradicionales utilizan para atraer clientes técnicas de comercialización tales como espectáculos con estrellas conocidas, comidas gratuitas y efectos audiovisuales que los proveedores transfronterizos no pueden ofrecer.  Este aspecto no es pertinente porque se refiere a las técnicas de comercialización y no al servicio o al proveedor del servicio.  Lo importante es, como recuerda el Órgano de Apelación en CE - Amianto
, que algunas características pueden ser importantes y otras no al determinar la "similitud".  Por ejemplo, aunque puede haber varias diferencias superficiales entre la apariencia de una máquina tragamonedas en un casino y de una máquina tragamonedas generada por ordenador en una terminal, ambas implican una actividad lúdica no supervisada de una persona que con frecuencia se sienta sola delante de la máquina o del ordenador.  La mera afirmación de los Estados Unidos de que los juegos y servicios de Antigua son "diferentes" de los proporcionados por los proveedores en el territorio de los Estados Unidos no es una prueba.  Además, los Estados Unidos no aportan pruebas de que las supuestas "diferencias" tengan alguna repercusión en el "uso final" de los servicios o en los "gustos y hábitos del consumidor".  En cambio, Antigua ha demostrado que los productos que se ofrecen compiten entre sí para suscitar la atención del consumidor.

3.168 Antigua observa que los Estados Unidos citan diversas "diferencias", pero no indican que la supuesta diferencia tenga algún efecto probatorio.  Por ejemplo, los Estados Unidos manifiestan (véase supra párrafo 3.154) que "[d]e hecho Antigua aporta en realidad datos que prueban que las apuestas deportivas con un corredor de apuestas no son similares a las apuestas mutuas al observar que 'cuando hace una apuesta por intermedio de un corredor de apuestas, el jugador apuesta contra el corredor y no contra otros jugadores, como ocurre con las apuestas mutuas'".  Pero, tras formular esta observación, los Estados Unidos no alegan, ni mucho menos demuestran, que al jugador le preocupe en absoluto si apuesta contra un corredor o contra otros jugadores.  Sobre la base del análisis precedente, Antigua y Barbuda sostiene que, en relación con la posibilidad de ser destinados a los mismos usos finales o a usos finales similares y con la percepción del consumidor, los servicios de juegos de azar y apuestas de Antigua y de los Estados Unidos deben considerarse "similares" a efectos del artículo XVII del AGCS.

3.169 El cuarto y último criterio de "similitud" considerado por el Órgano de Apelación en CE - Amianto es la clasificación arancelaria del producto.  En el contexto de la presente diferencia esa clasificación es la clasificación de los servicios ofrecidos que figura en el documento W/120 y en la CPC.  Como ha puesto ya de manifiesto Antigua, tanto el documento W/120 como la CPC establecen una sola categoría aplicable a los servicios de juegos de azar y apuestas, lo que reviste especial importancia dada la amplitud de la CPC y el enorme número de categorías que se establecen en ella.  Después de examinar, con bastante detenimiento, la aplicabilidad de la metodología utilizada en CE - Amianto en relación con la "similitud" a los hechos de la presente diferencia con los Estados Unidos, Antigua no puede menos de llegar a la conclusión de que los servicios de juegos de azar y apuestas de Antigua son "similares" a los ofrecidos por los proveedores de los Estados Unidos a efectos del AGCS.

3.170 En lo que respecta a la cuestión de los "proveedores de servicios similares", Antigua destaca el argumento de los Estados Unidos de que los proveedores de servicios de Antigua no son "similares" a determinados proveedores de servicios de origen estadounidense, en concreto las loterías estatales, las "asociaciones que controlan los servicios de apuestas mutuas hípicas" o "cualquier otro tipo especial de proveedores que opere en los Estados Unidos".  A este respecto, Antigua y Barbuda coincide con las Comunidades Europeas en que la propiedad de una entidad proveedora de servicios no puede tener ninguna influencia en la determinación de la "similitud" de los proveedores de servicios.  Lo contrario estaría en contradicción con el principio de interpretación efectiva de los tratados, por cuanto resultaría muy fácil a los Miembros de la OMC eludir el artículo XVII del AGCS otorgando autorizaciones únicamente a operadores nacionales calificados de "especiales" como las empresas de propiedad estatal, anulando así en gran medida los efectos del AGCS en sectores tales como los servicios postales y de telecomunicaciones, en los que los Miembros suelen mantener monopolios estatales.  En tal caso, incluso los Miembros que hubieran asumido compromisos plenos en materia de acceso a los mercados y de trato nacional podrían impedir de forma sencilla y eficaz todo tipo de competencia de otros Miembros.  Además, Antigua no entiende cómo pueden los Estados Unidos aducir que ello no viola el artículo XVI y, en el contexto del artículo XVII, justificar su negativa a autorizar a operadores de Antigua basándose en que sólo conceden autorizaciones a operadores "especiales" de origen estadounidense.  No cabe duda de que un Miembro no puede aducir simultáneamente, de un lado, que no mantiene monopolios y derechos exclusivos, por lo que no viola el artículo XVI y, de otro, que no puede otorgarse una licencia a operadores extranjeros porque éstos no son similares a los operadores "especiales" de origen estadounidense a los que se ha otorgado una licencia.  En un plano más elemental, no hay simplemente ninguna prueba que indique que los consumidores se preocupen lo más mínimo de la estructura jurídica o la identidad de los proveedores de servicios de juegos de azar "similares", y es muy posible que la "similitud" de los proveedores de servicios tenga escasa pertinencia funcional en el presente caso.  En circunstancias similares, el Órgano de Apelación, en el párrafo 7.322 de su informe en CE - Banano III, se limitó a concluir que "en la medida en que las entidades suministran esos servicios similares son también proveedores de servicios similares".

3.171 Aunque Antigua y Barbuda cree firmemente que la cuestión de la "similitud" se ha resulto adecuadamente y de forma concluyente a su favor, considera también que los Estados Unidos han planteado algunas cuestiones tangenciales que es preciso abordar.  En especial, los Estados Unidos se refieren a diferencias en las características del juego tales como las reglas de juego, pero no tratan de explicar cómo pueden establecer, sobre esta base, una distinción entre los servicios de juegos de azar de Antigua y los servicios de juegos de azar de origen estadounidense.  No todas las diferencias -en la medida en que lo sean realmente- pueden justificar un trato diferente (ni menos aún un trato radicalmente diferente) en el marco de un tratado sobre el comercio internacional.  No cabe duda de que un automóvil rojo no es "similar" a un automóvil azul en un aspecto, en concreto el color, pero este hecho no permite un trato diferente en el marco del derecho de la OMC.  Dada la necesidad de los proveedores de servicios de juegos de azar y apuestas "a distancia" de competir eficazmente con los operadores en el país, en la mayoría de los casos, se hacen importantes esfuerzos para crear juegos y generar "sensaciones" lo más similares posibles a los productos internos.  A este respecto, Antigua y Barbuda declara que no tiene noticia de ningún producto ofrecido por sus proveedores de servicios de juegos de azar y apuestas que no tenga un equivalente claro en los juegos ofrecidos por proveedores internos en los Estados Unidos.

3.172 A este respecto es importante también que el Grupo Especial tenga presente que el debate sobre la similitud en el presente caso no se produce en el contexto de la existencia en los Estados Unidos de un sistema de autorizaciones basado en criterios objetivos de carácter cualitativo, contexto que cabría prever normalmente en un debate en el marco del artículo XVII.  Los servicios de juegos de azar de Antigua no están prohibidos en los Estados Unidos por razón de las reglas del juego o de otras características específicas, ni pueden convertirse en legales mediante la adaptación de las características del juego a criterios objetivos de carácter cualitativo.  Están prohibidos porque se suministran desde el extranjero.  En consecuencia, las características específicas del juego no son pertinentes a la presente diferencia porque cualesquiera que éstas sean o puedan ser, en el ordenamiento jurídico estadounidense los servicios transfronterizos de juegos de azar de Antigua de cualquier tipo -aun en caso de que sean absolutamente idénticos en todos sus aspectos a los servicios prestados en el mercado interno de los Estados Unidos- seguirían estando prohibidos.

3.173 En cuanto a las preocupaciones relativas a la aplicación de la ley y a la salud, Antigua considera que, como ocurre con respecto a las "diferencias" entre los diversos juegos o servicios suministrados por operadores de juego de Antigua y los prestados por operadores de los Estados Unidos, su anterior análisis en el contexto del asunto CE - Amianto aborda plenamente los efectos de las preocupaciones relativas a la aplicación de la ley y a la salud que resultan pertinentes al formular una determinación sobre la "similitud".  No obstante, es preciso ocuparse específicamente de forma más detallada de las numerosas alegaciones no fundadas que los Estados Unidos hacen con respecto a las cuestiones relativas a la aplicación de la ley y a la salud.  Como se ha indicado antes, las preocupaciones de los Estados Unidos parecen referirse a cuatro esferas distintas:  i) la participación de menores de edad en los juegos de azar;  ii) la ludopatía;  iii) el blanqueo de dinero;  y iv) las preocupaciones relacionadas con la delincuencia organizada y otros tipos de actividad delictiva, el fraude y la protección de los consumidores.  En primer lugar, Antigua observa que los Estados Unidos no aportan en su primera comunicación ninguna prueba de que cualquiera de esos problemas esté especialmente vinculado con el suministro transfronterizo de servicios de juegos de azar y apuestas desde Antigua ni refutan las pruebas sustanciales en contrario presentadas por Antigua.  Antigua demostrará no sólo que no hay pruebas de que haya patologías o problemas de otro tipo, diferentes de los asociados tradicionalmente con el juego en general, vinculados a los servicios transfronterizos de juegos de azar, sino también que no hay pruebas de que esos juegos lleven aparejados mayores niveles de patología o mayores riesgos en lo que respecta a la aplicación de la ley que los servicios de juegos de azar que se ofrecen en el mercado interno.

3.174 Antigua sostiene que, al analizar las cuestiones relativas a la participación de jóvenes en los juegos de azar, es importante destacar que tanto Antigua y Barbuda como los Estados Unidos establecen una edad legal mínima para jugar.  No obstante, los Estados Unidos, a diferencia de Antigua y Barbuda, que prohíbe rigurosamente la participación en juegos de azar de menores de 18 años, permiten en 19 Estados aproximadamente que menores de 18 años participen, solos o en presencia de sus padres, en juegos benéficos de bingo o "pull tabs".
  Los Estados Unidos aseguran, como se refleja en el párrafo 3.18, que los juegos de azar a distancia generan un riesgo inadmisible e incontrolable de participación de menores en juegos de azar, pero, como cabía esperar, no aportan pruebas en apoyo de esta afirmación.  Los únicos elementos relativos a la participación de menores en juegos de azar a que los Estados Unidos hacen referencia no se refieren a los juegos de azar a distancia.  De hecho, numerosas investigaciones han puesto de manifiesto la participación de menores en juegos de azar en los Estados Unidos, pero todas esas investigaciones se refieren a las posibilidades tradicionales de juego ofrecidas por los operadores dentro de los Estados Unidos.  La NGISC informa de lo siguiente:

"Aunque es ilegal en todos los Estados, la venta de billetes de lotería a menores tiene lugar con una frecuencia preocupante.  Por ejemplo, en una encuesta realizada en Minnesota entre adolescentes de 15 a 18 años de edad se constató que el 27 por ciento de ellos había comprado billetes de lotería.  Los niveles correspondientes a Louisiana, Texas y Connecticut, respectivamente, eran aún más elevados (el 32, el 34 y el 35 por ciento).  En Massachusetts, Connecticut y otros Estados el público en general puede adquirir billetes de lotería en máquinas de venta en autoservicio, frecuentemente sin que nadie vigile quién compra esos billetes.  En consecuencia, no es sorprendente que en una encuesta realizada por la oficina del Fiscal General de Massachusetts se haya constatado que menores de edad no superior a nueve años pudieron adquirir billetes de lotería en el 80 por ciento de las ocasiones en que lo intentaron y que el 66 por ciento de los menores consiguieron apostar en juegos de "keno".  El 75 por ciento de los estudiantes de los últimos cursos de enseñanza secundaria de Massachusetts declaran haber jugado a la lotería."

3.175 Antigua y Barbuda no tiene conocimiento de ninguna investigación en la que se haya constatado que la participación de menores en juegos de azar a distancia constituye un problema importante.  La razón obvia de ello es que ese tipo de juegos requiere la utilización de instrumentos financieros tales como tarjetas de crédito de las que no suelen disponer los menores.  Debido a este importante obstáculo práctico, las formas de juego disponibles en los Estados Unidos, autorizadas legalmente y en las que se utiliza en gran escala dinero en efectivo, constituyen una opción mucho más atractiva para los jugadores menores de edad.  Los Estados Unidos aducen también que no es posible impedir que los menores utilicen los servicios de juegos de azar a distancia y afirman, según se refleja en el párrafo 3.25, que "los menores tienen fácil acceso a instrumentos de pago, y hasta ahora no se ha desarrollado ninguna tecnología que permita imponer a los juegos de azar por Internet límites ni siquiera parecidos a los que es posible aplicar en otros casos, en que esos juegos se pueden limitar físicamente y se puede controlar estrictamente el acceso a los mismos".  No obstante, es difícil entender cómo un sistema de restricción en función de la edad puede ser menos eficaz que lo es en la situación descrita en el párrafo de la NGISC concerniente a la participación de menores en los juegos de lotería.  Especialmente difícil de entender es, a juicio de Antigua y Barbuda, habida cuenta de sus alegaciones con respecto al acceso de los menores a los instrumentos de pago y a la inexistencia de una tecnología de control, que los Estados Unidos hayan adoptado recientemente una legislación que tiende a proteger a los menores frente al contenido perjudicial de los productos ofrecidos por Internet y en la que se prevé expresamente la posibilidad de que los operadores se protejan frente a las alegaciones de violación de las leyes utilizando como medio exclusivo de pago tarjetas de crédito con el fin de impedir el acceso de menores a productos de contenido perjudicial, como la pornografía.
  El Reino Unido también utiliza el hecho de que los menores no tienen acceso a sistemas de pago como las tarjetas de crédito para impedir la utilización por menores de servicios de juegos de azar a distancia.

3.176 En lo que respecta a la ludopatía, Antigua señala que, en 2001, un grupo de siete destacados expertos en psicología del juego, entre ellos el doctor Howard Shaffer de la Universidad de Harvard (citado por los Estados Unidos) publicó un artículo fundamental en el Journal of Gambling Studies.  En él se hacía un llamamiento a los científicos que investigan el comportamiento de los jugadores para que adoptaran un enfoque más serio y "científico" al formular declaraciones acerca de las repercusiones del juego.  En el artículo, estos expertos manifestaban que "las esferas en las que no se ha llegado aún a una madurez científica, como los estudios sobre los juegos de azar, dan también la oportunidad a autores semicientíficos e incluso charlatanes de inducir a la opinión pública, a los responsables políticos e incluso a ellos mismos a pensar que sus 'pruebas' avalan un régimen, una relación de causalidad o una política pública determinados".
  A este respecto Antigua señala que como se refleja en el párrafo 3.18, los Estados Unidos sostienen que los sitios de los juegos de azar en la Web se han diseñado de forma que se asemejen a videojuegos, por lo que resultan especialmente atractivos a los niños.  Esta conclusión se basa en una declaración del Vicepresidente de la Liga Nacional de Fútbol, el cual es seguramente un experto en fútbol, pero no un psicólogo que estudie el comportamiento de los jugadores.  En cualquier caso, ninguno de los juegos que se ofrecen desde Antigua y Barbuda está diseñado para asemejarse a un videojuego con el fin de atraer a los niños.

3.177 Antigua y Barbuda ha estudiado minuciosamente los trabajos sobre los problemas relacionados con el juego, y no ha podido encontrar un conjunto claro de pruebas científicas que apoyen la afirmación de los Estados Unidos de que los juegos de azar a distancia entrañen más problemas que otras formas de juego en lo que respecta al juego compulsivo o a otras formas de ludopatía.  No obstante, para fundamentar mejor sus conclusiones, Antigua y Barbuda contrató los servicios de expertos de prestigio internacional en la esfera de la ludopatía para que le asesoraran con respecto a las pruebas de problemas concretos asociados con los juegos de azar a distancia (y especialmente con los juegos por Internet).  Esos expertos confirmaron los resultados de las propias investigaciones de Antigua, y de hecho todos ellos han llamado la atención sobre algunas esferas en las que el juego por Internet puede presentar menos riesgos asociados con los problemas relacionados con el juego que el juego por medios tradicionales.

3.178 Antigua sostiene que, en relación con el blanqueo de dinero, los Estados Unidos hacen, como se recoge en el párrafo 3.16, la afirmación no fundamentada de que "[l[as actividades de suministro a distancia de servicios de juegos de azar proporcionan a los delincuentes una vía fácil para el lavado de dinero (...)".  Los Estados Unidos añaden que "[e]n esta industria, el empleo de efectivo es mucho más frecuente que en las operaciones comerciales realizadas en las formas convencionales por teléfono o a través de Internet;  no obstante, la industria no está comprendida en el marco de las estructuras especiales de reglamentación y supervisión establecidas para los servicios financieros".  Los Estados Unidos llegan a la conclusión, recogida en el párrafo 3.25, de que "las medidas adoptadas por Antigua para reglamentar los juegos de azar y el lavado de dinero no bastan para abordar las cuestiones fundamentales que se plantean con respecto al suministro a distancia de los juegos de azar".  No hay más aclaraciones sobre la supuesta insuficiencia de las medidas de Antigua y Barbuda contra el blanqueo de dinero.  Los Estados Unidos se limitan a declarar que esas medidas son insuficientes y de esa forma prescinden del hecho de que organismos internacionales como el Grupo de Acción Financiera ("GAFI") y el Grupo de Acción Financiera del Caribe han reconocido la eficacia de la legislación de Antigua contra el blanqueo de dinero.  Los Estados Unidos prescinden incluso del hecho de que ellos mismos suprimieron una denominada "instrucción financiera" en relación con el blanqueo de dinero que habían impuesto en 1999 con respecto a Antigua y Barbuda.  En ella se instaba a las instituciones financieras a "someter a una vigilancia más estrecha todas las transacciones financieras cuyo destino sea Antigua y Barbuda o que tengan origen en Antigua y Barbuda".
  En 2001, los Estados Unidos consideraron que esa instrucción ya no era necesaria debido a las modificaciones de la reglamentación de Antigua y Barbuda y la suprimieron.  Al suprimirla, no exceptuaron las transacciones relacionadas con los juegos de azar y apuestas.  La explicación de los Estados Unidos de las razones por las que las empresas que suministran juegos de azar a distancia facilitan a organizaciones delictivas una vía fácil para el blanqueo de dinero no es verosímil.  Los Estados Unidos parecen aducir que es posible blanquear dinero colocándolo en una cuenta de juego, perdiendo una pequeña cantidad de dinero y solicitando el reembolso del saldo (lo que al parecer haría de algún modo imposible de rastrear la fuente inicial).  El Reglamento del Juego de Antigua no sólo exige que las ganancias se paguen a la misma cuenta bancaria o tarjeta de crédito con cargo a la que se hizo efectiva la apuesta, sino que prohíbe también la financiación de cuentas con cantidades en efectivo.  Además, la utilización de tarjetas de crédito y de otros instrumentos financieros deja una huella electrónica inconfundible y que es posible rastrear.

3.179 Antigua señala que según se refleja en la nota 72, los Estados Unidos se refieren también a los métodos de blanqueo de dinero que se describen supuestamente en un informe del GAFI.  No obstante, los ejemplos que se recogen en ese informe no describen la forma en que los juegos de azar por Internet pueden utilizarse como vía para el blanqueo de dinero.  En cambio, el informe del GAFI presentado como prueba por los Estados Unidos indica que "los fondos en efectivo siguen siendo la forma más importante, si no primordial, en la que se generan fondos ilícitos".
  Además, en ese informe se dice que se ha confirmado que "el juego en los casinos tradicionales constituye un canal ampliamente utilizado para el blanqueo de dinero en algunos ordenamientos del GAFI"
 y se hace referencia específicamente a los métodos concretos de los casinos de los Estados Unidos, con utilización de cajas de seguridad.  Por si quedara alguna duda acerca de las oportunidades de blanqueo de dinero que ofrecen las empresas de juegos de azar de los Estados Unidos, en las que se utilizan en gran escala cantidades en efectivo en comparación con las empresas de juegos de azar de Antigua y Barbuda que no utilizan efectivo, Antigua presenta un ejemplar de un reciente artículo de prensa en el que se describe cómo un importante casino de Las Vegas, que tiene un representante en Tokio, ha facilitado las operaciones de blanqueo de dinero de un miembro de una organización delictiva japonesa.
  La existencia de transacciones en efectivo en una operación de juego es fundamental para que el juego resulte interesante para el blanqueo de dinero.  Y dado que en los juegos de azar a distancia en Antigua no se utiliza dinero, ese tipo de juegos no resulta atractivo para el blanqueo de dinero.  Así lo confirma la GAO, que transmitió las siguientes conclusiones de su investigación sobre los juegos de azar por Internet:

"Los funcionarios encargados de la reglamentación del sector bancario y el juego no consideran que los juegos de azar por Internet sean especialmente vulnerables al blanqueo de dinero, especialmente cuando se utilizan para el pago de tarjetas de crédito, que dejan constancia de la transacción y están sujetas a límites relativamente bajos por transacción.  De forma análoga, los funcionarios que se ocupan de las tarjetas de crédito y de la industria del juego no consideran que los juegos de azar por Internet planteen riesgos especiales en lo que respecta al blanqueo de dinero.  (...) En general, los funcionarios que se ocupan de la industria del juego no consideran que los juegos de azar por Internet sean más o menos vulnerables al blanqueo de dinero que otras operaciones de comercio electrónico y han señalado que es posible que sea mejor someter a vigilancia al sector financiero -responsable del sistema de pagos- en lo que respecta a las actividades sospechosas conexas que a la propia industria del juego".

3.180 Antigua señala que el Reino Unido, que ha dedicado tiempo y esfuerzos considerables a estudiar la viabilidad de los juegos de azar por Internet, opina también que "parece haber escasas pruebas" de que el blanqueo de dinero a través de los sitios de juegos de azar de Internet constituya un "problema significativo" y que "puede afirmarse sin lugar a dudas que las transacciones relacionadas con los juegos de azar en línea pueden ser más seguras que las transacciones en efectivo realizadas en los establecimientos tradicionales de juego".

3.181 En lo que respecta a los problemas que se plantean en relación con los delitos, el fraude y la protección de los consumidores, Antigua señala que, como se refleja en el párrafo 3.15, los Estados Unidos alegan que "las autoridades encargadas de hacer cumplir la ley en América del Norte han obtenido pruebas de que esas organizaciones [delictivas] participan cada vez más activamente en el suministro a distancia de servicios de juegos de azar, incluso a través de Internet".  En el mismo párrafo, los Estados Unidos citan la declaración de un funcionario del Gobierno que manifiesta que "[t]enemos pruebas de que esas organizaciones se están introduciendo en la industria de los juegos de azar en Internet".  No obstante, los Estados Unidos no se molestan en hacer partícipe al Grupo Especial de esas "pruebas" con respecto a ninguno de esos supuestos y, como suele ocurrir con sus alegaciones, las alegaciones de los Estados Unidos acerca de la intervención de la delincuencia organizada en los juegos de azar por Internet no están en absoluto fundamentadas.  Según se refleja en el párrafo 3.17, los Estados Unidos siguen formulando declaraciones no fundamentadas, en gran medida no pertinentes, acerca de los riesgos de fraude que pueden ir asociados al suministro de servicios transfronterizos de juegos de azar.  No obstante, Antigua y Barbuda no comprenden la pertinencia de las loterías fraudulentas en el contexto de la presente diferencia, ni consideran que haya ninguna base para las alegaciones de los Estados Unidos de que "[l]as posibilidades de fraude aumentan cuando se ofrece la oportunidad de hacer apuestas desde localidades distantes".  Antigua señala en particular que en las "10 reclamaciones más frecuentes por fraude de los consumidores" presentadas como prueba por los Estados Unidos (que no se refieren específicamente al comercio electrónico) la categoría de los "premios, apuestas y loterías" ocupa el séptimo lugar, con el 4 por ciento de las reclamaciones, tras las subastas por Internet (13 por ciento), las reclamaciones relacionadas con los servicios por Internet y ordenadores (6 por ciento), la oferta de préstamos y protección crediticia previo pago de una cantidad (5 por ciento) y las ventas a domicilio y por catálogo (4 por ciento).  Aunque Antigua pone en tela de juicio la pertinencia de los "premios, apuestas y loterías" de la lista de las "10 reclamaciones más frecuentes", esas actividades figuran inmediatamente antes que las oportunidades comerciales y planes de trabajo a domicilio, que alcanzan el 3 por ciento, y de los servicios telefónicos y la atención de salud, a las que corresponden en cada caso el 2 por ciento.  Aunque Antigua no toma a la ligera las cuestiones relacionadas con la aplicación de la ley y a la salud, lo cierto es que esas preocupaciones son aplicables a los juegos de azar y apuestas en general, y en realidad a un gran número de actividades económicas diferentes, y no sólo al suministro transfronterizo o "a distancia" de servicios de juegos de azar y apuestas.  Y Antigua y Barbuda han decidido -como han decidido los Estados Unidos- que una reglamentación eficaz puede reducir los riesgos y problemas, que actualmente se plantean a un mínimo aceptable.

3.182 Los Estados Unidos reiteran que Antigua no ha probado la premisa fundamental de que sus servicios y proveedores de servicios son "similares" a los servicios y proveedores de servicios de los Estados Unidos, ni ha demostrado que las medidas específicas estadounidenses otorguen a los servicios y proveedores de servicios de Antigua un trato menos favorable.  Las diferencias de opinión entre Antigua y los Estados Unidos se derivan de una discrepancia fundamental en la forma en que uno y otro país entienden el principio del trato nacional.  Antigua parece alegar que un compromiso transfronterizo en relación con los servicios de juegos de azar implicaría que la autorización de cualesquiera servicios internos de juegos de azar internos abre la puerta a todas las formas de suministro transfronterizo de juegos de azar, con independencia de la similitud de los servicios o proveedores de servicios.  De aplicarse esta novedosa concepción del trato nacional al ejemplo de los servicios médicos antes citado, en la medida en que se permitiera, en determinadas condiciones, a determinados médicos nacionales diagnosticar a ciertos pacientes en el territorio de un Miembro, debería permitirse que todos los médicos allende sus fronteras diagnosticaran a todos sus pacientes por teléfono o por Internet en todo el territorio de ese Miembro.  Los Estados Unidos adoptan un punto de vista muy distinto.  Un compromiso de trato nacional respecto del suministro transfronterizo sólo faculta al proveedor de otro Miembro a ofrecer servicios en la medida en que los proveedores nacionales puedan ofrecer servicios similares, lo que significa simplemente que si los médicos nacionales no pueden diagnosticar a pacientes por teléfono o por otros medios de prestación de servicios a distancia, tampoco podrán hacerlo los médicos extranjeros.

3.183 Los Estados Unidos sostienen que después de haber analizado superficialmente la cuestión de la similitud de los servicios y proveedores de servicios en su primera comunicación, Antigua ha adoptado la estrategia de tratar de invertir la carga de la prueba, afirmando que "los Estados Unidos no han expuesto argumentos ni aportado pruebas suficientes que apoyen la conclusión de que los servicios de juegos de azar y apuestas de los Estados Unidos y de Antigua no son 'similares'".
  Antigua trata una vez más de prescindir de la atribución de la carga de la prueba a la parte reclamante en los procedimientos de solución de diferencias de la OMC.  Antigua es la parte que afirma que existe una violación del artículo XVII, y, por tanto, sólo a Antigua incumbe la carga de presentar datos y argumentos que demuestren la similitud.  Aunque en anteriores informes de grupos especiales y del Órgano de Apelación no hay un análisis excesivamente detallado de las cuestiones jurídicas que se plantean en torno a la similitud de servicios y proveedores de servicios, el marco básico para el análisis de estas cuestiones es claro.  Los grupos especiales que evalúen la similitud deben realizar un análisis fáctico caso por caso de los servicios y proveedores de servicios concretos de que se trate.  Al hacerlo, deben examinar las características de los servicios y proveedores supuestamente similares.  Estas características no están definidas en el texto del AGCS y varían según los casos.  Para realizar un análisis de esa naturaleza, este Grupo Especial debe identificar en primer lugar los servicios y los proveedores de servicios que está comparando.  Antigua ha descrito los servicios y proveedores de servicios a los que concede licencia como operadores de "casinos virtuales" en Internet y de apuestas deportivas por Internet y por teléfono.
  En consecuencia, la tarea del Grupo Especial parece consistir en determinar si Antigua ha establecido, en primer lugar, que sus servicios de "casino virtual" por Internet y sus proveedores de esos servicios son "similares" a los servicios y proveedores de servicios de juegos de azar en los Estados Unidos no prestados a distancia y si los servicios de apuestas deportivas por Internet y por teléfono de Antigua y los proveedores de esos servicios del Estado de Nevada (única parte de los Estados Unidos en que tales servicios están permitidos).

3.184 Los Estados Unidos no aceptan la sugerencia de Antigua de que el Grupo Especial debe examinar las características relacionadas con el "uso final" de un servicio o con "los gustos y preferencias del consumidor" en relación con ese servicio, incluidas las preferencias del consumidor y las características "físicas" del servicio.  En contra de lo que argumenta Antigua, esos factores no son en absoluto los únicos que deben tenerse en cuenta en un análisis de similitud en el marco del AGCS.  Como se ha expuesto antes, la similitud en el contexto de esta diferencia concreta depende en mayor medida de las características de la reglamentación a que están sujetos los servicios y los proveedores de esos servicios.  Suponiendo, a efectos de argumentación, que, no obstante, las percepciones del consumidor tengan importancia en un análisis de similitud en el marco del AGCS, un análisis completo de las características pertinentes que configuran las percepciones del consumidor arroja un resultado claramente desfavorable a una constatación de similitud entre los juegos de azar virtuales y reales.

3.185 Los Estados Unidos sostienen que los juegos de azar a distancia tienen consumidores diferentes.  Los propios datos de Antigua ponen de manifiesto que los clientes de los servicios de juegos de azar por Internet son diferentes de los de otros servicios de juegos de azar, como refleja la conclusión de Bear Stearns de que "los jugadores por Internet no son en general los mismos clientes que utilizan los servicios in situ".
  De hecho, los sitios de juegos de azar por Internet suelen atraer a jugadores que no utilizan otros tipos de juegos de azar, en parte debido a la posibilidad de entregarse al juego de forma solitaria si los reproches morales o las molestias que entraña la visita a establecimientos públicos de juego.
  Y lo más concluyente es el hecho de que los propios consultores de Antigua afirman de forma inequívoca que los jugadores por Internet son diferentes de los demás jugadores en lo tocante a "la estabilidad financiera, los motivos, los efectos fisiológicos, la necesidad de reconocimiento y el reforzamiento social".
  Además, Antigua admite que un casino virtual es una simple imitación de un casino real.
  El funcionamiento de los juegos es diferente;  aunque están diseñados para asemejarse a los juegos del casino real, los juegos virtuales consisten en realidad en apuestas sobre algoritmos informáticos.
  Los propios datos de Antigua ponen de manifiesto que el entorno en que operan los servicios de casino virtual es completamente distinto del de los casinos reales.
  En cuanto a otras formas de juegos de azar suministrados a distancia, Antigua no ha aportado aún ninguna prueba específica de la similitud.  Los Estados Unidos reiteran que determinadas formas de juego tienen características operativas y relacionadas con sus proveedores que los distinguen claramente de otras.  Los dos ejemplos más claros son las loterías y las apuestas mutuas, que difieren de otras formas de juego tanto en lo que respecto al modo en que se llevan a cabo (por ejemplo, formando un fondo común en el caso de las apuestas mutuas) como en lo que respecta a sus proveedores.

3.186 Los Estados Unidos aducen que al evaluar, como propugna Antigua, el "uso final" o los "gustos y preferencias del consumidor", el Grupo Especial debe partir de la premisa, que Antigua ha mantenido reiteradamente, de que el servicio de juegos de azar es un servicio de esparcimiento.  Asumiendo a efectos de argumentación que sea así
, el "uso final" de un servicio de juegos de azar sería proporcionar esparcimiento.  Por consiguiente, las características que configuran las percepciones del consumidor de los servicios de juegos de azar serían fundamentalmente aquellas que influyen en el valor de esparcimiento de la actividad correspondiente.  En consecuencia, los argumentos de Antigua basados en el "uso final" y en la "percepción del consumidor" requieren que el Grupo Especial determine si la experiencia de esparcimiento que proporciona un casino virtual es suficientemente similar a la que proporciona un casino real para convertir a los servicios correspondientes en "servicios similares".  Los Estados Unidos sostienen que no lo es.  Nadie puede discutir que, desde el punto de vista de la experiencia del consumidor, los servicios que proporcionan simulaciones gráficas "virtuales" que reproducen actividades de esparcimiento, como las carreras de caballos, la participación en deportes, etc. no son similares a la participación real en esas actividades.  En el contexto de los servicios de esparcimiento, en el que lo que pretende comprar el consumidor es la propia experiencia de esparcimiento, la diferencia cualitativa entre la experiencia del consumidor en un entorno real y su experiencia en un entorno virtual asume una importancia mucho mayor que la que esa distinción podría tener en el contexto de otros servicios.

3.187 Los Estados Unidos han puesto ya de manifiesto que los casinos reales ofrecen al consumidor una experiencia muy diferente a la que ofrecen los casinos virtuales, y que los juegos virtuales no implican la utilización de la parafernalia tradicional de los juegos.
  Las pruebas aportadas por los Estados Unidos demuestran que las sensaciones y las características ambientales que sin duda configuran las percepciones del valor de esparcimiento de un casino virtual en Internet del consumidor no son más "similares" a las de un casino real que lo que lo son las características de la participación en un videojuego de fútbol a las de la participación en el juego real.  Y los factores que configuran el valor de esparcimiento de un casino virtual son enormemente distintos de los que corresponden a las características de un casino real.  Los propios consultores de Antigua, el profesor Griffiths y el doctor Wood, parecen admitirlo así.  Esos consultores enumeran un largo catálogo de diferencias que distinguen la supuesta experiencia de esparcimiento de los juegos por Internet de la experiencia de esparcimiento de los juegos de azar tradicionales.  Por ejemplo, esos expertos observan que:  i) "La operación 'física' de recoger las ganancias [...] puede ser sumamente satisfactoria" -y la inexistencia de esa sensación crea una "barrera" entre los jugadores tradicionales y el juego por Internet
-;  ii) "Parecería haber diferencias entre los jugadores por Internet y los jugadores tradicionales en lo que respecta a los motivos para jugar.  Los jugadores tradicionales jugaban por razones más vinculadas a la expresión y a la afectividad que los jugadores por Internet.  Los jugadores tradicionales disfrutaban del juego como un medio de escape.  El entorno 'real' de juego se prestaba más a la satisfacción de esas necesidades que la posibilidad de jugar por Internet en el domicilio"
;  "Según informaban, los jugadores tradicionales sentían efectos fisiológicos mayores (por ejemplo, aumento de la frecuencia cardiaca) cuando jugaban que los jugadores por Internet.  Por ejemplo, eran más frecuentes entre los jugadores tradicionales la sensación de náusea, los vértigos y las contracciones de estómago después de sufrir una pérdida importante"
;  "Es probable que los sitios de juegos de azar en Internet no satisfagan una necesidad psicológica profunda, la necesidad de autoestima.  Habitualmente, los establecimientos de juego han funcionado siempre en un entorno social.  Un aspecto importante de ese entorno es el nivel de reforzamiento social [...].  A primera vista, parecería que ese reforzamiento social no puede obtenerse en los juegos por Internet:  no hay nadie que sea testigo de que alguien gana o pierde en un juego de Internet".
  Todas esas observaciones afectan directamente a la cuestión de la percepción del consumidor y confirman que las percepciones del juego por Internet que tiene el consumidor no son similares a las percepciones del juego real.  La comparación que establece Antigua entre el juego por Internet y la venta por Internet de música o la venta de mercancías (libros, vino, etc.) a través de la red confirma la observación anterior.  En los ejemplos que cita Antigua, el objetivo final del consumidor al utilizar un servicio determinado es realizar una transacción para obtener algo -una canción, una botella de vino, etc.- idéntico o casi idéntico al producto o servicio que puede obtener acudiendo a un establecimiento.  En tal caso, el hecho de que la compra se realice en un entorno real o en un entorno virtual puede carecer de importancia a efectos de la similitud del servicio suministrado.  En cambio, en caso de que el consumidor adquiera la experiencia de esparcimiento, hay que reconocer que los consumidores no pueden menos de percibir la simulación de una actividad de esparcimiento en un entorno virtual como algo muy distinto de la experiencia de esa misma actividad en el mundo real.

3.188 Los Estados Unidos no comparten la tesis de Antigua de que los riesgos inherentes a un servicio en lo que respecta a los aspectos reglamentarios y a la aplicación de la ley sólo son pertinentes a la "similitud" en la medida en que conformen las percepciones de los consumidores y las relaciones de competencia en el mercado de servicios.
  Los Estados Unidos tampoco aceptan la negativa de Antigua de que los casinos virtuales u otras formas de juegos de azar suministrados a distancia impliquen riesgos diferentes en lo que respecta a los aspectos reglamentarios y a la aplicación de la ley que los casinos reales.  Las distinciones en cuanto a la reglamentación son directamente pertinentes en el marco del artículo XVII del AGCS y deben considerarse en sí mismas, y no sólo a través de la lente de las percepciones del consumidor.  El AGCS reconoce expresamente en su preámbulo "el derecho de los Miembros a reglamentar" los servicios.  En consecuencia, la expresión "servicios similares y proveedores de servicios similares" del artículo XVII debe interpretarse a la luz de ese objeto y fin del AGCS.  Así pues, sólo hay que tener en cuenta las diferentes características en lo que respecta a la competencia de un servicio o un proveedor de servicios en cuanto tal, sino también la existencia de distinciones reglamentarias entre los servicios al interpretar y aplicar el análisis de similitud en el marco del artículo XVII.  Aunque se han abordado a veces en el contexto de las mercancías dentro de la rúbrica de las percepciones del consumidor y su influencia en la relación de competencia
, esos aspectos son acreedores a una consideración independiente en el contexto del AGCS y asumen especial importancia en esta diferencia debido a la rígida reglamentación de los juegos de azar.  Como se ha expuesto antes, los Estados Unidos mantienen y aplican una distinción reglamentaria entre los servicios de juegos de azar suministrados a distancia y otros servicios de juegos de azar, y sujetan a los primeros a restricciones aún más estrictas que las aplicadas a los últimos.  Esta distinción tiene su origen en la amplia serie de problemas diferentes en relación con la aplicación de la ley, la protección de los consumidores y la salud que van asociados al suministro a distancia de servicios de juegos de azar.

3.189 Los Estados Unidos han aportado pruebas que demuestran que las autoridades estadounidenses encargadas de hacer cumplir la ley han considerado que la delincuencia organizada tiene una intervención cada vez mayor en el juego por Internet.
  Antigua sostiene que esas preocupaciones no pueden distinguirse de las que se plantean en relación con la participación de la delincuencia organizada en otros tipos de juegos de azar.  Las observaciones de un funcionario de policía canadiense muestran las razones por las que Antigua no está en lo cierto y confirman las opiniones de los servicios estadounidenses de represión.  Según un detective inspector de los Servicios de Represión de los Juegos Ilegales de Ontario:

"Los juegos de azar por Internet proporcionan a los delincuentes organizados todo lo que pueden esperar de una empresa criminal:  anonimato, grandes cantidades de dinero, capacidad de controlar las posibilidades de ganar, muy pocas posibilidades de ser capturados y poder.  Los delincuentes gravitan hacia el dinero y cuanto más rápidamente se mueve el dinero, más atractivo resulta."

3.190 En 1999, la Dependencia de Análisis de Información sobre la Delincuencia Organizada de la Oficina Federal de Investigaciones de los Estados Unidos (FBI) facilitó al Congreso la siguiente evaluación:

"Los grupos de delincuentes organizados tienen gran participación en los juegos de azar extraterritoriales.  Esa participación corresponde a cuatro áreas distintas:  1) la utilización de las apuestas deportivas desde el extranjero para desviar las operaciones de corredores de apuestas en los Estados Unidos, 2) el crédito para financiar las operaciones de juegos de azar desde el extranjero, 3) el establecimiento de operaciones de juego en el extranjero temporalmente con el fin de estafar a los clientes, 4) la organización de operaciones de juego desde el extranjero como forma permanente de obtener ingresos para la organización."

3.191 Con miras al futuro, la Oficina manifiesta que "los juegos de azar extraterritoriales se harán cada vez más populares a medida que se legalicen y acepten en más naciones del mundo.  A pesar de su apariencia de legitimidad, la delincuencia organizada se ha infiltrado ya en la industria".
  Como indican las observaciones anteriores, aunque es evidente que los tentáculos de la delincuencia organizada llegan a muchas formas de juego, el suministro a distancia de juegos de azar y en particular el juego por Internet suscita temores especialmente graves que abarcan, entre otros, los relativos a las atractivas oportunidades nuevas que ofrece a la delincuencia organizada, el volumen de dinero y la posibilidad de manipulación que llevan aparejados los juegos de azar por Internet, la oportunidad de utilizarlos como cámara de compensación a través de la cual los corredores de apuestas vinculados a la delincuencia organizada en los Estados Unidos pueden "desviar" sus apuestas
, y la posibilidad de que los miembros de la delincuencia organizada encubran con mayor facilidad su participación en los juegos de azar y eludan la aplicación de la ley actuando al margen de la intensa vigilancia de los organismos de reglamentación y de los funcionarios encargados de hacer cumplir la ley en el ordenamiento jurídico al que pertenece el jugador.

3.192 Los Estados Unidos aducen que Antigua afirma que ha promulgado leyes para hacer frente al blanqueo de dinero, pero con independencia de las repercusiones que tenga la legislación de Antigua, esa legislación no es pertinente a la cuestión de los problemas que plantea la vulnerabilidad del suministro a distancia de servicios de juegos de azar al blanqueo de dinero en los Estados Unidos.  Además, un informe de septiembre de 2003 de la Dirección de Lucha contra la Droga (DEA) de los Estados Unidos desmiente las afirmaciones de Antigua.  El informe de la DEA llega a la conclusión de que "el juego por Internet en Antigua y Barbuda se utiliza a veces para el blanqueo de dinero".
  En el informe se afirma también que el juego por Internet en otros tres países del Caribe suscita preocupaciones en relación con el blanqueo de dinero.
  De forma análoga, un informe del Departamento de Estado de los Estados Unidos, aun elogiando las modificaciones introducidas en las leyes de Antigua, llegaba a la conclusión de que Antigua seguía siendo "vulnerable al blanqueo de dinero, debido a la débil reglamentación de sus sectores financieros externos y de su industria del juego por Internet".
  Antigua niega que las posibilidades de fraude aumenten cuando los servicios de juegos de azar se suministran a distancia y reitera que no hay preocupaciones especiales con respecto al juego fraudulento por Internet.  Es cierto que muchas formas de juego implican una mayor vulnerabilidad posible al fraude y otros delitos.  Esta es una importante razón por la que los servicios de juegos de azar requieren la máxima vigilancia reglamentaria.  Pero de nuevo, Antigua no tiene en cuenta a este respecto la amenaza aún mayor que existe cuando los servicios de juegos de azar fraudulentos se explotan muy lejos de sus víctimas, a través de medios anónimos y en algunos casos con sujeción, en el mejor de los supuestos, a una vigilancia con miras a hacer cumplir la ley que no es segura.  Antigua pasa asimismo por alto las posibilidades de manipulación inherentes al juego por Internet.  La NGISC constató que "la dispersión en todo el mundo de las operaciones de juego por Internet hace casi imposible una reglamentación vigilante de los algoritmos de los juegos por Internet".
  Antigua hace grandes esfuerzos por demostrar que el juego por Internet no genera mayor adicción que otras formas de juego, pero en última instancia lo único que prueba es algo obvio:  que la cuestión de los mecanismos precisos de la adicción al juego es una cuestión novedosa en la que no hay coincidencia entre todos los autores.  Los Estados Unidos han demostrado ya que la prestigiosa Asociación de Psiquiatría de los Estados Unidos considera que el juego por Internet constituye una amenaza especial para la salud, y otras pruebas corroboran esa amenaza.
  Si la amenaza para la salud tiene su origen en la naturaleza del propio juego por Internet o se debe sencillamente al aumento de víctimas potenciales -con inclusión de jóvenes- a los que llega un medio tan omnipresente como Internet es una cuestión interesante para un debate científico pero no es pertinente a la presente diferencia.  Aun cuando (quod non) el juego por Internet fuera sólo igualmente adictivo o incluso la mitad de adictivo que otros tipos de juego, el hecho de abrir las compuertas al suministro a distancia legalizado de servicios de juegos de azar a hogares, escuelas, oficinas, etc. llevaría sin duda aparejado un enorme aumento de las posibilidades de juego y, por ende, de adicción al juego.

3.193 Según los Estados Unidos, Antigua admite que ese país impone restricciones por razones de edad a los servicios de juegos de azar no suministrados a distancia, pero aduce que el juego por Internet no representa un riesgo mayor de participación de niños y jóvenes en los juegos de azar.  Antigua niega concretamente que cualquiera de los juegos de azar suministrados a distancia que ofrece Antigua estén diseñados para asemejarse a videojuegos o resultar atractivos a los niños.  Los Estados Unidos han adjuntado a su segunda comunicación imágenes de algunos de los numerosos juegos orientados a los niños que se ofrecen en sitios de juegos de azar en la Web autorizados mediante licencia por el Gobierno de Antigua.  La apariencia de videojuegos, el diseño similar al de los dibujos animados y la iconografía infantil de juegos como "La casa encantada", "Rocker", "Dinosaurios", "Alerta:  Alien", "La cueva del duende" y "La princesa del océano" son suficientemente expresivos.
  Antigua sostiene también que los menores no tienen acceso a tarjetas de crédito y otros instrumentos de pago.  La declaración de un importante directivo de Visa (que se califica a sí misma como el mayor sistema de pago de los consumidores del mundo)
 ante la Comisión de Protección en Línea de los Estados Unidos desmiente la afirmación de Antigua de la forma más clara posible.  Después de observar que la Ley de Protección en Línea de los Niños "parte del supuesto básico de que sólo los adultos tienen acceso a una tarjeta de crédito o de débito", el directivo de Visa declaró lo siguiente:

"Por el contrario, es importante que la Comisión comprenda que esta presuposición simplemente no es exacta.  El acceso a una tarjeta de crédito o una tarjeta de débito no es un buen elemento sustitutivo para determinar la edad.  El mero hecho de que una persona utilice una tarjeta de crédito o una tarjeta de débito en relación con una transacción no significa que esa persona sea adulta.

Muchos individuos menores de 17 años tienen acceso legítimo a cartas de crédito y cartas de débito y las utilizan con regularidad.  Por ejemplo, los padres pueden designar a un hijo como 'usuario autorizado' de la tarjeta de crédito o la tarjeta de débito de su progenitor.  De hecho, esto es bastante habitual, en especial para las tarjetas de crédito.  Cada vez que esto ocurre, el niño tendrá acceso al número de tarjeta de crédito o de tarjeta de débito de su progenitor y podrá utilizar ese número de tarjeta para acceder por Internet a materiales que se consideran 'nocivos para menores'.

Además, muchos niños menores de 17 años tienen sus propias cuentas de depósito y pueden tener acceso a una tarjeta de crédito que permite acceder a esa cuenta.  [...]
Por tanto, aunque la Ley [de Protección en Línea de los Niños] da por supuesto que sólo los adultos tienen acceso a una tarjeta de crédito o tarjeta de débito, es importante que la Comisión comprenda que esta presuposición simplemente no es cierta.  Como consecuencia de ello, la Comisión tal vez desee centrar su atención en métodos más adecuados para verificar la edad."

3.194 El mismo directivo de Visa señaló también a la atención de la Comisión el riesgo de la utilización no autorizada de tarjetas de crédito por menores.
  Además, en un estudio realizado en 1999 en los Estados Unidos se constató que el 28 por ciento de los encuestados con edades comprendidas entre 16 y 22 años tenía una tarjeta de crédito principal, incluido el 7 por ciento de los estudiantes más jóvenes de enseñanza superior (de 16 a 18 años de edad).
  Desde 1999, han aumentado los intentos de comercializar tarjetas de crédito para los estadounidenses menores de 18 años de edad.
  En consecuencia, la afirmación de Antigua de que "los menores no tienen acceso a sistemas de pago como las tarjetas de crédito" es errónea;  los menores tienen un acceso cada vez mayor a esos instrumentos, por lo que el anonimato de los juegos de azar por Internet abre de hecho considerables posibilidades de participación de menores en los juegos de azar en comparación con otras formas de juego susceptibles de control mediante supervisión directa.

3.195 Con independencia de que las anteriores preocupaciones relativas a la aplicación de la ley, la salud y la protección de los consumidores se examinen aisladamente o en su conjunto, es evidente que se plantean cuestiones normativas diferentes en conexión con el suministro a distancia de servicios de juegos de azar por tratarse de un suministro a distancia.  Los Estados Unidos no afirman que esas preocupaciones impongan siempre una distinción desde el punto de vista de la reglamentación entre los servicios objeto de suministro a distancia y los demás.  La similitud requiere un análisis caso por caso.  El caso de los juegos de azar es especial, por tratarse de servicios que están "sujetos a la estrecha vigilancia de las autoridades de todas las jurisdicciones donde existen".
  El suministro a distancia de servicios de juegos de azar presenta un riesgo mucho mayor de que se eluda esa vigilancia, que genera los diversos problemas que se han descrito y exige por ello que se establezca una distinción entre el suministro a distancia y otras formas de suministro.

3.196 Los Estados Unidos sostienen que en la medida en que la clasificación internacional tiene importancia para la cuestión de la similitud, las notas explicativas de las clasificaciones recientes de los servicios apoyan la constatación de una distinción en relación con la "similitud" entre los juegos de azar a distancia y otras formas de juego.  Por ejemplo, la versión más reciente de la CPC, versión 1.1 [en el texto inglés] identifica cuatro componentes distintos de la subclase 96920 de la CPC ("Servicios de juegos de azar y apuestas").  Son:  1) "organisation and selling services of lotteries, lottos, off track betting", 2) "casino and gambling house services", 3) "gambling slot-machine services" y 4) "on-line gambling" [1) "servicios de organización y venta de lotería, quinielas, apuestas en establecimientos especiales", 2) "servicios de juego en casinos y casas de juego", 3) "servicios de juego con máquinas que funcionan con monedas" y 4) "servicios de juegos de azar en línea" (sin cursivas en el original)].
  Antigua afirma que tanto el documento W/120 como la CPC establecen una única categoría de servicios de juegos de azar.  Desde luego, ello no es cierto en lo que respecta a las categorías del documento W/120, el cual no se refiere a los servicios de juegos de azar.  En lo que respecta a la CPC, no es sorprendente que el documento provisional a que se hizo referencia en la historia de la negociación del AGCS, a diferencia del documento que ha venido a reemplazarlo recientemente, no recoja el nuevo fenómeno de los juegos de azar en línea.  Esas fuentes no tienen una función significativa en cualquier análisis de la similitud que el Grupo Especial pueda hacer en esta diferencia concreta.

3.197 Antigua sostiene que los Estados Unidos aprovechan en gran parte su análisis del artículo XVII no sólo para elaborar su teoría de los juegos de azar "a distancia" sino también para exponer sus alegaciones acerca de las consideraciones relativas a la aplicación de la ley y a la salud.  Los Estados Unidos utilizan ambos conceptos para alegar que los servicios de juegos de azar y apuestas y los proveedores de esos servicios de Antigua no son "similares" a los servicios de juegos de azar y apuestas y a los proveedores de esos servicios domiciliados en los Estados Unidos.  Antigua destaca que no considera que haya una categoría de servicios de juegos de azar "a distancia" significativa a los efectos de la presente diferencia.  Los servicios de Antigua son necesariamente "a distancia", porque son objeto de suministro transfronterizo, pero ello no modifica su naturaleza de servicios que son fundamentalmente servicios de juegos de azar y apuestas.  La alegación de los Estados Unidos de que Antigua trata de invertir la "carga de la prueba" en relación con la cuestión de la similitud es asimismo errónea.  Antigua ha demostrado, aportando pruebas considerables de ello y mediante un análisis jurídico, que sus servicios de juegos de azar y apuestas son "similares" a los prestados en los Estados Unidos a los efectos del artículo XVII y que los Estados Unidos no han probado en absoluto lo contrario.

3.198 Según Antigua, el argumento de los Estados Unidos de que los denominados servicios de juegos de azar "a distancia" de Antigua no compiten con los servicios de juegos de azar ofrecidos por los operadores de los Estados Unidos, porque "los juegos de azar a distancia tienen consumidores diferentes" se basa en una declaración que se hace en el informe de Bear Stearns según el cual "en general los jugadores por Internet no son los mismos clientes que utilizan los servicios in situ".
  Pero obviamente ello no significa que los servicios de juegos de azar y apuestas "por Internet" e "in situ" no compitan, sino simplemente que, en opinión de Bearn Stearns, los consumidores eligen el canal de distribución que prefieren.  Por ejemplo, normalmente muchos consumidores que compran música en Internet reducirán o interrumpirán normalmente sus visitas a las tiendas tradicionales de música.  Pero, desde luego hay competencia entre los dos canales de distribución, lo mismo que un jugador puede dejar de jugar en un casino para jugar en otro.  Los Estados Unidos se refieren también a las declaraciones del informe del profesor Griffith y el Dr. Wood según el cual el juego por Internet puede entrañar un riesgo menor de juego excesivo o "adicción al juego" que las formas tradicionales de juego disponibles en los Estados Unidos.
  En la medida en que las preocupaciones relativas a la reglamentación puedan tener alguna importancia en el contexto del artículo XVII, lo que tanto Antigua como las CE descartan, Antigua reitera que ninguna diferencia en lo que respecta a las preocupaciones de interés público que suscitan los servicios nacionales y extranjeros puede justificar un trato radicalmente diferente.  Es evidente que la prohibición de un servicio extranjero menos perjudicial no puede justificarse con el argumento de que no es "similar" a un servicio nacional más perjudicial que está permitido.

3.199 Con respecto a la alegación de que los servicios transfronterizos de juegos de azar ofrecen una "reproducción de un casino", Antigua aduce en primer lugar que las "reproducciones" de un casino son sólo una parte de los productos que ofrece Antigua.  En segundo lugar y lo que es más importante, Antigua discrepa firmemente de la idea de que es posible establecer una diferencia significativa entre los diversos productos ofrecidos sobre la base de lo que en realidad son comparaciones superficiales de su apariencia o su sonido o en función de que sus componentes estén conectados mecánica o electrónicamente.  El error que cometen los Estados Unidos al tratar de comparar los juegos de azar transfronterizos e internos con actividades físicas como la carrera de caballos "virtual" y la carrera de caballos real estriba en que lo que se hace fundamentalmente es jugar -en una actividad de esparcimiento que implica la experiencia de ganar o perder- y no manejar las cartas u observar una pantalla.  Una y otra acción son simplemente los métodos con los que se obtiene la misma experiencia de esparcimiento.  Precisamente ésta es la razón por la que la prohibición de los Estados Unidos se centra en las apuestas de dinero.  En una prueba documental aportada por los Estados Unidos al Grupo Especial se facilitan ejemplos de disposiciones legales que articulan las políticas estatales de juego.  La ley citada en el caso de Louisiana declara lo siguiente:  "Los juegos de azar están considerados delito desde hace mucho tiempo en el Estado de Louisiana y, a pesar de que se hayan legalizado muchas actividades de juego, siguen siendo un delito.  Los juegos de azar en los que se participa a través de Internet son exactamente el tipo de actividad que el Legislativo pretende impedir".  A este respecto, cabe tener presente que, como ha manifestado el doctor Howard J.  Shafferd, de la Universidad de Harvard en el informe que Antigua ha aportado al Grupo Especial, en síntesis todos los juegos entrañan una experiencia "local" del jugador individual
, con independencia de que la fuente del juego sea una máquina tragamonedas en un casino, un billete de lotería instantánea que el jugador raspa en su casa o un operador de Antigua con el que éste se comunica por Internet.

3.200 Antigua declara que es posible entregarse a la discutible actividad de comparar ofertas de juegos de azar.  Por ejemplo, Antigua ha facilitado al Grupo Especial ejemplos de tarjetas para raspar con un signo alusivo al casino comercializadas por las loterías estadounidenses.  Se trata también de reproducciones de un casino y no pueden distinguirse por esta razón de los servicios de Antigua.  Los juegos de casino y sus "reproducciones" funcionan todos ellos sobre la base de la misma premisa simple:  la selección aleatoria.  El hecho de que la selección aleatoria se realice mediante un algoritmo informático no convierte a un juego de selección aleatoria en un juego no "similar" a otro de selección aleatoria en el que se utilice otro medio de selección.  Además, la selección aleatoria por algoritmos informáticos se utiliza en gran escala en juegos de azar autorizados por los Estados en los Estados Unidos, por lo que no puede servir de base para diferenciar los juegos de selección aleatoria de Antigua de los de origen estadounidense.
  En todo caso, las supuestas diferencias de funcionamiento no son pertinentes en el caso de las apuestas sobre acontecimientos deportivos y acontecimientos futuros de otra naturaleza ni en el de los juegos de naipes en los que los jugadores juegan unos contra otros conectados por Internet en lugar de sentarse todos ellos juntos en la misma sala (componentes ambos que son importantes componentes del sector de servicios de juegos de azar de Antigua).  Además, esas supuestas diferencias no pueden diferenciar a los servicios transfronterizos de juegos de azar de Antigua de los juegos de azar distintos de los juegos de casino que se ofrecen legalmente y en abundancia en los Estados Unidos, como las loterías, los juegos de los dispositivos electrónicos situados en miles de pubs, bares, áreas de servicio en carretera y tiendas de conveniencia de los Estados Unidos o los servicios de juegos de azar "a distancia" ofrecidos por operadores estadounidenses.

3.201 Antigua sostiene que las cuestiones relativas a la reglamentación no son pertinentes a la evaluación de la similitud en el marco del artículo XVII.  Además, los Estados Unidos no son sinceros cuando alegan que "reglamentan" los denominados servicios de juegos de azar "a distancia" de forma diferente que los "demás servicios de juegos de azar".  Lo que los Estados Unidos hacen en realidad es prohibir los juegos de azar transfronterizos desde otros Miembros de la OMC, tolerar el suministro interestatal en gran escala de servicios de juegos de azar y regular a nivel estatal el resto del enorme mercado interno de servicios de juegos de azar ("a distancia" o no).  Los Estados Unidos siguen alegando de forma imprecisa y no fundamentada que los servicios de juegos de azar a distancia presentan un mayor riesgo de intervención de la delincuencia organizada.  Los Estados Unidos afirman en su segunda comunicación que al parecer Antigua opta simplemente por no dar crédito a las declaraciones oficiales de las autoridades estadounidenses y canadienses sobre la cuestión, lo que es absolutamente cierto, al menos en la medida en que esas declaraciones se pretenden aplicar al sector de servicios de juegos de azar transfronterizos de Antigua.  Además, los Estados Unidos no explican exactamente lo que constituye "delincuencia organizada", pero en la mayoría de los documentos presentados por ese país el delito de que se trata parece ser el propio juego, lo que, lógicamente, da un carácter circular al argumento de los Estados Unidos:  los juegos de azar son delincuencia organizada porque los Estados Unidos los declaran ilegales.

3.202 Antigua coincide con los Estados Unidos en que resulta más difícil supervisar una actividad que tiene lugar en parte en el extranjero.  No obstante, eso es aplicable a cualquier actividad económica transfronteriza y a todo el comercio transfronterizo.  Además, las organizaciones delictivas pueden utilizar indebidamente -y de hecho las utilizan- muchas esferas del comercio internacional para promover sus objetivos criminales.
  La respuesta a esta amenaza no es la prohibición general del comercio internacional, sino la cooperación internacional.  A pesar de la cínica declaración de que "el juego por Internet en Antigua y Barbuda se utiliza a veces para el blanqueo de dinero"
, los Estados Unidos no citan siquiera un ejemplo concreto de blanqueo de dinero por medio de operadores de servicios de juegos de azar de Antigua.  Además, hasta el presente las autoridades de Antigua no han recibido ninguna comunicación de los Estados Unidos ni menos aún una petición de cooperación judicial en relación con el blanqueo de dinero a través de empresas de servicios de juegos de azar de Antigua.  En cambio, Antigua ha recibido numerosas solicitudes o peticiones de información de los Estados Unidos acerca de otros casos de delincuencia financiera en el marco del Tratado de Asistencia Jurídica Mutua existente entre Antigua y los Estados Unidos y que los Estados Unidos reconocen que está funcionando satisfactoriamente.  Si los Estados Unidos tuvieran información sobre la infiltración de organizaciones delictivas en las empresas de servicios de juegos de azar de Antigua o sobre la utilización de nuestras empresas para fines de blanqueo de dinero, habrían comunicado esa información a Antigua para garantizar la adopción de medidas adecuadas tanto por las autoridades de Antigua como por las de los Estados Unidos.  Desde 1999 Antigua ha dado trámite a más de 30 peticiones formales de información de los Estados Unidos en el marco del Tratado de Asistencia Jurídica Mutua, pero ninguna de esas peticiones se refería a comportamientos delictivos relacionados con la industria de servicios de juegos de azar de Antigua.  Antigua ha estado, está y seguirá estando siempre dispuesta a cooperar con los Estados Unidos para combatir la delincuencia.  Por ejemplo, la Oficina encargada de la política nacional sobre fiscalización de drogas y lavado de dinero ("ONDCP") coopera habitualmente con la Dirección de Lucha contra la Droga de los Estados Unidos ("DEA") y la Oficina Federal de Investigaciones ("FBI").  De hecho agentes de esos dos organismos operan frecuentemente en colaboración con agentes de la ONDCP.

3.203 Antigua señala que los Estados Unidos, para fundamentar su alegación acerca de la delincuencia organizada se remiten a una declaración del banco de inversiones Bear Stearns
, cuya opinión se basa en la escasez de la información pública sobre los operadores de Antigua.  No obstante, si éstos pudieran desarrollar su actividad legalmente y confiaran en que los Estados Unidos no utilizarían la información para perjudicar su posición, los estadounidenses dispondrían de más información.  No hace demasiado tiempo que la Dirección General del Juego Extraterritorial se mantenía habitualmente en comunicación con el Gobierno de los Estados Unidos para obtener información básica sobre ciudadanos estadounidenses que solicitaban licencias para explotar servicios de juegos de azar en Antigua.  De la misma forma, en 1997 la directora a la sazón de ese organismo viajó expresamente a los Estados Unidos para entrevistarse con funcionarios estadounidenses con objeto de analizar la industria de los juegos de azar y apuestas de Antigua y las eventuales preocupaciones de los Estados Unidos con respecto al sector.  Una copia de su informe al Primer Ministro se presenta al Grupo Especial como prueba documental.  En relación con la cuestión del fraude a los consumidores, los Estados Unidos no han facilitado un solo ejemplo que afecte a Antigua, sino que se limitan a hacer declaraciones generales acerca del juego por Internet, independientemente de la fuente.  Los Estados Unidos afirman que hay una necesidad imperiosa de reglamentación y parecen dar a entender que otros países, y especialmente países como Antigua, no serán nunca capaces de reglamentar tan adecuadamente un servicio como una economía desarrollada como los Estados Unidos.  Desde luego, nunca puede ser suficiente que un Miembro de la OMC formule una declaración de carácter general y no fundada -en palabras de los propios Estados Unidos, "una simple afirmación"- para eludir sus obligaciones en el marco del AGCS.  Lo contrario convertiría al AGCS en un acuerdo que sólo funciona en un sentido:  el de las exportaciones de países desarrollados a países en desarrollo.

3.204 Antigua considera que la respuesta real a las preocupaciones que los Estados Unidos puedan tener efectivamente en lo que respecta a la utilización indebida del comercio transfronterizo para blanquear dinero, engañar a los consumidores y cometer fraudes o llevar a cabo otras actividades delictivas radica en la cooperación internacional.
  El Grupo Especial debería tomar nota asimismo de que hay claras pruebas de la presencia en la propia industria del juego estadounidense de actividades de organizaciones delictivas, blanqueo de dinero y fraude a los consumidores
, a pesar de lo cual, los Estados Unidos no prohíben los servicios internos de juegos de azar.  Los Estados Unidos han hecho un considerable esfuerzo para convencer al Grupo Especial de que los servicios transfronterizos de juegos de azar y apuestas presentan riesgos excepcionales para la salud de los ciudadanos estadounidenses, aunque parecen aceptar la opinión de que "la cuestión de los mecanismos precisos de la adicción al juego es una cuestión novedosa en la que no hay coincidencia entre todos los autores".
  Antigua responde que una "cuestión novedosa en la que no hay coincidencia entre todos los autores" es per se una base insuficiente para establecer una distinción entre servicios en el marco del AGCS.

3.205 Antigua sostiene que, en relación con el fondo de la alegación de los Estados Unidos, el dictamen, muy breve, de la Asociación de Psiquiatría de los Estados Unidos
 citado por los Estados Unidos se basó en estudios preparados por el profesor Griffiths y el doctor Wood y por el doctor Shaffer, que actúan todos ellos como expertos de Antigua en el presente procedimiento.  De hecho, el dictamen dice muy poco acerca de los riesgos relacionados específicamente con el juego por Internet.  En primer lugar, en él se indica que frecuentemente ese juego no está sujeto a reglamentación.  Los juegos de azar por Internet de Antigua están sujetos a reglamentación.  Como ha declarado Antigua en muchas ocasiones, el país está dispuesto a modificar su sistema normativo en función de las preocupaciones o sugerencias que puedan tener los Estados Unidos.  En segundo lugar, el informe indica que el juego por Internet constituye una actividad solitaria, pero ése es un rasgo que tienen también la mayoría de los juegos de azar en los Estados Unidos.  En tercer lugar, el informe señala que las personas que juegan por Internet pueden hacerlo de forma ininterrumpida y sin que se advierta durante períodos ilimitados.  No obstante, los operadores estadounidenses utilizan legalmente numerosas técnicas para conseguir que los jugadores jueguen de esa forma, con objeto de elevar al máximo las pérdidas del jugador (y las ganancias del operador).
  El resto del documento de la Asociación de Psiquiatría de los Estados Unidos se limita a analizar los riesgos del juego en general.

3.206 En el artículo que ha preparado para este procedimiento el doctor Shaffer, Director de la División de Adicciones de la Facultad de Medicina de Harvard y uno de los principales expertos en la materia, se concluye que, en la medida en que haya una diferencia demostrable en los riesgos para la salud vinculados al juego, la diferencia fundamental no es la que existe entre el juego por Internet y otras formas de juego, sino entre los juegos de "ciclo rápido" y otros tipos de juegos de azar que implican un grado mayor de reflexión o la participación de otras personas.  Una lectura atenta del artículo del doctor Shaffer pone de manifiesto que sólo las apuestas deportivas y los juegos de mesa con participación de varios jugadores parecen sustraerse claramente al efecto de "ciclo rápido" o al entorno de aislamiento del jugador que pueden agravar los problemas en relación con la salud.  Pero del artículo del doctor Shaffer se deduce claramente que, como reconocen los Estados Unidos en la frase que se ha citado antes, ésta no es una esfera en la que haya una certeza científica.  Los Estados Unidos aducen que permitir la utilización de Internet o del teléfono para ofrecer servicios de juegos de azar y apuestas desde Antigua "abriría las compuertas" y "aumentaría el número de víctimas posibles", afirmación en la que puede detectarse la histeria acientífica contra la que previenen el doctor Shaffer y sus colegas en su artículo del Journal of Gambling Studies y al que se refiere el Dr. Shaffer en el documento que se les ha presentado hoy.
  Exageraciones palmarias de ese tipo no pueden desde luego servir de base para establecer una distinción entre servicios a los efectos del AGCS.

3.207 Según Antigua, lo cierto es que en los Estados Unidos se ofrecen numerosas oportunidades legales de juego a las personas que desean jugar, con o sin juegos de azar por Internet.  Es evidente que la expansión de las oportunidades de juego no ha constituido antes un motivo de preocupación para los Estados Unidos.  En 1999 la NGISC hizo un llamamiento en favor de una pausa en el proceso de expansión de las oportunidades de juego.  No obstante, desde esa fecha las posibilidades de juego han aumentado considerablemente en los Estados Unidos
 y los ingresos brutos totales derivados del juego han crecido casi un 25 por ciento con respecto a niveles que ya eran muy elevados.
  Además, las loterías promovidas no por empresas privadas sino por las propias autoridades estadounidenses utilizan técnicas de comercialización dinámicas y complejas para vender el mayor número posible de productos de lotería.  Una de sus técnicas de venta más generalizadas consiste en la comercialización de tarjetas de lotería instantánea como productos de promoción en los mostradores de millares de tiendas del país.
  A este respecto, es conveniente remitirse a la cita que se hace en la primera comunicación de los Estados Unidos de la decisión del Tribunal Supremo de los Estados Unidos en Champion v. Ames en la que se hace referencia a la "peste generalizada de las loterías" que "infesta a toda la comunidad, entra en todos los domicilios y afecta a todas las clases".  Además, el Grupo Especial debe tomar nota de que el Gobierno Federal ha subvencionado incluso a las tribus indígenas de los Estados Unidos para que establecieran empresas de juego.
  En este contexto los Estados Unidos no pueden sostener de forma verosímil que tratan de limitar las oportunidades de juego.  Lo que califican de "número de víctimas posibles" abarca ya toda la población de los Estados Unidos.  El hecho de permitir juegos de azar transfronterizos sólo proporciona la posibilidad de elegir otra opción de juego.

3.208 Antigua desea señalar a la atención del Grupo Especial la decisión adoptada en 1999 por el Tribunal Supremo de los Estados Unidos en el asunto Greater New Orleans.
  El Tribunal Supremo constató que las normas federales que prohibían la radiodifusión de anuncios de casinos privados y permitían la de anuncios de casinos de la población indígena de los Estados Unidos eran inconstitucionales.  En ese asunto, los Estados Unidos adujeron que la prohibición era necesaria para proteger al público estadounidense de las oportunidades de juego.  No obstante, el Tribunal Supremo constató que, con independencia del carácter que tuviera la prohibición de la radiodifusión en 1934, cuando se adoptó, "la política federal de desalentar el juego en general, y los juegos en el casino en particular resulta en este momento absolutamente ambigua".  El Tribunal Supremo rechazó también los argumentos del Gobierno Federal de que los casinos indígenas constituían una amenaza menor porque funcionaban en lugares aislados y constató que "si la distancia fuera un factor determinante, Las Vegas podría haber seguido siendo una comunidad relativamente pequeña o simplemente haber desaparecido como un espejismo del desierto".
  La declaración del Tribunal Supremo es una declaración autorizada, sumamente pertinente a la diferencia que examinamos.  A consecuencia de la resolución dictada en el asunto Greater New Orleans, los operadores estadounidenses de servicios de juegos de azar pueden actualmente hacer publicidad en todos los Estados.

3.209 A juicio de Antigua, los Estados Unidos se han limitado a formular "simples afirmaciones" acerca del supuesto aumento de los riesgos para los niños que supone el juego por Internet.  Antigua ha demostrado, no sólo que su sistema normativo y, en general, la naturaleza de las transacciones no favorecen la participación de niños en los juegos de azar transfronterizos, sino además que hay otras formas de impedir la participación de los niños en juegos de azar.  Aunque los Estados Unidos citan a un funcionario encargado de las tarjetas de crédito para apoyar la idea de que los niños pueden disponer de tarjetas de crédito
, eso no afecta al hecho de que el Congreso de los Estados Unidos ha considerado procedente aprobar leyes relativas a la utilización de tarjetas de crédito como forma eficaz de impedir que los niños incurran en un comportamiento potencialmente peligroso utilizando Internet.  Antigua ha aportado datos adicionales en relación con la participación de los niños en juegos de azar en los Estados Unidos.
  Los documentos de que se trata ponen también de manifiesto que las loterías explotadas por el Gobierno de los Estados Unidos están orientadas activamente hacia el mercado de los jóvenes, o incluso de los menores de edad.
  Basta decir que los niños estadounidenses tienen muchas oportunidades de jugar (por ejemplo, con tarjetas de lotería instantánea con "diseño similar al de los dibujos animados e iconografía infantil"
) y Antigua considera que el juego por Internet es una de las formas menos accesibles para que los menores participen en juegos de azar.  Los Estados Unidos no han presentado pruebas en contrario.  El último aspecto relativo a la "similitud" al que se refieren los Estados Unidos es la clasificación internacional en la última versión de la CPC.
  Pero la última versión de la CPC no establece una subclase diferente para los juegos de azar por Internet, sino que incluye expresamente los "servicios de juegos de azar en línea" en la misma categoría que los demás servicios de juegos de azar y apuestas, lo que avala la posición de Antigua.

3.210 Los Estados Unidos, tras recordar que no admiten que exista el elemento previo necesario para que haya un compromiso, señalan que Antigua propugna un análisis de la similitud que siga de cerca el modelo del análisis para las mercancías, al tiempo que aduce que la similitud no es importante.  Los Estados Unidos sostienen que la similitud es un componente esencial de la investigación en el marco del artículo XVII, y propugnan la realización en el presente caso de un análisis que tenga en cuenta preocupaciones relativas a la reglamentación como las identificadas por los Estados Unidos, que en el contexto concreto de los servicios de juegos de azar tienen importante efectos en la similitud.  Varios terceros parecen apoyar también un examen caso por caso de las preocupaciones relativas a la reglamentación.  Los Estados Unidos no aceptan la interpretación disyuntiva que hace Antigua de la expresión "servicios y proveedores de servicios".  Si esa expresión indicara que puede probarse la similitud con respecto a unos u otros y no con respecto a ambos, se habría hecho referencia a "servicios" o "proveedores de servicios".  En lugar de ello los redactores eligieron la palabra "y", que responde al propósito de exigir que se demuestre la similitud tanto de los servicios como de los proveedores de esos servicios.  Las partes en las negociaciones del AGCS no tuvieron el propósito de que bastara únicamente la similitud de los proveedores o de los servicios separadamente:  ambos aspectos están íntimamente ligados.  La interpretación opuesta llevaría a resultados absurdos, tales como la constatación de la similitud de los proveedores de servicios aunque suministraran servicios diferentes.

3.211 Los Estados Unidos reiteran sus argumentos acerca de las preocupaciones reglamentarias concretas que se plantean en torno al suministro a distancia de servicios de juegos de azar y manifiestan su deseo de poner de relieve y desarrollar algunos aspectos.  El suministro remoto de servicios de juegos de azar presenta en lo que respecta a la reglamentación riesgos que no concurren o no concurren en el mismo grado en marcos diferentes, como los casinos.  En un casino, es necesaria la presencia física del jugador, por lo que es posible identificar a éste con un grado razonable de seguridad.  En consecuencia, los casinos pueden restringir el acceso a menores, delincuentes notorios, personas cuya insolvencia es conocida, etc.  En cambio, debido en gran medida al anonimato virtual de los medios de comunicación a distancia, como Internet, en el suministro a distancia de juegos de azar no es posible identificar de manera fiable a los clientes.  Los datos relativos a la verificación de edad presentados por los Estados Unidos a este Grupo Especial aclaran ese punto.  De forma análoga, proveedores de dudosa reputación pueden explotar el anonimato de los medios de comunicación a distancia en una forma que no es posible en el caso del suministro directo de servicios de juegos de azar.  Los juegos de azar a distancia presentan también riesgos especiales para la salud y en relación con la protección de los jóvenes, debido en parte a que están en todas partes al alcance de todas las personas -incluidos jugadores compulsivos y niños- que pueden jugar 24 horas al día con un simple "clic del ratón".  El aislamiento y el anonimato agravan el riesgo.  En palabras de un adicto al juego entrevistado en el vídeo que han aportado los Estados Unidos "no es necesario que nadie te vea" y "no es necesario que nadie lo sepa".

3.212 Con respecto al argumento que formula repetidamente Antigua de que los Estados Unidos no han demostrado la relación entre el juego por Internet y diversos tipos de delitos, los Estados Unidos han establecido ya, al analizar el artículo XIV, que el suministro a distancia de servicios de juegos de azar es especialmente vulnerable a las actividades de la delincuencia organizada, el blanqueo de dinero y delitos de otro tipo, y suscita además preocupaciones en relación con la aplicación de la ley.  Los Estados Unidos no pueden analizar cuestiones pendientes de aplicación coactiva de la ley por temor a poner en peligro investigaciones penales, pero han recogido datos públicos de una monografía que aclara la relación entre la actividad criminal y el juego por Internet.  El Sr. William Scott se describe a sí mismo como una de las personas responsables de la introducción de los juegos de azar en la isla de Antigua.
  Antigua concedió al Sr. Scott licencia para explotar un sitio de juegos de azar en Internet a pesar de que había constancia de que había sido condenado en los Estados Unidos por actividades delictivas en el marco de la delincuencia organizada.  En una emisión difundida en octubre de 2001 por la televisión canadiense admitió que había sido condenado y había pasado tres años en prisión.
  Entrevistado en el mismo programa de la televisión canadiense, el Procurador General de Antigua, Sr. Lebrecht Hesse, manifestó que el Gobierno de Antigua no tenía noticia de que esta persona fuera un antiguo delincuente ni había tenido ninguna indicación de ello durante el proceso de "diligencia debida", que condujo a la concesión a una persona condenada por haber cometido delitos graves de una licencia para explotar un sitio de juegos de azar en la Web.  La parte de la emisión que se transcribe a continuación iba precedida de un largo análisis de los antecedentes del Sr. Scott y de una empresa canadiense con la que realizó negocios.  Comienza con la salida de prisión del Sr. Scott y su decisión de desplazar sus actividades a otro lugar.

[...]

Periodista:  Hay en Antigua una ley según la cual no pueden tenerse -el beneficiario de una licencia no puede tener- antecedentes penales.  Usted fue condenado a ocho años de cárcel por apuestas ilegales y extorsión.

Sr. Scott:  Apuestas ilegales y extorsión, es cierto.  [...]

Periodista:  Entonces, ¿cómo consiguió eludir la norma en Antigua?

Sr. Scott:  Uh, creo que estaba amparado por una exención.  Quiero decir, yo pedí la licencia y ellos me la dieron.  [...]

Periodista:  Así pues, ¿Bill Scott consiguió eludir la ley?

Procurador General Hesse:  Cómo ... No sé lo que usted quiere decir.  ¿Tiene antecedentes penales? [...]

Periodista:  Hablé ayer con él y él lo admite.

Procurador General Hesse:  Fue sometido a un procedimiento previo y este hecho no se puso de manifiesto.

Periodista:  No fue un procedimiento muy acertado.  No era difícil averiguarlo.  Perdóneme, señor.

Procurador General Hesse:  No, no.  Tenemos encomendadas la realización de esos procedimientos a ciertas personas.  No lo hacemos nosotros mismos.

Periodista:  ¿Qué piensa hacer usted ahora?

Procurador General Hesse:  Ha planteado usted una cuestión muy importante y yo tengo que abrir una investigación sobre ella.
 [...]

3.213 Los Estados Unidos manifiestan que, según la información recogida en este vídeo, el delincuente convicto William Scott cedió su licencia a un pariente.  A pesar de esa cesión, la cinta mostraba que William Scott participaba activamente en el suministro de servicios de juegos de azar.  El año pasado el Sr. Scott seguía siendo propietario de una empresa de explotación de servicios de juegos de azar por Internet con sede en Antigua
 y, hasta donde alcanzan las noticias que tienen los Estados Unidos, sigue suministrando servicios de juegos de azar a distancia desde Antigua.  El Sr. Scott tiene de hecho un dilatado historial delictivo en los Estados Unidos y, lo que es más importante, fue condenado a tres penas de cumplimiento simultáneo de ocho años de cárcel en 1984 después de haberse declarado culpable de tres cargos en un procedimiento penal en el que se le imputaban seis.  La acusación incluía un cargo de violación de la Ley de Organizaciones Corruptas y bajo la influencia de la Delincuencia Organizada basado en varias imputaciones de soborno a funcionarios de policía, explotación de una empresa de apuestas ilegales y diversos actos de extorsión en relación con el pago de deudas de juego con utilización de violencia u otros medios criminales para causar daño a personas.  Incluía también cinco cargos de extorsión en relación con el pago de deudas de juego con amenazas de utilización de violencia u otros medios criminales para causar daño a personas.  En 1998, los Estados Unidos dictaron una orden de detención contra el Sr. Scott basada en una reclamación penal por violaciones de las normas federales sobre juegos de azar.  El Sr. Scott está en busca y captura por esa reclamación.  Los Estados Unidos aducen que William Scott no es en absoluto el único proveedor de servicios de juegos de azar a distancia.  Hay otros muchos proveedores que operan en Antigua y otros lugares.  Los Estados Unidos han expuesto ya sus opiniones sobre la intervención de la delincuencia organizada en el suministro a distancia de servicios de juegos de azar y han aportado las opiniones de la Oficina Federal de Investigaciones de los Estados Unidos.  A juicio de los Estados Unidos, el Sr. Scott es sólo la punta del iceberg.

3.214 En lo que respecta a la cuestión conexa del blanqueo de dinero, los Estados Unidos no admiten la afirmación de Antigua de que no hay esencialmente ninguna diferencia en la amenaza que representan los juegos de azar a distancia y los juegos de azar en casinos, respectivamente.  A diferencia de los juegos de azar en el casino, en los que el jugador está presente físicamente, los juegos por Internet permiten comunicaciones prácticamente anónimas e instantáneas que resultan difíciles de rastrear hasta una persona o cuenta concretas.  Aunque es cierto que los juegos de casino, como otras actividades, pueden utilizarse para blanquear los ingresos líquidos de origen delictivo en la etapa de colocación, el suministro a distancia de servicios de juegos de azar es un instrumento útil para que quienes blanquean dinero encubran la propiedad y la naturaleza de esas ganancias mediante la dispersión y la incorporación, que constituyen la segunda y tercera etapas del blanqueo de dinero.  Debido en parte al práctico anonimato de que gozan los jugadores por Internet, no es posible aplicar prescripciones efectivas de conocimiento de los clientes y contra el blanqueo de dinero a las operaciones relacionadas con juegos de azar a distancia.  El volumen y la rapidez de las transacciones a distancia, unidas al práctico anonimato de esas transacciones, convierten al suministro remoto de juegos de azar en un mecanismo primordial para que quienes blanquean dinero oculten y disfracen el producto de las actividades ilícitas generando una "pista documental" engañosa que hace que la procedencia del dinero parezca legítima.  En la etapa de dispersión, quienes realizan el blanqueo de dinero encubren las transacciones enterrándolas en un gran volumen de transacciones diarias y creando "registros y controles" que encubren y disfrazan la naturaleza, origen y propiedad reales de los beneficios obtenidos del delito.  El suministro a distancia de servicios de juegos de azar es especialmente apropiado para facilitar el blanqueo de dinero en la etapa de dispersión.

3.215 Los Estados Unidos sostienen además que Antigua no puede refutar de forma convincente sus propios datos acerca de las diferencias en lo que respecta a los clientes y las experiencias de los clientes entre los juegos de azar a distancia y los demás.  Bear Stearns ha señalado que los clientes de Internet y los clientes de establecimientos no virtuales no son los mismos, a lo que Antigua responde, de forma poco plausible y sin ningún análisis, que lo que realmente significa esto es que los dos servicios compiten por los mismos clientes.  Además, la afirmación de Antigua de que lo que implican los juegos de azar es sólo "la experiencia de ganar o perder", sin relación con los efectos de esparcimiento en los entornos inmediatos y no inmediatos está en contradicción con las manifestaciones de sus propios consultores.  Los Estados Unidos añaden que Antigua da a entender que los Estados Unidos avalan en cierto modo las declaraciones de los consultores de Antigua de que Internet supone un riesgo para la salud menor que otras formas de juego, lo que no es exacto.  De conformidad con las opiniones de la prestigiosa Asociación de Psiquiatría de los Estados Unidos, los Estados Unidos siguen considerando que el juego por Internet supone un riesgo mayor para la salud.  Y un observador razonable difícilmente podría negar que Internet y otros medios de comunicación a distancia hacen llegar ese riesgo a un número muy grande de nuevas víctimas potenciales.

3.216 Los Estados Unidos aducen que Antigua formula afirmaciones acerca de las loterías y de otros servicios estadounidenses de juegos de azar distintos sin haber probado la similitud entre esos servicios y proveedores de servicios concretos y cualesquiera servicios y proveedores de servicios de Antigua.  Por ejemplo, Antigua afirma que las loterías orientan su oferta a jugadores menores de edad, y citan el ejemplo de un formulario de la Lotería de Iowa.  De hecho, el acceso a la Lotería de Iowa, como a las demás loterías estadounidenses, está restringido en función de la edad (en Iowa los jugadores han de tener 21 años).  Si Antigua hubiera examinado la legislación de Iowa, habría constatado que el reglamento de ese Estado prescribe la suspensión por siete días de la licencia de cualquier distribuidor que venda un billete a un jugador menor de edad, de 30 días en el caso de una segunda infracción en el plazo de un año y de un año en el de una tercera infracción cometida dentro del plazo de un año a partir de la segunda.
  Las loterías estatales estadounidenses imponen restricciones en función de la edad, y en muchos casos ofrecen programas especiales para poner freno a la participación de menores en los juegos de azar.
  Además, los miembros de la Asociación Nacional de Loterías Estatales y Provinciales aprueban las restricciones de la publicidad destinadas a garantizar que la publicidad no esté dirigida a personas de edad inferior a la mínima legal para poder comprar
, todo lo cual está muy lejos de lo que seguramente Antigua podría hacer para limitar la participación de menores en los juegos por Internet, dada la inexistencia de tecnologías eficaces de comprobación de la edad.  Por último, los Estados Unidos rechazan las afirmaciones de Antigua de que, a pesar de las pruebas claras de blanqueo de dinero, actividades delictivas organizadas y fraude vinculadas al suministro interno de juegos de azar, los Estados Unidos no persiguen a los jugadores ilegales dentro de su territorio.  En el párrafo 3.235 infra los Estados Unidos se refieren a centenares de causas penales iniciadas en relación con el juego ilegal.  En cambio sólo se han iniciado actuaciones legales contra un pequeño número de culpables de juego ilegal fuera de los Estados Unidos, como Jay Cohen, que está actualmente en prisión.

3.217 Antigua, refiriéndose al documental de la televisión
, presentado por los Estados Unidos, afirma que ese vídeo es ofensivo y no es en absoluto pertinente a las cuestiones jurídicas que se plantean en el presente procedimiento:  el hecho de que los Estados Unidos traten de aportarlo como prueba, y más aún en esta etapa avanzada del procedimiento, hace patente su estratagema.  En este programa se describe a Antigua como un lugar atrasado, y al Procurador General de Antigua, que es africano y cuya lengua materna no es el inglés, como una persona incompetente.  El enfoque adoptado por los productores de este documental es precisamente el que cabe esperar de la televisión comercial sensacionalista que trata de alcanzar la máxima cifra de audiencia y los máximos ingresos por publicidad.  Si tropiezan en este caso con tantas dificultades que necesitan recurrir a una crítica feroz periodística de un pequeño país en desarrollo que carece de influencia para conseguir una rectificación, puede decirse que los Estados Unidos se agarran a un clavo ardiendo.  Sin embargo, lo más ofensivo es que, al presentar como prueba este vídeo, los Estados Unidos adoptan expresamente las opiniones expuestas en él como su propia opinión oficial con respecto a Antigua.  En el contexto del resto de la argumentación de los Estados Unidos, lo que afirma esencialmente ese país es que Antigua es un lugar atrasado, que nunca será capaz de organizar una industria legítima del juego ni cualquier otra industria.  Se trata de una declaración sorprendente, que viene a decir a todos los países en desarrollo que pueden ser condenados sobre la base de críticas sumamente débiles, basadas exclusivamente en la reputación.  No es necesario que los Estados Unidos evalúen los esfuerzos de reglamentación de Antigua ni el comportamiento consiguiente de sus operadores;  pueden limitarse a negar el acceso al mercado a todas las empresas de Antigua basándose en simples prejuicios.

3.218 Antigua señala, sin embargo, que esta posición está en abierta contradicción con el último informe de estrategia del Departamento de Estado de los Estados Unidos relativo al blanqueo de dinero y los delitos financieros, publicado en marzo de 2003, en el que se describen con cierto detenimiento las medidas responsables adoptadas por Antigua para reglamentar sus servicios financieros y sus empresas de juegos de azar
, sobre la base de un análisis realizado por los propios organismos competentes de los Estados Unidos y no por el productor de una emisora de televisión.  Está asimismo en contradicción con la carta enviada hace algunas semanas al Primer Ministro de Antigua y Barbuda por el Secretario de Estado de los Estados Unidos, Sr. Collin Powell, en la que éste le agradecía la cooperación de Antigua en la lucha contra el blanqueo de dinero y el tráfico de drogas.  Ningún sistema normativo es infalible, ni lo es la reglamentación del juego de Antigua, pero tampoco la reglamentación del juego en los Estados Unidos.  Varias pruebas documentales presentadas por Antigua en la presente diferencia lo aclaran de forma patente.  En lo que respecto al Sr. Scott, en cuyo ejemplo parecen basarse fundamentalmente los Estados Unidos, los hechos no demuestran en ningún caso que el sistema normativo de Antigua adolezca de vicios insubsanables.  Los delitos relacionados con el juego de los que el Sr. Scott se declaró culpable tuvieron lugar 20 años antes de que se hiciera el documental.  Cuando el Sr. Scott llegó por primera vez a Antigua no había en vigor una reglamentación del juego, pero desde la introducción de esa reglamentación, hasta donde llega nuestro conocimiento, el Sr. Scott ha cumplido escrupulosamente esa reglamentación en todos sus aspectos.  Hace dos años su empresa fue vendida a una empresa australiana de propiedad pública y el Sr. Scott se retiró de los negocios:  en consecuencia, la afirmación de los Estados Unidos de que "sigue suministrando servicios de juegos de azar a distancia desde Antigua" es totalmente falsa.  Según los Estados Unidos, se trataba de la punta del iceberg:  habida cuenta de la falsedad de sus observaciones al respecto, puede decirse que ese iceberg se ha fundido a la luz del sol de la verdad.  Así pues, en síntesis, no resultan claras las razones por las que deba estimarse que en este programa de televisión haya algo que pueda servir de base para acusar al Sr. Scott, ni menos aún a toda la industria del juego de Antigua.  En todo caso, Antigua y los Estados Unidos cuentan con un Tratado de Asistencia Jurídica Mutua, al amparo del cual los Estados Unidos han presentado numerosas solicitudes y peticiones de información a Antigua, a las que se ha dado rápidamente respuesta.  Si los Estados Unidos tienen preocupaciones acerca de cualquier operador del sector de los juegos de azar de Antigua, ¿por qué no lo han señalado a la atención de las autoridades de Antigua para que éstas adopten las medidas apropiadas?

3.219 Los Estados Unidos contestan que las protestas de Antigua en relación con el programa de la Corporación Canadiense de Radiodifusión que los Estados Unidos han presentado en vídeo son exageradas.  Antigua ha presentado como pruebas decenas de reportajes periodísticos, y el que han presentado los Estados Unidos no es diferente y tiene idéntica fuerza probatoria.  Si acaso, su valor probatorio es mayor porque en el vídeo los actores hablan por sí mismos.  Además, la falta de un examen previo antes de conceder una licencia a William Scott indica que Antigua no somete a las personas a un examen antes de concederles una licencia para explotar un sitio de juegos de azar por Internet.  Aunque la ley pueda exigirlo teóricamente, la práctica de Antigua no ha sido acorde en algunas ocasiones con la teoría.  Se trata de un tipo de problema similar al que se observó en el decenio de 1990, cuando se constató que algunos bancos extraterritoriales de Antigua se dedicaban al blanqueo de dinero y que se habían concedido licencias par explotar bancos en Antigua a personas de dudosa reputación, algunas de las cuales fueron condenadas más tarde por fraude y blanqueo de dinero en tribunales estadounidenses.  Un motivo análogo de preocupación son las leyes de Antigua en materia de blanqueo de dinero, que no parecen haber dado lugar a ninguna condena desde que fueron promulgadas y se suprimió la instrucción publicada por el Tesoro de los Estados Unidos.

3.220 En lo que respecta a la referencia que Antigua hace al informe publicado por el Departamento de Estado de los Estados Unidos en marzo de 2003 como prueba de que el Gobierno estadounidense no está preocupado por Antigua, los Estados Unidos desean citar la primera frase de ese informe en su página 209, referente a Antigua y Barbuda:  "Antigua y Barbuda cuenta con una amplia legislación que regula su sector financiero, pero sigue siendo vulnerable al blanqueo de dinero debido a la débil reglamentación de sus sectores financieros externos y de su industria del juego por Internet".
  Como se refleja en el informe del Departamento de Estado, la cuestión no es si Antigua ha publicado leyes, sino si esas leyes se aplican en un grado suficiente.  Resulta también alentadora para los Estados Unidos la declaración del delegado de Antigua de que el Sr. Scott no explota ya un sitio de juegos de azar por Internet en Antigua
;  la idea de que explotaba la empresa en 2003 se basa en un documento presentado por los Estados Unidos al Grupo Especial.
  Los Estados Unidos estarían interesados en conocer la opinión de Antigua acerca de la forma en que inicialmente obtuvo la licencia, y siguen preocupados por la explotación de empresas de servicios de juegos de azar por intermedio de terceros, ya que en los Estados Unidos se han enjuiciado casos en los que una persona a la que no podía concedérsele la licencia seguía realizando una actividad relacionada con los juegos de azar por intermedio de terceros.

b) Trato no menos favorable

3.221 Antigua aduce que la Lista de los Estados Unidos no establece limitaciones con respecto al trato nacional para el suministro transfronterizo de servicios de juegos de azar y apuestas.  El hecho de que las medidas estadounidenses en litigio en el presente caso conceden a los servicios y proveedores de servicios de los demás Miembros de la OMC un trato menos favorable que el otorgado a los servicios y proveedores de servicios de origen estadounidense no precisa más explicación.

3.222 Los Estados Unidos sostienen que Antigua, en relación con el elemento del "trato menos favorable" del artículo XVII, no expone tampoco ningún argumento;  se limita a afirmar que esta cuestión "no precisa más explicación".  Los Estados Unidos han indicado desde las primeras fases de las consultas que las restricciones que aplica al juego por Internet (y a otras formas de servicios de juegos de azar que empresas de Antigua tratan de suministrar de forma transfronteriza) son aplicables también dentro de los Estados Unidos.  Antigua no aporta pruebas ni expone argumentos que indiquen que cualquier ley o reglamento estadounidense entrañe la aplicación al suministro de servicios o a los proveedores de servicios de países distintos de los Estados Unidos de alguna restricción que no vaya unida a la aplicación de una restricción igual o mayor a servicios que tienen su origen dentro de los Estados Unidos.  Por esa razón, debe desestimarse su alegación.  Esta inexistencia de pruebas se debe a que Antigua no aborda el hecho de que las restricciones pertinentes impuestas por la legislación estadounidense al suministro a distancia de servicios de juegos de azar, ya sea por Internet o por otros medios, están basadas en criterios objetivos que se aplican con independencia del origen nacional del servicio o del proveedor del servicio.  Como señaló el Presidente del Grupo de Negociaciones sobre Servicios con respecto al artículo XVII en las etapas finales de las negociaciones de la Ronda Uruguay, "las diferencias que no estén vinculadas al origen nacional y se basen en criterios objetivos normalmente no supondrán una infracción de las disposiciones sobre trato nacional".
  La reclamación de Antigua al amparo del artículo XVII, reducida a su contenido esencial, es sencillamente insostenible.  De aceptarse el argumento de Antigua, las empresas de ese país podrían ofrecer servicios de juegos de azar en una escala y de una forma que serían ilegales para proveedores estadounidenses, lo que tendría como resultado el otorgamiento a las empresas de Antigua de un trato mucho más favorable que el dispensado a los proveedores nacionales, algo que es evidente que el artículo XVII no exige.

3.223 Antigua responde que en los Estados Unidos los proveedores autorizados por el Estado ofrecen literalmente millares de servicios de juegos de azar y apuestas.  Antigua ha demostrado la existencia y la magnitud de esas operaciones.  En cambio, los proveedores de Antigua no pueden obtener una autorización para suministrar servicios de juegos de azar de forma transfronteriza.  A pesar de ello, los Estados Unidos sostienen que no hay ninguna violación del artículo XVII del AGCS porque las leyes que impiden a los proveedores de servicios de Antigua suministrar servicios de juegos de azar a distancia impiden también suministrarlos a los proveedores de servicios de los Estados Unidos.  Antigua no está de acuerdo con esta opinión.  El párrafo 3 del artículo XVII establece expresamente que un trato formalmente idéntico puede ser menos favorable si modifica las condiciones de competencia.  El hecho de prohibir a los proveedores que suministran servicios de forma transfronteriza desde el extranjero la utilización de medios de comunicación a distancia hace imposible a esos proveedores suministrar sus servicios.  Es evidente que los efectos de esa prohibición en los operadores internos son mucho menos amplios, por cuanto esos operadores pueden suministrar los servicios por otros medios que no se consideran "medios de comunicación a distancia".  Así pues, el "trato formalmente idéntico" expuesto por los Estados Unidos modifica de forma considerable las condiciones de competencia.  En realidad, hace imposible competir desde Antigua y Barbuda.

3.224 A juicio de Antigua, se registra una expansión de los juegos de azar "a distancia" en los Estados Unidos en diversas formas, desde los servicios de apuestas hípicas fuera del hipódromo y las apuestas por Internet a la forma más obvia de juego "a distancia" -las loterías- que comercializan sus productos en casi 180.000 tiendas, gasolineras, farmacias, quioscos de prensa, bares y restaurantes (sin contar con las máquinas de venta de billetes de lotería en autoservicio) y en el mejor de los casos cuentan con una conexión electrónica con la fuente de origen de la lotería.  Las leyes federales que prohíben la utilización de medios de comunicación a distancia para ofrecer servicios de juegos de azar no son aplicables a esas operaciones, bien porque la comunicación a distancia no cruza una frontera estatal o internacional (caso de las loterías) o bien porque las operaciones han obtenido una exención (caso del sector de las apuestas hípicas).  Los Estados Unidos aducen que los servicios de lotería "no se prestan a distancia".
  De hecho, prácticamente todos los juegos de lotería de los Estados Unidos se ofrecen por suministro remoto.  A partir de principios del decenio de 1980 los proveedores de lotería estadounidenses realizaron grandes inversiones en redes electrónicas de comunicaciones que enlazaban sus ordenadores centrales con millones de terminales situadas en los aproximadamente 180.000 puntos de venta al por menor antes mencionados con el fin específico de hacer el juego de lotería lo más accesible posible.  Esas redes de comunicación han permitido también a las loterías competir con juegos del tipo de los juegos de casino, ofreciendo un número mayor de juegos y una mayor frecuencia de juego.  Mucho antes de la llegada de Internet, las loterías se referían a esos juegos como juegos "en línea".
  Los proveedores de juegos de azar "en línea" de Antigua hacen esencialmente lo mismo que las loterías, pero en lugar de utilizar las redes de comunicación especializadas, sumamente costosas, que utilizan las loterías estadounidenses, los aperadores de Antigua utilizan la tecnología genérica de Internet.

3.225 Antigua no acepta los argumentos de los Estados Unidos, según los cuales la reforma de la Reglamentación de apuestas sobre carreras de caballos, que permite las apuestas por Internet, no tiene efectos jurídicos en el ordenamiento estadounidense.
  Antigua no puede entender cómo es posible que una ley adoptada por el Congreso de los Estados Unidos no tenga efectos jurídicos, especialmente habida cuenta de que los operadores en los Estados Unidos están ofreciendo servicios de apuestas vía Internet.  No obstante, es más importante aún el hecho de que los Estados Unidos no adoptan medidas contra esas operaciones de apuestas por Internet en gran escala para hacer cumplir la ley.  Si los Estados Unidos insisten en argumentar que esas operaciones son ilícitas con arreglo al ordenamiento estadounidense, Antigua y Barbuda tendrá que retirar su sugerencia de que el Grupo Especial no examine las actuaciones o medidas enumeradas en la sección III del anexo a su solicitud de establecimiento de un grupo especial como medidas separadas.  En una situación en la que la ley se aplica de forma selectiva únicamente contra los proveedores extranjeros, es evidente que las medidas destinadas a la aplicación de la ley "hacen algo" pertinente a los efectos del derecho de la OMC:  llevan aparejado un trato menos favorable.  Antigua sostiene que la conclusión de los Estados Unidos de que están investigando esas operaciones carece de credibilidad.  Los Estados Unidos han realizado considerables esfuerzos para hacer cumplir la ley contra los operadores de Antigua, pero no han adoptado medidas contra sus operadores, que deben constituir un objetivo mucho más fácil para la represión, dada su presencia dentro del territorio.  El Grupo Especial debería tomar nota además de que una de esas empresas de servicios de apuestas por Internet, Capital OTB, es una empresa pública propiedad del Estado de Nueva York.  Además, la posición de los Estados Unidos sobre esta cuestión está unida a su intento de caracterizar las oportunidades de juego en los Estados Unidos como confinadas en lugares concretos.  Como se demuestra en el mapa en el que figuran los emplazamientos de los casinos en los Estados Unidos
, los "lugares concretos" (que en el mapa no incluyen los miles y miles de puntos de venta de lotería a que hemos hecho referencia antes) no parecen muy escasos ni parece que las oportunidades de juego estén "confinadas" en ellos.

3.226 Los Estados Unidos reiteran que incumbe asimismo a Antigua la carga de aportar pruebas y exponer argumentos que demuestren que se otorga a los servicios y proveedores de servicios de Antigua un "trato menos favorable".  Los Estados Unidos insisten en que las restricciones estadounidenses aplicables al juego por Internet y a otras formas de servicios de juegos de azar que las empresas de Antigua tratan de suministrar de forma transfronteriza se aplican también a esas actividades a distancia dentro de los Estados Unidos.  A este respecto, los Estados Unidos desearían rectificar la declaración errónea de Antigua de que los servicios de juegos de azar de Antigua "están prohibidos porque se suministran desde el extranjero".  Esa afirmación es falsa.  Las leyes que regulan el suministro a distancia de servicios de juegos de azar son aplicables asimismo dentro de los Estados Unidos.

3.227 Antigua subraya que en la medida en que el artículo XVII del AGCS pueda ser pertinente a la presente diferencia
, considera que la prohibición total de los Estados Unidos y las disposiciones legales y reglamentarias, los actos o medidas de aplicación de esas disposiciones y las prácticas conexas que configuran la prohibición total violan, en varios aspectos, el artículo XVII.
  En primer lugar, la prohibición total de los Estados Unidos, en sí misma, viola el compromiso de los Estados Unidos en materia de trato nacional con respecto al suministro transfronterizo.  Se permite el suministro interno de servicios de juegos de azar y de apuestas, en tanto que se prohíbe completamente el suministro transfronterizo de servicios extranjeros.  En segundo lugar, las leyes federales y otras disposiciones legales y reglamentarias, los actos de aplicación de esas disposiciones y las prácticas conexas que prohíben o impiden específicamente el suministro transfronterizo desde Antigua en tanto que permiten el suministro interno, a distancia o directo, dentro de los Estados por proveedores autorizados, llevan aparejado un trato menos favorable de los servicios y proveedores de servicios de Antigua.  En tercer lugar, las autoridades estadounidenses permiten en varios casos, bien porque ello es legal o por vía de la aplicación selectiva de las leyes estatales y federales, el suministro "a distancia" de servicios de juegos de azar y apuestas entre Estados de los Estados Unidos.  En cambio, no permiten el suministro transfronterizo de servicios de juegos de azar y apuestas desde Antigua.  En cuarto lugar, aun cuando fuera cierto que todo suministro "a distancia" de servicios de juegos de azar y apuestas está prohibido efectivamente en los Estados Unidos, quod non, los Estados Unidos seguirían infringiendo el artículo XVII del AGCS, porque ese trato formalmente idéntico de los servicios de Antigua y de origen estadounidense da lugar a condiciones menos favorables de competencia para los servicios y proveedores de servicios de Antigua:  los operadores internos pueden seguir suministrando sus servicios directamente, es decir, sin utilizar medios de comunicación a distancia.  En cambio, es evidente que a los proveedores de servicios de Antigua les resulta imposible suministrar directamente los servicios.  La situación descrita infringe el artículo XVII en el contexto de un compromiso pleno de trato nacional respecto del suministro transfronterizo.  En quinto lugar, las leyes de los Estados que prohíben todo tipo de juegos de azar y eximen de esa prohibición a determinados juegos de azar autorizados específicamente, sin dar a los operadores de Antigua la posibilidad de obtener una autorización para suministrar de forma transfronteriza esos servicios
 tienen como resultado un trato menos favorable de los servicios y proveedores de servicios de Antigua.  En sexto lugar, las leyes o reglamentos de los Estados que otorgan derechos exclusivos o especiales a los operadores de origen estadounidense
 abocan a un trato más favorable de esos operadores y sus servicios en comparación con el que se da a los servicios y proveedores de servicios de Antigua.  Y, en séptimo lugar, las leyes de los Estados que exigen la presencia física del operador dentro del territorio del Estado
 tienen como resultado un trato menos favorable de los proveedores de servicios de Antigua que tratan de suministrar sus servicios de forma transfronteriza.

3.228 Los Estados Unidos sostienen que es importante recordar que no hay en el AGCS ninguna disposición que impida que, incluso dentro de un grupo de servicios o proveedores de servicios similares, se mantengan distinciones reglamentarias neutrales respecto de la nacionalidad.
  Así pues, aun suponiendo, a efectos de argumentación, que Antigua pudiera demostrar la similitud entre algunos servicios de juegos de azar objeto de suministro a distancia y proveedores de esos servicios, de una parte, y algunos servicios de juegos de azar y proveedores de esos servicios de forma directa de otra, lo que no puede hacer, los Estados Unidos podrían, no obstante, mantener una distinción reglamentaria entre el suministro a distancia y el suministro directo de servicios de juegos de azar.
  El AGCS sólo exige que esas distinciones, de jure o de facto, no otorguen "un trato menos favorable" a los proveedores extranjeros en función del origen nacional (párrafos 1 y 2 del artículo XVII).  El AGCS establece también que el trato que "modifica las condiciones de competencia" en favor de los servicios o proveedores de servicios nacionales similares, "se considerará menos favorable" (párrafo 3 del artículo XVII).  Las restricciones aplicadas por los Estados Unidos al suministro a distancia de servicios de juegos de azar se ajustan a esas prescripciones.  Dos autores han observado que "un estafador extranjero que está sujeto a las leyes penales de una nación sigue beneficiándose del trato nacional".
  Esa observación es aplicable también en la presente diferencia.  Como han indicado repetidamente los Estados Unidos, las restricciones estadounidenses que afectan al suministro a distancia de juegos de azar se aplican con independencia del origen nacional.  No obstante, Antigua parece formular una alegación de discriminación de jure basada en la afirmación de que la ley estadounidense autoriza el suministro a distancia de dos servicios internos de juegos de azar (los servicios de apuestas mutuas hípicas y de las loterías estatales).
  Tampoco a este respecto las afirmaciones de Antigua se ajustan a la realidad.  Los Estados Unidos han abordado la cuestión del suministro a distancia de servicios de apuestas mutuas hípicas en sus respuestas a las preguntas del Grupo Especial.
  En síntesis, Antigua alega que el derecho federal estadounidense, recogido en la Ley sobre apuestas hípicas interestatales establece una "exención" que permite el suministro a distancia de servicios de apuestas mutuas hípicas por proveedores internos, lo que es falso.  Las leyes penales federales de los Estados Unidos siguen prohibiendo la transmisión de apuestas hípicas en la misma medida que prohíben otras formas de suministro a distancia de servicios de juegos de azar.  La reforma de 2000 de la Ley sobre apuestas hípicas interestatales no ha modificado la anterior legislación penal federal.
  En realidad, en contra de lo que alega Antigua, la Ley otorga de hecho un trato más favorable a los proveedores extranjeros de servicios de juegos de azar.  Como se indicaba en la respuesta de los Estados Unidos a la pregunta Nº 22 del Grupo Especial, las leyes estadounidenses no prohíben el suministro a distancia de información que sirva de ayuda para hacer apuestas mutuas hípicas (o en cualquier otro tipo de juegos de azar) en la medida en que la información se transmita de un lugar en que las apuestas sean legales a otro en el que también lo sean.  En el contexto de las apuestas mutuas hípicas, la Ley sobre apuestas hípicas interestatales establece requisitos especiales para el suministro interno de esos servicios de juegos de azar (que exigen, por ejemplo, determinados acuerdos escritos de conformidad), pero no impone ningún requisito al suministro transfronterizo de esos servicios.
  Así pues, en virtud de la Ley sobre apuestas hípicas interestatales, se da a los servicios y proveedores de servicios extranjeros un trato mejor que a los servicios y proveedores de servicios estadounidenses.

3.229 Según los Estados Unidos, Antigua afirma que los servicios de juegos de lotería se prestan a distancia en los Estados Unidos, al parecer porque lógicamente, las loterías estatales utilizan ordenadores y otros dispositivos electrónicos como medios de comunicación con sus diversas oficinas y distribuidores.  Cada uno de los mecanismos de distribución que indica Antigua (tiendas, gasolineras, farmacias, quioscos de prensa, bares y restaurantes y máquinas de venta) requiere la presencia física del consumidor del servicio en un lugar autorizado para la distribución de lotería, por lo que el suministro del servicio por esos medios no es un suministro a distancia.  Dicho de otra forma, Antigua confunde simplemente el hecho de que las loterías tengan con frecuencia muchos puntos de presencia para la venta al por menor con el concepto, enteramente distinto, de suministro a distancia.

3.230 Los Estados Unidos aducen que las alegaciones de Antigua acerca del trato nacional en el caso de las loterías y de las apuestas mutuas hípicas quedan en un segundo plano ante una alegación mucho más ambiciosa acerca del trato nacional de facto.  Antigua aduce que aunque el derecho estadounidense establece un trato "formalmente idéntico" de los servicios y proveedores de servicios extranjeros y nacionales, el hecho de que someta el suministro a distancia de juegos de azar a restricciones más rigurosas que las que aplica al suministro directo modifica las "condiciones de competencia" del mercado de los servicios de juegos de azar en un sentido desfavorable a los proveedores de Antigua.  Es difícil discernir la base del argumento de Antigua.  De hecho, sólo cabe suponer que la supresión de las restricciones que aplican los Estados Unidos al suministro a distancia de servicios de juegos de azar supondría una enorme y nueva amenaza de competencia para los servicios y proveedores de servicios de Antigua, por cuanto importantes proveedores de servicios de juegos de azar radicados en los Estados Unidos comenzarían a ofrecer sus servicios en competencia con los sitios en la Web de Antigua.  No obstante, Antigua alega estar en una situación de desventaja porque los proveedores internos de los Estados Unidos pueden seguir suministrando sus servicios por medios que no son medios de comunicación a distancia.  Este argumento está viciado, porque Antigua no ha presentado pruebas de cualquier restricción que impida a sus proveedores suministrar sus servicios por los mismos medios distintos de los medios de comunicación a distancia de que pueden valerse los proveedores nacionales.  En consecuencia, no hay una violación de la obligación del trato nacional.  Si lo que Antigua trata en realidad de aducir es que es intrínsecamente más difícil para los proveedores extranjeros suministrar servicios por medios distintos de los medios de comunicación a distancia en los Estados Unidos, ese argumento debe descartarse de conformidad con la nota 10 del artículo XVII, que dice lo siguiente:

"No se interpretará que los compromisos específicos asumidos en virtud del presente artículo obligan a los Miembros a compensar desventajas competitivas intrínsecas que resulten del carácter extranjero de los servicios o proveedores de servicios pertinentes."

3.231 De conformidad con la nota 10, aun en el caso de que se suponga, en contra de lo que ponen de manifiesto los hechos, que los Estados Unidos han asumido un compromiso de trato nacional respecto de los servicios de juegos de azar, los Estados Unidos no estarían obligados a compensar el hecho de que los servicios de Antigua y los proveedores de esos servicios sean originarios de un lugar distinto de Nevada, Nueva Jersey, etc., y debido a ello pueda resultarles intrínsecamente más difícil ofrecer en los Estados Unidos servicios de juegos de azar por medios de comunicación que no sean medios de comunicación a distancia que lo que les resultaría a algunos proveedores estadounidenses.  En la nota 10, los negociadores del AGCS previeron y rechazaron precisamente este tipo de argumentos.

3.232 Antigua sostiene que es evidente que los Estados Unidos mantienen y aplican leyes que prohíben específicamente los servicios de juegos de azar que traspasan las fronteras internacionales, lo que constituye una discriminación de jure en el contexto de un compromiso de trato nacional respecto del suministro transfronterizo, con independencia de que esas leyes prohíban también el suministro interestatal de servicios de juegos de azar.  En la medida en que tales leyes prohíban efectivamente el juego interestatal, Antigua ha puesto de manifiesto que no se aplican contra los operadores nacionales, lo que constituye asimismo una discriminación.  El argumento de los Estados Unidos sobre el trato menos favorable se basa enteramente en el concepto de "suministro a distancia", un método de distribución no especificado que supuestamente no es utilizado por los operadores de servicios de juegos de azar estadounidenses.  Los Estados Unidos aducen, por ejemplo, que el juego de lotería no es objeto de "suministro a distancia" porque las loterías utilizan ordenadores y máquinas de venta situadas en los 180.000 "lugares autorizados de distribución de lotería" que hay en los Estados Unidos.  Pero se trata claramente de suministro "a distancia", porque no es preciso que el jugador acuda físicamente a la administración de lotería para jugar, sino que puede jugar en la tienda de comestibles, la farmacia, la gasolinera u otro lugar al que tiene en todo caso que ir a comprar otros productos.  Además, las loterías permiten a los jugadores jugar en casa.  Las loterías estadounidenses permiten que los jugadores compren billetes para participar en numerosos sorteos a lo largo de varios meses o incluso de un año.
  Los jugadores pueden verificar los números ganadores en la televisión o en Internet.  Muchas loterías de los Estados Unidos permiten a los compradores comprar billetes de lotería por correo, pagarlos con un talón o incluso con tarjeta de crédito y reclamar después las ganancias por correo, todo ello sin salir de su domicilio.
  Algunas loterías de los Estados Unidos tienen también juegos que permiten a los jugadores participar desde su domicilio en un juego de lotería televisado.
  En algunas loterías de los Estados Unidos pueden incluso jugar desde su domicilio menores de 18 años, como pone de manifiesto el formulario de la Lotería de Iowa, que permite a los jugadores menores de edad reclamar sus ganancias por correo.
  Los operadores de apuestas deportivas de Las Vegas permiten también a los jugadores apostar sobre acontecimientos que tendrán lugar en un futuro próximo o lejano, volver a su casa y reclamar días, semanas o meses después, sus ganancias por correo.

3.233 Antigua sostiene que, habida cuenta de la inexistencia de una definición clara de la expresión "a distancia"
, es poco probable que un análisis que se centre en si algo es o no "a distancia" sea fructífero.  El análisis debe realizarse sobre la base de los términos del artículo XVII, que exige "condiciones de competencia" que no sean "menos favorables" para "servicios similares".  Como se refleja en el párrafo 3.230, los Estados Unidos manifiestan que Antigua no ha presentado pruebas de cualquier restricción que impida a sus proveedores suministrar sus servicios por los mismos medios distintos de los medios de comunicación a distancia de que pueden valerse los proveedores nacionales, lo que suscita la cuestión de si sería legal que operadores de Antigua instalaran en bares, tiendas u otros puntos ordenadores a través de los cuales los consumidores pudieran luego participar en los juegos de azar ofrecidos por operadores de Antigua (de forma análoga, por ejemplo, a lo que hace la Lotería del Estado de Nueva York).
  Ese modo de proceder infringiría la ley del Estado, porque no está autorizado específicamente y violaría desde luego también la Ley de Comunicaciones por Cable y las demás leyes federales contra el juego, porque los servicios de juegos de azar cruzarían una frontera internacional.

3.234 A juicio de Antigua, la situación descrita suscita a su vez otras dos cuestiones en el marco del debate sobre la aplicación del artículo XVII a la imposibilidad de que los proveedores de servicios de Antigua utilicen determinados métodos de distribución.  La primera cuestión es la del "trato menos favorable dentro de determinados métodos de distribución".  Los Estados Unidos permiten a sus operadores de servicios de juegos de azar utilizar "de forma intraestatal o interestatal" métodos de distribución que podrían ser utilizados por operadores de Antigua para suministrar servicios de juegos de azar y apuestas de forma transfronteriza (Internet, el teléfono, el correo, la televisión, máquinas de venta, enlaces electrónicos con ordenadores y otros medios similares), pero prohíben la utilización de esos métodos de distribución para servicios procedentes de Antigua, lo que lleva forzosamente a constatar la existencia de un "trato menos favorable".  La segunda cuestión es el "trato menos favorable entre métodos de distribución concretos".  A juicio de Antigua, los Estados Unidos violan también el artículo XVII, al permitir a los proveedores nacionales que utilicen métodos de distribución que exigen la presencia comercial física (como los casinos tradicionales) y prohibir la utilización de un método de distribución que puede ser utilizado para el suministro transfronterizo (como Internet).  En virtud de su compromiso de trato nacional respecto del suministro transfronterizo, los Estados Unidos están obligados a permitir a los operadores de Antigua que compitan con los casinos tradicionales de los Estados Unidos en condiciones iguales de competencia, lo que no quiere decir que haya que darse a esos operadores un trato formalmente idéntico (que en realidad no es similar debido al diferente método de distribución), sino que los Estados Unidos deben permitir la competencia.

3.235 Los Estados Unidos señalan que Antigua ha afirmado que no se persigue a los infractores de las leyes estadounidenses que restringen el suministro a distancia de servicios de juegos de azar en general y de apuestas hípicas en particular.
  Los Estados Unidos han presentado ya al Grupo Especial datos estadísticos y casos que acreditan la resuelta ejecución de las leyes en cuestión.  Como parte de esa información, la Sección de Delincuencia Organizada del Departamento de Justicia ha recopilado datos estadísticos sobre el número de procedimientos por la comisión de actos de delincuencia organizada aprobados entre 1992 y 2002 por el Servicio de Revisión de la RICO en los que se ha imputado la violación de las disposiciones federales sobre el juego (18 U.S.C. § 1084, 18 U.S.C. § 1955, o ambas disposiciones).  Dicho de otro modo, hay procedimientos federales por delincuencia organizada que se basan en dos leyes federales sobre el juego.  En ese período el Departamento de Justicia aprobó 90 de esos procedimientos.
  Los Estados Unidos no disponen de estadísticas sobre el número de casos en que los hechos imputados implicaban una actividad de juego a nivel internacional y no simplemente interno.  No obstante, el Subjefe de la Sección de Delincuencia Organizada ha confirmado, basándose en sus numerosos años de experiencia personal, que la inmensa mayoría de esos 90 casos implicaban una actividad de apuestas puramente interna y no transfronteriza.  De hecho ésa es sólo una parte de todos los casos en que el juego ha dado lugar a la apertura de un procedimiento penal por el Gobierno Federal.  En total, las estadísticas estadounidenses reflejan que entre 1992 y septiembre de 2003 se tramitaron 125 casos en virtud del artículo 1084 y 951 en virtud del artículo 1955.  En muchos de esos casos hay varios acusados, por lo que el número de personas afectadas sería considerablemente mayor.  La mayoría de esos casos se refiere a actividades de organizaciones delictivas.  Además algunos casos tramitados en virtud del artículo 1952 se referían al juego ilegal, pero en esas estadísticas se incluían también otros tipos de casos, puesto que el ámbito del artículo 1952 no se limita al juego.  Como reflejan esas cifras, el juego ilegal sigue siendo el objeto fundamental del programa de ejecución de la ley de los 24 grupos de lucha contra la delincuencia organizada de las Oficinas de la Fiscalía de los Estados Unidos.  Todos los casos a que se ha hecho referencia, salvo un número muy pequeño, se refieren a actividades de juego ilegal en el ámbito puramente interno.  Sólo había un pequeño número de casos (algunos de ellos con varios acusados) que se referían al suministro de juegos de azar desde fuera de los Estados Unidos.

3.236 Los Estados Unidos señalan que, en lo que respecta en particular a las carreras de caballos, Antigua afirma en su respuesta a la pregunta Nº 19 del Grupo Especial que los Estados Unidos no persiguen a los proveedores de servicios de juegos de azar sobre carreras de caballos a distancia.  De hecho, hay constancia de muchos procedimientos judiciales (que representan sólo una pequeña parte de todos los procedimientos) en los que el Departamento de Justicia ha recurrido a las leyes federales sobre el juego impugnadas por Antigua para perseguir las apuestas ilegales sobre carreras de caballos.
  En lo que respecta a las actividades de entidades tales como Youbet.com, esta cuestión ocupó el primer plano bastante después del año 1998, cuando los Estados Unidos adoptaron medidas contra el Sr. Jay Cohen, el Sr. Scott y otros proveedores de servicios de juegos de azar a distancia radicados en Antigua.  Sólo en diciembre de 2000 las modificaciones introducidas en la Ley sobre apuestas hípicas interestatales establecieron lo que algunos citan ahora, de forma inexacta, como base legal para los juegos de azar sobre carreras de caballos por Internet.  Los Estados Unidos son conscientes de esas actividades y los funcionarios estadounidenses encargados de hacer cumplir las leyes no aceptan las afirmaciones de los proveedores de servicios que se basan en esa supuesta justificación.  Aunque los Estados Unidos no pueden analizar investigaciones o procedimientos pendientes, pueden destacar que Youbet.com hizo público en su informe anual de 2002 que "el Departamento de Justicia de los Estados Unidos está en vías de adoptar medidas contra algunas empresas que considera que están realizando sus operaciones sin una licencia y una aprobación reglamentarias adecuadas".
  La empresa añadía que aunque "considera que sus actividades son conformes" a las leyes aplicables "esta conclusión no es absolutamente segura".
  El informe anual reconoce a continuación que Youbet.com "se enfrenta al riesgo" de que el Gobierno inicie actuaciones penales y de sufrir sanciones de carácter penal, y los Estados Unidos comparten esa evaluación.
  Por último, Antigua ha planteado la cuestión de las restricciones impuestas a la publicidad de los servicios de juegos de azar, pero no ha identificado tampoco las leyes o reglamentaciones en esa esfera, comprendidas en el ámbito del mandato del Grupo Especial, que supuestamente incorporan esa restricción.  Lo mismo puede decirse de las nuevas afirmaciones de Antigua acerca de la Ley Reguladora del juego entre la población indígena ("IGRA").  La IGRA no está comprendida en el ámbito del mandato del Grupo Especial.

3.237 Antigua rechaza la declaración de los Estados Unidos con respecto a las actividades de entidades como Youbet.com de que "esta cuestión ocupó el primer plano bastante después de 1998".  La página 5.4 del Informe Final de la NGISC analiza las actividades de Youbet.com y la nota 14 indica que el sitio en la Web fue visitado el 17 de marzo de 1999.  Las actividades de TVG se analizan en la página 2-13 del mismo informe.

3.238 Los Estados Unidos señalan que Antigua insiste en que no pide para sus servicios y proveedores de servicios un trato más favorable que el otorgado a los servicios y proveedores estadounidenses, pero al mismo tiempo solicita a los Estados Unidos que permitan a los servicios y proveedores de servicios a distancia operar de forma transfronteriza desde Antigua cuando no se permite hacerlo a los proveedores estadounidenses.  Solicita además que los Estados Unidos participen en la elaboración de normas internacionales para permitir el suministro a distancia
 cuando ninguna norma permite tal actividad en el plano interno.  En síntesis, esas peticiones de Antigua ponen claramente de manifiesto que Antigua pide en realidad que en el caso de sus servicios y proveedores de servicios se permitan cosas que no están permitidas en el caso de los servicios y proveedores de servicios internos.

6. Artículo VI del AGCS

3.239 Antigua aduce que los Estados Unidos mantienen numerosas leyes y reglamentos que prohíben el suministro de servicios de juegos de azar y apuestas salvo que se haya concedido una autorización específica.  Se trata de "medidas de aplicación general que afectan al comercio de servicios" abarcadas por el párrafo 1 del artículo VI del AGCS.  Muchos proveedores de servicios de origen estadounidense han obtenido una autorización para suministrar servicios de juegos de azar y apuestas.  En cambio, resulta imposible a los proveedores de servicios extranjeros obtener una autorización para suministrar servicios de forma transfronteriza o incluso solicitarla.  Antigua sostiene que esta situación implica una violación del párrafo 1 del artículo VI del AGCS.

3.240 Antigua aduce también que a tenor del párrafo 3 del artículo VI del AGCS, un Miembro de la OMC está obligado a poner a disposición de los proveedores de los Miembros de la OMC que deseen suministrar servicios respecto de los que se haya contraído un compromiso los procedimientos que están a disposición de los proveedores nacionales de servicios.  Al prohibir todo suministro transfronterizo de servicios de juegos de azar y apuestas, es evidente que los Estados Unidos no cumplen esa obligación con respecto a los servicios de que se trate.

3.241 Los Estados Unidos aducen que no es posible estimar que la alegación de Antigua debido a que Antigua no demuestra la existencia de compromisos pertinentes asumidos por los Estados Unidos y porque no satisface la carga que le incumbe de probar, con respecto a cualquier medida concreta, que esa medida no es administrada "de manera razonable, objetiva e imparcial".  Antigua no ha proporcionado ninguna prueba en absoluto acerca de la administración de cualquiera de las medidas identificadas en su solicitud de establecimiento de un grupo especial.  De hecho, las medidas en cuestión se aplican por igual a todos los servicios y proveedores de servicios, con independencia del origen, y se aplican habitualmente tanto en el caso de infractores nacionales como en el caso de infractores extranjeros.

3.242 Los Estados Unidos sostienen además que el párrafo 3 del artículo VI recoge determinados requisitos de transparencia en relación con la tramitación de solicitudes de suministrar un servicio en un sector en el que se haya contraído un compromiso.  Antigua no ha demostrado que los Estados Unidos hayan asumido ningún compromiso en relación con los servicios de juegos de azar en general o con el suministro transfronterizo de juegos de azar en particular.  En consecuencia, Antigua no puede demostrar que el párrafo 3 del artículo VI sea pertinente a la presente diferencia.  Además, Antigua no ha indicado ninguna ocasión en la que las autoridades estadounidenses no hayan informado a los proveedores de Antigua en relación con las decisiones sobre su solicitud.  De hecho, Antigua no ha demostrado que sus proveedores de servicios de juegos de azar hayan presentado en alguna ocasión la pertinente solicitud, sino que afirma que el párrafo 3 del artículo VI implica algo que este precepto no dice:  que "un Miembro de la OMC está obligado a poner a disposición de los proveedores de los Miembros de la OMC que deseen suministrar servicios respecto de los que se haya contraído un compromiso los procedimientos que están a disposición de los proveedores nacionales".  De hecho, lo que Antigua pretende es algo que el texto del párrafo 3 del artículo VI no establece, en concreto, que los Estados Unidos están obligados a otorgar a los proveedores extranjeros el derecho de prestar servicios que incluso sus proveedores nacionales no tienen derecho a prestar.

3.243 Antigua responde que, habida cuenta de lo que se ha demostrado antes, es evidente que el comportamiento de los Estados Unidos entraña además una violación de los párrafos 1 y 3 del artículo VI del AGCS.  Los Estados Unidos han asumido un compromiso pleno en relación con el suministro transfronterizo de servicios de juegos de azar y apuestas, pero en tanto que prohíben todo suministro transfronterizo de esos servicios desde Antigua, permiten a numerosos operadores de origen estadounidense suministrar servicios de juegos de azar y apuestas en los Estados Unidos, lo que constituye una violación patente del párrafo 1 del artículo VI.  Los Estados Unidos sostienen que no hay tal violación porque las leyes que utiliza contra los proveedores de servicios de Antigua "se aplican habitualmente contra los infractores nacionales al igual que contra los extranjeros".  Sin embargo, las numerosas exenciones de esas leyes que se han otorgado a operadores de servicios de juegos de azar de origen estadounidense no están a disposición de los operadores nacionales y extranjeros en la misma medida.

3.244 Antigua reitera que a tenor de la disposición del párrafo 3 del artículo VI todos los procedimientos de autorización que están a disposición de los proveedores nacionales de servicios deben estar asimismo a disposición de los proveedores de otros Miembros de la OMC que deseen suministrar servicios respecto de los que se haya asumido un compromiso.  Los proveedores de servicios nacionales en los Estados Unidos pueden ser y de hecho son autorizados para ofrecer servicios de juegos de azar y apuestas.  En cambio, los proveedores de servicios de Antigua no pueden serlo.  Los Estados Unidos afirman que "Antigua no ha demostrado que sus proveedores de servicios de juegos de azar hayan presentado en alguna ocasión la pertinente solicitud" pero, por otro lado, han expuesto de forma sumamente clara que todo suministro transfronterizo de servicios de juegos de azar y apuestas está prohibido.  Habida cuenta de este hecho, Antigua no entiende las razones por las que sus operadores podrían haber presentado una solicitud de autorización, y mucho menos, en qué podría haberse basado tal solicitud.

3.245 Los Estados Unidos sostienen que la alegación de Antigua no corresponde al texto del artículo VI.  Antigua cita partes de esta disposición relativas a la administración de medidas estadounidenses, pero no identifica ningún defecto en la administración de las leyes estadounidenses sobre el juego.  En lugar de ello, sus argumentos tratan de convertir el artículo VI en una obligación implícita de trato más favorable que el nacional.  Con arreglo a la opinión de Antigua, el artículo VI implica de hecho que los Miembros deben permitir a quienes los suministren de forma transfronteriza suministrar servicios que no están comprendidos en el ámbito de las actividades admisibles en el caso de proveedores que tienen una presencia local.  Sólo cabe decir que el texto del artículo VI no admite esa interpretación.  Antigua parece considerar, erróneamente, que con su alegación de incompatibilidad con el artículo XVI o el artículo XVII, ha demostrado automáticamente, sin necesidad de pruebas ni argumentos, que existe una incompatibilidad con el artículo VI.  Antigua no ha expuesto argumentos que puedan servir para establecer una presunción prima facie de violación del artículo VI.

3.246 Por otra parte, Antigua parece ser incapaz de citar un caso en el que se haya negado la "autorización para suministrar" un servicio de juegos de azar en los Estados Unidos.
  Además, admite que "no ha podido investigar la totalidad de los criterios que aplican todos los Estados al autorizar a un proveedor nacional para ofrecer servicios de juegos de azar y apuestas", lo que hace difícil a los Estados Unidos entender cómo puede sostener de forma creíble que esos procedimientos excluyen por sus propios términos a sus proveedores.  En todo caso, un examen de los procedimientos en cuestión parece exceder del ámbito del mandato del Grupo Especial, puesto que no han sido enunciados en la solicitud de establecimiento del grupo especial presentada por Antigua.

7. Artículo XI del AGCS

3.247 Antigua aduce que los Estados Unidos mantienen también medidas que restringen las transferencias monetarias internacionales y los pagos internacionales en conexión con el suministro transfronterizo de servicios de juegos de azar y apuestas.  Las autoridades estadounidenses tratan, en especial, de restringir los pagos y transferencias relacionados con servicios de juegos de azar y apuestas "no autorizados"·a empresas que "operan generalmente de modo extraterritorial en lugares situados en el extranjero".
  De esas medidas están exentas las "transacciones de juego legalmente autorizadas".
  La finalidad de esas medidas es impedir que los proveedores extranjeros de servicios de juegos de azar y apuestas ofrezcan sus servicios de forma transfronteriza.  En la medida en que esas medidas refuerzan las medidas de prohibición analizadas en el párrafo 3.75 supra violan el párrafo 1 del artículo XVI, el artículo XVII y el párrafo 1 del párrafo VI del AGCS.  Las citadas medidas violan también el párrafo 1 del artículo XI del AGCS.

3.248 Los Estados Unidos sostienen que Antigua afirma, sin apoyar tampoco su afirmación con ningún argumento, que las medidas estadounidenses que prohíben las transferencias monetarias en conexión con los juegos de azar infringen el párrafo 1 del artículo XI del AGCS.  La alegación de Antigua no es admisible debido en primer lugar a que Antigua no prueba la existencia de un compromiso específico pertinente.  Además, aun en el caso de que se hubiera probado la existencia de un compromiso de esa naturaleza, Antigua no ha intentado explicar en qué forma o por qué razones cualquiera de esas medidas específicas viola el párrafo 1 del artículo XI, con lo que no establece una presunción prima facie.  Al formular su alegación, Antigua se refiere a las "medidas analizadas en el párrafo [3.75]".  En ese párrafo se hace referencia a un acuerdo entre el Fiscal General de Nueva York y Paypal Inc., que figura entre los elementos enumerados en la sección III del anexo de la solicitud de establecimiento de un grupo especial presentada por Antigua.  Ante todo, los Estados Unidos destacan la resolución preliminar del Grupo Especial con arreglo a la cual éste no considerará ni examinará esos elementos como "medidas separadas autónomas".
  En todo caso, el texto del acuerdo con Paypal establece que Paypal acepta "dejar de atender cualesquiera pagos para empresas de servicios de juegos de azar en línea" que afecten a miembros de Paypal en Nueva York y a juegos no autorizados expresamente de conformidad con el derecho estadounidense.
  En el acuerdo se estipula además que Paypal acepta "bloquear automáticamente (...) cualesquiera pagos de miembros de Paypal en Nueva York con cargo a cualquier tarjeta de crédito o de débito" que incorporen un código determinado indicativo de una transacción relacionada con el juego por Internet.
  Antigua no ha aportado ninguna prueba de que esas disposiciones supongan la aplicación de restricciones a movimientos transfronterizos de fondos.  Por el contrario, esas disposiciones, a juzgar por su propio texto, se aplican independientemente de que los pagos de que se trata se destinen a su transferencia ulterior a un destino nacional o extranjero.

3.249 Antigua responde que los Estados Unidos tratan de desviar la cuestión de la violación del párrafo 1 del artículo XI utilizando tácticas procesales destinadas a excluir del ámbito de la presente diferencia los elementos que no corresponden a disposiciones legislativas.  Los Estados Unidos han afirmado antes que los actos de los Fiscales Generales (y los actos del Fiscal General de Nueva York en el contexto de Paypal Inc. son especialmente pertinentes a este respecto) no constituyen medidas en el sentido del AGCS porque no son vinculantes, sino que son meros actos de aplicación de la ley interna de los Estados Unidos.  En interés de la eficacia procesal, Antigua propuso que el Grupo Especial no se ocupara de ellos, puesto que la cuestión de si esos actos constituyen medidas separadas o si son ejemplos que aclaran el sentido de la ley carece de hecho de importancia a efectos de la resolución de la presente diferencia.

3.250 Antigua sostiene que en el caso del asunto Paypal, los párrafos 14 a 16 del acuerdo a que se hace referencia en su solicitud de establecimiento de un grupo especial identifican las disposiciones legales que constituyen la base de la actuación del Fiscal General en ese caso.
  La actuación del Fiscal General de Nueva York contra Paypal confirma que esas disposiciones legales pueden utilizarse para poner fin a las transferencias monetarias a operadores de juego de Antigua.  Si los Estados Unidos pusieran en alguna medida en tela de juicio que esta actuación del Fiscal General de Nueva York se basa correctamente en la legislación estadounidense, ello sería una razón más para que Antigua y Barbuda retirara su sugerencia al Grupo Especial de que no examine las medidas enumeradas en la sección III del anexo de su solicitud de establecimiento de un grupo especial como medidas separadas.  Si, en contra de lo que los Estados Unidos adujeron en su solicitud de resoluciones preliminares, esa actuación no se basa en la legislación, se convierte en una "medida" separada en sí misma incluso con arreglo a la interpretación restrictiva de ese término expuesta por los Estados Unidos.  En lo que respecta al fondo de la cuestión, los Estados Unidos aducen que el acto del Fiscal General afecta a cualquier transacción relacionada con servicios de juegos de azar por Internet y no tiene específicamente por objeto el suministro transfronterizo de esos servicios, lo que, además de no ser pertinente, es incierto.  En el párrafo 20 del acuerdo con Paypal se estipula que Paypal dejará de atender pagos "distintos de los correspondientes a las transacciones relacionadas con el juego que estén expresamente autorizadas por la ley de Nueva York".  Además, el Fiscal General de Nueva York ha declarado abiertamente que el objetivo real de su actuación contra los intermediarios financieros es poner freno a las actividades de las empresas de juegos de azar que "actúan generalmente en lugares del extranjero, fuera del ámbito de la capacidad coactiva de las autoridades locales".
  De hecho, no hay en Nueva York o en cualquier otro lugar de los Estados Unidos medidas que traten de poner fin a las transferencias financieras en conexión con transacciones de juego que se consideran legales en los Estados Unidos.

3.251 Los Estados Unidos reiteran que la afirmación de Antigua de que alguna o algunas medidas de los Estados Unidos violan el artículo XI, que trata de las "restricciones a los pagos y transferencias internacionales" carece por completo de fundamento.  Antigua no ha expuesto ninguna tesis acerca de la forma en que una medida determinada podría violar el artículo XI ni de las razones por las que podría violarlo, y ha admitido que no impugna en sí mismo el único acto que cita como ejemplo a este respecto (la conclusión de un acuerdo entre el Fiscal General de Nueva York y Paypal Inc).  Esa afirmación infundada es un claro exponente de la absoluta incapacidad de Antigua para presentar pruebas y exponer argumentos que apoyen sus alegaciones sustantivas.  En la medida en que Antigua trata de basarse en elementos citados en el acuerdo con Paypal, le incumbe la carga de aportar pruebas y argumentos en relación con esos elementos.

3.252 Además, en la medida en que Antigua cita este acuerdo como prueba de la aplicación de otras medidas, sus argumentos están fuera de lugar.
  El acuerdo con Paypal se ocupa de las leyes de Nueva York sobre el juego, pero en él no se dice que esas leyes prohíban los pagos y transferencias internacionales relacionados con los servicios de juegos de azar.  El propio acuerdo no constituye una aplicación de esas leyes en sus propios términos, sino que es una solución mutuamente convenida de una cuestión controvertida acordada por ambas partes en el ejercicio de sus facultades de transacción.
  Soluciones de esa naturaleza reflejan exclusivamente que las partes prevén la posibilidad de la aplicación de una o varias sanciones penales y articulan una solución alternativa convenida por ellas, solución que con frecuencia no se asemeja a la aplicación real de las sanciones penales.  En consecuencia, los Estados Unidos sostienen que las medidas correctivas voluntarias convenidas en el acuerdo con Paypal no son elementos probatorios del sentido o de la aplicación de las leyes que dieron lugar a esa diferencia.  Además, tanto el acuerdo con Paypal como las leyes en que se basa son neutrales en lo que respecta al destino de los pagos.  El hecho de que de conformidad con el acuerdo se permita a Paypal efectuar transferencias para formas de juego que son legales en Nueva York no indica lo contrario.  Esas transferencias pueden tener un destino nacional o extranjero, lo mismo que las transferencias relacionadas con los juegos ilícitos.

8. Artículo XIV del AGCS

3.253 Antigua señala que es posible que los Estados Unidos traten de acogerse a una o varias de las excepciones generales del artículo XIV del AGCS.  Desde luego, no sería coherente que los Estados Unidos tratasen de hacerlo, dado que durante las consultas adoptaron fundamentalmente la posición de que no habían asumido ningún compromiso en relación con los servicios de juegos de azar y apuestas.  No obstante, en la reunión de 24 de junio de 2003 del OSD, los Estados Unidos manifestaron que los servicios transfronterizos de juegos de azar y apuestas están prohibidos "debido a los peligros sociales y psicológicos y los problemas de aplicación de la ley que crean esos servicios, en particular respecto de los juegos de azar y las apuestas por la Internet".
  Los Estados Unidos manifestaron también "profundas preocupaciones por los riesgos económicos y sociales que tales actividades crean para sus ciudadanos, en particular para los niños y no únicamente para ellos".
  Antigua señala también que en una nota, la Secretaría de la OMC declara, en relación con la protección de la moral pública y el mantenimiento del orden público de conformidad con el artículo XIV que "las medidas destinadas a combatir la pornografía o a prohibir las apuestas por Internet pueden estar perfectamente justificadas por esos motivos".
  El artículo XIV del AGCS es una "defensa afirmativa" y en caso de que los Estados Unidos lo invoquen, les incumbiría la carga de la prueba.
  En consecuencia, corresponde a los Estados Unidos exponer sus argumentos en relación con el artículo XIV y a Antigua dar respuesta a ellos.  No obstante, por razones de economía procesal, Antigua formula varias observaciones generales sobre la interpretación del artículo XIV del AGCS.  Naturalmente, Antigua sólo podrá responder plenamente a una posible defensa al amparo del artículo XIV cuando los Estados Unidos la formulen (en el caso de que lo hagan).

3.254 Antigua señala que los grupos especiales y el Órgano de Apelación no han interpretado aún el artículo XIV del AGCS.  No obstante, la interpretación y aplicación por el Órgano de Apelación, los grupos especiales de la OMC y los grupos del GATT del artículo XX del GATT de 1994 (la disposición correspondiente del GATT) proporcionan orientaciones útiles y pertinentes, especialmente dado que el texto del artículo XIV del AGCS y el texto del artículo XX del GATT de 1994 son en gran medida idénticos.  El "preámbulo" de ambas disposiciones es el mismo, con la salvedad de que en el artículo XIV del AGCS se hace referencia al "comercio de servicios" (mientras que en el artículo XX del GATT de 1994 se hace referencia al "comercio internacional").  En los apartados del artículo XIV del AGCS a los que los Estados Unidos pueden tratar de acogerse en el presente caso se utiliza el término fundamental "necesarias" para establecer una conexión entre cada apartado y el preámbulo.  El término "necesarias" se utiliza de forma análoga en algunos de los apartados del artículo XX del GATT de 1994.  Dada la similitud entre el artículo XIV del AGCS y el artículo XX del GATT de 1994, Antigua sostiene que, al igual que el artículo XX del GATT de 1994, el artículo XIV del AGCS requiere el análisis de dos componentes:  en primer lugar la justificación provisional de una medida como "necesaria" de conformidad con uno de los apartados, y en segundo lugar la evaluación ulterior de esa medida de conformidad con el "preámbulo".

3.255 En Corea - Diversas medidas aplicadas a la carne vacuna, el Órgano de Apelación confirmó el criterio de "necesidad" adoptado por el Grupo Especial en Estados Unidos - Artículo 337
 según el cual una medida no es "necesaria" cuando cabe esperar razonablemente que el Miembro interesado utilice otra medida compatible con las normas de la OMC que tiene a su alcance, o, si la "tiene razonablemente a su alcance", otra medida menos incompatible con la OMC.
  En Corea - Diversas medidas aplicadas a la carne vacuna, el Órgano de Apelación ha esbozado también un proceso en el que se sopesan y confrontan una serie de factores y que está incluido en el criterio de la "alternativa razonable" del informe del Grupo Especial del GATT en Estados Unidos - Artículo 337:

"Nos parece que un intérprete de tratados que evalúe una medida que se alegue necesaria para lograr la observancia de una ley o reglamento compatible con la OMC puede, en casos apropiados, tener en cuenta la importancia relativa de los intereses o valores comunes que la ley o el reglamento que se deban hacer cumplir estén destinados a proteger.  Cuanto más vitales o importantes sean esos intereses o valores comunes, más fácil será aceptar como 'necesaria' una medida concebida como instrumento para lograr la observancia.

Hay otros aspectos de la medida para lograr la observancia que han de considerarse al evaluar esa medida como 'necesaria'.  Uno es el grado en que la medida contribuye a la realización del fin perseguido, el logro de la observancia de la ley o reglamento en cuestión.  Cuanto mayor sea la contribución, más fácil será considerar que la medida es 'necesaria'.  Otro aspecto es el grado en que la medida destinada a lograr la observancia produce efectos restrictivos sobre el comercio internacional
, es decir en el caso de una medida incompatible con el párrafo 4 del artículo III, efectos restrictivos sobre las mercancías importadas.  Una medida que tuviese relativamente poca repercusión en los productos importados podría más fácilmente considerarse 'necesaria' que una medida con efectos restrictivos intensos o más amplios.

En suma, la determinación de si una medida que no es 'indispensable' puede no obstante ser 'necesaria' en el sentido del apartado d) del artículo XX entraña en cada caso un proceso en el que se sopesa y se confronta una serie de factores entre los que figuran principalmente la contribución de la medida para lograr la observancia para hacer cumplir la ley o el reglamento en cuestión, la importancia de los intereses o valores comunes protegidos por esa ley o reglamento y la repercusión concomitante de la ley o reglamento en las importaciones o exportaciones."

3.256 Antigua señala que la diferencia sustanciada en Corea - Diversas medidas aplicadas a la carne vacuna se refería a la aplicación del apartado d) del artículo XX del GATT de 1994.  Cuando el Órgano de Apelación interpretó el apartado b) del artículo XX en CE - Amianto, se remitió a su análisis de la "necesidad" en Corea - Diversas medidas aplicadas a la carne vacuna
, lo que demuestra que el análisis hecho por el Órgano de Apelación en ese asunto no sólo es aplicable al apartado d) del artículo XX del GATT de 1994, sino que es probable que sea aplicable por analogía a todos los criterios similares de necesidad, incluidos los del artículo XIV del AGCS.

3.257 En su informe en Estados Unidos - Camarones, el Órgano de Apelación manifestó que el artículo XX del GATT de 1994 requería lo siguiente:

"Se debe establecer un equilibrio entre el derecho de un Miembro a invocar una excepción en virtud del artículo XX y el deber de ese mismo Miembro de respetar los derechos convencionales de otros Miembros.  Permitir que un Miembro haga un uso abusivo o indebido de su derecho de invocar una excepción equivaldría de hecho a permitir a ese Miembro degradar sus propias obligaciones convencionales y devaluar los derechos convencionales de otros Miembros.  Si el uso indebido o el abuso son lo suficientemente graves o amplios, el Miembro reduce de hecho sus obligaciones convencionales a una obligación meramente facultativa y disuelve su carácter jurídico y, de esta forma, niega absolutamente los derechos convencionales de otros Miembros.  El preámbulo fue colocado delante de la lista de 'Excepciones generales' del artículo XX a fin de evitar esas graves consecuencias."

3.258 En Estados Unidos - Camarones, el Órgano de Apelación constató que la regulación de los Estados Unidos en litigio no cumplía el criterio del preámbulo porque:
Establecía una norma "rígida e inflexible" que no dejaba margen para tener en cuenta otras políticas y medidas concretas que podía haber adoptado un país exportador para proteger el fin de interés general en cuestión
;

Imponía una norma "rígida e inflexible" a otros países que no tenía en cuenta las condiciones que prevalecían en los países exportadores
;  y

Los Estados Unidos no habían hecho ningún esfuerzo para tratar de conseguir la cooperación internacional con los países pertinentes con objeto de hacer frente a las preocupaciones de política general en cuestión antes de imponer una prohibición de las importaciones.

3.259 En Estados Unidos - Gasolina, el Órgano de Apelación constató que la referencia que se hace en el Preámbulo del artículo XX del GATT de 1994 a la discriminación entre países abarca tanto la discriminación entre el país exportador y el país importador (trato nacional) como la discriminación entre países exportadores (trato de la nación más favorecida).

3.260 Los Estados Unidos aducen que Antigua no ha argumentado su reclamación.  De hecho, no puede hacerlo por la simple razón de que no se ha quebrantado ninguna obligación de los Estados Unidos en el marco del AGCS.  En consecuencia, no es necesario que el Grupo Especial examine las alegaciones de Antigua a la luz del artículo XIV del AGCS.  No obstante, los Estados Unidos consideran que para hacer una evaluación lo más completa posible del alcance y gravedad de las cuestiones en litigio en la presente diferencia, es importante entender los objetivos vitales de política general a que responden las medidas estadounidenses que restringen los juegos de azar.  Esas medidas estadounidenses cumplirían sin duda los requisitos del artículo XIV.  El hecho de que el artículo XIV sea tan claramente aplicable a esas medidas sirve también para confirmar que habría sido incomprensible que los Estados Unidos las hicieran objeto de un compromiso específico.

3.261 Los Estados Unidos señalan que Antigua se ha referido a tres disposiciones legales:  18 U.S.C. § 1084;  18 U.S.C. § 1952;  y 18 U.S.C. § 1955.  Dado que la "prohibición total" que alega Antigua no es un concepto que pueda tener una existencia independiente en el ordenamiento jurídico estadounidense, sólo puede realizarse un examen del artículo XIV en el contexto de esas medidas específicas.  En consecuencia, los Estados Unidos hacen el siguiente análisis de los orígenes, el funcionamiento y la finalidad de las tres disposiciones legales que Antigua ha mencionado finalmente en el curso de su argumentación.

3.262 Después de la toma de posesión del Presidente John F. Kennedy, el Departamento de Justicia de los Estados Unidos inició una lucha sin cuartel contra la delincuencia organizada en los Estados Unidos.  En el marco de esos esfuerzos, el Fiscal General Robert F. Kennedy presentó su Programa de Lucha Contra la Delincuencia Organizada.  Los artículos 1084 y 1952 del Título 18 del Código de los Estados Unidos formaban parte de ese programa.  El Congreso promulgó esas disposiciones legales en 1961.  Al explicar los efectos generales de su programa, incluidas las partes del mismo que se convertirían en los artículos 1084 y 1952, el Fiscal General Kennedy señaló que la delincuencia organizada representaba un peligro "grave" para los Estados Unidos, y que "es evidente que es necesario actuar".
  La cuestión, en palabras de Kennedy, era "qué es lo que se puede hacer efectivamente para reducir las actividades de esos matones y delincuentes que se han hecho ricos y poderosos", y respondía lo siguiente:

"Esas personas utilizan impunemente el comercio y las comunicaciones interestatales para llevar a cabo sus actividades ilegales.  Si reducimos la utilización por esas personas de las comunicaciones y servicios interestatales, podemos asestar un golpe contundente a sus operaciones.  Podríamos poner a esos personajes en su sitio.

Sr. Presidente:  nuestra legislación tiene fundamentalmente por objeto la reducción eficaz de las operaciones de juego.  Y ello porque los beneficios del juego ilegal son enormes y constituyen la fuente fundamental de los fondos que financian la delincuencia organizada en todo el país."

3.263 Los Estados Unidos aducen que el Fiscal General Kennedy destacó que el objetivo de este conjunto de medidas no era reemplazar las leyes de los Estados que restringían los juegos de azar, sino contribuir a su aplicación.
  Tras señalar que las actividades destinadas a hacer cumplir la legislación federal en otras esferas había sido "eficaz" y "útil para hacer cumplir la legislación local", Kennedy insistía en que una cooperación similar entre las autoridades federales y las autoridades de los Estados para hacer cumplir la ley era "imprescindible para poder actuar contra la delincuencia organizada, que está tan bien organizada y tan afianzada a escala pluriestatal que con frecuencia los encargados de hacer cumplir la ley en el plano local no pueden actuar prácticamente sin la ayuda y la colaboración del Gobierno Federal".

3.264 Los Estados Unidos reiteran que el artículo 1084 prohíbe a una persona que se dedica a actividades comerciales relacionadas con las apuestas utilizar deliberadamente un medio de comunicación por cable para transmitir en el comercio interestatal o exterior apuestas o información que sirve de ayuda para apostar.  Como se ha indicado antes, esta disposición legal no impide el suministro transfronterizo de información relacionada con el juego en la medida en que la información que sirva de ayuda para hacer determinados tipos de apuestas se transmita de un Estado o desde un país extranjero en el que esas apuestas sean legales a un Estado o un país extranjero en que las apuestas sobre el mismo acontecimiento sean legales, o de que la información se transmita a efectos de comunicación de noticias.
  El principal fin del artículo 1084, tal como se formuló en el momento en que fue examinado por el Congreso, es contribuir al cumplimiento de las leyes estatales y locales y, de esa forma, a la represión del juego ilegal organizado.  En los antecedentes legislativos se describe ese objetivo en los siguientes términos:

"La finalidad del proyecto de ley es ayudar a los diversos Estados y al Distrito de Columbia a velar por el cumplimiento de sus leyes relativas a los juegos de azar, la aceptación de apuestas y delitos análogos y contribuir a la supresión de los juegos de azar organizados prohibiendo la utilización de servicios de comunicación por cable que se emplean o pudieran emplearse para la transmisión de apuestas e información sobre juegos de azar en transacciones interestatales y internacionales."

Según el Fiscal General Kennedy, las restricciones al suministro a distancia de servicios de juegos de azar establecidas en el artículo 1084 eran necesarias como instrumento adicional de represión porque la utilización de las tecnologías de comunicación por cable para la difusión de información sobre el juego hacía inútiles los esfuerzos locales destinados a hacer cumplir la ley.

3.265 Los Estados Unidos reiteran que el artículo 1952 del título 18 del Código de los Estados Unidos prohíbe en el comercio interestatal o en el comercio extranjero los desplazamientos o la utilización de los servicios de correos o de cualquier servicio con el fin, entre otros, de "distribuir los ingresos procedentes de cualquier actividad ilícita" o de "promover, administrar, establecer, realizar, o facilitar la promoción, administración, establecimiento o realización de cualquier actividad ilícita y que en consecuencia en cualquier otra forma ejecute o [se] intente ejecutar" un acto de esa naturaleza.  La definición de "actividad ilegal" incluye "cualquier empresa comercial que implique la explotación de servicios de juegos de azar [...] con infracción de las leyes del Estado en que se realizan los actos o de los Estados Unidos".  El fin primordial del artículo 1952, tal como fue formulado por el Fiscal General Kennedy, es permitir que el Gobierno Federal "adopt[e] medidas eficaces contra el miembros de una organización delictiva que desarrolla actividades ilegales pero vive muy lejos del escenario de éstas, cómodamente y a salvo".
  En palabras del Fiscal General "no cabe duda de que el objetivo es la delincuencia organizada".
  Las investigaciones del Gobierno aclararon que "sólo el Gobierno Federal puede cortar los fondos que permiten a los dirigentes destacados de la delincuencia organizada vivir lejos del lugar en donde se llevan a cabo las actividades delictivas y, por lo tanto, seguir gozando de inmunidad frente a los funcionarios locales".

3.266 El artículo 1955 del título 18 del Código de los Estados Unidos fue promulgado por el Congreso como parte del Título VIII de la Ley de Lucha contra la Delincuencia Organizada de 1970.  En la exposición de motivos que introduce esa Ley, el Congreso describía así la gravedad de la amenaza que planteaba la delincuencia organizada:

"1) la delincuencia organizada en los Estados Unidos es una actividad sumamente compleja, diversificada y extendida, que extrae anualmente de la economía de los Estados Unidos miles de millones de dólares mediante actos ilícitos y el uso ilegal de la violencia, el fraude y la corrupción;  2) en gran parte la influencia de la delincuencia organizada deriva del dinero obtenido por actividades ilegales como el juego ilegal organizado, la usura, el robo y la receptación de bienes, la importación y distribución de estupefacientes y otras drogas peligrosas y otras formas de explotación social;  3) ese dinero y esa influencia se utilizan cada vez en mayor medida para infiltrarse en las empresas legítimas y los sindicatos y corromperlos y para minar y corromper nuestros procesos democráticos;  4) las actividades de la delincuencia organizada en los Estados Unidos debilitan la estabilidad del sistema económico de la nación, perjudican a inversores inocentes y a organizaciones competidoras, obstaculizan la libre competencia, constituyen una grave carga para el comercio interestatal y exterior, amenazan la seguridad interior y socavan el bienestar general de la nación y de sus ciudadanos."

3.267 Los Estados Unidos señalan que el artículo 1955 prohíbe dirigir, financiar, gestionar, supervisar, administrar o poseer en todo o en parte un negocio ilegal de juegos de azar.  Con arreglo a la definición del artículo 1995(b) por "negocio ilegal de juegos de azar" se entiende "un negocio de juegos de azar que:  i) infrinja la ley de un Estado o de la subdivisión política en que se realiza;  ii) sea realizado por cinco personas o más que dirijan, financien, administren, supervisen, controlen ese negocio o que tengan la propiedad total o parcial del mismo;  y iii) haya estado o esté funcionando de forma esencialmente continua por un período mayor a 30 días o tenga un ingreso bruto de 2.000 dólares en un día cualquiera".  El Congreso expuso tres grandes razones para incluir el artículo 1955 en la Ley de Lucha contra la Delincuencia Organizada.  En primer lugar, el Congreso y el Presidente expusieron la opinión de que los ingresos del juego eran "el cordón umbilical de la delincuencia organizada " y la forma de financiar otras actividades.
  En segundo lugar, el Congreso y el Presidente manifestaron su preocupación ante el hecho de que el juego "explota a la sociedad", especialmente a los pobres.
  En tercer lugar, desde el punto de vista de la represión "los juegos de azar son más susceptibles a la detección y el procesamiento que la mayoría de las actividades de la delincuencia organizada".
  En lo que respecta específicamente a los esfuerzos para hacer cumplir la ley en particular, un congresista señaló lo siguiente:

"La ampliación prevista en el título VIII de la competencia federal en relación con las actividades de juego en gran escala mejorará los esfuerzos en el plano local [para hacer cumplir las leyes contra el juego] no sólo dando impulso favorable a una acción eficaz y honrada por parte de las actividades locales sino permitiendo también que cuenten con los conocimientos de expertos, el personal y los recursos de los organismos federales que, al amparo de la legislación federal de lucha contra los juegos de azar, han alcanzado elevados niveles de competencia especializada para hacer frente a los casos de juegos de azar y corrupción."

Varios tribunales de los Estados Unidos han confirmado y aclarado esos objetivos.
  Por ejemplo, los tribunales han confirmado que § 1955 es una medida dirigida contra la delincuencia organizada
 y que proporciona un instrumento para hacer cumplir la ley en los casos en que los funcionarios locales no persiguen el juego ilegal.

3.268 Dado que todas las medidas citadas operan en parte como medidas destinadas a hacer cumplir las restricciones estatales sobre el juego, quizá sea conveniente que los Estados Unidos aclaren las preocupaciones de política general que subyacen a las restricciones en el plano de los Estados.  En términos generales, las leyes de los Estados que prohíben o restringen diversas formas de juego se basan en políticas relativas a la salud pública, la seguridad, el bienestar y el mantenimiento del orden.  Los ejemplos de las políticas estatales sobre el juego facilitados por los Estados Unidos aclaran aún más esas políticas de los Estados.

3.269 Los Estados Unidos sostienen que el artículo XIV del AGCS establece claramente que "ninguna disposición" del AGCS "se entenderá en el sentido de impedir que un Miembro adopte o aplique medidas" comprendidas en el texto de dicho artículo.  En consecuencia, no cabe duda de que los Estados Unidos pueden mantener los artículos 1084, 1052 y 1955, puesto que dichos artículos cumplen los requisitos del artículo XIV, además de ser también compatibles con el resto de las disposiciones del AGCS.  Para que cumpla los requisitos del artículo XIV es preciso que una medida esté comprendida en el ámbito de aplicación de los apartados a) a e) de ese artículo, así como los requisitos de las disposiciones preliminares de su preámbulo.
 El artículo XIV no ha sido objeto de interpretación en el procedimiento de solución de diferencias.  Algunas de sus disposiciones son similares a las del artículo XX del GATT, en tanto que otras son diferentes en algunos aspectos.

3.270 El texto dispositivo de las frases iniciales del apartado c) del artículo XIV del AGCS es prácticamente idéntico al del apartado d) del artículo XX del GATT de 1994.  El apartado c) del artículo XIV ampara las medidas que son "necesarias para lograr la observancia de las leyes y los reglamentos que no sean incompatibles con las disposiciones del [AGCS]".  El texto declara que esas medidas incluyen, entre otras, las concernientes a las leyes o reglamentos relativos a "la prevención de prácticas que induzcan a error y prácticas fraudulentas"
 y las leyes o reglamentos relativos a la "seguridad".
 Según indica el texto, esta disposición del AGCS es aplicable a leyes i) destinadas a "lograr la observancia" de leyes o reglamentos que no sean a su vez incompatibles con alguna disposición del AGCS y ii) "necesarias" a tal fin.

3.271 Los Estados Unidos aducen que, en primer lugar, un grupo especial ha de determinar si la medida en cuestión está destinada a lograr la observancia de otras medidas compatibles con la OMC.
  Los incisos i) a iii) del apartado c) del artículo XIV proporcionan ejemplos de esos tipos de medidas, en una enumeración ilustrativa y no exhaustiva, como indica la utilización de la expresión "con inclusión de".  En segundo lugar, un grupo especial ha de examinar si una medida es "necesaria".
  Al hacerlo, debe aplicar el sentido corriente del término, que el Órgano de Apelación ha descrito de la siguiente forma:

"La palabra "necessary" ("necesario") denota normalmente algo "that cannot be dispensed with or done without, requisite, essential, needful" (que no es dispensable ni prescindible, requerido, esencial, preciso).  Observamos no obstante que en un diccionario jurídico autorizado aparece la siguiente advertencia:

"[t]his word must be considered in the connection in which it is used, as it is a word susceptible of various meanings.  It may import absolute physical necessity or inevitability, or it may import that which is only convenient, useful, appropiate, suitable, proper, or conductive to the end sought.  It is an adjective expressing degrees, and may express mere convenience or that which is indispensable or an absolute physical necessity (esta palabra debe considerarse en el contexto en el que se utiliza, pues admite diversas acepciones.  Puede significar necesidad física absoluta o inevitabilidad, o puede significar aquello que es sólo conveniente, útil, apropiado, adecuado, indicado o propicio para el fin perseguido.  Es un adjetivo que expresa grados, y puede expresar una mera conveniencia o lo que es indispensable o una necesidad física absoluta)".

3.272 Los Estados Unidos señalan que de ese sentido corriente se desprende que "el alcance de la palabra 'necesarias' [...] no se limita a lo que es 'indispensable' o 'de absoluta necesidad' o 'inevitable'".
  Además, el concepto de necesidad es un continuo que puede extenderse, según la naturaleza del interés protegido, hasta las medidas que "contribuyan a" la observancia.
  En el contexto de los servicios, un grupo especial debe también tener presentes los objetivos y fines específicos del AGCS, con inclusión del reconocimiento del "derecho de los Miembros a reglamentar", que incluye el derecho de un Miembro de someter a estrictas restricciones un servicio que entraña riesgos elevados (en el presente caso, los juegos de azar a distancia) y autorizar la utilización de un servicio que entraña menos riesgos.

3.273 Los Estados Unidos aducen que, en gran parte, la intención del Congreso fue que los artículos 1084, 1952 y 1955 sirvieran como instrumentos para lograr la observancia de otras leyes estadounidenses compatibles con la OMC.  No hay lugar a dudas de que esas disposiciones legales están destinadas a "lograr la observancia" de las leyes de los Estados que restringen el juego y otras actividades delictivas similares, reforzando la aplicación de esas medidas.  Los artículos 1084, 1952 y 1955 aportan una contribución esencial al cumplimiento de la legislación estatal.  Antes de que existieran esas leyes federales, los infractores de las leyes estatales sobre el juego se habían sustraído con frecuencia a la persecución mediante el suministro a distancia de sus servicios desde lugares situados fuera del alcance de las autoridades estatales y locales encargadas de hacer cumplir la ley.  Los artículos 1084 y 1952 hacen frente a ese problema, por cuanto permiten que las autoridades federales de represión persigan a quienes suministran a distancia servicios de juegos ilegales de azar que infringen la legislación estatal, aunque los infractores estén fuera del alcance de las autoridades estatales o locales.  De forma análoga, el artículo 1955 promueve el cumplimiento de las leyes del Estado, ya que permite a las autoridades federales perseguir los grandes negocios de juego que violan la legislación estatal, especialmente en los casos en que las autoridades estatales no pueden o no quieren hacer frente al problema.  La estructura de los artículos 1952 y 1955 confirma su función de medidas destinadas a lograr la observancia de la ley, por cuanto un elemento expreso del delito tipificado en cada uno de esas disposiciones legales es una violación de la legislación estatal.  En el caso del artículo 1084 la misma característica se pone de manifiesto, por cuanto la disposición legal incluye en § 1084(b) una excepción cuyo alcance depende del grado en que la actividad de juego sea legal de conformidad con la legislación estatal.  Además, como se expone más adelante, la historia legislativa de esas medidas refleja de forma sumamente explícita el hecho de que en un grado considerable fueron concebidas como medidas para contribuir a la observancia de las restricciones estatales en relación con el juego en situaciones en las que esa observancia era poco segura.

3.274 Los Estados Unidos aducen que, en lo concerniente al contenido sustantivo y a la compatibilidad con la OMC de las leyes estatales cuya observancia están destinadas a lograr esas medidas, basta señalar que la mayoría de ellas figuran entre las numerosas medidas incluidas en el CD-ROM con las copias de la legislación de los Estados y territorios que Antigua facilitó al Grupo Especial
;  no obstante, Antigua no ha establecido una presunción prima facie con respecto a cualquiera de esas medidas, por lo que cabe presumir su consistencia con la OMC.  El artículo 1952 garantiza también la observancia de otras leyes estatales no impugnadas por Antigua, incluidas las relativas a las bebidas alcohólicas, los estupefacientes y la prostitución.
  Las leyes estatales sobre el juego, que § 1084, 1952 y 1955 contribuyen a hacer cumplir, protegen fundamentalmente importantes políticas estatales relativas a la salud pública, la seguridad, el bienestar y el mantenimiento del orden.  Entre los intereses protegidos destaca el interés de la sociedad en verse libre de esos delitos en general y de la delincuencia organizada en particular.  De forma más general, esas políticas protegen a la población frente a los problemas relacionados con la aplicación de la ley, la protección de los consumidores, la salud y otros aspectos asociados al juego y que los Estados Unidos describen de forma más completa en otro lugar del presente documento.

3.275 Los artículos 1084, 1952 y 1955, en su calidad de medidas contra la delincuencia organizada, son necesarios para lograr la observancia de diversas leyes penales estadounidenses compatibles con la OMC violadas por las actividades de las organizaciones delictivas.  Como se ha expuesto antes, §§ 1084, 1952 y 1955 son, sin lugar a dudas, medidas contra la delincuencia organizada, y la historia legislativa de esas disposiciones y las interpretaciones posteriores que se han hecho de ellas confirman esa finalidad.  Hay determinados tipos de delitos en los que es habitual la participación de las organizaciones delictivas y que están intrínsecamente unidos al concepto de "delincuencia organizada".
  Los delitos concretos vinculados de forma más estrecha con la delincuencia organizada incluyen, además de los delitos de juego, delitos tales como la usura (préstamos ilegales), la prostitución, la venta y distribución de drogas y/o material pornográfico, la receptación (adquisición ilegal) de bienes robados, el blanqueo de dinero y la extorsión laboral (utilización de la violencia o la amenaza para obtener dinero a cambio de empleos o de garantizar la paz laboral).
  Además, la realización de las actividades de la delincuencia organizada entraña con frecuencia actos o amenazas de asesinato, secuestro, incendio, robo, soborno y extorsión, por no hablar de delitos menos graves, como agresiones, estafas y hurtos.
  No puede sorprender al Grupo Especial que todos los delitos citados sean delitos graves con arreglo a las leyes federales y/o estatales de los Estados Unidos.  La compatibilidad con la OMC de esas leyes estadounidenses está fuera de dudas, y Antigua no puede poner realmente en tela de juicio la importancia de los intereses a los que sirven, ni tampoco la importancia de la lucha contra la delincuencia organizada.

3.276 Los Estados Unidos señalan que para hacer cumplir eficazmente esas leyes penales básicas contra los miembros de organizaciones delictivas, las autoridades encargadas de hacer cumplir las leyes necesitan instrumentos legislativos especiales adaptados a los retos que plantean grupos muy bien organizados y financiados de delincuentes.  Los artículos 1084, 1952 y 1955 son tres instrumentos de esa naturaleza.
  Como ocurre en el caso de los grupos terroristas y otros grupos criminales, una estrategia esencial para la represión de la delincuencia organizada consiste en someter a restricciones sus principales fuentes de financiación.
  Hace tiempo que se ha reconocido que el juego es una fuente importante de fondos para la delincuencia organizada, y es evidente que uno de los objetivos principales a los que respondió la promulgación de §§ 1084, 1952 y 1955 es el de restringir esa fuente de financiación e impedir que se eluda la vigilancia de los funcionarios encargados de hacer cumplir la ley.
  El Congreso volvió a confirmar la vinculación entre esas medidas específicas y la represión en la esfera de la delincuencia organizada al promulgar el título IX de la Ley de Lucha contra la Delincuencia Organizada de 1970, conocida como Ley de de Organizaciones Corruptas y bajo la influencia de la Delincuencia Organizada ("RICO").
  En la RICO, el Congreso definía los "actos constitutivos de delincuencia organizada" como los actos que incluían, entre otros los tipificados en §§ 1084, 1952 y 1955.

3.277 Además, §§ 1084, 1952 y 1955 fueron promulgados debido a que se tenía la convicción más firme posible de que eran indispensables para derrotar a la delincuencia organizada.
  El informe del Senado sobre la Ley de Lucha contra la Delincuencia Organizada de 1970 destacaba lo siguiente:

"Lo que se necesita [...] son nuevos planteamientos que se ocupen, no sólo de las personas, sino también de la base económica que hace que esas personas constituyan una amenaza grave para el bienestar económico de la nación.  En síntesis, es preciso atacar la fuente misma de su influencia económica.  Y ese ataque debe llevarse a cabo en todos los frentes posibles."

Como indica el pasaje citado, uno de los principales objetivos de los esfuerzos estadounidenses para hacer cumplir la ley frente a la delincuencia organizada consiste en atacar sus fuentes de dinero e influencia.

3.278 Los Estados Unidos señalan que el apartado a) del artículo XIV establece una excepción general para las medidas "necesarias para proteger la moral o mantener el orden público".  El texto no desarrolla estas disposiciones y se limita a observar, con respecto al orden público que "la excepción de orden público únicamente podrá invocarse cuando se plantee una amenaza verdadera y suficientemente grave para uno de los intereses fundamentales de la sociedad".
  El apartado a) del artículo XIV prevé una excepción para las medidas "necesarias para proteger la moral o mantener el orden público".  El término "orden público" designa el conocido concepto del derecho civil al que se hace referencia en francés con la expresión "ordre public", y su equivalente funcional en los sistemas de common-law, el concepto de "public policy" (aunque este último término se utiliza también en otros contextos con un sentido más amplio).  En palabras del juez Lauterpacht, el concepto de "orden público" hace referencia a las "concepciones fundamentales de la nación acerca del derecho, la decencia y la moralidad".
  A su vez el término "public morals" (moral) hace referencia a los criterios sobre el bien y el mal que pueden calificarse de criterios que "pertenecen, afectan o conciernen a la comunidad o nación".
  Los conceptos de orden público y de moral están estrechamente asociados a las restricciones impuestas al juego.  Por ejemplo, en el GATT se utilizó inicialmente el término "public morals" (moral) después de que se hubieran realizado negociaciones comerciales multilaterales en las que quedó entendido que las restricciones a la importación de billetes de lotería -el precedente de las modernas restricciones sobre los juegos de azar transfronterizos- estarían comprendidas en la excepción relativa a la moral.
  De hecho, los Miembros siguen manteniendo restricciones similares por razones análogas.
  En lo que respecta en particular al juego por Internet, Antigua ha señalado adecuadamente que la Secretaría de la OMC observó en 1998, con respecto a la protección de la moral y el mantenimiento del orden público en el sentido del artículo XIV, que "las medidas destinadas a combatir la pornografía o a prohibir las apuestas por Internet pueden estar perfectamente justificadas por esos motivos".
  En el AGCS, la invocación de la parte de esta excepción relativa al "orden público" está limitada a las medidas necesarias para responder a "amenazas verdaderas y suficientemente graves" a un interés fundamental de la sociedad.

3.279 El suministro a distancia de servicios de juegos de azar suscita importantes preocupaciones en relación con el mantenimiento del orden público y la protección de la moral.  Los Estados Unidos han demostrado que los servicios de juegos de azar a distancia son especialmente vulnerables a diversas formas de actividad delictiva y especialmente a la delincuencia organizada.
  Mantener una sociedad en la que las personas y sus bienes estén libres de la influencia destructiva de la delincuencia organizada es tanto proteger la "moral" como mantener el "orden público".  Como constató el Congreso cuando publicó la Ley de Lucha contra la Delincuencia Organizada, las amenazas específicas planteadas por la delincuencia organizada incluyen, entre otras, la explotación social, la corrupción y subversión de los procesos democráticos, las pérdidas y la inestabilidad económicas y la disminución de la seguridad interior y del bienestar general de los Estados Unidos y el pueblo estadounidense.
  Se trata de graves problemas que alcanzan el elevado nivel de amenazas "verdaderas y suficientemente graves" a un interés fundamental de la sociedad, como exige la nota 5 del AGCS en el caso del "orden público".

3.280 Según los Estados Unidos, los propios datos de Antigua despejan cualquier duda posible acerca de la gravedad de esas preocupaciones en el contexto específico del suministro a distancia de servicios de juegos de azar.  En el primer párrafo del informe de Bear Stearns presentado por Antigua se declara lo siguiente:

"Muchos ordenamientos jurídicos extranjeros, especialmente en el Caribe, ejercen escaso o ningún control normativo sobre los operadores de sitios de juegos de azar, que en su mayoría son desconocidos;  y lo que es más importante aún, esos operadores están fuera del control del Departamento de Justicia de los Estados Unidos.  Esos sitios generan más del 60 por ciento de los ingresos del gran mercado estadounidense.  Son un canal directo por el que fluyen los dólares de los Estados Unidos a manos prácticamente desconocidas.  Además, esos sitios están sujetos a prescripciones de notificación poco estrictas, por lo que no se sabe muy bien cómo se gastan esos fondos.  A nuestro juicio, esta incertidumbre puede plantear un riesgo para la seguridad nacional frente a las organizaciones terroristas y/o delictivas."

3.281 Los Estados Unidos aducen que los propios datos de Antigua confirman por lo tanto que los Estados Unidos no son los únicos que consideran que el suministro a distancia de servicios de juegos de azar puede constituir un canal para la delincuencia organizada y otros tipos de actividades al margen de la ley que amenazan el orden público y la moral.  Además, los Estados Unidos han demostrado que el suministro a distancia permite una gran expansión de las posibilidades de juego a marcos -como los hogares y las escuelas- en las que no han existido tradicionalmente y que no están sujetos a los mecanismos de control que existen en otros entornos.
  El suministro a distancia, al expandir los juegos de azar de entornos controlados a entornos no sometidos a control, acrecienta el número de posibles jugadores, muy especialmente por cuanto facilitan la participación de los menores en el juego.  En tanto que cabe esperar que los adultos ejerzan su propio criterio moral, la sociedad reconoce que los menores tienen un sentido del bien y del mal menos desarrollado.  En consecuencia, la disponibilidad de juegos de azar en entornos no sometidos a control suscita lógicamente preocupaciones de orden moral que se plantean en un grado menor cuando el juego se realiza fuera de los hogares y las escuelas y está sujeto a mecanismos de control para verificar la edad de los jugadores.

3.282 Los Estados Unidos han demostrado ya que §§ 1084, 1952 y 1955 son instrumentos indispensables en la lucha contra la delincuencia organizada y otro tipo de delincuencia.
  Al mismo tiempo, esas disposiciones legales sirven para reprimir las apuestas basadas en el suministro a distancia y son a este respecto necesarias para evitar que el juego invada más entornos no sometidos a control.  En conjunto, esas preocupaciones en relación con el orden público y la moral deben llevar a un grupo especial a la conclusión de que el suministro a distancia de servicios de juegos de azar plantea una grave amenaza al mantenimiento del orden público y la protección de la moral en los Estados Unidos, suficiente sin duda para justificar el mantenimiento y la aplicación de restricciones neutrales con respecto al origen respecto de los servicios de juegos de azar como las que se recogen en los §§ 1084, 1952 y 1955.

3.283 Los Estados Unidos sostienen que el preámbulo del artículo XIV impone el requisito adicional de que las medidas justificables provisionalmente al amparo de los apartados a) a e) no "se apliquen en forma que constituya un medio de discriminación arbitrario o injustificable entre países en que prevalezcan condiciones similares, o una restricción encubierta del comercio de servicios".  El fin del preámbulo del artículo XIV es evitar el abuso o la utilización indebida de las excepciones concretas de los apartados a) a e) del artículo XIV.
  Las restricciones de §§ 1084, 1952 y 1955 cumplen los requisitos del preámbulo.  Ninguna de esas medidas establece una discriminación basada en la nacionalidad.  Por el contrario, como han indicado reiteradamente los Estados Unidos, las restricciones se aplican por igual independientemente del origen nacional.  En consecuencia, la única cuestión que se plantea con respecto al preámbulo es si esas leyes constituyen "una restricción encubierta del comercio de servicios".  Antigua ha afirmado que el proteccionismo es el objetivo real de las restricciones impuestas por los Estados Unidos al suministro a distancia de servicios de juegos de azar.  Como el análisis precedente de la historia legislativa de §§ 1084, 1952 y 1955 pone ampliamente de manifiesto, Antigua no está en lo cierto.  Esas medidas se promulgaron mucho antes de que el juego por Internet fuera ni siquiera posible, y por razones que no tienen nada que ver con la protección de la rama de producción nacional.  Simplemente, no existe base para afirmar que constituyen "una restricción encubierta del comercio de servicios".  Por el contrario, su aplicación es una respuesta legítima y no discriminatoria a las amenazas permanentes que plantea el suministro a distancia de servicios de juegos de azar, incluidas las nuevas amenazas que plantea el juego por Internet.

3.284 Las observaciones de Antigua indican que este país considera que los Estados Unidos están obligados a hacer frente a los problemas que plantea el suministro a distancia de los servicios de juegos de azar negociando normas internacionales de reglamentación.
  Esta tesis adolece al menos de dos vicios fundamentales.  En primer lugar, desde el punto de vista jurídico no hay en el texto del AGCS ninguna disposición que exija ese modo de proceder.  En segundo lugar, desde el punto de vista fáctico, la inexistencia de un régimen interno reglamentario en los Estados Unidos que permita el suministro remoto de servicios de juegos de azar hace poco razonable que Antigua espere que los Estados Unidos traten de entablar negociaciones para permitir un régimen de esa naturaleza para sus proveedores transfronterizos.  Los Estados Unidos reconocen que otros países -entre ellos, como es obvio, Antigua- han decidido que pueden reglamentar el suministro a distancia de servicios de juegos de azar de una forma que consideran suficiente.  De hecho, cada Miembro tiene derecho a determinar por sí mismo el nivel de observancia de sus leyes y reglamentos nacionales.

3.285 Los Estados Unidos reiteran que el Grupo Especial tiene ante sí amplias pruebas de los estudios y debates que se han realizado en los Estados Unidos acerca de la posible reglamentación del suministro a distancia de servicios de juegos de azar.  A pesar de todos esos estudios y debates, los Estados Unidos han considerado que no era posible elaborar normas reglamentarias sobre el suministro a distancia de servicios de juegos de azar dentro del territorio del país que proporcionaran un nivel de observancia suficiente para satisfacer las prioridades de los legisladores estadounidenses.
  En este contexto, no es razonable esperar que los Estados Unidos negocien un "contexto reglamentario convenido" para el suministro transfronterizo de esos servicios.  Por último, los Estados Unidos desean reiterar que no es necesario que el Grupo Especial aborde las cuestiones relativas al artículo XIV para resolver la presente diferencia.  El mantenimiento y la aplicación de las restricciones estadounidenses sobre el juego, aunque sirven claramente a los intereses que los negociadores del AGCS identificaron en el artículo XIV como intereses de importancia primordial, lo hacen en una forma no discriminatoria que es, en todos los aspectos, plenamente compatible con el AGCS.

3.286 Antigua señala que, después de no haber hecho nunca referencia al artículo XIV del AGCS, los Estados Unidos se remitieron por primera vez a esta disposición el 9 de enero de 2003.  Aun así, no es evidente que los Estados Unidos invoquen efectivamente el artículo XIV como medio de defensa.  Los Estados Unidos dicen que "no es necesario que el Grupo Especial examine las alegaciones de Antigua a la luz del artículo XIV", pero que sus medidas "cumplirían sin duda los requisitos" de ese artículo.  El artículo XIV establece una excepción y si los Estados Unidos no la invocan, el Grupo Especial no debe ocuparse de ella.  Antigua no exige desde luego al Grupo Especial que aplique el artículo XIV y se remite a la manifestación ya citada que figura en el párrafo 3.285 supra, según la cual los Estados Unidos desean simplemente reiterar que no hay necesidad de que el Grupo Especial aborde las cuestiones relacionadas con el artículo XIV para resolver la presente diferencia.  En la medida en que los Estados Unidos tratan de plantear de alguna forma una defensa "informal" en conexión con el artículo XIV, sólo lo hacen con respecto a tres leyes federales y no con respecto a otras disposiciones legales federales o estatales.  Las tres leyes federales en cuestión son la Ley sobre Comunicaciones por Cable, la Ley de Viajes y la Ley sobre actividades ilícitas de juegos de azar.  Con respecto a esas tres leyes federales, los Estados Unidos formulan esencialmente tres defensas en conexión con el artículo XIV.

3.287 Antigua afirma que los Estados Unidos sostienen en primer lugar que esas tres leyes son "necesarias" "para lograr la observancia de las leyes estatales sobre el juego" por lo que están amparadas por el apartado c) del artículo XIV.  El apartado c) del artículo XIV exceptúa las medidas necesarias "para lograr la observancia de las leyes y los reglamentos que no sean incompatibles con las disposiciones del presente Acuerdo".  Los Estados Unidos afirman que sus leyes estatales son compatibles con el AGCS, por lo que las leyes federales que las refuerzan están exceptuadas en virtud del apartado c) del artículo XIV.  Es obvio que este razonamiento es circular y sólo merece una breve respuesta.  Una excepción al amparo del artículo XIV sólo puede plantearse cuando un Miembro de la OMC viola las obligaciones que le impone el AGCS.  Antigua impugna la falta de acceso a los mercados y la inexistencia de condiciones de igualdad de competencia.  En la medida en que las leyes estadounidenses contribuyan a esta violación, no pueden invocarse como justificación de esa infracción al amparo del apartado c) del artículo XIV.

3.288 La segunda defensa en conexión con el artículo XIV parece ser que esas leyes son "necesarias" para lograr la observancia de las leyes penales violadas por la delincuencia organizada y están, por tanto, amparadas por el apartado c) del artículo XIV.  Los delitos a que hacen referencia los Estados Unidos incluyen la usura, la prostitución, la venta y distribución de drogas, la distribución de bienes robados, el asesinato, el secuestro, el incendio y el robo.  Al parecer los Estados Unidos consideran que la prohibición del suministro transfronterizo de servicios de juegos de azar y apuestas de Antigua es "necesaria" para que los Estados Unidos puedan combatir la delincuencia organizada y prevenir la comisión de esos delitos, una tesis desconcertante que resulta totalmente inverosímil.  En todo caso, al evaluar la alegación de los Estados Unidos, el Grupo Especial debe tener en cuenta, de un lado, la medida en que la prohibición contribuye a ese fin y, de otro, la medida en que la prohibición tiene efectos de restricción del comercio internacional.
  En opinión de Antigua, esa evaluación es muy sencilla:  i) los Estados Unidos no han presentado ninguna prueba de la participación de la delincuencia organizada en el sector de juegos de azar de Antigua ni han aportado pruebas de que Antigua no cooperaría con las investigaciones y los procesos penales iniciados por los Estados Unidos;  ii) el efecto de las medidas estadounidenses es el más restrictivo posible:  la prohibición total.  En consecuencia, la defensa no es admisible en este aspecto.  Antigua señala a la atención del Grupo Especial una decisión de 1989 del Tribunal Supremo de los Estados Unidos
, en la que éste tuvo que establecer un equilibrio entre el propósito del Estado de California de prohibir determinadas formas de juego en las reservas indígenas estadounidenses y el interés de los indígenas estadounidenses y del Estado Federal por fomentar el desarrollo económico de las tribus indígenas.  En ese caso California, como hacen los Estados Unidos en la presente diferencia, sostuvo que las restricciones que aplicaba al juego eran necesarias para impedir la infiltración de la delincuencia organizada en las tribus indígenas estadounidenses.  El Tribunal Supremo rechazó este argumento porque los temores expuestos por California sólo constituían, como ocurre en la presente diferencia, una alegación imprecisa.

3.289 Antigua señala que la tercera defensa de los Estados Unidos en conexión con el artículo XIV es que las tres leyes federales son "necesarias para proteger la moral o mantener el orden público" como prevé el apartado a) del artículo XIV.  La nota de pie de página al apartado a) del artículo XIV aclara que esta excepción ha de interpretarse restrictivamente:  "La excepción de orden público sólo podrá invocarse cuando se plantee una amenaza verdadera y suficientemente grave para uno de los intereses fundamentales de la sociedad".  En Corea - Diversas medidas aplicadas a la carne vacuna, el Órgano de Apelación constató también que al evaluar si una medida es "necesaria":

"Un intérprete de tratados [...] puede [...] tener en cuenta la importancia relativa de los intereses o valores comunes que la ley o el reglamento que se deban hacer cumplir estén destinados a proteger.  Cuanto más vitales o importantes sean esos intereses o valores comunes, más fácil será aceptar como 'necesaria' una medida concebida como instrumento para lograr la observancia."

3.290 Antigua señala que, acertadamente, los Estados Unidos se abstienen de aducir que los juegos de azar y apuestas son, en sí mismos, contrarios a la moral y al orden público.  Dada la amplia disponibilidad de posibilidades de juego en los Estados Unidos y la participación activa en la promoción del juego tanto de los Gobiernos estatales como del Gobierno Federal, esa alegación carecería en absoluto de credibilidad.  Los Estados Unidos aducen, en cambio, que el orden público y la moral están en peligro debido a la supuesta amenaza de la delincuencia organizada (de la que ya se ha ocupado Antigua) y porque "el suministro a distancia permite una gran expansión de las posibilidades de juego a marcos -como los hogares y las escuelas- en las que no han existido tradicionalmente y que no están sujetos a los mecanismos de control que existen en otros entornos".  Sin embargo, esto sólo entrañaría problemas para los menores, porque los Estados Unidos admiten que "cabe esperar que los adultos ejerzan su propio criterio moral".  Antigua ha explicado ya al Grupo Especial que existen (y muchas de ellas se utilizan) tecnologías de verificación de la edad y de otra índole que reducen la posibilidad del juego de menores por Internet con operadores de Antigua.  Aunque los Estados Unidos han hecho abundante uso de "simples afirmaciones", no han aportado pruebas en contrario con respecto al sector de servicios de juegos de azar y apuestas de Antigua.

3.291 Antigua sostiene que, aun en caso de que los Estados Unidos pudieran demostrar que los actuales sistemas de verificación de la edad no son eficaces, son imaginables otras formas de impedir la participación de menores en los juegos de azar menos restrictivas del comercio internacional que una prohibición total.  Por ejemplo, los Estados Unidos podrían cooperar con los operadores de Antigua en la verificación de los números de la tarjeta de la seguridad social o de otro medio de identificación establecido por el Gobierno.  Podría establecerse que las cuentas de juegos y apuestas con operadores de Antigua se abrieran personalmente en tiendas de prensa u otros establecimientos específicamente designados.  En tales circunstancias, el sistema de verificación de la edad sería exactamente el mismo que utilizan las loterías en los Estados Unidos.  En consecuencia, no es posible afirmar que la prohibición total por los Estados Unidos del suministro transfronterizo desde Antigua sea "necesaria" porque por el hecho de tratarse de un suministro "a distancia" no permite la comprobación de la edad.  Antigua recuerda que ha demostrado que los Estados Unidos toleran en una medida considerable la participación de menores en los juegos de azar y que las loterías estatales tratan activamente de penetrar en el mercado juvenil.  Por consiguiente, hay que concluir que la participación de los jóvenes en el juego y la aplicación estricta de las leyes estadounidenses sobre la participación de jóvenes en los juegos de azar sólo tienen una importancia limitada para los Estados Unidos.

3.292 Antigua sostiene que, en caso de que los Estados Unidos formularan una defensa provisional al amparo del artículo XIV, es necesario demostrar que las tres leyes federales en cuestión cumplen los requisitos adicionales del "preámbulo" del artículo XIV, lo que es evidente que no ocurre.  En primer lugar, los Estados Unidos establecen una discriminación contra los servicios de Antigua porque estos servicios no pueden suministrarse a través de métodos de distribución que están disponibles para la distribución de servicios nacionales.  Se trata de una "discriminación injustificable" patente.  En segundo lugar, aun cuando se compare el trato otorgado a servicios de Antigua basados simplemente en la utilización de Internet y del teléfono con el dado a los servicios que los Estados Unidos describen como servicios de juegos de azar no suministrados a distancia, la prohibición total de los Estados Unidos no cumple los requisitos del preámbulo.  Tal como viene impuesta por las tres leyes federales examinadas por los Estados Unidos, la prohibición total es una medida "rígida e inflexible".
  Aunque los Estados Unidos se niegan a tener en cuenta la posibilidad de cooperar con Antigua en relación con sus objetivos declarados de verificación de la edad y lucha contra la delincuencia organizada, esa cooperación internacional no sólo sería una política menos "rígida e inflexible" y que entrañaría un grado menor de restricción del comercio, sino que sería además un instrumento mucho más eficaz para que los Estados Unidos lograran sus objetivos declarados.  Los Estados Unidos descartan de plano la sugerencia de cooperación con Antigua, a pesar de que del informe del Órgano de Apelación en Estados Unidos - Camarones se deduce que, de conformidad con el preámbulo, no puede estar justificada una prohibición total establecida por un Miembro que se niegue a tratar de conseguir la cooperación internacional.  A este respecto, señalamos a la atención del Grupo Especial una entrevista
 en la que el Presidente de la Asociación Internacional de Fiscales del Juego explica cómo la expansión de las empresas estadounidenses de servicios de juegos de azar en el Reino Unido se beneficia de la cooperación entre las entidades encargadas de establecer la reglamentación en uno y otro país.  Así pues, la cooperación internacional en materia de reglamentación del sector del juego es posible y se está produciendo ya, aunque exclusivamente en beneficio de las empresas estadounidenses.

3.293 Como última observación sobre el preámbulo, Antigua señala a la atención del Grupo Especial dos cartas del Presidente de la Asociación de Loterías Estatales y Provinciales de los Estados Unidos ("NASPL"), una de las cuales se refiere específicamente a la presente diferencia.
  En ambas se repite verbatim que la NASPL "no toma posición con respecto a los juegos de azar por Internet per se" pero considera "que debe permitirse a cada Estado que legisle y reglamente las formas de juego utilizadas dentro de sus fronteras, así como los métodos por los cuales se ofrecen los juegos a los ciudadanos del Estado", lo que significa, en la práctica, que los Gobiernos de los Estados determinen los beneficios y pérdidas potenciales de las diversas empresas, proceso en el que "la rivalidad y la competencia por las inversiones y los ingresos" constituyen la motivación principal.
  De las dos cartas de la NASPL se desprende claramente cuál es la preocupación real de los Estados con respecto al juego por Internet, y que no estriba en que sea intrínsecamente más peligroso que otras formas de juego, sino simplemente en que aminora la capacidad de los Estados de determinar las condiciones de competencia en el sector del juego en función de los beneficios económicos obtenidos por el Estado y por sus operadores locales.  En consecuencia, las cartas en cuestión son una prueba más de que la prohibición total por los Estados Unidos del suministro de servicios de juegos de azar por Internet desde Antigua constituye una "restricción encubierta del comercio de servicios".

3.294 Los Estados Unidos mantienen su opinión de que no es necesario que el Grupo Especial aborde la cuestión.
  Los Estados Unidos invitan también al Grupo Especial a que reflexione sobre las consecuencias que tienen, en relación con el artículo XIV, algunos de sus análisis anteriores, incluido el análisis del caso del Sr. Scott, del blanqueo de dinero y de otros peligros, así como las estadísticas sobre apertura de procesos federales en casos de juego ilegal.  Esas observaciones apoyan asimismo los argumentos relativos al logro de la observancia de las leyes y al orden público y la moral expuestos por los Estados Unidos.  Además, el programa canadiense de televisión
 que se ha facilitado en vídeo al Grupo Especial incluye también, entre otras cosas, una entrevista ante las cámaras en la que un funcionario de la policía canadiense comenta, antes del 11 de septiembre de 2001, la preocupación por la posibilidad de que el dinero del juego por Internet pueda ir a manos de "grupos terroristas organizados".  Según él se trata de una "hipótesis muy verosímil que tal vez sea ya una realidad y que seguramente puede ser una realidad en el futuro".  Es evidente que es preciso tomar en serio esas cuestiones.

3.295 En respuesta a las declaraciones de Antigua acerca de la cooperación internacional, los Estados Unidos acogerían con satisfacción una colaboración continua de Antigua en la investigación y enjuiciamiento de las personas que blanquean dinero y otras personas que infringen las leyes de los Estados Unidos.  En particular, los Estados Unidos toman nota de la asistencia que han prestado las autoridades encargadas de hacer cumplir la ley en Antigua al entregar los registros de EuroFed Bank, utilizado por Pavel Ivanonich Lazarenko y otros para el blanqueo de fondos.  Si bien no es cierto que los Estados Unidos se han "negado" a atender a solicitudes internacionales de asistencia, como sugiere ..., hay razones para su renuencia a hacerlo si el caso afecta a jugadores por Internet.  Por ejemplo, Antigua adoptó públicamente una posición contraria a los Estados Unidos en el procesamiento de Jay Cohen presentando al Tribunal Supremo de los Estados Unidos un escrito de amicus curiae en apoyo del Sr. Cohen.  Además, la licencia concedida a William Scott, un delincuente convicto, es preocupante.  Ello sugiere que las solicitudes de asistencia no rendirían ningún fruto si la investigación se refiere a un jugador por Internet o guarda relación con él.  Por último, el caso Cabazon citado por Antigua no apoya los intentos de Antigua de minimizar la amenaza de la delincuencia organizada.  Ese caso se basa en el principio de que las "tribus indígenas conservan respecto de sus miembros y de su territorio los atributos de la soberanía y la autoridad de las tribus no depende los Estados ni está subordinada a ellos, sino que sólo depende del Gobierno Federal y sólo está subordinada a él".  En este contexto estricto de limitación del poder de los Estados, el Tribunal declaró que el interés del Estado de California por evitar que los juegos benéficos de bingo estuvieran sometidos a la infiltración de la delincuencia organizada no podía prevalecer sobre el interés federal y el interés de las tribus por fomentar la autosuficiencia de las últimas.  El Tribunal no concluyó en forma alguna que la delincuencia organizada no constituya un problema grave en relación con el juego, esencialmente en relación con formas de juego más importantes que el bingo benéfico.  Por el contrario, los Estados Unidos han citado ya precedentes del Tribunal Supremo que confirman los peligros que presenta la delincuencia organizada en relación con el juego.

IV. ARGUMENTOS DE LOS TERCEROS

A. Canadá
4.1 El Canadá expone sus opiniones sobre la interpretación de la Lista de un Miembro anexa al AGCS -en el presente caso de los Estados Unidos- pero no llega a ninguna conclusión acerca de si los Estados Unidos han quebrantado o no alguna de sus obligaciones en virtud del AGCS.  El Canadá sostiene que la Lista de Clasificación del documento W/120 y los números correspondientes de la CPC son, de conformidad con los artículos 31 y 32 de la Convención de Viena, fuentes pertinentes para la interpretación de los compromisos específicos de la Lista de los Estados Unidos.  Si se interpretan los compromisos específicos de los Estados Unidos en litigio en la presente diferencia a la luz de la Lista de Clasificación del documento W/120 y de los números de la CPC a que se hace referencia en él, la única conclusión razonable es que los Estados Unidos han contraído compromisos "plenos" en relación con los modos 1 y 2 en materia de acceso a los mercados y trato nacional con respecto a los servicios de juegos de azar y apuestas.

4.2 De conformidad con el párrafo 3 del artículo XX del AGCS, la Lista de un Miembro forma parte integrante del AGCS.  En consecuencia, las reglas de interpretación aplicables con respecto a una Lista en el marco del AGCS son las mismas que son aplicables con respecto al resto del Acuerdo, lo que significa que la Lista de un Miembro y los compromisos específicos que en ella figuran deben interpretarse de conformidad con los artículos 31 y 32 de la Convención de Viena.  Aunque esta posición no ha sido expuesta específicamente en el contexto del AGCS, está apoyada por las constataciones del Órgano de Apelación en el contexto del GATT de 1994.  En CE - Equipo informático, el Órgano de Apelación declaró lo siguiente:

"Las Listas forman parte integrante del GATT de 1994.  Por consiguiente, las concesiones previstas en esa Lista son parte de los términos del tratado.  Así pues, las únicas reglas que pueden aplicarse para interpretar el sentido de una concesión son las reglas generales de interpretación establecidas en la Convención de Viena."

4.3 Esta posición ha sido confirmada posteriormente por el Órgano de Apelación en CE - Productos agrícolas, Canadá - Productos lácteos y Corea - Diversas medidas aplicadas a la carne vacuna.
  Aunque hay diferencias entre aranceles y compromisos específicos, el razonamiento del Órgano de Apelación es aplicable también con respecto a la interpretación de una lista en el marco del AGCS, lo que concuerda también con el párrafo 2 del artículo 3 del ESD y la opinión del Órgano de Apelación de que "las reglas de interpretación de los tratados de los artículos 31 y 32 de la Convención de Viena son aplicables a cualquier tratado, en cualquier esfera del derecho internacional público".
  Los compromisos específicos de un Miembro -en el presente caso, los Estados Unidos- deberán interpretarse de buena fe conforme al sentido corriente que haya de atribuirse a los términos de la Lista en el contexto de éstos y teniendo en cuenta el objeto y fin del AGCS (y, de forma más general, del Acuerdo sobre la OMC).
  En la medida en que ello sea procedente, puede recurrirse también a medios de interpretación complementarios.

4.4 Es evidente que los Estados Unidos utilizaron y siguieron la estructura de la Lista de Clasificación del documento W/120 para consignar en la Lista sus compromisos específicos.  No obstante, su Lista no incluye referencias expresas a los números de la CPC que en la Lista de Clasificación del documento W/120 están asociados a un determinado sector o subsector de servicios, lo que no significa, como dan a entender los Estados Unidos, que los números de la CPC asociados con un determinado sector o subsector de los servicios en la Lista de Clasificación del documento W/120 no sean pertinentes, que sean inaplicables o que haya de prescindirse de ellos al interpretar los compromisos específicos de los Estados Unidos.  Por el contrario, forman parte del contexto que, según el artículo 31 de la Convención de Viena, es preciso que tenga en cuenta el intérprete de esos compromisos específicos.

4.5 En Estados Unidos - Artículo 110(5) de la Ley de Derecho de Autor, se hicieron las siguientes observaciones acerca del requisito de la existencia de un "acuerdo" o "instrumento" en el sentido del párrafo 2 del artículo 31 de la Convención de Viena:

"La Comisión de Derecho Internacional explica en su comentario a la serie final de proyectos y artículos sobre el derecho de los tratados que esta disposición se basa en el principio de que no se puede considerar que un documento unilateral forma parte del contexto a menos que haya sido concertado con motivo de la celebración del tratado y que las demás partes hayan aceptado del mismo modo su relación con el tratado.  'Por otra parte el hecho de que en el párrafo 2 se reconozca que esas dos clases de documentos forman parte del "contexto" no significa que necesariamente haya que considerarlos como parte integrante del tratado.  Serán o no parte efectiva del tratado según la intención de las partes en cada caso.' Es indispensable que el acuerdo o instrumento esté relacionado con el tratado.  Debe referirse al fondo del tratado y aclarar algunos conceptos del tratado o limitar su esfera de aplicación.  También debe haber sido formulado con motivo de la celebración del tratado.  Todo acuerdo o instrumento que cumpla con este criterio formará parte del 'contexto' del tratado y, por lo tanto, no se le tratará como parte de los trabajos preparatorios sino más bien como un elemento de la regla general de interpretación."

4.6 La Lista de Clasificación del documento W/120 (y por ende los números de la CPC a que se hace referencia en ella) cumple esos criterios y reúne al menos las condiciones para ser considerada un instrumento en el sentido del párrafo 2 del artículo 31 de la Convención de Viena.  Esa Lista de Clasificación fue preparada por la Secretaría del GATT a petición de los participantes en la Ronda Uruguay.  En particular, la Declaración Ministerial de Montreal instó a la Secretaría a que compilara esa Lista.
  La versión revisada de la Lista de Clasificación del documento W/120, de fecha 10 de julio de 1991, que es la versión que fue utilizada (y sigue aún siendo) por los Miembros se basó en las observaciones de los participantes en la Ronda Uruguay.
  Las Directrices para la consignación en Listas de 1993, preparadas también por la Secretaría del GATT a petición de los participantes en la Ronda Uruguay, solicitaban la utilización general de la Lista de Clasificación para alcanzar el mayor grado posible de claridad en la descripción de cada sector o subsector consignado.

4.7 Aunque no hay duda de que -como declaran expresamente- las Directrices para la consignación en Listas de 1993 no constituyen una interpretación jurídica autorizada del AGCS, tampoco cabe duda de que de conformidad con su objetivo declarado, sirvieron de ayuda a todos los Miembros en la preparación de sus Listas y en la consignación en listas de sus compromisos específicos.
  Por ejemplo, el AGCS no prescribió una forma de presentación determinada para las Listas de los Miembros, aparte de lo que se especificaba en el artículo XX.  Las Directrices para la consignación en Listas de 1993 proporcionaron un formato uniforme para las Listas de los Miembros, que éstos utilizaron y siguieron al aplicar sus obligaciones en el marco del artículo XX.  Tras numerosas consultas, el Consejo del Comercio de Servicios aprobó el 23 de marzo de 2001 una versión revisada de las Directrices para la consignación en Listas de 1993 a efectos de la actual ronda de negociaciones.  En las Directrices revisadas para la consignación en listas de 2001 se ha mantenido, sin modificaciones, la declaración citada que figuraba en las Directrices para la consignación en Listas de 1993.
  Todo lo que antecede indica que hay acuerdo entre los Miembros en que, en general, la clasificación de sectores y subsectores de una Lista debe basarse en la Lista de Clasificación del documento W/120 y en los números correspondientes de la CPC a que se hace referencia en ella.  Naturalmente, un Miembro puede apartarse de la Lista de Clasificación del documento W/120 y de los números correspondientes de la CPC, pero en tal caso debe indicar la correspondencia con la CPC, o si ello no es posible, debe dar una definición suficientemente detallada para evitar toda ambigüedad en cuanto al alcance de un compromiso específico.  Según el Canadá, el ESD
 ofrece una prueba más de la aceptación por los Miembros de la Lista de Clasificación del documento W/120 (y por ende de los números de la CPC a que se hace referencia en ella) a efectos de la consignación en listas de sus compromisos específicos.  Al aclarar la forma en que los Miembros pueden suspender concesiones con respecto a sectores de los servicios, el artículo 22, para definir esos sectores, se basa en la Lista de Clasificación del documento W/120.

4.8 El Canadá no niega la posibilidad de que un Miembro, en algunos casos, se haya apartado de la Lista de Clasificación del documento W/120 y de los números correspondientes de la CPC asociados con ella.  Esta posibilidad está expresamente prevista en las Directrices para la consignación en Listas de 1993 (y en las Directrices revisadas para la consignación en Listas de 2001).  Un Miembro no está obligado a consignar sus compromisos específicos en la Lista de conformidad con la Lista de Clasificación del documento W/120 y los números correspondientes de la CPC pero, como se ha destacado antes, se ha pedido a los Miembros se aparten de la Lista de Clasificación del documento W/120 y de los números correspondientes de la CPC que indiquen la correspondencia con la CPC, y, en los casos en que esto no se considere posible, que den una definición suficientemente detallada para evitar toda ambigüedad en cuanto al alcance de un compromiso específico.  En varios casos, los Estados Unidos se han apartado de la Lista de Clasificación del documento W/120 y los números correspondientes de la CPC de manera clara e inequívoca, es decir en la forma indicada en las Directrices para la consignación en Listas de 1993.  En dos casos en los que los Estados Unidos no deseaban incluir determinados elementos abarcados por la Lista de Clasificación del documento W/120 y, en consecuencia, los números correspondientes de la CPC, lo manifestaron así expresamente.
  De forma análoga, al consignar sus compromisos específicos con respecto a los servicios relacionados con el medio ambiente, los Estados Unidos, aunque utilizaron la Lista de Clasificación del documento W/120, definieron expresamente las actividades abarcadas por sus compromisos específicos.
  Al consignar los compromisos específicos en relación con los servicios de hospital y otros establecimientos de atención sanitaria, los Estados Unidos definieron expresamente en su Lista el ámbito de ese subsector.
  A contrario, debe inferirse que cuando los Estados Unidos se han limitado a seguir la Lista de Clasificación del documento W/120, sin apartarse de forma clara y expresa de ella y de los números de la CPC correspondientes, los compromisos específicos de que se trata han de interpretarse a la luz de la Lista de Clasificación del documento W/120 y de los números de la CPC correspondiente.

4.9 Los compromisos específicos previstos en la Lista de un Miembro en el marco del AGCS son recíprocos y resultan de negociaciones mutuamente ventajosas entre Miembros importadores y exportadores.
  En CE - Equipo informático, el Órgano de Apelación declaró, con respecto a las listas de concesiones arancelarias anexas al GATT, que las negociaciones arancelarias son un proceso de peticiones y concesiones recíprocas y que, si bien cada Lista incluye los compromisos arancelarios contraídos por un Miembro, las Listas representan en conjunto un acuerdo común entre todos los Miembros.
  En consecuencia, al determinar el sentido de una concesión arancelaria hay que atender a la intención común de los Miembros.
  Por analogía, al interpretar un compromiso específico en el marco del AGCS es preciso analizar la intención común de los Miembros.  Con arreglo a la intención común de los Miembros, cuando la Lista de los Estados Unidos se limita a seguir la Lista de Clasificación del documento W/120, sin apartarse de ella y de los números correspondientes de la CPC de forma clara y expresa debe inferirse que los compromisos específicos de los Estados Unidos han de interpretarse a la luz de la Lista de Clasificación del documento W/120 y de los números correspondientes de la CPC.  Lo contrario querría decir que cuando los Estados Unidos no incluyeran en su Lista una referencia expresa al número de la CPC correspondiente a un sector o subsector de servicios consignados de conformidad con la Lista de Clasificación del documento W/120, debería prescindirse del número de la CPC a efectos de la interpretación del compromiso de que se tratara.  La consecuencia de ello sería que esos compromisos específicos dependerían en gran medida de la interpretación subjetiva y unilateral de los Estados Unidos.  Ésa no puede ser la intención común de los Miembros.

4.10 El Canadá sostiene que en CE - Equipo informático, el Grupo Especial, al interpretar la Lista de las Comunidades Europeas anexa al GATT, no consideró el Sistema Armonizado y sus Notas Explicativas.  La reacción del Órgano de Apelación fue la siguiente:

"Nos deja perplejos el hecho de que el Grupo Especial, al tratar de interpretar los términos de la Lista LXXX, no haya considerado el Sistema Armonizado y sus Notas Explicativas.  Observamos que durante las negociaciones de la Ronda Uruguay, tanto las Comunidades Europeas como los Estados Unidos aplicaban el Sistema Armonizado.  Además, resulta indiscutible que las negociaciones arancelarias de la Ronda Uruguay se celebraron sobre la base de la nomenclatura del Sistema Armonizado y que normalmente las peticiones y ofertas de concesiones se formularon en los términos de esa nomenclatura.  Ni las Comunidades Europeas ni los Estados Unidos alegaron ante el Grupo Especial que el Sistema Armonizado y sus Notas Explicativas fueran pertinentes para la interpretación de los términos de la Lista LXXX.  Sin embargo consideramos que para interpretar adecuadamente la Lista LXXX se debía haber examinado el Sistema Armonizado y sus Notas Explicativas."

4.11 Por analogía, nos dejaría perplejos el hecho de que, como sugieren los Estados Unidos, no se recurriera a la Lista de Clasificación del documento W/120 y a los números correspondientes de la CPC vinculados intrínsecamente a ella en los casos en que la Lista de un Miembro sigue la Lista de Clasificación del documento W/120.  Ello sería aún más sorprendente habida cuenta de que la propia USITC ha reconocido la estrecha correspondencia entre los compromisos específicos de los Estados Unidos, la Lista de Clasificación del documento W/120 y los números de la CPC a que se hace referencia en ella al declarar que aunque en "la Lista de los Estados Unidos no se hace ninguna referencia explícita a los números de la CPC, [...] concuerda en gran medida con la Lista de la Secretaría del GATT [la Lista de Clasificación del documento W/120]".

4.12 En consecuencia, el Canadá considera que la Lista de Clasificación del documento W/120 y los números correspondientes de la CPC pueden utilizarse como "contexto" a efectos de la interpretación de los compromisos específicos de la Lista de los Estados Unidos.  En consecuencia, en el presente caso, el Canadá coincide con Antigua y Barbuda en que los Estados Unidos han asumido compromisos "plenos" en los modos 1 y 2 en materia de acceso a los mercados y trato nacional con respecto a los servicios de juegos de azar y apuestas.  Esta conclusión se basa en los compromisos de los Estados Unidos en los modos 1 y 2 con respecto a "Otros servicios de esparcimiento (excepto los deportivos"), que, según la Lista de Clasificación del documento W/120, se refieren al número 964 de la CPC.
  El número 964 de la CPC incluye el número 96492 de la CPC (Servicios de juegos de azar y apuestas).

4.13 El Canadá aduce, subsidiariamente, que en el caso de que la Lista de Clasificación del documento W/120 y los números correspondientes de la CPC no reúnan las condiciones para ser consideradas "contexto" en el sentido del párrafo 2 del artículo 31 de la Convención de Viena, es posible acudir a esa Lista y esos números como medios de interpretación complementarios de la Lista de los Estados Unidos en virtud del artículo 32 de la Convención de Viena.  La Lista de Clasificación del documento W/120 y los números correspondientes de la CPC a que se hace referencia en ella forman parte del entorno histórico en el que se negociaron el AGCS y las Listas.  En consecuencia puede acudirse a ellos cuando sea procedente, es decir, en aquellos casos en los que la Lista de los Estados Unidos se limita a seguir la Lista de Clasificación del documento W/120, sin apartarse de forma clara y expresa de ella y de los números correspondientes de la CPC.  De no acudir a la Lista de Clasificación del documento W/120 y a los números correspondientes de la CPC, el sentido de los compromisos específicos de los Estados Unidos sería ambiguo y oscuro, como pone de manifiesto la imposibilidad de los Estados Unidos de identificar claramente, sin recurrir a la Lista de Clasificación del documento W/120, en qué lugar de su Lista se han incluido o excluido los servicios de juegos de azar y apuestas.

4.14 El Canadá solicita al Grupo Especial que constate que la Lista de Clasificación del documento W/120, incluidos los números de la CPC a que se hace referencia en ella, constituye una fuente pertinente a los efectos de la interpretación de los compromisos específicos de la Lista de los Estados Unidos.  Esta conclusión está justificada jurídicamente en virtud del artículo 31 o, subsidiariamente, del artículo 32 de la Convención de Viena y está avalada también por las constataciones del Órgano de Apelación en CE - Equipo informático.

B. Comunidades Europeas

4.15 Las Comunidades Europeas señalan que la declaración formulada por un representante de los Estados Unidos que se recoge en el acta de la reunión del Órgano de Solución de Diferencias en conexión con la presente diferencia
, aunque no libera a Antigua y Barbuda de la carga de la prueba, es pertinente a la cuestión que se debate.  En anteriores procedimientos de grupos especiales, se ha reconocido la eficacia probatoria de las declaraciones de los representantes de los Miembros en las que se interpretaba su propia legislación.
  No obstante, las Comunidades Europeas indican que sus observaciones se basan en la presunción, a efectos de argumentación, de que hay en el sistema jurídico estadounidense una prohibición que afecta al "suministro de servicios de juegos de azar y apuestas desde fuera de los Estados Unidos a consumidores de los Estados Unidos".

4.16 Las Comunidades Europeas aducen que esa prohibición está comprendido en el ámbito de aplicación del AGCS.  Según el párrafo 1 del artículo I del AGCS, el Acuerdo se aplica a las medidas adoptadas por los Miembros que afecten al comercio de servicios.  No cabe duda de que una prohibición del suministro transfronterizo de servicios de juegos de azar y apuestas establecida en virtud de medidas legislativas o administrativas constituye "una medida adoptada por los Miembros" porque se deriva de un acto de las autoridades públicas de un Miembro.
  La expresión "que afecten" no está definida en el AGCS.  Anteriores informes han aclarado que esa expresión, conforme al sentido corriente de sus términos, en el contexto de éstos y teniendo en cuenta el objeto y fin del AGCS, indica un significado amplio, que denota una medida "que tiene un efecto sobre".
  Una prohibición del suministro transfronterizo de servicios de juegos de azar y apuestas afecta al comercio de servicios en el sentido del párrafo 1 del artículo I del AGCS porque influye en las condiciones de competencia entre los proveedores establecidos en el Miembro que mantiene esa prohibición y los que prestan sus servicios de forma transfronteriza.  En igualdad de todas las demás condiciones, esa prohibición constituye un estímulo para que los consumidores se dirijan a proveedores de los servicios dentro del territorio de los Estados Unidos en lugar de utilizar servicios análogos suministrados desde el territorio de otros Miembros, con lo que modifica las condiciones de competencia.  Es evidente que el incentivo es especialmente poderoso, puesto que los consumidores que sigan jugando en sitios de la Web explotados, por ejemplo, desde Antigua y Barbuda lo hacen infringiendo la ley.  Los servicios en litigio, en concreto los servicios de juegos de azar y apuestas, no están excluidos del AGCS por el párrafo 1 (ó 3) del artículo I del Acuerdo, por lo que éste es aplicable al comercio de esos servicios.  De forma análoga, la expresión "suministro de un servicio" tiene también un alcance amplio.  Según el apartado b) del artículo XXVIII del AGCS, abarca "la producción, distribución, comercialización, venta y prestación de un servicio".

4.17 A juicio de las Comunidades Europeas, la Lista de los Estados Unidos, interpretada conforme a las reglas consuetudinarias de interpretación del derecho internacional público codificadas en la Convención de Viena, incluye compromisos en relación con los servicios de juegos de azar y apuestas.  Aunque en anteriores informes se han examinado las Listas de compromisos específicos en el marco del AGCS
, ni los Grupos Especiales ni el Órgano de Apelación se han ocupado hasta ahora expresamente de los criterios para interpretarlos.  No obstante, la interpretación dada por el Órgano de Apelación
 y por Grupos Especiales de la OMC
 a las Listas anexas al GATT de 1994 y al ACP proporciona sin duda orientaciones pertinentes, particularmente habida cuenta de que el párrafo 7 del artículo II del GATT de 1994 y el párrafo 3 del artículo XX del AGCS establecen la condición jurídica de las Listas de concesiones arancelarias/compromisos específicos de los Miembros en términos muy parecidos.  El informe del Órgano de Apelación en CE - Equipo informático establece la regla general para la interpretación de las Listas en el marco de la OMC.
  En ese informe, el Órgano de Apelación examinó la naturaleza jurídica de la Lista de concesiones arancelarias de un Miembro para resolver la cuestión de si las reglas generales de interpretación de los tratados establecidas en los artículos 31 y 32 de la Convención de Viena son aplicables a la interpretación de los primeros y en qué forma lo son y declaró a este respecto lo siguiente:

"En virtud del párrafo 7 del artículo II del GATT de 1994, las Listas forman parte integrante del GATT de 1994.  Por consiguiente, las concesiones previstas en esa Lista son parte de los términos del tratado.  Así pues, las únicas reglas que pueden aplicarse para interpretar el sentido de una concesión son las reglas generales de interpretación establecidas en la Convención de Viena."

4.18 Al igual que el párrafo 7 del artículo II del GATT de 1994, que se refiere a las Listas de concesiones como "parte integrante" del Acuerdo, el párrafo 3 del artículo XX del AGCS establece que "las Listas de compromisos específicos se anexarán al presente Acuerdo y formarán parte integrante del mismo", lo que confirma que debe darse a las Listas del AGCS el mismo trato que al texto del tratado y, en consecuencia, que esas Listas deben interpretarse conforme a las reglas consuetudinarias de interpretación de los tratados.  Esta conclusión es aplicable a todos los compromisos que figuran en las Listas de todos los Miembros, y la distinción establecida por los Estados Unidos entre "compromisos basados en la CPC" que incluyen referencias literales a los códigos numéricos de la CPC y "compromisos no basados en la CPC", en cuyo texto no se hace ninguna referencia a esa clasificación, carece de fundamento en la medida en que sugiere distintos enfoques interpretativos para compromisos que forman todos ellos parte integrante de un acuerdo internacional.

4.19 Las Comunidades Europeas aducen que en las negociaciones de la Ronda Uruguay los participantes aprobaron las Directrices de 1993 para la consignación en Listas de compromisos específicos en el marco del AGCS
 de conformidad con las cuales la clasificación de los sectores debía basarse en el documento W/120, elaborado asimismo durante la Ronda Uruguay.  A su vez, cada uno de los sectores enumerados en la clasificación sectorial de 1991 está identificado por el correspondiente número de la CPC.  Según las Directrices para la consignación en Listas de 1993, los Miembros deben consignar sus compromisos en las Listas basándose en la CPC o de otro modo, de manera que se garantice la precisión y claridad.

4.20 En su Lista en el marco del AGCS, los Estados Unidos han seguido de cerca la estructura del documento W/120.  Han consignado en particular un compromiso respecto del suministro transfronterizo de los servicios clasificados en el subsector 10.D ("Otros servicios de esparcimiento (excepto los deportivos)").  El subsector 10.D de la clasificación sectorial de 1991 se titula "Servicios deportivos y otros servicios de esparcimiento" y se identifica en esa clasificación con el código correspondiente "964" de la CPC.  La categoría 964 de la CPC, titulada igualmente "Servicios deportivos y otros servicios de esparcimiento" se desglosa en otros dos subsectores, 9641 ("Servicios deportivos") y 9649 ("Otros servicios de esparcimiento").  Por último, este último subsector abarca la categoría 96492 de la CPC ("Servicios de juegos de azar y apuestas").  Los Estados Unidos han seguido también la estructura del documento W/120 al redactar sus compromisos dentro del sector 10 de su Lista, incluido el subsector 10.D, y se han limitado a modificar el título del subsector 10.D que es "Otros servicios de esparcimiento (excepto los deportivos)" en lugar de "Servicios deportivos y otros servicios de esparcimiento" (y han formulado un compromiso respecto al suministro transfronterizo de los servicios comprendidos en ese subsector).  Es cierto que los Estados Unidos no han consignado en conexión con el subsector 10.D el número equivalente de la CPC.  No obstante, si hubieran querido apartarse de la clasificación de la CPC, deberían haberlo hecho expresamente.  En consecuencia, al excluir los "servicios deportivos" en el subsector 10.D de su Lista, los Estados Unidos sólo han excluido los servicios comprendidos en la categoría 9641 de la CPC, correspondiente a los servicios deportivos.  Por el contrario, al no consignar ninguna limitación al suministro transfronterizo de servicios con respecto a "Otros servicios de esparcimiento", los Estados Unidos han incluido en su compromiso toda la categoría 9649 de la CPC, que abarca a su vez la categoría 96492 de la CPC ("Servicios de juegos de azar y apuestas").  A juicio de las Comunidades Europeas, la interpretación de la disposición de un tratado conforme a las reglas codificadas en la Convención de Viena comienza con el examen del sentido corriente de esa disposición, en su contexto y teniendo en cuenta su objeto y fin.

4.21 Las Comunidades Europeas sostienen que el sentido corriente de los compromisos específicos de los Estados Unidos en relación con el sector 10 ("Servicios de esparcimiento, culturales y deportivos"), no justifica la conclusión de que los servicios de juegos de azar y apuestas están excluidos de esos compromisos.  La interpretación que dan los Estados Unidos del sentido corriente de las definiciones correspondientes a los subsectores 10.D y 10.A está en contradicción con las propias definiciones del diccionario de algunos términos fundamentales utilizados en el sector 10 de su Lista que citan los Estados Unidos.  En primer lugar, los Estados Unidos se apoyan considerablemente en una referencia a los juegos de azar y apuestas en conexión con el término "sporting" [deportivo] del New Shorter Oxford English Dictionary.  Las Comunidades Europeas señalan que no cabe duda de que el sentido citado por los Estados Unidos no es un sentido del término utilizado corrientemente.  Y lo que es más, en la propia definición del New Shorter Oxford English Dictionary en la que se basan los Estados Unidos, sólo en relación con una persona se utiliza el término "sporting" para hacer referencia, entre otras cosas, al juego.  La cita completa del New Shorter Oxford English Dictionary es la siguiente:

Sporting, adj. [Deportivo, adj.]

1
a
Sportive;  playful, rare.  [Deportivo;  juguetón, poco frecuente.]

b
Engaged in sport or play.  [Dedicado al deporte o juego.]

c
Of a plant etc.:  tending to produce abnormal varieties or sports.  [De una planta, etc.:  que tiende a producir variedades o mutaciones anormales.]

2
a
Interested in or concerted in sport.  [Interesado en el deporte o preocupado por el deporte.]

b
Designating an inferior sportsman or a person interested in sport from purely mercenary motives.  Now esp. pertaining to or interested in betting or gambling.  Chiefly in sporting man.  [Designa a un deportista de categoría inferior o a una persona interesada en el deporte por razones meramente mercenarias.  En la actualidad, esp.  perteneciente a las apuestas o los juegos de azar, interesada en las apuestas o los juegos de azar.  Sobre todo en sporting man.]

c
sporting girl, woman, a prostitute, a promiscuous woman.  [Sporting girl, woman, prostituta, mujer promiscua.]

Así pues, con arreglo a la definición que citan los Estados Unidos un "sporting man" puede ser una persona interesada en las apuestas o los juegos de azar (puede también ser una persona simplemente interesada en el deporte, con arreglo a la definición 2.a).  Sin embargo, esto no prueba que la expresión "sporting services" se refiera a los juegos de azar o los incluya.  De forma análoga, una "sporting woman" puede ser una prostituta, pero seguramente eso no implica que los "sporting services" se refieran a la prostitución o la incluyan.  Un adjetivo, como es "sporting" califica a otro término (generalmente un sustantivo) y su sentido en un caso determinado depende del término al que se supone que califica.

4.22 Las Comunidades Europeas sostienen además que los Estados Unidos se refieren también a otra definición de un diccionario en la que el adjetivo "sporting" [deportivo] se relaciona de alguna forma con los juegos de azar.  Las Comunidades Europeas no están en condiciones de verificar la fuente citada por los Estados Unidos.
  Señalan, no obstante, que otro diccionario estadounidense, Webster's New World Dictionary of American English, dice lo siguiente:

Sporting, adj. [Deportivo, adj.]

1
of, having to do with, or for sports, or athletic games, etc. [de los deportes o juegos atléticos etc. o que tiene que ver con ellos].

2
interested in or taking part in sports, or athletic games, etc. [interesado en los deportes o juegos atléticos, etc. o que participa en ellos]

3
sportsmanlike;  fair [propio de buen deportista, limpio]

☼4
interested in or having to do with games, races, etc. characterized by gambling or betting [interesado en juegos, carreras, etc. caracterizados por los juegos de azar o apuestas o concerniente a ellos]

5
Biol.  Inclined to mutate - [Biol., propenso a mutaciones]

☼ Americanism [americanismo]

4.23 La acepción relativa a los juegos de azar, además de no ser, desde luego, corriente, es calificada por el propio diccionario de "americanismo".  En consecuencia, las Comunidades Europeas dudan que el sentido al que se refieren los Estados Unidos pueda considerarse realmente el "sentido corriente" al que se refiere la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados.
  Además, de aplicarse a los servicios, la definición arriba indicada sería:  "concerniente a juegos, carreras, etc. caracterizados por juegos de azar o apuestas" lo que no implica que los "servicios deportivos" incluyan los servicios de juegos de azar y apuestas.  Así pues, el sentido corriente del título del subsector 10.D ("Otros servicios de esparcimiento (excepto los deportivos)") de la Lista de los Estados Unidos no excluye la posibilidad de que los servicios de juegos de azar y apuestas estén incluidos en ese subsector.

4.24 Las Comunidades Europeas señalan que los Estados Unidos se refieren además a definiciones de los diccionarios de los términos "entertainment" [entretenimiento, espectáculo] y "recreational" [esparcimiento], y, tras haber establecido en su opinión el sentido corriente del término "sporting", se apresuran a deducir que basándose en el sentido corriente de esos términos "es imposible llegar a la conclusión de que forzosamente se debe considerar que los servicios de juegos de azar y apuestas están comprendidos en el subsector 10.A".

4.25 Las Comunidades Europeas sostienen que, aun asumiendo la definición del término "entertainment" [entretenimiento, espectáculo] que proponen los Estados Unidos, es difícil negar que los juegos de azar y apuestas son por ejemplo "algo que entretiene o divierte a alguien".  De forma análoga, aceptando la definición del término "recreational" [de esparcimiento] a que hacen referencia los Estados Unidos, es difícil negar que los juegos de azar y apuestas se utilizan para esparcimiento o como una forma de esparcimiento.  No cabe duda de que los Estados Unidos no han demostrado lo contrario por haber citado simplemente esas definiciones y haber formulado la afirmación tajante que es "imposible" otra interpretación.  Además, es evidente que el subsector 10.A de la Lista de los Estados Unidos designa una categoría bastante amplia (la referencia al teatro, las bandas y orquestas y los circos es una referencia que sirve simplemente para aclarar lo que abarca la expresión "servicios de espectáculos").  En consecuencia, el término "entertainment" utilizado para definir el subsector 10.A de la Lista de los Estados Unidos puede abarcar también perfectamente los servicios de juegos de azar y apuestas, lo mismo que el término "de esparcimiento" utilizado para definir el subsector 10.D puede abarcar también esos servicios
, lo que corrobora una vez más que, sobre la base del sentido corriente de las definiciones utilizadas en el sector 10, los servicios de juegos de azar y apuestas no están excluidos de la Lista de los Estados Unidos.

4.26 Las Comunidades Europeas añaden que es preciso situar cada uno de los compromisos específicos de un Miembro en su propio -peculiar- contexto, que es ante todo la Lista a la que corresponde.  A efectos de interpretación de los compromisos específicos de los Estados Unidos, los elementos más pertinentes del contexto son la Lista de los Estados Unidos y su estructura y no los compromisos contraídos por otros Miembros.  Los Estados Unidos tratan de basar su conclusión de que no han asumido compromisos con respecto a los servicios de juegos de azar y apuestas remitiéndose como "contexto" a las Listas de otros Miembros.  Resulta bastante sorprendente que los Estados Unidos, tras haber tratado de distanciarse de la clasificación y del enfoque en materia de consignación en Listas de la mayoría de los demás Miembros, especialmente de aquellos que han seguido expresamente la clasificación de la CPC, hagan tanto hincapié en esta práctica diferente de consignación en Listas.  En cualquier caso, las referencias a las Listas de otros Miembros, lejos de apoyar la posición de los Estados Unidos prueban en general lo contrario.

4.27 Los Estados Unidos, tras haber aducido, basándose en su propia interpretación del sentido corriente, que por la forma en que han redactado el título de su subsector 10.D han excluido los servicios de juegos de azar y apuestas, parecen aducir asimismo que, de hecho, el subsector 10.D no es en realidad el epígrafe apropiado para esos servicios, como acredita el hecho de que otros Miembros hayan hecho referencia a los mismos en los subsectores 10.A o 10.E de sus respectivas Listas.  Una característica común de las Listas de otros Miembros de la OMC a las que hacen referencia los Estados Unidos en conexión con este aspecto estriba en que, a diferencia de la Lista de los Estados Unidos, se refieren todas ellas expresamente a los servicios de juegos de azar y apuestas (y, en el caso de las Listas que se refieren a los códigos de la CPC, parece indicarse expresamente cualquier desviación de esos códigos), lo que a su vez significa que no es posible, en ausencia de esas referencias expresas en la Lista de los Estados Unidos, deducir automáticamente que los servicios de juegos de azar y apuestas tampoco están comprendidos en el subsector 10.D de esa Lista.  Además, es preciso situar cada uno de los compromisos consignados en las Listas de otros Miembros en su propio -peculiar- contexto inmediato, que es la Lista a la que corresponde.

4.28 Así, es cierto, por ejemplo, que un Miembro de la OMC, el Senegal, ha inscrito los servicios de juegos de azar en un subsector residual 10.E titulado "Otros servicios" y no dentro del subsector 10.D y ello a pesar de la referencia que se hace en esa Lista a la CPC.  No obstante, si se examina la Lista del Senegal, resulta claro que ese país no ha utilizado el subsector 10.D para abarcar la categoría completa 964 de la CPC (que incluye también los juegos de azar y apuestas).  Por el contrario, el Senegal sólo ha clasificado dentro del subsector 10.D una parte muy limitada de la categoría 964 de la CPC, en concreto "la pesca recreativa".  Por el contrario, en la Lista de los Estados Unidos no hay una limitación análoga clara del alcance del subsector 10.D.  Al haber limitado el subsector 10.D a una parte muy concreta de la categoría 964 de la CPC, el Senegal tenía lógicamente que clasificar los servicios de juegos de azar en otro lugar de su Lista, y lo hizo en el subsector 10.E.  Hay que señalar que en la Lista del Senegal no hay ninguna referencia a ningún código de la CPC en conexión con el subsector 10.E, lo que nos lleva a lo que parece ser el segundo argumento contextual de los Estados Unidos basado en el hecho de que dos Miembros de la OMC han incluido en sus Listas una categoría residual adicional 10.E.  Los Estados Unidos indican que, a diferencia de esas dos Listas, su Lista no incluye esa categoría residual.  No resulta claro a las Comunidades Europeas en qué sentido ello confirma que la alegación de Antigua y Barbuda carece de fundamento.  Si lo que los Estados Unidos quieren decir es que, para incluir los servicios de juegos de azar y apuestas habrían necesitado esta categoría suplementaria en su Lista, esa afirmación es falsa por varias razones.  En primer lugar, los Estados Unidos no están solos, ya que sólo dos Miembros han añadido a su Lista un subsector 10.E residual.  No obstante, puede decirse que otros Miembros de la OMC no niegan haber asumido compromisos en relación con los servicios de juegos de azar y apuestas aun cuando en sus Listas no figure ese subsector residual.  En lo que respecta a Islandia, es cierto que se ha añadido a una Lista que en lo demás corresponde completamente a la CPC un subsector 10.E.  No obstante, ese subsector se ha introducido de conformidad con la Clasificación Sectorial de 1991 (W/120) que relaciona el código 964 de la CPC, (que abarca también los juegos de azar y apuestas) con el subsector 10.D.  Además, ello no implica que los servicios de juegos de azar y apuestas estén incluidos en el subsector 10.E de la Lista de Islandia.  Por el contrario, al equiparar el subsector 10.E a la categoría 964 de la CPC, Islandia ha incluido correctamente en ese subsector de su Lista los juegos de azar.  En consecuencia, la Lista de Islandia no prueba que sea necesario un subsector adicional para asumir compromisos en relación con los servicios de juegos de azar y apuestas.  El mero hecho de que dos Miembros -y solamente dos- hayan necesitado una categoría adicional (10.E) y de que uno de ellos la haya utilizado para clasificar los juegos de azar, no excluye el hecho de que otros muchos Miembros no la han necesitado y sin embargo han contraído compromisos o limitado sus compromisos en relación con los juegos de azar.  En consecuencia, la existencia de una categoría 10.E no es indispensable para asumir compromisos plenos o limitados en relación con los juegos de azar y apuestas, en contra de lo que parecen sugerir los Estados Unidos.  Además, la Lista de los Estados Unidos contiene ya una categoría residual para "Otros servicios de esparcimiento", que es precisamente el apartado 10.D.  Por consiguiente, en esa Lista no es necesaria otra categoría "Otros".

4.29 Resulta asimismo curioso que los Estados Unidos, después de afirmar que se ha consignado en su Lista una limitación en relación con los servicios de juegos de azar y apuestas al consignar una limitación relativa a los servicios deportivos en el subsector 10.D, sostengan al mismo tiempo que los compromisos relativos a esa misma categoría de servicios deberían haberse consignado dentro de un subsector residual distinto del sector 10 (en concreto dentro del subsector 10.E:  "Otros").  Además, la Lista de los Estados Unidos incluye ya un subsector residual, que es precisamente el subsector 10.D.  No resultan claras, por consiguiente, las razones por las que sería necesaria una categoría residual adicional.  Además, el hecho de que otro Miembro de la OMC -Lituania- mencione los servicios de juegos de azar y apuestas tanto dentro del subsector 10.A como del subsector 10.D no significa que esos servicios no sean pertinentes dentro del último (o estén excluidos del mismo).  Además, si fuera necesario consignar también limitaciones dentro de 10.A, los Estados Unidos deberían haberlas consignado, pero no lo han hecho.  Por otra parte, el hecho de que algunos Miembros de la OMC ‑Egipto, Indonesia, Jordania y el Perú- se hayan referido a los juegos de azar dentro del sector "Turismo" de sus Listas tampoco prueba que los Estados Unidos no hayan asumido compromisos con respecto a los juegos de azar y apuestas dentro del sector 10.D.  Esas referencias no afectan a los servicios de juegos de azar y apuestas per se, sino sólo a supuestos concretos de prestación de esos servicios vinculados directamente a los servicios de turismo.  En la medida en que los compromisos contraídos en el sector de turismo abarquen también ciertos servicios de juegos de azar y apuestas, los Estados Unidos deberían haber consignado asimismo limitaciones con respecto a esos servicios en el sector 9 de su Lista, pero no lo han hecho.

4.30 Las Comunidades Europeas añaden que las Directrices para la consignación en Listas de 1993 y el documento W/120 son también pertinentes a la interpretación de las Listas de compromisos específicos en el marco de la OMC de conformidad con las reglas consuetudinarias.  Lo anterior es aplicable también a las Listas de los Estados Unidos.  Esos dos documentos se han elaborado y se han utilizado como documentos de referencia durante las negociaciones de la Ronda Uruguay, y por consiguiente forman parte de los trabajos preparatorios y de las circunstancias de la celebración del AGCS y del Acuerdo sobre la OMC, en el sentido del artículo 32 de la Convención de Viena.
  Esos documentos confirman que la Lista de los Estados Unidos no se aparta de la definición del sistema de la CPC en lo que respecta al subsector 10.D ("Otros servicios de esparcimiento").  En consecuencia, al excluir los servicios deportivos de su subsector 10.D, los Estados Unidos han excluido lo que se considera que constituyen servicios deportivos en el sistema de la CPC, pero no los servicios de juegos de azar y apuestas.

4.31 El documento W/120, con independencia de que sea o no en sí mismo un instrumento jurídicamente vinculante, forma parte de los trabajos preparatorios del AGCS y del Acuerdo sobre la OMC.  El hecho de que ni este documento ni el sistema de la CPC vinculen a los Estados Unidos, que han seguido de cerca su estructura, no implica que ese Miembro no haya seguido el sistema de la CPC, directamente o a través del documento W/120 en un caso determinado.  En lo que respecta a las Directrices para la consignación en Listas de 1993, independientemente de su naturaleza jurídica, su objetivo general debe haber sido compartido por los negociadores.
  Las Directrices fueron distribuidas por la Secretaría del GATT en respuesta a las solicitudes recibidas por los participantes
  que llegaron a un acuerdo sobre ellas.  Además, su objetivo era lograr precisión y claridad y a tal efecto los Miembros que no siguieran la clasificación de la CPC deberían haber establecido de otra forma compromisos inequívocos.  La claridad de los compromisos garantiza a su vez la seguridad y previsibilidad de los "acuerdos encaminados a obtener, sobre la base de la reciprocidad y de mutuas ventajas, la reducción sustancial de los aranceles aduaneros y de los demás obstáculos al comercio" [que] es uno de los objetos y fines del Acuerdo sobre la OMC en general, así como del GATT de 1994.
  Así pues, se ha reconocido específicamente que la seguridad y previsibilidad, además de ser un objetivo de la OMC en general, es pertinente en conexión con las Listas arancelarias del GATT.  Pero esa seguridad y previsibilidad es igualmente importante para la consignación en Listas de compromisos sobre los servicios.
  Así pues, no es una mera coincidencia que la Lista de los Estados Unidos siga de cerca la clasificación sectorial de 1991, reflejando lo que prácticamente todos los demás Miembros de la OMC han reflejado.  Las referencias que se hacen a los códigos de la CPC en las Directrices para la consignación en Listas de 1993 responden a la finalidad de lograr esa previsibilidad, porque la CPC ofrece un instrumento relativamente perfeccionado para definir los sectores/subsectores respecto de los que los Miembros contraen compromisos, como se aclara en el párrafo 16 de las Directrices para la consignación en Listas.

4.32 La referencia a los códigos de la CPC no era la única forma posible prevista por las Directrices para la consignación en Listas de 1993 para lograr la claridad.  No obstante, las Directrices para la consignación en Listas instaban a los Miembros a que, cuando tuvieran la intención de no seguir el sistema de la CPC aportaran esa previsibilidad por otros medios, concretamente clarificando y definiendo de otro modo el contenido de sus compromisos:  "Si un Miembro desea utilizar su propia clasificación o definiciones subsectoriales, deberá indicar la correspondencia con la CPC en la forma indicada en el ejemplo citado supra.  De no ser posible, deberá dar una definición suficientemente detallada para evitar toda ambigüedad en cuanto al alcance del compromiso".
  Dicho de otra forma, aunque no era obligatorio utilizar las definiciones de la CPC, no era posible apartarse de forma incondicional de esas definiciones, sino que era preciso garantizar la previsibilidad por otros medios.  No se entendía que el apartamiento del sistema de la CPC permitiera a un Miembro mantener en beneficio suyo la ambigüedad de su Lista.  Si los Estados Unidos no indicaron la correspondencia en el momento de presentar su Lista o no dieron otra definición suficientemente detallada para evitar toda ambigüedad, ello implica que no tuvieron intención de apartarse de la CPC.

4.33 Además, los propios Estados Unidos reconocieron, en el último proyecto de Lista que presentaron al final de las negociaciones de la Ronda Uruguay en diciembre de 1993, que el alcance de sus compromisos sectoriales corresponde a la clasificación sectorial de 1991.
  El párrafo 5 de la introducción del proyecto de Lista final de los Estados Unidos indica, en la parte pertinente, que "[E]xcept where specifically noted, the scope of the sectoral commitments of the United States corresponds to the sectoral coverage in the Secretariat's Services Sectoral Classification List (MTN.GNS/W/120, dated 10 July 1991)" [Salvo indicación expresa en contrario, el ámbito de los compromisos sectoriales de los Estados Unidos corresponde a los sectores abarcados por la Lista de Clasificación Sectorial de los Servicios elaborada por la Secretaría (MTN.GNS/W/120, de 10 de julio de 1991)].  El proyecto de Lista final de los Estados Unidos incluye, entre otros, el sector 10, que se define de forma idéntica que el sector 10 que figura hoy en el documento GATS/SC/90.  Así ocurre en concreto en el caso del subsector 10.D, titulado "OTHER RECREATIONAL SERVICES (except sporting)" [OTROS SERVICIOS DE ESPARCIMIENTO (excepto los deportivos)].  Así pues, el párrafo 5 del texto de la introducción de la oferta final de los Estados Unidos admite expresamente que el proyecto de Lista final de los Estados Unidos estaba basado en principio en la clasificación sectorial de 1991 y por consiguiente también en la CPC, a la que dicha clasificación hace referencia.  En el mismo párrafo se declara también que sólo cuando se indica expresamente se aparta el proyecto de Lista final de los Estados Unidos de la clasificación sectorial de 1991.  No obstante, es claro que el subsector 10.D no contiene ninguna indicación expresa de esa naturaleza.  Merece también la pena destacar que en la introducción a la segunda oferta condicional revisada presentada por los Estados Unidos anteriormente durante la Ronda Uruguay aparece una indicación idéntica a la del párrafo 5 que se acaba de citar.
 Hasta donde alcanza el conocimiento de las Comunidades Europeas, en la segunda oferta condicional revisada de los Estados Unidos aparece por primera vez un compromiso específico con respecto a "Otros servicios de esparcimiento", y de nuevo se hace referencia a este subsector como "OTROS SERVICIOS DE ESPARCIMIENTO (excepto los deportivos)", lo que significa que el compromiso específico de los Estados Unidos en relación con "Otros servicios de esparcimiento" fue siempre acompañado de una indicación de que se basaba en la clasificación sectorial de 1991, y significa también que el subsector 10.D fue redactado sobre la base de la clasificación sectorial de 1991, con independencia de que la razón de ello fuera o no que los Estados Unidos estaban vinculados por esa clasificación.  Y, como ha indicado el Canadá
, sólo en dos casos los Estados Unidos han establecido excepciones expresas a la clasificación sectorial de 1991.  Los Estados Unidos parecen aducir que otros Miembros de la OMC deberían haber recabado aclaraciones de los Estados Unidos acerca del alcance de sus compromisos.  En realidad, tanto el texto citado del proyecto de Lista final de los Estados Unidos como el de la segunda oferta condicional revisada ponen de manifiesto que fueron los propios Estados Unidos los que proporcionaron esas aclaraciones, incluso en la última oferta que presentaron al término de las negociaciones en 1993.  Esos textos ponen asimismo de manifiesto que no hay ningún intento de imponer una vinculación con las definiciones de la CPC ex post facto, en contra de lo que sostienen los Estados Unidos.

4.34 Las Comunidades Europeas señalan además que la necesidad de compromisos claros y previsibles subyace también al documento explicativo de la Lista de los Estados Unidos preparada por la USITC a petición del Representante de los Estados Unidos para las Cuestiones Comerciales.  Con respecto al subsector 10.D, ese documento reconoce expresamente la correspondencia entre la Lista de los Estados Unidos, la clasificación sectorial de 1991 y los códigos pertinentes de la CPC, que abarcan los juegos de azar y las apuestas.  Los Estados Unidos, después de haber reconocido expresamente en ese documento lo que puede ya inferirse de su propia Lista y del párrafo 16 de las Directrices para la consignación en Listas de 1993 (es decir que la Lista de los Estados Unidos no se aparta de la descripción del subsector 10.D de la CPC), no pueden intentar de buena fe restringir unilateralmente el alcance de sus compromisos en un procedimiento de solución de diferencias.  De lo contrario se pondría en peligro la "seguridad y previsibilidad" de los "acuerdos encaminados a obtener, sobre la base de la reciprocidad y de mutuas ventajas, la reducción sustancial de los aranceles aduaneros y de los demás obstáculos al comercio" que constituye uno de los objetivos del Acuerdo sobre la OMC.

4.35 En lo que respecta al artículo XVI del AGCS, las Comunidades Europeas sostienen que es preciso examinar dos elementos en relación con el párrafo 1 del artículo XVI:  si la Lista de compromisos específicos de los Estados Unidos incluye compromisos en materia de acceso a los mercados con respecto a los servicios de juegos de azar y apuestas y si el mantenimiento de la medida de que se trata equivale a un trato menos favorable que el comprometido.  Además, de conformidad con el párrafo 2 del artículo XVI, es necesario que esa medida no pertenezca a ninguno de los seis tipos de medidas prohibidas que se enumeran en ese párrafo.  En lo que respecta al primer punto, las Comunidades Europeas sostienen que los compromisos específicos contraídos por los Estados Unidos, específicamente en el subsector 10.D de su Lista, interpretados adecuadamente, abarcan también los servicios de juegos de azar.  En segundo lugar, dado que los Estados Unidos no han consignado en su Lista de compromisos específicos ninguna limitación con respecto a los servicios de juegos de azar y apuestas suministrados conforme al modo 1, una prohibición del "suministro de servicios de juegos de azar y apuestas desde fuera de los Estados Unidos a consumidores de los Estados Unidos", que constituye una limitación completa de la prestación de servicios con arreglo a ese modo, entrañaría sin duda un trato menos favorable que el previsto en esa Lista.  En tercer lugar, una prohibición "general" de los servicios transfronterizos de juegos de azar significa que ningún servicio extranjero de juegos de azar puede entrar al mercado (tener "acceso" al mercado) de juegos de azar de los Estados Unidos dentro del denominado "modo 1" de suministro de servicios y que ningún proveedor extranjero puede operar desde fuera de los Estados Unidos en el mercado estadounidense, lo que equivale a decir que hay una restricción cuantitativa ("contingente numérico") en el sentido del párrafo 2 a) del artículo XVI del AGCS, con un contingente cero.  Los Estados Unidos, aunque niegan que las medidas a que hace referencia Antigua y Barbuda en su solicitud de establecimiento de un grupo especial contengan contingentes numéricos, no parecen negar la afirmación de Antigua y Barbuda de que una prohibición completa constituiría un contingente numérico.  De otro lado, del hecho de que el párrafo 2 a) del artículo XVI se refiera a "limitaciones al número de proveedores de servicios [...] en forma de contingentes numéricos" no se infiere que sea preciso que en una medida se indique expresamente un número o un límite determinado de operaciones o productos de los proveedores para que la disposición sea aplicable a esa medida.  De lo contrario, no sería difícil a los Miembros dar a sus medidas una configuración que les permitiera eludir la prohibición del párrafo 2 a) del artículo XVI.

4.36 En lo que respecta al artículo XVII del AGCS, las Comunidades Europeas sostienen que para establecer la existencia de una violación de esta disposición hay que evaluar:  i) si la Lista de compromisos específicos de los Estados Unidos incluye compromisos en materia de acceso a los mercados con respecto a los servicios de juegos de azar y apuestas;  ii) si hay servicios/proveedores de servicios similares y iii) si el mantenimiento de la medida equivale al otorgamiento de un trato menos favorable que el dispensado a los servicios y proveedores de servicios nacionales, es decir, si a) la medida modifica las condiciones de competencia y b) si las modifica en favor de los servicios y proveedores de servicios nacionales.

4.37 En lo que respecta a la identificación de los servicios o proveedores de servicios nacionales similares, las Comunidades Europeas comparten la opinión del Órgano de Apelación acerca de la necesidad de un análisis caso por caso de la cuestión de la "similitud" en las disposiciones de la OMC.  Además, es necesaria especial prudencia para evitar la transposición mecánica a la esfera de los servicios de los criterios establecidos en conexión con el comercio de mercancías.  Los servicios constituyen, por regla general, un "caso" distinto.  En las dos ocasiones en que se ha interpretado hasta ahora el término tal como figura en el AGCS, se ha constatado que los servicios y proveedores en litigio eran "similares" basándose en la similitud de la actividad realizada y del resultado de esa actividad (es decir, el propio servicio).
  Debido a la intangibilidad de los servicios, algunas otras similitudes pueden resultar sumamente subjetivas y demasiado difíciles de evaluar adecuadamente.  En consecuencia, es importante centrarse en las características de los propios servicios de que se trate y en otros elementos objetivos.  La clasificación de los servicios en la Lista de los Miembros será también un útil indicador, porque refleja generalmente un determinado grado de diferenciación entre las diversas actividades clasificadas.  De hecho, es más probable que los servicios no sean "similares" si están clasificados en partes distintas de una Lista.

4.38 Hay mayor probabilidad de que las actividades esencialmente idénticas (por ejemplo, la prestación de servicios comerciales al por mayor) lleven a una constatación de "similitud".  En cambio, un análisis centrado en la actividad del servicio per se permite también establecer distinciones, cuando ello resulta procedente.  Así, por ejemplo, en el caso de los "servicios médicos especializados" abarcados por el número 93122 de la CPC, será necesario establecer una diferenciación entre distintos tipos de especialización.  La actividad de un cardiólogo podrá distinguirse de la de un oftalmólogo - y la diferencia de actividad indicará también algo acerca de si pueden competir esos servicios especializados.  O, para citar un ejemplo en el ámbito de los servicios relacionados con el medio ambiente, "los servicios de protección de la naturaleza y del paisaje" abarcados por el número 9406 de la CPC incluyen la prestación de servicios tan distintos como los servicios de protección de ecosistemas, de evaluación de situaciones de desastre y de reducción de la contaminación, y los estudios sobre el cambio climático.  La posibilidad de que los servicios se destinen a los mismos usos finales o a usos finales parcialmente iguales confirmará también normalmente las similitudes o diferencias entre dos servicios que resulten de un análisis de los "atributos" o "características" de un servicio per se.  Así por ejemplo, volviendo al ejemplo de los servicios médicos especializados, el servicio prestado por un cardiólogo sirve a un fin distinto que el prestado por un oftalmólogo.  La utilización de elementos más subjetivos -como la percepción del consumidor- puede reducir considerablemente la previsibilidad de los compromisos y obligaciones en el marco del AGCS, en contra de los objetivos del Acuerdo sobre la OMC, especialmente en los casos en los que restricciones reglamentarias o de otra naturaleza anteriores o actuales puedan haber afectado a la percepción del consumidor.

4.39 Las diferencias en elementos extrínsecos a los propios servicios, tales como las diferencias en función de la aplicación de la ley y la protección de los consumidores -protección de los jóvenes- no son en sí mismas pertinentes para determinar si dos servicios son "similares" (aun cuando pueden responder a diferencias en las características de dos servicios).  De no ser así, habida cuenta de que con frecuencia la reglamentación aplicable a los servicios suministrados de forma transfronteriza es diferente de la aplicada a los servicios que se suministran en el interior del país, sería difícil que pudiera haber nunca similitud entre los primeros y los últimos.  Así, por ejemplo, los proveedores estadounidenses de servicios de telecomunicaciones internacionales no serían similares a los proveedores mexicanos porque los legisladores mexicanos no pueden imponer multas a los primeros.  De forma análoga, la naturaleza o identidad de los accionistas de dos empresas proveedoras de servicios no puede, en sí misma, hacer que los servicios no sean "similares".

4.40 Las Comunidades Europeas añaden que el párrafo 3 del artículo XVII se refiere expresamente a una modificación de las condiciones de competencia (en detrimento de los servicios y proveedores de servicios extranjeros) como indicativa de un "trato menos favorable".  De esa disposición se desprende que la finalidad de la obligación del trato nacional del AGCS es proteger las expectativas de igualdad de condiciones de competencia entre los servicios y proveedores de servicios extranjeros y nacionales.
  Una noción de "similitud" tan restrictiva que no permitiera tener en cuenta la relación de competencia entre los servicios extranjeros y nacionales no parece estar en consonancia con el texto y el objetivo del artículo XVII en su integridad.

4.41 Para las Comunidades Europeas, el hecho de que una prohibición del "suministro de servicios de juegos de azar y apuestas desde fuera de los Estados Unidos a consumidores de los Estados Unidos" violaría disposiciones del AGCS no excluye la posibilidad de que esa violación estuviera justificada al amparo del propio artículo XIV del AGCS.  Dada la estrecha correspondencia que existe entre el texto y la función del artículo XIV del AGCS y el artículo XX del GATT de 1994, las Comunidades Europeas coinciden con Antigua y Barbuda en que la primera de esas disposiciones es una defensa afirmativa.  Como tal, correspondería a los Estados Unidos la carga de probar que la prohibición del suministro transfronterizo de servicios está justificada por razones previstas en el artículo XIV, lo que no ha hecho en su primera comunicación escrita.  Por las mismas razones de estrecha similitud con el artículo XX del GATT de 1994 en lo que respecta tanto a su texto como a su función, el artículo XIV debe interpretarse a la luz del acervo pertinente del GATT.

C. Japón

4.42 En relación con la cuestión de si los Estados Unidos han asumido compromisos con respecto a los servicios de juegos de azar y apuestas (CPC 96492), el Japón sostiene que la relación entre los epígrafes de la Lista de los Estados Unidos y la clasificación de la CPC no es clara, por cuanto no hay una referencia expresa en la Lista de los Estados Unidos al número de la CPC.  Se trata de una cuestión de importancia vital para la estabilidad jurídica de los compromisos contraídos por los Miembros durante la Ronda Uruguay y las negociaciones en curso sobre los servicios.  En el párrafo 15 de las Directrices para la consignación en Listas de 1993 se dice que "el carácter jurídico de las Listas y la necesidad de evaluar los compromisos exigen el mayor grado posible de claridad en la descripción de cada sector o subsector consignado" y se hace referencia al documento W/120 y a los números de la CPC.  Puede aducirse que, según el mismo párrafo, sólo "en general", "la clasificación de los sectores y subsectores deberá basarse en la Lista de Clasificación Sectorial de los Servicios, revisada, de la Secretaría".  Además, podría aducirse que las Directrices para la consignación en Listas de 1993 no constituyen un instrumento jurídicamente vinculante.  No obstante, dada la práctica de los Miembros de referirse con frecuencia a este documento, al documento W/120 y a la CPC, tanto en el curso de las negociaciones como después de ellas, podría decirse al menos que los Miembros confiaban tácitamente en que cada uno de ellos respetaría esos documentos y la clasificación correspondiente.  La cuestión parece radicar en si las ofertas se definen de forma suficiente cuando no hacen referencia a la CPC o se basan en ella sin ninguna indicación positiva de los elementos incluidos.  En tal caso, los Miembros se verían obligados, en el contexto de las negociaciones de los servicios en curso a llevar consigo el Merriam-Webster's Collegiate Dictionary en cada intercambio bilateral que mantuvieran con los Estados Unidos, o habrían de solicitar a este país que facilitara una serie de definiciones para los sectores y subsectores respectivos en los que se proponen compromisos en la oferta inicial de los Estados Unidos (TN/S/O/USA), acompañada posiblemente de la correspondiente clasificación estadounidense de las actividades.

4.43 En la presente diferencia, si los Estados Unidos se niegan a aceptar que han contraído compromisos en relación con los servicios de juegos de azar y apuestas (CPC 96492) no basta simplemente probar que esos servicios no están incluidos en el subsector 10.D de su Lista, sino que es preciso que los Estados Unidos aclaren además qué subsectores específicos de los servicios están incluidos en ese epígrafe.  Los Estados Unidos tampoco prueban que hayan aclarado suficientemente en el momento de las negociaciones de la Ronda Uruguay cuáles eran los subsectores específicos incluidos en el epígrafe "10.D OTROS SERVICIOS DE ESPARCIMIENTO (excepto los deportivos)".  Al no haber habido, en el momento de las negociaciones, una declaración expresa y amplia de los Estados Unidos acerca del contenido específico de ese epígrafe de su Lista, la expectativa general de que los Estados Unidos respetaran la estructura del documento W/120 y de la CPC necesita y merece una protección plena.  Cuando se contraen compromisos específicos con respecto a un elemento de servicios a nivel de cuatro dígitos de la CPC, ello indica que esos compromisos específicos abarcan todos los elementos de servicios a nivel de cinco dígitos de la CPC.  El Japón señala que sus anteriores argumentos deben entenderse sin perjuicio de la posibilidad de que algunas disposiciones del AGCS y sus anexos, como el párrafo 3 b) del artículo I, afecten a una subclasificación de un sector de servicios objeto de compromisos específicos dentro de un epígrafe en la columna del sector/subsector de la Lista de un Miembro o a algunas medidas adoptadas en su marco.

4.44 En relación con la cuestión de la interpretación de los "servicios similares" a que se refiere el artículo XVII del AGCS, el Japón toma nota de los argumentos de Antigua de que la cuestión de la "similitud" tiene en el contexto del comercio de servicios una función menos importante que en el contexto de comercio de mercancías, y de que, con frecuencia, las características de un servicio o un proveedor de servicios específico no están "englobadas" de forma inherente en el producto y son susceptibles de una fácil adaptación.  No obstante, esta cuestión de la "similitud" requiere un atento examen de todas las condiciones que rodean a los servicios, con inclusión de los aspectos pertinentes de política general.  Además, en opinión del Japón debería confirmarse que la identificación de la "similitud" del comercio de servicios debe establecerse, como la del comercio de mercancías, caso por caso, basándose en determinados criterios y sin ninguna simplificación exagerada o generalización excesiva de las características de los servicios o de los proveedores de servicios;  la simple similitud y la apariencia de los tipos de juegos o la naturaleza o función esenciales de ganar y perder dinero no pueden bastar para identificar la "similitud" de los servicios.  El Japón podría apoyar el argumento de los Estados Unidos de que es necesario identificar la "similitud" de los servicios, cuando proceda, teniendo en cuenta elementos tales como la percepción del consumidor, los aspectos relativos a la aplicación de la ley y el medio ambiente y los posibles riesgos que entrañan algunos servicios determinados.  De hecho, el Japón considera que el margen que hay que dar a este argumento es un componente necesario de la misma estructura del AGCS.  Cabría sostener que las restricciones estadounidenses aplicadas al juego por Internet que son aplicables igualmente dentro de los Estados Unidos podrían tener algunas consecuencias para la compatibilidad de las medidas estadounidenses con el artículo XVI del AGCS.

4.45 Podría aducirse que en algunos sectores de servicios, para identificar la "similitud" es necesario tener en cuenta, cuando proceda, las diferencias en las circunstancias de la reglamentación.  Cuando los servicios se suministran de modo transfronterizo, esas circunstancias son completamente diferentes de las que existen en el caso del suministro mediante la presencia comercial;  los proveedores del servicio están fuera del país y por consiguiente no han de responder por vía administrativa o judicial de sus actos frente al gobierno o frente a los consumidores de la misma forma que los proveedores nacionales.  En los servicios de juegos de azar y apuestas, por ejemplo, en los que son especialmente importantes consideraciones de política general como la prevención de la delincuencia organizada internacional, esa diferencia en las circunstancias reglamentarias podría justificar, en cierta medida, la aplicación de un marco normativo distinto a modos distintos.  Dicho de otra forma, se reconoce que determinados servicios, cuando se suministran de forma transfronteriza, están sometidos a una reglamentación menos estricta que esos servicios cuando se suministran en el interior del país;  en consecuencia, podría aducirse desde el punto de vista del Miembro que los consume que esos dos casos no son casos de servicios similares a los que haya de darse el mismo trato.  Dentro de un compromiso pleno de trato nacional en el modo de suministro transfronterizo, se considera que aún queda margen, al menos en algunos servicios similares, para tratar como servicios no similares a servicios suministrados de forma transfronteriza y servicios suministrados mediante la presencia comercial de apariencia y funciones similares, si el Miembro consumidor prueba de forma suficiente la necesidad de un trato diferente debido a la necesidad de una reglamentación estricta y a la diferencia de las circunstancias de reglamentación.

4.46 Sin perjuicio de los argumentos expuestos, y teniendo atentamente en cuenta la referencia a la misma cuestión que se hace en el informe del Grupo Especial en Canadá - Automóviles
 el Japón desearía también señalar a la atención del Grupo Especial la cuestión de la posible función de los modos de suministro de los servicios en la identificación de la "similitud" de servicios.  Cuando el Consejo del Comercio de Servicios abordó esta cuestión en su reunión ordinaria de 19 de marzo de 2002 dentro del punto del orden del día "Propuestas relativas a un examen técnico de las disposiciones del AGCS", los Miembros expusieron opiniones divergentes.
  En ese debate se señaló a la atención de los Miembros la utilización común de la expresión "servicios y proveedores de servicios similares" en el párrafo 1 del artículo II y en los párrafos 1 a 3 del artículo XVII del AGCS.  Al no figurar en el artículo II la frase "en los sectores inscritos en su lista" la obligación abarca aparentemente todos los sectores o subsectores de servicios con independencia de que se hayan o no contraído compromisos, lo que a su vez, si la "similitud de los servicios" ha de establecerse en todos los modos, podría ampliar de hecho la obligación de un Miembro más allá de lo que ha consignado en su Lista.  Si el Miembro A ha consignado "ninguna" en la columna del trato nacional en el modo 3 con respecto a un sector de servicios determinado, ese Miembro está obligado en virtud del artículo XVII del AGCS a hacer extensivo a los servicios y proveedores de servicios similares del Miembro B el trato ("trato b") en el mismo modo no menos favorable que el que otorga a sus propios servicios y proveedores de servicios.  En consecuencia, en virtud del artículo II del AGCS, a su vez, el Miembro A está obligado a hacer extensivo el trato no menos favorable que el "trato b" a los servicios y proveedores de servicios similares del Miembro C, por ejemplo en el modo transfronterizo de suministro de servicios, cualesquiera que sea la consignación que el Miembro A haya realizado en la columna correspondiente al trato nacional en el modo 1 en el mismo sector concreto de los servicios.  En consecuencia, hay una indicación de que los modos de suministro de servicios podrían tener una determinada función al identificar la "similitud" de servicios.  Este aspecto no se expone de forma expresa en el informe del Grupo Especial sobre Canadá - Automóviles.  En consecuencia, el Japón considera que es necesario tener en cuenta la posible función del modo de suministro de los servicios, juntamente con las constataciones del informe del Grupo Especial en Canadá - Automóviles en caso de que el Grupo Especial necesite en alguna medida formular constataciones sobre la cuestión de la "similitud" de servicios.

D. México

4.47 México manifiesta que el Gobierno mexicano ha decidido participar como tercero en esta diferencia debido a su interés sistémico en la interpretación y aplicación correctas de las disciplinas del AGCS y de los compromisos específicos de los Miembros de la OMC sobre trato nacional y acceso a los mercados.  De particular interés resulta para México la relación entre los compromisos específicos de los Miembros de la OMC, el documento W/120 y la CPC.  México no está de acuerdo con la posición de los Estados Unidos de que los códigos numéricos de la CPC no son pertinentes a la interpretación de los compromisos específicos de los Estados Unidos conforme al AGCS.  En opinión de México, la CPC es un medio para interpretar y dar sentido a los compromisos de los Estados Unidos.

4.48 En primer lugar, México comparte las opiniones expuestas por el Canadá de que la intención común de los Miembros en relación con la Lista de los Estados Unidos es que ésta simplemente sigue la Lista de Clasificación del documento W/120, sin apartarse clara y explícitamente de ella y de los números de la CPC correspondientes, por lo que debe inferirse que los compromisos específicos de los Estados Unidos deben ser interpretados a la luz de la Lista de Clasificación del documento W/120 y de los números de la CPC asociados con ella.
 En segundo lugar, México considera que el documento W/120 y los códigos numéricos correspondientes de la CPC reúnen indudablemente las condiciones para ser considerados "medios de interpretación complementarios" conforme al artículo 32 de la Convención de Viena.  Como tales, deben utilizarse siempre para confirmar el sentido de los compromisos específicos de los Estados Unidos resultantes de la aplicación de la regla general de interpretación del artículo 31 de la Convención de Viena, o para determinar su sentido cuando la interpretación conforme al artículo 31 deje su sentido ambiguo u oscuro.  En consecuencia, no es adecuado referirse, como han hecho los Estados Unidos a compromisos "no basados en la CPC".  En virtud del artículo 32, los códigos numéricos y las definiciones de la CPC pueden ser pertinentes a la interpretación de las Listas de compromisos específicos de todos los Miembros de la OMC.

E. Taipei Chino

4.49 El Taipei Chino no expuso sus opiniones al Grupo Especial.

V. sección intermedia
5.1 El 7 de abril de 2004, de conformidad con el párrafo 2 del artículo 15 del ESD, el artículo 16 de los procedimientos de trabajo del Grupo Especial y el calendario revisado de las actuaciones del Grupo Especial, las partes presentaron sus observaciones sobre el informe provisional.  Ninguna de las partes solicitó una nueva reunión para revisar una parte o partes del informe del Grupo Especial.  El 16 de abril de 2004, de conformidad con el calendario revisado de las actuaciones del Grupo Especial, las partes presentaron nuevas observaciones escritas sobre las observaciones que ya habían formulado el 7 de abril de 2004 con respecto al informe provisional del Grupo Especial.

5.2 De conformidad con el párrafo 3 del artículo 15 del ESD, esta sección del informe del Grupo Especial contiene la respuesta del Grupo Especial a las principales observaciones formuladas por las partes en relación con el informe provisional y forma parte de las constataciones del informe del Grupo Especial.

B. Publicación del informe provisional confidencial
5.3 Cuando el Grupo Especial dio traslado de su informe provisional a las partes, el 24 de marzo de 2004, señalamos claramente que dicho informe provisional era estrictamente confidencial.  De hecho, de conformidad con el ESD, todas las actuaciones de un grupo especial son confidenciales hasta que el informe del Grupo Especial se distribuye a los Miembros de la OMC.  También habíamos puesto de relieve explícitamente en todas nuestras reuniones con las partes que las actuaciones del Grupo Especial eran confidenciales.  Esto fue aceptado por las partes y se reflejó en los procedimientos de trabajo del Grupo Especial y en toda nuestra correspondencia pertinente con las partes.
5.4 Por lo tanto, observamos con preocupación que la confidencialidad de las actuaciones del Grupo Especial ha sido infringida en diversas ocasiones.
5.5 Por ejemplo, ha llegado a nuestro conocimiento que en comunicados de prensa se ha citado al representante de Antigua y Barbuda formulando observaciones sobre aspectos confidenciales de las actuaciones del Grupo Especial.
  Pocas horas después de su traslado a las partes, en la prensa se hizo referencia al informe provisional y ambas partes en la diferencia formularon observaciones sobre el mismo.
  El 26 de marzo de 2004, un estudio jurídico internacional publicó un comentario sobre el informe provisional, del cual se desprende que los autores, sin ser representantes de ninguna de las partes en este asunto, tuvieron acceso al texto del informe provisional.

5.6 En sus observaciones al Grupo Especial, de fecha 16 de abril de 2004, Antigua dijo que su delegación:
"... había sido contactada por un miembro de la prensa internacional que ya estaba al tanto del traslado del informe provisional y de las conclusiones finales de éste.  El representante de prensa en cuestión informó a la delegación de que la información sobre el contenido del informe le había sido proporcionada por fuentes independientes de las partes".

5.7 En una carta dirigida al Grupo Especial, de fecha 27 de abril de 2004, los Estados Unidos solicitaron que el Grupo Especial:
"... investigara si 'fuentes independientes de las partes' infringieron la confidencialidad del informe provisional, y que informara a las partes de los resultados de esta investigación y las medidas adoptadas en respuesta."

5.8 El Grupo Especial observa en primer lugar que la declaración formulada por Antigua y a la que se hace referencia en el párrafo 5.6 es muy grave y puede implicar que un miembro del Grupo Especial o la Secretaría de la OMC infringió la prescripción de confidencialidad del ESD.  El Grupo Especial desee afirmar rotundamente que ni el Grupo Especial ni la Secretaría lo han hecho.  No se puede atribuir la culpa a los terceros dado que ellos no reciben una copia del informe provisional.
5.9 El 28 de abril de 2004, el Grupo Especial solicitó a Antigua que aclarara su declaración y, en particular, la afirmación de que la información había sido proporcionada por una fuente independiente de las partes.

5.10 En carta de fecha 29 de abril de 2004, Antigua declaró lo siguiente:
"El 24 de marzo de 2004, se puso en contacto con la delegación de Antigua un miembro de la prensa internacional que estaba claramente al tanto del traslado del informe provisional y de su conclusión general.  El periodista no divulgó la fuente de la información a la delegación de Antigua, ni tampoco tiene la delegación hasta la fecha ninguna idea de cuál fue la fuente.

Sírvanse tomar nota de que Antigua no formuló ninguna alegación con respecto a la fuente de la información;  más bien, en sus observaciones Antigua simplemente comunicó lo que el periodista había dicho a su delegación.  Antigua presenta sus disculpas por cualquier malentendido."

5.11 Suponiendo que las aseveraciones de Antigua son verdaderas, a juicio del Grupo Especial, incluso si el periodista hubiera aducido haber recibido información acerca del informe provisional de una fuente independiente de las partes, fue improcedente, a la luz de la prescripción de confidencialidad contenida en el ESD, que Antigua, en calidad de parte, haya formulado observaciones al periodista sobre el contenido del informe.

5.12 A la luz de las circunstancias, los Estados Unidos se sintieron obligados a formular observaciones sobre el informe provisional, con lo que también infringieron su obligación de asegurar la confidencialidad del informe provisional.

5.13 Para concluir, el Grupo Especial quisiera subrayar que la inobservancia de la prescripción de confidencialidad contenida en el ESD afecta a la credibilidad y la integridad del procedimiento de solución de diferencias de la OMC, las de la OMC y las de los Miembros de la OMC y, por lo tanto, es inaceptable.

C. Cambios tipográficos y de redacción
5.14 Las partes han sugerido varios cambios de redacción del informe provisional del Grupo Especial y correcciones de errores tipográficos.  El Grupo Especial ha aceptado en su mayor parte esas sugerencias.  Como solicitaron los Estados Unidos, el Grupo Especial ha aclarado y/o desarrollado determinadas descripciones de carácter fáctico contenidas en el informe provisional, incluidas las relativas a la Ley de Viajes, la Ley sobre actividades ilícitas de juegos de azar, las estadísticas sobre las medidas de los Estados Unidos para exigir el cumplimiento de las leyes y los sitios Web de TVG, Capital OTB y Xpressbet.com.  Los Estados Unidos también han solicitado al Grupo Especial que reconsidere el uso de determinados términos como "expectativas", "errores", "comunicaciones tardías" y más o menos "restrictivo del comercio" y el Grupo Especial lo ha hecho.

5.15 Antigua solicitó al Grupo Especial que añadiera referencias que respalden una conclusión de que Antigua ha demostrado prima facie que las medidas federales en litigio prohíben el suministro transfronterizo de servicios de juegos de azar y apuestas.  El Grupo Especial cree que Antigua no tiene derecho en esta etapa tardía de las actuaciones a intentar hacer o ampliar la demostración de sus alegaciones de que se ha infringido el AGCS.

D. El derecho de los Miembros de regular y prohibir los servicios de juegos de azar y apuestas
5.16 Los Estados Unidos han sugerido que puede interpretarse que el enfoque adoptado por el Grupo Especial en el informe provisional "respalda las críticas formuladas por numerosos grupos contra el AGCS por considerarlo excesivo y una intrusión injustificada en la facultad soberana de los Miembros de regular en la esfera de los servicios".

5.17 A nuestro juicio, es evidente que los Miembros de la OMC tienen efectivamente el derecho de regular y de prohibir los servicios de juegos de azar y apuestas, si lo desean.  En el presente asunto, llegamos a la conclusión de que los Estados Unidos habían asumido un compromiso específico respecto del suministro transfronterizo de servicios de juegos de azar y apuestas.  En este contexto, el Grupo Especial quisiera reiterar sus observaciones finales, que figuran en los párrafos 7.3 y 7.4 del informe provisional del Grupo Especial:

"El Grupo Especial desea señalar que tiene plena conciencia de los aspectos delicados del objeto de esta diferencia, los servicios de juegos de azar y apuestas.  Nuestras conclusiones están directamente vinculadas con las circunstancias particulares de esta diferencia.  Advertimos a este respecto que es posible que los Estados Unidos hayan asumido por inadvertencia compromisos específicos con respecto a los servicios de juegos de azar y apuestas.  No obstante, no incumbe al Grupo Especial formular hipótesis sobre las intenciones de los Estados Unidos en el momento en que consignaron el compromiso en su Lista.  Nuestra función consiste, en cambio, en interpretar y aplicar el AGCS a la luz de los hechos y pruebas que tenemos ante nosotros.

También deseamos destacar lo que no hemos decidido en el presente asunto.  No hemos decidido que los Miembros de la OMC no tienen derecho a reglamentar, e incluso prohibir, las actividades de juegos de azar y apuestas.  En este caso, llegamos a la conclusión de que las medidas estadounidenses de que se trata prohíben el suministro transfronterizo de servicios de juegos de azar y apuestas en los Estados Unidos de una manera incompatible con el AGCS.  Adoptamos esa decisión, no porque el AGCS niegue a los Miembros ese derecho, sino porque constatamos, entre otras cosas, que, en las circunstancias particulares de este caso, las medidas de que se trata son incompatibles con los compromisos consignados por los Estados Unidos en su Lista y con las disposiciones pertinentes del AGCS."
E. La Lista de los Estados Unidos 

5.18 Los Estados Unidos han sugerido que el Grupo Especial, en su interpretación de la Lista de los Estados Unidos, había dejado de lado el sentido corriente de "sporting" (deportivos), que habían excluido de su compromiso específico con respecto al subsector 10.D ("Otros servicios de esparcimiento (excepto los deportivos)").  Los Estados Unidos también han alegado que el Grupo Especial ha atribuido una importancia indebida al contexto (es decir, las Directrices para la consignación en Listas de 1993 y el documento W/120) y, al hacerlo, ha hecho caso omiso de la diferencia entre las listas de los Miembros que incluyen referencias explícitas a la CPC y las que no lo hacen.

5.19 Aunque la expresión "servicios de juegos de azar y apuestas" no aparece en su Lista, los Estados Unidos han asumido compromisos específicos con respecto al subsector 10.D, titulado "Otros servicios de esparcimiento (excepto los deportivos)".  La Lista no proporciona una definición de esos términos y durante las actuaciones del Grupo Especial, los Estados Unidos no aportaron ningún marco que permitiera definir su lista en general y esta entrada en particular, ni siquiera en respuesta a una pregunta específica del Grupo Especial sobre la cuestión.
 Por consiguiente, el Grupo Especial, estaba obligado a interpretar los compromisos específicos de los Estados Unidos con respecto al subsector 10.D para dar sentido a los términos que figuran en él.  El Grupo Especial lo hizo examinando, en primer lugar, el sentido corriente de esos términos.  Dado que las definiciones de diccionario de la expresión "Otros servicios de esparcimiento (excepto los deportivos)" no permitía que se llegara a una conclusión definitiva, el Grupo Especial continuó su análisis examinando el contexto de esa expresión, de conformidad con la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados.

5.20 Cuando el Grupo Especial hizo referencia a las Directrices para la consignación en Listas de 1993 y al documento W/120 como "contexto" del AGCS, no sugirió que ese "contexto" fuera parte del AGCS.  El "contexto" pertinente nunca fue tomado en consideración con miras a identificar cualquier obligación que hubiera sido impuesta a los Estados Unidos.  Más bien, al interpretar el compromiso específico asumido por los Estados Unidos, el Grupo Especial interpretó la Lista de los Estados Unidos teniendo en cuenta las Directrices para la consignación en Listas de 1993 y el documento W/120.  El Grupo Especial, por lo tanto, no llegó a la conclusión de que las listas que contienen referencias a la CPC son necesariamente similares a las listas que no contienen esas referencias.  El Grupo Especial llegó a la conclusión de que la interpretación efectiva de los términos "Otros servicios de esparcimiento (excepto los deportivos)" en las circunstancias de este asunto incluía los servicios de juegos de azar y apuestas.

F. Medidas que afectan al suministro transfronterizo del comercio de servicios
5.21 Los Estados Unidos han alegado que el informe provisional no aborda la cuestión de las consecuencias jurídicas derivadas del hecho de que, en el marco de la legislación de los Estados Unidos, las leyes estatales no pueden ser ni son utilizadas para perseguir judicialmente la conducta de un sujeto situado completamente fuera del Estado y sin ninguna presencia en él.  Los Estados Unidos también han sostenido que no están al tanto de ninguna argumentación de Antigua sobre esta cuestión que permita al Grupo Especial resolver la cuestión de la aplicabilidad de estas leyes estatales al suministro transfronterizo de servicios de juegos de azar y apuestas.

5.22 A nuestro juicio, las leyes estatales en cuestión están dentro del ámbito del AGCS dado que estas medidas "afect[a]n al comercio de servicios" en el sentido del párrafo 1 del artículo I del AGCS.  El Grupo Especial ha constatado que las medidas en cuestión entrañan prohibiciones del suministro de servicios de juegos de azar y apuestas.  En nuestra opinión, las prohibiciones de determinados tipos de actividades afectan necesariamente al comercio de servicios con respecto a esa actividad.  Estamos de acuerdo con la declaración del Órgano de Apelación en el asunto CE - Banano III de que "[e]l AGCS abarca cualquier medida adoptada por un Miembro que afecte al suministro de un servicio sin tener en cuenta si esa medida rige directamente el suministro de un servicio o regula otras cuestiones pero afecta de todas formas al comercio de servicios".  No hay ningún motivo por el cual las medidas adoptadas por los gobiernos y las autoridades regionales y locales no puedan a priori "afectar al suministro de un servicio" en el sentido del párrafo 1 del artículo I del AGCS, incluso si esas medidas no pueden hacerse cumplir extraterritorialmente.

5.23 Dicho esto, quisiéramos subrayar que la cuestión de si una medida "que afect[a] al comercio de servicios" en el ámbito del AGCS de conformidad con el párrafo 1 del artículo I es incompatible con una o más disposiciones de dicho Acuerdo es una cuestión distinta, que requiere una determinación separada, de conformidad con las disposiciones pertinentes del AGCS.

5.24 Hemos revisado la sección del informe provisional titulada "Medidas en litigio" para reflejar con mayor claridad nuestra interpretación del sentido del párrafo 1 del artículo I del AGCS y su aplicación en este asunto.

G. Artículo XIV
5.25 Los Estados Unidos objetaron la interpretación y la aplicación del artículo XIV del AGCS hechas por el Grupo Especial.  En particular, los Estados Unidos objetaron la conclusión del Grupo Especial de que les correspondía la "carga" de probar que no se podían proteger de los riesgos específicos del suministro a distancia de servicios de juegos de azar con medios que tuvieran una repercusión menos restrictiva del comercio que una prohibición del suministro a distancia de servicios de juegos de azar y apuestas.  Según los Estados Unidos, no existe esa "carga" a tenor del artículo XIV.  Los Estados Unidos también se opusieron a la conclusión del Grupo Especial de que, en el contexto de la prueba de necesidad prevista en los apartados a) y c) del artículo XIV, los Estados Unidos estaban obligados a considerar las invitaciones de Antigua y la cooperación con otros Miembros para atender las preocupaciones expresadas por los Estados Unidos para justificar su prohibición del suministro a distancia de los servicios de juegos de azar y apuestas y a explorar si existían alternativas compatibles con las normas de la OMC.

5.26 Está claramente establecido en derecho de la OMC que corresponde al Miembro que invoca la aplicación de una disposición de justificación (como el artículo XIV del AGCS) demostrar que ha cumplido las prescripciones de esa disposición.  Por lo tanto, correspondía a los Estados Unidos demostrar que las medidas en litigio eran "necesarias" para "proteger la moral" o "mantener el orden público".  El Grupo Especial llegó a la conclusión de que las medidas en litigio estaban efectivamente concebidas para proteger la moral o mantener el orden público;  pero los Estados Unidos no demostraron que eran "necesarias" dado que no demostraron que no había ninguna medida alternativa compatible con las normas de la OMC que tuvieran razonablemente a su alcance y que proporcionara a los Estados Unidos el mismo nivel de protección contra los riesgos que habían identificado.  Fue en este contexto que consideramos pertinente que los Estados Unidos no hubieran aceptado la invitación de Antigua para discutir y examinar alternativas compatibles con las normas de la OMC que permitieran o pudieran atender las preocupaciones de los Estados Unidos.

5.27 Aun si los Estados Unidos hubieran considerado que actualmente no existe esa alternativa, no podían haber prejuzgado apropiadamente la situación que puede existir en el futuro.  Debido al hecho de que los Estados Unidos habían asumido un compromiso específico de acceso a los mercados con respecto al comercio transfronterizo de servicios de juegos de azar y apuestas, estaban obligados a considerar alternativas compatibles con la OMC, incluidas las que pudieran sugerir Antigua y otros Miembros, antes y durante la vigencia de su prohibición del suministro transfronterizo de servicios de juegos de azar y apuestas.

5.28 Por último, quisiéramos reiterar que al concluir que los Estados Unidos no habían cumplido las condiciones para beneficiarse de la protección prevista en el artículo XIV del AGCS en las circunstancias del presente asunto, no hemos constatado ni sostenido que los Miembros de la OMC, incluidos los Estados Unidos, han perdido su derecho y su capacidad soberanos de reglamentar el suministro transfronterizo de servicios, de forma compatible con el AGCS, en particular para proteger la moral o mantener el orden público.
VI. CONSTATACIONES

A. Introducción

1. Mandato de este Grupo Especial

6.1 El mandato de este Grupo Especial está determinado por la solicitud de establecimiento de un grupo especial que Antigua y Barbuda dirigió al OSD el 13 de junio de 2003.
  La solicitud de establecimiento del grupo especial se refiere a las disposiciones particulares del AGCS que, según Antigua, han sido infringidas por los Estados Unidos, así como a las medidas de los Estados Unidos que Antigua quiere impugnar.

6.2 Antigua ha alegado que la Lista del AGCS de los Estados Unidos incluye compromisos específicos sobre servicios de juegos de azar y apuestas.  Además, Antigua ha alegado que se han infringido los párrafos 1 y 3 del artículo VI, los párrafos 1 y 2 del artículo XVI, los párrafos 1, 2 y 3 del artículo XVII y el párrafo 1 del artículo XI del AGCS y, en sus comunicaciones, ha presentado argumentos en relación con esos párrafos.

6.3 Los Estados Unidos rechazan esas alegaciones.  Sostienen que su Lista no incluye ningún compromiso sobre servicios de juegos de azar y apuestas y que, en cualquier caso, las medidas en cuestión no son incompatibles con sus obligaciones en virtud del AGCS.  En su defensa también invocan los párrafos a) y c) del artículo XIV del AGCS.

2. Estructura del presente informe del Grupo Especial

6.4 Puesto que todas las disposiciones en relación con las cuales Antigua alega que ha habido infracciones son aplicables solamente en sectores y subsectores en los que existen compromisos específicos, el Grupo Especial necesitará examinar si los Estados Unidos han contraído un compromiso específico con respecto a los servicios de juegos de azar y apuestas.  El Grupo Especial examinará primero este asunto, porque si los Estados Unidos no han contraído ningún compromiso en esta materia, ello bastaría para desestimar el caso.

6.5 En segundo lugar, el Grupo Especial tratará el asunto de la identificación, la interpretación y los efectos de la(s) medida(s) que Antigua impugna y de las dificultades que eso entraña.  El Grupo Especial deberá determinar si Antigua ha identificado con suficiente claridad las medidas que quiere impugnar.  En particular, el Grupo Especial deberá determinar, entre otras cosas, si según el AGCS y el ESD, Antigua puede impugnar en las actuaciones de solución de diferencias lo que denomina una "prohibición total" del suministro transfronterizo de servicios de juegos de azar y apuestas como medida en sí misma.

6.6 En tercer lugar, el Grupo Especial examinará si Antigua ha demostrado que las medidas en cuestión transgreden las disposiciones pertinentes del AGCS señaladas en la solicitud de establecimiento del grupo especial.  El Grupo Especial procederá en el orden siguiente:  párrafos 1 y 2 del artículo XVI, párrafos 1 a 3 del artículo XVII, párrafos 1 y 3 del artículo VI y párrafo 1 del artículo XI.

6.7 De ser necesario, es decir si se determina que se incumplió alguna de las disposiciones del AGCS invocadas por Antigua, el Grupo Especial considerará si los Estados Unidos han demostrado que las medidas impugnadas están justificadas de acuerdo con el párrafo a) del artículo XIV del AGCS, con el párrafo c) del mismo artículo o con ambos.

3. Interpretación de las disposiciones de la OMC

6.8 El Grupo Especial recuerda que el párrafo 2 del artículo 3 del ESD establece que:

"El sistema de solución de diferencias de la OMC es un elemento esencial para aportar seguridad y previsibilidad al sistema multilateral de comercio.  Los Miembros reconocen que ese sistema sirve para preservar los derechos y obligaciones de los Miembros en el marco de los acuerdos abarcados y para aclarar las disposiciones vigentes de dichos acuerdos de conformidad con las normas usuales de interpretación del derecho internacional público.  Las recomendaciones y resoluciones del OSD no pueden entrañar el aumento o la reducción de los derechos y obligaciones establecidos en los acuerdos abarcados."

6.9 Ha quedado establecido
 que las "normas usuales de interpretación del derecho internacional público" incluyen por lo menos los artículos 31, 32 y 33 de la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados (en adelante denominada "Convención de Viena").  Por consiguiente, en esta diferencia haremos referencia a los artículos 31, 32 y 33, que se citan a continuación.

6.10 Los artículos 31, 32 y 33 de la Convención de Viena dicen:

"Artículo 31 (Regla general de interpretación)

1.
Un tratado deberá interpretarse de buena fe conforme al sentido corriente que haya de atribuirse a los términos del tratado en el contexto de éstos y teniendo en cuenta su objeto y fin.

2.
Para los efectos de la interpretación de un tratado, el contexto comprenderá, además del texto, incluidos su preámbulo y anexos:

a)
todo acuerdo que se refiera al tratado y haya sido concertado entre todas las partes con motivo de la celebración del tratado;

b)
todo instrumento formulado por una o más partes con motivo de la celebración del tratado y aceptado por las demás como instrumento referente al tratado.

3.
Juntamente con el contexto, habrá de tenerse en cuenta:

a)
todo acuerdo ulterior entre las partes acerca de la interpretación del tratado o de la aplicación de sus disposiciones;

b)
toda práctica ulteriormente seguida en la aplicación del tratado por la cual conste el acuerdo de las partes acerca de la interpretación del tratado;
c)
toda norma pertinente de derecho internacional aplicable en las relaciones entre las partes.

4.
Se dará a un término un sentido especial si consta que tal fue la intención de las partes.

Artículo 32 (Medios de interpretación complementarios)

Se podrá acudir a medios de interpretación complementarios, en particular a los trabajos preparatorios del tratado y a las circunstancias de su celebración, para confirmar el sentido resultante de la aplicación del artículo 31, o para determinar el sentido cuando la interpretación dada de conformidad con el artículo 31:

a)
deje ambiguo u oscuro el sentido;  o

b)
conduzca a un resultado manifiestamente absurdo o irrazonable.

Artículo 33 (Interpretación de tratados autenticados en dos o más idiomas)

1.
Cuando un tratado haya sido autenticado en dos o más idiomas, el texto hará igualmente fe en cada idioma, a menos que el tratado disponga o las partes convengan que en caso de discrepancia prevalecerá uno de los textos.

2.
Una versión del tratado en idioma distinto de aquél en que haya sido autenticado el texto será considerada como texto auténtico únicamente si el tratado así lo dispone o las partes así lo convienen.

3.
Se presumirá que los términos del tratado tienen en cada texto auténtico igual sentido.

4.
Salvo en el caso en que prevalezca un texto determinado conforme a lo previsto en el párrafo 1, cuando la comparación de los textos auténticos revele una diferencia de sentido que no pueda resolverse con la aplicación de los artículos 31 y 32, se adoptará el sentido que mejor concilie esos textos, habida cuenta del objeto y fin del tratado."

4. Carga de la prueba

6.11 El Grupo Especial recuerda las normas sobre la carga de la prueba en las actuaciones de solución de diferencias en la OMC, que en lo esencial exigen que la parte que hace una alegación, la pruebe.

6.12 En el caso Estados Unidos - Camisas y blusas, el Órgano de Apelación hizo la declaración siguiente sobre el tema de la carga de la prueba:

"[A]l abordar esta cuestión, encontramos que es verdaderamente difícil concebir que ningún sistema de solución judicial de diferencias pueda funcionar si acoge la idea de que la mera afirmación de una alegación puede equivaler a una prueba.  Por consiguiente, no resulta sorprendente que diversos tribunales internacionales, incluida la Corte Internacional de Justicia, hayan aceptado y aplicado de forma general y concordante la norma según la cual la parte que alega un hecho -sea el demandante o el demandado- debe aportar la prueba correspondiente.  Además, es una regla de prueba generalmente aceptada en los ordenamientos jurídicos de tradición romanista, en el common law y, de hecho, en la mayor parte de las jurisdicciones, que la carga de la prueba incumbe a la parte, sea el demandante o el demandado, que afirma una determinada reclamación o defensa.  Si esa parte presenta pruebas suficientes para fundar la presunción de que su reclamación es legítima, la carga de la prueba se desplaza a la otra parte, que deberá aportar pruebas suficientes para refutar la presunción.

En el contexto del GATT de 1994 y del Acuerdo sobre la OMC, la cuantificación precisa y la determinación del tipo de pruebas que se necesitará para establecer esa presunción variará necesariamente para cada medida, para cada disposición y para cada caso."

6.13 El Grupo Especial del caso Turquía - Textiles, en una constatación de la que el Órgano de Apelación no se ocupó, resumió las normas respecto a la carga de la prueba de acuerdo con la jurisprudencia de la OMC, de la siguiente manera:

"a)
corresponde a la parte reclamante probar la infracción que alega;

b)
corresponde a la parte que invoca una excepción o una defensa afirmativa probar que se reúnen las condiciones en ella indicadas;  y

c)
corresponde a la parte que asevera un hecho probarlo."

6.14 Por lo tanto, en la presente diferencia corresponde a Antigua demostrar que las medidas en cuestión infringen los artículos XVI, XVII, VI y XI del AGCS, mientras que a los Estados Unidos les corresponde demostrar, si hace falta, que las medidas impugnadas están justificadas por las disposiciones del artículo XIV del AGCS.

5. Economía procesal

6.15 Para decidir si ejercer o no la economía procesal en relación con las alegaciones de Antigua, el Grupo Especial recuerda que el principio de la economía procesal es reconocido por las normas de la OMC.  En Estados Unidos - Camisas y blusas, el Órgano de Apelación dejó claro que los grupos especiales no están obligados a considerar todas las alegaciones hechas por la parte reclamante.  El Órgano de Apelación se basó en el propósito explícito del mecanismo de solución de diferencias, que es hallar una solución positiva a las diferencias (párrafo 7 del artículo 3) o lograr una solución satisfactoria de la cuestión (párrafo 4 del artículo 3).  En consecuencia, el propósito básico de la solución de diferencias en la OMC es resolver diferencias y no desarrollar jurisprudencia.  El Órgano de Apelación estableció:

"[D]ado que el objetivo expreso de resolver las diferencias informa todo el ESD, no consideramos que el sentido del párrafo 2 del artículo 3 del ESD consista en alentar a los grupos especiales o al Órgano de Apelación a 'legislar' mediante la aclaración de las disposiciones vigentes del Acuerdo sobre la OMC, fuera del contexto de la solución de una determinada diferencia.  Un grupo especial sólo necesita tratar las alegaciones que se deben abordar para resolver el asunto debatido en la diferencia.
"

6.16 En su razonamiento justificante, el Órgano de Apelación también estudió el artículo 11 del ESD, disposición que establece el mandato de los grupos especiales, y no encontró en ella nada que exija a los grupos especiales examinar todas las alegaciones sobre cuestiones de derecho hechas por la parte reclamante.  El Órgano de Apelación se basó en la práctica anterior de solución de diferencias seguida, entre otras cosas, de acuerdo con el GATT de 1947.  Declaró expresamente que, "si un grupo especial consideraba que una medida era incompatible con una determinada disposición del GATT de 1947, por lo general no pasaba a examinar si esa medida era también incompatible con otras disposiciones del GATT cuya infracción hubiese sido alegada por una parte reclamante".

6.17 No obstante, el Grupo Especial es consciente de los límites que tiene el derecho discrecional que le asiste de ejercer la economía procesal.  Como señaló el Órgano de Apelación en el caso Australia - Salmón, el derecho de ejercer la economía procesal no puede aplicarse si da por resultado una solución solamente parcial de la diferencia:

"El principio de economía procesal ha de aplicarse teniendo presente el objetivo del sistema de solución de diferencias, que consiste en resolver el asunto debatido y 'hallar una solución positiva a las diferencias'.  Llegar a una solución solamente parcial del asunto debatido sería una falsa economía procesal.  Los grupos especiales tienen que abordar las alegaciones respecto de las que es necesaria una constatación para que el OSD pueda formular recomendaciones y resoluciones lo suficientemente precisas como para permitir el pronto cumplimiento por el Miembro de que se trate de esas recomendaciones y resoluciones con miras a 'asegurar la eficaz solución de las diferencias en beneficio de todos los Miembros'."

6.18 En esta diferencia, el Grupo Especial necesitará tratar el asunto de la economía procesal y lo hará ateniéndose a estos principios rectores.

6. Asuntos relacionados con las definiciones

6.19 En esta diferencia han surgido una cantidad de asuntos relacionados con las definiciones, que necesitan ser aclarados para que el Grupo Especial pueda ocuparse de examinar las alegaciones de Antigua.

b) Definición de "servicios de juegos de azar y apuestas"
6.20 Esta diferencia trata sobre "servicios de juegos de azar y apuestas".  El Shorter Oxford English Dictionary define "to gamble" (jugar) como:

"[P]lay games of chance for (a lot of) money;  indulge in betting, esp.  habitually;  risk money, fortune, success, etc., on the outcome of an event […]."
  (Participar en juegos de azar por (mucho) dinero;  hacer apuestas, especialmente de manera habitual;  arriesgar dinero, fortuna, éxito, etc. al resultado de un acontecimiento [...].)

6.21 Según el Shorter Oxford English Dictionary, "to bet" (apostar) se define como:

"[S]take (an amount of money, etc.) against another's in support of an affirmation or on the outcome of a doubtful event;  risk an amount of money etc.  against (a person) by agreeing to forfeit it if the truth or outcome is not as specified.  […] " 
  ([P]oner algo en juego (una cantidad de dinero, etc.) contra algo de otra persona en apoyo de una afirmación o del resultado de un suceso dudoso;  arriesgar una cantidad de dinero, etc.  (contra una persona) aceptando cederla si la verdad o el resultado no es el previsto.)

6.22 El Grupo Especial señala también que según el Internet Gambling Report:

"Los juegos de azar incluyen todas las actividades en las que una persona hace una apuesta.  En general, se produce una apuesta cuando una persona arriesga algo de valor al resultado de un hecho incierto:  1) sobre el cual el apostador no tiene ningún control;  o 2) que está determinado principalmente por el azar."

6.23 El Internet Gambling Report distingue tres categorías amplias de juegos de azar y apuestas:  i) los juegos de azar del tipo 'casino', entre los que se incluyen la ruleta, la veintiuna, las máquinas tragamonedas, el póquer, los dados y el bacará;  ii) las loterías, que incluyen juegos como el lotto, el keno, el bingo, las loterías con terminales de vídeo y las tarjetas "de raspar";  y iii) las apuestas deportivas, que incluyen apostar a los resultados de diferentes competencias deportivas (fútbol, fútbol norteamericano, críquet, etc.).  Esta última categoría incluiría también las apuestas a las carreras de caballos y de galgos.

6.24 Durante estas actuaciones, las partes dieron algunas indicaciones acerca de las actividades que deben considerarse servicios de "juegos de azar y apuestas" a los fines de esta diferencia.  Antigua señaló que:
"[E]n los Estados Unidos y en otros países se ofrece una amplia variedad de juegos de azar y apuestas y servicios conexos de carácter comercial.  En la mayoría de los casos, esos juegos están comprendidos en una de las tres categorías generales siguientes:  i) apuestas sobre el resultado de actividades en que los jugadores no participan, como las competiciones deportivas (por ejemplo, las carreras de caballos y los partidos de fútbol, fútbol americano, baloncesto y críquet);  ii) juegos de naipes en los que se juega por dinero (como el póquer, el black-jack (veintiuno) y el bacará)
 y iii) juegos de selección al azar, es decir, juegos basados en la selección aleatoria de números u otros signos y en los que esa selección se realiza con una máquina o con dados.  Este tipo de juegos de azar asume diversas formas, como el 'lotto', el 'keno' y el bingo;  las loterías instantáneas o los 'juegos con tarjetas para raspar';  las máquinas de juegos de azar y los 'juegos de mesa', como la ruleta o el 'crap'.  Antigua señala que, en inglés, los términos 'gambling', 'gaming', 'wagering' y 'betting' (juegos de azar, juego, apuestas) son diferentes términos que designan la misma actividad básica. […]

Las reglamentaciones de Antigua prevén dos clases de licencias para los juegos de azar y las apuestas:  una para los juegos de azar interactivos y otra para hacer apuestas en forma interactiva.  Las licencias para juegos de azar corresponden a juegos como los que comúnmente ofrecen los casinos, los juegos de selección al azar y los juegos de naipes, y las licencias para apuestas se aplican a las apuestas deportivas.  Algunos empresarios poseen licencias de ambos tipos y los jugadores pueden acceder a uno u otro servicio desde un sitio en Internet
, en tanto que otros ofrecen sólo un tipo de servicio.
  Los empresarios que ofrecen juegos de casino crean 'casinos virtuales' en sitios Web con detalles de diseño gráfico que reproducen y realza el entorno de los casinos verdaderos.  En estos sitios se ofrece una variedad de juegos de naipes y dados, como el póquer, el 'black-jack', el 'crap' y el 'keno', así como juegos similares a los de video, que proporcionan una imitación virtual de las videoterminales de póquer, máquinas tragamonedas y otras máquinas de juegos de azar.  Debido al aspecto predominantemente visual de los juegos similares a los juegos de casino, estos servicios se prestan exclusivamente a través de Internet.  Los corredores de apuestas deportivas ofrecen la posibilidad de apostar sobre el resultado de campeonatos deportivos de distintas maneras, por ejemplo, haciendo apuestas directas sobre los resultados de un partido o realizando transacciones en los mercados de futuros sobre el desempeño de los jugadores, la actuación de los equipos y los resultados de campañas políticas y otros acontecimientos futuros cuyo resultado se desconoce, así como con otros métodos, convencionales o nuevos, para hacer apuestas.  Todos los corredores de apuestas deportivas de Antigua mantienen un sitio en Internet en el que los jugadores pueden apostar, pero muchos de ellos también aceptan gran cantidad de apuestas por teléfono, ya que para las apuestas sobre partidos o torneos que tendrán lugar en el futuro no se necesitan elementos visuales y los eventos son independientes de los sitios Web de los corredores."

6.25 En respuesta a una pregunta formulada por el Grupo Especial, Antigua además dijo que:

"Antigua quiere suministrar a los consumidores de los Estados Unidos todos los tipos de servicios que entrañan la realización de una apuesta, excepto los que están prohibidos por la legislación de Antigua, como los que implican el uso de material pornográfico, indecente u ofensivo.  Es difícil indicar todas las posibles combinaciones en una lista, pero los productos ofrecidos comprendidos en los servicios de juegos de azar y apuestas que Antigua quiere suministrar incluyen:  i) juegos de selección aleatoria (en cualquiera de sus formas e incluidos los juegos que tradicionalmente se describen como 'loterías' o "juegos tipo casino" en sus múltiples combinaciones, probablemente infinitas);  ii) juegos basados en acontecimientos futuros;  iii) juegos de cartas y juegos otros de habilidad que implican apuestas de dinero;  iv) juegos de azar de persona a persona ('intercambio de apuestas')."

6.26 Los Estados Unidos señalaron que permiten el suministro transfronterizo de algunos servicios de juegos de azar, a saber:

"[…] i) las personas que no estén dedicadas al negocio de los juegos de azar pueden transmitir apuestas casuales o sociales por cualquier medio, siempre y cuando ello esté permitido por la ley del Estado de que se trate;  ii) los servicios de quinielas o apuestas mutuas pueden intercambiar datos contables e imágenes necesarias para permitir que un hipódromo ubicado fuera de los Estados Unidos ofrezca la posibilidad de hacer apuestas mutuas sobre las carreras hípicas de los Estados Unidos (y viceversa), siempre y cuando esos juegos de apuestas sean lícitos en las jurisdicciones de quienes envían esa información y quienes la reciben;  iii) los proveedores de servicios de relación riesgo-ganancia y hándicap (por ejemplo, las personas que asignan los hándicaps en las carreras de caballos), así como otros servicios informativos sobre juegos de apuestas pueden suministrar esos servicios siempre que la forma de juego de azar a la que contribuyen sea lícita en las jurisdicciones de quienes envían la información y quienes la reciben;  iv) se pueden ofrecer en sitios de Internet juegos en los que no se hacen apuestas en dinero real (y son muchos los que lo hacen)."

6.27 Además, cuando se preguntó a los Estados Unidos cuáles son los servicios cuyo suministro, tanto interno como transfronterizo, está prohibido, señalaron que la prohibición se aplicaba a:

"[L]a transmisión de una apuesta mediante un servicio de comunicación por cable, por ejemplo Internet o el teléfono, a través de las fronteras de los Estados o de las fronteras de los Estados Unidos.  Otros servicios de juegos de azar que están limitados de manera semejante, tanto dentro del país como a través de las fronteras, son el envío por correo de billetes de lotería entre Estados, el transporte interestatal de material y equipos para hacer apuestas y las apuestas sobre competencias deportivas."

6.28 El Grupo Especial no cree que, en las circunstancias de este caso, sea necesario definir exhaustivamente las actividades de servicios comprendidas en los "servicios de juegos de azar y apuestas" ya que éstos no son términos del tratado en esta diferencia.  Por consiguiente, el Grupo Especial no necesita "interpretar" estos términos en sí mismos.  A la luz del sentido corriente de estas palabras, las comunicaciones de las partes y la literatura especializada a la que nos hemos referido, el Grupo Especial considera que los "servicios de juegos de azar y apuestas" abarcan toda actividad que lleve aparejada la realización de una apuesta, es decir los casos en que una persona pone en riesgo algo de valor (generalmente dinero) según el resultado de un acontecimiento incierto.  Se puede hacer una apuesta en juegos de azar del tipo casino, loterías o competencias deportivas, con independencia de la forma en que se suministren estos servicios.  El Grupo Especial señala que la definición de "servicios de juegos de azar y apuestas" a los fines de esta diferencia incluye como mínimo los servicios que Antigua quiere suministrar a los Estados Unidos desde el exterior, así como los demás servicios que los Estados Unidos admiten que les sean provistos desde el exterior.

c) Suministro "transfronterizo" y "a distancia"
6.29 Esta diferencia tiene que ver con uno de los cuatro modos de suministro contemplados por el AGCS:  el llamado "suministro transfronterizo" de servicios de juegos de azar y apuestas (en adelante denominado suministro según el "modo 1"), que está definido en el párrafo 2 a) del artículo 1 del AGCS de la siguiente manera:

"A los efectos del presente Acuerdo, se define el comercio de servicios como el suministro de un servicio:

a)
del territorio de un Miembro al territorio de cualquier otro Miembro;

[....]"
6.30 La Nota explicativa sobre la Consignación en listas de los compromisos iniciales en la esfera del comercio de servicios
 (en adelante denominada las "Directrices para la consignación en Listas de 1993") explica además que el suministro transfronterizo corresponde al servicio que "se presta dentro del territorio del Miembro, desde el territorio de otro Miembro".  Las Directrices también dan el siguiente ejemplo de suministro transfronterizo:

"El transporte internacional, el suministro de un servicio a través de telecomunicaciones o correos y los servicios incorporados en mercancías exportadas (por ejemplo, disquetes de ordenador o diseños) constituyen ejemplos de suministro transfronterizo, ya que el proveedor del servicio no se encuentra presente en el territorio del Miembro en el que se presta el servicio."

6.31 En esta diferencia, el Grupo Especial utilizará la expresión "suministro transfronterizo" solamente en el sentido del párrafo 2 a) del artículo I del AGCS.

6.32 Debe distinguirse el suministro "transfronterizo" del suministro "a distancia", que es una expresión que ha sido utilizada por las partes en esta diferencia.  El Grupo Especial usará este último nombre para referirse a "cualquier situación en la que el proveedor, ya sea nacional o extranjero, y el consumidor de los servicios de juegos de azar y apuestas no están físicamente juntos".  En otras palabras, en las situaciones de suministro a distancia, el consumidor de un servicio no tiene que ir a ningún tipo de establecimiento donde se supervisa el suministro, ya sea un comercio al por menor, un casino, una máquina expendedora, etc.  En cambio, el proveedor a distancia ofrece el servicio directamente al consumidor usando algún medio de comunicación a distancia.
  En consecuencia, el suministro "transfronterizo" es por necesidad a distancia, pero el suministro a distancia equivale a suministro "transfronterizo" sólo cuando el proveedor y el consumidor del servicio están en territorios de diferentes Miembros.  El Grupo Especial entiende que el suministro "no a distancia" se refiere a situaciones en las que el consumidor se presenta personalmente en el lugar donde se encuentra el proveedor.

6.33 La expresión "medios de prestación" se utilizará en este informe para hacer referencia a los diversos medios tecnológicos (correo, teléfono, Internet, etc.), con los cuales se puede suministrar un servicio, ya sea a través de las fronteras o a distancia.  A menos que se indique lo contrario, el suministro "transfronterizo" y el suministro "a distancia" abarcan todos los medios tecnológicos de suministro de servicios.

B. ¿Han contraído los Estados Unidos compromisos específicos sobre los servicios de juegos de azar y apuestas?

1. Alegaciones y argumentos principales de las partes

6.34 Antigua alega que los Estados Unidos, en virtud de la partida 10.D de su Lista de compromisos específicos del AGCS
, bajo el subtítulo "Otros servicios de esparcimiento (excepto los deportivos)", han asumido un compromiso de acceso completo a los mercados y de trato nacional completo con respecto al suministro transfronterizo (modo 1) de servicios de "juegos de azar y apuestas".

6.35 Los Estados Unidos rechazan totalmente esta alegación y sostienen que su Lista no establece tal compromiso.

6.36 Para apoyar su alegación, Antigua sostiene que la Lista de los Estados Unidos se basa en la Lista de Clasificación Sectorial de los Servicios
 y que el subsector 10.D de la Lista de los Estados Unidos incluye la categoría de la CPC "9649 Otros servicios de esparcimiento", que comprende la categoría CPC "96492 Servicios de juegos de azar y apuestas".

6.37 Antigua señala que, dado que de acuerdo con el párrafo 3 del artículo XX del AGCS las listas de los Miembros forman parte integrante del AGCS, esas listas deben ser interpretadas según las normas de interpretación de la Convención de Viena.  Sobre esta base, Antigua sostiene que una interpretación que se apoye en el sentido corriente de las palabras "Otros servicios de esparcimiento" que figuran en la Lista de los Estados Unidos, permitirá concluir que los servicios de juegos de azar y apuestas están comprendidos dentro de esta categoría redactada de forma tan amplia.  Si no, también podrían entrar dentro del subsector 10.A, "Servicios de espectáculos".  Con respecto al contexto de la Lista de los Estados Unidos, los dos acuerdos e instrumentos más importantes vinculados a la conclusión del AGCS que son pertinentes para la interpretación de la Lista del AGCS son el documento W/120 y las Directrices para la consignación en Listas de 1993.  En relación con la práctica seguida en la aplicación del AGCS, Antigua sostiene que los Miembros de la OMC han empleado constantemente el documento W/120 (y sus remisiones a la CPC) como la clasificación utilizada a los fines del AGCS y como punto de referencia principal para cualquier debate sobre esa clasificación.  Incluso la Comisión de Comercio Internacional de los Estados Unidos utiliza el documento W/120 y sus remisiones a la CPC como un recurso para interpretar la Lista de los Estados Unidos.  Además, el proyecto de lista definitiva de los Estados Unidos
 durante la Ronda Uruguay confirmó que los Estados Unidos habían incluido compromisos específicos, según las Directrices para la consignación en Listas de 1993 y el documento W/120.

6.38 Los Estados Unidos responden que Antigua ha interpretado incorrectamente la Lista de los Estados Unidos del AGCS.  Aun suponiendo, a efectos de argumentación, que el sector 10 puede ser pertinente, la alegación de Antigua de que ahí hay un compromiso de parte de los Estados Unidos de suministro transfronterizo de servicios de juegos de azar se basa en el documento W/120 y en sus referencias a la CPC Provisional.  El documento W/120 es parte de la historia de la negociación del AGCS que, en el mejor de los casos, es un medio complementario de interpretación.  Los Estados Unidos sostienen que el contexto de la Lista de los Estados Unidos incluye las listas de los demás Miembros.  En consecuencia, el contexto correcto de la Lista de los Estados Unidos incluye el hecho de que algunos Miembros basaron sus listas o partes de ellas en la CPC, mientras que otros no lo hicieron.

6.39 Los Estados Unidos consideran que una interpretación adecuada de su Lista, sin recurrir a la CPC, demostraría que los Estados Unidos no contrajeron ningún compromiso sobre medidas referentes a servicios de juegos de azar.  Dada la ausencia de todo texto que remita a la CPC, la definición jurídica del ámbito de un compromiso relacionado con la CPC debe deducirse mediante la aplicación de las normas usuales de interpretación de los tratados.  Las alegaciones de Antigua con respecto a un posible compromiso de los Estados Unidos sobre servicios de juegos de azar se basan en los subsectores 10.A y 10.D de la Lista de los Estados Unidos del AGCS, que no contienen ninguna referencia explícita a esos servicios.  El sentido corriente de "deportivos" que figura en el subsector 10.D confirma que los Estados Unidos no han contraído ningún compromiso sobre juegos de azar y apuestas en el marco de ese subsector.  Los juegos de azar son una actividad sui generis que, de tener cabida en algún lugar del sector 10, sólo podría figurar en el subsector 10.E, en el cual los Estados Unidos no contrajeron ningún compromiso.

6.40 Los Estados Unidos sostienen además que el Documento de la USITC
 es meramente un texto "explicativo" preparado por un organismo independiente y no pretende interpretar la Lista de los Estados Unidos.
  Por último, la nota introductoria del proyecto de lista definitiva de los Estados Unidos sólo confirma que los Estados Unidos siguieron la estructura del documento W/120, sin adoptar la nomenclatura de la CPC.
  Los Estados Unidos concluyen que no debe sorprender que no hayan contraído compromisos sobre servicios de juegos de azar y apuestas, teniendo en cuenta las consideraciones de política primordiales acerca de esos servicios que se reflejan en las limitaciones y disposiciones sumamente estrictas que se les aplican en los Estados Unidos.

2. Evaluación del Grupo Especial

a) Método de interpretación que adoptará el Grupo Especial

6.41 Antes de tratar cualquier otro asunto en esta diferencia, el Grupo Especial deberá decidir si la Lista de los Estados Unidos incluye compromisos específicos sobre los servicios de juegos de azar y apuestas, a pesar de que, de hecho, las palabras "juegos de azar y apuestas" no aparecen en ella.

6.42 El párrafo 1 del artículo XX del AGCS establece que cada Miembro "consignará en una lista los compromisos específicos que contraiga de conformidad con la Parte III del presente Acuerdo"  El párrafo 3 del artículo XX determina que "[l]as Listas de compromisos específicos se anexarán al presente Acuerdo y formarán parte integrante del mismo". En esta diferencia, no hay ninguna controversia acerca de la aplicación del artículo XX como tal, sino en cambio sobre la interpretación de la lista de compromisos específicos de un Miembro que, de acuerdo con el artículo XX, forma parte integrante del AGCS.

6.43 La sección de la Lista de los Estados Unidos sobre la que las partes tienen opiniones divergentes dice
:
	Sector o subsector
	Limitaciones al acceso a los mercados
	Limitaciones al trato nacional

	10.
SERVICIOS DE ESPARCIMIENTO, CULTURALES Y DEPORTIVOS
	
	

	A.
SERVICIOS DE ESPECTÁCULOS (INCLUIDOS LOS DE TEATRO, BANDAS Y ORQUESTAS Y CIRCOS)
	1)
Ninguna

2)
Ninguna

3)
Ninguna

4)
Sin consolidar, excepto lo indicado en los compromisos horizontales
	1)
Ninguna

2)
Ninguna

3)
Ninguna

4)
Ninguna

	B.
SERVICIOS DE AGENCIAS DE NOTICIAS
	[...]
	[...]

	C
SERVICIOS DE BIBLIOTECAS, ARCHIVOS, MUSEOS Y OTROS SERVICIOS CULTURALES
	[...]
	[...]

	D.
OTROS SERVICIOS DE ESPARCIMIENTO (excepto los deportivos)
	1)
Ninguna

2)
Ninguna

3)
Está limitado el número de concesiones disponible para operaciones comerciales en establecimientos federales, estatales y locales.
	1)
Ninguna

2)
Ninguna

3)
Ninguna

	
	4)
Sin consolidar, excepto lo indicado en los compromisos horizontales
	4)
Ninguna


6.44 Considerando que, según el párrafo 3 del artículo XX del AGCS, las listas de compromisos específicos forman parte integrante del AGCS, las normas de interpretación aplicables a las listas del AGCS son las mismas que se aplican al AGCS mismo.  En esta diferencia, todas las partes y terceras partes están de acuerdo en que las normas consuetudinarias de interpretación de los tratados son aplicables a la interpretación de la Lista de los Estados Unidos.  Además, en el caso CE - Equipo informático, el Órgano de Apelación expuso las normas de interpretación con respecto a las concesiones arancelarias hechas en virtud del GATT de 1994:

"Las concesiones arancelarias consignadas en la Lista de un Miembro -cuya interpretación es lo que está en cuestión en este caso- son recíprocas y se derivan de una negociación mutuamente ventajosa entre los Miembros importadores y exportadores.  En virtud del párrafo 7 del artículo II del GATT de 1994, las Listas forman parte integrante del GATT de 1994.  Por consiguiente, las concesiones previstas en esa Lista son parte de los términos del tratado.  Así pues, las únicas reglas que pueden aplicarse para interpretar el sentido de una concesión son las reglas generales de interpretación establecidas en la Convención de Viena." (sin cursivas en el original)

6.45 Esta jurisprudencia es pertinente, mutatis mutandis, en relación con las Listas del AGCS.
  Por consiguiente, el contenido de la Lista de los Estados Unidos debe considerarse como parte de un tratado y, según el párrafo 2 del artículo 3 del ESD, debe interpretarse a la luz de las normas generales de interpretación de los tratados establecidas en la Convención de Viena, en particular en sus artículos 31, 32 y 33.

6.46 Según el artículo 31 de la Convención de Viena, la Lista de los Estados Unidos debe interpretarse de buena fe, conforme al sentido corriente que haya de atribuirse a los términos de la Lista cuando se interpretan en su contexto y a la luz del objeto y fin del AGCS y del Acuerdo sobre la OMC.
  En esta diferencia tiene especial importancia el principio de la "interpretación efectiva de los tratados"
, que se deriva del requisito de que los tratados sean interpretados de buena fe y que exige que a todos los términos de un tratado (incluidos en la presente diferencia los términos de la Lista de los Estados Unidos) se les dé un significado (véase el párrafo 6.49 infra).

6.47 Por lo tanto, el Grupo Especial comenzará por examinar el sentido corriente de varios términos clave utilizados en la Lista de los Estados Unidos.  Sin embargo, las definiciones de los diccionarios generalmente no son concluyentes y el Grupo Especial tendrá que examinar el contexto de la Lista de los Estados Unidos.  Sobre este particular, el Grupo Especial examinará si el documento W/120 y las Directrices para la consignación en Listas de 1993:  i) forman parte del contexto, en el sentido del párrafo 2 del artículo 31 de la Convención de Viena, y si, como tales, deben ser utilizados para evaluar el contexto jurídico dentro del cual debe determinarse el sentido corriente de los términos de la Lista de los Estados Unidos;  o ii) si, en cambio, forman parte de los trabajos preparatorios del AGCS o de las circunstancias de su celebración, caso en el cual sólo pueden utilizarse como medios complementarios de interpretación según el artículo 32 de la Convención de Viena.  Para interpretar la Lista de los Estados Unidos, el Grupo Especial considerará la importancia de la práctica que siguen otros Miembros con respecto a sus listas del AGCS.  Con el mismo fin, también examinará la práctica de los Estados Unidos tal como se refleja en su Lista.  Por último, el Grupo Especial considerará el objeto y fin del AGCS.

6.48 En segundo lugar, según lo establecido en el artículo 32 de la Convención de Viena, el Grupo Especial recurrirá a medios complementarios de interpretación, incluso a la historia de las negociaciones, para confirmar el sentido que resulta de la aplicación del artículo 31.  De acuerdo con el artículo 32, el Grupo Especial estudiará diversos instrumentos que comprenden los trabajos preparatorios del AGCS y la Lista de los Estados Unidos.

b) Aplicación de las reglas generales de interpretación de los tratados a este caso

i) Interpretación efectiva

6.49 El requisito de que un tratado sea interpretado "de buena fe" puede vincularse con el principio de la "interpretación efectiva de los tratados", según el cual se debe dar un sentido a todos los términos de un tratado.  También señalamos que "el principio de la buena fe en el proceso de interpretación sustenta el concepto de que la interpretación no debe dar un resultado que sea manifiestamente absurdo o irrazonable".

6.50 La buena fe es un principio esencial de interpretación del Acuerdo sobre la OMC.  El Órgano de Apelación ha resaltado en varias oportunidades la importancia del principio de la efectividad, por el cual "el intérprete no tiene libertad para adoptar una lectura que haga inútiles o redundantes cláusulas o párrafos enteros de un tratado".
  El Órgano de Apelación también ha destacado la importancia de este principio en la interpretación de las listas de productos agropecuarios.

6.51 Dado que, como se señaló antes, los Estados Unidos contrajeron un compromiso completo con respecto al acceso a los mercados y al trato nacional en el subsector 10.D, los términos Otros servicios de esparcimiento (excepto los deportivos) y el compromiso consiguiente deben tener un sentido.  Por lo tanto, necesitamos determinar el sentido de esos términos y, de ese modo, el alcance de los correspondientes compromisos de los Estados Unidos.

6.52 En el caso CE - Equipo informático, el Órgano de Apelación declaró que:

"El hecho de que las Listas de los Miembros sean parte integrante del GATT de 1994 indica que, si bien cada Lista incluye los compromisos arancelarios contraídos por un Miembro, las Listas representan en conjunto un acuerdo común entre todos los Miembros."

6.53 El Grupo Especial considera que esta constatación es igualmente pertinente para las listas del AGCS.  El propósito básico de la interpretación de los tratados es identificar la intención común de las partes.  Las normas de la Convención de Viena han sido desarrolladas para ayudar a evaluar de manera objetiva cuál fue o cuál pudo haber sido la intención común de las partes en un tratado.  Por lo tanto, el Grupo Especial determinará cuál ha sido la intención común de las partes con respecto a la Lista de los Estados Unidos y, en particular, con respecto a su sector 10 (Servicios de esparcimiento, culturales y deportivos).

ii) Sentido corriente del término

6.54 Según los Estados Unidos, el sentido corriente de "deportivos" incluye "juegos de azar" y, por consiguiente, confirma que los Estados Unidos no han contraído ningún compromiso sobre servicios de juegos de azar y apuestas en el subsector 10.D.
  Antigua, el Canadá y las Comunidades Europeas no están de acuerdo con esta interpretación.

6.55 La definición completa de "sporting" (deportivo) (adj.) que aparece en el Shorter Oxford English Dictionary (edición de 1993) dice:

"1a Sportive;  playful. rare. b Engaged in sport or play.  c Of a plant etc.;  tending to produce abnormal varieties or sports.  2a Interested in or concerned in sport. b Designating an inferior sportsman or a person interested in sport from purely mercenary motives.  Now esp. pertaining to or interested in betting or gambling.  Chiefly in sporting man.  c sporting girl, woman, a prostitute, a promiscuous woman N. Amer. 3 Orig., providing good sport or entertainment.  Later, characterized by sportsmanlike conduct;  fair-minded, generous."

(1a Travieso;  juguetón.  poco frecuente.  b Dedicado al deporte o el juego.  c De una planta etc.:  que tiende a producir variedades o mutaciones anormales.  2a Interesado en el deporte o relacionado con él.  b Designa a un deportista de categoría inferior o a una persona interesada en el deporte por motivos puramente monetarios.  En la actualidad esp., relativo a las apuestas y los juegos de azar o interesado en ellos.  Principalmente en hombre deportivo.  c muchacha, mujer deportiva, una prostituta, una mujer promiscua Amér. N. 3 Orig., que proporciona buen entretenimiento o esparcimiento.  Posteriormente, caracterizado por una conducta caballerosa, imparcial, generoso.)
6.56 Otras definiciones de diccionarios del término "sporting" (deportivo) son:
"1 a:  of, relating to, used, or suitable for sport b:  marked by or calling for sportmanship c:  involving such risk as sports contender may expect to take or encounter (a sporting chance) 2:  of or relating to dissipation and especially gambling 3:  tending to mutate freely."

(1a:  perteneciente, relativo, utilizado o adecuado para el deporte b:  caracterizado por la caballerosidad o que la exige c:  que reviste un riesgo como el que puede esperar quien compite en un deporte (un riesgo deportivo) 2:  perteneciente o relativo al derroche y especialmente a los juegos de azar 3:  que tiende a mutar libremente.)

"1 Engaged in sport of play.  b Sportive;  playful.  c Of plants, etc.  2.  a Interested in, accustomed to take part in, field sports or similar amusements.  b.  Esp. sporting man:  now used to denote a sportsman of an inferior type or one who is interested in sport for purely mercenary motives."

(1 Dedicado al deporte o el juego.  b Travieso;  juguetón.  c De las plantas, etc.  2.  a Interesado en deportes de campo o entretenimientos similares, o acostumbrado a tomar parte en ellos.  b Esp. Hombre deportivo:  utilizado en la actualidad para hacer referencia a un deportista de tipo inferior o alguien que está interesado en el deporte por motivos puramente monetarios.)

"1.  of, relating to, suitable for, in, or engaged in sports;  a sporting event, sporting goods, sporting dogs.  2.  characteristics of a sportsman;  fair or obliging:  That was very sporting of him.  3.  of or relating to gambling, esp. on sports."

(1.  perteneciente, relativo, adecuado o dedicado a los deportes;  un evento deportivo, material deportivo, perros deportivos.  2.  característico de un deportista;  imparcial o servicial:  Fue muy amable de su parte.  3.  perteneciente o relativo a los juegos de azar, esp.  relacionados con deportes.)

"sporting adj 1 belonging, referring or relating to sport ● Gun dogs are classed as sporting dogs.  2 said of someone, their behaviour, attitude, nature, etc:  characterized by fairness, generosity, etc ● It was sporting of him to lend me the car.  3 keen or willing to gamble or take a risk ● I'm not a sporting man, but I like a bet on the Grand National.  sportingly adverb."

(deportivo adj. 1 perteneciente o relativo a los deportes ● Los perros de caza se consideran perros deportivos.  2 aplicado a las personas, su comportamiento, actitud, naturaleza, etc:  caracterizado por la imparcialidad, generosidad, etc ● Fue muy amable de su parte prestarme el automóvil.  3 interesado o dispuesto a hacer una apuesta o correr riesgos ● No soy un hombre deportivo, pero me gusta apostar en el Premio Nacional. deportivamente adverbio).

"1.  Used in or appropriate for sports:  sporting goods.  2.  Characterized by sportsmanship.  3.  Of or associated with gambling."

(1.  Utilizado en los deportes o apropiado para ellos:  material deportivo.  2.  Caracterizado por la caballerosidad.  3.  Perteneciente o relativo a los juegos de azar.)

6.57 El Penguin Pocket English Dictionary (1988) y el New Oxford Thesaurus of English no incluyen "gambling" (juegos de azar) como un significado posible de "sporting" (deportivo).  El New Roget's Thesaurus (1978) tampoco incluye los juegos de azar y las apuestas entre los posibles sinónimos de "sporting" (deportivo) y viceversa.
6.58 El Grupo Especial observa que los Estados Unidos citaron las siguientes definiciones:

1 b:  suitable for or characteristic of a sportsman:  marked by or calling for sportsmanship (a ~ solution of the problem) (apropiado para o característico de un deportista: caracterizado por la deportividad o que la exige (una solución ~ del problema)) c: involving such risk as a sports contender may reasonably take or expect to encounter (a ~ chance of success) (que supone un riesgo semejante al que un competidor deportivo puede razonablemente tomar o esperar encontrar (una probabilidad ~ de éxito)) 2 a:  of, relating to, or preoccupied with dissipation and esp. gambling; often; FAST FLASHY(~ gents and their ladies) (perteneciente, relativo a, o preocupado por una vida disipada y, en particular, los juegos de azar; a menudo RÁPIDO, OSTENTOSO (galanes ~ y sus damas)) b: engaged or used in prostitution  (que participa o se utiliza en la prostitución) 3: lending to produce sports usu, with exceptional frequency (a ~ strain of evening primrose) (tendiente a favorecer los deportes, generalmente con frecuencia excepcional) (una especie ~ de hierba del asno).

1. engaging in, disposed to, or interested in open-air or athletic sports; a rugged, sporting man (que participa en, que tiene inclinación por, o que tiene interés en deportes atléticos o al aire libre; un deportista rudo).  2. concerned with or suitable for such sports; sporting equipment (que tiene relación con o que es apropiado para esos deportes; equipo deportivo). 3. sportsmanlike (caracterizado por la deportividad).  4.  interested in or connected with sports or pursuits involving betting or gambling the sporting life of Las Vegas (interesado en los deportes o las ocupaciones que entrañan juegos de azar o apuestas o relacionado con ellas: la vida disipada de Las Vegas).  5. involving or inducing the taking of risk, as in a sport (1580‑1600); SPORT + -ING') (que supone correr un riesgo o induce a correrlo, como en un deporte (1580-1600); (DEPORT + -IVO).

1. Appropriate for or used in sports (apropiado para los deportes o utilizado en ellos). 2. Marked by sportsmanship (caracterizado por la deportividad).  3. Of or having to do with gambling (perteneciente o relativo a los juegos de azar).

1. used in sports:  relating to or used in sports activities  • sporting dogs (utilizado en deportes:  relativo a actividades deportivas o utilizado en ellas  • perros deportivos)  2. fair:  in keeping with the principles of fair competition, respect for other competitors, and personal integrity (justo:  acorde con los principios de competencia justa, respeto a otros competidores, e integridad personal) 3. gambling of gambling: relating to gambling, or taking an interest in gambling (juegos de azar perteneciente a los juegos de azar: relativo a los juegos de azar o interesado en ellos)  4. risking: willing to take a risk (que se expone a un riesgo: decidido a correr un riesgo).

6.59 La palabra "sporting" (deportivo) tiene varias definiciones relacionadas con diferentes actividades o características (deportes, juegos de azar, prostitución, botánica).  Algunas definiciones de diccionarios de la palabra "sporting" (deportivo) parecen tener una connotación peyorativa cuando se refieren a los juegos de azar y a las apuestas ("of or relating to dissipation and especially gambling") (perteneciente o relativo al derroche y especialmente a los juegos de azar).
  Además, la palabra "sporting" (deportivo), cuando se define de modo que abarca los juegos de azar, se utiliza principalmente para calificar a una persona ("Chiefly in sporting man" (Principalmente en hombre deportivo), véase supra, Shorter Oxford English Dictionary) interesada en hacer apuestas y, por consiguiente, puede no ser la palabra más apropiada para describir actividades de servicios.  Antigua y las Comunidades Europeas señalan que, si se tiene en cuenta que el mismo diccionario define a "sporting woman" (mujer deportiva) como una prostituta, se plantea la cuestión de si la palabra "deportivo", según el enfoque que le dan los Estados Unidos, también comprende la prostitución.
  Varias de las definiciones de los diccionarios citadas antes indican que los juegos de azar comprendidos en el término "deportivo" son, en lo esencial, los relacionados con competencias deportivas;  por consiguiente, sigue sin estar claro si, excluyendo los servicios "deportivos", los Estados Unidos excluyeron todas las formas de servicios de juegos de azar y apuestas, incluidas, por ejemplo, las actividades relacionadas con los casinos y las loterías.
6.60 Además, los términos "sportifs"
 y "deportivos"
, traducciones de "sporting" al francés y al español, respectivamente, no abarcan actividades relacionadas con los juegos de azar.
6.61 Basándonos en las diversas definiciones de diccionarios citadas supra, incluidas las definiciones en español y francés, constatamos que el sentido corriente del término "sporting" no incluye los juegos de azar.
6.62 El Grupo Especial pasa ahora a ocuparse del argumento de Antigua de que el sentido corriente de las palabras "otros servicios de esparcimiento" (subsector 10.D de la Lista de los Estados Unidos) o "servicios de espectáculos" (subsector 10.A de la Lista de los Estados Unidos) comprende los servicios de juegos de azar y apuestas.  Según los Estados Unidos, el sentido corriente de esas palabras no abarca los juegos de azar.  El Shorter Oxford English Dictionary define "entertainment" (espectáculos) y "recreational" (de esparcimiento), respectivamente, como

"The action of occupying a person's attention agreeably;  amusement.  b A thing which entertains or amuses someone, esp.  a public performance of exhibition designated to entertain people."

(La acción de ocupar la atención de una persona de manera agradable;  entretenimiento.  b Algo que entretiene o divierte a alguien, esp. una actuación o representación pública que tiene el propósito de entretener a la gente.)

"Of or pertaining to recreation;  used for or as a form of recreation;  concerned with recreation The word "recreation" is defined as:  "[T]he action of recreating (oneself or another), or fact of being recreated, by some pleasant occupation, pastime or amusement."

(Perteneciente o relativo al esparcimiento;  utilizado para tener esparcimiento o como forma de esparcimiento;  que tiene que ver con el esparcimiento.  La palabra "esparcimiento" se define como:  "[La] acción de divertirse (uno mismo u otra persona), o el hecho de disfrutar de una ocupación, pasatiempo o entretenimiento placentero".)

6.63 El Grupo Especial considera que una interpretación de la Lista de los Estados Unidos que se base principalmente en el sentido corriente de las palabras tal como están definidas en los diccionarios no aclara en medida suficiente el ámbito del sector o subsector de que se trata y deja pendientes muchas cuestiones de interpretación.  Este problema es especialmente serio en el caso del sector 10, donde palabras tales como "de esparcimiento" y "de espectáculos" pueden abarcar prácticamente los mismos tipos de actividades de servicios.  En otras palabras, el sentido corriente de "de espectáculos" y "de esparcimiento" no garantiza que los subsectores sean mutuamente excluyentes
, que es un requisito imprescindible de un sistema de clasificación.

6.64 Este último problema está ejemplificado por la respuesta que dieron los Estados Unidos a una pregunta formulada por el Grupo Especial.
  Los Estados Unidos señalaron, con respecto al alcance de su compromiso según el subsector 10.D, que un intérprete que procediera de conformidad con las normas usuales de interpretación de los tratados, podría determinar que:

"'Otros servicios de esparcimiento (excepto los deportivos)' (10.D) incluye los servicios que están claramente comprendidos en el sentido corriente de la expresión 'de esparcimiento' y que distinguirse tanto de 'deportivos' como de 'espectáculos'.  Tales actividades podrían incluir, entre otras cosas, la explotación de instalaciones de esparcimiento tales como puertos deportivos, playas y parques, así como la organización y/o facilitación de actividades de esparcimiento no deportivas.
La categoría 'Servicios de espectáculos' (10.A) incluyen los servicios que están claramente comprendidos en el sentido corriente del término 'espectáculos' y puede distinguirse tanto de 'deportivos' como 'de esparcimiento'.  Tales actividades podrían incluir, entre otras cosas, servicios consistentes en la explotación de instalaciones de espectáculos, como teatros, salas de baile, teatros de variedades y otros locales de espectáculos basados en artes de interpretación;  y la organización y/o facilitación de tales actividades de espectáculos." 

6.65 En vista del sentido corriente de las expresiones "de esparcimiento", "de espectáculos" y "deportivos", el Grupo Especial no comprende la alegación de los Estados Unidos de que la explotación de instalaciones como los puertos deportivos, las playas y los parques están "claramente comprendidos en el sentido corriente" de "esparcimiento" y "pueden distinguirse" de los "espectáculos".  De la misma forma, no está claro por qué los teatros, las salas de baile, los teatros de variedades, etc., están " claramente comprendidos en el sentido corriente del término 'espectáculos'" y "pueden distinguirse" de los servicios de "esparcimiento".  De hecho, parece que las palabras "espectáculos" y "esparcimiento" son en buena medida sinónimas y se podrían usar indistintamente.

6.66 Además, el Grupo Especial entiende que los juegos de azar y las apuestas se caracterizan, a priori, por ser entretenidos o por ser utilizados como una forma de esparcimiento.  La Comisión Nacional de Estudios de Impacto sobre los Juegos de Azar en los Estados Unidos (NGISC) dice que "[e]n la actualidad, la amplia mayoría de los norteamericanos […] practican juegos de azar con fines de esparcimiento"
;  el US National Research Council sostiene que "[p]racticar los juegos de azar de manera patológica es diferente de la afición de carácter recreativo y social que a ellos tienen la mayoría de los adultos, que ven en los juegos de azar una forma de entretenimiento y apuestan solamente sumas pequeñas".
  Por consiguiente, al Grupo Especial le resulta difícil afirmar, como lo hacen los Estados Unidos, que "[e]n la medida en que otros servicios caen dentro del sector 10, pero no dentro de los subsectores 10.A a 10.D, esos servicios sólo pueden caer por defecto, en el sector 10.E, 'Otros'".

6.67 Con base en estas consideraciones, el Grupo Especial llega a la conclusión de que el sentido corriente de las expresiones "Otros servicios de esparcimiento (excepto los deportivos)" y "servicios de espectáculos" deja una cantidad de asuntos sin dilucidar y no le permite sacar una conclusión definitiva acerca de si la Lista de los Estados Unidos incluye o no compromisos específicos sobre los "servicios de juegos de azar y apuestas" en el sector 10 (Servicios de esparcimiento, culturales y deportivos).  El Grupo Especial destaca también la opinión del Órgano de Apelación de que las definiciones de los diccionarios no proporcionan necesariamente una respuesta definitiva y "dejan abiertas muchas cuestiones de interpretación".
  En otra diferencia, el Órgano de Apelación recordó que "los diccionarios son guías importantes para la definición de las palabras que figuran en acuerdos e instrumentos jurídicos, pero no formulaciones concluyentes a su respecto".

6.68 Por lo tanto, el Grupo Especial necesita continuar su análisis de acuerdo con el artículo 31 de la Convención de Viena, que establece, entre otras cosas, que el sentido corriente de los términos de un tratado debe ser examinado en su contexto y teniendo en cuenta el objeto y fin del tratado.

iii) … sentido corriente … a la luz del contexto

6.69 Según el párrafo 2 del artículo 31 de la Convención de Viena, el "contexto" comprende:

"[A]demás del texto, incluidos su preámbulo y anexos:

a)
todo acuerdo que se refiera al tratado y haya sido concertado entre todas las partes con motivo de la celebración del tratado;

b)
todo instrumento formulado por una o más partes con motivo de la celebración del tratado y aceptado por las demás como instrumento referente al tratado."
6.70 Además, el párrafo 3 del artículo 31 establece que "[j]untamente con el contexto, habrá de tenerse en cuenta […] todo acuerdo ulterior entre las partes […] o […] toda práctica ulteriormente seguida en la aplicación del tratado […]".

6.71 Las partes y los terceros consideran que el documento W/120 y las Directrices para la consignación en Listas de 1993 son pertinentes para la interpretación de la Lista de los Estados Unidos.  No obstante, están en desacuerdo sobre si estos dos documentos:  i) forman parte del "contexto", en el sentido del párrafo 2 a) del artículo 31 de la Convención de Viena;  ii) deben ser examinados como un acuerdo ulterior o son prueba de la práctica ulterior seguida por los Miembros, de acuerdo con los párrafos 3 a) o 3 b) del artículo 31;  o iii) son "medios de interpretación complementarios" en el sentido del artículo 32.  Los Estados Unidos también sostienen que el contexto correcto para interpretar la Lista de los Estados Unidos incluye las listas de los demás Miembros.  Por último, el contexto para la interpretación de los compromisos específicos de los Estados Unidos incluye la Lista de los Estados Unidos y su estructura.  El Grupo Especial examinará estos distintos elementos sucesivamente.

Las Directrices para la consignación en Listas de 1993 y el documento W/120 como parte del contexto

6.72 El Grupo Especial empezará examinando si el documento W/120 y las Directrices para la consignación en Listas de 1993 forman parte del contexto de la Lista de los Estados Unidos en el sentido del párrafo 2 a) del artículo 31 de la Convención de Viena.

6.73 El Órgano de Apelación constató que, al interpretar las listas arancelarias del GATT, el Sistema Armonizado ("SA") y sus Notas Explicativas se deben tener en cuenta:

"Nos deja perplejos el hecho de que el Grupo Especial, al tratar de interpretar los términos de la Lista LXXX, no haya considerado el Sistema Armonizado y sus Notas Explicativas.  Observamos que durante las negociaciones de la Ronda Uruguay, tanto las Comunidades Europeas como los Estados Unidos aplicaban el Sistema Armonizado.  Además, resulta indiscutible que las negociaciones arancelarias de la Ronda Uruguay se celebraron sobre la base de la nomenclatura del Sistema Armonizado y que normalmente las peticiones y ofertas de concesiones se formularon en los términos de esa nomenclatura".

6.74 El Grupo Especial también toma nota del argumento de los Estados Unidos de que "las claves numéricas del Sistema Armonizado eran parte explícita e integrante de la lista en cuestión en el asunto CE - Equipo informático, en tanto que es incontestable que la Lista de los Estados Unidos no hace referencia a la CPC".
  En CE - Equipo informático, tanto las Comunidades Europeas como los Estados Unidos aplicaban el SA, es decir que no había ninguna discusión acerca de la pertinencia del SA, mientras que en la presente diferencia hay algún desacuerdo sobre si, por lo menos en parte, el documento W/120 es o no pertinente, en particular en lo relativo a las referencias a la CPC.

6.75 Por lo tanto, si bien es cierto que hay diferencias entre las listas de aranceles y las de servicios, nosotros opinamos que el razonamiento del Órgano de Apelación puede trasladarse al contexto de las Listas del AGCS.  Más allá de las circunstancias particulares de la diferencia CE - Equipo informático, entendemos que, en las constataciones del Órgano de Apelación, se refleja un principio más general, que es que los documentos empleados como "base" para hacer peticiones y ofertas durante las negociaciones sobre el acceso a los mercados se deben tomar en cuenta para interpretar las listas.  Esto es lo que sucede con el documento W/120 y las Directrices para la consignación en Listas de 1993.

6.76 En CE - Equipo informático, el Órgano de Apelación no indicó si el SA y sus Notas Explicativas formaban parte del "contexto", en el sentido del artículo 31 de la Convención de Viena, o si en cambio eran medios de interpretación complementarios según el artículo 32.  En Estados Unidos - Artículo 110(5) de la Ley de Derecho de Autor
, el Grupo Especial hizo las observaciones siguientes sobre las condiciones que debía reunir un instrumento para formar parte del "contexto" de acuerdo con el párrafo 2 del artículo 31 de la Convención de Viena:

"La Comisión de Derecho Internacional explica en su comentario a la serie final de proyectos de artículos sobre el derecho de los tratados que esta disposición se basa en el principio de que no se puede considerar que un documento unilateral forma parte del contexto a menos que haya sido concertado con motivo de la celebración del tratado y que las demás partes hayan aceptado del mismo modo su relación con el tratado.
  […] Es indispensable que el acuerdo o instrumento esté relacionado con el tratado.  Debe referirse al fondo del tratado y aclarar algunos conceptos del tratado o limitar su esfera de aplicación.
  También debe haber sido formulado con motivo de la celebración del tratado.
  Todo acuerdo o instrumento que cumpla con este criterio formará parte del 'contexto' del tratado y, por lo tanto, no se le tratará como parte de los trabajos preparatorios sino más bien como un elemento de la regla general de interpretación."

6.77 Para que el documento W/120 y las Directrices para la consignación en Listas de 1993 formen parte del contexto en el sentido del párrafo 2 a) del artículo 31, se deben cumplir tres condiciones.  Esos instrumentos:  i) deben "referirse" al tratado, es decir al AGCS;  ii) deben ser un acuerdo concertado entre todas las partes o ser instrumentos formulados entre algunas partes y aceptados como tales por las demás;  y iii) deben haber sido concertados "con motivo" de la celebración del AGCS.

6.78 En lo que se refiere a la primera condición, el objetivo declarado de las Directrices para la consignación en Listas de 1993 es "explicar … cómo deben consignarse los compromisos en listas a fin de lograr precisión y claridad … que las listas sigan un modelo común y se empleen en ellas términos uniformes para lograr que los compromisos sean comparables e inequívocos".
  Los Miembros pensaron que era necesario complementar el AGCS (artículo XX) para que en todas las listas del AGCS se usara el mismo "idioma".  Es indudable que las listas del AGCS no se pueden entender si no se consultan las Directrices para la consignación en Listas de 1993.  Por ejemplo, términos básicos como "Ninguna", "Sin consolidar" y "Sin consolidar*", que se emplean en todas las listas, no aparecen en el AGCS mismo;  por consiguiente, solamente tienen sentido si se consultan las Directrices para la consignación en Listas de 1993.  Además, el formato mismo de las listas del AGCS quedó establecido en las Directrices.
  Tanto las Directrices para la consignación en Listas de 1993 como el documento W/120 se refieren "al fondo del tratado y aclara[n] algunos conceptos del tratado o limita[n] su esfera de aplicación".

6.79 Todo esto indica que, aunque no son una interpretación autorizada del AGCS
, de todos modos las Directrices para la consignación en Listas de 1993 están indisolublemente unidas al mismo AGCS.  Como sostuvieron las Comunidades Europeas, es indudable que las Directrices para la consignación en Listas de 1993 y el documento W/120 ayudan a los Miembros a confeccionar las listas.  Las Directrices para la consignación en Listas de 1993 revelan de qué manera los Miembros en su conjunto interpretan las obligaciones que tienen en virtud del AGCS en relación con sus compromisos específicos.  En ese sentido, estamos de acuerdo en que los negociadores tienen que haber compartido su objetivo general.

6.80 Aunque tanto el documento W/120 como las Directrices para la consignación en Listas de 1993 "técnicamente" fueron redactados por la Secretaría (se puede sostener que ésta era la forma más práctica y eficaz de hacer ese trabajo), los dos pueden considerarse "acuerdo[s] ... concertado[s] entre [todos los Miembros]" o un "instrumento[s] formulado[s] por un[o] o más [Miembros]" y aceptado como tal por los demás en el sentido de los párrafos 2 a) y 2 b) del artículo 31 de la Convención de Viena.  En este sentido, cabe recordar que los dos documentos fueron preparados por la entonces Secretaría del GATT, a petición de los participantes en la Ronda Uruguay.  Por consiguiente, los participantes pueden considerarse los autores "intelectuales" de los documentos.
  Además, los dos documentos fueron objeto de una serie de consultas formales e informales durante las cuales los Miembros tuvieron la oportunidad de enmendarlos e introducirles cambios.  Los dos se distribuyeron como documentos oficiales de "banda verde" con el acuerdo de los participantes.

6.81 Por último, tanto el documento W/120 como las Directrices para la consignación en Listas de 1993 se originaron "con motivo" de la celebración del AGCS.  Ambos fueron redactados al mismo tiempo que el AGCS, con el propósito declarado de usarlos como guías para consignar en listas compromisos específicos en el marco del AGCS y para interpretar ulteriormente las listas de los Miembros.  En ese sentido, puede considerarse que fueron "formulados cuando se concertó el tratado".
  El documento W/120 fue usado por la mayoría de los Miembros de la OMC durante la Ronda Uruguay para confeccionar sus listas de compromisos específicos.
  Como destacaron Antigua y el Canadá, el documento W/120 aparece mencionado en el párrafo 3 f) del artículo 22 del ESD
 como fuente de la definición de "sector" de servicios a los fines de la suspensión de concesiones.  Cuando se concertó el Acuerdo sobre la OMC, los Miembros hicieron referencia al documento W/120 en relación con el ESD;  esto apoya la opinión de que el documento W/120 puede ser considerado parte del contexto, en el sentido del párrafo 2 del artículo 31 de la Convención de Viena.

6.82 Sobre esta base, los Miembros aceptaron tanto el documento W/120 como las Directrices para la consignación en Listas de 1993 con el propósito de usar estos documentos, no solamente para negociar sus compromisos específicos, sino también como medios para interpretar y aplicar los compromisos consignados en sus listas.  Por ello, esos documentos forman el "contexto" de las listas del AGCS en el sentido del artículo 31 de la Convención de Viena y el Grupo Especial los usará para interpretar el AGCS, las listas del AGCS y, por consiguiente, la Lista de los Estados Unidos.  A este respecto, el Grupo Especial tiene presente:  i) que las Directrices para la consignación en Listas de 1993 no representan una interpretación autorizada del AGCS;  y ii) que no se impuso a los Miembros de la OMC ninguna obligación de usar el documento W/120 y sus referencias a la CPC.  Sin embargo, esos documentos deben ser examinados, en cuanto contexto, para determinar el sentido corriente de los términos empleados en la lista del AGCS de un Miembro, términos que deben tener un significado.  El Grupo Especial procederá ahora a interpretar la Lista de los Estados Unidos, en particular el sector 10, en el contexto del documento W/120 y de las Directrices para la consignación en Listas de 1993.

Interpretación de la Lista de los Estados Unidos en el contexto del documento W/120 y de las Directrices para la consignación en Listas de 1993
6.83 La Lista de los Estados Unidos no contiene ninguna referencia explícita a la CPC.  Recordamos también que los Estados Unidos han incluido en el sector 10 un subsector, el 10.D, titulado Otros servicios de esparcimiento (excepto los deportivos).  En vista del principio de derecho internacional público de la interpretación efectiva, hay que dar un significado a esos términos de la Lista de los Estados Unidos.  El Grupo Especial, por lo tanto, tiene que proceder a interpretar la Lista de los Estados Unidos, en particular el subsector 10.D, a la luz del sentido corriente de los términos empleados en el contexto del documento W/120 y de las Directrices para la consignación en Listas de 1993.

6.84 El párrafo 15 de las Directrices para la consignación en Listas de 1993 dice:

"En las listas se consignan, con respecto a cada sector, los compro​misos jurídicamente exigibles de cada Miembro.  Por consiguiente, es de importancia vital que las listas sean claras y precisas y estén basadas en un modelo y una terminología comunes."

6.85 El párrafo 16 de las Directrices para la consignación en Listas de 1993 dice:

"El carácter jurídico de las listas y la necesidad de evaluar los compromisos exigen el mayor grado posible de claridad en la descripción de cada sector o subsector consignado.  En general, la clasificación de los sectores y subsectores deberá basarse en la Lista de clasificación secto​rial de los servicios, revisada, de la Secretaría [MTN.GNS/W/120].  Al lado de cada uno de los sectores que figuran en la lista de la Secretaría se indica el número correspondiente de la Clasificación Central de Productos (CCP).  Cuando sea necesario perfeccionar una clasificación sectorial, deberá tomarse como base la CCP u otra clasificación internacionalmente reconocida (por ejemplo, el Anexo sobre Servicios Financieros).  La versión más reciente de la CPP, con notas explicativas para cada subsector, se recoge en la Clasificación Central Provisional de Productos, de las Naciones Unidas.  […] Si un Miembro desea utilizar su propia clasificación o definiciones subsectoriales, deberá indicar la correspondencia con la CCP en la forma indicada en el ejemplo citado supra.  De no ser posible, deberá dar una definición suficientemente detallada para evitar toda ambigüedad en cuanto al alcance del compromiso."

6.86 Las Directrices para la consignación en Listas de 1993 no son una interpretación jurídica autorizada del AGCS por diversos motivos.  En primer lugar, así lo dicen explícitamente.
  En segundo término, según el párrafo 2 de artículo IX del Acuerdo sobre la OMC, la Conferencia Ministerial y el Consejo General tienen la facultad exclusiva de adoptar interpretaciones de los acuerdos de la OMC.  Sin embargo, como parte del contexto en que se debe interpretar la Lista de los Estados Unidos, las Directrices para la consignación en Listas de 1993 explican cuál es la intención de los Miembros respecto de la naturaleza y el alcance de los compromisos consignados por ellos en virtud del AGCS y de qué manera los Miembros deben y pueden interpretar sus respectivas listas.

6.87 El párrafo 16 de las Directrices para la consignación en Listas de 1993 da a entender que los Miembros coincidieron en que, para garantizar la claridad y la previsibilidad, la clasificación de los sectores y subsectores se debía basar en el documento W/120 y los números correspondientes de la CPC.  El Grupo Especial está de acuerdo con los Estados Unidos en que ningún Miembro estaba forzado u obligado a consignar compromisos específicos de acuerdo con el documento W/120 y los números de la CPC y que la CPC no era vinculante para los Miembros.  Sin embargo, como argumentan las Comunidades Europeas, "las desviaciones respecto del documento W/120 y las definiciones de la CPC no se podían hacer con total libertad y en forma incondicional y no tenían por objeto permitir que hubiese una ambigüedad conveniente en las listas de los Miembros".
  Según el párrafo 16 de las Directrices para la consignación en Listas de 1993, un Miembro que se propone no utilizar el documento W/120 y/o los números correspondientes de la CPC tiene dos opciones:  i) usar su propia clasificación o definición de subsectores e indicar la correspondencia con la CPC;  o ii) si esto no es posible, dar "una definición suficientemente detallada para evitar toda ambigüedad en cuanto al alcance del compromiso".  En realidad, el párrafo 16 de las Directrices para la consignación en Listas de 1993 no es nada más que la expresión del requisito general de transparencia destinado a asegurar la claridad y previsibilidad de los compromisos específicos consagrado en el preámbulo del AGCS.

6.88 La sección pertinente del documento W/120 dice lo siguiente:

	"Sectores y subsectores
	Números correspondientes de la cpc

	[…]
	

	10.
SERVICIOS DE ESPARCIMIENTO, CULTURALES Y DEPORTIVOS (excepto los servicios audiovisuales)
	

	A.
Servicios de espectáculos (incluidos los de


teatro, bandas y orquestas, y circos)
	9619

	B.
Servicios de agencias de noticias
	962

	C.
Servicios de bibliotecas, archivos, museos y otros servicios culturales
	963

	D.
Servicios deportivos y otros servicios de esparcimiento
	964

	E.
Otros
	

	[…]"
	


6.89 El número 964 de la CPC, que corresponde al subsector 10.D (Servicios deportivos y otros servicios de esparcimiento), comprende lo siguiente:

"964 Servicios deportivos y otros servicios de esparcimiento

9641 Servicios deportivos

96411 Servicios de promoción de espectáculos deportivos

96412 Servicios de organización de espectáculos deportivos

96413 Servicios de explotación de instalaciones deportivas

96419 Otros servicios relacionados con espectáculos deportivos

9649 Otros servicios de esparcimiento

96491 Servicios de parques de recreo y playas

96492 Servicios de juegos de azar y apuestas

96499 Otros servicios de esparcimiento n.c.p."
6.90 Los Estados Unidos afirman que "dado que [los Estados Unidos] no se consideraron obligados por la CPC, ni hicieron referencia ni se basaron en ella en el texto de su Lista, las definiciones de la CPC no pueden determinar la interpretación de la Lista de los Estados Unidos.  La cuestión de si los compromisos de los Estados Unidos o de cualquier otro Miembro deben vincularse con las definiciones de la CPC es materia de negociaciones y la respuesta no se puede imponer a posteriori por medio del régimen de solución de diferencias […]."
  El Grupo Especial quisiera hacer dos observaciones con respecto a esta afirmación.  En primer lugar, el hecho de que los Estados Unidos no se hayan obligado a usar la CPC no significa que la CPC no sea pertinente a los fines de determinar el sentido corriente de la Lista de los Estados Unidos, en su contexto y a la luz del objeto y fin del AGCS.  El Grupo Especial opina que, aunque no sea obligatoria, la CPC, en virtud del contexto constituido por el documento W/120 y las Directrices sobre la consignación en listas, sigue siendo pertinente a los fines de interpretar la Lista de los Estados Unidos.

6.91 En segundo lugar, en esta diferencia el objetivo perseguido no es "imponer" la CPC a los Estados Unidos, sino simplemente determinar el significado de un compromiso contraído por los Estados Unidos, usando las normas habituales de interpretación de los tratados.  Si los Estados Unidos hubiesen hecho referencias claras a la CPC, la interpretación de la Lista de los Estados Unidos estaría determinada por las definiciones de la CPC, que darían el sentido corriente de los términos del tratado.  Esto no es lo que sucede en este caso.  Los Estados Unidos tuvieron la posibilidad de aportar sus propias definiciones para el subsector 10.D.  No lo hicieron.  Ante la falta de términos claros y de cualquier otra indicación clara del significado y el alcance de los títulos usados por los Estados Unidos en el subsector 10.D de su Lista, la Convención de Viena ofrece una serie de instrumentos que se deben usar para ayudar a interpretar la Lista de los Estados Unidos.  Esos instrumentos son el documento W/120, que hace referencia a las definiciones de la CPC, y las Directrices para la consignación en Listas de 1993, que explican la relación que hay entre las listas de los Miembros, el documento W/120 y la CPC.  En estas constataciones, no tenemos la intención de sugerir que las "listas basadas en la CPC" son similares a las "listas no basadas en la CCP".  Es evidente que, cuando las listas "no basadas en la CPC" proporcionan una definición suficientemente pormenorizada el ámbito del compromiso no debería ser ambiguo, como en el presente asunto. E l Grupo Especial tiene la obligación de dar sentido a una entrada específica de la Lista de los Estados Unidos, teniendo en cuenta las circunstancias particulares de este asunto.  Además, los documentos de los Estados Unidos que el Grupo Especial examinará de acuerdo con el artículo 32 de la Convención de Viena (véase infra) tienden a confirmar, y no a contradecir, este enfoque.

6.92 En su decisión en el caso CE - Equipo informático, el Órgano de Apelación sostuvo que:
"si bien cada Lista incluye los compromisos arancelarios contraídos por un Miembro, las Listas representan en conjunto un acuerdo común entre todos los Miembros."

6.93 El Grupo Especial opina que el documento W/120 y las Directrices para la consignación en Listas de 1993 ayudan a definir el acuerdo común entre los Miembros de la OMC con respecto al contenido de la Lista de los Estados Unidos.  Cuando esta última coincide con el documento W/120 sin que haya ninguna desviación clara y si no hay ninguna definición específica, los Estados Unidos han creado la expectativa de que sus compromisos deben interpretarse a la luz del documento W/120 y los números correspondientes de la CPC.  El subsector 10-D de la Lista de los Estados Unidos se titula Otros servicios de esparcimiento (excepto los deportivos);  entendemos que este subsector corresponde al grupo 964 de la CPC (Servicios deportivos y otros servicios de esparcimiento).  Excluyendo explícitamente los Servicios deportivos, los Estados Unidos han excluido la categoría de servicios que corresponde a la clase 9641 de la CPC (Servicios deportivos).  Por lo tanto, lo que queda en el subsector 10.D de la Lista de los Estados Unidos es la clase 9649 de la CPC (Otros servicios de esparcimiento), que incluye, entre otras cosas, los Servicios de juegos de azar y apuestas (subclase 96492 de la CPC).  Por lo tanto, se ha de entender que la Lista de los Estados Unidos, considerada a la luz del párrafo 16 de las Directrices para la consignación en Listas de 1993, incluye un compromiso específico en relación con los servicios de juegos de azar y apuestas dentro del subsector 10.D (Otros servicios de esparcimiento (excepto los deportivos)).
6.94 El Grupo Especial desea subrayar que no existe ninguna sugerencia de que el "contexto" (es decir, las Directrices para la consignación en Listas de 1993 y el documento W/120) sea parte del texto del AGCS y, por lo tanto, "vincule" a los Miembros.  Por consiguiente, si bien las Directrices para la consignación en Listas de 1993 y el documento W/120 no imponen "obligaciones" a los Miembros, un intérprete que trate de interpretar y apreciar las obligaciones pertinentes establecidas en el AGCS debe hacerlo, de ser el caso, teniendo en cuenta las Directrices para la consignación en Listas de 1993 y el documento W/120.  Este es el motivo por el cual esos dos documentos son pertinentes al tratar de dar sentido a los términos utilizados en la Lista de los Estados Unidos.  En esta diferencia, una interpretación basada principalmente, cuando si no exclusivamente, en el sentido corriente de las palabras no asegura la claridad y previsibilidad de los compromisos específicos en cuestión de los Estados Unidos.

6.95 Por último, incluso si las Directrices para la consignación en Listas de 1993 y el documento  W/120 fueran "sólo" trabajos preparatorios, las conclusiones del Grupo Especial serían las mismas:  el artículo 32 de la Convención de Viena permite que el Grupo Especial acuda a los trabajos preparatorios como medios de interpretación complementarios cuando la interpretación dada de conformidad con el artículo 31 "deje ambiguo u oscuro el sentido".
6.96 El Grupo Especial examinará más adelante otros elementos de prueba que confirman que los Estados Unidos llevaron a otros Miembros a pensar de buena fue que, a menos que se indicase otra cosa, el sentido corriente de los términos de la Lista de los Estados Unidos se debe determinar teniendo en cuenta el documento W/120, incluidas las referencias a la CPC.

Las Listas del AGCS de los otros Miembros como parte del contexto de la interpretación de la Lista de los Estados Unidos

6.97 Los Estados Unidos dicen que las listas de los demás Miembros forman parte del contexto en que se debe interpretar la Lista de los Estados Unidos.  El Grupo Especial coincide con los Estados Unidos en que las listas de los demás Miembros constituyen el "contexto", en el sentido del párrafo 2 del artículo 31 de la Convención de Viena.  Las listas de todos los Miembros se incluyen como anexos del AGCS y, de acuerdo con el párrafo 3 del artículo XX, forman "parte integrante del mismo".

6.98 Los Estados Unidos no necesitan invocar el hecho de que otros Miembros no usaron la CPC para justificar su propia decisión de no hacer referencia a ella porque tenían todo el derecho de actuar de esa forma.  En este sentido, la práctica de los demás Miembros es pertinente sólo para confirmar que, como se establece en las Directrices para la consignación en Listas de 1993, los Miembros tenían libertad para usar o no la CPC.  Si los Estados Unidos querían usar las listas de los otros Miembros como pruebas de la "práctica de los Miembros" que era pertinente para la interpretación de su propia Lista, los Estados Unidos tendrían que haber demostrado que la práctica de los Miembros era coherente y uniforme.  Creemos que los pocos ejemplos que ofrecen los Estados Unidos no demuestran la existencia de una práctica de ese tipo entre los Miembros.  El Grupo Especial está de acuerdo con las Comunidades Europeas en que cada uno de los compromisos de las listas de los otros Miembros tiene que ser enfocado en su propio -y diferente- contexto inmediato, que es la Lista a la que pertenece.
  Cada lista tiene su propia lógica intrínseca, que es diferente de la lógica de la Lista de los Estados Unidos.  Además, para justificar ambigüedades en su propia lista, ningún Miembro puede invocar el argumento de que otros Miembros que no usan la CPC no han presentado "definiciones suficientemente detalladas".

6.99 Por otro lado, el Grupo Especial no logra ver cuál es la utilidad directa de las Listas de los otros Miembros para apoyar el argumento de que los Estados Unidos no han contraído compromisos específicos sobre servicios de juegos de azar y apuestas.

6.100 En particular, el Grupo Especial no acepta el argumento de los Estados Unidos de que "los Estados Unidos sólo podrían haber contraído un compromiso con respecto a los servicios de juegos de azar si hubieran incluido la categoría residual 10.E".  El simple hecho de que dos Miembros hayan consignado los servicios de juegos de azar y apuestas en la categoría 10.E no basta para que los Estados Unidos puedan sostener que, si hubiesen contraído compromisos específicos, lo habrían hecho también en la categoría 10.E.  Al parecer, más de dos Miembros opinaron que los servicios de juegos de azar y apuestas pertenecen al subsector 10.D y contrajeron compromisos o introdujeron limitaciones con respecto a ellos.  Además, la razón por la que dos Miembros consignaron los juegos de azar en el subsector 10.E solamente se puede determinar con base en un examen de las Listas correspondientes;  ello no cae dentro de la competencia de este Grupo Especial.

6.101 Los Estados Unidos afirman también que, si hubiesen contraído un compromiso sobre juegos de azar y apuestas, lo habrían hecho en la categoría 10.E ("Otros").  Esto parece contradecir el otro argumento de los Estados Unidos de que la exclusión de los servicios "deportivos" en el subsector 10.D tuvo la consecuencia de excluir los servicios de juegos de azar y apuestas.
  El Grupo Especial toma nota de la respuesta dada por los Estados Unidos a una pregunta hecha por el Grupo Especial
, pero de todos modos opina que los dos argumentos de los Estados Unidos contradicen el principio de que las categorías de un sistema de clasificación -y de una Lista- tienen que ser mutuamente excluyentes.  Asimismo, esos argumentos no están de acuerdo con el Documento de la USITC, que indica que el subsector 10.D corresponde al grupo 964 de la CPC (que incluye los juegos de azar) y que "no existe una clasificación equivalente en la CPC" para el subsector 10.E (véase infra, párrafos 6.117 y siguientes).  Por otro lado, este argumento es difícil de conciliar con las notas introductorias de los proyectos de la Lista de los Estados Unidos durante la Ronda Uruguay (véase infra, párrafos 6.110 y siguientes).

6.102 Con base en estas consideraciones, el Grupo Especial opina que un examen de las listas de los demás Miembros no le permite llegar a la conclusión de que, si los Estados Unidos hubieran contraído compromisos específicos respecto de los servicios de juegos de azar y apuestas, lo habrían hecho en el subsector 10.E.  La Lista de los Estados Unidos, interpretada en el contexto de las listas de los demás Miembros, no contradice nuestra anterior conclusión de que la Lista de los Estados Unidos incluye un compromiso específico sobre los servicios de juegos de azar y apuestas en el subsector 10.D (Otros servicios de esparcimiento (excepto los deportivos)).

La Lista de los Estados Unidos como contexto para la interpretación del subsector 10.D

6.103 El Grupo Especial coincide con los Estados Unidos en que, de acuerdo con el AGCS, los Miembros pueden definir "sus ofertas (y las obligaciones correspondientes) en términos que correspondan a sus necesidades"
 (las Directrices para la consignación en Listas de 1993 no dicen lo contrario).  Al igual que todas las partes en esta diferencia, el Grupo Especial observa que la Lista de los Estados Unidos sigue de cerca la estructura del documento W/120, en particular en lo que se refiere al sector 10.  El Grupo Especial destaca que la numeración empleada por los Estados Unidos en su Lista para todos los sectores y subsectores corresponde a la del documento W/120.  Salvo unos pocos cambios de redacción pequeños (omisión de la palabra "servicios", por ejemplo), los nombres de los sectores y subsectores son similares a los que figuran en el documento W/120.  La sección sobre Servicios de esparcimiento de la Lista de los Estados Unidos figura dentro del número 10, como sucede en el documento W/120.  Los tres primeros subsectores (A a C) en los que los Estados Unidos han contraído compromisos tienen las mismas denominaciones que en el documento W/120 y aparecen en el mismo orden.  Los Estados Unidos titularon el subsector 10.D Otros servicios de esparcimiento (excepto los deportivos), en lugar de Servicios deportivos y otros servicios de esparcimiento, como aparece en el documento W/120.  Por último, el Grupo Especial observa también que la propia USITC afirma que "en la Lista de los Estados Unidos no se hace ninguna referencia explícita a los números de la CPC, pero esa lista concuerda en gran medida con la Lista de la Secretaría del GATT".

6.104 En varios casos, los Estados Unidos se apartaron del documento W/120 y, como se recomienda en las Directrices para la consignación en Listas de 1993, indicaron claramente que así lo hacían.  Por ejemplo, en dos casos, los Estados Unidos no quisieron incluir algunos elementos abarcados por el documento W/120 y así lo indicaron expresamente.
  Del mismo modo, al consignar sus compromisos específicos sobre servicios relacionados con el medio ambiente, los Estados Unidos, aunque usaron el documento W/120, definieron expresamente las actividades abarcadas por sus compromisos específicos.
  Con respecto a los "Servicios financieros-Seguros", la Lista de los Estados Unidos indica, como se estipula en el párrafo 16 de las Directrices para la consignación en Listas de 1993, que "los compromisos relativos a este subsector se establecen de conformidad con el enfoque alternativo de la consignación en listas de los compromisos previsto en el Entendimiento relativo a los compromisos en materia de servicios financieros".
  Cuando consignaron compromisos específicos sobre servicios de hospital y otros establecimientos de atención sanitaria, los Estados Unidos definieron expresamente el alcance de ese subsector en su Lista.
 

6.105 Cuando el Grupo Especial preguntó qué sistema de clasificación habían seguido los Estados Unidos para preparar su Lista, los Estados Unidos respondieron que "[c]on algunos cambios (por ejemplo, "excepto los deportivos"), los Estados Unidos siguieron en general la estructura del documento W/120" y añadieron que su Lista se debía interpretar según los artículos 31 y 32 de la Convención de Viena.
  Los Estados Unidos no remitieron a ningún sistema estadounidense de clasificación de industrias a los fines de la interpretación de su Lista.
  En su Lista, los Estados Unidos no han dado ninguna clase de definición de los subsectores mencionados en el sector 10, en contra de lo que se recomienda en las Directrices para la consignación en Listas de 1993.  Por último, recordamos que las definiciones de diccionarios dejan varias cuestiones sin resolver.

iv) ... sentido corriente teniendo en cuenta el objeto y fin del tratado

6.106 El objeto y fin del AGCS da apoyo a la conclusión de que el sentido corriente de los términos usados en la Lista de los Estados Unidos, cuando se leen en su contexto, es que los Estados Unidos han contraído compromisos específicos sobre servicios de juegos de azar y apuestas en el subsector 10-D de su Lista.  Nuestra conclusión se deriva de la necesidad de dar claridad y precisión al contenido del subsector 10-D de los Estados Unidos (Otros servicios de esparcimiento (excepto los deportivos)) y del hecho de que, a menos que indicasen otra cosa en sus listas, se suponía que los Miembros se habían basado en el documento W/120 y las correspondencias pertinentes de la CPC.

6.107 La necesidad de claridad y precisión en las listas de los Miembros que se pone de relieve en las Directrices para la consignación en Listas de 1993 está de acuerdo con el preámbulo del AGCS que demuestra, entre otras cosas, que, cuando adoptaron el AGCS, los Miembros perseguían la expansión del comercio de servicios "en condiciones de transparencia".  Este requisito de transparencia es sin duda un objeto y fin del AGCS -y de la OMC en general- y se aplica por igual a las listas de compromisos específicos del AGCS.  En realidad, las listas de compromisos específicos determinan, entre otras cosas, el alcance de las obligaciones que los Miembros contraen en el marco del AGCS en materia de acceso a los mercados y trato nacional.  Por lo tanto, es importante que las listas sean de fácil comprensión para todos los demás Miembros de la OMC, así como para los proveedores y consumidores de los servicios.

6.108 El Órgano de Apelación constató que "la seguridad y previsibilidad de los 'acuerdos encaminados a obtener, sobre la base de la reciprocidad y de mutuas ventajas, la reducción sustancial de los aranceles aduaneros y de los demás obstáculos al comercio' es uno de los objetos y fines del Acuerdo sobre la OMC en general, así como del GATT de 1994".
  Esto confirma la importancia de la seguridad y la previsibilidad de los compromisos específicos de los Miembros, que también son objeto y fin del AGCS.

6.109 Por último, nuestra conclusión es compatible con el principio de la liberalización progresiva reflejado en el artículo XIX y en el preámbulo del AGCS.

v) Conclusiones a la luz del artículo 31 de la Convención de Viena

6.110 Cuando interpretó la Lista de los Estados Unidos a la luz del artículo 31 de la Convención de Viena, el Grupo Especial destacó que las definiciones que dan los diccionarios de términos claves de la Lista ("espectáculo", "esparcimiento" y "deportivo") no excluyen la posibilidad de que los servicios de juegos de azar y apuestas estén comprendidos en el subsector 10.D de la Lista de los Estados Unidos.  También constatamos que esas definiciones distan de ser concluyentes.  El Grupo Especial examinó luego los términos de la Lista de los Estados Unidos en el contexto del documento W/120 y las Directrices para la consignación en Listas de 1993 y constató que, cuando la Lista de los Estados Unidos sigue la formulación del documento W/120 sin apartarse claramente de ella y cuando no hay ninguna definición específica, habría motivo suficiente para que los Miembros crean que el ámbito del subsector 10.D de la Lista de los Estados Unidos corresponde al del documento W/120 y los números correspondientes de la CPC.  Por consiguiente, el Grupo Especial considera que se puede entender que la Lista de los Estados Unidos, interpretada a luz del párrafo 16 de las Directrices para la consignación en Listas de 1993, incluye un compromiso específico sobre los servicios de juegos de azar y apuestas como parte del subsector 10-D (Otros servicios de esparcimiento (excepto los deportivos)).

6.111 La subclase 96492 de la CPC no tiene una nota explicativa para "servicios de juegos de azar y apuestas".  Sin embargo, en el contexto de la presente diferencia, el Grupo Especial se basará en los parámetros propuestos en la introducción al informe (véase supra, sección VI.A.6).

6.112 El Grupo Especial recurrirá ahora al artículo 32 de la Convención de Viena (medios de interpretación complementarios) para confirmar el significado que, con base en el examen hecho a la luz del artículo 31, se ha dado al subsector 10-D de la Lista de los Estados Unidos.

vi) Medios de interpretación complementarios

6.113 En CE - Equipo informático, el Órgano de Apelación constató que era correcto recurrir a los "medios de interpretación complementarios" de conformidad con el artículo 32 de la Convención de Viena:
"Por lo general, la aplicación de [las] reglas del artículo 31 de la Convención de Viena permitirá al intérprete de un tratado establecer el sentido de un término [se omite la nota de pie de página].  Sin embargo, si después de aplicar el artículo 31 el sentido del término sigue siendo ambiguo u oscuro, o conduce a un resultado manifiestamente absurdo o irrazonable, el artículo 32 permite que el intérprete de un tratado recurra a:  '... medios de interpretación complementarios, en particular a los trabajos preparatorios del tratado y a las circunstancias de su celebración'.  En cuanto a 'las circunstancias de [la] celebración' de un tratado, esto permite, cuando proceda, el examen de los antecedentes históricos de la negociación del tratado."

6.114 De acuerdo con el artículo 32, el Grupo Especial tomará en consideración los trabajos preparatorios.  Sin embargo, el artículo 32 no abarca solamente los trabajos preparatorios, sino que permite que el intérprete del tratado tenga en cuenta otros medios de interpretación complementarios.
  Por lo tanto, el Grupo Especial considerará otros materiales pertinentes.

Trabajos preparatorios

Notas introductorias de los proyectos de Listas de los Estados Unidos durante la Ronda Uruguay

6.115 Antigua y las Comunidades Europeas hicieron referencia a los proyectos de Listas definitivas de los Estados Unidos presentados hacia el fin de la Ronda Uruguay.  El párrafo pertinente de la nota introductoria del proyecto de fecha 7 de diciembre de 1993 dice lo siguiente:

"Salvo indicación expresa en contrario, el ámbito de las compromisos sectoriales de los Estados Unidos corresponde a los sectores abarcados por la Lista de clasificación sectorial de los servicios elaborada por la Secretaría (MTN.GNS/W/120, de 10 de julio de 1991)."

6.116 Este texto apareció también en la oferta condicional revisada presentada por los Estados Unidos el 1º de octubre de 1993.
  Las Comunidades Europeas indicaron que el mismo párrafo se incluyó en la nota introductoria de la Lista de los Estados Unidos presentada el 15 de diciembre de 1993.
  Toda la nota introductoria se suprimió en la Lista de los Estados Unidos que se distribuyó el 15 de abril de 1994 como GATS/SC/90.

6.117 Esta nota introductoria cumple los requisitos necesarios para ser considerada como trabajo preparatorio como parte de las circunstancias de la celebración del tratado y sin duda es pertinente como medio complementario de interpretación en el sentido del artículo 32 de la Convención de Viena.

6.118 A juicio del Grupo Especial, el hecho de que esta referencia al documento W/120 se haya hecho en un momento crucial durante las negociaciones sobre el acceso al mercado de servicios y haya figurado en tres versiones sucesivas no puede ser dejado de lado, dado que habría ocasionado que los participantes creyeran de buena fe que el "ámbito" de los compromisos de los Estados Unidos "correspondía" a los "sectores abarcados" por el documento W/120.  El 15 de diciembre de 1993 marcó el fin de las negociaciones de la Ronda Uruguay, incluidas las negociaciones sobre los servicios.  La única actividad en la esfera de los servicios que hubo después, durante los primeros meses de 1994, fue un proceso de verificación de las listas que no tenía por objeto modificar los resultados sustantivos de las negociaciones.
  Por lo tanto, al contrario de lo que indican los Estados Unidos
, el ámbito de los resultados de las negociaciones no se podía modificar unilateralmente después del 15 de diciembre de 1993.

6.119 El alcance de los "sectores abarcados" por el documento W/120, a que se hace referencia en las notas introductorias, solamente se puede determinar si el documento W/120 se lee en su totalidad, es decir, leyendo la columna de la izquierda (Sectores y subsectores) juntamente con la columna de la derecha (Números correspondientes de la CPC).  En realidad, la columna de la izquierda, donde se enumeran los sectores y subsectores, no es suficientemente informativa por sí misma.  En muchos casos, si no en la mayoría de ellos, el sentido corriente por sí solo de los nombres de los 11 sectores y alrededor de 160 subsectores incluidos en esa columna no sirve para determinar con claridad suficiente el contenido del sector o subsector en cuestión.  Además, el sentido corriente no es suficiente para asegurar que las categorías son mutuamente excluyentes, que es un requisito de todo sistema de clasificación.  En el documento W/120, las descripciones de los sectores y subsectores se deben leer conjuntamente con las referencias a la CPC que aparecen en la columna de la derecha;  esas referencias a la CPC aseguran que las categorías sean mutuamente excluyentes.

6.120 Las notas introductorias indican que los Estados Unidos usaron el documento W/120 no solamente para "ordenar"
 su Lista y para determinar su "estructura", sino también para fijar el ámbito de sus compromisos, salvo cuando expresamente se indica otra cosa, si bien optaron por no hacer referencia a la CPC, como tenían perfectamente derecho a hacer con arreglo a las Directrices para la consignación en Listas de 1993.  De todos modos, es evidente que, a medida que las negociaciones progresaban y se terminaban, los participantes en la Ronda Uruguay entendían que, respecto de los compromisos que ofrecían, los Estados Unidos habían seguido el documento W/120.  Este documento en su totalidad era el punto de referencia en que los participantes en la Ronda Uruguay se podían basar de buena fe para evaluar el contenido de la oferta de los Estados Unidos hasta el fin mismo de las negociaciones.  En CE - Equipo informático, el Órgano de Apelación hizo notar, en particular, que:  
"[r]esulta indiscutible que las negociaciones arancelarias de la Ronda Uruguay se celebraron sobre la base de la nomenclatura del Sistema Armonizado y que normalmente las peticiones y ofertas de concesiones se formularon en los términos de esa nomenclatura.  […] consideramos que para interpretar adecuadamente la Lista […] se debían haber examinado el Sistema Armonizado y sus Notas Explicativas."

6.121 En esta diferencia, las notas introductorias indiscutiblemente demuestran que las negociaciones sobre el acceso al mercado de servicios se celebraron con base en el documento W/120 y ayudan a determinar el propósito compartido por los participantes en las negociaciones de la Ronda Uruguay con respecto al contenido de la Lista de los Estados Unidos y, por consiguiente, las obligaciones que los Estados Unidos estaban dispuestos a contraer.  Por lo tanto, se puede llegar a la conclusión de que el propósito común a todos los Miembros, en el momento en que se negociaron los compromisos específicos de los Estados Unidos, era que, cuando la Lista de los Estados Unidos evidentemente coincidía con el documento W/120 sin apartarse de él clara y explícitamente, los compromisos específicos en cuestión se debían interpretar a la luz del documento W/120 y los correspondientes números de la CPC.  El hecho de que en la nota introductoria no se haga referencia expresa a la CPC no modifica nuestra conclusión.  En realidad, la indicación, que figuró en tres proyectos sucesivos de la Lista de los Estados Unidos, de que "el ámbito de los compromisos sectoriales de los Estados Unidos corresponde a los sectores abarcados" por el documento W/120 era suficientemente clara en sí misma.

Otros medios de interpretación complementarios

La práctica de los Estados Unidos - El Documento de la USITC
6.122 Como se señaló en el párrafo 6.109, el Grupo Especial opina que el artículo 32 de la Convención de Viena no se limita necesariamente al material preparatorio sino que también puede permitir que los intérpretes del tratado tengan en cuenta otros materiales pertinentes.  Un comentarista indica que el principio de aquiescencia es uno de esos medios posibles de interpretación:  "[s]i una parte ha aclarado cuál es su interpretación del sentido de una disposición, y si luego la aplica de acuerdo con ese sentido sin que haya objeciones, las demás partes quizás no puedan insistir en que se haga una interpretación diferente.  También podría ser aplicable el párrafo 3 b) del artículo 31."

6.123 Antigua afirma que la misma Comisión de Comercio Internacional de los Estados Unidos ("USITC") señala que el subsector 10.D de la Lista de los Estados Unidos corresponde al subsector 10.D del documento W/120 y al grupo 964 de la CPC.
  En sus respuestas a las preguntas del Grupo Especial, Antigua, el Canadá, las Comunidades Europeas y, en cierta medida, México, sostienen, en esencia, que el Documento de la USITC se puede usar como un medio auxiliar de interpretación que tiene valor de prueba y confirma otras pruebas (como las Directrices para la consignación en Listas de 1993 o la nota introductoria del proyecto de Lista final de los Estados Unidos) con respecto a la interpretación de la Lista de los Estados Unidos.  Esos Miembros alegan también que los actos de la USITC se pueden atribuir y obligan al Gobierno de los Estados Unidos (en especial porque el USTR confió formalmente a la USITC el cometido de mantener la Lista de los Estados Unidos).

6.124 En su respuesta a una pregunta hecha por el Grupo Especial, los Estados Unidos dicen que el Documento de la USITC es "un texto meramente 'explicativo'" de un "organismo independiente" cuyo propósito es facilitar la comparación con otros documentos.  A diferencia de la Declaración de Acción Administrativa ("DAA"), el Documento de la USITC no da una orientación autorizada para interpretar la legislación de los Estados Unidos.  Según los Estados Unidos, el Documento de la USITC no obliga a los Estados Unidos con respecto a la Lista de los Estados Unidos porque los Estados Unidos, como todos los Miembros, no pueden adoptar unilateralmente interpretaciones multilateralmente vinculantes de un término del AGCS.

6.125 Como punto de partida, el Grupo Especial coincide con los Estados Unidos en que el Documento de la USITC no es una interpretación obligatoria de la Lista de los Estados Unidos porque ningún Miembro puede adoptar unilateralmente interpretaciones vinculantes de ningún acuerdo de la OMC ni de ningún tratado internacional.  Sin embargo, esto no significa que el Documento de la USITC deba ser dejado totalmente de lado.  Si bien el Documento de la USITC no puede por sí solo determinar el alcance de la Lista de los Estados Unidos, es indudablemente un elemento del conjunto de pruebas que el Grupo Especial puede y debe considerar cuando evalúe las intenciones compartidas por los Miembros a los fines de interpretar el alcance y el significado de la Lista de los Estados Unidos.  Por lo tanto, el Grupo Especial debe determinar el valor que, como medio de interpretación, tiene el Documento de la USITC respecto de la Lista de los Estados Unidos.

6.126 La USITC es un órgano del Gobierno Federal de los Estados Unidos, creado por Ley del Congreso.
  En virtud de varias leyes federales se le confiaron diversas atribuciones y funciones
, incluida la facultad de adoptar normas y reglamentaciones.
  El Documento de la USITC consiste en "materiales explicativos" producidos por la USITC en relación con la Lista de los Estados Unidos.  En lo relativo a la función de la USITC con referencia a la Lista de los Estados Unidos, el Grupo Especial observa que "[a] instancias de la Oficina del Representante de los Estados Unidos para las Cuestiones Comerciales Internacionales, la Comisión de Comercio Internacional de los Estados Unidos (USITC) ha asumido la responsabilidad de mantener y actualizar, cuando sea necesario, la Lista de Compromisos de los Estados Unidos […] y la Lista de exenciones del trato NMF".
  El USTR también es un órgano del Gobierno Federal de los Estados Unidos, creado por Ley del Congreso.
  Ha recibido varias atribuciones y funciones en virtud de diversas leyes federales
, incluida la facultad de dictar normas y reglamentaciones
, la atribución y la responsabilidad de celebrar todas las negociaciones comerciales internacionales, incluido "cualquier asunto considerado bajo los auspicios de la Organización Mundial del Comercio"
 y, en particular, "formular (y coordinar la aplicación de) las políticas estadounidenses relativas al comercio de servicios".

6.127 Creemos que, como órgano del Gobierno de los Estados Unidos con responsabilidades y atribuciones específicas, las medidas que toma la USITC de conformidad con esas responsabilidades y atribuciones son atribuibles a los Estados Unidos.

6.128 Esta conclusión cuenta con el apoyo de los Artículos sobre la responsabilidad del Estado por hechos internacionalmente ilícitos de la Comisión de Derecho Internacional ("CDI").
  El artículo 4, que se basa en el principio de la unidad del Estado, define en general las circunstancias en que determinada conducta se puede atribuir a un Estado.
  Esta disposición no es obligatoria en sí, pero refleja principios aceptados de derecho internacional sobre la atribución.  Como la CDI señala en su comentario a los artículos sobre la responsabilidad del Estado, la regla de que "el Estado responde del comportamiento de sus propios órganos que actúen en calidad de tales, se ha reconocido desde hace mucho tiempo en las decisiones judiciales internacionales".
  Como explicó la CDI, la expresión "órgano del Estado" se ha de entender en el sentido más general.
  Abarca órganos de cualquier poder del Estado que ejerzan funciones legislativas, ejecutivas, judiciales o de cualquier otra naturaleza.

6.129 El hecho de que algunas instituciones que desempeñan funciones públicas y ejercen atribuciones públicas sean consideradas en el derecho interno como autónomas e independientes del poder ejecutivo no afecta su condición de órganos del Estado.
  Por consiguiente, el hecho de que la USITC sea considerada "un organismo independiente" no afecta la atribución de sus actos a los Estados Unidos, porque lo que importa es la actividad de que se trata en cada caso particular y no la condición formal del órgano en cuestión.

6.130 Por lo tanto, las declaraciones oficiales de la USITC en una materia respecto de la cual se le han delegado atribuciones se deben atribuir a los Estados Unidos.  En esta diferencia, el Documento de la USITC puede legítimamente considerarse una prueba de la interpretación que los Estados Unidos hacen de su propia Lista del AGCS.  El Grupo Especial se ocupará ahora del contenido del Documento de la USITC.

6.131 La sección pertinente del Documento de la USITC dice lo siguiente (sin negritas en el original)
:
	Lista de clasificación sectorial de los servicios de la Secretaría del GATT
	Sistema de la Clasificación Central Provisional de Productos
	Lista de los Estados Unidos de compromisos sobre servicios 
	Notas

	Sectores y subsectores
	Secciones, Divisiones, Grupos, Clases
	Compromisos sobre sectores específicos
	

	10.
SERVICIOS DE ESPARCIMIENTO, CULTURALES Y DEPORTIVOS
	
	10.
SERVICIOS DE ESPARCIMIENTO, CULTURALES Y DEPORTIVOS
	La sección 10 del GATT y de los Estados Unidos excluye los servicios audiovisuales

	A.
Servicios de espectáculos
	Clase 9619:  Otros servicios de espectáculos
	A.
Servicios de espectáculos
	El sector del GATT y de los Estados Unidos "10.A: Servicios de espectáculos" incluye los de teatro, bandas y orquestas y circos

	B.
Servicios de agencias de noticias
	Grupo 962:  Servicios de agencias de noticias
	B.
Servicios de agencias de noticias 
	

	C.
Servicios de bibliotecas, archivos, museos y otros servicios culturales
	Grupo 963:  Servicios de bibliotecas, archivos, museos y otros servicios culturales
	C.
Servicios de bibliotecas, archivos, museos y otros servicios culturales
	

	D.
Servicios deportivos y otros servicios de esparcimiento
	Grupo 964:  Servicios deportivos y otros servicios de esparcimiento
	D.
Otros servicios de esparcimiento
	El sector de los Estados Unidos "10.D:  Otros servicios de esparcimiento" excluye los deportivos

	E.
Otros (no existe una clasificación  equivalente en la CPC)
	
	E.
Ningún compromiso de los Estados Unidos
	


6.132 Según la USITC, el propósito del documento es el siguiente:

"[p]ara facilitar la comparación de la Lista de los Estados Unidos con las Listas de otros países, la USITC ha establecido una correspondencia que demuestra las relaciones entre los sectores que figuran en la Lista de los Estados Unidos, los sectores identificados en la Lista de Clasificación Sectorial de los Servicios de la Secretaría del GATT y los sectores definidos y enumerados en la Clasificación Central de Productos de las Naciones Unidas (CPC).  Se pidió a los países que, al preparar sus listas nacionales identificaran y definieran los sectores y subsectores de conformidad con la Lista de la Secretaría del GATT, que enumera los sectores y sus correspondientes números de la CPC.  De conformidad con ello, las Listas de otros países hacen frecuentemente referencia expresa a los números de la CPC.  En la Lista de los Estados Unidos no se hace ninguna referencia explícita a los números de la CPC, pero concuerda en gran medida con la Lista de la Secretaría del GATT.  La concordancia establecida por la USITC sirve para aclarar cómo concuerdan entre sí las referencias a los sectores de servicios de la Lista de la Secretaría del GATT, el Sistema de la CPC y la Lista de los Estados Unidos."
  (sin cursivas en el original)
6.133 El contenido del Documento de la USITC no es una interpretación vinculante para los Estados Unidos.  Sin embargo, tiene valor de prueba para mostrar cómo ve el Gobierno de los Estados Unidos la estructura y el alcance de la Lista de los Estados Unidos y, por consiguiente, sus obligaciones en el marco del AGCS.  Ese documento confirma otras pruebas ya examinadas por el Grupo Especial referentes al alcance de los compromisos específicos de los Estados Unidos:  el documento W/120, las Directrices para la consignación en Listas de 1993 y las notas introductorias de los proyectos de listas de los Estados Unidos de la Ronda Uruguay.  El Documento de la USITC indica claramente que el subsector 10.D de la Lista de los Estados Unidos "corresponde" al grupo 964 de la CPC.  En ese subsector, la Lista de los Estados Unidos explícitamente excluyó los "servicios deportivos" (clase 9641 de la CPC) pero no los "servicios de juegos de azar y apuestas" (subclase 96492 de la CPC).  Esto confirma la conclusión a la que llegó el Grupo Especial después del análisis que hizo a la luz del artículo 31 de la Convención de Viena de que la Lista de los Estados Unidos incluye compromisos específicos sobre los servicios de juegos de azar y apuestas.

c) Conclusión

6.134 Por lo tanto, el Grupo Especial constata que la Lista de los Estados Unidos, en el subsector 10.D, titulado "Otros servicios de esparcimiento (excepto los deportivos)" incluye compromisos específicos sobre servicios de juegos de azar y apuestas.

d) Observaciones finales

6.135 Por último, y antes de terminar su examen de esta cuestión, el Grupo Especial quiere hacer referencia a la afirmación de los Estados Unidos de que, habida cuenta de los numerosos antecedentes legislativos que impusieron reglamentaciones estrictas a esos servicios, los Estados Unidos no consignaron ni podrían haber consignado un compromiso sobre los servicios de juegos de azar y apuestas.  Como dijeron los Estados Unidos:

"El hecho de que el artículo XIV sea tan claramente aplicable a esas medidas sirve también para confirmar que habría sido incomprensible que los Estados Unidos las hicieran objeto de un compromiso específico."

Además,
"No tendría que ser ninguna sorpresa que los Estados Unidos no hayan consignado compromisos sobre servicios de juegos de azar, en vista de las consideraciones primordiales de política aplicables a esos servicios, que se reflejan en limitaciones y reglamentaciones sumamente estrictas de esos servicios.  […] En realidad, en vista de esas consideraciones y de las numerosas prohibiciones y restricciones y controles estrictos sobre los juegos de azar, sería sorprendente descubrir que los Estados Unidos han consignado realmente tal compromiso."

6.136 En diversas oportunidades durante las actuaciones, los Estados Unidos han reiterado que no se propusieron consignar un compromiso respecto de servicios de juegos de azar y apuestas.
  Esto bien puede ser verdad, dado que la legislación que está en juego en esta diferencia precede en décadas, no sólo al AGCS mismo, sino incluso al concepto de "comercio de servicios" tal como se refleja en él.  Por lo tanto, comprendemos bien el punto de vista de los Estados Unidos en este sentido.  Sin embargo, el alcance de un compromiso específico no puede depender de lo que un Miembro se proponía o no se proponía hacer en el momento de las negociaciones.  En este contexto, el Grupo Especial recuerda que:  
"La finalidad de la interpretación de los tratados con arreglo al artículo 31 de la Convención de Viena es determinar la intención común de las partes.  Esta intención común no puede establecerse basándose en las "expectativas", subjetivas y determinadas unilateralmente, de una de las partes en un tratado.  Las concesiones arancelarias consignadas en la Lista de un Miembro -cuya interpretación es lo que está en cuestión en este caso- son recíprocas y se derivan de una negociación mutuamente ventajosa entre los Miembros importadores y exportadores."

6.137 Si bien se espera que los Miembros negocien, apliquen e interpreten de buena fe sus obligaciones dimanadas de tratados, el Acuerdo sobre la OMC no contiene disposiciones que permitan que se prueben y se determinen las intenciones de un Miembro, excepto de la forma reflejada en el texto del tratado.
6.138 En virtud del párrafo 4 del artículo XVI del Acuerdo sobre la OMC, "Cada Miembro se asegurará de la conformidad de sus leyes, reglamentos y procedimientos administrativos con las obligaciones que le impongan los Acuerdos anexos".  Por lo tanto, en forma independiente de cualquier expectativa o error no intencional, la obligación de los Estados Unidos en virtud del párrafo 4 del artículo XVI es asegurar que sus leyes pertinentes se ajusten a sus obligaciones en el marco de la OMC, incluidos los compromisos que han contraído en su Lista anexa al AGCS.

C. La(s) medida(s) en litigio

1. Alegaciones y argumentos principales de las partes

6.139 La solicitud de Antigua de establecimiento de este Grupo Especial incluye entre las "medidas" impugnadas  federales y estatales, así como decisiones de tribunales de justicia, declaraciones de Fiscales Generales de los estados, sitios Web y acuerdos entre organismos judiciales de los Estados Unidos y empresas de tarjetas de crédito.
  Antigua sostiene en sus comunicaciones que todas estas "medidas" constituyen una "prohibición total" del suministro transfronterizo de servicios de juegos de azar y apuestas que es incompatible con las obligaciones contraídas por los Estados Unidos de conformidad con el AGCS.
  Para sustentar sus alegaciones de que se ha incumplido el AGCS, Antigua se apoya en lo que denomina una "admisión" que hicieron los Estados Unidos ante el OSD y ante el Grupo Especial en estas actuaciones, de que los Estados Unidos tienen en vigor una prohibición del suministro transfronterizo de algunos servicios de juegos de azar y apuestas.

6.140 Los Estados Unidos alegan que la identificación que Antigua hace de las medidas impugnadas no es compatible con el ESD y el AGCS.  Según los Estados Unidos, una "prohibición total" no es una "medida" en el sentido del ESD y el AGCS.
  Además, los argumentos de Antigua sobre los instrumentos de los que afirma que producen una "prohibición total" son insuficientes para cumplir  la obligación que Antigua tiene de probar prima facie que esos instrumentos afectan el suministro transfronterizo de servicios de juegos de azar y apuestas de forma incompatible con las obligaciones contraídas por los Estados Unidos de conformidad con el AGCS.
  Los Estados Unidos manifiestan también que nada de lo que han dicho los Estados Unidos al OSD o al Grupo Especial en el curso de estas actuaciones exime a Antigua de su obligación de decir exactamente qué medidas está impugnando y de qué manera sostiene que esas medidas, individualmente o en conjunto, infringen el AGCS.

2. Disposiciones pertinentes de la OMC

6.141 El párrafo 3 del artículo I del AGCS dice:

"[S]e entenderá por 'medidas adoptadas por los Miembros' las medidas adoptadas por:

i)
gobiernos y autoridades centrales, regionales o locales;  y

ii)
instituciones no gubernamentales en ejercicio de facultades en ellas delegadas por gobiernos o autoridades centrales, regionales o locales.

En cumplimiento de sus obligaciones y compromisos en el marco del Acuerdo, cada Miembro tomará las medidas razonables que estén a su alcance para lograr su observancia por los gobiernos y autoridades regionales y locales y por las instituciones no gubernamentales existentes en su territorio."
6.142 El apartado a) del artículo XXVIII del AGCS establece que "medida" significa:

"[C]ualquier medida adoptada por un Miembro, ya sea en forma de ley, reglamento, regla, procedimiento, decisión o disposición administrativa, o en cualquier otra forma."
6.143 Además el apartado c) del artículo XXVIII dispone que las "medidas adoptadas por los Miembros que afecten al comercio de servicios" abarcan las medidas referentes a:

"i)
la compra, pago o utilización de un servicio;

ii)
el acceso a servicios que se ofrezcan al público en general por prescripción de esos Miembros, y la utilización de los mismos, con motivo del suministro de un servicio;

iii)
la presencia, incluida la presencia comercial, de personas de un Miembro en el territorio de otro Miembro para el suministro de un servicio."
6.144 El artículo XXIII del AGCS establece que:

"En caso de que un Miembro considere que otro Miembro no cumple las obligaciones o los compromisos específicos por él contraídos en virtud del presente Acuerdo, podrá, con objeto de llegar a una solución mutuamente satisfactoria de la cuestión, recurrir al ESD."
6.145 El párrafo 3 del artículo 3 del ESD determina que:

"Es esencial para el funcionamiento eficaz de la OMC y para el mantenimiento de un equilibrio adecuado entre los derechos y obligaciones de los Miembros la pronta solución de las situaciones en las cuales un Miembro considere que cualesquiera ventajas resultantes para él directa o indirectamente de los acuerdos abarcados se hallan menoscabadas por medidas adoptadas por otro Miembro."
6.146 El párrafo 2 del artículo 6 del ESD establece que en la solicitud de establecimiento de un grupo especial:

"[S]e identificarán las medidas concretas en litigio y se hará una breve exposición de los fundamentos de derecho de la reclamación, que sea suficiente para presentar el problema con claridad."
6.147 También es importante recordar que, al final del proceso de solución de la diferencia, las medidas que hayan sido impugnadas en la solicitud de establecimiento del grupo especial pueden ser materia de recomendaciones por parte del OSD, según el párrafo 1 del artículo 19 del ESD, que establece que:

"Cuando un grupo especial o el Órgano de Apelación lleguen a la conclusión de que una medida es incompatible con un acuerdo abarcado, recomendarán que el Miembro afectado
 la ponga en conformidad con ese acuerdo.  Además de formular recomendaciones, el grupo especial o el Órgano de Apelación podrán sugerir la forma en que el Miembro afectado podría aplicarlas."
3. Evaluación del Grupo Especial

a) Las "medidas" que se impugnan

i) Criterio jurídico relativo a la identificación de las medidas que se impugnan

6.148 En primer lugar, el Grupo Especial señala que el propósito del examen que llevaremos a cabo en esta sección de nuestro informe es identificar las medidas que el Grupo Especial tomará en consideración para determinar si han sido infringidas las disposiciones particulares del AGCS que Antigua invoca.  Según la jurisprudencia de la OMC, las medidas que un grupo especial está obligado a  considerar son las que figuran en la correspondiente solicitud de establecimiento de un grupo especial.  No obstante, por las razones que se explican con mayor detalle más abajo, el asunto de cuáles son las medidas que estamos obligados a tomar en cuenta en este caso no es sencillo.  A continuación presentamos el marco dentro del cual determinaremos qué medidas debemos tomar en consideración para evaluar las alegaciones de incumplimiento del AGCS que hace Antigua.

6.149 En primer lugar, observamos que las disposiciones del AGCS y del ESD a las que se ha hecho referencia supra exigen claramente que, cuando un Miembro alega que otro Miembro no ha cumplido las obligaciones o los compromisos específicos que ha contraído de conformidad con el AGCS, aquél identifique de forma expresa las "medidas" que constituyen la base de su alegación.  En concreto, el artículo XXIII del AGCS establece de manera efectiva que los Miembros pueden recurrir al ESD en los casos en que un Miembro considera que otro no ha cumplido las obligaciones o los compromisos específicos contraídos en virtud del  AGCS.  A su vez, el párrafo 2 del artículo 6 del ESD exige que,  en la solicitud de establecimiento de un grupo especial, se identifiquen las "medidas concretas".

6.150 En nuestra respuesta a la solicitud de resoluciones preliminares hecha por los Estados Unidos
, señalamos que, dado que el párrafo 2 del artículo 6 del ESD es una disposición general que rige el contenido de las solicitudes de establecimiento de grupos especiales, ese párrafo debe ser interpretado conjuntamente con las disposiciones pertinentes de los correspondientes acuerdos de la OMC.
  En este caso las disposiciones pertinentes se encuentran en el AGCS.  El párrafo 3 del artículo I y los apartados a) y c) del artículo XXVIII del AGCS conjuntamente definen en términos generales las "medidas" a las que se aplican las disposiciones del AGCS.  En el grado en  que la definición de una "medida" del párrafo 3 del artículo I y los apartados a) y c) del artículo XXVIII del AGCS es más amplia que el sentido que le da a ese término el párrafo 2 del artículo 6 del ESD, la definición que figura en los primeros complementa el sentido de "medidas" del segundo.

6.151 La identificación de las medidas impugnadas en una diferencia importa, entre otras cosas, para determinar el mandato del grupo especial y asegurar que la parte demandada esté bien informada acerca de los fundamentos de la reclamación en su contra.  En el caso CE - Banano III, el Órgano de Apelación aclaró que:

"Es importante que la solicitud de establecimiento de un grupo especial sea suficientemente precisa por dos razones:  en primer lugar, porque con gran frecuencia constituye la base del mandato del grupo especial, en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 7 del ESD y, en segundo lugar, porque informa a la parte contra la que se dirige la reclamación y a los terceros de cuál es el fundamento jurídico de la reclamación."

ii) Identificación de Antigua de las "medidas" a las que se refiere esta diferencia

6.152 La identificación y la definición de las "medidas" impugnadas por Antigua en esta diferencia han sido problemas difíciles que el Grupo Especial ha tenido que enfrentar desde el comienzo mismo de sus actuaciones.  El Grupo Especial explica a continuación con algún grado de detalle cómo evolucionó la forma en que Antigua fundamentó su caso, para arrojar luz sobre esos problemas y delimitar el contexto dentro del cual el Grupo Especial trató de decidir qué medidas debía considerar para determinar si los Estados Unidos habían infringido las disposiciones específicas del AGCS que Antigua invocó.

6.153 En la parte pertinente de su solicitud de establecimiento del grupo especial, Antigua dice:

"El Gobierno de Antigua y Barbuda considera que determinadas medidas de gobiernos y autoridades centrales, regionales o locales de los Estados Unidos son incompatibles con los compromisos y obligaciones contraídos por los Estados Unidos en virtud del Acuerdo General sobre el Comercio de Servicios (AGCS) con respecto al suministro transfronterizo de servicios de juegos de azar y apuestas.

Las normas que se aplican al suministro transfronterizo de servicios de juegos de azar y apuestas en los Estados Unidos son complejas y consisten en una combinación de legislación estatal y federal.  Las pertinentes se enumeran en las secciones I y II del anexo adjunto a la presente solicitud.  Aunque no siempre está claro en los términos del texto de éstas, las autoridades pertinentes de los Estados Unidos opinan que dichas (por separado o en combinación) tienen el efecto de prohibir todo suministro de servicios de juegos de azar y apuestas desde fuera de los Estados Unidos a consumidores en los Estados Unidos.  La sección III del anexo enumera ejemplos de medidas de autoridades no legislativas de los Estados Unidos que aplican éstas  al suministro transfronterizo de servicios de juegos de azar y apuestas.  Las medidas enumeradas en el anexo sólo están comprendidas en el ámbito de la presente diferencia en tanto dichas medidas impiden o pueden impedir a los operadores de Antigua y Barbuda ofrecer legalmente servicios de juegos de azar y apuestas en los Estados Unidos en condiciones de competencia compatibles con las obligaciones que corresponden a los Estados Unidos.  
La prohibición total de los servicios de juegos de azar y apuestas ofrecidos desde fuera de los Estados Unidos parece estar en conflicto con las obligaciones que corresponden a los Estados Unidos en virtud del AGCS y de su Lista de compromisos específicos anexa al AGCS (y en particular el sector 10.D de ésta) por las siguientes razones:

a)
Las autoridades centrales, regionales o locales de los Estados Unidos permiten a numerosos operadores de origen estadounidense ofrecer todos los tipos de servicios de juegos de azar y apuestas en los Estados Unidos (en algunos casos mediante derechos exclusivos o estructuras monopolísticas).  Sin embargo, no parece que los operadores extranjeros tengan posibilidad alguna de obtener una autorización para el suministro de servicios de juegos de azar y apuestas desde fuera de los Estados Unidos.  Esto parece estar en conflicto con los compromisos y obligaciones contraídos por los Estados Unidos en virtud del AGCS, en especial los párrafos 1 y 3 del artículo VI, los párrafos 1 y 5 del artículo VIII, los párrafos 1 y 2 del artículo XVI, los párrafos 1, 2 y 3 del artículo XVII y la Lista de compromisos específicos de los Estados Unidos.

b)
Las autoridades de los Estados Unidos restringen también las transferencias y pagos internacionales relacionados con servicios de juegos de azar y apuestas ofrecidos desde fuera de los Estados Unidos.  Son ejemplo de ello algunas de las medidas no legislativas enumeradas en la sección III del anexo:  las medidas descritas en los documentos publicados por el Fiscal General de Florida y el Fiscal General de Nueva York.  Estas restricciones parecen infringir el párrafo 1 del artículo VI, el párrafo 1 del artículo XI, el párrafo 1 del artículo XVI, los párrafos 1, 2 y 3 del artículo XVII del AGCS y la Lista de compromisos específicos de los Estados Unidos."

6.154 En su Primera comunicación escrita, Antigua organizó su argumentación basándose en lo que consideraba que era una admisión por parte de los Estados Unidos de que en los Estados Unidos existe una "prohibición total" del suministro transfronterizo de servicios de juegos de azar y apuestas.  Habiéndose basado en esa admisión, en su Primera comunicación escrita Antigua no examinó con ningún detenimiento las disposiciones particulares de la legislación de los Estados Unidos para apoyar su alegación de que los Estados Unidos tienen medidas que son incompatibles con las obligaciones que han contraído de acuerdo con los artículos XVI, XVII, VI y XI del AGCS.

6.155 Después de la Primera comunicación escrita de Antigua, los Estados Unidos solicitaron que se adoptaran resoluciones preliminares.
  En su solicitud de adopción de resoluciones preliminares, los Estados Unidos pidieron al Grupo Especial que declarara que la impugnación por parte de Antigua de una red de leyes federales y estatales que, a juicio de Antigua, conforman una "prohibición total" del suministro transfronterizo de servicios de juegos de azar y apuestas, es incompatible con el AGCS, el ESD y el Acuerdo sobre la OMC.

6.156 En su respuesta a la solicitud de adopción de resoluciones preliminares de los Estados Unidos, el Grupo Especial señaló que en su solicitud de establecimiento del grupo especial, en su Primera comunicación escrita y en sus comentarios sobre la solicitud de adopción de resoluciones preliminares de los Estados Unidos, Antigua había indicado, que efectivamente impugnaba el efecto general y acumulativo de varias leyes federales y estatales que, junto con varias declaraciones de política y otras medidas gubernamentales, conformaban una prohibición total del suministro transfronterizo de servicios de juegos de azar y apuestas, lo cual, según Antigua, era incompatible con las obligaciones contraídas por los Estados Unidos de acuerdo con el AGCS.
  De hecho, en esa etapa de las actuaciones, consideramos que ésta era la base sobre la cual Antigua justificaba su impugnación.

6.157 Sin embargo, en su Segunda comunicación escrita, Antigua manifestó que impugnaba una "prohibición total" del suministro transfronterizo de servicios de juegos de azar y apuestas.  Según Antigua, esta prohibición total "en sí misma constituye una medida en el sentido del AGCS".
  Cuando preguntamos a Antigua si estaba impugnando disposiciones legislativas y reglamentarias específicas, la aplicación específica de estas disposiciones o las prácticas seguidas por los Estados Unidos con respecto al suministro transfronterizo (desde el extranjero) de servicios de juegos de azar y apuestas, Antigua confirmó que estaba impugnando esos tres aspectos con el propósito de poner "a consideración del Grupo Especial la prohibición total misma".
  En esa etapa de las actuaciones del Grupo Especial, Antigua sostuvo que consideraba que era lógico y eficiente  impugnar la prohibición total de los Estados Unidos, como una medida en sí misma y por sí misma, compuesta de disposiciones legislativas y reglamentarias, aplicaciones y prácticas concretas que tanto separada como conjuntamente menoscaban las ventajas resultantes para Antigua y Barbuda del AGCS".

6.158 Los Estados Unidos sostienen que el concepto de "prohibición total" carece de todo sentido o consecuencias jurídicas en relación tanto con la legislación de los Estados Unidos como con el AGCS.  De hecho, a lo largo de todas las actuaciones, los Estados Unidos han sostenido que Antigua no puede impugnar una "prohibición total" del suministro transfronterizo de servicios de juegos de azar y apuestas, como una medida única.
  Los Estados Unidos consideran que las únicas alegaciones comprendidas en la solicitud de Antigua de establecimiento del grupo especial y, por consiguiente, dentro del mandato del Grupo Especial, son alegaciones concretas respecto de disposiciones jurídicas específicas o del efecto colectivo de dos o más de esas disposiciones.
  Según los Estados Unidos, Antigua está efectuando, en lo esencial, afirmaciones sobre el efecto colectivo de leyes internas de los Estados Unidos sobre el suministro transfronterizo de servicios de juegos de azar y apuestas, sin tomar en cuenta las medidas individuales y cómo funcionan.  Los Estados Unidos sostienen que otros grupos especiales han examinado a menudo alegaciones basadas en el efecto combinado de dos o más medidas, pero que acertadamente han considerado esas alegaciones examinando primero cada una de las medidas específicas que supuestamente producen un efecto combinado.
  Los Estados Unidos consideran que no es posible saber cuál es el efecto combinado de varias medidas como asunto de derecho interno, sin examinar primero cómo funciona cada una de ellas y luego analizar la forma en que interactúan.
  Los Estados Unidos añaden que el Órgano de Apelación, en su informe reciente sobre el caso Estados Unidos - Acero al carbono, dejó claro que la parte que sostiene que el derecho interno de otra parte es incompatible con una obligación contraída en la OMC debe presentar pruebas sobre el alcance y el sentido de ese derecho interno.
  Los Estados Unidos entienden que, para que las alegaciones de Antigua prosperen, Antigua debe identificar las disposiciones específicas de las leyes de los Estados Unidos que son incompatibles con disposiciones específicas del AGCS y debe demostrar prima facie cómo y porqué surgen esas incompatibilidades.

6.159 Antigua ha manifestado reiteradamente que es inútil e innecesario identificar las diversas disposiciones legislativas internas que habría que adecuar al AGCS.
  Sostiene que no hay ninguna necesidad de discutir acerca del alcance preciso de leyes específicas de los Estados Unidos, porque los Estados Unidos han admitido que, en virtud de su legislación, hay una prohibición total del suministro transfronterizo de servicios de juegos de azar y apuestas.
  Antigua sostiene además que el hecho de que una "medida" que es impugnada en la OMC comprenda una o más leyes, normas o medidas de conformidad con el derecho interno, no puede ser definitivo para determinar si la suma de las leyes constituye una "medida" en el sentido del ESD.

6.160 Los Estados Unidos no parecen admitir que haya una "prohibición total" del suministro transfronterizo de servicios de juegos de azar y apuestas, aunque sí reconocen que hay una prohibición del suministro a distancia de la mayoría de los servicios de juegos de azar y apuestas.

6.161 En dos reuniones sucesivas del OSD, los Estados Unidos sostuvieron que en los Estados Unidos el suministro transfronterizo de servicios de juegos de azar y apuestas está prohibido por la legislación estadounidense.
  La decisión del Grupo Especial en el caso Estados Unidos - Artículo  301 de la Ley de Comercio Exterior parece dar apoyo a la opinión de que los Estados Unidos están obligados por esas declaraciones.
  Las declaraciones fueron hechas por representantes de los Estados Unidos para dar a conocer su interpretación de las leyes de los Estados Unidos.  Fueron hechas en el contexto de una reunión formal de la OMC, para que quedara constancia de ellas.  Los Estados Unidos no han aducido que cuando los representantes hicieron esas declaraciones estuvieran excediendo las atribuciones que se les habían dado.

6.162 Además, los Estados Unidos, en respuesta a la pregunta formulada por el Grupo Especial de cuáles son los servicios de juegos de azar y apuestas que están prohibidos en los Estados Unidos, respondieron:

"Los Estados Unidos se refieren principalmente a los servicios que entrañan la transmisión de una apuesta mediante un servicio de comunicación por cable, por ejemplo Internet o el teléfono, a través de las fronteras entre los Estados o de las fronteras de los Estados Unidos.  Otros servicios de juegos de azar que están restringidos de manera semejante, tanto dentro del país como a través de las fronteras, son el envío por correo de billetes de lotería entre Estados, el transporte interestatal de material y equipos para hacer apuestas y las apuestas sobre competencias deportivas."

6.163 En otra parte, los Estados Unidos señalaron aspectos del suministro transfronterizo de servicios de juegos de azar y apuestas que, según afirman, no están prohibidos en los Estados Unidos.

"Las restricciones impuestas por los Estados Unidos no excluyen el suministro transfronterizo de todos los servicios de juegos de azar y por lo tanto no constituyen una 'prohibición total'.  Por ejemplo:

•
Las personas que no estén dedicadas al negocio de los juegos de azar pueden transmitir apuestas casuales o sociales por cualquier medio, siempre y cuando ello esté permitido por la ley del Estado de que se trate.

•
Los servicios de quiniela o apuestas mutuas pueden intercambiar datos contables e imágenes necesarias para permitir que un hipódromo ubicado fuera de los Estados Unidos ofrezca la posibilidad de hacer apuestas mutuas sobre las carreras hípicas de los Estados Unidos (y viceversa), siempre y cuando esos juegos de apuestas sean lícitos en las jurisdicciones de quienes envían esa información y quienes la reciben.

•
Los proveedores de servicios de relación riesgo-ganancia y hándicap (por ejemplo, las personas que asignan los hándicap en las carreras de caballos), así como otros servicios informativos sobre juegos de apuestas pueden suministrar esos servicios siempre que la forma de juego de azar a la que contribuyan sea lícita en las jurisdicciones de quienes envían la información y quienes la reciben.

•
Se pueden ofrecer en sitios de Internet juegos en los que no se hacen apuestas en dinero real (y son muchos los que lo hacen).

•
Cualquier otro servicio de juegos de azar que no consista en la transmisión de una apuesta es lícito en la medida indicada en 18 U.S.C. § 1084(b), siempre y cuando no contravenga las leyes estatales en la jurisdicción de los Estados Unidos en que se encuentre el consumidor."

6.164 Sobre la base de lo anterior, entendemos que los Estados Unidos reconocen que las leyes federales y estatales se aplican y se hacen cumplir  para prohibir lo que describen como "suministro a distancia" de la mayor parte de los servicios de juegos de azar y apuestas.
  Los Estados Unidos definen "suministro a distancia" de la siguiente manera:

[S]ituaciones en las que el proveedor del servicio de juegos de azar (ya sea extranjero o nacional) y el consumidor del servicio no se encuentran físicamente juntos.  En otras palabras, el consumidor de un servicio suministrado a distancia no tiene que acudir a ningún tipo de punto de venta, ya sea un puesto minorista, un casino, una máquina expendedora, etc.  En cambio, el proveedor a distancia carece de punto de presencia pero ofrece el servicio directamente al consumidor a través de algún medio de comunicación a distancia.  El suministro no hecho a distancia significa que el consumidor se presenta en un punto de presencia del proveedor, facilitando de esa manera la identificación de la persona, la comprobación de su edad, etc."

6.165 A pesar de que los Estados Unidos han admitido que las leyes federales y estatales se aplican y se hacen cumplir para prohibir lo que describen como el "suministro a distancia" de la mayoría de los servicios de juegos de azar y apuestas, lo que sigue sin estar claro es cuáles son las disposiciones específicas de esas leyes que prohíben el suministro a distancia de servicios de juegos de azar y apuestas en los Estados Unidos y con qué disposiciones específicas del AGCS son incompatibles y por qué.

6.166 Como resulta evidente de lo anterior, el Grupo Especial ha tropezado con dificultades serias para precisar las medidas particulares que están en litigio en esta diferencia.  Dado que Antigua parece haber sostenido en sus comunicaciones más recientes que lo que desea poner a consideración del Grupo Especial es  la "prohibición total" del suministro transfronterizo de servicios de juegos de azar y apuestas, consideramos que hay dos asuntos esenciales que debemos decidir antes de que podamos pasar a examinar y evaluar las alegaciones de Antigua sobre el incumplimiento del AGCS.  En primer lugar, ¿puede Antigua impugnar una "prohibición total" del suministro transfronterizo de servicios de juegos de azar y apuestas establecida en las leyes de los Estados Unidos como una medida en sí misma en el contexto de esta diferencia?  En segundo lugar, si Antigua no tiene derecho a impugnar esa "prohibición total" como una medida en esta diferencia, ¿qué medidas debe considerar el Grupo Especial para determinar si Antigua ha demostrado sus alegaciones de que se ha infringido el AGCS? A continuación tratamos estos dos asuntos sucesivamente.

b) ¿Puede Antigua impugnar una "prohibición total" del suministro transfronterizo de servicios de juegos de azar y apuestas establecida en leyes de los Estados Unidos como una medida en sí misma  en el marco de esta diferencia?

6.167 De conformidad con el artículo 7 del ESD y las constataciones del Órgano de Apelación en el caso CE - Banano III
, para determinar si Antigua puede o no impugnar una "prohibición total" como una medida en esta diferencia, el Grupo Especial debe remitirse a la solicitud de establecimiento del grupo especial que presentó Antigua, ya que esa solicitud es la que define nuestro mandato.

6.168 Recordamos que Antigua, en su solicitud de establecimiento del grupo especial
, sostiene que "determinadas medidas de gobiernos y autoridades centrales, regionales o locales de los Estados Unidos" son incompatibles con los compromisos y obligaciones contraídos por los Estados Unidos en virtud del AGCS con respecto al suministro transfronterizo de servicios de juegos de azar y apuestas.  En la solicitud de establecimiento del grupo especial se añade que "las  leyes pertinentes se enumeran en las secciones I y II del anexo adjunto a la presente solicitud" y que "la sección III del anexo enumera ejemplos de medidas de autoridades no legislativas de los Estados Unidos que aplican estas leyes al suministro transfronterizo de servicios de juegos de azar y apuestas".  Es importante también que en la solicitud de establecimiento del grupo especial se manifiesta que "las medidas enumeradas en el anexo sólo están comprendidas en el ámbito de la presente diferencia en tanto dichas medidas impiden o pueden impedir a los operadores de Antigua y Barbuda ofrecer legalmente servicios de juegos de azar y apuestas en los Estados Unidos en condiciones de competencia compatibles con las obligaciones que corresponden a los Estados Unidos."

6.169 Antigua no incluye una "prohibición total" como medida que busque impugnar en ninguna parte de su solicitud de establecimiento del grupo especial.  En cambio, en esa solicitud Antigua declara que el efecto de las leyes mencionadas en las secciones I y II del anexo es "prohibir todo suministro de servicios de juegos de azar y apuestas desde fuera de los Estados Unidos a consumidores en los Estados Unidos".  La solicitud de establecimiento del grupo especial señala a continuación que este efecto, al que posteriormente se denomina en la solicitud "la prohibición total" de suministrar servicios de juegos de azar y apuestas desde fuera de los Estados Unidos, está en conflicto con las obligaciones que corresponden a los Estados Unidos en virtud del AGCS.

6.170 Para nosotros es evidente que, a juzgar por la solicitud de establecimiento del grupo especial, Antigua identificó las medidas mencionadas en el anexo de esa solicitud como el objeto de su impugnación con arreglo al AGCS.  También es evidente para nosotros que Antigua, en su solicitud de establecimiento del grupo especial, habla de "prohibición total" para describir el efecto supuesto de las medidas enumeradas en las secciones I y II de la solicitud.

6.171 Entendemos que Antigua está obligada a apoyarse en las medidas que señala en su solicitud de establecimiento del grupo especial.  Dado que no identificó la "prohibición total" como una medida en sí misma, no tiene derecho a basarse en ella como una "medida" en esta diferencia.  Además, consideramos que en esta diferencia, aunque esa "prohibición total" haya sido identificada como una "medida" en la solicitud de establecimiento del grupo especial,  Antigua no tiene derecho a basarse en la "prohibición total" como tal, por las razones que se señalan a continuación.

6.172 El apartado a) del artículo XXVIII del AGCS establece que una "medida" de acuerdo con el AGCS es "cualquier medida adoptada por un Miembro, ya sea en forma de ley, reglamento, regla, procedimiento, decisión o disposición administrativa, o en cualquier otra forma" (sin cursivas en el original).  La referencia a "cualquier otra forma" en esta definición indica una interpretación amplia del término "medida" en el contexto del AGCS.

6.173 En el caso Estados Unidos - Examen por extinción:  acero resistente a la corrosión, el Órgano de Apelación, cuando analizó el sentido del término "medida" en la legislación de la OMC, hizo referencia al párrafo 3 del artículo 3 del ESD.  Señaló en particular que:

"El párrafo 3 del artículo 3 del ESD se refiere a 'situaciones en las cuales un Miembro considere que cualesquiera ventajas resultantes para él directa o indirectamente de los acuerdos abarcados se hallan menoscabadas por medidas adoptadas por otro Miembro'.  (sin cursivas en el original) Esta frase identifica el vínculo pertinente, a los efectos del procedimiento de solución de diferencias, entre la "medida" y un "Miembro".  En principio, todo acto u omisión atribuible a un Miembro de la OMC puede ser una medida de ese Miembro a efectos del procedimiento de solución de diferencias.  Los actos u omisiones que pueden ser atribuidos de ese modo son habitualmente los actos u omisiones de los órganos del Estado, incluidos los del poder ejecutivo.

Además, en la práctica de solución de diferencias del GATT y la OMC, los grupos especiales han examinado con frecuencia medidas que consistían no sólo en actos concretos aplicados solamente a una situación específica, sino también actos que establecen reglas o normas destinadas a ser aplicadas de manera general y prospectiva.  En otras palabras, los instrumentos de un Miembro que contengan reglas o normas pueden constituir una "medida", con independencia de que esas reglas o normas se apliquen en un caso concreto y de cómo se apliquen.  
..Este análisis nos lleva a la conclusión de que no hay fundamento alguno, ni en la práctica del GATT y la OMC en general ni en las disposiciones del Acuerdo Antidumping, para constatar que únicamente determinados tipos de medidas puedan ser impugnadas, en sí mismas, en el procedimiento de solución de diferencias al amparo del Acuerdo Antidumping."
  (sin cursivas en el original)

6.174 Para resumir, la definición de "medidas" de acuerdo con el AGCS y la jurisprudencia relativa a la interpretación de este término en el contexto del ESD, indica que al término se le da una interpretación amplia en el marco del AGCS.  Incluye todo "acto u omisión atribuible a un Miembro de la OMC" y "los instrumentos de un Miembro que contengan reglas o normas ... con independencia de que esas reglas o normas se apliquen en un caso concreto y de cómo se apliquen".
6.175 A pesar de la amplitud del concepto de "medidas" según el AGCS y el ESD, el Grupo Especial considera que, en las circunstancias de este caso, la presunta "prohibición total" del suministro transfronterizo de servicios de juegos de azar y apuestas describe el efecto supuesto de una lista imprecisa de disposiciones legislativas y otros instrumentos y no puede constituir una "medida" única y autónoma que pueda ser impugnada en sí misma, ni siquiera aunque se alegue que, tomadas en conjunto, esas disposiciones legislativas y otros instrumentos dan como resultado una prohibición total.  Las razones que sustentan esta conclusión son las que aparecen a continuación.

6.176 En primer lugar, según nuestro criterio, Antigua usa en este caso la expresión "prohibición total" a modo de descripción de un efecto supuesto que objeta, a saber, que a los proveedores de Antigua se les prohíbe el suministro transfronterizo de servicios de juegos de azar y apuestas en los Estados Unidos.  Como se señaló supra, el Órgano de Apelación, en el asunto Estados Unidos ‑ Examen por extinción:  acero resistente a la corrosión, dejó claro que "los instrumentos de un Miembro que contengan reglas o normas pueden constituir una 'medida'" que puede ser impugnada de acuerdo con el ESD.  No consideramos que en esta diferencia, la "prohibición total" que describe Antigua pueda ser interpretada como un "instrumento" en el sentido que el Órgano de Apelación da a este término, porque se trata de la descripción de un efecto y no de un instrumento que contenga reglas o normas.
6.177 En segundo lugar, el párrafo 2 del artículo 6 del ESD exige que en la solicitud de establecimiento de un grupo especial se identifiquen medidas "concretas".  A nuestro juicio, la "prohibición total" no ha sido identificada concretamente.  En particular, los detalles de cómo está constituida no están claros.  A este respecto, recordamos que Antigua enumeró 93 leyes en su solicitud de establecimiento del grupo especial.  Sin embargo, durante el curso de las actuaciones, la misma Antigua planteó la cuestión de cuáles de esas leyes y cuáles de sus disposiciones debían ser examinadas como parte de la supuesta "prohibición total".  En particular, en su respuesta a una pregunta formulada por el Grupo Especial en que éste pidió que Antigua aclarara qué era lo que impugnaba específicamente, Antigua se refirió a las leyes  citadas en su solicitud de establecimiento del grupo especial y añadió lo siguiente:

"[E]s importante señalar que Antigua y Barbuda ha citado todas estas leyes en su solicitud de establecimiento de un grupo especial con el fin de ser lo más exhaustiva posible, y no porque crea que cada una de las leyes es una parte esencial del "rompecabezas" sin la cual no habría una prohibición total.  La mayoría de las leyes citadas en la solicitud de establecimiento de un grupo especial son leyes sobre prohibición que podrían aplicarse con independencia unas de otras para prohibir el suministro transfronterizo desde Antigua y Barbuda."
  (sin cursivas en el original)

6.178 El Grupo Especial intentó obtener aclaraciones de Antigua en varias oportunidades diferentes con respecto a qué era exactamente lo que impugnaba.  Cuando el Grupo Especial preguntó qué disposiciones concretas de qué medidas legislativas concretas efectivamente impugnaba, Antigua contestó:

"Antigua y Barbuda impugna básicamente cada disposición legislativa que pueda interpretarse que forma parte de la prohibición total por los Estados Unidos del suministro transfronterizo de servicios de juegos de azar y apuestas.  Las disposiciones legales en las que más parecen basarse los Estados Unidos en sus medidas de aplicación de la ley, o que es más probable que formen parte de la prohibición total, se enumeraron en el anexo de la solicitud de establecimiento de un grupo especial presentada por Antigua y Barbuda y también se presentaron al Grupo Especial, junto con resúmenes."
  (sin cursivas en el original)

6.179 En su primera declaración oral, Antigua destacó "[sus] esfuerzos ... por incluir en sus solicitudes de establecimiento de un grupo especial y de celebración de consultas un elevadísimo número de leyes estadounidenses", lo que, a su juicio, demuestra "buena fe".  No obstante, al mismo tiempo declara que debido a la complejidad y la ambigüedad, así como la superposición entre leyes federales y estatales, resulta "muy difícil determinar con total exactitud cuáles son las leyes y reglamentaciones de los Estados Unidos que podrían aplicarse para prohibir el suministro transfronterizo de servicios de juegos de azar y apuestas."
  Antigua también dice que considera "inútil e innecesario" hacer ese trabajo de identificación.

6.180 Según nuestra opinión, teniendo en cuenta las disposiciones pertinentes del ESD, en particular del artículo 7 relativo al "mandato", y que la carga de establecer la presunción recae sobre Antigua, consideramos que es decisivo, y no "inútil e innecesario", proceder de manera precisa y consecuente en la identificación de las medidas en litigio.
6.181 En tercer lugar, el Grupo Especial recuerda que la identificación de las medidas impugnadas es de importancia crítica no sólo para definir el mandato del Grupo Especial e informar a la parte demandada de la base jurídica de la reclamación para que pueda defenderse, sino también porque la medida impugnada, si se concluye que incumple un acuerdo de la OMC, deberá ser puesta en conformidad con ese acuerdo, según se dispone en el párrafo 1 del artículo 19 del ESD.  Consideramos que la posibilidad de poner un instrumento en conformidad con un Acuerdo de la OMC es una consideración importante para determinar si una medida ha sido o no suficientemente identificada a los fines del ESD y del AGCS.  
6.182 El Grupo Especial no ve cómo se puede pedir a los Estados Unidos que apliquen una recomendación del OSD de poner una "prohibición" en conformidad con el AGCS de acuerdo con el párrafo 1 del artículo 19 del ESD, cuando la base de la "prohibición total" que Antigua ha identificado como la medida que impugna es un "rompecabezas" de leyes definido sin precisión.
  El Grupo Especial tampoco ve la forma en que el OSD puede vigilar el proceso de aplicación de conformidad con el párrafo 6 del artículo 21 del ESD, ni cómo un grupo especial de aplicación establecido de acuerdo con el párrafo 5 del artículo 21 del ESD puede establecer el grado de compatibilidad de cualquier medida de aplicación con las normas de la OMC, si no hay certeza acerca de cuáles son las leyes que deben enmendarse en última instancia para eliminar una "prohibición total", en el caso de que se concluya  que esa prohibición infringe el AGCS.

6.183 Antigua ha sostenido que el hecho de que la "prohibición total" esté constituida por una gran cantidad de disposiciones legales diferentes no significa que los Estados Unidos tendrían que abolir o enmendar todas esas disposiciones separadas para poner a aquélla en conformidad con el AGCS, ya que el Gobierno Federal de los Estados Unidos tiene la facultad de legislar en el área del comercio internacional de forma tal que "excluya" todas las leyes y los reglamentos estatales contradictorios.
  Con respecto a este argumento, señalamos que nuestra función en esta diferencia es identificar qué medidas son incompatibles con el AGCS.  Según el párrafo 1 del artículo 19 del ESD, si llegamos a la conclusión de que, en esta diferencia, una medida es incompatible con el AGCS, sólo podemos hacer una recomendación al OSD para que los Estados Unidos "la pongan en conformidad" con el AGCS.  Del párrafo 1 del artículo 19 se desprende claramente que nuestro papel no se extiende a establecer cómo los Estados Unidos deben aplicar esa recomendación.  En el mejor de los casos, podríamos hacer sugerencias, de acuerdo con la segunda oración del párrafo 1 del artículo 19, acerca de cómo los Estados Unidos podrían aplicar nuestra recomendación, una vez adoptada por el OSD.  Sin embargo, estas sugerencias no serían de cumplimiento obligatorio para los Estados Unidos.  Por consiguiente, consideramos que el hecho de que los Estados Unidos dispongan de la facultad de legislar para invalidar las  leyes y los reglamentos estatales contradictorios con respecto al suministro de servicios de juegos de azar y apuestas no es una cuestión que debamos considerar en estas actuaciones, aunque puede tener importancia en el contexto de la evaluación que pueda hacerse de la aplicación de nuestras recomendaciones, de acuerdo con el párrafo 5 del artículo 21 del ESD.
6.184 Por último, siempre se supone que las leyes nacionales de los Miembros son compatibles con el Acuerdo sobre la OMC.
  Antigua, en su carácter de parte reclamante en esta diferencia, tiene la obligación de identificar debidamente las medidas con algún grado de detalle y de explicación, para permitir que los Estados Unidos se defiendan de forma adecuada.  El hecho de que los Estados Unidos hayan admitido que las leyes de los Estados Unidos imponen una prohibición total o parcial del suministro a distancia de ciertos servicios de juegos de azar y apuestas no libera a Antigua de su obligación de identificar concretamente y de probar las incompatibilidades con las normas de la OMC que resultan de esa prohibición.  Además, el hecho de que exista en la legislación de los Estados Unidos una prohibición del suministro a distancia de servicios de juegos de azar y apuestas, a nuestro juicio no significa necesariamente que esa legislación se opone al AGCS o al Acuerdo sobre la OMC.  Antigua debe aún demostrar que la prohibición de los Estados Unidos es una limitación incompatible con las normas de la OMC, en relación con la cual los Estados Unidos también quizás puedan invocar excepciones generales o específicas para justificarla.  Por lo tanto, no entendemos cómo la simple alegación de que hay una prohibición total puede permitir a Antigua cumplir el requisito de la carga de la prueba.

6.185 Sobre la base de lo anterior, llegamos a la conclusión de que Antigua no tiene derecho a basarse en una "prohibición total" del suministro transfronterizo de juegos de azar y apuestas como una "medida" en sí misma en esta diferencia.

c) Medidas que el Grupo Especial debe considerar para determinar si se ha infringido el AGCS

6.186 Aún queda por determinar cuáles son las medidas que el Grupo Especial debe tomar en cuenta para determinar si los Estados Unidos han infringido o no las obligaciones que tienen en virtud del AGCS.

6.187 Como señalamos antes, consideramos que estamos obligados a examinar las medidas que Antigua ha identificado en su solicitud de establecimiento del grupo especial.  Ésta se refiere a las medidas enumeradas en las secciones I y II del anexo de la solicitud de establecimiento del grupo especial que, de acuerdo con la solicitud, son leyes que se aplican al suministro transfronterizo de servicios de juegos de azar y apuestas en los Estados Unidos.  La solicitud de establecimiento del grupo especial también se refiere a las medidas enumeradas en la sección III del anexo que, según Antigua, son "ejemplos de medidas de autoridades no legislativas de los Estados Unidos que aplican [las leyes contenidas en las secciones I y II] ... en tanto dichas medidas impiden o pueden impedir a los operadores de Antigua y Barbuda ofrecer legalmente servicios de juegos de azar y apuestas."
6.188 Las secciones I, II y III del anexo de la solicitud de Antigua de establecimiento del grupo especial contienen un total de 105 medidas.  Las medidas enumeradas en la solicitud de establecimiento del grupo especial son una combinación de leyes federales y estatales, decisiones de tribunales de justicia, declaraciones de Fiscales Generales de los estados, sitios Web y acuerdos entre organismos judiciales de los Estados Unidos y empresas de tarjetas de crédito.

6.189 Solicitamos a Antigua que aclarara si se esperaba que el Grupo Especial, para determinar si los Estados Unidos habían infringido o no el AGCS, tomara en consideración todos los puntos enumerados en la solicitud de establecimiento del grupo especial.
  Antigua contestó:

"Antigua y Barbuda impugna los tres aspectos, que están intrínsecamente vinculados y son todos elementos de la prohibición total que Antigua y Barbuda pretende impugnar en el presente asunto.  Se da a las disposiciones legislativas y reglamentarias un efecto práctico por su aplicación a casos concretos.  Por ejemplo, si los Estados Unidos mantuvieran su prohibición pero no la hicieran efectiva, el menoscabo de las ventajas resultantes para Antigua y Barbuda del AGCS sería mucho menos sustancial y probablemente Antigua y Barbuda no habría iniciado el presente procedimiento.  La práctica de los Estados Unidos relativa al suministro transfronterizo de servicios de juegos de azar y apuestas también se basa o pretende basarse en disposiciones legislativas y reglamentarias. 
  En opinión de Antigua y Barbuda, no sería lógico ni eficaz impugnar alguno de estos elementos sin impugnar los demás."

6.190 Antigua manifestó con mucha claridad en la respuesta anterior que impugna leyes, aplicaciones y prácticas en relación con la legalidad de la prohibición por parte de los Estados Unidos del suministro a distancia de servicios de juegos de azar y apuestas.  Más abajo hacemos referencia a las comunicaciones de Antigua y a las pruebas que, según creemos, son pertinentes para decidir qué leyes, aplicaciones y prácticas puede tomar en consideración el Grupo Especial para determinar si los Estados Unidos han infringido los artículos del AGCS que Antigua invoca.  Primero examinamos las "aplicaciones concretas", seguidas por "la práctica" y, por último, consideramos "las leyes" en litigio.

ii) Aplicaciones concretas

6.191 Con respecto a las aplicaciones concretas que Antigua trata de impugnar, cuando el Grupo Especial pidió a Antigua información adicional acerca de cuándo y cómo las autoridades competentes de los Estados Unidos habían rechazado los intentos de los operadores de Antigua de suministrar servicios transfronterizos de juegos de azar y apuestas, Antigua dijo que no podía señalar ningún caso particular de denegación de una solicitud de licencia de suministro transfronterizo de servicios de juegos de azar y apuestas, a pesar de haberlo afirmado expresamente en su Primera comunicación escrita y su primera declaración oral.
  En respuesta a una pregunta formulada por el Grupo Especial y con el propósito de aclarar sus alegaciones, Antigua manifestó:

"Lo que se quería decir con ello no era que los operadores de Antigua y Barbuda hubiesen solicitado suministrar servicios de juegos de azar y apuestas a los Estados Unidos y que éstos lo hubiesen negado;  la cuestión era que, en virtud del derecho estadounidense, es imposible que los proveedores de Antigua y Barbuda cumplan los criterios de autorización.  Hay dos razones para ello.  La primera es obvia:  el Gobierno de los Estados Unidos considera ilegal el suministro transfronterizo de servicios de juegos de azar y apuestas, y, por tanto, sería ilegal que los proveedores de Antigua y Barbuda obtuvieran autorización en el marco de la legislación estadounidense tal como existe actualmente. En la primera reunión del Grupo Especial, Antigua y Barbuda solicitó a los Estados Unidos que explicasen cómo podrían suministrar legalmente los proveedores de Antigua y Barbuda servicios de juegos de azar y apuestas en los Estados Unidos.  Como respuesta, los Estados Unidos confirmaron que ello no era posible.

En segundo lugar, según las leyes o prácticas de cada Estado que prevé juegos de azar autorizados por el Estado en una forma u otra, las condiciones de las que depende la obtención del derecho a suministrar servicios de juegos de azar en el Estado excluyen por definición la admisibilidad de los operadores de Antigua y Barbuda para las actividades transfronterizas.  Por consiguiente, incluso si los Estados Unidos no mantuvieran su prohibición total, los operadores de Antigua y Barbuda tampoco podrían ofrecer legalmente sus servicios en el marco de los sistemas de autorización de los diferentes Estados."
  (sin cursivas en el original)

6.192 Nos parece que esta respuesta indica que Antigua impugna las leyes y las prácticas relacionadas con ellas, en lugar de aplicaciones concretas de las leyes pertinentes.  Sin embargo, cuando Antigua contestó una pregunta formulada por el Grupo Especial en que se pedían argumentos a favor de una alegación hecha por Antigua de que es ilegal que los operadores de Antigua y Barbuda suministren servicios de juegos de azar y apuestas en los Estados Unidos, Antigua se refirió a tres casos judiciales en que se aplicaron las disposiciones pertinentes de la Wire Act (Ley de comunicaciones por cable), la Travel Act (Ley de viajes) y la Illegal Gambling Business Act (Ley sobre actividades ilícitas de juegos de azar).
  También hizo referencia a ejemplos de sanciones aplicadas a intermediarios financieros.
  Por último, mencionó varias declaraciones de funcionarios públicos que recomendaron a empresas nacionales de publicidad que no permitieran que se hiciese publicidad de servicios extranjeros de juegos de azar a través de Internet.
  Aunque no todos esos ejemplos serían necesariamente "aplicaciones" en el sentido de la jurisprudencia de la OMC, podrían ser utilizados, sin embargo, como prueba de la forma en que los Estados Unidos interpretan y aplican efectivamente las medidas impugnadas, es decir como pruebas de la práctica de los Estados Unidos.

6.193 En la sección III del anexo de la solicitud de Antigua de establecimiento del grupo especial se mencionan algunos de esos ejemplos.
  En la sección III se enumeran documentos que en su solicitud Antigua incluyó en la categoría "Otras actuaciones o medidas federales y estatales de los Estados Unidos".  Destacamos que en nuestra respuesta a la solicitud de los Estados Unidos de resoluciones preliminares, señalábamos que:

"Dado que Antigua y Barbuda ha indicado que no se propone tratar los elementos enumerados en la sección III como 'medidas' distintas y autónomas sino que, básicamente, pretende basarse en ellas como prueba para ilustrar la existencia de una prohibición general contra el suministro transfronterizo de servicios de juegos de azar y apuestas en los Estados Unidos, nos abstenemos de descartar la pertinencia de dichos elementos.  Sin embargo, como sugirió Antigua y Barbuda, durante nuestro examen sustantivo de la presente diferencia no las consideraremos ni examinaremos como medidas separadas autónomas." (sin cursivas en el original)

6.194 En otras palabras, de acuerdo con lo que propuso Antigua, durante las actuaciones consagradas a las resoluciones preliminares sobre este caso, decidimos que no consideraríamos ni examinaríamos los elementos de la sección III del anexo de la solicitud de Antigua de establecimiento del grupo especial como medidas separadas y autónomas, pero que podían ser pertinentes para la demostración por parte de Antigua de que las medidas legislativas mencionadas en las secciones I y II del anexo de su solicitud de establecimiento del grupo especial dan como resultado una prohibición total del suministro transfronterizo de servicios de juegos de azar y apuestas.

6.195 Por consiguiente, nuestra conclusión es que Antigua no impugna en esta diferencia "aplicaciones" específicas como medidas separadas y autónomas.  No obstante, cuando sea necesario, haremos referencia a los casos judiciales en los que se aplicaron las disposiciones pertinentes de la Wire Act (Ley de comunicaciones por cable), la Travel Act (Ley de Viajes) y la Illegal Gambling Business Act (Ley sobre actividades ilícitas de juegos de azar), a las sanciones contra intermediarios financieros y empresas de medios de comunicación y a las declaraciones de funcionarios públicos que recomendaron a empresas nacionales de publicidad que no permitieran que se hiciese publicidad de servicios extranjeros de juegos de azar suministrados a través de Internet, como ejemplos que ilustran la "práctica" de las autoridades de los Estados Unidos relativa a su interpretación y aplicación de la legislación pertinente, que tratamos más abajo con más detenimiento.

iii) La práctica

6.196 El Grupo Especial que entendió en el caso Estados Unidos - Examen por extinción:  acero resistente a la corrosión manifestó que, de acuerdo con la jurisprudencia de la OMC, "la práctica" es "una pauta reiterada de respuestas similares ante una serie de circunstancias".
  En el mismo caso, el Órgano de Apelación señaló que "la práctica", en forma de un boletín de política, por ejemplo, puede ser impugnada "en sí misma".
  En el asunto Estados Unidos - Medidas compensatorias sobre determinados productos de las CE, el Órgano de Apelación recomendó que los Estados Unidos pusieran su "práctica" en conformidad con el Acuerdo SMC.  El Órgano de Apelación, en el caso Estados Unidos - Acero al carbono, señaló que también puede utilizarse "la práctica" como prueba de la forma en que se interpretan y aplican las leyes.

6.197 Con base en lo señalado, entendemos que "la práctica" puede considerarse una medida autónoma que puede ser impugnada en sí misma o puede utilizarse para apoyar una interpretación de una ley específica que es impugnada "como tal".

6.198 Opinamos que los tres casos judiciales en los que se aplicaron las disposiciones pertinentes de la Wire Act (Ley de comunicaciones por cable), la Travel Act (Ley de Viajes) y la Illegal Gambling Business Act (Ley sobre actividades ilícitas de juegos de azar), los ejemplos de las sanciones contra intermediarios financieros y empresas de medios de comunicación y las diversas declaraciones de funcionarios públicos que recomendaron a empresas nacionales de publicidad que no permitieran que se hiciese publicidad de servicios extranjeros de juegos de azar suministrados a través de Internet pueden considerarse "prácticas".  Sin embargo, Antigua no impugna esas prácticas "como tales".  En cambio, de acuerdo con la respuesta a la solicitud de los Estados Unidos de adopción de resoluciones preliminares
, el Grupo Especial considera que Antigua tiene derecho a referirse a esas prácticas en sus comunicaciones, para sustentar sus alegaciones y argumentos de que determinadas leyes son incompatibles con las obligaciones de los Estados Unidos en el marco del AGCS.

iv) Leyes

6.199 Pasando por último a las leyes que Antigua sostiene que producen una "prohibición total" que va en contra de las disposiciones del AGCS, Antigua enumeró 93 leyes en su solicitud de establecimiento del grupo especial.  En la primera reunión sustantiva del Grupo Especial con las partes, Antigua presentó los textos de esas leyes, junto con resúmenes generales de la mayoría de las medidas mencionadas en la solicitud de establecimiento del grupo especial.

6.200 Sin embargo, en el transcurso de las actuaciones, Antigua creó dudas sobre la medida en que el Grupo Especial debía tomar en consideración cada una de esas leyes para determinar si los Estados Unidos infringían el AGCS o no.  Antigua dijo:

"Las medidas enumeradas en el anexo sólo están comprendidas en el ámbito de la presente diferencia en tanto dichas medidas impiden o pueden impedir a los operadores de Antigua y Barbuda ofrecer legalmente servicios de juegos de azar y apuestas en los Estados Unidos en condiciones de competencia compatibles con las obligaciones que corresponden a los Estados Unidos".
  (sin cursivas en el original)

6.201 Además, como se señaló supra, Antigua manifestó que "La mayoría de las medidas mencionadas en la solicitud de establecimiento de un grupo especial son prohibiciones que se podría aducir, que son aplicables independientemente unas de otras, contra operadores de juegos de azar de Antigua." (sin cursivas en el original)

6.202 Recordamos nuevamente que cuando se preguntó a Antigua qué disposiciones específicas de qué medidas legislativas específicas impugnaba realmente, Antigua contestó:

"Antigua y Barbuda impugna básicamente cada disposición legislativa que pueda interpretarse que forma parte de la prohibición total por los Estados Unidos del suministro transfronterizo de servicios de juegos de azar y apuestas.  Las disposiciones legales en las que más parecen basarse los Estados Unidos en sus medidas de aplicación de la ley, o que es más probable que formen parte de la prohibición total, se enumeraron en el anexo de la solicitud de establecimiento de un grupo especial presentada por Antigua y Barbuda y también se presentaron al Grupo Especial, junto con resúmenes."
  (sin cursivas en el original)

6.203 Los Estados Unidos sostienen que, en la medida en que no dice con precisión qué disposiciones son pertinentes o no, ni ofrece argumentos sobre disposiciones particulares, Antigua no cumple los requisitos básicos de una demostración prima facie.
  Según los Estados Unidos, Antigua no puede sustentar sus argumentos mediante la simple identificación de leyes que "pueden interpretarse" como pertinentes o que "es más probable" que lo sean.  Para que el Grupo Especial pueda considerar si cientos de leyes de los Estados Unidos interactúan de manera que son incompatibles con el AGCS y para que los Estados Unidos puedan defender su legislación, es razonable y necesario que Antigua sea muy precisa acerca de cuáles son las medidas particulares de los Estados Unidos que impugna y su importancia, sentido, interacción e interpretación de acuerdo con el derecho interno de los Estados Unidos.  Los Estados Unidos sostienen que Antigua no ha hecho nada de esto.

6.204 De lo anterior resulta evidente que Antigua en realidad está pidiendo al Grupo Especial que él mismo identifique cuáles de las medidas enumeradas y qué disposiciones de esas medidas se podría interpretar que imponen una prohibición del suministro transfronterizo de servicios de juegos de azar y apuestas.  Incluso entre las medidas de las que se podría decir que imponen  esa prohibición, Antigua dice que se puede sostener que la mayor parte de ellas se podrían aplicar en forma independiente para imponer una prohibición del suministro transfronterizo de servicios de juegos de azar y apuestas.  Sin embargo, se deja en manos del Grupo Especial determinar por sí mismo qué medidas se podrían aplicar en forma independiente para imponer esa prohibición.  Además, Antigua señala que las medidas enumeradas en el anexo sólo quedan comprendidas en el ámbito de la diferencia "en tanto dichas medidas impiden o pueden impedir a los operadores de Antigua y Barbuda ofrecer legalmente servicios de juegos de azar y apuestas en los Estados Unidos." También aquí se pide al Grupo Especial que determine qué medidas impiden realmente o pueden impedir en teoría que los operadores de Antigua ofrezcan legalmente servicios de juegos de azar y apuestas en los Estados Unidos.

6.205 Enfrentados a esta ambigüedad, debemos decidir cuáles de las 93 leyes enumeradas en las secciones I y II del anexo de la solicitud de establecimiento de este grupo especial debemos tomar en consideración.  A modo de contexto para esta decisión, recordamos la siguiente declaración del Órgano de Apelación en el caso Canadá - Automóviles en la que, después de revocar la constatación del Grupo Especial, manifestó:

"Somos conscientes de la importancia del AGCS como nuevo acuerdo multilateral de comercio abarcado por el Acuerdo sobre la OMC.  La presente apelación constituye sólo el segundo caso en el que se nos ha pedido que revisemos las constataciones de un grupo especial sobre disposiciones del AGCS.  Dada la complejidad de la materia objeto del comercio de servicios y la novedad de las obligaciones derivadas del AGCS, consideramos que las alegaciones formuladas al amparo del AGCS merecen profunda atención y deben ser objeto de un análisis cuidadoso."

6.206 Esta diferencia es el cuarto caso de la OMC en que el AGCS está en juego.  De acuerdo con los comentarios precedentes del Órgano de Apelación, hemos hecho los mayores esfuerzos para examinar las alegaciones hechas por Antigua de conformidad con el AGCS a pesar de las dificultades prácticas con que tropezamos.

6.207 Antigua dijo que había "proporcionado una considerable cantidad de pruebas sobre la prohibición total en la legislación estadounidense [y la] estructura de esa prohibición [incluidas] numerosas referencias y análisis de las principales leyes federales aplicadas por los Estados Unidos en apoyo de esa prohibición total;  la presentación al Grupo Especial del texto de las principales leyes estatales y federales en que se basa la prohibición total;  consideraciones sobre el régimen básico de interacción de las leyes estatales y federales en la esfera de los servicios de juegos de azar y apuestas y sobre la forma en que esas leyes contribuyen a afianzar la prohibición total."
  Sin embargo, a nuestro juicio, Antigua en realidad ha dejado que el Grupo Especial estudie todo el material que Antigua presentó para determinar cuáles de las 93 medidas que Antigua mencionó en su solicitud de establecimiento del grupo especial dan por resultado transgresiones del AGCS.  No creemos que sea correcto que nosotros estudiemos todos los elementos enumerados en la solicitud de Antigua de establecimiento del grupo especial para identificar las leyes en las que Antigua podría haberse basado para defender una posición que la misma Antigua no ha formulado con precisión.

6.208 Debemos señalar también que la posibilidad que tenemos de basar nuestras constataciones en los resultados de nuestra propia investigación es limitada y que tenemos conciencia plena de esas limitaciones.
  En el caso Japón - Productos agrícolas II,  el Órgano de Apelación revocó la constatación del Grupo Especial porque éste había en realidad hecho la argumentación que tendría que haber hecho el reclamante, y dijo:

"El artículo 13 del ESD y el párrafo 2 del artículo 11 del Acuerdo MSF sugieren que los grupos especiales tienen facultades investigadoras significativas.  No obstante, estas facultades no pueden ser utilizadas por un grupo especial para pronunciarse a favor de un reclamante que no haya acreditado una presunción prima facie de incompatibilidad sobre la base de las alegaciones jurídicas específicas que hizo valer.  Un grupo especial [no está facultado] para abonar las argumentaciones del reclamante."

6.209 Sin embargo, teniendo en cuenta que en el caso Canadá - Automóviles, el Órgano de Apelación recomendó que se prestara suma atención y se hiciera un análisis cuidadoso de las alegaciones de Antigua, examinamos con detenimiento todas las comunicaciones de Antigua, incluidas sus notas de pie de página, y las pruebas documentales presentadas por Antigua, con el fin de determinar cuáles de las 93 leyes enumeradas en su solicitud de establecimiento del grupo especial debíamos tomar en consideración para decidir si los Estados Unidos infringían o no sus obligaciones en el marco del AGCS.  Hacemos notar que el anexo E del presente informe contiene un resumen de nuestras conclusiones.  En particular, en el cuadro se enumeran las leyes en las que Antigua basa aparentemente su alegación de que el suministro transfronterizo de servicios de juegos de azar y apuestas está prohibido y que esto infringe las obligaciones contraídas por los Estados Unidos en el marco del AGCS.  El cuadro indica si esas leyes están o no incluidas en la solicitud de Antigua de establecimiento del grupo especial y en qué lugares de sus comunicaciones y pruebas documentales Antigua hace referencia o trata esas leyes.  A continuación aparece un resumen de las conclusiones a las que llegamos sobre la base del examen que hicimos de las comunicaciones de Antigua.

6.210 Como punto de partida señalamos que la premisa fáctica de las alegaciones de Antigua de que se han infringido los artículos XVI, XVII y VI es la existencia de una prohibición del suministro transfronterizo de servicios de juegos de azar y apuestas.
  En particular, Antigua sostiene que las leyes federales y estatales prohíben o impiden el suministro transfronterizo de servicios de juegos de azar y apuestas por parte de Antigua, lo cual infringe los artículos XVI, XVII y VI del AGCS.  Recordamos que los Estados Unidos han admitido la existencia de una prohibición del suministro a distancia de ciertos servicios de juegos de azar y apuestas.  Sin embargo, los Estados Unidos no han indicado cuáles son las leyes y cuáles son las disposiciones de esas leyes en cuya virtud se impone esta prohibición.

6.211 Las diversas leyes sobre las que Antigua procura apoyarse en esta diferencia pueden agruparse en las tres categorías siguientes, según el tratamiento que Antigua hace de ellas:

a)
las leyes que Antigua menciona o analiza en sus comunicaciones pero que no figuran en su solicitud de establecimiento del grupo especial;
b)
las leyes que figuran en la solicitud de establecimiento del grupo especial pero que no se analizan en medida suficiente para que el Grupo Especial pueda identificar cuáles son las disposiciones concretas y la forma en que las leyes dan como resultado una prohibición del suministro transfronterizo de servicios de juegos de azar y apuestas que sería incompatible con las obligaciones contraídas por los Estados Unidos de acuerdo con el AGCS;  y
c)
las leyes que figuran en la solicitud de establecimiento del grupo especial que Antigua analiza en sus comunicaciones y que señalan cuáles son las disposiciones concretas y la forma en que las leyes dan como resultado una prohibición del suministro transfronterizo de servicios de juegos de azar y apuestas.
6.212 Trataremos cada una de estas tres categorías en este orden.

Leyes que Antigua menciona o analiza en sus comunicaciones pero que no figuran en su solicitud de establecimiento del grupo especial
6.213 A continuación aparece una lista de leyes y reglamentos que Antigua analizó en las comunicaciones que presentó en el marco de su alegación de que ciertas leyes federales y estatales prohíben o impiden el suministro transfronterizo de servicios de juegos de azar y apuestas, pero que no figuran en la solicitud de Antigua de establecimiento del grupo especial
:
a)
California:  Cal. Penal Code (Código Penal de California) §§ 187 a 189, 240, 241 y 518 a 527;
b)
Connecticut:  Connecticut Division of Special Revenue, Administrative Regulations:  Operation of Bingo Games, (División de Rentas Especiales de Connecticut, Reglamento Administrativo:  Explotación de juegos de bingo), Reglas 7-169-8a y 7‑169-13a;
c)
Illinois:  Illinois Riverboat Gaming Act (Ley de Illinois sobre juegos de azar en embarcaciones fluviales) §230;  Illinois Compiled Statutes § 10/7 (e);
d)
Indiana:  Indiana Code  §§ 4-33-1-2, 4-33-9-1, 4-33-9-10;  Indiana Administrative Code § 2 1-4 (c) (1);
e)
Iowa:  Iowa Racing and Gaming Commission Administrative Rules (Reglamento Administrativo de la Comisión de Carreras y juegos de Iowa), Reglas 491 - 1, 491 - 8.2(4) (g) y 491 - 11.5 (4) (a) (4);
f)
Kansas:  Kansas Consumer Protection Act (Ley de Kansas de Protección de los Consumidores);  Kansas Crim. Code Ann. § 21-4302(e);
g)
Louisiana:  Lousiana Gaming Control Law (Ley de Louisiana de Control del Juego) RS § 27:  65;
h)
Massachusetts:  Mass. Gen. Laws Ann. capítulo 6, § 48;  capítulo 10, §§ 22 a 58;
i)
Mississippi:  Mississippi Gaming Commission Regulations (Reglamento de la Comisión del Juego de Mississippi), Section II (B) (2);
j)
Nevada:  Nev. Rev. Stat §§ 463.0129, 463.750, 465.091 a 465.094;  Regulations of the Nevada Gaming Commission and State Gaming Control Board (Reglamento de la Comisión del Juego y de la Junta Estatal de Control del Juego de Nevada), Regulations 3.010 (5) y (7);
k)
Nueva Jersey:  N.J. Stat. §§ 5:5-159, 5:8-1 -8-118, 5:9-1 y siguientes;
l)
Nueva York:  NY Penal Code (Código Penal de Nueva York) §§ 120.00-.15 y 155.05 (2) (e);  Gen. Mun. Law § 185 y siguientes;  Rac., Pari-Mut Wag. & Breed Law §§ 101 y 1012;
m)
Oregón:  Oregon Administrative Rules, Rules 462-220-0060;
n)
Utah:  Constitución de Utah, Art. VI § 27.
6.214 La solicitud de establecimiento del grupo especial define nuestro mandato.  Por lo tanto, no tenemos competencia para examinar ninguna ley ni reglamento que Antigua haya analizado para dar apoyo a su alegación de que la legislación de los Estados Unidos prohíbe el suministro transfronterizo de servicios de juegos de azar y apuestas pero que no figuren en la solicitud de Antigua de establecimiento del grupo especial.  Por consiguiente, no tomaremos en consideración ninguna de las leyes citadas en el párrafo 6.213 supra al examinar las alegaciones de Antigua.

Leyes que figuran en la solicitud de establecimiento del grupo especial pero que no se analizan en medida suficiente para que Antigua pueda hacer una demostración prima facie
6.215 A continuación aparece una lista de las leyes y los reglamentos que Antigua no analizó en una medida que permita al Grupo Especial identificar cuáles son las disposiciones concretas y la forma en que las leyes dan como resultado una prohibición del suministro transfronterizo de servicios de juegos de azar y apuestas:

a)
Leyes federales:
i)
The Federal Aiding and Abetting Statute (Ley Federal sobre la promoción del delito y la complicidad) (18 USC § 2);
ii)
Interstate Horseracing Act (Ley sobre apuestas hípicas interestatales) 
(15 USC §§ 3001 a 3007);
iii)
Federal Lottery Statute (Ley Federal de loterías) (18 USC §§ 1301 a 1307);
iv)
Interstate Transportation of Wagering Paraphernalia (Transporte interestatal de equipos para apuestas) (18 USC § 1953);
v)
The Professional and Amateur Sports Protection Act (Ley de protección de los deportes practicados por profesionales y aficionados) (28 USC §§ 3701 
a 3704);
vi)
Postal Law Regarding Mailing Gambling Related Materials (Ley postal relativa al envío por correo de materiales relacionados con los juegos de azar) (39 USC §§ 3005).
b)
Leyes estatales:
i)
Todas las leyes enumeradas en la solicitud de establecimiento del grupo especial de los Estados de Alabama, Alaska, Arizona, Arkansas, California, Connecticut, Delaware, Distrito de Columbia, Florida, Georgia, Hawai, Idaho, Illinois, Indiana, Iowa, Kansas, Kentucky, Maine, Maryland, Michigan, Mississippi, Missouri, Montana, Nebraska, Nevada, Nueva Hampshire, Nuevo México, Carolina del Norte, Dakota del Norte, Ohio, Oklahoma, Oregón, Pennsylvania, Rhode Island, Carolina del Sur, Tennessee, Texas, Vermont, Virginia, Washington, West Virginia, Wisconsin, Wyoming, Guam, Puerto Rico, Islas Vírgenes de los Estados Unidos;
ii)
Colorado:  Constitución de Colorado, art. XVIII, § 2;  Col. Rev. Stat. §§ 18-10-101,  18-10-102 y 18-10-104 a 18-10-108;  Col. Rev. Stat. (catálogo de leyes de Colorado) §§ 12-47.1-101 a 12-47.1 - 106;
iii)
Louisiana:  Constitución de Luisiana, art. XII, § 6;  La: Rev. Stat. Ann. (catálogo de leyes de Luisiana) §§ 14:90.0 a 14:90.2, 14:90.4;
iv)
Massachussets:  Mass. Gen. Laws Ann., cap. 271, §§ 1 a 50 excepto 17A;
v)
Minnesota:  Minn. Stat. Ann., §§ 609.76 a 609.754;  609.756 a 609.763;

vi)
Nueva Jersey:  N.J. Stat. Ann., §§ 2A:40‑2 a 2A:40-9, 2C:37-1 a 2C:37-9, 5:5-63, 5:12-1 a 5:12-210;
vii)
Nueva York:  N.Y. Executive Law §§ 430 a 439a;  N.Y. Penal Law (Código Penal de Nueva York) §§ 225.00 a 225.40;  N.Y. General Obligation Law §§ 5-402 a 5‑423;

viii)
Dakota del Sur:  S.D. Codified Laws (Codificación de leyes de Dakota del Sur) §§ 22-25-1 a 22-25-15;  y
ix)
Utah:  Utah Code Ann., §§ 76-10-1101, 76-10-1103 a 76-10-1109.
6.216 Del examen de las comunicaciones de Antigua, el Grupo Especial concluyó que, en el contexto de un análisis muy general de la existencia de una supuesta prohibición del suministro transfronterizo de servicios de juegos de azar y apuestas
, Antigua incluyó una nota en la que se refería a pruebas documentales que contenían lo que Antigua describía como un "elevadísimo número de leyes estadounidenses".
  Las pruebas documentales citadas en la nota contienen los textos
 y resúmenes muy sucintos de las leyes a las que se hace referencia en el párrafo 6.210 supra.

6.217 Los resúmenes incluidos en esas pruebas documentales no nos permiten identificar cuáles son las disposiciones concretas y la forma en que las leyes dan como resultado una prohibición del suministro transfronterizo de servicios de juegos de azar y apuestas que sería incompatible con las obligaciones de los Estados Unidos en virtud del AGCS.  Por consiguiente, cuando examinemos las alegaciones de Antigua sobre los artículos XVI, XVII y VI, que se basan en la existencia de una prohibición del suministro transfronterizo de servicios de juegos de azar y apuestas, no tomaremos en consideración ninguna de las leyes antes citadas porque Antigua no pudo hacer y no hizo ninguna demostración prima facie de que esas leyes son incompatibles con el AGCS.

6.218 Además, una de las leyes mencionadas, a saber, la Interstate Horseracing Act (Ley sobre apuestas hípicas interestatales)
, está citada en la solicitud de Antigua de establecimiento del grupo especial y, por consiguiente, se sostiene que produce una prohibición del suministro transfronterizo de servicios de juegos de azar y apuestas.  Sin embargo, cuando se refiere a esa Ley en sus comunicaciones, Antigua dice muy claramente que permite los juegos de azar por Internet.
  De hecho, Antigua se refiere a esa Ley para demostrar que, como afirma, los Estados Unidos no prohíben el suministro a distancia de servicios de juegos de azar y apuestas en los Estados Unidos.  Por lo tanto, todavía no tenemos claro cómo la Ley da por resultado una prohibición del suministro transfronterizo de servicios de juegos de azar y apuestas.  Dado que las alegaciones de Antigua se basan en la existencia de una prohibición del suministro transfronterizo de servicios de juegos de azar y apuestas, no tomaremos en consideración esa Ley como base de la alegación de Antigua de que produce esa prohibición, porque Antigua no pudo hacer y no hizo ninguna demostración prima facie de que es incompatible con el AGCS.

Leyes que figuran en la solicitud de establecimiento del grupo especial que Antigua analiza en sus comunicaciones
Leyes federales
6.219 A continuación señalamos las leyes de los Estados Unidos contenidas en la solicitud de establecimiento de un grupo especial presentada por Antigua y con respecto a las cuales Antigua ha podido identificar una o varias disposiciones y hacer algún análisis de si esas disposiciones podrían ser incompatibles con el AGCS y en qué podría consistir la incompatibilidad.  Recordamos que en esta etapa inicial no estamos evaluando la validez jurídica de los argumentos de Antigua, sino sólo intentando identificar qué disposiciones de qué leyes de los Estados Unidos puede considerarse que han sido suficientemente identificadas para que se justifique un examen sustantivo por el Grupo Especial.
6.220 En su Primera declaración oral, Antigua hace referencia a tres leyes federales de los Estados Unidos que, dice, indican que el suministro transfronterizo de servicios de juegos de azar y apuestas está prohibido en los Estados Unidos.  En concreto, Antigua se refiere a:

a)
la Wire Act (Ley de Comunicaciones por Cable) (18 USC § 1084);
b)
la Travel Act (Ley de Viajes) (18 USC § 1952);  y
c)
la Illegal Gambling Business Act (Ley sobre actividades ilícitas de juegos de azar) (18 USC § 1955).
6.221 Antigua proporciona la siguiente información sobre cada una de estas leyes:

"La 'Wire Act' (Ley de comunicaciones por cable) (18 USC § 1084), que prohíbe que las empresas de juegos de azar reciban o envíen a sabiendas ciertos tipos de apuestas o de información que facilite las apuestas a través de los medios interestatales e internacionales de comunicación por cable;

la 'Travel Act' (Ley de Viajes) (18 USC § 1952), que impone sanciones penales a los que se valen del comercio interestatal o exterior con la intención de distribuir las ganancias derivadas de una actividad ilícita, incluidos los juegos de azar considerados ilícitos en los Estados Unidos;

la 'Illegal Gambling Business Act' (Ley sobre actividades ilícitas de juegos de azar) (18 USC § 1955), según la cual es un delito federal explotar un negocio de juegos de azar que viole la ley del Estado en que tenga lugar ese juego (siempre que se cumplan otros criterios, como el de que participen al menos cinco personas y el de que la operación dure más de 30 días).
Cada una de estas tres leyes, por separado, prohíbe el suministro transfronterizo de servicios de juegos de azar y apuestas desde Antigua."

6.222 Las tres leyes federales citadas supra figuran en la solicitud de Antigua de establecimiento del grupo especial.  Antigua proporcionó al Grupo Especial los textos completos de estas tres leyes en su prueba documental 82.  En el contexto de un análisis más amplio sobre el efecto de las leyes de los Estados Unidos en el suministro transfronterizo de servicios de juegos de azar y apuestas, Antigua hace referencia a su Prueba documental 81 que contiene, entre otras cosas, una explicación de la forma en que estas leyes prohíben el suministro transfronterizo de servicios de juegos de azar y apuestas.

6.223 Con respecto al análisis que hace Antigua de la Wire Act (Ley de comunicaciones por cable), la Travel Act (Ley de Viajes) y la Illegal Gambling Business Act (Ley sobre actividades ilícitas de juegos de azar), consideramos que han sido tratadas en las comunicaciones, las declaraciones orales y las respuestas de Antigua a las preguntas formuladas por el Grupo Especial y que esos análisis indican cuáles son las disposiciones concretas y la forma en que, según se afirma, las leyes dan como resultado una prohibición del suministro transfronterizo de servicios de juegos de azar y apuestas.



Leyes de los Estados



Colorado
6.224 En su análisis de las normas del Estado de Colorado relativas al suministro de servicios de juegos de azar y apuestas, Antigua dice que "el juego en casinos sólo puede llevarse a cabo en ciudades históricas mineras".
  En una nota a esa información, Antigua incluye una cita de un sitio Web incluida en su Prueba documental 131 con el título "Preguntas y respuestas sobre los juegos de azar en Colorado".  En la página 5 del extracto del sitio Web se indica:

"No hay ninguna ley del Estado de Colorado que trate expresamente los juegos de azar por Internet.  La infracción, según la ley de Colorado, consiste simplemente en 'practicar juegos de azar' y no se diferencia en nada de las otras formas ilícitas de practicar juegos de azar en Colorado que están  prohibidas por el artículo 18-10-103, del  Colorado Revised Statutes (catálogo de leyes de Colorado).  Unos pocos estados, pero no Colorado, han promulgado hace poco leyes estatales específicas que prohíben expresamente los juegos de azar por Internet."
6.225 El artículo 18-10-103 del Colorado Revised Statutes (catálogo de leyes de Colorado) se menciona en la solicitud de establecimiento del grupo especial y su texto aparece en Antigua y Barbuda - Prueba documental 99.  El texto del §18-10-103 del Colorado Revised Statutes (catálogo de leyes de Colorado) puede encontrarse en el anexo F.

6.226 Consideramos que Antigua ha analizado el §18-10-103 del Colorado Revised Statutes (catálogo de leyes de Colorado) en sus comunicaciones y que éstas indican en virtud de qué disposición concreta y de qué forma las leyes de Colorado producen, según se afirma, una prohibición del suministro transfronterizo de servicios de juegos de azar y apuestas.




Louisiana

6.227 En su análisis de las leyes federales y estatales que se aplican al suministro transfronterizo de servicios de juegos de azar y apuestas
, Antigua hace referencia, en una nota, a su Prueba documental 119.
  La Prueba documental 119 contiene un artículo que trata, entre otros asuntos, de la relación entre los derechos de los estados y el interés federal.  En el contexto de ese análisis, se hace referencia a las leyes de los Estados Unidos relativas a los juegos de azar por Internet.  En particular, el artículo dice:

"En Louisiana es ilegal que los operadores, diseñadores y productores de servicios de informática intervengan en juegos de azar por computadora, a menos que las apuestas se hagan en las instalaciones de un barco de navegación fluvial autorizado, en un establecimiento de la lotería estatal o en un local de apuestas mutuas.  Por lo tanto, la misma disposición de Louisiana que prohíbe la práctica de juegos de azar a través de Internet en general, permite un uso muy limitado de redes de computadoras para juegos de azar sólo en los locales de determinados servicios de apuestas."

6.228 En una nota al párrafo citado se hace referencia al § 14:90.3 del La. Rev. Stat. Ann (catálogo de leyes de Louisiana).  En la solicitud de establecimiento del grupo especial
 se menciona el artículo 14:90.3 del La. Rev. Stat. Ann (catálogo de leyes de Louisiana) y el texto de ese artículo figura en Antigua y Barbuda - Prueba documental 99.  El texto del § 14:90.3 del La. Rev. Stat. Ann (catálogo de leyes de Louisiana) se encuentra en el anexo F.

6.229 Consideramos que Antigua ha analizado el § 14:90.3 del La. Rev. Stat. Ann (catálogo de leyes de Louisiana) en sus comunicaciones y que éstas indican en virtud de qué disposición concreta y de qué forma las leyes de Louisiana producen, según se afirma, una prohibición del suministro transfronterizo de servicios de juegos de azar y apuestas.




Massachusetts

6.230 Antigua dice en sus comunicaciones que las leyes de cinco estados prohíben los juegos de azar "no autorizados".
  Al respecto, Antigua señala su Prueba documental 84, que contiene resúmenes de cinco leyes estatales, las de Massachusetts entre ellas.  En lo que concierne a Massachusetts, la única afirmación que hay en esa Prueba documental que podría interpretarse que es pertinente en relación con la alegación de Antigua de que el suministro transfronterizo de servicios de juegos de azar y apuestas está prohibido en Massachusetts es:  "La legislación de Massachusetts considera ilegal la transmisión de cualquier apuesta por teléfono."
  Respecto de esa afirmación, Antigua incluye en una nota una referencia al Mass. Ann. Laws (catálogo de leyes de Massachusetts):  capítulo 271 § 17A.

6.231 En la solicitud de establecimiento del grupo especial se hace referencia al artículo 17A del capítulo 271 del Mass. Ann. Laws (catálogo de leyes de Massachusetts) y el texto de ese artículo figura en Antigua y Barbuda - Prueba documental 99.  El texto del § 17A del capítulo 271 del Mass. Ann. Laws (catálogo de leyes de Massachusetts) se encuentra en el anexo F.

6.232 Consideramos que Antigua ha analizado el § 17A del capítulo 271 del Mass. Ann. Laws (catálogo de leyes de Massachusetts) en sus comunicaciones y que ese análisis indica en virtud de qué disposición concreta y de qué forma las leyes de Massachusetts producen, según se afirma, una prohibición del suministro transfronterizo de servicios de juegos de azar y apuestas.




Minnesota

6.233 Antigua señala en sus comunicaciones que, en su solicitud de establecimiento del grupo especial, incluyó un "elevadísimo número de leyes estadounidenses" que, en conjunto, "imponen una prohibición total" del suministro transfronterizo de servicios de juegos de azar y apuestas.
  Al hacer esta declaración, Antigua menciona mediante una nota varias pruebas documentales que, manifiesta, contienen "el texto de todas las leyes pertinentes enumeradas en nuestra solicitud de establecimiento del grupo especial, junto con resúmenes sucintos de esas leyes."  Antigua se refiere, entre otras, a su Prueba documental 88, que contiene el resumen de Antigua de las leyes estatales enumeradas en su solicitud de establecimiento del grupo especial, incluidas las que corresponden a Minnesota.  Antigua también se refiere a su Prueba documental 99, que contiene el texto de esas leyes.  A nuestro juicio, esas pruebas documentales no indican qué disposiciones concretas y de qué forma las leyes de Minnesota producen una prohibición del suministro transfronterizo de servicios de juegos de azar y apuestas.  Sin embargo, en su respuesta a una pregunta formulada por el Grupo Especial, Antigua hace referencia a disposiciones legislativas, su aplicación y la práctica pertinente que, según sostiene, son "todos elementos de la prohibición total".
  Junto con esta declaración, Antigua incluye en una nota una referencia a su Prueba documental 96.  La Prueba documental 96 contiene una declaración del Fiscal General de Minnesota sobre la jurisdicción de Internet que, en la parte pertinente, dice:

"Los residentes de Minnesota deben tener presente que es ilegal hacer apuestas por medio de organizaciones de juegos de azar por Internet.  La legislación de Minnesota dispone que hacer apuestas es un delito, excepto que se hagan como parte de una actividad autorizada y regulada por el Estado, como juegos de azar autorizados con fines de beneficencia o la lotería del Estado.  Artículos 609.75, subdivisiones 2 y 3, y 609.755(1) (1994) del Minnesota Statute (catálogo de leyes de Minnesota).  Las organizaciones de juegos de azar por Internet no están autorizadas.  Por lo tanto, toda persona que en Minnesota haga una apuesta a través de una de estas organizaciones comete un delito."
6.234 En la solicitud de establecimiento del grupo especial se hace referencia a los artículos 609.75, subdivisiones 2 y 3, y 609.755(1) del Minn. Stat. Ann. (catálogo de leyes de Minnesota) y el texto de esos artículos figura en Antigua y Barbuda - Prueba documental 99.  El texto de los §§ 609.75, subdivisiones 2 y 3, y 609.755(1) del Minn. Stat. Ann (catálogo de leyes de Minnesota) se encuentra en el anexo F.

6.235 Consideramos que Antigua ha analizado los §§ 609.75, subdivisiones 2 y 3, y 609.755(1) del Minn. Stat. Ann. (catálogo de leyes de Minnesota) en sus comunicaciones y que ese análisis indica en virtud de qué disposiciones concretas y de qué forma las leyes de Minnesota producen, según se afirma, una prohibición del suministro transfronterizo de servicios de juegos de azar y apuestas.




Nueva Jersey

6.236 Antigua dice en sus comunicaciones que las leyes de cinco Estados prohíben los juegos de azar "no autorizados".
  Al respecto,  Antigua señala su Prueba documental 84, que contiene resúmenes de cinco leyes estatales, las de Nueva Jersey entre ellas.  En lo que concierne a Nueva Jersey, la única afirmación que hay en esa prueba documental que podría interpretarse que es pertinente en relación con la alegación de Antigua de que el suministro transfronterizo de servicios de juegos de azar y apuestas está prohibido es la siguiente:

"Sólo son legales en Nueva Jersey los juegos de azar que han sido autorizados mediante referéndum público y los juegos de azar por Internet no han sido autorizados mediante referéndum público.  La Constitución de Nueva Jersey prohíbe al Poder Legislativo autorizar juegos de azar, salvo si el tipo particular de juego de azar y las limitaciones y el control a que esté sometido han sido aprobados mediante referéndum público.  Además, también el Código Civil de Nueva Jersey prohíbe todo tipo de juego de azar no autorizado.  Los juegos de azar por Internet, por ser una forma no autorizada de juegos de azar, están prohibidos por las leyes de Nueva Jersey."

6.237 Al hacer esas afirmaciones, Antigua incluye en una nota referencias a la N.J. Const. (Constitución de Nueva Jersey), Art. 4, Sec. VII, párrafo 2
 y al N.J. Code (Código de Nueva Jersey) § 2A:40-1.
 

6.238 En la solicitud de establecimiento del grupo especial se hace referencia al párrafo 2 de la N.J. Const. (Constitución de Nueva Jersey), Art. 4, Sec. VII y al § 2A:40-1 del N.J. Code (Código de Nueva Jersey)
 y el texto de esas disposiciones figura en Antigua y Barbuda - Prueba documental 99.  El texto del párrafo 2 de la N.J. Const. (Constitución de Nueva Jersey), Art. 4, Sec. VII, y del § 2A:40-1 del N.J. Code (Código de Nueva Jersey) se encuentra en el anexo F.

6.239 Consideramos que Antigua ha analizado el párrafo 2 de la N.J. Const. (Constitución de Nueva Jersey), art. 4, sec. VII, y el § 2A:40-1 del N.J. Code (Código de Nueva Jersey) en sus comunicaciones y que ese análisis indica en virtud de qué disposiciones concretas y de qué forma las leyes de Nueva Jersey producen, según se afirma, una prohibición del suministro transfronterizo de servicios de juegos de azar y apuestas.




Nueva York

6.240 Antigua dice en sus comunicaciones que las leyes de cinco estados prohíben los juegos de azar "no autorizados".
  Al respecto, Antigua señala su Prueba documental 84, que contiene resúmenes de cinco leyes estatales, las de Nueva York entre ellas.  En lo que concierne a Nueva York, la única afirmación que hay en esa prueba documental que podría interpretarse que es pertinente en relación con la alegación de Antigua de que el suministro transfronterizo de servicios de juegos de azar y apuestas está prohibido, es la siguiente:

"Las apuestas y los juegos de azar no autorizados son ilegales en Nueva York.  Con algunas excepciones, Nueva York ha prohibido expresamente las apuestas, tanto en su Constitución como en su General Obligations Law (Ley de obligaciones generales)."

6.241 Al hacer esas afirmaciones, Antigua incluye en una nota una referencia al § 9 del Art. I de la N.Y. Const. (Constitución de Nueva York) y al § 5-401 de la N.Y. Gen. Oblig. L..  Esos dos artículos están mencionados en la solicitud de establecimiento del grupo especial y su texto figura en Antigua y Barbuda - Prueba documental 99.
  El texto del § 9 del Art. I de la N.Y. Const. (Constitución de Nueva York) y del § 5-401 de la N.Y. Gen. Oblig. L. se encuentra en el anexo F.

6.242 Consideramos que Antigua ha analizado el § 9 del Art. I de la N.Y. Const. (Constitución de Nueva York) y el § 5-401 de la N.Y. Gen. Oblig. L. en sus comunicaciones y que ese análisis indica en virtud de qué disposiciones concretas y de qué forma las leyes de Nueva York producen, según se afirma, una prohibición del suministro transfronterizo de servicios de juegos de azar y apuestas.




Dakota del Sur

6.243 En su análisis de las leyes federales y estatales que se aplican al suministro transfronterizo de servicios de juegos de azar y apuestas
, Antigua se refiere, en una nota, a su Prueba documental 119.
  La prueba documental 119 contiene un artículo que trata, entre otros asuntos, de la relación entre los derechos de los estados y el interés federal.  En el contexto de ese análisis, se hace referencia a las leyes de los Estados Unidos relativas a los juegos de azar por Internet.  En particular, el artículo dice:

"La legislación relativa a los juegos de azar por Internet es tan variada como los regímenes aplicables al juego en cada jurisdicción estatal e incluso los Estados que prohíben los juegos de azar por Internet pueden contemplar excepciones cuando los juegos de azar por Internet están controlados por operadores que han recibido autorización y licencias del Estado.  Se puede afirmar con seguridad que en Nevada, Illinois
 y Dakota del Sur se han promulgado disposiciones que establecen que los juegos de azar por Internet no reglamentados constituyen delito, pero que dejan la posibilidad de permitir los juegos de azar reglamentados a cargo de un operador autorizado por el Estado respectivo."

6.244 En una nota del párrafo reproducido se hace referencia a los §§ 22-25A-1 a 22-25A-15 del S.D. Codified Laws (catálogo de leyes de Dakota del Sur).  En la solicitud de establecimiento del grupo especial se hace referencia a los §§ 22-25A-1 a 22-25A-15 del S.D. Codified Laws (catálogo de leyes de Dakota del Sur) y su texto figura en Antigua y Barbuda - Prueba documental 99.  El texto de los §§ 22-25A-1 a 22-25A-15 del S.D. Codified Laws (catálogo de leyes de Dakota del Sur) se encuentra en el anexo F.

6.245 Consideramos que Antigua ha analizado los §§ 22-25A-1 a 22-25A-15 del S.D. Codified Laws (catálogo de leyes de Dakota del Sur) en sus comunicaciones y que éstas indican en virtud de qué disposiciones concretas y de qué forma las leyes de Dakota del Sur producen, según se afirma, una prohibición del suministro transfronterizo de servicios de juegos de azar y apuestas.




Utah

6.246 Antigua dice en sus comunicaciones que las leyes de cinco estados prohíben los juegos de azar "no autorizados".
  Al respecto, Antigua señala su Prueba documental 84, que contiene resúmenes de cinco leyes estatales, las de Utah entre ellas.  En lo que concierne a Utah, la única afirmación que hay en esa Prueba documental que podría interpretarse que es pertinente en relación con la alegación de Antigua de que el suministro transfronterizo de servicios de juegos de azar y apuestas está prohibido es:  "Los juegos de azar por Internet están prohibidos en Utah, así como cualquier otra forma de juego de azar".
  Al hacer esa afirmación, Antigua incluye en una nota una referencia al § 76-10-1102 del Utah Code Ann. (catálogo de leyes de Utah).

6.247 En la solicitud de establecimiento del grupo especial se hace referencia al 
artículo 76-10-1102 del Utah Code Ann. (catálogo de leyes de Utah) y su texto aparece en Antigua y Barbuda - Prueba documental 99.  El texto del § 76-10-1102 del Utah Code Ann. (catálogo de leyes de Utah) se encuentra en el anexo F.

6.248 Consideramos que Antigua ha analizado el § 76-10-1102 del Utah Code Ann (catálogo de leyes de Utah) en sus comunicaciones y que ese análisis indica en virtud de qué disposiciones concretas y de qué forma las leyes de Utah producen, según se afirma, una prohibición del suministro transfronterizo de servicios de juegos de azar y apuestas.

v) Resumen
6.249 Después de hacer todos los esfuerzos a nuestro alcance para prestar "profunda atención" y hacer "un análisis cuidadoso" de las alegaciones de Antigua y a la luz del examen precedente, hemos llegado a la conclusión de que, entre las leyes mencionadas en su solicitud de establecimiento del grupo especial, Antigua ha analizado en sus comunicaciones las leyes que se indican más abajo y que ese análisis indica en virtud de qué disposiciones concretas y de qué forma esas leyes producen una prohibición del suministro transfronterizo de servicios de juegos de azar y apuestas:

a)
Leyes federales:
i)
Wire Act (Ley de comunicaciones por cable) (18 USC § 1084);
ii)
Travel Act (Ley de Viajes) (18 USC § 1952);  y
iii)
la Illegal Gambling Business Act (Ley sobre actividades ilícitas de juegos de azar) (18 USC § 1955).
b)
Leyes estatales:
i)
Colorado:  § 18-10-103 del Colorado Revised Statutes (catálogo de leyes de Colorado);
ii)
Louisiana:  § 14:90.3 del La. Rev. Stat. Ann (catálogo de leyes de Louisiana);  

iii)
Massachusetts:  § 17A del capítulo 271 del Mass. Ann. Laws (catálogo de leyes de Massachusetts);
iv)
Minnesota:  § 609.75, subdivisiones 2 y 3, y § 609.755(1) del Minn. Stat. Ann (catálogo de leyes de Minnesota);
v)
Nueva Jersey:  párrafo 2 de la N.J. Const. (Constitución de Nueva Jersey), Art. 4, Sec. VII, y § 2A:40-1 del N.J. Code (Código de Nueva Jersey);
vi)
Nueva York:  § 9 del Art.  I de la N.Y. Const. (Constitución de Nueva York) y § 5-401 de la N.Y. Gen. Oblig. L.;
vii)
Dakota del Sur:  §§ 22-25A-1 a 22-25A-15 del S.D. Codified Laws (catálogo de leyes de Dakota del Sur);  y
viii)
Utah:  § 76-10-1102 del Utah Code Ann. (catálogo de leyes de Utah).
d) "[M]edidas  ... que afecten al comercio de servicios"
6.250 La cuestión previa que debe abordarse al determinar si el AGCS es o no aplicable a las medidas identificadas supra en el párrafo 6.249 es si esas medidas "afect[an] al comercio de servicios" en el sentido del párrafo 1 del artículo I del AGCS.  Esta cuestión previa debe abordarse sea cual fuere el artículo específico del AGCS que se invoque para respaldar una alegación de que el AGCS ha sido infringido.
6.251 El Órgano de Apelación en el asunto CE – Banano III señaló que la expresión "medidas ... que afecten al comercio de servicios" que figuran en el párrafo 1 del artículo 1 ha de interpretarse en sentido amplio.
  Además, en ese asunto el Órgano de Apelación confirmó la interpretación del Grupo Especial de que esa expresión significa que:
"... ninguna medida está excluida a priori del ámbito de aplicación del AGCS definido en sus disposiciones.  El AGCS abarca cualquier medida adoptada por un Miembro que afecte al suministro de un servicio sin tener en cuenta si esa medida rige directamente el suministro de un servicio o regula otras cuestiones pero afecta de todas formas al comercio de servicios."

6.252 No hay ningún motivo por el que las medidas adoptadas por los gobiernos y las autoridades regionales y locales no puedan a priori "afectar al suministro de un servicio" en el sentido del párrafo 1 del artículo I del AGCS, incluso si esas medidas no pueden hacerse cumplir extraterritorialmente.
6.253 Dicho esto, el hecho de que una medida que "afecte al comercio de servicios" en el ámbito del AGCS de conformidad con el párrafo 1 del artículo I sea incompatible con una o más disposiciones del AGCS es una cuestión distinta que requiere una determinación separada con arreglo a las disposiciones pertinentes del AGCS.
6.254 A nuestro juicio, las medidas identificadas supra en el párrafo 6.249 necesariamente afectan al comercio de servicios en el sentido del párrafo 1 del artículo I del AGCS porque, como constatamos infra en los párrafos 6.360 a 6.418, entrañan prohibiciones al suministro de servicios de juegos de azar y apuestas.
6.255 Examinaremos en las siguientes secciones de nuestro informe si Antigua ha cumplido su carga prima facie de probar que cada una de las medidas identificadas supra en el párrafo 6.249 son incompatibles con los diversos artículos del AGCS que Antigua ha invocado.  [...]  Cuando sea pertinente y necesario, para ejemplificar la "práctica" de las autoridades de los Estados Unidos relativa a su interpretación y aplicación de las leyes mencionadas, también haremos referencia a los casos judiciales en los que se aplicaron las disposiciones pertinentes de la Wire Act (Ley de comunicaciones por cable), la Travel Act (Ley de Viajes) y la Illegal Gambling Business Act (Ley sobre actividades ilícitas de juegos de azar), las sanciones contra intermediarios financieros y empresas de medios de comunicación y las declaraciones de funcionarios públicos que recomendaron a empresas nacionales de publicidad que no permitieran que se hiciese publicidad de servicios extranjeros de juegos de azar a través de Internet.
D. Alegaciones de violación del compromiso de acceso a los mercados asumido por los Estados Unidos en virtud del artículo XVI del AGCS

1. Alegaciones y principales argumentos de las partes

6.256 Antigua aduce que los Estados Unidos han consignado en listas un compromiso de acceso pleno a los mercados para el suministro transfronterizo de servicios de juegos de azar y apuestas, pero mantienen y aplican medidas que prohíben el suministro transfronterizo de esos servicios, y que esas medidas son incompatibles con el párrafo 1 del artículo XVI del AGCS.
  Antigua sostiene que la "prohibición total" del suministro transfronterizo de servicios de juegos de azar y apuestas establecida por los Estados Unidos viola también los párrafos 2 a) y 2 c) del artículo XVI
, porque la "prohibición total" equivale a un contingente nulo.  Por último, Antigua añade que el principio de interpretación efectiva de los tratados y las Directrices para la consignación en Listas de 1993 requieren la aplicación de los párrafos 2 a) y 2 c) del artículo XVI a los contingentes no numéricos, como la presunta "prohibición total".

6.257 A juicio de los Estados Unidos, al contrario de la situación regulada por el artículo XI del GATT de 1994, en el marco del AGCS una "prohibición" no es ipso facto incompatible con el artículo XVI.
  Los Estados Unidos sostienen que el contenido sustancial del artículo XVI se concreta en el párrafo 2 de esa disposición, que trata del objeto de las restricciones y de su forma precisa y/o forma de expresión, y que es una lista cerrada.
  Los Estados Unidos aducen que las restricciones al suministro a distancia de determinados servicios de juegos de azar y apuestas no son restricciones del tipo regulado por el párrafo 2 del artículo XVI del AGCS, porque el objeto de las restricciones estadounidenses se circunscribe al carácter de la actividad de que se trate y no al "número de proveedores de servicios" o al "número total de operaciones de servicios o a la cuantía total de la producción de servicios", que son los criterios enumerados en los apartados a) y c) del párrafo 2 del artículo XVI, respectivamente.
  Por último, los Estados Unidos sostienen que en los Estados Unidos no hay ninguna "prohibición total" ni ningún "contingente nulo", porque el suministro transfronterizo de algunos servicios de juegos de azar y apuestas está permitido.

2. Disposiciones pertinentes del AGCS

6.258 El artículo XVI del AGCS establece lo siguiente:
1.
En lo que respecta al acceso a los mercados a través de los modos de suministro identificados en el artículo I, cada Miembro otorgará a los servicios y a los proveedores de servicios de los demás Miembros un trato no menos favorable que el previsto de conformidad con los términos, limitaciones y condiciones convenidos y especificados en su Lista.

2.
En los sectores en que se contraigan compromisos de acceso a los mercados, las medidas que ningún Miembro mantendrá ni adoptará, ya sea sobre la base de una subdivisión regional o de la totalidad de su territorio, a menos que en su Lista se especifique lo contrario, se definen del modo siguiente:
a)
limitaciones al número de proveedores de servicios, ya sea en forma de contingentes numéricos, monopolios o proveedores exclusivos de servicios o mediante la exigencia de una prueba de necesidades económicas;
b)
limitaciones al valor total de los activos o transacciones de servicios en forma de contingentes numéricos o mediante la exigencia de una prueba de necesidades económicas;
c)
limitaciones al número total de operaciones de servicios o a la cuantía total de la producción de servicios, expresadas en unidades numéricas designadas, en forma de contingentes o mediante la exigencia de una prueba de necesidades económicas
;
d)
limitaciones al número total de personas físicas que puedan emplearse en un determinado sector de servicios o que un proveedor de servicios pueda emplear y que sean necesarias para el suministro de un servicio específico y estén directamente relacionadas con él, en forma de contingentes numéricos o mediante la exigencia de una prueba de necesidades económicas;
e)
medidas que restrinjan o prescriban los tipos específicos de persona jurídica o de empresa conjunta por medio de los cuales un proveedor de servicios puede suministrar un servicio;  y
f)
limitaciones a la participación de capital extranjero expresadas como límite porcentual máximo a la tenencia de acciones por extranjeros o como valor total de las inversiones extranjeras individuales o agregadas.
3. Evaluación por el Grupo Especial

a) Introducción

6.259 Habida cuenta de las alegaciones y argumentos de las partes, es preciso determinar la naturaleza y el alcance de las obligaciones establecidas en el artículo XVI del AGCS.  Para hacerlo, el Grupo Especial tendrá que examinar si el párrafo 1 del artículo XVI contiene obligaciones distintas de las establecidas en el párrafo 2 del artículo XVI, y si el párrafo 2 del artículo XVI define en forma exhaustiva los tipos de restricciones que están prohibidos por el artículo XVI.  En las circunstancias concretas de la presente diferencia, el Grupo Especial tendrá que determinar también las repercusiones jurídicas de la inclusión por un Miembro de la palabra "Ninguna" en la columna de acceso a los mercados de su lista para el modo 1 correspondiente a un sector o subsector específico.
6.260 En particular, el Grupo Especial tendrá que determinar si ese Miembro está facultado para mantener una medida que prohíbe uno, varios o todos los medios de suministro incluidos en el modo 1;  si esa medida es incompatible con los párrafos primero y segundo del artículo XVI del AGCS;  y si una restricción de algunos servicios abarcados en un sector o subsector consignado en una lista equivale a una violación del artículo XVI.
6.261 En la presente diferencia, Antigua alega que las medidas estadounidenses en litigio menoscaban sus derechos de acceso al mercado, en virtud del artículo XVI, por lo que respecta a los servicios de juegos de azar y apuestas en los Estados Unidos.  Examinaremos las obligaciones asumidas por los Estados Unidos en el marco del artículo XVI.  Para hacerlo, el Grupo Especial, a la luz del párrafo 2 del artículo 3 del ESD y de la Convención de Viena, interpretará el texto del artículo XVI del AGCS de buena fe, conforme al sentido corriente que ha de atribuirse a los términos de esa disposición leídos en su contexto y a la luz del objeto y fin del AGCS y del Acuerdo sobre la OMC.
b) Interpretación y alcance del artículo XVI

i) Primer párrafo del artículo XVI

6.262 En la presente diferencia, Antigua alega que una prohibición general del suministro a distancia de servicios de juegos de azar y apuestas es contraria a la Lista de los Estados Unidos, que contiene la inscripción "Ninguna" en la columna de acceso a los mercados para el modo 1 por lo que respecta al subsector específico 10.D.  En consecuencia, a juicio de Antigua, las medidas en litigio otorgan un trato menos favorable que el previsto en la Lista de los Estados Unidos, en forma incompatible con el primer párrafo del artículo XVI.  Los Estados Unidos responden que el segundo párrafo del artículo XVI define exhaustivamente los tipos de restricciones que están prohibidas por el artículo XVI.  Entendemos que el argumento de los Estados Unidos implica que cuando un Miembro ha incluido la palabra "Ninguna" en la columna de acceso a los mercados respecto del modo 1, ello significa que el Miembro no ha especificado en su lista ninguna de las limitaciones o medidas enumeradas en los apartados a) a f) del párrafo 2 del artículo XVI, por lo que no está facultado para adoptar o mantener tales limitaciones o medidas.
6.263 A juicio del Grupo Especial, el sentido corriente de los términos contenidos en el primer párrafo del artículo XVI impone a los Miembros la obligación de otorgar, por lo que respecta al acceso a los mercados, un trato no menos favorable que el previsto en las listas respectivas de los Miembros.  El criterio del trato "no menos favorable" consagrado en el artículo XVI se establece por remisión a los compromisos específicos incluidos en la columna de acceso a los mercados de la lista de un Miembro.  En particular, el primer párrafo del artículo XVI aclara que los Miembros están obligados por "los términos, limitaciones y condiciones" contenidos en la columna de acceso a los mercados de sus respectivas listas.  Un Miembro debe atenerse a "los términos, limitaciones y condiciones" contenidos en su lista, y no puede otorgar, por lo que respecta a los servicios y los proveedores de servicios de otros Miembros, un trato menos favorable que el trato mínimo que se ha comprometido a otorgar en su lista por lo que respecta al acceso a los mercados.
6.264 El sentido corriente de los términos empleados en el primer párrafo del artículo XVI indica también que nada podría impedir a un Miembro otorgar a los servicios y los proveedores de servicios de todos los Miembros un trato más favorable del previsto en su lista o del que otorga a sus propios servicios y proveedores de servicios.

6.265 El primer párrafo del artículo XVI también obliga a los Miembros a otorgar un trato no menos favorable que el previsto en sus respectivas listas a cualesquiera otros Miembros, es decir, a todos los Miembros de la OMC.  En otras palabras, los compromisos contraídos de conformidad con el artículo XVI deben aplicarse sobre una base no discriminatoria.  Por tanto, el primer párrafo del artículo XVI contiene una expresión específica del principio NMF del artículo II del AGCS.

6.266 Al analizar una alegación de violación del artículo XVI, un grupo especial deberá en primer lugar examinar la lista del Miembro demandado.  Hay tres posibles inclusiones que pueden figurar en la columna de acceso a los mercados de la lista de un Miembro:  "Sin consolidar"
 "Ninguna", o determinadas limitaciones.
6.267 En lo que atañe a la presente diferencia, los Estados Unidos inscribieron "Ninguna" en la columna de acceso a los mercados de su lista para el modo 1 por lo que respecta a los servicios de juegos de azar y apuestas.  Dado que lo primero que ha de hacerse en un análisis en el marco del primer párrafo del artículo XVI es examinar la lista del Miembro demandado, estimamos que, con respecto a la Lista de los Estados Unidos, debemos determinar la significación jurídica, en el marco del artículo XVI, de la inclusión de la palabra "Ninguna" en la columna de acceso a los mercados para el "modo 1".
"Inclusión de "Ninguna" bajo "Limitaciones al acceso a los mercados"
6.268 Los términos de una lista tienen que interpretarse como términos de un tratado.
  Todas las listas de los Miembros contienen tres columnas:  una titulada "sector o subsector", otra "limitaciones al acceso a los mercados" y la tercera "limitaciones al trato nacional".

	Sector o subsector
	Limitaciones al acceso a los mercados
	Limitaciones al trato nacional

	D.
OTROS SERVICIOS DE ESPARCIMIENTO (excepto los deportivos)
	1)
Ninguna

2)
Ninguna

3)
Está limitado el número de concesiones disponible para operaciones comerciales en establecimientos federales, estatales y locales

4)
Sin consolidar, excepto lo indicado en los compromisos horizontales
	1)
Ninguna

2)
Ninguna

3)
Ninguna

4)
Ninguna


Fuente:  Estados Unidos de América, Lista de Compromisos Específicos, GATS/SC/90, 15 de abril de 1994, página 126 (extracto).

6.269 Como pone de manifiesto este extracto de la Lista de los Estados Unidos, la palabra "Ninguna" es un término de un tratado, ya que figura en su Lista.  Además "Ninguna" se incluye bajo "limitaciones al acceso a los mercados".  Sin embargo, el término "Ninguna" no se define en el AGCS ni en las listas de ninguno de los Miembros.
6.270 A falta de una definición en un tratado de la palabra "Ninguna" cuando se incluye en la lista de un Miembro bajo "Limitaciones al acceso a los mercados", y de conformidad con los párrafos 1 y 2 del artículo 31 de la Convención de Viena, el Grupo Especial recurrirá, como punto de partida, a las definiciones de esos términos que figuran en el diccionario.  Al hacerlo, el Grupo Especial es muy consciente de las limitaciones de las definiciones de los diccionarios por lo que respecta a la identificación del sentido corriente de los términos de un tratado.

6.271 En el New Shorter Oxford Dictionary, el término "none" (ninguno, ninguna) se define como "no one not any one of a number of persons or things" (que no es uno ni cualquiera de un número de personas o cosas).
  En el Webster New Encyclopedic Dictionary se define como "not any such thing or person" (que no es esa cosa o persona).
  En el New Little Oxford Dictionary se define como "not any of ..." (que no es uno de ...).
  Esas definiciones indican que el Grupo Especial tiene que identificar aquello a lo que se refiere o con lo que guarda relación la inclusión de la palabra "Ninguna" en la Lista de un Miembro.
6.272 En el contexto de la presente diferencia, la inclusión de la palabra "Ninguna" se refiere a las "Limitaciones al acceso a los mercados".  Por tanto, parecería que la inclusión de la palabra "Ninguna" en la columna del acceso a los mercados de la Lista de los Estados Unidos significa "Ninguna de las limitaciones al acceso a los mercados".
6.273 El sentido corriente de "limitations" (limitaciones), tal como se define en el New Shorter Oxford Dictionary, es "a point or a respect, in which a thing, and especially a person's ability, is limited" (un punto o algo con respecto a lo cual la capacidad de una cosa, y especialmente de una persona, está limitada).
  El Webster New Enciclopedic Dictionary lo define como "something that limits" (algo que limita).
  Y el New Little Oxford Dictionary como "limiting or being limited;  lack of ability ..." (que limita o está limitado;  falta de capacidad).

6.274 El concepto del "acceso a los mercados" fue fundamental en la normativa y la práctica del GATT;  lo sigue siendo en el marco del Acuerdo sobre la OMC.
  En el Dictionary of Trade Policy Terms, el "acceso a los mercados" se define así:
"Uno de los conceptos más básicos en el comercio internacional.  Describe la medida en que un producto o un servicio puede competir en otro mercado con los productos manufacturados localmente.  En el marco de la OMC es un término jurídico que delimita las condiciones impuestas por los gobiernos con arreglo a las cuales un producto puede entrar en un país en condiciones de no discriminación."

6.275 Sobre la base de las definiciones de los diccionarios arriba citados, parecería que la expresión "Limitaciones al acceso a los mercados" incluye disposiciones o condiciones que limitan la posibilidad de que los servicios y los proveedores de servicios tengan acceso al mercado del Miembro de que se trate.  No obstante, habida cuenta del contexto específico y especializado en que esos términos se utilizan, el Grupo Especial considera que las definiciones que dan los diccionarios no son especialmente ilustrativas o informativas.

6.276 De conformidad con los párrafos 1 y 2 del artículo 31 de la Convención de Viena, nos centraremos ahora en el contexto jurídico del artículo XVI en nuestro esfuerzo por interpretar el primer párrafo del artículo XVI y las inclusiones pertinentes en la lista de un Miembro.
6.277 Las Directrices para la consignación en Listas de 1993, que son parte del contexto del AGCS
, son también parte del contexto del artículo XVI y arrojan luz sobre el sentido de "Ninguna".  Los párrafos 23 y 24 de las Directrices para la consignación en Listas de 1993 contienen las siguientes observaciones pertinentes sobre la inclusión de la palabra "Ninguna" en la columna de acceso a los mercados de la lista de un Miembro:
"23.
Habida cuenta de que los términos utilizados en la lista de un Miembro crean compromisos jurídicamente vinculantes, es importante que los que expresen la existencia o inexistencia de limitaciones al acceso a los mercados y al trato nacional sean uniformes y precisos.  Según la medida en que un Miembro haya limitado el acceso a los mercados o el trato nacional, cabe prever cuatro casos en lo que se refiere a cada compromiso con respecto a cada modo de suministro:


a)
Compromiso pleno

24.
En este caso, el Miembro no intenta limitar en modo alguno el acceso a los mercados o el trato nacional en un determinado sector y modo de suministro mediante medidas incompatibles con el artículo XVI o el artículo XVII.  El Miembro que se encuentre en esta situación deberá indicar en la columna correspondiente:  NINGUNA.  No obstante, seguirán siendo aplicables las limitaciones pertinentes enumeradas en la sección de la lista correspondiente a las medidas horizontales".

6.278 Con arreglo al párrafo 24 de las Directrices para la consignación en Listas de 1993, si un Miembro incluye la palabra "Ninguna" en la columna de acceso a los mercados de su lista, ese Miembro no puede adoptar ni mantener ninguna medida incompatible con el artículo XVI.  La palabra "Ninguna" en la columna de acceso a los mercados significa que el Miembro ha contraído un compromiso de acceso pleno a los mercados.  "Acceso pleno a los mercados" se define así en el párrafo 4 de las Directrices para la consignación en Listas de 1993:
"Un Miembro otorga pleno acceso a su mercado en un determinado sector y modo de suministro cuando no mantiene en ese sector y modo de suministro ninguno de los tipos de medidas que se enumeran en el artículo XVI.  Esas medidas comprenden cuatro tipos de restricciones cuantitativas (apartados a) a d)), así como limitaciones con respecto a determinados tipos de personas jurídicas (apartado e)) y a la participación de capital extranjero (apartado f)).  La lista es exhaustiva y en ella figuran medidas que también pueden ser discriminatorias a tenor de la norma de trato nacional (artículo XVII).  Las restricciones cuantitativas pueden expresarse en forma numérica o con arreglo a los criterios especificados en los apartados a) a d);  estos criterios no se refieren a la calidad del servicio suministrado ni a la capacidad del proveedor para suministrar el servicio (es decir, normas técnicas o aptitud del proveedor)."

6.279 Por tanto, cuando un Miembro ha incluido el término "Ninguna" en la columna de acceso a los mercados de su lista, deberá mantener un "acceso pleno a los mercados" en el sentido del AGCS;  es decir, no deberá mantener ninguna de las seis limitaciones y medidas enumeradas en el segundo párrafo del artículo XVI.
El "modo 1" y su "medio de suministro" inherente

6.280 En la presente diferencia, el Grupo Especial tiene que interpretar el sentido de la palabra "Ninguna" cuando se ha incluido bajo "Limitaciones al acceso a los mercados" para el modo 1.  En consecuencia, el Grupo Especial opina que deberá examinar la naturaleza de un compromiso de acceso a los mercados para el modo 1, ya que Antigua alega que las medidas estadounidenses impugnadas son contrarias al compromiso de acceso a los mercados contraído por los Estados Unidos para el modo 1 por lo que respecta al subsector 10.D.
6.281 En el párrafo 2 a) del artículo I del AGCS, el "modo 1", también denominado "transfronterizo", se define como el suministro de un servicio "del territorio de un Miembro al territorio de cualquier otro Miembro".  La definición no contiene indicación alguna sobre el medio que puede utilizarse para suministrar servicios transfronterizos.  A nuestro juicio, esto indica que el AGCS no limita los diversos medios tecnológicamente posibles de suministro en el modo 1.
6.282 En lo tocante al contexto pertinente para identificar los medios de suministro incluidos en el párrafo 2 a) del artículo I, el párrafo 18 de las Directrices sobre la consignación en Listas estipula que:

"Los cuatro modos de suministro enumerados en las listas corresponden al alcance del AGCS establecido en el párrafo 2 del artículo I.  Estos modos se definen esencialmente sobre la base del origen del proveedor y del consumidor del servicio, y del grado y tipo de presencia territorial que tengan en el momento en que se preste el servicio."
6.283 Por lo que respecta al suministro en el modo 1, o suministro "transfronterizo", el gráfico titulado "modos de suministro" que figura en las Directrices para la consignación en Listas de 1993 alude a:
"El proveedor del servicio [que] no se encuentra presente en el territorio del Miembro

El servicio [que] se presta dentro del territorio del Miembro, desde el territorio de otro Miembro."
6.284 En el párrafo 19 de las Directrices sobre la consignación en listas, el "suministro transfronterizo" se define así:
"El transporte internacional, el suministro de un servicio a través de telecomunicaciones o correos y los servicios incorporados en mercancías exportadas (por ejemplo, disquetes de ordenador o diseños) constituyen ejemplos de suministro transfronterizo, ya que el proveedor del servicio no se encuentra presente en el territorio del Miembro en el que se presta el servicio."
6.285 El Grupo Especial concluye que en el marco del AGCS el modo 1 abarca todos los medios posibles de suministro de servicios desde el territorio de un Miembro de la OMC al territorio de otro Miembro de la OMC.  En consecuencia, un compromiso de acceso a los mercados para el modo 1 conlleva el derecho de los proveedores de otros Miembros a suministrar un servicio mediante cualquier medio de suministro, ya sea por correo, por teléfono, por Internet, etc., salvo que en la lista de un Miembro se especifique otra cosa.  Observamos que esto está en consonancia con el principio de "neutralidad tecnológica" que al parecer comparte la mayoría de los Miembros de la OMC.
  Por consiguiente, cuando se ha contraído un compromiso de acceso pleno a los mercados para el modo 1, una prohibición de uno, varios o todos los medios de suministro incluidos en ese modo 1 constituiría una limitación al acceso a los mercados en ese modo.
6.286 A nuestro juicio, si se prohíben uno, varios o todos los medios de suministro, las posibilidades de que los proveedores extranjeros utilicen esos medios para suministrar servicios transfronterizos con objeto de obtener acceso a mercados extranjeros quedan claramente reducidas, cuando no anuladas.  Si un Miembro desea excluir el acceso a los mercados por lo que respecta al suministro de un servicio mediante uno, varios o todos los medios de suministro incluidos en el modo 1, debe hacerlo expresamente en su lista.  El Grupo Especial considera que cualquier otra interpretación resultaría en la anulación de los beneficios derivados de un compromiso contraído para el modo 1, ya que los Miembros podrían, mediante sus reglamentos, imponer restricciones o prohibiciones que afectaran esencialmente a uno, varios o todos los medios de suministro.
6.287 En resumen, concluimos que el modo 1 incluye todos los medios de suministro.  Opinamos que cuando un Miembro incluye la palabra "Ninguna" en la columna de acceso a los mercados de su lista para el modo 1, se compromete a no mantener medidas que prohíban el uso de uno, varios o todos los medios de suministro por el modo 1 en un sector o subsector objeto de un compromiso.  Esto es especialmente cierto por lo que respecta a los sectores y subsectores donde el suministro transfronterizo tiene lugar principal, cuando no exclusivamente, a través de Internet.
Restricciones con respecto a determinados servicios abarcados en un sector o subsector

6.288 En la presente diferencia, los Estados Unidos aducen que no prohíben el suministro transfronterizo de todos los "servicios de juegos de azar y apuestas" porque permiten el suministro transfronterizo de servicios como las "apuestas proporcionales" o la transmisión de carreras hípicas por radio y televisión.  Antigua opina que un compromiso en un sector o subsector dado abarca todos los servicios incluidos en ese sector o subsector.
6.289 Con arreglo al apartado e) del artículo XXVIII del AGCS, "sector" significa:
"i)
con referencia a un compromiso específico, uno o varios subsectores de ese servicio, o la totalidad de ellos, según se especifique en la Lista de un Miembro,
ii)
en otro caso, la totalidad de ese sector de servicios, incluidos todos sus subsectores".
6.290 A nuestro juicio, si un Miembro asume un compromiso de acceso a los mercados en un sector o subsector, ese compromiso abarca todos los servicios incluidos en el ámbito de ese sector o subsector.  Un Miembro no cumple sus obligaciones en el marco del AGCS si sólo permite el acceso a los mercados para algunos de los servicios incluidos en un sector o subsector objeto de compromiso y prohíbe todos los demás.  Si un Miembro desea restringir el acceso a los mercados con respecto a determinados servicios incluidos en el ámbito de un sector o subsector, debe establecer las restricciones o limitaciones al acceso en el lugar adecuado de su lista.  De hecho, un compromiso específico en un sector o subsector dado es una garantía de que la totalidad de ese sector, es decir, todos los servicios incluidos en ese sector o subsector, están abarcados por el compromiso.  Cualquier otra interpretación privaría en gran medida de sentido a los compromisos de acceso a los mercados contraídos en el marco del AGCS.
6.291 El contexto del primer párrafo del artículo XVI incluye el segundo párrafo del mismo artículo.  Procederemos, por tanto, a examinar el segundo párrafo del artículo XVI.
ii) El segundo párrafo del artículo XVI

6.292 En la parte pertinente, el párrafo 2 del artículo XVI establece que:
"En los sectores en que se contraigan compromisos de acceso a los mercados, las medidas que ningún Miembro mantendrá ni adoptará, ya sea sobre la base de una subdivisión regional o de la totalidad de su territorio, a menos que en su Lista se especifique lo contrario, se definen del modo siguiente:
a)
limitaciones al número de proveedores de servicios ...
b)
limitaciones al valor total de los activos o transacciones de servicios ...
c)
limitaciones al número total de operaciones de servicios ...
d)
limitaciones al número total de personas físicas ...
e)
medidas que restrinjan o prescriban los tipos específicos de persona jurídica ...;  y
f)
limitaciones a la participación de capital extranjero ..."

6.293 Con arreglo al sentido corriente de los términos del párrafo 2 del artículo XVI, el segundo párrafo de dicho artículo tiene por finalidad definir los tipos de limitaciones y medidas que no se mantendrán o adoptarán en los sectores o subsectores consignados en listas, salvo indicación en contrario en la Lista del Miembro pertinente.  El párrafo 2 informa también a los Miembros sobre la manera en que deben consignar en listas esas limitaciones y medidas.

6.294 Pasamos ahora al contexto para la interpretación del párrafo 2 del artículo XVI.  En primer lugar, nuestra interpretación se ve confirmada por el párrafo 1 del artículo XX del AGCS, que establece que cada Miembro consignará en una lista "los términos, limitaciones y condiciones en materia de acceso a los mercados".  Esas palabras, y en especial el uso de la palabra "limitaciones", aluden a las limitaciones identificadas en los apartados a), b), c), d) y f) del párrafo 2 del artículo XVI.  Las palabras "términos" y "condiciones" aluden a las "medidas" contempladas en el párrafo 2 e) del artículo XVI y la cláusula introductoria del párrafo 2 del artículo XVI (es decir, la posibilidad de contraer un compromiso sobre la base de una subdivisión regional del territorio).
6.295 En segundo lugar, la nota 2 de las Directrices para la consignación en Listas de 1993 señala que:
"El término 'limitaciones' se utilizará en todo el texto de esta nota para hacer referencia a los 'términos', 'condiciones', 'limitaciones' y 'salvedades' que se mencionan en los artículos XVI y XVII del AGCS".

6.296 Por tanto, las Directrices para la consignación en Listas de 1993 parecerían indicar que no hay diferencia entre los "términos, condiciones y limitaciones" contenidos en la Lista de un Miembro y las "limitaciones" y "medidas" que está facultado para mantener si se han consignado en la Lista, de conformidad con el segundo párrafo del artículo XVI.

6.297 En tercer lugar, la parte pertinente del párrafo 4 de las Directrices para la consignación en Listas de 1993 dice así:
"Un Miembro otorga pleno acceso a su mercado en un determinado sector y modo de suministro cuando no mantiene en ese sector y modo de suministro ninguno de los tipos de medidas que se enumeran en el artículo XVI.  Esas medidas comprenden cuatro tipos de restricciones cuantitativas (apartados a) a d)), así como limitaciones con respecto a determinados tipos de personas jurídicas (apartado e)) y a la participación de capital extranjero (apartado f)).  La lista es exhaustiva y en ella figuran medidas que también pueden ser discriminatorias a tenor de la norma de trato nacional (artículo XVII)."  (sin cursivas en el original)

6.298 Las Directrices para la consignación en Listas de 1993 indican claramente que la lista de limitaciones del párrafo 2 del artículo XVI es una lista exhaustiva.  Por tanto, los tipos de medidas enumerados en el segundo párrafo agotan los tipos de restricciones del acceso a los mercados prohibidas por el artículo XVI, y en particular por el primer párrafo de dicho artículo.  En consecuencia, el párrafo 4 de las Directrices para la consignación en Listas de 1993 confirma que el párrafo 2 del artículo XVI define exhaustivamente las limitaciones y medidas que están prohibidas por el artículo XVI si no se consignan en listas.  En ese sentido, el párrafo 2 del artículo XVI complementa el primer párrafo de dicho artículo.
iii) El alcance de los párrafos primero y segundo del artículo XVI

Sentido corriente

6.299 Como se ha indicado anteriormente, el sentido corriente de los términos contenidos en los párrafos primero y segundo del artículo XVI significa que las únicas limitaciones y medidas incluidas en el ámbito de aplicación del artículo XVI son las enumeradas en el segundo párrafo de dicho artículo.
6.300 Como requieren los párrafos 1 y 2 del artículo 31 de la Convención de Viena, debemos proseguir nuestra investigación para interpretar el artículo XVI examinando el contexto de los párrafos primero y segundo de dicho artículo, a saber, otras disposiciones del AGCS.  Examinaremos, en particular, la relación entre los artículos XVI, XVII y XVIII y los párrafos 4 y 5 del artículo VI del AGCS, ya que pueden ayudar al Grupo Especial a determinar la naturaleza y el alcance de las obligaciones establecidas en el artículo XVI.  Consideramos que esas otras disposiciones pueden darnos indicaciones sobre los límites externos del artículo XVI.
El contexto:  la relación entre los artículos XVI, XVII y XVIII y los párrafos 4 y 5 del artículo VI

6.301 Los párrafos 4 y 5 del artículo VI establecen que:
"4.
Con objeto de asegurarse de que las medidas relativas a las prescripciones y procedimientos en materia de títulos de aptitud, las normas técnicas y las prescripciones en materia de licencias no constituyan obstáculos innecesarios al comercio de servicios, el Consejo del Comercio de Servicios, por medio de los órganos apropiados que establezca, elaborará las disciplinas necesarias.  Dichas disciplinas tendrán la finalidad de garantizar que esas prescripciones, entre otras cosas:
a)
se basen en criterios objetivos y transparentes, como la competencia y la capacidad de suministrar el servicio;
b)
no sean más gravosas de lo necesario para asegurar la calidad del servicio;
c)
en el caso de los procedimientos en materia de licencias, no constituyan de por sí una restricción al suministro del servicio.
5.
a)
En los sectores en que un Miembro haya contraído compromisos específicos, dicho Miembro, hasta la entrada en vigor de las disciplinas que se elaboren para esos sectores en virtud del párrafo 4, no aplicará prescripciones en materia de licencias y títulos de aptitud ni normas técnicas que anulen o menoscaben dichos compromisos específicos de un modo que:
i)
no se ajuste a los criterios expuestos en los apartados a), b) o c) del párrafo 4;  y
ii)
no pudiera razonablemente haberse esperado de ese Miembro en el momento en que contrajo los compromisos específicos respecto de dichos sectores.
b)
Al determinar si un Miembro cumple la obligación dimanante del apartado a) del presente párrafo, se tendrán en cuenta las normas internacionales de las organizaciones internacionales competentes
 que aplique ese Miembro."

6.302 El artículo VI tiene por objeto establecer disciplinas sobre reglamentaciones o medidas nacionales que regulen los requisitos y procedimientos en materia de aptitud, las normas técnicas y las prescripciones en materia de licencias, mientras que el artículo XVI tiene por finalidad prohibir las limitaciones del acceso a los mercados, tal como se definen en el párrafo 2 del artículo XVI, a no ser que se hayan consignado en listas.
6.303 Las medidas que constituyen limitaciones del acceso a los mercados en el sentido del artículo XVI y que, si no están consignadas en listas, tienen que eliminarse, deben diferenciarse de las medidas que imponen procedimientos y requisitos en materia de aptitud, normas técnicas y prescripciones en materia de licencias, que pueden mantenerse siempre que no constituyan "obstáculos innecesarios al comercio de servicios", con arreglo a los criterios establecidos en el párrafo 5 del artículo VI o a los criterios que elabore el Consejo del Comercio de Servicios de conformidad con el párrafo 4 del artículo VI.
6.304 Sin embargo, es probable que las reglamentaciones nacionales incluidas en el ámbito de aplicación de los párrafos 4 ó 5 del artículo VI del AGCS tengan efectos en el acceso a los mercados en la medida en que servicios y proveedores de servicios de otros Miembros de la OMC que no cumplen, o no pueden cumplir esas reglamentaciones no tendrán acceso al mercado del Miembro de que se trate.  No obstante, medidas no discriminatorias relacionadas con, por ejemplo, la calidad del servicio suministrado o la capacidad del proveedor para suministrar el servicio (es decir, normas técnicas o aptitud del proveedor) pueden mantenerse, siempre que satisfagan los criterios que elabore el Consejo del Comercio de Servicios de conformidad con el párrafo 4 del artículo VI, y, mientras tanto, los criterios establecidos en el párrafo 5 del artículo VI.
6.305 Con arreglo a los artículos VI y XVI, las medidas son o bien del tipo abarcado por las disciplinas del artículo XVI o bien reglamentaciones nacionales relacionadas con las prescripciones y procedimientos en materia de títulos de aptitud, normas técnicas y prescripciones en materia de licencias sujetas a las disposiciones específicas del artículo VI.  Por tanto, los párrafos 4 y 5 del artículo VI, por un lado, y el artículo XVI, por otro, son mutuamente excluyentes.
6.306 En consecuencia, las prescripciones y procedimientos en materia de títulos de aptitud, las normas técnicas y las prescripciones en materia de licencias regulados por las disciplinas de los párrafos 4 y 5 del artículo VI no pueden ser pruebas de que un Miembro está otorgando un trato menos favorable del previsto en su lista, contrariamente a lo dispuesto en el artículo XVI, aunque se haya incluido la palabra "Ninguna" en la columna del acceso a los mercados de la Lista de un Miembro.
6.307 Aunque el AGCS no aborda expresamente la relación entre el artículo XVI y el artículo VI, las Directrices para la consignación en Listas de 1993, como parte del contexto para interpretar el AGCS, contienen algunos elementos relacionados con esta cuestión:
"4.
[...]  Las restricciones cuantitativas pueden expresarse en forma numérica o con arreglo a los criterios especificados en los apartados a) a d);  estos criterios no se refieren a la calidad del servicio suministrado ni a la capacidad del proveedor para suministrar el servicio (es decir, normas técnicas o aptitud del proveedor).
5.
Cabe observar que las restricciones cuantitativas especificadas en los apartados a) a d) se refieren a limitaciones máximas.  Requisitos mínimos como los asociados a los criterios para el otorgamiento de licencias (por ejemplo, exigencia de un capital mínimo para el establecimiento de una sociedad) no están comprendidos en el ámbito del artículo XVI.  Si una medida de este tipo es discriminatoria en el sentido del artículo XVII y no puede justificarse como excepción, debe consignarse como una limitación al trato nacional.  Si la medida no es discriminatoria, está sujeta a las disciplinas del párrafo 5 del artículo VI.  Si no se ajusta a estas disciplinas y no puede justificarse como excepción, debe ponerse en conformidad con las disposiciones del párrafo 5 del artículo VI y no puede consignarse en la lista."

6.308 Las Directrices revisadas de 2001 sobre la consignación en listas
 tienen un anexo 4 titulado "Debate sobre cuestiones relativas a los artículos XVI y XVII del AGCS en conexión con las disciplinas sobre la reglamentación nacional en el sector de la contabilidad -Nota informal del Presidente".  Los párrafos 2 y 3 de ese anexo arrojan luz sobre la relación entre el artículo XVI y el artículo VI del AGCS y parecen confirmar nuestra interpretación de que, con arreglo al sentido corriente de sus términos respectivos, los artículos VI y XVI son mutuamente excluyentes.
"En el curso de su labor de elaboración de disciplinas multilaterales sobre la reglamentación nacional en el sector de la contabilidad, de conformidad con el párrafo 4 del artículo VI del AGCS, el GTSP abordó una amplia gama de medidas reglamentarias que repercuten en el comercio de servicios de contabilidad.  Al debatir la estructura y el contenido de las nuevas disciplinas, resultó claro que algunas de estas medidas estaban sujetas a otras disposiciones jurídicas del AGCS, principalmente los artículos XVI y XVII.  Se observó que las nuevas disciplinas elaboradas de conformidad con el párrafo 4 del artículo VI no deben duplicar otras disposiciones ya existentes en el AGCS, entre ellas los artículos XVI y XVII, ya que ello crearía una incertidumbre jurídica.  Por este motivo, se excluyeron del texto varias disciplinas propuestas".  [sin cursivas en el original]

(...) Un Miembro que consigne en su lista un compromiso en el marco de los artículos XVI y XVII tiene derecho a mantener limitaciones al acceso a los mercados y al trato nacional y de anotarlas en su lista.  Por otro lado, las disciplinas que se elaboren en el marco del párrafo 4 del artículo VI abarcan las medidas reglamentarias nacionales que no se consideran propiamente limitaciones del acceso a los mercados y que, en principio, no discriminan en contra de los proveedores extranjeros.  En consecuencia, no están sujetas a consignación en listas de conformidad con los artículos XVI y XVII".  (sin cursivas en el original)
6.309 La estructura del AGCS y, en particular, las disciplinas establecidas en la Parte III del AGCS, titulada "Compromisos específicos", arrojan luz sobre la relación entre los artículos XVI, XVII y XVIII, el último de los cuales puede incluir medidas comprendidas en el ámbito de aplicación de los párrafos 4 y 5 del artículo VI.
6.310 En pro de una progresiva liberalización del comercio de servicios, el AGCS define las medidas que constituyen restricciones a ese tipo de comercio.  Parece que los redactores del AGCS, al diseñar su estructura, trataron de liberalizar esas restricciones mediante las disposiciones de la Parte III del Acuerdo, compuesta por el artículo XVI ("Acceso a los Mercados"), el artículo XVII ("Trato Nacional") y el artículo XVIII ("Compromisos Adicionales").  A nuestro juicio, esas disposiciones tienen por objeto establecer obligaciones jurídicas relacionadas con la utilización de medidas restrictivas del comercio (o más bien con la necesidad de abstenerse de utilizarlas).
6.311 Parece que cuando se redactó la Parte III del AGCS se quiso incluir todos los tipos de restricciones al comercio y establecer un mecanismo para consignar en listas compromisos específicos relacionados con ellas.  En los artículos XVI y XVII los compromisos específicos se definen en una forma que permite identificar las restricciones (en otras palabras, limitaciones) al comercio.  Por tanto, si un Miembro asume un compromiso de acceso pleno a los mercados o de trato nacional, no deberá aplicar ninguna medida que sea incompatible con lo dispuesto en esos artículos.  Pese a ello, parece que los redactores tuvieron presente que puede haber otros tipos de restricciones que no estarían abarcadas por las disciplinas de los artículos XVI y XVII.  En otras palabras, podría haber restricciones que no serían discriminatorias y que en consecuencia no estarían sujetas a las disposiciones del artículo XVII;  tampoco constituirían uno de los seis tipos de medidas a que se hace referencia en los apartados a) a f) del párrafo 2 del artículo XVI.  Aparentemente se consideró que esas medidas estarían principal, pero no exclusivamente, relacionadas con títulos de aptitud, normas y licencias.  Al mismo tiempo, da la impresión de que tal vez no fue posible llegar a una definición clara de la naturaleza restrictiva de esas medidas a fin de establecer disciplinas similares a las de los artículos XVI y XVII.  Parece, por tanto, que se consideró más adecuado establecer simplemente un marco jurídico para que los Miembros negociaran y consignaran en listas compromisos específicos que definirían, caso por caso, en relación con cualesquiera medidas no incluidas en el ámbito de aplicación del articulo XVI o el artículo XVII.  Para establecer ese marco parece que se recurrió al artículo XVIII.

6.312 Parece también que la concepción del artículo XVIII estuvo vinculada a la del párrafo 4 del artículo VI, donde se establece un programa de trabajo para la elaboración de disciplinas para asegurarse de que las medidas relativas a las prescripciones y procedimientos en materia de títulos de aptitud, las normas técnicas y las prescripciones en materia de licencias no constituyan obstáculos innecesarios al comercio de servicios.

6.313 Aparentemente, esas disposiciones residen en el corazón mismo de la noción de liberalización progresiva, que encuentra su expresión en el preámbulo del AGCS y en los párrafos 1 y 3 del artículo XIX.  La liberalización progresiva conlleva la inclusión de más sectores en las Listas de los Miembros, así como la reducción o eliminación de limitaciones, términos, condiciones y salvedades por lo que respecta al acceso a los mercados y el trato nacional mediante rondas de negociaciones sucesivas.
Objeto y fin del AGCS

6.314 Nuestra interpretación del alcance de los párrafos primero y segundo del artículo XVI basada en el sentido corriente de las palabras y el contexto del artículo VI se ve confirmada por el objeto y fin del AGCS.  Los párrafos segundo, tercero y cuarto del preámbulo del AGCS establecen lo siguiente:
"Deseando establecer un marco multilateral de principios y normas para el comercio de servicios con miras a la expansión de dicho comercio en condiciones de transparencia y de liberalización progresiva y como medio de promover el crecimiento económico de todos los interlocutores comerciales y el desarrollo de los países en desarrollo;
Deseando el pronto logro de niveles cada vez más elevados de liberalización del comercio de servicios a través de rondas sucesivas de negociaciones multilaterales encaminadas a promover los intereses de todos los participantes, sobre la base de ventajas mutuas, y a lograr un equilibrio general de derechos y obligaciones, respetando debidamente al mismo tiempo los objetivos de las políticas nacionales;
Reconociendo el derecho de los Miembros a reglamentar el suministro de servicios en su territorio, y a establecer nuevas reglamentaciones al respecto, con el fin de realizar los objetivos de su política nacional, y la especial necesidad de los países en desarrollo de ejercer este derecho, dadas las asimetrías existentes en cuanto al grado de desarrollo de las reglamentaciones sobre servicios en los distintos países ...". (sin cursivas, salvo la primera palabra de cada párrafo, en el original)

6.315 Esos párrafos confirman que los Miembros quisieron liberalizar el comercio de servicios progresivamente.  Esto implica que tendría lugar una eliminación progresiva de diversas restricciones, incluidas las reguladas por el párrafo 2 del artículo XVI.  No obstante, mientras tanto, si han contraído un compromiso de acceso a los mercados en un sector o subsector concreto, los Miembros están facultados para mantener esas restricciones, siempre que las hayan consignado en sus listas de manera expresa y transparente.
6.316 Los artículos XVI y XVII son obligaciones que se aplican únicamente a los sectores consignados en listas.  Por tanto, los Miembros pueden asumir compromisos en materia de acceso a los mercados y/o trato nacional, pero no están obligados a hacerlo.  En los sectores consignados en listas, los Miembros están libremente facultados para mantener limitaciones, términos, condiciones y prescripciones en materia de títulos de aptitud concernientes a esos compromisos específicos.  Además, los Miembros conservan el derecho soberano a reglamentar dentro de los parámetros del artículo VI del AGCS.  La soberanía reglamentaria de los Miembros es un pilar esencial de la liberalización progresiva del comercio de servicios, pero esa soberanía termina allí donde se menoscaben los derechos adquiridos por otros Miembros en virtud del AGCS.
6.317 El preámbulo del AGCS, donde se exponen su objeto y fin, confirma que el fin del artículo XVI no es abolir todas las medidas, numéricas o no numéricas, que pudieran restringir la libertad de suministrar servicios, sino dar un paso temprano y significativo hacia la liberalización progresiva del comercio de servicios, reconociendo que esto ha de conseguirse mediante rondas sucesivas de negociaciones destinadas a establecer un equilibrio general de derechos y obligaciones.
iv) Conclusión

6.318 El sentido corriente de las palabras, el contexto del artículo XVI y el objeto y fin del AGCS confirman que las restricciones al acceso a los mercados reguladas por el artículo XVI son únicamente las enumeradas en el párrafo 2 de dicho artículo.  Procederemos seguidamente a examinar la interpretación de los apartados del párrafo 2 del artículo XVI que han sido concretamente invocados por Antigua, a saber, los apartados a) y c) del párrafo 2 del artículo XVI.
c) Interpretación de los apartados a) y c) del párrafo 2 del articulo XVI

i) Apartado a) del párrafo 2 del artículo XVI

6.319 El apartado a) del párrafo 2 del artículo XVI hace referencia a las:
"limitaciones al número de proveedores de servicios, ya sea en forma de contingentes numéricos, monopolios o proveedores exclusivos de servicios o mediante la exigencia de una prueba de necesidades económicas".
6.320 En el párrafo 2 a) del artículo XVI hay cuatro elementos que es preciso interpretar para que podamos determinar si las medidas impugnadas violan el artículo XVI.  En primer lugar, el Grupo Especial deberá determinar si las medidas impugnadas contienen limitaciones por lo que respecta a los "proveedores de servicios";  en segundo lugar, si la lista de limitaciones del párrafo 2 a) del artículo XVI es una lista ilustrativa o exhaustiva;  en tercer lugar, si debe considerarse que una medida que prohíbe uno, varios o todos los medios de suministro es una limitación "en forma de contingente numérico";  y finalmente, en el presente caso, tendremos que determinar también si debe considerarse que una limitación por lo que respecta a algunos de los servicios abarcados por un sector o subsector objeto de compromisos es una limitación "en forma de contingente numérico".
Proveedores de servicios
6.321 Con arreglo al apartado g) del artículo XXVIII, "proveedor de servicios" significa "toda persona que suministre un servicio".
  Basándonos en el apartado g) del artículo XXVIII, estimamos que el apartado a) del párrafo 2 del artículo XVI abarca las medidas que se utilizan y se redactan con objeto de imponer limitaciones a "toda persona que suministre un servicio".
Lista de limitaciones ilustrativa o exhaustiva
6.322 Antigua aduce que la palabra "whether" en el párrafo 2 a) del artículo XVI (en el texto español "ya sea") no implica automáticamente una lista ilustrativa.  Más concretamente, a juicio de Antigua, la enumeración, en el párrafo 2 a) del artículo XVI, de cuatro formas de limitación
 no tiene por finalidad limitar la aplicación de esa disposición a esas cuatro formas identificadas en el párrafo 2 a) del artículo XVI.  Antes bien, a juicio de Antigua, la palabra "whether" pone de manifiesto que las cuatro formas de limitación expresamente mencionadas están claramente incluidas en el ámbito de aplicación del párrafo 2 a) del artículo XVI.  Antigua opina que además puede haber otras formas de limitación que estén también abarcadas por el párrafo 2 a) del artículo XVI aunque no estén expresamente enumeradas.
  Disentimos.
6.323 Compartimos, por el contrario, la opinión de los Estados Unidos de que la palabra "whether" no implica automáticamente una lista ilustrativa.  El apartado a) del artículo XXVIII del AGCS estipula que "'medida' significa cualquier medida adoptada por un Miembro, ya sea en forma de ley, reglamento, regla, procedimiento, decisión o disposición administrativa, o en cualquier otra forma" (sin cursivas en el original).  Son estas tres últimas palabras, y no la utilización de las palabras "ya sea", las que establecen el carácter ilustrativo de la lista de instrumentos y medidas del apartado a) del artículo XXVIII del AGCS.
6.324 El artículo XI del GATT de 1994 describe una Lista ilustrativa de "prohibiciones o restricciones ... ya sean aplicadas mediante contingentes, licencias de importación o de exportación, o por medio de otras medidas" (sin cursivas en el original).  No son las palabras "ya sean" las que hacen del artículo XI una lista ilustrativa.  Antes bien, esto es efecto de las palabras "otras medidas" que figuran a final del texto extractado.  Si de ese texto se hubiesen omitido las palabras "otras medidas", la lista de prohibiciones y restricciones del artículo XI habría estado circunscrita a los tipos de prohibiciones y restricciones enumeradas en dicho artículo después de las palabras "ya sean".
6.325 En lo tocante al párrafo 2 a) del artículo XVI, observamos que no hay al final de ese apartado ninguna palabra o término que pudiera interpretarse en el sentido de que genera una lista ilustrativa, como "toda otra forma" o "toda otra medida".  Dadas esas circunstancias, estimamos que las palabras "ya sea" identifican una lista exhaustiva de limitaciones reguladas por el párrafo 2 a) del artículo XVI, a saber, las "limitaciones ... en forma de contingentes numéricos, monopolios, proveedores exclusivos de servicios o mediante la exigencia de una prueba de necesidades económicas".
"Limitaciones al número de proveedores de servicios en forma de contingentes numéricos"
6.326 Observamos que el párrafo 2 a) del artículo XVI se aplica, entre otras cosas, a las "limitaciones al número de proveedores de servicios en forma de contingentes numéricos".  Las partes están en desacuerdo sobre si esas palabras abarcan cualquier medida que no se haya estructurado expresamente en términos cuantitativos o numéricos.
6.327 La cuestión no es si el artículo XVI abarca las restricciones cualitativas (en contraste con las cuantitativas);  las partes convienen en que no las abarca, y así lo confirman las Directrices para la consignación en Listas de 1993.
  Antes bien, lo que hay que determinar es si una medida que prohíbe el suministro de un servicio por medios de transmisión a distancia está regulada por el párrafo 2 a) del artículo XVI.
6.328 Los Estados Unidos sostienen que al mantener y aplicar leyes que prohíben el suministro por medios de transmisión a distancia del servicio de recepción de apuestas no violan el párrafo 2 del artículo XVI del AGCS, ya que esas leyes establecen una prohibición por lo que respecta a la índole de determinados servicios y no al número de proveedores de servicios o el número de transacciones de servicios.  Esta afirmación no puede aceptarse.
6.329 En el supuesto de que los Estados Unidos desearan mantener y aplicar esas leyes, la manera adecuada de hacerlo sería mediante una anotación en su Lista de compromisos en el subsector 10.D, "Otros Servicios de Esparcimiento (salvo servicios deportivos)", que establecería una limitación al acceso a los mercados por lo que respecta al suministro por medios de transmisión a distancia del servicio de juegos de azar y apuestas.  Esa anotación habría limitado a cero el número de proveedores de servicios y transacciones de servicios en el sector para el que se asumió el compromiso de acceso a los mercados pertinente.
6.330 Al no haber hecho esa inclusión, los Estados Unidos mantienen y aplican leyes que prohíben el suministro por medios de transmisión a distancia de juegos de azar y apuestas.
  Al hacerlo, limitan a cero el número de proveedores de servicios en el sector con respecto al cual se habían asumido los compromisos de acceso a los mercados pertinentes.  En palabras del párrafo 2 a) del artículo XVI del AGCS, imponen una "limitación al número de proveedores de servicios en forma de un contingente numérico".  Cualquier otra interpretación de ese apartado sería incompatible con el compromiso asumido por los Estados Unidos cuando anotaron la palabra "Ninguna" en la columna de acceso a los mercados de su lista de compromisos para el subsector 10.D.
6.331 Es cierto que el texto del párrafo 2 a) del artículo XVI abarca contingentes numéricos superiores a cero.  Esto es así porque en parte ese apartado tiene por objeto indicar las limitaciones, que no llegan a una prohibición total, que los Miembros pueden especificar en sus listas por lo que respecta al número de proveedores de servicios.  El hecho de que los términos empleados abarquen limitaciones inferiores, en forma de contingentes mayores que cero, no justifica la conclusión de que no abarcan una limitación mayor equivalente a cero.  El apartado a) no prevé un "contingente nulo" porque no se redactó para regular casos en los que un Miembro desea mantener limitaciones plenas.  Si un Miembro desea mantener una limitación plena, se supone que ese Miembro no debería haber consignado en listas ese sector o subsector, y que en consecuencia no necesitaría consignar en listas ninguna limitación o medida de conformidad con el párrafo 2 del artículo XVI.
6.332 Además, las Directrices para la consignación en Listas de 1993 ofrecen el siguiente ejemplo de limitación en el marco del apartado a):  "requisitos de nacionalidad para proveedores de servicios (equivalentes a un contingente nulo)".
  Esto sugiere que una medida que no se expresa en forma de contingente numérico o mediante la exigencia de una prueba de necesidades económicas aún puede estar incluida en el ámbito de aplicación del párrafo 2 a) del artículo XVI.  Sostener que sólo las restricciones expresamente expuestas en términos numéricos están incluidas en el ámbito de aplicación de dicha disposición produciría resultados absurdos.  Permitiría, por ejemplo, promulgar una ley que prevea expresamente que "todos los servicios extranjeros están prohibidos" para eludir la aplicación del artículo XVI, porque no se expresa en términos numéricos.
Limitación de todo o parte de un compromiso consignado en listas
6.333 Los Estados Unidos aducen que como no mantienen una prohibición del suministro transfronterizo de todos los servicios de juegos de azar y apuestas, no mantienen un contingente nulo, por lo que no violan el párrafo 2 a) del artículo XVI.
6.334 Consideramos que a efectos de la presente diferencia tenemos que determinar si una prohibición del suministro de un número de servicios que están incluidos en el ámbito del compromiso de los Estados Unidos en materia de servicios de juegos de azar y apuestas puede constituir una "limitación en forma de contingente numérico" en el sentido del párrafo 2 a) del artículo XVI.
6.335 Recordamos que si un Miembro asume un compromiso de acceso a los mercados en un sector o subsector, ese compromiso abarca todos los servicios englobados en ese sector o subsector.  Opinamos, por ello, que un Miembro no respeta las obligaciones AGCS de acceso a los mercados establecidas en el párrafo 2 a) del artículo XVI si no autoriza el acceso a los mercados de la totalidad o de parte de un sector o subsector consignado en listas.

Limitación de uno, varios o todos los medios de suministro en el modo 1
6.336 Antigua aduce que las limitaciones de uno o más medios de suministro en el modo 1 por lo que respecta a un sector objeto de compromisos están incluidas en el ámbito de aplicación del párrafo 2 a) del artículo XVI.  Los Estados Unidos aducen que las restricciones relacionadas con los medios de suministro conciernen a la índole de la actividad de que se trate, por lo que no están incluidas en el ámbito de aplicación del párrafo 2 a) del artículo XVI.
6.337 En consecuencia, el Grupo Especial tiene que determinar si una prohibición de uno, varios o todos los medios de suministro incluidos en el modo 1 que limite efectivamente los medios de suministro que los proveedores de servicios pueden utilizar para suministrar un servicio constituye una limitación en forma de contingente numérico en el sentido del párrafo 2 a) del artículo XVI.
6.338 Recordamos que un compromiso consignado en listas con respecto al modo 1 tiene por efecto permitir a los proveedores de servicios de otros Miembros de la OMC suministrar, con respecto a un sector objeto de compromisos, servicios transfronterizos por cualquier medio de suministro.  Como hemos indicado más arriba, si se prohíben uno, varios o todos los medios de suministro transfronterizo, las posibilidades de que los proveedores extranjeros utilicen esos medios de suministro para suministrar servicios a través de las fronteras con objeto de obtener acceso a los mercados extranjeros se reducen claramente.  El Grupo Especial opina que una prohibición de esa naturaleza constituye una "limitación al número de proveedores de servicios en forma de contingentes numéricos" en el sentido del párrafo 2 a) del artículo XVI, porque impide totalmente a los proveedores de servicios la utilización de uno, varios o todos los medios de suministro incluidos en el modo 1.
ii) Apartado c) del párrafo 2 del artículo XVI

6.339 El apartado c) del párrafo 2 del artículo XVI hace referencia a las:
"limitaciones al número total de operaciones de servicios o a la cuantía total de la producción de servicios, expresadas en unidades numéricas designadas, en forma de contingentes o mediante la exigencia de una prueba de necesidades económicas."

Limitaciones "expresadas ... en forma de contingentes

6.340 El texto del apartado c) difiere del texto del apartado a) en varios aspectos.
6.341 En primer lugar, en el apartado a), las palabras "ya sea" preceden a las palabras "en forma de contingentes".  En el apartado c) esas palabras se omiten.  No creemos que a nuestros efectos esto sea significativo.  Por los motivos a que se hace referencia en los párrafos 6.313-6.316 supra, estimamos que la presencia de las palabras "ya sea" en el apartado a) no implica una lista ilustrativa.  Por tanto, su omisión del apartado c) no tiene significación a nuestros efectos.
6.342 En segundo lugar, en el apartado c), como de hecho en el apartado d), la palabra "número" está matizada por el adjetivo "total".  Esto tal vez se explica porque el apartado c) se refiere a las limitaciones al número total de operaciones de servicios o a la cuantía total de la producción, mientras que el apartado a) contempla la posibilidad de que se impongan límites al número de proveedores de servicios por referencia a un criterio distinto de la suma nacional o regional.  No obstante, cuando las leyes de un Miembro prohíben el suministro de un determinado servicio mediante un determinado modo, la palabra "total" no es significativa, ya que el número siempre será cero.
6.343 En tercer lugar, el apartado c), en su versión inglesa, alude a las "limitations ... in terms of designated numeral units in the form of quotas".  Tal vez podría interpretarse que esto implica que cualquier contingente tiene que expresarse en unidades numéricas designadas.  El elemento de ambigüedad aquí presente se resuelve mediante una comparación de la versión inglesa con las versiones española y francesa, que son igualmente auténticas.  Dichas versiones son las siguientes:
"c)
limitations concernant le nombre total d'opérations de services ou la quantité totale de services produits, exprimées en unités numériques déterminées, sous forme de contingents ou de l'exigence d'un examen des besoins économiques"
;

"c)
limitaciones al número total de operaciones de servicios o a la cuantía total de la producción de servicios, expresadas en unidades numéricas designadas, en forma de contingentes o mediante la exigencia de una prueba de necesidades económicas"
;

Como puede observarse, en esas versiones aparece una coma después del equivalente de la versión inglesa de las palabras "designated numeral units".  Según la versión francesa, hay tres tipos posibles de limitaciones incluidos en el ámbito de aplicación del apartado c), a saber:  i) limitations exprimées en unités numériques déterminées;  ii) limitations exprimées sous forme de contingents;  y iii) limitations exprimées sous forme de l'exigence d'un examen des besoins économiques.  Esas tres posibilidades se dan también en la versión española.
6.344 Por tanto, la comparación de esos tres textos, igualmente auténticos, revela una diferencia de significado.  Con arreglo al artículo 33 de la Convención de Viena, el interprete de un tratado debe tratar de resolver esas diferencias mediante la aplicación de los artículos 31 y 32.  En ese sentido parece ser útil una referencia a la liberalización progresiva como objeto y fin del AGCS.  Si se interpretara el párrafo 2 c) del artículo XVI exclusivamente sobre la base de una expresión numérica de las restricciones se abriría la posibilidad de que los Miembros eludieran sus obligaciones y con ello negaran y menoscabaran los derechos de otros Miembros en casos en los que un sector o subsector ha sido objeto de compromisos, y especialmente en casos de compromisos de acceso pleno a los mercados, como el presente.  Esto frustraría el objeto y fin del AGCS.  En consecuencia, una interpretación correcta del párrafo 2 c) del artículo XVI lleva a concluir que la limitación puede expresarse ya sea en forma de unidades numéricas designadas, en forma de contingentes o mediante la exigencia de una prueba de necesidades económicas.
6.345 En contraste con el apartado a), el apartado c) del párrafo 2 del artículo XVI contiene una referencia al número "total" de transacciones de servicios y a la cuantía "total" de la producción de servicios.  En las Directrices para la consignación en Listas de 1993 se indica que:  "Cabe observar que las restricciones cuantitativas especificadas en los apartados a) a d) se refieren a limitaciones máximas".  Esto sugiere que la palabra "total" en el párrafo 2 c) del artículo XVI tiene por finalidad indicar que las limitaciones reguladas por el párrafo 2 c) del artículo XVI deben imponer límites máximos a las transacciones de servicios y/o la producción de servicios.
6.346 Por consiguiente, las diferencias que existen entre el texto del apartado a) y el apartado c) del párrafo 2 del artículo XVI no justifican una conclusión diferente por lo que respecta a la repercusión de los dos apartados en el presente caso.
6.347 El mantenimiento y la aplicación de leyes que prohíben el suministro por medios de transmisión a distancia de un sector o subsector objeto de compromisos limita a cero el número de transacciones de servicios en el sector o subsector con respecto al cual el Miembro ha asumido un compromiso.  Impone una "limitación al número total de operaciones de servicios ... expresada ... en forma de contingentes", contrariamente a lo dispuesto en el párrafo 2 c) del artículo XVI del AGCS.
Operaciones de servicios y producción de servicios

6.348 El apartado c) del párrafo 2 del artículo XVI se refiere a las limitaciones a las operaciones de servicios o a la producción de servicios.  En lo tocante a la manera en que las expresiones "operaciones de servicios" y "producción de servicios" deben interpretarse, cabe señalar que el AGCS no contiene definiciones de esos términos.
6.349 Sin embargo, puede encontrarse un contexto pertinente para su significado en las Directrices para la consignación en Listas de 1993, que ofrecen un ejemplo de limitación a las "operaciones de servicios o la cuantía de la producción de servicios" con arreglo al párrafo 2 c) del artículo XVI, a saber, las restricciones del tiempo de difusión disponible para películas extranjeras.  Sobre la base de ese ejemplo, entendemos que "operaciones de servicios" significa actividades comprendidas en la producción de un servicio.  Entendemos que "producción de servicios" significa el resultado de la producción del servicio.
Limitación de todo o de parte de un compromiso consignado en listas
6.350 Los Estados Unidos aducen que como no mantienen una prohibición del suministro transfronterizo de todos los servicios de juegos y azar y apuestas, no mantienen un contingente nulo, por lo que no violan el párrafo 2 c) del artículo XVI.
6.351 En consecuencia, tenemos que determinar si una prohibición del suministro de un número de servicios que están incluidos en el ámbito del compromiso estadounidense en materia de servicios de juegos de azar y apuestas puede constituir una "limitación expresada en forma de contingente" en el sentido del párrafo 2 c) del artículo XVI.
6.352 Recordamos que si un Miembro asume un compromiso de acceso a los mercados en un sector o subsector, ese compromiso abarca todos los servicios incluidos en ese sector o subsector.  Por tanto, opinamos que un Miembro no respeta las obligaciones AGCS de acceso a los mercados establecidas en el párrafo 2 c) del artículo XVI si no permite el acceso a sus mercados de la totalidad o de parte de un sector o subsector consignado en listas.
Limitación de uno, varios o todos los medios de suministro en el modo 1
6.353 Antigua aduce que las limitaciones de uno, varios o todos los medios de suministro en el modo 1 por lo que respecta a un sector objeto de compromisos están incluidas en el ámbito de aplicación del apartado 2 c) del artículo XVI.  Los Estados Unidos aducen que las restricciones relacionadas con los medios de suministro se refieren a la índole de la actividad de que se trate, y que por tanto trascienden el ámbito de aplicación del párrafo 2 c) del artículo XVI.
6.354 En consecuencia, el Grupo Especial tiene que determinar si una prohibición uno, varios o todos los medios de suministro en el modo 1 que limite efectivamente esos medios de suministro para operaciones de servicios o producción de servicios constituye una limitación en forma de contingente en el sentido del párrafo 2 c) del artículo XVI.
6.355 Hemos examinado más arriba, en el contexto del párrafo 2 a) del artículo XVI, los modos de suministro que están incluidos en el modo 1.  Recordamos nuestra conclusión, en ese contexto, que es igualmente aplicable aquí, de que un compromiso concerniente al modo 1 consignado en listas tiene el efecto de permitir a los proveedores de servicios pertenecientes al sector pertinente de otros Miembros de la OMC que suministren servicios transfronterizos por cualquier medio de suministro.  A nuestro juicio, si se prohíben uno o varios medios de suministro transfronterizo, los servicios que se prestan mediante uno o más de esos medios de suministro o los servicios que se producen utilizando uno o más de esos medios de suministro quedarán limitados.  Estimamos que una prohibición uno, varios o todos los medios de suministro en el modo 1 constituye una limitación del modo 1.  El Grupo Especial opina que esa limitación es una limitación "al número total de operaciones de servicios o a la cuantía total de la producción de servicios...  en forma de contingentes" en el sentido del párrafo 2 c) del artículo XVI, porque impide totalmente las operaciones de servicios y/o la producción de servicios mediante uno, varios o todos los medios de suministro que están incluidos en el modo 1.  En otras palabras, esa limitación resulta en un "contingente nulo" por lo que respecta a uno, varios o todos los medios de suministro incluidos en el modo 1.
d) Aplicación del criterio jurídico a los elementos de hecho del presente caso

i) Compromiso de los Estados Unidos en materia de acceso a los mercados

6.356 El Grupo Especial recuerda su constatación supra de que los Estados Unidos han asumido un compromiso específico por lo que respecta a los servicios de juegos de azar y apuestas en el subsector 10.D de la Lista de los Estados Unidos.  En relación con el subsector 10.D, los Estados Unidos han incluido la palabra "Ninguna" para el modo 1 en la columna titulada "Limitaciones al acceso a los mercados".
ii) Medidas en litigio

6.357 Nos remitimos a nuestras conclusiones, expuestas en los párrafos 6.245 - 6.246, en las que decidimos que circunscribiríamos nuestro examen de posibles violaciones del AGCS a tres leyes federales de los Estados Unidos (a saber, la Ley de Comunicaciones por Cable, la Ley de Viajes y la Ley sobre actividades ilícitas de juegos de azar) y a las leyes de ocho Estados de los Estados Unidos (a saber, Colorado:  § 18-10-103 del Colorado Revised Statutes;  Luisiana:  § 14:90.3 del La. Rev. Stat. Ann.;  Massachusetts:  § 17A del capítulo 271 del Mass. Ann. Laws;  Minnesota:  §§ 609.75, subdivisiones 2-3 y 609.755(1) del Minn. Stat. Ann.;  Nueva Jersey:  párrafo 2 del Artículo 4 de la Sección VII de la Constitución de Nueva Jersey y § 2A:40-1 del Código de Nueva Jersey;  Nueva York:  § 9 del Artículo I de la Constitución de Nueva York y § 5-401 de la N.Y. Gen. Oblig. L.;  Dakota del Sur:  §§ 22-25A-1 y 22-25A-15 de las S. D. Codified Laws del Sur;  Utah:  § 76-10-1102 del Utah Code Ann.).
6.358 Nuestra labor al examinar esas leyes consiste en determinar si, habida cuenta de que los Estados Unidos ya han anotado el término "Ninguna" en su columna de acceso a los mercados en el modo 1 para los servicios de juegos de azar y apuestas, esas leyes imponen "limitaciones al número de proveedores de servicios en forma de contingentes numéricos" en el sentido del párrafo 2 a) del artículo XVI y/o "limitaciones al número total de operaciones de servicios o a la cuantía total de la producción de servicios ... en forma de contingentes" en el sentido del párrafo 2 c) del artículo XVI.
6.359 Como contexto para este examen, recordamos que los Estados Unidos reconocen que las leyes federales y estatales se aplican con objeto de prohibir lo que describen como "suministro a distancia" de la mayoría de los servicios de juegos de azar y apuestas
 y que, como se observa con más detalle infra, hay pruebas pertinentes que confirman la práctica estadounidense en ese sentido.
Leyes federales


La Ley de Comunicaciones por Cable

6.360 La parte pertinente de la Ley de Comunicaciones por Cable establece que:
"Toda persona dedicada al negocio de los juegos de azar o apuestas que utilice a sabiendas un servicio de comunicación por cable para la transmisión en transacciones interestatales o con el extranjero de envites o apuestas o de información que ayude a hacer envites o apuestas sobre cualquier evento o competición deportiva, o para la transmisión de una comunicación por cable que permita al receptor recibir dinero o crédito como resultado de envites o apuestas, o de información que ayude a hacer envites o apuestas será castigada con arreglo a este título con una multa o una pena de prisión no superior a dos años, o con ambas cosas."
6.361 El texto inicial de la Ley de Comunicaciones por Cable hace referencia a "toda persona dedicada al negocio...".  Ese texto pone claramente de manifiesto que la Ley de Comunicaciones por Cable se refiere a los proveedores de servicios de "juegos de azar y apuestas".  Estimamos, en consecuencia, que esa Ley afecta a los "proveedores de servicios" en el sentido del párrafo 2 a) del artículo XVI.  también puede interpretarse que la Ley de Comunicaciones por Cable regula las operaciones de servicios o la producción de servicios, ya que en la práctica prohíbe el suministro de servicios de juegos de azar o apuestas mediante el uso de un servicio de comunicaciones por cable.  Estimamos, por consiguiente, que esa Ley afecta a las "operaciones de servicios" y a la "producción de servicios" en el sentido del párrafo 2 c) del artículo XVI.
6.362 Como pone claramente de manifiesto el texto extractado de la Ley de Comunicaciones por Cable, dicha Ley prohíbe la utilización de servicios de comunicaciones por cable para, entre otras cosas, la transmisión de envites o apuestas en transacciones interestatales o con el extranjero.  Por tanto, a nuestro juicio, la Ley de Comunicaciones por Cable prohíbe el uso del teléfono, dada la referencia expresa a las comunicaciones por cable.  Además, algunos tribunales estadounidenses han interpretado que la Ley de Comunicaciones por Cable incluye la comunicación por Internet.
  Los Estados Unidos también han reconocido que la Ley de Comunicaciones por Cable abarca la transmisión a distancia de envites o apuestas en transacciones interestatales o con el extranjero.
  Estimamos, por consiguiente, que la Ley de Comunicaciones por Cable prohíbe la utilización de al menos uno, y posiblemente varios, de los medios de suministro incluidos en el modo 1.
6.363 Recordamos que la prohibición del uso de uno, varios o todos los medios de suministro incluidos en el modo 1 constituye un "contingente nulo" para, respectivamente, uno, varios o todos esos medios de suministro.  Con arreglo a la Ley de Comunicaciones por Cable, los proveedores de servicios que tratan de suministrar servicios de juegos de azar y apuestas mediante el teléfono, Internet y otros medios de suministro que utilizan comunicaciones por cable no están autorizados para hacerlo.  Además, la Ley de Comunicaciones por Cable prohíbe las operaciones de servicios y la producción de servicios mediante teléfono, Internet y otros medios de suministro que utilizan comunicaciones por cable.  En consecuencia, el Grupo Especial considera que la Ley de Comunicaciones por Cable contiene una limitación "en forma de contingentes numéricos" en el sentido del párrafo 2 a) del artículo XVI y una limitación "en forma de contingentes" en el sentido del párrafo 2 c) del artículo XVI.
6.364 Recordamos también que un Miembro no respeta las obligaciones AGCS en materia de acceso a los mercados establecidas en los párrafos 2 a) y 2 c) del artículo XVI si no permite el acceso a sus mercados a la totalidad o a parte de un sector consignado en listas.  La Ley de Comunicaciones por Cable se refiere a los "juegos de azar o apuestas", que son parte de los servicios abarcados por el compromiso de los Estados Unidos para el subsector 10.D.  En consecuencia, mediante la Ley de Comunicaciones por Cable, los Estados Unidos restringen el acceso a los mercados para parte de un sector consignado en listas, a saber, los "juegos de azar o apuestas".
6.365 Como los Estados Unidos no han anotado el término "Ninguna" en la columna de acceso a los mercados para el subsector 10.D, no pueden mantener las limitaciones a que hace referencia el párrafo 2 del artículo XVI.  Dado que la Ley de Comunicaciones por Cable contiene limitaciones que están incluidas en el ámbito de aplicación de los párrafos 2 a) y 2 c) del artículo XVI, los Estados Unidos están otorgando un trato menos favorable del previsto en su Lista, contrariamente a lo dispuesto en los párrafos 1 y 2 del artículo XVI.  Concluimos, por consiguiente, que la Ley de Comunicaciones por Cable es incompatible con los párrafos 1 y 2 del artículo XVI.


La Ley de Viajes
6.366 La parte pertinente de la Ley de Viajes establece lo siguiente:
"a)
Toda persona que en el comercio interestatal o en el comercio extranjero se desplace o utilice los servicios de correos o cualquier servicio con el fin de

1)
distribuir los ingresos procedentes de cualquier actividad ilícita;

2)
cometer un crimen violento para facilitar cualquier actividad ilícita;  o
3)
promover, administrar, establecer, realizar, o facilitar en cualquier otra forma la promoción, administración, establecimiento o realización de cualquier actividad ilícita
y que en consecuencia ejecute o intente ejecutar-
A)
Una acción descrita en los párrafos 1) ó 3) será multado de acuerdo con este título o condenado a prisión por no más de cinco años, o ambas cosas 

B)
Una acción descrita en el párrafo 2) será multado de acuerdo con este título o condenado a prisión por no más de 20 años, o ambas cosas, y si la acción resulta en muerte, condenado a prisión por cualquier número de años o a cadena perpetua.

b)
En la presente sección, por "actividad ilícita" se entiende 1) cualquier empresa comercial que implique la explotación de servicios de juegos de azar ... con infracción de las leyes del Estado en que se realizan los actos o de los Estados Unidos."

6.367 El texto de la Ley de Viajes prohíbe claramente en el comercio interestatal o en el comercio exterior los desplazamientos o la utilización de los servicios de correos o de cualquier servicio con el fin de: distribuir los ingresos procedentes de cualquier "actividad ilegal"; cometer cualquier delito de violencia para favorecer cualquier "actividad ilícita"; o promover, administrar, establecer, realizar, o facilitar la promoción, administración, establecimiento o realización de cualquier "actividad ilícita".  Una "actividad ilícita" se define, entre otras cosas, como cualquier empresa comercial que implique juegos de azar con infracción de las leyes del Estado en que se realizan los actos o de los Estados Unidos.  Puede ocurrir que algunas leyes estatales prohíban las "empresas comerciales que impliquen la explotación de servicios de juegos de azar".  En esos casos, la "empresa comercial que implique juegos de azar" que infringe las leyes estatales pertinentes también iría en contra de la Ley de Viajes si esa empresa comercial entraña el suministro el servicios de juegos de azar y apuestas mediante la utilización de "los servicios de correos o de cualquier servicio" siempre que se cumplan las demás prescripciones del apartado a) de la Ley de Viajes.
6.368 La Ley de Viajes se refiere a los proveedores de servicios, y en particular a toda persona que en el comercio interestatal o en el comercio extranjero se desplace o utilice los servicios de correos o cualquier servicio con el fin de distribuir los ingresos procedentes de cualquier actividad ilícita, cometer un crimen violento para facilitar cualquier actividad ilícita o promover, administrar, establecer, realizar, o facilitar en cualquier otra forma la promoción, administración, establecimiento o realización de cualquier actividad ilícita.  La interpretación de que la Ley tiene por destinatarios a los proveedores se ve confirmada por el hecho de que "actividad ilícita" se define por referencia a las actividades de cualquier "empresa comercial".  En consecuencia, estimamos que esta Ley afecta a los "proveedores de servicios" en el sentido del párrafo 2 a) del artículo XVI.
6.369 También puede interpretarse que la Ley de Viajes afecta al trato dado a las operaciones de servicios o a la producción de servicios, porque en la práctica prohíbe el suministro de servicios de juegos de azar mediante el correo o "cualquier otro servicio".  Puede interpretarse que el término "servicio" incluye el teléfono e Internet.
  Estimamos, por consiguiente, que la Ley de Viajes afecta también a las "operaciones de servicios" o la "producción de servicios" en el sentido del párrafo 2 c) del artículo XVI.
6.370 Recordamos que la prohibición del uso de uno, varios o todos los medios de suministro incluidos en el modo 1 constituye un "contingente nulo" para, respectivamente, uno, varios o todos esos medios de suministro.  Como señalamos supra en el párrafo 6.367, la Ley de Viajes prohíbe las actividades de explotación de servicios de juegos de azar que entrañen el suministro de servicios de juegos de azar y apuestas mediante la utilización de " los servicios de correos o de cualquier servicio"  en la medida en que ese suministro sea realizado por una "empresa comercial que implique la explotación de servicios de juegos de azar" que esté prohibida en virtud de la ley estatal y siempre que se cumplan las demás prescripciones del apartado a) de la Ley de Viajes.
6.371 Por lo tanto, en virtud de la Ley de Viajes (leída conjuntamente con las leyes estatales pertinentes)
 Con arreglo a la Ley de Viajes, los proveedores de servicios que traten de proporcionar servicios de juegos de azar y apuestas mediante el correo y posiblemente cualquier otro medio de suministro incluido en el modo 1 no están autorizados para hacerlo.  Además, la Ley de Viajes (leída conjuntamente con las leyes estatales pertinentes) también prohíbe las operaciones de servicios y la producción de servicios mediante el correo y tal vez cualquier otro medio de suministro incluido en el modo 1.  Por consiguiente, el Grupo Especial estima que la Ley de Viajes contiene una limitación "en forma de contingentes numéricos" en el sentido del párrafo 2 a) del artículo XVI y una limitación "en forma de contingentes" en el sentido del párrafo 2 c) del artículo XVI.
6.372 Recordamos también que un Miembro no respeta las obligaciones AGCS en materia de acceso a los mercados establecidas en los párrafos 2 a) y 2 c) del artículo XVI si no permite el acceso a sus mercados a la totalidad o a parte de un sector consignado en listas.  La Ley de Viajes se refiere a los "juegos de azar", que son parte de los servicios abarcados por el compromiso de los Estados Unidos para el subsector 10.D.  En consecuencia, mediante la Ley de Viajes, los Estados Unidos restringen el acceso a los mercados para parte de un sector consignado en listas, a saber, los "juegos de azar".
6.373 Como los Estados Unidos no han anotado el término "Ninguna" en la columna de acceso a los mercados para el subsector 10.D, no pueden mantener las limitaciones a que hace referencia el párrafo 2 del artículo XVI.  Dado que la Ley de Viajes contiene limitaciones que están incluidas en el ámbito de aplicación de los párrafos 2 a) y 2 c) del artículo XVI, los Estados Unidos están otorgando un trato menos favorable del previsto en su Lista, contrariamente a lo dispuesto en los párrafos 1 y 2 del artículo XVI.  Concluimos, por consiguiente, que la Ley de Viajes es incompatible con los párrafos 1 y 2 del artículo XVI.


La Ley sobre actividades ilícitas de juegos de azar

6.374 La parte pertinente de la Ley sobre actividades ilícitas de juegos de azar establece lo siguiente:
"a)
Cualquiera que dirija, financie, administre, supervise o controle un negocio ilegal de juegos de azar, o tenga la propiedad total o parcial del mismo, será multado de acuerdo con este título o condenado a prisión por no más de cinco años, o ambas cosas:
b)
Según se utilizan en esta sección,
1)
por 'negocio ilegal de juegos de azar' se entiende un negocio de juegos de azar que
i)
infrinja la ley del Estado o de la subdivisión política en que se realiza;
ii)
sea realizado por cinco personas o más que dirijan, financien, administren, supervisen, controlen ese negocio o que tengan la propiedad total o parcial del mismo;  y
iii)
haya estado o esté funcionando de forma esencialmente continua por un período mayor a 30 días o tenga un ingreso bruto de 2.000 dólares en un día cualquiera.

2)
Los "juegos de azar" incluyen los siguientes, sin limitarse a ellos:  la venta de participaciones en círculos de juego, la recepción de apuestas, el mantenimiento de máquinas tragamonedas, ruletas o mesas de dados y la organización de loterías, apuestas, juegos de bolita o de números, o la venta de participaciones en ellos.
3)
"Estado" significa cualquier Estado de los Estados Unidos, el Distrito de Columbia, el Estado Libre Asociado de Puerto Rico y cualquier otro territorio o posesión de los Estados Unidos."
6.375 A nuestro juicio, el texto de la Ley sobre actividades ilícitas de juegos de azar pone en claro que la Ley prohíbe la realización de actividades comerciales que estén comprendidas en la definición de "actividades ilícitas de juegos de azar".  Una actividad de juegos de azar se define como "ilícita" en virtud de la Ley si infringe la ley de un Estado (o subdivisión política) de los Estados Unidos.  Puede ocurrir que las leyes de algunos Estados prohíban las actividades de juegos de azar.  En esos casos, una "actividad de juegos de azar" que infringe la ley estatal y que entraña la realización, financiación, gestión, supervisión, dirección o propiedad de la totalidad o parte de esa actividad también iría en contra de la Ley sobre actividades ilícitas de juegos de azar, siempre que se cumplan las demás prescripciones del apartado (b)(1) de la Ley sobre actividades ilícitas de juegos de azar.  Consideramos que, dado que la Ley sobre actividades ilícitas de juegos de azar prohíbe la realización, financiación, gestión, supervisión, dirección o propiedad de la totalidad o parte de una "actividad de juegos de azar" que infrinja la ley estatal, esa ley efectivamente prohíbe el suministro de servicios de juegos de azar y apuestas por esas actividades mediante por lo menos uno y potencialmente todos los medios de prestación incluidos en el modo 1.
6.376 La Ley sobre actividades ilícitas de juegos de azar afecta a los proveedores de servicios, en particular a cualquiera que dirija, financie, administre, supervise o controle un negocio ilegal de juegos de azar, o tenga la propiedad total o parcial del mismo.  En consecuencia, estimamos que esa Ley afecta a los "proveedores de servicios" en el sentido del párrafo 2 a) del artículo XVI.  También puede interpretarse que la Ley sobre actividades ilícitas de juegos de azar afecta al trato dado a las operaciones de servicios o a la producción de servicios, porque en la práctica prohíbe cualquier negocio englobado en la definición de "negocio ilícito de juego".  En consecuencia, estimamos que la Ley sobre actividades ilícitas de juegos de azar también afecta a las "operaciones de servicios" o a la "producción de servicios" en el sentido del párrafo 2 c) del artículo XVI.
6.377 Recordamos que la prohibición del uso de uno, varios o todos los medios de suministro incluidos en el modo 1 constituye un "contingente nulo" para, respectivamente, uno, varios o todos esos medios de suministro.  Como señalamos supra en el párrafo 6.375, la Ley sobre actividades ilícitas de juegos de azar prohíbe toda actividad de juegos de azar que entrañe la realización, financiación, gestión, supervisión, dirección o propiedad de la totalidad o parte de esas empresas en la medida en que ese suministro sea realizado por una "actividad de juegos de azar" que esté prohibida en virtud de la ley estatal y siempre que se cumplan las demás prescripciones del apartado (b)(1) de la Ley sobre actividades ilícitas de juegos de azar.
6.378 Por consiguiente, con arreglo a la Ley sobre actividades ilícitas de juegos de azar (aplicada conjuntamente con las leyes estatales pertinentes)
, los proveedores de servicios que traten de suministrar servicios de juegos de azar y apuestas mediante todos los medios de suministro incluidos en el modo 1 no están autorizados para hacerlo.  Además, la Ley sobre actividades ilícitas de juegos de azar (aplicada conjuntamente con las leyes estatales pertinentes) prohíbe también las operaciones de servicios y la producción de servicios por todos los medios de suministro incluidos en el modo 1.  Por consiguiente, el Grupo Especial estima que la Ley sobre actividades ilícitas de juegos de azar contiene una limitación "en forma de contingentes numéricos" en el sentido del párrafo 2 a) del artículo XVI y una limitación "en forma de contingente" en el sentido del párrafo 2 c) del artículo XVI.
6.379 Recordamos también que un Miembro no respeta las obligaciones AGCS en materia de acceso a los mercados establecidas en los párrafos 2 a) y 2 c) del artículo XVI si no permite el acceso a sus mercados a la totalidad o a parte de un sector consignado en listas.  La Ley sobre actividades ilícitas de juegos de azar se refiere a los "juegos de azar", que son parte de los servicios abarcados por el compromiso de los Estados Unidos para el subsector 10.D.  En consecuencia, mediante la Ley sobre actividades ilícitas de juegos de azar, los Estados Unidos restringen el acceso a los mercados para parte de un sector consignado en listas, a saber, los "juegos de azar".
6.380 Como los Estados Unidos no han anotado el término "Ninguna" en la columna de acceso a los mercados para el subsector 10.D, no pueden mantener las limitaciones a que hace referencia el párrafo 2 del artículo XVI.  Dado que la Ley sobre actividades ilícitas de juegos de azar contiene limitaciones que están incluidas en el ámbito de aplicación de los párrafos 2 a) y 2 c) del artículo XVI, los Estados Unidos están otorgando un trato menos favorable del previsto en su Lista, contrariamente a lo dispuesto en los párrafos 1 y 2 del artículo XVI.  Concluimos, por consiguiente, que la Ley sobre actividades ilícitas de juegos de azar es incompatible con los párrafos 1 y 2 del artículo XVI.
Leyes estatales


Colorado
6.381 El texto del § 18-10-103 del Colorado Revised Statutes (catálogo de leyes de Colorado) establece lo siguiente:
"1)
La persona que participe en un juego de azar comete una falta (petty offense), en grado 1.

2)
La persona que se dedique profesionalmente al juego de azar comete un delito (misdemeanor), en grado 1.  Si el jugador es reincidente en esa actividad, comete un delito grave, en grado 5."
6.382 A nuestro juicio, el texto del § 18-10-103 del Colorado Revised Statutes indica que esa disposición no está orientada a los "proveedores de servicios" a efectos del párrafo 2 a) del artículo XVI ni a las "operaciones de servicios" y la "producción de servicios" a efectos del párrafo 2 c) del artículo XVI.  Antes bien, estimamos que el § 18-10-103 del Colorado Revised Statutes afecta a las personas que participan en juegos de azar, es decir, a las que realmente juegan.  Así parecen confirmarlo las pruebas concernientes a la interpretación del § 18-10-103 del Colorado Revised Statutes que tenemos ante nosotros y que indican que esa disposición se interpreta y se aplica de modo que prohíbe jugar por Internet.
  Antigua no ha presentado ninguna prueba que indique que el suministro de servicios de juegos de azar por Internet o por cualquier otro medio incluido en el modo esté prohibido.
6.383 Por consiguiente, concluimos que Antigua no ha demostrado prima facie que el § 18-10-103 del Colorado Revised Statutes contiene una limitación incluida en el ámbito de aplicación del párrafo 2 a) y/o el párrafo 2 c) del artículo XVI.  En particular, no estamos persuadidos de que esa disposición afecte a los "proveedores de servicios" a efectos del párrafo 2 a) del artículo XVI y/o a las "operaciones de servicios" y la "producción de servicios" a efectos del párrafo 2 c) del artículo XVI.  En consecuencia, constatamos que Antigua no ha demostrado prima facie que el § 18-10-103 del Colorado Revised Statutes es incompatible con los párrafos 1 y 2 del artículo XVI.


Luisiana
6.384 La parte pertinente del artículo 14:90.3 del La. Rev. Stat. Ann. establece lo siguiente:
"E.
Quien diseñe, desarrolle, gestione, supervise, mantenga, ofrezca o produzca servicios de computadora, sistemas de computadoras, redes de computadoras, programación informática o un servidor que ofrezca un sitio en la Web o cualquier otro producto que permita acceder a Internet, World Wide Web
, o cualquier parte de ella a un cliente con el objetivo principal de explotar comercialmente un juego, concurso, lotería o sorteo en el que una persona arriesgue la pérdida de algo de valor para lograr un premio será castigado con una multa no superior a 20.000 dólares o una pena de prisión, con o sin trabajos forzados, no superior a cinco años, o ambas.
...

I.  ...  Las disposiciones de esta subsección no eximirán a ninguna empresa telefónica, proveedor de servicios de Internet, creador de programas informáticos, licenciatario u otra parte similar de responsabilidades penales si su objetivo primario al prestar tales servicios es explotar comercialmente el juego de azar."
6.385 El Artículo 14:90.3 del La. Rev. Stat. Ann. afecta a los proveedores de servicios, y en particular a quien diseñe, desarrolle, gestione, supervise, mantenga, ofrezca o produzca servicios de computadora, sistemas de computadoras, redes de computadoras, programación informática o un servidor que ofrezca un sitio en la Web o cualquier otro producto que permita acceder a Internet o a la World Wide Web.  El párrafo I del § 14:90.3 del La. Rev. Stat. Ann. pone claramente de manifiesto que el § 14:90.3 del La. Rev. Stat. Ann. afecta a los proveedores de servicios, incluidos los proveedores de servicios de Internet, los creadores de programas informáticos, los licenciatarios u otras partes similares de responsabilidades penales si su objetivo primario al prestar tales servicios es explotar comercialmente el juego de azar.  Consideramos, por tanto, que el § 14:90.3 del La. Rev. Stat. Ann. afecta a los "proveedores de servicios" en el sentido del párrafo 2 a) del artículo XVI.
6.386 También puede interpretarse que el artículo 14:90.3 del La. Rev. Stat. Ann. afecta al trato dado a las operaciones de servicios o la producción de servicios, porque en la práctica prohíbe explotar comercialmente un juego, concurso, lotería o sorteo en el que una persona arriesgue la pérdida de algo de valor para lograr un premio.  Estimamos, en consecuencia, que el § 14:90.3 del La. Rev. Stat. Ann. afecta también a las "operaciones de servicios" o a la "producción de servicios" en el sentido del párrafo 2 c) del artículo XVI.
6.387 Recordamos que la prohibición del uso de uno, varios o todos los medios de suministro incluidos en el modo 1 constituye un "contingente nulo" para, respectivamente, uno, varios o todos esos medios de suministro.  Con arreglo al § 14:90.3 del La. Rev. Stat. Ann., los proveedores de servicios que deseen explotar comercialmente un juego, concurso, lotería o sorteo en el que una persona arriesgue la pérdida de algo de valor para lograr un premio mediante Internet no están autorizados para hacerlo.  Además, las operaciones de servicios y la producción de servicios que entrañen explotar comercialmente un juego, concurso, lotería o sorteo en el que una persona arriesgue la pérdida de algo de valor para lograr un premio mediante Internet están también prohibidas por el § 14:90.3 del La. Rev. Stat. Ann. Por tanto, el Grupo Especial considera que dicha disposición contiene una limitación "en forma de contingentes numéricos" en el sentido del párrafo 2 a) del artículo XVI y una limitación "en forma de contingente" en el sentido del párrafo 2 c) del artículo XVI.
6.388 Recordamos también que un Miembro no respeta las obligaciones AGCS en materia de acceso a los mercados establecidas en los párrafos 2 a) y 2 c) del artículo XVI si no permite el acceso a sus mercados a la totalidad o a parte de un sector consignado en listas.  El artículo 14:90.3 del La. Rev. Stat. Ann. afecta a la explotación comercial de "un juego, concurso, lotería o sorteo en el que una persona arriesgue la pérdida de algo de valor para lograr un premio", que es parte de los servicios abarcados por el compromiso asumido por los Estados Unidos en el subsector 10.D.  Por tanto, por medio del § 14:90.3 del La. Rev. Stat. Ann., los Estados Unidos restringen el acceso a los mercados por lo que respecta a parte de un sector consignado en listas, a saber, "la explotación comercial de un juego, concurso, lotería o sorteo en el que una persona arriesgue la pérdida de algo de valor para lograr un premio".
6.389 Como los Estados Unidos no han anotado el término "Ninguna" en la columna de acceso a los mercados para el subsector 10.D, no pueden mantener las limitaciones a que hace referencia el párrafo 2 del artículo XVI.  Dado que el § 14:90.3 del La. Rev. Stat. Ann. contiene limitaciones que están incluidas en el ámbito de aplicación de los párrafos 2 a) y 2 c) del artículo XVI, los Estados Unidos están otorgando un trato menos favorable del previsto en su Lista, contrariamente a lo dispuesto en los párrafos 1 y 2 del artículo XVI.  Concluimos, por consiguiente, que el § 14:90.3 del La. Rev. Stat. Ann. es incompatible con los párrafos 1 y 2 del artículo XVI.


Massachusetts
6.390 El artículo 17A del capítulo 271 del Mass. Ann. Laws establece lo siguiente:
"Quien utilice un teléfono, o siendo la persona que controla las instalaciones donde está ubicado un teléfono o un abonado a un teléfono permite conscientemente que otro utilice un teléfono ubicado así o al que esté abonado, según corresponda, para aceptar apuestas, o comprar o vender participaciones en círculos de juego, o para vender la totalidad o parte de una apuesta a otro, haciendo depender el resultado de un concurso o prueba de habilidad, velocidad o resistencia de hombres, animales, pájaros o máquinas, o del resultado de una prueba o juego atlético, o de una lotería de números, o para transmitir esas apuestas a una sede central u oficina de apuestas, o quien con un nombre distinto del suyo o por otro medio falso o ficticio adquiere servicios telefónicos para sí mismo o para otro con tales fines, será castigado con una multa no superior a 2.000 dólares o una pena de prisión no superior a un año, con la salvedad, sin embargo, de que esta Sección no se aplicará a quienes utilicen teléfonos u otros aparatos o medios de otro tipo para hacer apuestas autorizadas por las disposiciones de la sección 5C del capítulo 128A".

6.391 El artículo 17A del capítulo 271 del Mass. Ann. Laws afecta a los proveedores de servicios, en particular a quien utilice un teléfono o, siendo la persona que controla las instalaciones donde está ubicado un teléfono, permite conscientemente que otro utilice un teléfono para, entre otras cosas, aceptar apuestas.  Estimamos, por tanto, que el artículo 17A del capítulo 271 del Mass. Ann. Laws afecta a los "proveedores de servicios" en el sentido del párrafo 2 a) del artículo XVI.
6.392 También puede interpretarse que el artículo 17A del capítulo 271 del Mass. Ann. Laws afecta al trato dado a las operaciones de servicios o la producción de servicios, porque en la práctica prohíbe el suministro de servicios, incluida la aceptación de apuestas, mediante el uso del teléfono.  Estimamos, por tanto, que el artículo 17A del capítulo 271 del Mass. Ann. Laws afecta también a las "operaciones de servicios o a la "producción de servicios" en el sentido del párrafo 2 c) del artículo XVI.
6.393 Recordamos que la prohibición del uso de uno, varios o todos los medios de suministro incluidos en el modo 1 constituye un "contingente nulo" para, respectivamente, uno, varios o todos esos medios de suministro.  Con arreglo al artículo 17A del capítulo 271 del Mass. Ann. Laws, los proveedores de servicios que deseen explotar un negocio que entrañe, entre otras cosas, la aceptación de apuestas mediante el uso del teléfono no están autorizados para hacerlo.  Además, las operaciones de servicios y la producción de servicios que entrañen, entre otras cosas, la aceptación de apuestas mediante el uso del teléfono están también prohibidas en virtud del artículo 17A del capítulo 271 del Mass. Ann. Laws.  Por consiguiente, el Grupo Especial estima que el artículo 17A del capítulo 271 del Mass. Ann. Laws contiene una limitación "en forma de contingentes numéricos" en el sentido del párrafo 2 a) del artículo XVI y una limitación "en forma de contingentes" en el sentido del párrafo 2 c) del artículo XVI.
6.394 Recordamos también que un Miembro no respeta las obligaciones AGCS en materia de acceso a los mercados establecidas en los párrafos 2 a) y 2 c) del artículo XVI si no permite el acceso a sus mercados a la totalidad o a parte de un sector consignado en listas.  El artículo 17A del capítulo 271 del Mass.  Ann.  Laws afecta, entre otras cosas, a la aceptación de apuestas que son parte de los servicios abarcados por el compromiso asumido por los Estados Unidos para el subsector 10.D.  En consecuencia, los Estados Unidos, en virtud del artículo 17A del capítulo 271 del Mass. Ann. Laws, restringen el acceso a los mercados por lo que respecta a parte de un sector consignado en listas, a saber, la aceptación de apuestas.
6.395 Como los Estados Unidos no han anotado el término "Ninguna" en la columna de acceso a los mercados para el subsector 10.D, no pueden mantener las limitaciones a que hace referencia el párrafo 2 del artículo XVI.  Dado que el artículo 17A del capítulo 271 del Mass. Ann. Laws contiene limitaciones que están incluidas en el ámbito de aplicación de los párrafos 2 a) y 2 c) del artículo XVI, los Estados Unidos están otorgando un trato menos favorable del previsto en su Lista, contrariamente a lo dispuesto en los párrafos 1 y 2 del artículo XVI.  Concluimos, por consiguiente, que el artículo 17A del capítulo 271 del Mass. Ann. Laws es incompatible con los párrafos 1 y 2 del artículo XVI.


Minnesota
6.396 El artículo 609.755(1) del Minn. Stat. Ann. establece lo siguiente:
"Comete un delito quien realiza uno de los siguientes actos:
1)
hace una apuesta;

2)
vende o transfiere una participación en una lotería;

3)
difunde información sobre una lotería, salvo si se trata de una lotería de un Estado colindante, con el propósito de promover la participación en ella;

4)
permite que se utilice como sala de juegos una estructura o local de su propiedad u ocupada por él o que esté bajo su control;  o

5)
posee un aparato de juego, salvo si está autorizado para ello por la ley.

La cláusula 5) no prohíbe la posesión de un aparato de juego en el domicilio de una persona para fines recreativos de forma que no ofrezca a los jugadores la oportunidad de obtener algo de valor."
Las subdivisiones 2-3 del artículo 609.755(1) del Minn. Stat. Ann. contienen definiciones de lo que son y lo que no son "apuestas" a efectos del § 609.755(1) del Minn. Stat. Ann. El texto de dichas subdivisiones figura en el anexo F.
6.397 A nuestro entender, el texto del apartado del § 609.755(1) del Minn. Stat. Ann. que es pertinente para la presente diferencia, a saber, el apartado a), indica que esa disposición no está orientada a los "proveedores de servicios" a efectos del párrafo 2 a) del artículo XVI ni a las "operaciones de servicios" y la "producción de servicios" a efectos del párrafo 2 c) del artículo XVI.  Estimamos, antes bien, que el § 609.755(1) del Minn. Stat. Ann. afecta a las personas que hacen una apuesta.  Así parece confirmarlo las pruebas concernientes a la interpretación de los §§ 609.755, subdivisiones 2-3 y 609.755(1) del Minn. Stat. Ann. que tenemos ante nosotros y que indican que con arreglo a esas disposiciones "comete un delito toda persona que en Minnesota efectúe una apuesta a través de [una organización de juegos de azar por Internet]".
  Antigua no ha presentado prueba alguna que indique que el suministro de servicios de apuestas mediante Internet o por cualquier otro medio incluido en el modo 1 esté prohibido en virtud de los §§ 609.755, subdivisiones 2-3 y 609.755(1) del Minn. Stat. Ann.
6.398 Por consiguiente, concluimos que Antigua no ha demostrado prima facie que el § 609.755(1) del Minn. Stat. Ann. contiene una limitación incluida en el ámbito de aplicación del párrafo 2 a) y/o el párrafo 2 c) del artículo XVI.  En particular, no estamos persuadidos de que esa disposición afecte a los "proveedores de servicios" a efectos del párrafo 2 a) del artículo XVI y/o a las "operaciones de servicios" y la "producción de servicios" a efectos del párrafo 2 c) del artículo XVI.  En consecuencia, constatamos que Antigua no ha demostrado prima facie que el § 609.755(1) del Minn. Stat. Ann. es incompatible con los párrafos 1 y 2 del artículo XVI.


Nueva Jersey
6.399 En la parte pertinente del párrafo 2 del Artículo 4 de la Sección VII de la Constitución de Nueva Jersey se establece lo siguiente:
"No será autorizado ningún juego de azar de ningún tipo por el Legislativo salvo que el tipo específico del juego y las restricciones y los controles correspondientes se hayan sometido ya a la población en una elección especial, y hayan sido autorizados por una mayoría de los votantes, o salvo que se sometan posteriormente a los votantes autorizados legalmente en el Estado para votar en una elección general, y sean autorizados por la mayoría de ellos, con la salvedad de que sin tal presentación o autorización:  [se facilita una lista de actividades lícitas autorizadas]".

6.400 El artículo 2A:40-1 del Código de Nueva Jersey establece, además, lo siguiente:
"Serán ilícitas todas las apuestas o envites que dependan de una carrera o competición o de un juego por sorteo o rifa, o de un sorteo, azar, casualidad o acontecimiento desconocido o contingente".

6.401 A nuestro juicio, el texto del párrafo 2 del artículo 4 de la Sección VII de la Constitución de nueva Jersey y el texto del § 2A:40-1 del Código de Nueva Jersey, que parece aplicar el párrafo pertinente de la Constitución, indican que esas disposiciones no afectan a los "proveedores de servicios" a efectos del párrafo 2 a) del artículo XVI ni a las "operaciones de servicios" y la "producción de servicios" a efectos del párrafo 2 c) del artículo XVI.  Antes bien, estimamos que el párrafo 2 del artículo 4 de la Sección VII de la Constitución de Nueva Jersey y el § 2A:40-1 del Código de Nueva Jersey afectan a las personas que participen en juegos de azar.  Antigua no ha presentado ninguna prueba que indique que el suministro de servicios de juegos de azar y apuestas por Internet o por cualquier otro medio incluido en el modo 1 esté prohibido en virtud del párrafo 2 del artículo 4 de la Sección VII de la Constitución de Nueva Jersey y el § 2A:40-1 del Código de Nueva Jersey.

6.402 Por consiguiente, concluimos que Antigua no ha demostrado prima facie que el párrafo 2 del artículo 4 de la Sección VII de la Constitución de Nueva Jersey y el § 2A:40-1 del Código de Nueva Jersey contienen una limitaciones incluidas en el ámbito de aplicación del párrafo 2 a) y/o el párrafo 2 c) del artículo XVI.  En particular, no estamos persuadidos de que esas disposiciones afecten a los "proveedores de servicios" a efectos del párrafo 2 a) del artículo XVI y/o a las "operaciones de servicios" y la "producción de servicios" a efectos del párrafo 2 c) del artículo XVI.  En consecuencia, constatamos que Antigua no ha demostrado prima facie que el párrafo 2 del artículo 4 de la Sección VII de la Constitución de Nueva Jersey y el § 2A:40-1 del Código de Nueva Jersey son incompatibles con los párrafos 1 y 2 del artículo XVI.


Nueva York
6.403 El texto del § 9 del Artículo I de la Constitución de Nueva York establece lo siguiente:

"1.
No se aprobará ninguna ley que recorte los derechos de la población a reunirse pacíficamente y presentar solicitudes al Gobierno o a algún departamento del mismo;  tampoco se concederá ningún divorcio más que a través del debido procedimiento judicial;  salvo lo establecido a continuación, no se autorizará o permitirá en este Estado a partir de ahora ninguna lotería o venta de billetes de lotería, venta de participaciones en círculos de juego, la recepción de apuestas ni ningún otro tipo de juego de azar, a excepción de las loterías explotadas por el Estado y la venta de billetes de lotería en relación con aquéllas, según autorice y establezca el Legislativo, cuyos ingresos netos se dedicarán exclusivamente a la educación en el Estado, o a su ayuda o apoyo, según establezca el Legislativo, y a excepción de las apuestas mutuas en carreras de caballos, según establezca el Legislativo, de las que el Estado obtenga un ingreso razonable para apoyar al Gobierno;  el Legislativo aprobará las leyes adecuadas para impedir el quebrantamiento de cualquiera de las disposiciones de esta sección:  [... se facilita una lista de actividades lícitas autorizadas]."

6.404 El texto del § 5-401 de la N.Y. Gen. Oblig. L. establece lo siguiente:
"Son ilícitas todas las apuestas o suertes que dependan de una carrera o de un juego de azar o sorteo, o de un sorteo, selección, casualidad o acontecimiento desconocido o contingente de cualquier tipo."
6.405 A nuestro juicio, el texto del § 9 del artículo I de la Constitución de Nueva York y el texto del § 5-401 de la N.Y. Gen. Oblig. L., que parece aplicar el párrafo pertinente de la Constitución, sugieren que al menos la segunda de esas disposiciones no está orientada a los "proveedores de servicios" a efectos del párrafo 2 a) del artículo XVI ni a las "operaciones de servicios" ni a la "producción de servicios" a efectos del párrafo 2 c) del artículo XVI.  Antes bien, estimamos que el § 9 del artículo I de la Constitución de Nueva York, interpretado en conjunción con el texto del § 5-401 de la N.Y. Gen. Oblig. L., está orientado a las personas que participen en juegos de azar.  Antigua no ha presentado ninguna prueba que indique que el suministro de servicios de juegos de azar y apuestas por Internet o por cualquier otro medio incluido en el modo 1 esté prohibido en virtud del § 9 del artículo I de la Constitución de Nueva York y el § 5-401 del N.Y. Gen. Oblig. L.

6.406 Por consiguiente, concluimos que Antigua no ha demostrado prima facie que el § 9 del artículo I de la Constitución de Nueva York y el texto del § 5-401 de la N.Y. Gen. Oblig. L. contienen limitaciones incluidas en el ámbito de aplicación del párrafo 2 a) y/o el párrafo 2 c) del artículo XVI.  En particular, no estamos persuadidos de que esas disposiciones afecten a los "proveedores de servicios" a efectos del párrafo 2 a) del artículo XVI y/o a las "operaciones de servicios" y la "producción de servicios" a efectos del párrafo 2 c) del artículo XVI.  En consecuencia, constatamos que Antigua no ha demostrado prima facie que el párrafo 2 del artículo 4 de la Sección VII de la Constitución de Nueva Jersey y el § 2A:40-1 del Código de Nueva Jersey son incompatibles con los párrafos 1 y 2 del artículo XVI.


Dakota del Sur
6.407 Los aspectos de los §§ 22-25A-1 - 22-25A-15 de las S. D. Codified Laws del Sur que consideramos pertinentes por lo que respecta a la alegación de violación del artículo XVI formulada por Antigua se exponen a continuación:
"22-25A-8 Prohibición del establecimiento de un negocio de juego por Internet.

Sin perjuicio de las disposiciones del § 22-25A-15, ninguna persona podrá establecer en este Estado un local o sitio para explotar desde el mismo un negocio de juego en o a través de Internet o de un servicio interactivo de computadoras.

22-25A-9 Infracción en caso de que el juego tenga origen o termine en el Estado - Cada apuesta constituirá una infracción distinta.

Se produce una infracción de los § 22-25A-7 ó 22-25A-8 si la infracción tiene origen o termina, o ambas cosas, en este Estado.  Cada apuesta o envite individual que se ofrezca en infracción del §22-25A-7 o desde un local o sitio que constituya una infracción del § 22-25A-8 constituirá una infracción distinta".

6.408 El artículo 22-25A-8 de las S. D. Codified Laws del Sur afecta a los proveedores de servicios, en particular a quienes establezcan en el Estado de Dakota del Sur un local o sitio para explotar desde el mismo un negocio de juego en o a través de Internet o de un servicio interactivo de computadoras, incluidos los proveedores cuyos servicios terminen en el Estado de Dakota del Sur como se establece en § 22-25A-9.  Estimamos, por tanto, que el § 22-25A-8 de las S. D. Codified Laws del Sur afecta a los "proveedores de servicios" en el sentido del párrafo 2 a) del artículo XVI.
6.409 También puede interpretarse que el § 22-25A-8 de las S. D. Codified Laws del Sur afecta al trato dado a las operaciones de servicios o la producción de servicios, porque en la práctica prohíbe el suministro de servicios de juegos de azar mediante el uso, entre otras cosas, de Internet.  Estimamos, en consecuencia, que el § 22-25A-8 de las S. D. Codified Laws del Sur afecta también a las "operaciones de servicios" o la "producción de servicios" en el sentido del párrafo 2 c) del artículo XVI.
6.410 Recordamos que la prohibición del uso de uno, varios o todos los medios de suministro incluidos en el modo 1 constituye un "contingente nulo" para, respectivamente, uno, varios o todos esos medios de suministro.  Con arreglo al § 22-25A-8 de las S. D. Codified Laws del Sur, los proveedores de servicios que deseen explotar un negocio de juegos de azar por Internet no están autorizados para hacerlo.  Además, las operaciones de servicios y la producción de servicios que entrañen el uso de Internet están también prohibidas en virtud del § 22-25A-8 de las S. D. Codified Laws del Sur.  Por consiguiente, el Grupo Especial estima que el § 22-25A-8 de las S. D. Codified Laws del Sur contiene una limitación "en forma de contingentes numéricos" en el sentido del párrafo 2 a) del artículo XVI y una limitación "en forma de contingentes" en el sentido del párrafo 2 c) del artículo XVI.
6.411 Recordamos también que un Miembro no respeta las obligaciones AGCS en materia de acceso a los mercados establecidas en los párrafos 2 a) y 2 c) del artículo XVI si no permite el acceso a sus mercados a la totalidad o a parte de un sector consignado en listas.  El § 22-25A-8 de las S. D. Codified Laws del Sur afecta a los "juegos de azar", que son parte de los servicios abarcados por el compromiso asumido por los Estados Unidos para el subsector 10.D.  En consecuencia, los Estados Unidos, en virtud del § 22-25A-8 de las S. D. Codified Laws del Sur, restringen el acceso a los mercados por lo que respecta a parte de un sector consignado en listas, a saber, los "juegos de azar".
6.412 Como los Estados Unidos no han anotado el término "Ninguna" en la columna de acceso a los mercados para el subsector 10.D, no pueden mantener las limitaciones a que hace referencia el párrafo 2 del artículo XVI.  Dado que el § 22-25A-8 de las S. D. Codified Laws del Sur contiene limitaciones que están incluidas en el ámbito de aplicación de los párrafos 2 a) y 2 c) del artículo XVI, los Estados Unidos están otorgando un trato menos favorable del previsto en su Lista, contrariamente a lo dispuesto en los párrafos 1 y 2 del artículo XVI.  Concluimos, por consiguiente, que el § 22-25A-8 de las S. D. Codified Laws del Sur es incompatible con los párrafos 1 y 2 del artículo XVI.


Utah
6.413 El artículo 76-10-1102 del Utah Code Ann. establece lo siguiente:
"1)
Será culpable de juego la persona que:

a)
participe en un juego de azar;

b)
conscientemente permita que se desarrolle, gestione o administre un juego de azar en un bien raíz o personal que el actor posea, tenga en alquiler o esté bajo su control, sea en todo o en parte;  o

c)
permita conscientemente el uso de algún aparato de juego por video, es decir:

i)
en un establecimiento mercantil o lugar público;  y

ii)
al que pueda acceder cualquier persona que esté en el establecimiento o lugar público.

2)
El juego es un delito (misdemeanor) en grado B, con la salvedad, sin embargo, de que cualquier persona que sea condenada dos veces en virtud de las disposiciones de esta sección será culpable de un delito en grado A".

6.414 El artículo 76-10-1102(b) del Utah Code Ann. afecta a los proveedores de servicios, en particular los que conscientemente permitan que se desarrolle, gestione o administre un juego de azar en un bien raíz o personal que el actor posea, tenga en alquiler o esté bajo su control, sea en todo o en parte.  Por tanto, estimamos que el § 76-10-1102(b) del Utah Code Ann. afecta a los "proveedores de servicios" en el sentido del párrafo 2 a) del artículo XVI.
6.415 También puede interpretarse que el artículo 76-10-1102(b) del Utah Code Ann. afecta al trato dado a las operaciones de servicios o a la producción de servicios, porque en la práctica prohíbe el suministro de servicios de juegos de azar.  Por tanto, estimamos que el § 76-10-1102(b) del Utah Code Ann. afecta también a las "operaciones de servicios" o a la "producción de servicios" en el sentido del párrafo 2 c) del artículo XVI.
6.416 Recordamos que la prohibición del uso de uno, varios o todos los medios de suministro incluidos en el modo 1 constituye un "contingente nulo" para, respectivamente, uno, varios o todos esos medios de suministro.  Con arreglo al § 76-10-1102(b) del Utah Code Ann., los proveedores de servicios que deseen explotar un negocio de juegos de azar mediante cualquiera de los medios incluidos en el modo 1 no están autorizados para hacerlo.  Además, las operaciones de servicios y la producción de servicios que entrañen un negocio de juegos de azar que utilice cualquiera de los medios incluidos en el modo 1 están también prohibidos en virtud del § 76-10-1102(b) del Utah Code Ann.  Por consiguiente, el Grupo Especial estima que el § 76-10-1102(b) del Utah Code Ann. contiene una limitación "en forma de contingentes numéricos" en el sentido del párrafo 2 a) del artículo XVI y una limitación "en forma de contingentes" en el sentido del párrafo 2 c) del artículo XVI.
6.417 Recordamos también que un Miembro no respeta las obligaciones del AGCS en materia de acceso a los mercados establecidas en los párrafos 2 a) y 2 c) del artículo XVI si no permite el acceso a sus mercados a la totalidad o a parte de un sector consignado en listas.  El § 76-10-1102(b) del Utah Code Ann. afecta a los "juegos de azar", que son parte de los servicios abarcados por el compromiso asumido por los Estados Unidos para el subsector 10.D.  En consecuencia, los Estados Unidos, en virtud del § 76-10-1102(b) del Utah Code Ann., restringen el acceso a los mercados por lo que respecta a parte de un sector consignado en listas, a saber, los "juegos de azar".
6.418 Como los Estados Unidos no han anotado el término "Ninguna" en la columna de acceso a los mercados para el subsector 10.D, no pueden mantener las limitaciones a que hace referencia el párrafo 2 del artículo XVI.  Dado que el § 76-10-1102(b) del Utah Code Ann. contiene limitaciones que están incluidas en el ámbito de aplicación de los párrafos 2 a) y 2 c) del artículo XVI, los Estados Unidos están otorgando un trato menos favorable del previsto en su Lista, contrariamente a lo dispuesto en los párrafos 1 y 2 del artículo XVI.  Concluimos, por consiguiente, que el § 76‑10‑1102(b) del Utah Code Ann. es incompatible con los párrafos 1 y 2 del artículo XVI.
Efecto cumulativo de la Ley de Comunicaciones por Cable, la Ley de Viajes (interpretada en conjunción con las leyes estatales pertinentes) y la Ley sobre actividades ilícitas de juegos de azar (interpretadas en conjunción con las leyes estatales de Luisiana, Massachussets, Dakota del Sur y Utah)
6.419 Como se indica más arriba, la Ley de Comunicaciones por Cable, la Ley de Viajes (interpretada en conjunción con las leyes estatales pertinentes), la Ley sobre actividades ilícitas de juegos de azar (interpretada en conjunción con las leyes estatales pertinentes), el § 14:90.3 del Rev. Stat. Ann. de Luisiana, el § 17A del capítulo 271 del Ann.  Laws de Massachussets, el § 22-25A-8 de las S. D. Codified Laws del Sur y el § 76-10-1102(b) del Código de Utah afectan a los "proveedores de servicios" en el sentido del párrafo 2 a) del artículo XVI y a las "operaciones de servicios" y la "producción de servicios" en el sentido del párrafo 2 c) del artículo XVI.
6.420 Recordamos que la prohibición del uso de uno, varios o todos los medios de suministro incluidos en el modo 1 constituye un "contingente nulo" para, respectivamente, uno, varios o todos esos medios de suministro.  El Grupo Especial opina que el § 14:90.3 del Rev. Stat. Ann. de Luisiana, el § 17A del capítulo 271 del Ann. Laws de Massachussets, el § 22-25A-8 de las S. D. Codified Laws del Sur y el § 76-10-1102(b) del Código de Utah, en conjunción, prohíben el suministro de servicios de juegos de azar y apuestas por todos los medios de suministro incluidos en el modo 1.  Además, el efecto cumulativo de la Ley de Comunicaciones por Cable, la Ley de Viajes (interpretada en conjunción con las leyes estatales pertinentes), la Ley sobre actividades ilícitas de juegos de azar (interpretada en conjunción con las leyes estatales pertinentes) constituye una prohibición de todos los medios de suministro incluidos en el modo 1 para todos los servicios de juegos de azar y apuestas que Antigua desea suministrar.
iii) Conclusión

6.421 A juicio del Grupo Especial, violan el párrafo 1 del artículo XVI y los apartados a) y c) del párrafo 2 del artículo XVI del AGCS las siguientes leyes:
a)
Leyes federales

i)
la Ley de Comunicaciones por Cable;

ii)
la Ley de Viajes (interpretada en conjunción con las leyes estatales pertinentes);

iii)
la Ley sobre actividades ilícitas de juegos de azar (interpretada en conjunción con las leyes estatales pertinentes)
b)
Leyes estatales:

i)
Luisiana:  § 14:90.3 del La. Rev. Stat. Ann.;

ii)
Massachusetts:  § 17A del capítulo 271 del Mass. Ann. Laws;
iii)
Dakota del Sur:  § 22-25A-8 de las S. D. Codified Laws del Sur;  y
iv)
Utah:  § 76-10-1102(b) del Código de Utah.
E. Alegaciones de violación del compromiso de trato nacional asumidos por los Estados Unidos en virtud del artículo xvii del AGCS

1. Alegaciones y principales argumentos de las partes

6.422 Antigua sostiene que la aplicación de las leyes federales y estatales y las prácticas conexas prohíben o impiden específicamente el suministro transfronterizo de juegos de azar y apuestas desde Antigua a los Estados Unidos, mientras que el suministro nacional de esos servicios, ya sea por medios de transmisión a distancia o por otros medios, entre Estados de los Estados Unidos, está permitido para los proveedores nacionales autorizados.  Antigua sostiene que como consecuencia de ello se otorga un trato menos favorable a los servicios de juegos de azar y apuestas y los proveedores de esos servicios de Antigua en los Estados Unidos, en violación del artículo XVII del AGCS.

6.423 Los Estados Unidos aducen que Antigua no ha logrado demostrar que alguna medida estadounidense es incompatible con el artículo XVII del AGCS.  A juicio de los Estados Unidos, Antigua no ha probado que los servicios a distancia de juegos de azar y apuestas son "similares" a los servicios y proveedores de servicios de juegos de azar no remotos.
  Los Estados Unidos aducen asimismo que Antigua no ha conseguido demostrar que sus servicios y sus proveedores de servicios reciben un trato menos favorable.  Según los Estados Unidos, aun suponiendo que pudiera establecerse la similitud entre algunos servicios a distancia de juegos de azar y apuestas y los proveedores de esos servicios y los servicios no remotos de juegos de azar y apuestas y los proveedores de esos servicios, los Estados Unidos podrían mantener una distinción reglamentaria entre el suministro a distancia y el suministro no remoto de esos servicios, porque esa distinción no dispensa un trato menos favorable a los proveedores extranjeros sobre la base del origen nacional.

2. Evaluación por el Grupo Especial
6.424 Como cuestión preliminar, el Grupo Especial opina que tiene que determinar si debe examinar la alegación formulada por Antigua al amparo del artículo XVII.  Esta cuestión se ha planteado porque Antigua, en su solicitud de establecimiento de un grupo especial, alegó una violación, entre otras disposiciones, del artículo XVII del AGCS, observando que "Las autoridades centrales, regionales o locales de los Estados Unidos permiten a numerosos operadores de origen estadounidense ofrecer todos los tipos de servicios de juegos de azar y apuestas en los Estados Unidos ....  Sin embargo, no parece que los operadores extranjeros tengan posibilidad alguna de obtener una autorización para el suministro de servicios de juegos de azar y apuestas desde fuera de los Estados Unidos".
  Sin embargo, en sus comunicaciones posteriores Antigua ha puesto en tela de juicio la necesidad de que el Grupo Especial examine la alegación formulada al amparo del artículo XVII.  Antigua sostiene que la relación entre los artículos XVI y XVII del AGCS es una relación de "jerarquía práctica" en virtud de la cual el artículo XVI regula lo que afecta al acceso a los mercados, mientras que el artículo XVII regula lo que afecta a las distorsiones de la competencia en favor de los proveedores nacionales en los casos en que se ha otorgado acceso a los mercados.  Antigua sostiene que en el presente caso una constatación por el Grupo Especial de violación del artículo XVI haría innecesario determinar si también se ha violado el artículo XVII.

6.425 Para decidir si procede aplicar el principio de economía procesal por lo que respecta a la alegación formulada por Antigua al amparo del artículo XVII, el Grupo Especial recuerda que dicho principio está reconocido en la jurisprudencia de la OMC.

6.426 El Grupo Especial recuerda que ha constatado que varias de las medidas estadounidenses impugnadas violan el artículo XVI.  A nuestro entender, para ayudar a las partes a resolver la presente diferencia, el Grupo Especial no está obligado a examinar si las medidas impugnadas son también incompatibles con las obligaciones en materia de trato nacional contraídas por los Estados Unidos con arreglo al artículo XVII del AGCS.  Creemos que una constatación exclusivamente sobre el artículo XVI abordará lo fundamental de las alegaciones de Antigua.  En consecuencia, el Grupo Especial aplica el principio de economía procesal por lo que respecta a la alegación formulada por Antigua al amparo del artículo XVII.
F. Alegaciones de violación del artículo VI del AGCS

1. Alegaciones y principales argumentos de las partes

6.427 Antigua aduce que los Estados Unidos han violado el párrafo 1 del artículo VI del AGCS al no haberse asegurado de que "todas las medidas de aplicación general que afecten al comercio de servicios sean administradas de manera razonable, objetiva e imparcial".  Los Estados Unidos mantienen numerosas leyes y reglamentos que prohíben el suministro de servicios de juegos de azar y apuestas si no se ha obtenido una autorización específica.  Antigua sostiene que los proveedores de servicios extranjeros no tienen posibilidad alguna de que se les autorice a suministrar servicios con carácter transfronterizo, y ni siquiera de solicitar tal autorización.  No obstante, se han concedido exenciones de la aplicación de esas leyes a empresas de juegos de azar de origen estadounidense, pero no a empresas extranjeras.  Antigua aduce que esto constituye una violación del párrafo 1 del artículo VI del AGCS.  Antigua aduce además que el párrafo 3 del artículo VI implica que los Miembros de la OMC están obligados a poner los procedimientos de autorización que están abiertos para los proveedores de servicios nacionales a disposición de los proveedores de otros Miembros de la OMC que deseen suministrar servicios con respecto a los cuales se ha asumido un compromiso.  Los proveedores de servicios nacionales de los Estados Unidos pueden reunir, y reúnen, las condiciones necesarias para solicitar una autorización para ofrecer servicios de juegos de azar y apuestas, cosa que no sucede con los proveedores de Antigua.  Antigua sostiene que al estar prohibido el suministro transfronterizo de servicios de juegos de azar y apuestas, no había razones para que las empresas de Antigua presentaran solicitudes de autorización, ni había forma de saber a qué autoridades debía presentarse esa solicitud.

6.428 Los Estados Unidos responden que la alegación formulada por Antigua al amparo del artículo VI del AGCS no corresponde al texto de esa disposición.  En particular, Antigua no ha satisfecho las obligaciones probatorias que le incumben en virtud del párrafo 1 del artículo VI demostrando que las medidas en concreto no están siendo "administradas de manera razonable, objetiva e imparcial".  A juicio de los Estados Unidos, Antigua no ha presentado prueba alguna sobre supuestas deficiencias en la administración de ninguna de las medidas identificadas en su solicitud de establecimiento de un grupo especial.  De hecho, esas medidas se aplican por igual a todos los servicios y proveedores de servicios, con independencia de su origen, y se aplican habitualmente contra los infractores nacionales al igual que contra los extranjeros.  Los Estados Unidos aducen también que como Antigua no ha demostrado que los Estados Unidos han asumido compromisos en materia de servicios de juegos de azar en general y servicios de juegos de azar transfronterizos en particular, Antigua no puede demostrar que el párrafo 3 del artículo VI es pertinente por lo que respecta a esta diferencia.  Además, Antigua no ha hecho referencia a ningún caso en el que las autoridades estadounidenses se hayan abstenido de comunicar a los proveedores de Antigua sus decisiones sobre las solicitudes de autorización.  De hecho, Antigua no ha demostrado que sus proveedores de servicios de juegos de azar y apuestas hayan presentado alguna vez una solicitud pertinente.  Según los Estados Unidos, Antigua parece estar tratando de obtener algo que el párrafo 3 del artículo VI no ofrece en sí mismo:  a saber, la obligación de los Estados Unidos de otorgar a los proveedores extranjeros el derecho a suministrar servicios que ni siquiera los proveedores nacionales tienen derecho a suministrar.

2. Disposiciones pertinentes del AGCS

6.429 La parte pertinente del artículo VI (Reglamentación Nacional) establece lo siguiente:

"1.
En los sectores en los que se contraigan compromisos específicos, cada Miembro se asegurará de que todas las medidas de aplicación general que afecten al comercio de servicios sean administradas de manera razonable, objetiva e imparcial.

[…]
3.
Cuando se exija autorización para el suministro de un servicio respecto del cual se haya contraído un compromiso específico, las autoridades competentes del Miembro de que se trate, en un plazo prudencial a partir de la presentación de una solicitud que se considere completa con arreglo a las leyes y reglamentos nacionales, informarán al solicitante de la decisión relativa a su solicitud.  A petición de dicho solicitante, las autoridades competentes del Miembro facilitarán, sin demoras indebidas, información referente a la situación de la solicitud.

[…]."
3. Evaluación por el Grupo Especial

6.430 Por los motivos indicados en la Sección VI.C supra de nuestro informe, circunscribiremos nuestro examen de las alegaciones formuladas por Antigua al amparo del artículo VI a tres leyes federales de los Estados Unidos (a saber, la Ley de Comunicaciones por Cable, la Ley de Viajes y la Ley sobre actividades ilícitas de juegos de azar) y a las leyes de ocho Estados de los Estados Unidos (a saber, Colorado:  § 18-10-103 del Colorado Revised Statutes;  Luisiana:  § 14:90.3 del La. Rev. Stat. Ann.;  Massachusetts:  § 17A del capítulo 271 del Mass. Ann. Laws;  Minnesota:  §§ 609.75, Subdivisiones 2-3 y 609.755(1) del Minn. Stat. Ann.;  Nueva Jersey:  párrafo 2 del artículo 4 de la Sección VII de la Constitución de Nueva Jersey y § 2A:40-1 del Código de Nueva Jersey;  Nueva York:  § 9 del artículo I de la Constitución de Nueva York y § 5-401 de N.Y. Gen. Oblig. L.;  Dakota del Sur:  §§ 22-25A-1 - 22-25A-15 de las S. D. Codified Laws del Sur;  y Utah:  § 76-10-1102 del Utah Code Ann.)

6.431 Examinaremos ahora si Antigua ha logrado acreditar una presunción de que esas leyes son incompatibles con los párrafos 1 y 3 del artículo VI del AGCS.

6.432 El Grupo Especial opina que el párrafo 1 del artículo VI no concierne a las medidas de aplicación general en sí mismas, sino a la administración de esas medidas.  El párrafo 3 del artículo VI impone obligaciones en materia de transparencia y garantías procesales por lo que respecta a la tramitación de las solicitudes de autorización para suministrar en un sector respecto del cual se ha contraído un compromiso específico.  Por consiguiente, los párrafos 1 y 3 del artículo VI establecen disciplinas que afectan al procedimiento.

6.433 El Grupo Especial observa también que los argumentos presentados por Antigua por lo que respecta a la presunta violación del artículo VI son muy vagos y de naturaleza general.  Por ejemplo, Antigua hace referencia a las "numerosas leyes y reglamentos" mantenidos por los Estados Unidos.
  Antigua afirma también que "Los proveedores de servicios nacionales de los Estados Unidos pueden reunir, y reúnen, las condiciones necesarias para solicitar una autorización para ofrecer servicios de juegos de azar y apuestas, cosa que no sucede con los proveedores de Antigua".
  El Grupo Especial observa asimismo que Antigua no hizo referencia a violaciones del artículo VI en su segunda comunicación escrita ni en su segunda declaración oral.

6.434 En relación con la alegación formulada al amparo del párrafo 1 del artículo VI, el Grupo Especial pidió a Antigua que especificara "qué 'medidas de aplicación general' no están siendo 'administradas de manera razonable, objetiva e imparcial', y por qué".  Antigua respondió que:

"El enfoque general de la legislación sobre juegos de azar en los Estados Unidos es que todas las apuestas y los juegos de azar están prohibidos a menos que se haya otorgado una autorización específica.  Por lo tanto, los Estados Unidos mantienen primero sus "medidas de aplicación general", a saber, las medidas estatales y federales cuyo efecto es prohibir el suministro de servicios de juegos de azar y apuestas en los Estados Unidos.  Por encima de las prohibiciones generales se encuentran las medidas estatales y federales que autorizan a determinadas personas a suministrar ciertos servicios de juegos de azar y de apuestas en el contexto de una amplia y dispar variedad de situaciones.  [no se reproduce la nota de pie de página]  Al no facilitar un método por el que los proveedores de Antigua y Barbuda puedan obtener autorización para ofrecer sus servicios en los Estados Unidos, los Estados Unidos están infringiendo el párrafo 1 del artículo VI".

6.435 Cuando el Grupo Especial le pidió que identificara y proporcionara detalles de casos en los que se había denegado la "autorización para suministrar" en los Estados Unidos, Antigua respondió que:

"[...] Lo que se quería decir con ello no era que los operadores de Antigua y Barbuda hubiesen solicitado suministrar servicios de juegos de azar y apuestas a los Estados Unidos y que éstos lo hubiesen negado;  la cuestión era que, en virtud del derecho estadounidense, es imposible que los proveedores de Antigua y Barbuda cumplan los criterios de autorización [...]."

6.436 El Grupo Especial pidió también a Antigua que especificara a qué "procedimientos de autorización" se refería en apoyo de su alegación de violación de los párrafos 1 y 3 del artículo VI.  Antigua respondió que:

"La respuesta a esta pregunta es la misma que a la pregunta 11.  A los proveedores de servicios de Antigua y Barbuda no les es posible obtener autorización para suministrar servicios de juegos de azar y apuestas en los Estados Unidos.  Esto constituye una infracción del párrafo 1 del artículo VI del AGCS, porque los "procedimientos de autorización" excluyen por sus propios términos a los proveedores de Antigua y Barbuda, y por tanto no pueden considerarse "administrados de manera razonable, objetiva e imparcial" e infringe el párrafo 3 del artículo VI, porque la imposibilidad de solicitar la autorización impide que los Estados Unidos cumplan lo prescrito en dicho párrafo."

6.437 Las alegaciones formuladas por Antigua al amparo del párrafo 1 del artículo VI y el párrafo 3 del artículo VI se basan en la premisa de que los proveedores que desean suministrar servicios de juegos de azar y apuestas en los Estados Unidos necesitan autorización para suministrar, y en que los proveedores de Antigua no pueden obtener esa autorización.  Sin embargo, el Grupo Especial observa que Antigua no ha identificado concretamente qué "medidas estatales y federales" y qué disposiciones de esas medidas imponen esas prescripciones en materia de autorización.  Tampoco ha demostrado que sus proveedores de servicios de juegos de azar y apuestas hayan presentado alguna vez solicitudes para obtener esa autorización.  De hecho, en el párrafo 6.423 se indica que los proveedores de Antigua en ningún momento han presentado esas solicitudes.  En consecuencia, el Grupo Especial opina que antigua no ha demostrado prima facie que las medidas en litigio son incompatibles con los párrafos 1 y 3 del artículo VI.
G. Alegación formulada al amparo del artículo XI del AGCS

1. Alegaciones y principales argumentos de las partes

6.438 Antigua sostiene que los Estados Unidos mantienen medidas que restringen los pagos y transferencias internacionales por lo que respecta al suministro transfronterizo de servicios de juegos de azar y apuestas.
  En particular, Antigua destaca las leyes del Estado de Nueva York que declaran nulos los contratos basados en apuestas
, así como un ejemplo de una "medida para la aplicación de la Ley" adoptada por el Fiscal General de Nueva York contra un intermediario financiero que suministra servicios de pago por Internet.
  A juicio de Antigua, la finalidad de esas medidas es impedir que los proveedores extranjeros de servicios de juegos de azar y apuestas ofrezcan sus servicios por medios transfronterizos.
  Antigua aduce que, como consecuencia de ello, esas medidas violan el párrafo 1 del artículo XI del AGCS.

6.439 Los Estados Unidos sostienen que tanto las leyes como la medida de aplicación en forma de un acuerdo entre el Fiscal General de un Estado y un intermediario financiero en las que Antigua se apoya son neutrales por lo que respecta al destino de los pagos.
  En lo tocante a la alegación de Antigua sobre un acuerdo entre el Fiscal General de un Estado y un intermediario financiero, esa "medida" figura en la Sección III de la solicitud de establecimiento de un grupo especial formulada por Antigua, por lo cual, a tenor de la resolución preliminar del Grupo Especial, no puede examinarse como medida separada y autónoma.
  Además, según los Estados Unidos, Antigua no ha proporcionado pruebas de que las disposiciones del citado acuerdo den lugar a la imposición de restricciones al movimiento transfronterizo de fondos.  Los Estados Unidos sostienen que, por el contrario, y con arreglo a los términos del acuerdo, éste se aplica con independencia de que los pagos de que se trate estén destinados a su ulterior transferencia a un destino nacional o internacional.
  Los Estados Unidos sostienen además que, en caso de que Antigua se apoye en el acuerdo citado como prueba de la aplicación de las leyes del Estado de Nueva York, lo cierto es que dicho acuerdo no tiene por objeto la aplicación de las leyes.  Se trata, antes bien, de un arreglo mutuo entre las partes contratantes involucradas.

2. Disposiciones pertinentes del AGCS

6.440 El artículo XI del AGCS (Pagos y transferencias) establece que:

"1.
Excepto en las circunstancias previstas en el artículo XII, ningún Miembro aplicará restricciones a los pagos y transferencias internacionales por transacciones corrientes referentes a compromisos específicos por él contraídos.

2.
Ninguna disposición del presente Acuerdo afectará a los derechos y obligaciones que corresponden a los miembros del Fondo Monetario Internacional en virtud del Convenio Constitutivo del mismo, incluida la utilización de medidas cambiarias que estén en conformidad con dicho Convenio Constitutivo, con la salvedad de que ningún Miembro impondrá restricciones a las transacciones de capital de manera incompatible con los compromisos específicos por él contraídos con respecto a esas transacciones, excepto al amparo del artículo XII o a solicitud del Fondo."
3. Evaluación por el Grupo Especial

6.441 Hasta el momento, el artículo XI no ha sido objeto de interpretación o aplicación por grupos especiales o por el Órgano de Apelación.  Habida cuenta de ello, así como de los pocos hechos y argumentos presentados por las partes por lo que respecta a la alegación formulada por Antigua al amparo del artículo XI, estimamos que no hay en el expediente material suficiente para que podamos realizar un análisis significativo de esa disposición y su aplicación específica a los elementos de hecho del presente caso.  Además, a nuestro juicio, las constataciones de violación del artículo XVI que figuran en la Sección VI.D supra de nuestro informe deberían permitir a las partes solucionar esta diferencia, incluso a falta de una resolución sobre la alegación formulada por Antigua al amparo del artículo XI.  Aplicaremos, en consecuencia, el principio de economía procesal, y no nos pronunciaremos sobre dicha alegación.

6.442 No obstante, el Grupo Especial hace hincapié en que el artículo XI desempeña un papel crucial para garantizar el valor de los compromisos específicos asumidos por los Miembros en el marco del AGCS.  De hecho, el valor de los compromisos específicos sobre acceso a los mercados y trato nacional se vería gravemente menoscabado si los Miembros pudieran restringir los pagos y transferencias internacionales para transacciones de servicios correspondientes a los sectores consignados en listas.  Al asegurarse, entre otras cosas, de que los proveedores de servicios puedan recibir los pagos debidos en el marco de contratos de servicios abarcados por el compromiso específico de un Miembro, el artículo XI es un complemento indispensable de las disciplinas del AGCS en materia de acceso a los mercados y trato nacional.  Al mismo tiempo, el Grupo Especial opina que el artículo XI no impide a los Miembros reglamentar la utilización de instrumentos financieros, como las tarjetas de crédito, siempre que esa reglamentación sea compatible con otras disposiciones pertinentes del AGCS, en particular el artículo VI.

H. Defensa al amparo del artículo XIV del AGCS

1. Alegaciones y principales argumentos de las partes

6.443 Los Estados Unidos sostienen que las medidas impugnadas por Antigua en la presente diferencia, dado que obedecen a importantes objetivos de política general previstos en el artículo XIV del AGCS, se benefician de las excepciones establecidas en los apartados a) y c) de dicho artículo.  Además, se aplican en forma que satisface los requisitos establecidos en la cláusula introductoria del artículo XIV del AGCS.

6.444 En relación con su defensa al amparo del apartado a) del artículo XIV, los Estados Unidos aducen que la Ley de Comunicaciones por Cable, la Ley de Viajes y la Ley sobre actividades ilícitas de juegos de azar son necesarias para proteger "public morals" (la moral pública) y "public ordre" (el orden público) en el sentido del apartado a) del artículo XIV, porque, entre otras cosas, los juegos de azar a distancia son especialmente vulnerables al uso por menores que no están autorizados para participar en juegos de azar o pueden ser aprovechados para blanquear los beneficios de la delincuencia organizada.
  Antigua pone en tela de juicio el argumento de los Estados Unidos de que las medidas estadounidenses que prohíben el suministro a distancia de servicios de juegos de azar y apuestas son necesarias para proteger la moral pública y el orden público basándose, entre otras cosas, en que los Estados Unidos son un consumidor significativo de servicios de juegos de azar y apuestas y en que en 48 Estados hay posibilidades de participar en juegos de azar autorizados por el Estado.

6.445 En lo tocante a su defensa al amparo del apartado c) del artículo XIV, los Estados Unidos aducen que la Ley de Comunicaciones por Cable, la Ley de Viajes y la Ley sobre actividades ilícitas de juegos de azar sirven como instrumentos de aplicación de la normativa vigente para velar por el cumplimiento de otras leyes estadounidenses compatibles con la OMC, en particular las leyes estatales sobre juegos de azar y las leyes penales relacionadas con la delincuencia organizada.
  Antigua aduce que la defensa de los Estados Unidos al amparo del apartado c) del artículo XIV no debe aceptarse porque los Estados Unidos no han presentado información suficiente sobre las leyes en las que tratan de apoyarse para justificar esa defensa.  Antigua sostiene que la obligación de una parte demandada de identificar esas leyes es, como mínimo, similar a la de una parte reclamante que trata de impugnar una medida en un procedimiento de solución de diferencias;  ambas deben establecer que existen "medidas" que tienen el efecto alegado.
  Los Estados Unidos responden que se presume que la legislación de los Miembros, incluida toda la legislación invocada por los Estados Unidos en apoyo de su defensa al amparo del artículo XIV, es compatible con la OMC.

2. Disposiciones pertinentes del AGCS

6.446 La parte pertinente del artículo XIV del AGCS establece lo siguiente:

"A reserva de que las medidas enumeradas a continuación no se apliquen en forma que constituya un medio de discriminación arbitrario o injustificable entre países en que prevalezcan condiciones similares, o una restricción encubierta del comercio de servicios, ninguna disposición del presente Acuerdo se interpretará en el sentido de impedir que un Miembro adopte o aplique medidas:

a)
necesarias para proteger la moral o mantener el orden público5;
(nota original)5 La excepción de orden público únicamente podrá invocarse cuando se plantee una amenaza verdadera y suficientemente grave para uno de los intereses fundamentales de la sociedad.
...

c)
necesarias para lograr la observancia de las leyes y los reglamentos que no sean incompatibles con las disposiciones del presente Acuerdo, con inclusión de los relativos a:
i)
la prevención de prácticas que induzcan a error y prácticas fraudulentas o los medios de hacer frente a los efectos del incumplimiento de los contratos de servicios;
ii)
la protección de la intimidad de los particulares en relación con el tratamiento y la difusión de datos personales y la protección del carácter confidencial de los registros y cuentas individuales;
iii)
la seguridad;

[...]."

3. Evaluación por el Grupo Especial

a) Introducción

6.447 Como ésta es la primera ocasión en que un Miembro ha invocado el artículo XIV del AGCS en una diferencia ante la OMC, el Grupo Especial no puede buscar posible orientación en la jurisprudencia anterior relacionada con el AGCS.

6.448 Sin embargo, en CE - Bananos III, el Órgano de Apelación confirmó que la jurisprudencia relativa al GATT de 1994 podía ser pertinente para la interpretación de disposiciones análogas del AGCS.
  Dada la similitud del texto del artículo XX del GATT de 1994 y el artículo XIV del AGCS, así como la similitud de la finalidad de ambos artículos, estimamos que la jurisprudencia del GATT/OMC relacionada con el primero puede ser pertinente y útil para la interpretación del último.

6.449 De conformidad con la orientación dada por el Órgano de Apelación en Estados Unidos - Gasolina
, Estados Unidos - Camarones
 y Corea - Diversas medidas que afectan a la carne vacuna
 por lo que respecta al artículo XX del GATT de 1994, estimamos que una medida cuya incompatibilidad con una o varias de las obligaciones sustantivas establecidas en el AGCS se ha constatado debe ser objeto de un análisis en dos fases para que pueda estar justificada al amparo del artículo XIV.  Concretamente, esa medida deberá:

a)
estar incluida en el ámbito de aplicación de una de las excepciones reconocidas que se enumeran en los apartados a) a e) del artículo XIV para disfrutar de justificación provisional;  y

b)
satisfacer los requisitos de las disposiciones introductorias del artículo XIV, la llamada "cláusula introductoria".

6.450 En Estados Unidos - Camisas y blusas, el Órgano de Apelación afirmó que la carga de la prueba incumbe a la parte, sea el demandante o el demandado, que afirma una determinada reclamación o defensa.
  Por tanto, una parte que desee invocar el artículo XIV del AGCS está obligada a demostrar que se han cumplido los diversos elementos que comprenden una defensa al amparo de ese artículo.

6.451 Observamos también que en CE - Hormonas el Órgano de Apelación afirmó que:

"Es también oportuno recordar que la acreditación prima facie es aquella que requiere, a falta de una refutación efectiva por parte del demandado, que el Grupo Especial, como cuestión de derecho, se pronuncie en favor del reclamante que efectúe la acreditación prima facie."

Estimamos que esa aseveración es igualmente aplicable por lo que respecta a una defensa invocada por un Miembro al amparo del artículo XIV del AGCS.  Más concretamente, el Grupo Especial opina que si una parte demandada en un caso ha demostrado prima facie que una medida satisface los requisitos del artículo XIV, a falta de "refutación efectiva" por la parte reclamante, el Grupo Especial deberá pronunciarse a favor de la parte demandada.

6.452 Recordamos, por último, que el Órgano de Apelación ha indicado que al aplicarse el artículo XX del GATT de 1994 en un caso concreto es preciso mantener un equilibrio entre el derecho de un Miembro, en materia de acceso a los mercados, a invocar una excepción al amparo del artículo XX y el deber de ese mismo Miembro de respetar los derechos que los tratados otorgan a otros Miembros.
  A nuestro juicio, esa declaración es igualmente aplicable por lo que respecta al artículo XIV del AGCS.

b) Medidas en litigio
6.453 Los Estados Unidos tratan de defender, al amparo del artículo XIV del AGCS, tres de las leyes federales que Antigua ha impugnado en la presente diferencia, a saber, la Ley de Comunicaciones por Cable, la Ley de Viajes y la Ley sobre actividades ilícitas de juegos de azar.  Los Estados Unidos no han tratado de defender las leyes estatales impugnadas por Antigua con independencia de la Ley sobre actividades ilícitas de juegos de azar.  No obstante, a lo largo del presente procedimiento los Estados Unidos han aducido que la prohibición en ese país del suministro a distancia de servicios de juegos de azar y apuestas, con independencia de que se aplique en virtud de leyes estatales o federales, se basa en las mismas preocupaciones de política general que se examinan seguidamente.  Recordamos que en la presente diferencia estamos analizando la Ley de Viajes (interpretada en conjunción con las leyes estatales pertinentes) y la Ley sobre actividades ilícitas de juegos de azar (interpretada en conjunción con las leyes estatales pertinentes).

6.454 Hemos constatado más arriba que la Ley de Comunicaciones por Cable, la Ley de Viajes (interpretada en conjunción con las leyes estatales pertinentes) y la Ley sobre actividades ilícitas de juegos de azar (interpretada en conjunción con las leyes estatales pertinentes) son incompatibles con las obligaciones contraídas por los Estados Unidos en el marco del artículo XVI del AGCS en virtud de los compromisos específicos asumidos por los Estados Unidos en su lista AGCS.  Por tanto, ahora examinaremos si esas leyes pueden justificarse al amparo del artículo XIV.  Más concretamente, examinaremos primero si esas leyes pueden justificarse provisionalmente al amparo de los apartados a) y c) del artículo XIV, las dos disposiciones concretamente invocadas por los Estados Unidos.  Si están justificadas provisionalmente, procederemos a examinar si los Estados Unidos han satisfecho debidamente los requisitos establecidos en la cláusula introductoria del artículo XIV por lo que respecta a esas medidas.  A nuestro juicio, si constatamos que la Ley de Viajes y la Ley sobre actividades ilícitas de juegos de azar están justificadas al amparo del artículo XIV, las leyes estatales pertinentes que por lo demás son incompatibles con las obligaciones asumidas por los Estados Unidos en el marco del artículo XVI deberán considerarse igualmente justificadas al amparo del artículo XIV, en la medida en que se aplican por conducto de la Ley de Viajes y/o la Ley sobre actividades ilícitas de juegos de azar y debido, entre otras cosas, a las mismas preocupaciones de política general.

c) Justificación provisional al amparo del apartado a) del artículo XIV

i) El criterio jurídico establecido en el apartado a) del artículo XIV

6.455 Con arreglo al texto del apartado a) del artículo XIV, para que pueda determinarse si una medida impugnada está justificada provisionalmente al amparo de dicho artículo, el Miembro que lo invoca deberá demostrar dos elementos, a saber:  
a)
que la medida está destinada a "proteger la moral" o a "mantener el orden público";  y

b)
que la medida cuya justificación se alega es "necesaria" para proteger la moral pública o mantener el orden público.

6.456 El Grupo Especial procederá a continuación a examinar sucesivamente esos dos elementos.

Medidas ... para "proteger la moral pública" o para "mantener el orden público"

6.457 Los Estados Unidos aducen que las medidas impugnadas son necesarias para proteger la moral pública y para mantener el orden público con arreglo a lo estipulado en el apartado a) del artículo XIV.
  Sostienen que el suministro a distancia de servicios de juegos de azar y apuestas plantea preocupaciones significativas por lo que respecta al mantenimiento del orden público y la protección de la moral pública.  Según los Estados Unidos, el suministro a distancia de servicios de juegos de azar y apuestas es, en términos generales, particularmente vulnerable ante varias formas de actividad criminal, en especial la delincuencia organizada.  Mantener una sociedad en la que las personas y sus bienes se vean libres de la influencia destructiva de la delincuencia organizada es tanto una cuestión de "moral pública" como una cuestión de "orden público".
  La protección de los niños frente a organizaciones de juegos de azar incontroladas es desde luego una cuestión de "moral pública".

6.458 Los Estados Unidos aducen que la expresión "orden público" designa el conocido concepto del derecho civil al que se hace referencia en francés con la expresión "ordre public", y su equivalente funcional en los sistemas de common-law, el concepto de "public policy".  Los Estados Unidos sostienen además que la expresión "moral pública" alude a criterios sobre el bien y el mal que pueden calificarse de criterios que "pertenecen, afectan o conciernen a la comunidad o nación".

6.459 El Grupo Especial examinará en primer lugar el sentido de los términos "proteger la moral pública" y "mantener el orden público" para tratar de comprender su alcance.  El Grupo Especial interpretará el apartado a) del artículo XIV del AGCS conforme al sentido corriente de las palabras leídas en su contexto y a la luz del objeto y fin del AGCS y del Acuerdo sobre la OMC.

6.460 La expresión "moral pública" se utiliza en el apartado a) del artículo XX del GATT de 1994, pero no se define, y no ha sido interpretada por ningún grupo especial ni por el Órgano de Apelación.  De manera análoga, la expresión "orden público" no se define específicamente en el AGCS, aunque en la nota al apartado a) del artículo XIV se indica que la excepción de "orden público" únicamente podrá invocarse cuando se plantee una amenaza verdadera y suficientemente grave para uno de los intereses fundamentales de la sociedad.

6.461 Somos muy conscientes de que puede haber sensibilidades asociadas a la interpretación de los términos "moral pública" y "orden público" en el contexto del artículo XIV.  A juicio del Grupo Especial, el significado de esos conceptos para los Miembros puede variar en el tiempo y en el espacio, en función de diversos factores, incluidos los valores sociales, culturales, éticos y religiosos que prevalezcan.  Además, el Órgano de Apelación ha afirmado en varias ocasiones que los Miembros, al aplicar conceptos sociales similares, tienen derecho a determinar el nivel de protección que consideran adecuado.
  Aunque esas declaraciones del Órgano de Apelación se hicieron en el contexto del artículo XX del GATT de 1994, opinamos que también son válidas por lo que respecta a la protección de la moral pública y el orden público en el marco del artículo XVI del AGCS.  Más concretamente, debe darse a los Miembros cierta libertad para definir y aplicar por lo que a ellos respecta los conceptos de "moral pública" y "orden público" en sus respectivos territorios, conforme a sus propios sistemas y escalas de valores.

6.462 Dicho esto, el Grupo Especial estima que, pese a las dificultades y sensibilidades inherentes en la interpretación de los términos "moral pública" y "orden público" en el contexto del apartado a) del artículo XIV, debemos atribuir sentido a esos términos para poder aplicarlos a los elementos de hecho del presente caso.
  Es más, el principio de interpretación efectiva de los tratados nos obliga a hacerlo.

6.463 Para determinar el sentido corriente de los términos "moral pública" y "orden público" nos remitimos al Shorter Oxford English Dictionary.  "Public" (público) se define así: 
"Of or pertaining to the people as a whole;  belonging to, affecting, or concerning the community or nation" (perteneciente al pueblo en su conjunto;  perteneciente, concerniente o que afecta a la comunidad o la nación).

El Grupo Especial estima que una medida que se desea justificar al amparo del apartado a) del artículo XIV debe estar encaminada a proteger los intereses del pueblo dentro de una comunidad o nación en su conjunto.  Así ocurre tanto si se afirma que la medida es necesaria para "proteger la moral pública" como si lo es para "mantener el orden público", ya que ambas expresiones contienen la palabra "público" o "pública".

6.464 La palabra "morals (sustantivo plural en la versión inglesa)" ("moral" en la versión española) se define como:

"[...] habits of life with regard to right and wrong conduct" (hábitos de vida por lo que respecta a la buena y la mala conducta).

6.465 El Grupo Especial estima que la expresión "moral pública" denota normas de buena y mala conducta por parte de o en nombre de una comunidad o nación.

6.466 La definición en el diccionario de la palabra "order" (orden) que parece ser pertinente en el contexto del apartado a) del artículo XIV es la siguiente:

"A condition in which the laws regulating the public conduct of members of a community are maintained and observed;  the rule of law or constituted authority;  absence of violence or violent crimes."  (condición en la que se mantienen y observan las leyes que regulan la conducta pública de los miembros de una comunidad;  el imperio de la ley o la autoridad constituida;  inexistencia de violencia o crímenes violentos).

6.467 Recordamos que los redactores del AGCS aclararon, en la nota 5, que "La excepción de orden público únicamente podrá invocarse cuando se plantee una amenaza verdadera y suficientemente grave para uno de los intereses fundamentales de la sociedad".  Por tanto, a nuestro juicio, la definición en el diccionario de la palabra "order" (orden), interpretada en conjunción con la nota 5, sugiere que la expresión "orden público" alude a la preservación de los intereses fundamentales de una sociedad, tal como se reflejan en las leyes y la política pública.  Esos intereses fundamentales pueden guardar relación, entre otras cosas, con normas jurídicas, de seguridad y morales.

6.468 Basándonos en las definiciones del diccionario citadas más arriba y teniendo en cuenta la aclaración añadida por los redactores del AGCS en la nota 5, estimamos que "moral pública" y "orden público" son dos conceptos diferenciados en el marco del apartado a) del artículo XIV del AGCS.  No obstante, en cuanto que ambos conceptos tratan de proteger valores en gran medida similares, puede existir alguna superposición.

6.469 Por ejemplo, en el presente caso podría aducirse que la prevención de los juegos de azar para menores de edad y la protección de los ludópatas guarda relación con la moral pública, mientras que la lucha contra la delincuencia organizada es más bien una cuestión de orden público.  Podría decirse que la prevención del blanqueo de dinero y de planes fraudulentos guarda relación tanto con la moral pública como con el orden público.  Sin embargo, opinamos que en la presente diferencia no es preciso matizar las diversas consideraciones de política general en las que se apoyan los Estados Unidos en cuanto que guarden relación ya sea con la "moral pública" o con el "orden público".

6.470 También pueden ser instructivos los siguientes medios complementarios de interpretación.  El Juez Lauterpacht (el mayor) hizo referencia al "orden público" como "concepciones fundamentales de la nación acerca del derecho, la decencia y la moralidad".  Afirmó además que "la protección de los intereses de los menores ... está naturalmente englobada en la noción de orden público".

6.471 Entre los ejemplos de casos en que los Miembros de la OMC se han apoyado en motivos de "moral pública" para justificar determinadas restricciones cabe citar los de Israel y Filipinas.  A ese respecto, en el Examen de las Políticas Comerciales de Israel, 1999, se observaba que Israel mantenía una prohibición de la importación de "billetes o impresos publicitarios para el juego o la lotería", y la razón para esa prohibición se identificaba como la protección de la "moral pública".
  De manera análoga, en el Examen de las Políticas Comerciales de Filipinas, 1999, se enumeraban limitaciones a la propiedad extranjera de actividades de juegos de azar (por ejemplo, hipódromos) bajo un encabezamiento en el que se hacía referencia, entre otras cosas, a limitaciones "por razones de ... riesgos para la salud y la moral".

6.472 Un ejemplo histórico de la invocación de razones "morales" para restringir determinadas actividades se planteó en el contexto del Comité Económico de la Sociedad de las Naciones, ante el que se había presentado un proyecto de convención que incluía una excepción relativa a las "prohibiciones o restricciones impuestas por razones morales o humanitarias o para la supresión del tráfico indebido, siempre que la manufactura y comercio de las mercancías a las que se refieren las prohibiciones estén también prohibidas o sometidas a restricciones en el interior del país".
  Al parecer, el Presidente de la Conferencia manifestó que esa prohibición estaría amparada por la excepción relativa a las medidas adoptadas por "razones morales o humanitarias".

6.473 En otras jurisdicciones se ha aceptado que las actividades de juegos de azar pueden limitarse o prohibirse por motivos de política pública, a pesar de lo dispuesto en normas legislativas o convencionales generales.

6.474 Habida cuenta de lo anterior, el Grupo Especial concluye que las medidas que prohíben los servicios de juegos de azar y apuestas, incluido el suministro de esos servicios por Internet, pueden estar incluidas en el ámbito de aplicación del apartado a) del artículo XIV si se aplican en virtud de políticas cuyo objeto y fin sea "proteger la moral pública" o "mantener el orden público".

Medidas "necesarias" para proteger la moral pública o para mantener el orden público

6.475 Por lo que respecta al requisito, establecido en el apartado a) del artículo XIV del AGCS, de que una medida sea "necesaria", el Grupo Especial observa que el Órgano de Apelación, en el asunto Corea - Diversas medidas que afectan a la carne vacuna, estableció varios parámetros con arreglo a los cuales debe determinarse si una medida es "necesaria" en el sentido del apartado d) del artículo XX del GATT de 1994.
  Concretamente, el Órgano de Apelación observó que:

"... el alcance de la palabra 'necesarias', según se emplea en el contexto del apartado d) del artículo XX, no se limita a lo que es 'indispensable' o 'de absoluta necesidad' o 'inevitable'.  Las medidas que son indispensables o de absoluta necesidad o inevitables para lograr la observancia cumplen sin duda las prescripciones del apartado d) del artículo XX.  Pero otras medidas también pueden quedar comprendidas en el ámbito de esta excepción.  La palabra 'necesarias', tal como se utiliza en el apartado d) del artículo XX, se refiere, a nuestro juicio, a una variedad de grados de necesidad.  En un extremo de este continuo, 'necesarias' se entiende como 'indispensables';  en el otro extremo, en el sentido de 'que contribuyen a'.  Consideramos que una medida 'necesaria' está, en este continuo, situada significativamente más cerca del polo de lo 'indispensable' que del polo opuesto, de lo que simplemente 'contribuye a'."  [se omite la nota al pie original]

El Grupo Especial opina que esa declaración es igualmente aplicable en el contexto del artículo XIV del AGCS, incluido el apartado a) de dicho artículo.

6.476 En el mismo asunto, el Órgano de Apelación articuló un criterio consistente en "sopesar y confrontar" como base para determinar si una medida es "necesaria" en el sentido del apartado d) del artículo XX del GATT de 1994.  En particular, el Órgano de Apelación afirmó que una determinación de si una medida es necesaria en el sentido del apartado d) del artículo XX del GATT de 1994:

"... entraña en cada caso un proceso en el que se sopesa y se confronta una serie de factores entre los que figuran principalmente la contribución de la medida para lograr la observancia a hacer cumplir la ley o reglamento en cuestión, la importancia de los intereses o valores comunes protegidos por esa ley o reglamento y la repercusión concomitante de la ley o reglamento en las importaciones o exportaciones".

6.477 Sobre la base de los principios orientadores del criterio consistente en "sopesar y confrontar" articulados por el Órgano de Apelación en Corea - Diversas medidas que afectan a la carne vacuna y, posteriormente, en CE - Amianto
, estimamos que, en el contexto del apartado a) del artículo XIV, para determinar si una medida es "necesaria" para proteger la moral pública o para mantener el orden público debemos evaluar lo siguiente:

a)
la importancia de los intereses o valores que la medida impugnada tiene por finalidad proteger.  (Por lo que respecta a este requisito, el Órgano de Apelación ha sugerido que cuanto más importante se considere el interés que se quiere defender, más probable será que la medida sea "necesaria".)

a)
la medida en que la disposición impugnada contribuye a la realización del fin que esa disposición persigue.  (En relación con ese requisito, el Órgano de Apelación ha sugerido que cuanto mayor sea la contribución de la medida al fin que se persigue, más probable será que la medida sea "necesaria".)

c)
la repercusión en el comercio de la medida impugnada.  (Con respecto a este requisito, el Órgano de Apelación ha afirmado que si la medida tiene relativamente poca repercusión en el comercio, es más probable que sea "necesaria".  El Órgano de Apelación también ha indicado que al aplicar ese requisito también deberá tenerse en cuenta si puede recurrirse razonablemente a una medida alternativa.).

ii) Aplicación del criterio jurídico establecido en el apartado a) del artículo XIV a los   elementos de hecho del presente caso

6.478 En esta sección, el Grupo Especial examinará si la prohibición del suministro a distancia de servicios de juegos de azar y apuestas impuesta por las tres leyes federales estadounidenses pertinentes -a saber, la Ley de Comunicaciones por Cable, la Ley de Viajes (interpretada en conjunción con las leyes estatales pertinentes) y la Ley sobre actividades ilícitas de juegos de azar (interpretada en conjunción con las leyes estatales pertinentes)- es "necesaria" para "proteger la moral pública" y/o "mantener el orden público".

¿Tienen por objeto las medidas impugnadas "proteger la moral pública" o "mantener el orden público" en el sentido del apartado a) del artículo XIV?
6.479 Los Estados Unidos aducen que el suministro a distancia de servicios de juegos de azar y apuestas plantea preocupaciones significativas por lo que respecta al mantenimiento del orden público y la protección de la moral pública.
  Según los Estados Unidos, el suministro a distancia de servicios de juegos de azar plantea amenazas relacionadas con la delincuencia organizada, el blanqueo de dinero, el fraude y otras actividades criminales;  riesgos para los niños, dada la disponibilidad de servicios a distancia de juegos de azar y apuestas para los niños;  y riesgos especiales para la salud.  Los Estados Unidos sostienen que esas son las razones por las que aplican restricciones estrictas a la capacidad de cualquier empresa explotadora de ofrecer servicios de juegos de azar y apuestas mediante suministro a distancia, con independencia de que esos servicios se suministren desde el territorio de otro Miembro o desde el territorio de los Estados Unidos.

6.480 Antigua hace referencia a un informe preparado en 2001 por el Departamento de Defensa de los Estados Unidos en el que se evalúa la repercusión social de las máquinas de juego entonces disponibles, en el que se concluyó que la presencia de casinos militares no tenía efectos perjudiciales para la moral o la estabilidad financiera de las fuerzas de los Estados Unidos, los miembros de sus familias y otras personas -incluidos los nacionales de otros países- que jugaran en las instalaciones de propiedad del Gobierno.
  Antigua sostiene también que países como el Reino Unido no han considerado que se planteen cuestiones de interés público insuperables como consecuencia de la evolución hacia el suministro en línea de servicios de juegos de azar y apuestas, y han optado por aceptarlos en un contexto reglamentado.

6.481 A juicio del Grupo Especial, las pruebas presentadas establecen que la Ley de Comunicaciones por Cable, la Ley de Viajes (interpretada en conjunción con las leyes estatales pertinentes) y la Ley sobre actividades ilícitas de juegos de azar (interpretadas en conjunción con las leyes estatales pertinentes) son medidas para proteger "la moral pública o el orden público", por las siguientes razones.

6.482 Un informe de 1961 de la Cámara de Representantes sobre la Ley de Comunicaciones por Cable, publicado poco después en su entrada en vigor, indica que:

"La finalidad del proyecto de ley es ayudar a los diversos Estados y al Distrito de Columbia a velar por el cumplimiento de sus leyes relativas a los juegos de azar, la aceptación de apuestas y delitos análogos y contribuir a la supresión de los juegos de azar organizados prohibiendo la utilización de servicios de comunicación por cable que se emplean o pudieran emplearse para la transmisión de apuestas e información sobre juegos de azar en transacciones interestatales e internacionales".

6.483 Por lo que respecta a la Ley de Viajes, en el curso de las audiencias celebradas ante el comité Judicial en relación con el Programa del Fiscal General de lucha contra la Delincuencia Organizada y las Asociaciones Ilícitas, el entonces Fiscal General, Robert F. Kennedy, declaró que su programa, que incluía la Ley de Viajes y la Ley de Comunicaciones por Cable, permitía al Gobierno federal "adoptar medidas eficaces contra el miembro de una organización delictiva que desarrolla actividades ilegales pero vive lejos del escenario de éstas, cómodamente y a salvo".

6.484 Observamos asimismo que en el curso de las audiencias de 2003 ante el Subcomité sobre Delincuencia, Terrorismo y Seguridad Nacional relacionadas con la Ley de Prohibición de la Financiación de los juegos de azar ilícitos por Internet, aún no promulgada y que, de aprobarse, prohibirá los juegos de azar por Internet en forma análoga a la de la Ley de Comunicaciones por Cable y la Ley de Viajes, se hizo referencia a la amenaza del blanqueo de dinero, la delincuencia organizada, el fraude y los riesgos para los niños (es decir, el acceso de los menores a los juegos de azar) y la salud (es decir, la ludopatía) que están asociados con los juegos de azar por Internet.

6.485 Por lo que respecta a la Ley sobre actividades ilícitas de juegos de azar, en la declaración de constataciones formulada antes de la promulgación de dicha Ley, el Congreso articuló diversas razones para justificar esa promulgación.  En particular, se hizo referencia al hecho de que los ingresos de los juegos de azar son el "cordón umbilical de la delincuencia organizada" y los medios por los que se financian otras actividades ilícitas.  Además, el Congreso afirmó que los juegos de azar "explota a la sociedad", y especialmente a los pobres.  Por último, el Congreso afirmó que desde el punto de vista de aplicación de la Ley, "los juegos de azar son más susceptibles a la detección y el procesamiento que la mayoría de las actividades de la delincuencia organizada".
  Los Estados Unidos han indicado también que sus tribunales han confirmado que la Ley sobre actividades ilícitas de juegos de azar es una medida contra la delincuencia organizada.

6.486 A nuestro juicio, estas declaraciones del Congreso que conciernen a las finalidades respectivas de la Ley de Comunicaciones por Cable, la Ley de Viajes y la Ley sobre actividades ilícitas de juegos de azar indican que varias ramas del Gobierno de los Estados Unidos consideran que esas leyes se adoptaron para abordar preocupaciones como las concernientes al blanqueo de dinero, la delincuencia organizada, el fraude, la participación de menores en juegos de azar y la ludopatía.  Estimamos que en la medida en que las leyes estatales sobre juegos de azar se apliquen por conducto de la Ley sobre actividades ilícitas de juegos de azar, puede considerarse que esas leyes se aplican, entre otras cosas, para la misma finalidad que la Ley sobre actividades ilícitas de juegos de azar.

6.487 Habida cuenta de lo anterior, concluimos que los problemas que la Ley de Comunicaciones por Cable, la Ley de Viajes y la Ley sobre actividades ilícitas de juegos de azar tratan de abordar que están incluidos en el ámbito de los conceptos de "moral pública" y/o "orden público" en el marco del apartado a) del artículo XIV.  En otras palabras, constatamos que la Ley de Comunicaciones por Cable, la Ley de Viajes (interpretada en conjunción con las leyes estatales pertinentes) y la Ley sobre actividades ilícitas de juegos de azar (interpretada en conjunción con las leyes estatales pertinentes) son medidas destinadas para "proteger la moral pública" y/o "para mantener el orden público" en los Estados Unidos en el sentido del apartado a) del artículo XIV.

¿Son las medidas impugnadas "necesarias" para proteger la moral pública o para mantener el orden público?
6.488 Examinaremos ahora si la Ley de Comunicaciones por Cable, la Ley de Viajes y la Ley sobre actividades ilícitas de juegos de azar (interpretadas en conjunción con las leyes estatales pertinentes) son "necesarias" para proteger la moral pública y/o para mantener el orden público.  A ese respecto recordamos que debemos hacer nuestra evaluación teniendo en cuenta la jurisprudencia pertinente del Órgano de Apelación a que se hace referencia en el párrafo 6.465 supra:

a)
la importancia de los intereses o valores que esas leyes tienen por objeto proteger;

b)
la medida en que esas leyes contribuyen a la realización de los fines respectivamente perseguidos por ellas;  y

c)
la respectiva repercusión en el comercio de esas leyes.

Importancia de los intereses o valores protegidos

6.489 Las declaraciones del Congreso arriba citadas en los párrafos 6.470-6.473 indican que esas leyes tienen por objeto proteger a la sociedad de la amenaza del blanqueo de dinero, la delincuencia organizada, el fraude y los riesgos para los niños (es decir, la participación de menores en juegos de azar) y la salud (es decir, la ludopatía).

6.490 Tomamos una vez más nota de los comentarios formulados en 1961 por el entonces Fiscal General Robert F. Kennedy para describir el efecto global previsto del Programa del Fiscal General de lucha contra la Delincuencia Organizada y las Asociaciones Ilícitas, del que eran parte la Ley de Comunicaciones por Cable y la Ley de Viajes:

"Esos [matones y delincuentes que se han hecho ricos y poderosos] utilizan impunemente el comercio y las comunicaciones interestatales para llevar a cabo sus actividades ilícitas.  Si reducimos la utilización por esas personas de las comunicaciones y servicios interestatales, podemos asestar un golpe contundente a sus operaciones.  Podríamos poner a esos personajes en su sitio.
Sr. Presidente:  nuestra legislación tiene fundamentalmente por objeto la reducción eficaz de las operaciones de juego.  Y ello, Sr. Presidente, porque los beneficios del juego ilegal son enormes y constituyen la fuente fundamental de los fondos que financian la delincuencia organizada en todo el país.

6.491 En la declaración del Congreso de constataciones preliminares a la Ley sobre actividades ilícitas de juegos de azar, el Congreso describió la amenaza planteada por la delincuencia organizada, a la que obedecía la promulgación de la citada Ley, en los siguientes términos:

"1)
la delincuencia organizada en los Estados Unidos es una actividad sumamente compleja, diversificada y extendida, que extrae anualmente de la economía de los Estados Unidos miles de millones de dólares mediante actos ilícitos y el uso ilegal de la violencia, el fraude y la corrupción;  2) en gran parte la influencia de la delincuencia organizada deriva del dinero obtenido por actividades ilegales como el juego ilegal organizado, la usura, el robo y la receptación de bienes, la importación y distribución de estupefacientes y otras drogas peligrosas y otras formas de explotación social;  3) ese dinero y esa influencia se utilizan cada vez en mayor medida para infiltrarse en las empresas legítimas y los sindicatos y corromperlos y para minar y corromper nuestros procesos democráticos;  4) las actividades de la delincuencia organizada en los Estados Unidos debilitan la estabilidad del sistema económico de la nación, perjudican a inversores inocentes y a organizaciones competidoras, obstaculizan la libre competencia, constituyen una grave carga para el comercio interestatal y exterior, amenazan la seguridad interior y socavan el bienestar general de la nación y de sus ciudadanos."

6.492 Habida cuenta de lo anterior, nos parece claro que los intereses y valores protegidos por la Ley de Comunicaciones por Cable, la Ley de Viajes (interpretada en conjunción con las leyes estatales pertinentes) y la Ley sobre actividades ilícitas de juegos de azar (interpretada en conjunción con las leyes estatales pertinentes) obedecen a intereses sociales muy importantes que pueden caracterizarse como "vital[es] y de la máxima importancia" en forma análoga a la caracterización de la protección de la vida y la salud humanas frente a un riesgo para la salud y la vida de las personas que hizo el Órgano de Apelación en CE - Amianto.

6.493 Aceptamos que un Miembro puede decidir que es preciso establecer controles estrictos para proteger los intereses sociales arriba citados.  No obstante, en el proceso de "sopesar y confrontar" ese factor con los otros que debemos tener en cuenta, nos parece importante no olvidar que esos intereses -proteger a la sociedad frente a la amenaza del blanqueo de dinero, la delincuencia organizada, el fraude y los riesgos para los niños (es decir, la participación de menores en juegos de azar) y la salud (es decir, la ludopatía)- existen también en el contexto del suministro de servicios de juegos de azar y apuestas no prestados a distancia.  Ninguna de las partes lo ha negado.
  Sin embargo, en contraste con el trato que otorgan al suministro a distancia de servicios de juegos de azar y apuestas, los Estados Unidos no prohíben totalmente el suministro de esos servicios no prestados a distancia.  Reconocemos que el suministro a distancia de servicios de juegos de azar y apuestas puede tener características especiales que podrían justificar una diferencia de trato con el otorgado al suministro de tales servicios no prestados a distancia.  Sin embargo, tenemos que remitirnos a las pruebas de que disponemos para determinar si determinados aspectos del suministro a distancia de servicios de juegos de azar y apuestas justificarían una prohibición, especialmente habida cuenta de la actitud tolerante manifiesta en algunas partes de los Estados Unidos por lo que respecta al suministro de esos servicios no prestados a distancia.  Examinaremos esta cuestión con más detalle infra en nuestro análisis de si los Estados Unidos pueden o no pueden invocar una alternativa razonable que sea compatible con la OMC.

Contribución a los fines perseguidos

6.494 Por lo que respecta a la medida en que la Ley de Comunicaciones por Cable, la Ley de Viajes (interpretada en conjunción con las leyes estatales pertinentes) y la Ley sobre actividades ilícitas de juegos de azar (interpretada en conjunción con las leyes estatales pertinentes) contribuyen a la realización de los fines perseguidos por esas leyes, recordamos nuestra constatación supra de que esas leyes tratan de abordar problemas relacionados con el blanqueo de dinero, la delincuencia organizada, el fraude, la participación de menores en juegos de azar y la ludopatía.
  Dado que la Ley de Comunicaciones por Cable y la Ley de Viajes prohíben el suministro a distancia de servicios de juegos de azar y apuestas, que se han asociado con cada uno de esos problemas
, esas leyes deberán contribuir, al menos en cierta medida, a abordarlos.  Además, la Ley sobre actividades ilícitas de juegos de azar prohíbe dirigir, financiar, gestionar, supervisar, administrar o poseer en todo o en parte un "negocio ilegal de juegos de azar", por lo que se entiende una empresa de juegos de azar que infrinja la ley de un Estado (o una subdivisión política) de los Estados Unidos.  Estimamos que la Ley sobre actividades ilícitas de juegos de azar debe contribuir, al menos en cierta medida, a abordar esos problemas.

Repercusión en el comercio

6.495 Por lo que respecta a la repercusión en el comercio de la Ley de Comunicaciones por Cable, la Ley de Viajes (interpretada en conjunción con las leyes estatales pertinentes) y la Ley sobre actividades ilícitas de juegos de azar (interpretada en conjunción con las leyes estatales pertinentes), Antigua aduce que el efecto de esas leyes es una prohibición total, lo que representa el criterio más restrictivo del comercio posible.
  No nos cabe duda de que esas leyes tienen un efecto significativo de restricción del comercio.  De hecho, así lo han reconocido los Estados Unidos cuando aducen que un Miembro tiene "el derecho ...  de someter a estrictas restricciones un servicio que entraña riesgos elevados (en el presente caso, los juegos de azar a distancia) y autorizar la utilización de un servicio que entraña menos riesgos [en el presente caso, participar en juegos de azar por medios distintos de la transmisión a distancia]".

6.496 En el asunto Corea - Diversas medidas que afectan a la carne vacuna, el Órgano de Apelación, al evaluar la repercusión en el comercio, se remitió a las constataciones del Grupo Especial del GATT encargado del asunto Estados Unidos - Artículo 337, que aclaró que los Miembros deben en primer lugar explorar y agotar todas las alternativas compatibles con el GATT/la OMC antes de recurrir a la aplicación de medidas incompatibles con la OMC.
  Al examinar si existía una medida alternativa compatible con la OMC a la que pudiera recurrirse razonablemente, el Órgano de Apelación estudió, en Corea - Diversas medidas que afectan a la carne vacuna, los medios que Corea había utilizado para abordar la prevención de conductas fraudulentas en relación con la venta de otros productos alimenticios.

6.497 Recordando el razonamiento formulado por el Órgano de Apelación en Corea - Diversas medidas que afectan a la carne vacuna, tenemos que examinar si los Estados Unidos han utilizado, en otros contextos, medidas distintas de una prohibición para abordar problemas similares a los que se alegan constituyen la base para su justificación, en el presente caso, de la prohibición del suministro a distancia de servicios de juegos de azar y apuestas.  El único contexto pertinente al que se ha hecho referencia en la presente diferencia es el de los servicios de juegos de azar y apuestas suministrados por medios distintos de la transmisión a distancia.

6.498 En la presente diferencia, y por las razones que se exponen más abajo, el Grupo Especial considera que alguno de los problemas identificados por los Estados Unidos son únicamente específicos de los servicios de suministro a distancia de juegos de azar y apuestas.  Por tanto, no sería adecuado tratar de comparar el trato dado a esos problemas específicos con el trato dado a cualesquiera problemas que el suministro de esos servicios no prestados a distancia plantea para los Estados Unidos.  Seguidamente examinaremos cada uno de los problemas invocados por los Estados Unidos.

6.499 En lo tocante al blanqueo de dinero, los Estados Unidos aducen que el volumen, la velocidad y el alcance internacional de las transacciones de juegos de azar por medios de transmisión a distancia, combinadas con la ubicación en el extranjero de la mayoría de los proveedores a distancia y el virtual anonimato de esas transacciones, significan que en la práctica se facilitan las etapas de "dispersión e incorporación" del blanqueo de dinero.  Más concretamente, los Estados Unidos sostienen que el suministro a distancia de servicios de juegos de azar y apuestas está especialmente bien adaptado para ocultar y encubrir la verdadera naturaleza, fuente y propiedad de los beneficios mal habidos de la delincuencia.

6.500 En el informe de la Oficina General de Intervención de Cuentas de los Estados Unidos a los Solicitantes del Congreso titulado "Internet Gambling:  An overwiew of the Issues" se hace referencia a esos problemas.

6.501 Tenemos además ante nosotros un informe de 2001 sobre tipologías de blanqueo de dinero preparado por el Grupo de Acción Financiera sobre el blanqueo de capitales.  Ese informe tiende a confirmar la existencia de los problemas identificados por los Estados Unidos en el contexto del suministro a distancia de servicios de juegos de azar y apuestas que guardan relación con el rastreo de verificación de las transacciones a distancia.  En particular, el informe indica que:

"A pesar de los intentos de solventar los posibles problemas de los juegos de azar por Internet mediante su reglamentación, la exigencia de licencias para su funcionamiento o la simple prohibición de esos servicios, aún subsisten algunas preocupaciones, además de la imposibilidad de rastrear ... vínculos de Internet.  ...  Por ejemplo, las transacciones tienen principalmente lugar por medio de tarjetas de crédito, y la ubicación en el extranjero de muchos sitios de juegos de azar por Internet hace difícil, cuando no imposible, la localización y el procesamiento de las partes involucradas.  Además, las transacciones de los juegos de azar, cuyo registro podría ser necesario a modo de prueba, tienen lugar en la sede del servicio de juegos de azar y se basan en programas informáticos;  esto puede aumentar la dificultad que reviste la reunión y presentación de esas pruebas".

6.502 En sentido parecido, el Fiscal General Auxiliar Adjunto hizo la siguiente declaración en una reunión especial de información sobre "Blanqueo de dinero y sistemas de pago en los juegos de azar en línea":

"El carácter anónimo de Internet y el uso de encriptados hace difícil seguir el rastro de las transacciones.  A veces las empresas de juegos de azar no mantienen registros de las transacciones, en cuyo caso su rastreo puede ser imposible.  Aunque las autoridades reglamentarias de los Estados Unidos pueden visitar casinos físicos, observar sus operaciones y examinar sus libros y registro para velar por el cumplimiento de los reglamentos, esto es mucho más difícil, cuando no imposible, en el caso de los casinos virtuales".

6.503 Se hicieron declaraciones similares en una audiencia de 2003 ante el Subcomité sobre Delincuencia, Terrorismo y Seguridad Nacional del Comité de Asuntos Judiciales sobre la Ley de Prohibición de la Financiación de los juegos de azar ilícitos por Internet y la Ley de la Comisión de autorización y reglamentación de los juegos de azar por Internet.
  La preocupación expresada por los Estados Unidos por lo que respecta al anonimato de las transacciones se refleja también en varias de las recomendaciones formuladas en el informe sobre Tipologías del Blanqueo de Dinero que tienen por objeto abordar las dificultades específicamente relacionadas con las transacciones de juegos de azar por medios de transmisión a distancia.  En particular, el informe recomienda que se exija a los proveedores de servicios de Internet que mantengan registros fiables de sus suscriptores, con la información adecuada para su identificación.

6.504 La preocupación expresada por los Estados Unidos por lo que respecta al alcance internacional de las transacciones mediante suministro por medios de transmisión a distancia de servicios de juegos de azar y apuestas parece confirmarse en un ejemplo al que se hace referencia en el informe sobre Tipologías del Blanqueo de Dinero de 2001, que revela que se detectaron flujos de dinero en muchas partes del mundo.

6.505 Antigua no ha hecho referencia a pruebas que pongan en tela de juicio los problemas específicos a que se hace referencia más arriba.  Antes bien, hace referencia a pruebas que indican que el blanqueo de dinero es como mínimo una preocupación igualmente grave por lo que respecta al suministro de servicios de juegos de azar y apuestas no prestados a distancia y al suministro a distancia de esos servicios.
  Los Estados Unidos no niegan que los juegos de azar en los casinos pueden utilizarse, entre otras cosas, para blanquear los ingresos en efectivo obtenidos por los delincuentes durante la etapa de colocación del blanqueo del dinero.
  En cualquier caso, opinamos que el hecho de que el blanqueo de dinero pueda existir en el contexto del suministro de servicios de juegos de azar y apuestas no prestados a distancia no significa que los Estados Unidos no tienen derecho a abordar en forma distinta los aspectos de ese problema que son específicos del suministro a distancia de servicios de juegos de azar y apuestas, a saber, el volumen, la velocidad y el alcance internacional de las transacciones de ese tipo, combinados con la ubicación en el extranjero de la mayoría de los proveedores a distancia y el virtual anonimato de esas transacciones.

6.506 Por lo que respecta al fraude, los Estados Unidos sostienen que el riesgo de fraude es mayor en el caso del suministro a distancia que en el del suministro de servicios de juegos de azar y apuestas no prestados a distancia, porque los obstáculos al establecimiento de operaciones de juego en línea son pocos, por lo que los operadores sin escrúpulos pueden aparecer y desaparecer en pocos minutos.

6.507 Hemos examinado pruebas que por lo general respaldan la preocupación de los Estados Unidos en el sentido de que los pocos obstáculos para el establecimiento de servicios de suministro a distancia de juegos de azar y apuestas aumenta el riesgo de fraude.  De hecho, el Fiscal General Auxiliar Adjunto hizo en 2002 la siguiente declaración en una reunión especial de información sobre "blanqueo de dinero y sistemas de pago en los juegos de azar en línea":

"Aunque hay, desde luego, empresas legítimas que operan o desean operar honestamente casinos en línea, las posibilidades de fraude derivadas de las operaciones de casinos y la aceptación de apuestas en el mundo virtual es mucho mayor que en el mundo físico.  Los costos de iniciación son relativamente bajos, y resulta fácil obtener servidores baratos y programas informáticos poco complejos.  Los casinos y los establecimientos de aceptación de apuestas en línea operan en muchos países donde la reglamentación efectiva y la aplicación de la ley son mínimas o inexistentes.  Al igual que las operaciones engañosas de telecomercialización, los establecimientos de juegos de azar en línea aparecen y desaparecen regularmente, obteniendo dinero de los perdedores y sin pagar a los ganadores, y con poco riesgo de captura y procesamiento."

6.508 El Informe Final de la Comisión Nacional de Estudios de Impacto sobre los Juegos de Azar contiene declaraciones similares.

6.509 Antigua ha hecho referencia a pruebas que indican que el suministro de servicios de juegos de azar y apuestas no prestados a distancia puede ser tan susceptible al fraude como el suministro a distancia de esos servicios.
  Sin embargo, no creemos que esas pruebas refuten la existencia de problemas concretos de fraude que a juicio de los Estados Unidos existen en el contexto del suministro a distancia de servicios de juegos de azar y apuestas, a saber, que al ser pocos los obstáculos para el establecimiento de las operaciones de juegos de azar en línea, los operadores sin escrúpulos pueden aparecer y desaparecer en cuestión de minutos.

6.510 Lo fundamental de las preocupaciones en materia de salud de los Estados Unidos por lo que respecta al suministro a distancia de servicios de juegos de azar y apuestas reside en el entorno aislado en el que operan los jugadores, que les protege del rechazo social y les permite jugar sin interrupción durante períodos de tiempo prolongados.

6.511 Las pruebas respaldan por lo general la existencia de los problemas derivados del entorno aislado de los consumidores de servicios de transmisión a distancia de juegos de azar y apuestas planteados por los Estados Unidos.  En particular, el Fiscal General Auxiliar Adjunto afirmó en 2003 ante el Subcomité sobre Delincuencia, Terrorismo y Seguridad Nacional que:

"En contraste con los juegos de azar sobre el terreno, los juegos de azar en línea están a disposición de cualquiera con una conexión a Internet a cualquier hora del día y de la noche.  Esto representa un peligro especial para jugadores compulsivos.  Como indicó recientemente la Sociedad Psiquiátrica Americana:  'los juegos de azar por Internet, al contrario que muchas otras formas de juegos de azar, son una actividad solitaria, lo que la hace aún más peligrosa;  la gente puede jugar sin interrupciones y sin ser detectada durante períodos de tiempo ilimitados'.  De hecho, los problemas relacionados con los ludópatas, un número abrumador de los cuales son personas jóvenes, están bien establecidos y pueden medirse en las vidas arruinadas tanto de los jugadores como de sus familias."

6.512 El Informe Final de la Comisión Nacional de Estudios de Impacto sobre los Juegos de Azar contiene declaraciones similares.

6.513 La preocupación derivada del relativo anonimato propio de los juegos de azar por medios de transmisión a distancia, que protege a los consumidores del reproche social, se reconoce en una declaración de dos profesores de la Dependencia Internacional de Investigación sobre Juegos de Azar, División de Psicología, Universidad de Nottingham Trent (Reino Unido) titulada "Is Internet gambling more addictive and/or problematic than other forms of gambling?", en la que Antigua basa sus argumentos.  Concretamente, en ella se afirma que "otro problema que se ha observado guarda relación con el relativo anonimato de los juegos de azar por Internet, que puede favorecer la desinhibición y el aumento de los niveles de juego".
  Los autores de la declaración concluyen, entre otras cosas, que

"Hay una serie de factores que hacen que las actividades en línea como los juegos de azar por Internet puedan ser seductoras y/o adictivas.  Entre esos factores cabe señalar el anonimato, la conveniencia, el escape, la disociación/inmersión, la accesibilidad, la frecuencia de eventos, la interactividad, la desinhibición, la simulación y la asociabilidad".

6.514 Antigua ha aducido que no hay pruebas de que los juegos de azar transfronterizos generen mayores niveles de patologías que los juegos de azar por medios distintos de la transmisión a distancia.
  Sin embargo, a nuestro juicio, los Estados Unidos no sostienen que los juegos de azar por medios de transmisión a distancia pueden generar una mayor incidencia de patologías de juego.  Antes bien, los Estados Unidos aducen que los juegos de azar por medios de transmisión a distancia presentan "riesgos especiales para la salud"
 derivados del medio aislado y anónimo donde esos juegos de azar tienen lugar.  No creemos que las pruebas presentadas por Antigua refuten la existencia de esa preocupación concreta.

6.515 Por lo que respecta a la participación de menores en juegos de azar, los Estados Unidos aducen que no hay medios para evitar que los menores accedan a servicios a distancia de juegos de azar y apuestas, si se compara con los medios disponibles para el suministro de servicios de juegos de azar no prestados a distancia en los Estados Unidos.

6.516 Las pruebas respaldan en su mayor parte la afirmación de los Estados Unidos de que la verificación de la edad es un problema concreto por lo que respecta al suministro a distancia de servicios de juegos de azar y apuestas.  En particular, el Fiscal General Auxiliar Adjunto declaró en 2003, ante el Subcomité sobre Delincuencia, Terrorismo y Seguridad Nacional, que:

"Los juegos de azar en línea también hacen mucho más difícil evitar que los menores jueguen.  En contraste con los tradicionales casinos físicos y las oficinas de apuestas fuera de los hipódromos, los operadores de sitios Web de juegos de azar no pueden observar a sus clientes para determinar su edad y pedir una identificación fotográfica.  Actualmente, las empresas de juegos de azar por Internet no tienen medios fiables para confirmar que los jugadores que entran en su sitio Web no son menores que han obtenido acceso a una tarjeta de crédito.  Aunque algunas empresas están desarrollando programas informáticos para tratar de detectar si un jugador es lo bastante mayor para jugar o si ese jugador procede de una jurisdicción lícita, esos programas aún no se han perfeccionado, y como es natural estarían sujetos a los mismos tipos de deficiencias y vulnerabilidades que podrían explotar los piratas informáticos".

6.517 En 2003 se hicieron declaraciones similares en el curso de una audiencia ante el Subcomité sobre Delincuencia, Terrorismo y Seguridad Nacional del Comité de Asuntos Judiciales sobre la Ley de Prohibición de la Financiación de los juegos de azar ilícitos por Internet y la Ley de la Comisión de autorización y reglamentación de los juegos de azar por Internet
, que figuran en el Informe Final de la Comisión Nacional de Estudios de Impacto sobre los Juegos de Azar.

6.518 Las pruebas indican que las vías de entrada de las tarjetas de crédito son el principal medio para verificar la edad en línea.
  No obstante, y a pesar de lo sugerido en contrario por Antigua
, las pruebas sugieren que las tarjetas de crédito han resultado ser un medio inadecuado para restringir el acceso de los niños a los sitios Web de juegos de azar y apuestas por Internet.  Concretamente, en su testimonio de 2000 ante la Comisión de Protección en línea, el Vicepresidente principal para cuestiones de políticas públicas de Visa EE.UU. afirmó que:

"La Ley de Protección en Línea de los Niños ...  tiene por objeto evitar que una persona que es menor de edad tenga acceso a materiales que son 'nocivos para menores' por medio de Internet.  Con arreglo a la Ley, un demandado puede invocar una defensa afirmativa frente al procesamiento demostrando que ha hecho un esfuerzo de buena fe para restringir el acceso de personas menores de 17 años a materiales obscenos en el sitio Internet del demandado.  Un medio para que el demandado pueda invocar esta defensa afirmativa consiste en demostrar que exigió el uso de una tarjeta de crédito o una tarjeta de débito para acceder al sitio Internet.  Al establecer tal cosa, la Ley presume en lo fundamental que sólo los adultos tienen acceso a una tarjeta de crédito o tarjeta de débito.

Por el contrario, es importante que la Comisión comprenda que esta presuposición simplemente no es exacta.  El acceso a una tarjeta de crédito o una tarjeta de débito no es un buen elemento sustitutivo para determinar la edad.  El mero hecho de que una persona utilice una tarjeta de crédito o una tarjeta de débito en relación con una transacción no significa que esa persona sea adulta.

Muchos individuos menores de 17 años tienen acceso legítimo a cartas de crédito y cartas de débito y las utilizan con regularidad.  Por ejemplo, los padres pueden designar a un hijo como 'usuario autorizado' de la tarjeta de crédito o la tarjeta de débito de su progenitor.  De hecho, esto es bastante habitual, en especial para las tarjetas de crédito.  Cada vez que esto ocurre, el niño tendrá acceso al número de tarjeta de crédito o de tarjeta de débito de su progenitor y podrá utilizar ese número de tarjeta para acceder por Internet a materiales que se consideran 'nocivos para menores'.

Además, muchos niños menores de 17 años tienen sus propias cuentas de depósito y pueden tener acceso a una tarjeta de crédito que permite acceder a esa cuenta.

...

Por tanto, aunque la Ley [de Protección en Línea de los Niños] da por supuesto que sólo los adultos tienen acceso a una tarjeta de crédito o tarjeta de débito, es importante que la Comisión comprenda que esta presuposición simplemente no es cierta.  Como consecuencia de ello, la Comisión tal vez desee centrar su atención en métodos más adecuados para verificar la edad".

6.519 En relación con la delincuencia organizada, los Estados Unidos aducen en lo fundamental que el suministro de servicios a distancia de juegos de azar y apuestas plantea mayores preocupaciones que el suministro de esos servicios por medios distintos de la transmisión a distancia, debido a la cantidad de dinero y a la manipulabilidad inherente en los juegos de azar por Internet;  la posibilidad de participar en juegos de azar por medios de suministro a distancia, como un servicio de compensación mediante el cual los encargados de aceptar apuestas que trabajan para la delincuencia organizada en los Estados Unidos pueden "cubrir" sus apuestas;  y la posibilidad de que los delincuentes organizados puedan ocultar más fácilmente su participación en juegos de azar y eludir la aplicación de la ley operando más allá de los límites de la intensa vigilancia de las autoridades reglamentarias y los funcionarios encargados de la aplicación de la ley en la jurisdicción del jugador.

6.520 Las pruebas que hubiéramos esperado ver para probar la existencia de las concretas preocupaciones en materia de delincuencia organizada a que han hecho referencia los Estados Unidos habrían sido pruebas que demostraran, entre otras cosas, que la "manipulabilidad inherente" de Internet lo hace más atractivo para personas involucradas en la delincuencia organizada y que los delincuentes organizados encuentran más fácil ocultar sus apuestas, eludiendo así la vigilancia de los funcionarios encargados del cumplimiento de la ley.  No hemos visto ninguna prueba concreta de esa naturaleza.  Antes bien, los Estados Unidos nos han señalado casos de participación de la delincuencia organizada y de procesamientos relacionados con el suministro a distancia de servicios de juegos de azar y apuestas.
  El suministro de servicios de juegos de azar y apuestas por medios distintos de la transmisión a distancia está permitido en buena parte de los Estados Unidos, aunque también plantea preocupaciones relacionadas con la delincuencia organizada.
  A falta de pruebas que demuestren la naturaleza y el alcance de los riesgos que los juegos de azar y apuestas por medios de transmisión a distancia plantean en relación con la delincuencia organizada, no estamos plenamente persuadidos de que los Estados Unidos hayan demostrado que no pueden protegerse de esos riesgos por medios que sean compatibles con las normas de la OMC.

6.521 En suma, los Estados Unidos tienen ciertas preocupaciones por lo que respecta al blanqueo de dinero, el fraude, la salud y la participación de menores en juegos de azar que, a nuestro juicio, son específicas del suministro a distancia de servicios de juegos de azar y apuestas.  Por tanto, las medidas empleadas por los Estados Unidos para abordar sus preocupaciones relativas al blanqueo de dinero, el fraude, la salud y la participación de menores en juegos de azar en el contexto del suministro de juegos de azar y apuestas por medios distintos de la transmisión a distancia no pueden compararse y examinarse como alternativas compatibles con la OMC que los Estados Unidos podrían haber utilizado para abordar las preocupaciones concretas que tienen por lo que respecta al suministro a distancia de servicios de juegos de azar y apuestas.

6.522 En nuestro examen de si los Estados Unidos han explorado y agotado razonablemente alternativas compatibles con la OMC disponibles, observamos, y nos parece importante, que Antigua ha afirmado que ha establecido un régimen reglamentario que es suficiente para abordar las preocupaciones específicas identificadas por los Estados Unidos por lo que respecta al suministro de servicios a distancia de juegos de azar y apuestas.  Ello incluye medidas encaminadas a contrarrestar el blanqueo de dinero que satisfacen normas internacionales
, requisitos en materia de verificación de la identidad, prevención del fraude y adicción al juego
, y además el que la participación de menores en juegos de azar está expresamente prohibida por la legislación de Antigua.

6.523 Antigua sostiene además que se ha ofrecido a celebrar consultas con los Estados Unidos con miras a solventar cualesquiera preocupaciones específicas que subsistan a pesar del régimen reglamentario establecido por Antigua.  Antigua alega que los Estados Unidos se han negado a mantener esas consultas.  Indica asimismo que los Estados Unidos se han abstenido de colaborar y de celebrar consultas, en el marco de un Tratado de Asistencia Jurídica Mutua que existe entre los dos países, para abordar problemas del tipo planteado por los Estados Unidos.  Antigua sostiene que durante las consultas con los Estados Unidos en el contexto de la presente diferencia, Antigua expresó una vez más su voluntad de cooperar con los Estados Unidos para encontrar un sistema reglamentario mutuamente aceptable.  Sin embargo, según Antigua, los Estados Unidos se han negado siempre a participar en consultas o a colaborar.  Antigua alega que la negativa de los Estados Unidos a celebrar consultas con Antigua viola el artículo XIV del AGCS.

6.524 Los Estados Unidos sostienen que han mantenido contactos significativos con Antigua sobre cuestiones relacionadas con la aplicación de la ley.  Sostienen asimismo que han aclarado que celebrarían que Antigua siguiera prestando ayuda para la investigación y el procesamiento de los blanqueadores de dinero y otras personas que violan la legislación estadounidense.  Los Estados Unidos afirman que no han tenido noticias de algún esfuerzo del Gobierno de Antigua para colaborar en ese sentido, pero que en cualquier caso la posición de Antigua en la presente diferencia ha puesto de manifiesto que Antigua no está dispuesta a reconocer la existencia de preocupaciones reglamentarias específicas de los Estados Unidos por lo que respecta al suministro a distancia de juegos de azar.
  Los Estados Unidos añaden que si bien no es cierto que se han "negado" a atender a solicitudes internacionales de asistencia, como sugiere Antigua, hay razones para su renuencia a hacerlo, ya que este caso afecta a jugadores por Internet.  Por ejemplo, los Estados Unidos ponen de relieve que Antigua adoptó públicamente una posición contraria a los Estados Unidos en el procesamiento de un proveedor de servicios a distancia de juegos de azar y apuestas con base en Antigua, Jay Cohen, presentando al Tribunal Supremo de los Estados Unidos un escrito de amicus curiae en apoyo del Sr.  Cohen.  Además, preocupa a los Estados Unidos el que un delincuente convicto, William Scott, obtuviera en Antigua una licencia de proveedor de servicios de juegos de azar y apuestas por Internet.  Según los Estados Unidos, esos hechos sugieren que la solicitud de asistencia no rendiría ningún fruto.

6.525 Antigua también alega que el hecho de que los Estados Unidos no hayan respondido a la invitación de Antigua para participar en actividades de cooperación internacional sobre la forma en que deben abordarse las preocupaciones específicas que tiene los Estados Unidos respecto del suministro a distancia de juegos de azar es compatible con las obligaciones que corresponden a los Estados Unidos en el marco de la OMC.
  Antigua sostiene que la cooperación reglamentaria internacional en el sector de los juegos de azar es posible y ya está teniendo lugar.
  Los Estados Unidos responden que, como cuestión de derecho, no hay en el texto del AGCS nada que requiera tal cosa.  Además, como cuestión de hecho, la inexistencia de cualquier régimen reglamentario nacional estadounidense que permita el suministro de servicios a distancia de juegos de azar hace que no sea razonable que Antigua espere que los Estados Unidos traten de entablar negociaciones para aplicar ese régimen a sus proveedores transfronterizos.

6.526 Recordamos que los Miembros están obligados a considerar todas las alternativas compatibles con la OMC a las que se pueda recurrir antes de imponer una medida incompatible con la OMC (que puede estar justificada por las disposiciones de la OMC pertinentes en materia de excepciones).  En ese sentido, el Grupo Especial toma nota de las siguientes afirmaciones formuladas por el Grupo Especial en Estados Unidos - Atún (México) en su informe no adoptado:  "los Estados Unidos no habían demostrado al Grupo Especial -como se requiere de la parte que invoca una de las excepciones contempladas en el artículo XX- que hubieran agotado todas las opciones razonables de que disponen para perseguir sus objetivos de protección de los delfines mediante medidas compatibles con el Acuerdo General y en especial mediante la negociación de acuerdos de cooperación internacional que parece conveniente teniendo en cuenta que los delfines se desplazan por las aguas de numerosos Estados y por los Océanos".
  Entendemos que el Órgano de Apelación ha reconocido que hay muchas situaciones en las que medidas unilaterales pueden estar justificadas al amparo del artículo XX del GATT.
  Por otro lado, observamos que el Órgano de Apelación también ha insistido en que "hay una marcada preferencia, 'en la medida de lo posible', por un enfoque multilateral".

6.527 En el curso de este procedimiento del Grupo Especial hemos concluido que los Estados Unidos han asumido en su Lista un compromiso de acceso pleno a los mercados por lo que respecta a los servicios de juegos de azar y apuestas en el modo 1.
  El principio de interpretación efectiva de los tratados requiere que se atribuyan sentido y efectos a ese compromiso, con independencia de los motivos en él subyacentes (incluso si el compromiso se hubiera asumido por inadvertencia).  A nuestro juicio, un compromiso pleno por lo que respecta al acceso a los mercados incluido en la lista de un Miembro para un modo de suministro en particular crea expectativas comerciales legítimas, y por ello obligaciones que afectan al sector objeto del compromiso.

6.528 El artículo XIV dispensa a los Miembros del cumplimiento de las obligaciones contraídas en el marco del AGCS (incluidos cualesquiera compromisos específicos que pudieran haber contraído) con sujeción a las condiciones estipuladas en esa disposición.  Con arreglo al apartado a) del artículo XIV, las medidas impugnadas tienen que ser "necesarias" para proteger la moral pública y/o para mantener el orden público.  Basándonos en las decisiones del Órgano de Apelación, estimamos que un elemento crucial de la aplicación en esta diferencia del criterio de la "necesidad" establecido en el artículo XIV es si los Estados Unidos han explorado y agotado alternativas, compatibles con la OMC y a las que pudieran razonablemente recurrir, a la prohibición del suministro de servicios a distancia de juegos de azar y apuestas que garantizaran el mismo nivel de protección.

6.529 A nuestro juicio, la invitación de Antigua a los Estados Unidos para entablar consultas y/o negociaciones sobre las preocupaciones concretas relacionadas con el suministro de servicios a distancia de juegos de azar y apuestas identificadas por los Estados Unidos es pertinente en el contexto de la evaluación de si existen, y si los Estados Unidos han explorado, alternativas compatibles con la OMC a las que pudiera recurrirse razonablemente.  Mediante consultas y negociaciones bilaterales y multilaterales, los Miembros pueden tal vez determinar si sus preocupaciones pueden abordarse adecuadamente en forma compatible con la OMC.
  En el presente caso, observamos que existe un Tratado de Asistencia Jurídica Mutua entre Antigua y los Estados Unidos, que podría ser el marco en el que tuvieran lugar esas consultas.

6.530 No pasamos por alto la posibilidad de que, dadas las circunstancias que prevalecen en este caso, los Estados Unidos puedan haber estado persuadidos de que sus preocupaciones específicas no podían abordarse adecuadamente mediante esas consultas y/o negociaciones.  De hecho, por lo que respecta a la posibilidad de participar en consultas y negociaciones internacionales relacionadas con el presente caso, los Estados Unidos han sugerido que las consultas no habrían "rendido ningún fruto".

6.531 Incluso si a juicio de los Estados Unidos no existe actualmente ninguna alternativa de ese tipo, los Estados Unidos no pueden prejuzgar que esa situación permanecerá inmutable en el futuro.
  La obligación de los Estados Unidos de celebrar consultas con Antigua antes y durante la imposición de su prohibición del suministro transfronterizo de servicios de juegos de azar y apuestas deriva del hecho de que han asumido un compromiso específico de acceso a los mercados respecto del modo 1.  Más concretamente, es debido a la existencia de este compromiso específico de acceso a los mercados con respecto al comercio transfronterizo de servicios de juegos de azar y apuestas que los Estados Unidos siguen obligados a considerar alternativas compatibles con las normas de la OMC, incluidas las que puedan sugerir Antigua y otros Miembros, antes y durante la imposición de su prohibición del suministro transfronterizo de servicios de juegos de azar y apuestas.  Al rechazar la invitación de Antigua a entablar consultas y/o negociaciones bilaterales o multilaterales, los Estados Unidos no siguieron de buena fe un curso de acción que podrían haber utilizado para explorar la posibilidad de encontrar una alternativa compatible con la OMC razonablemente a su alcance.

"Sopesar y confrontar"

6.532 Habiendo identificado y evaluado cada uno de los elementos que hemos de estimar para determinar si la Ley de Comunicaciones por Cable, la Ley de Viajes (leída conjuntamente con las leyes estatales pertinentes) y la Ley sobre actividades ilícitas de juegos de azar (leída conjuntamente con las leyes estatales pertinentes) son "necesarias" para proteger la moral y/o mantener el orden público, debemos "sopesar y confrontar" ahora esos elementos.

6.533 Como dijimos anteriormente, llegamos a la conclusión de que los intereses protegidos por la Ley de Comunicaciones por Cable, la Ley de Viajes (leída conjuntamente con las leyes estatales pertinentes) y la Ley sobre actividades ilícitas de juegos de azar (leída conjuntamente con las leyes estatales pertinentes) son intereses sociales muy importantes en los Estados Unidos.  Llegamos también a la conclusión de que la Ley de Comunicaciones por Cable, la Ley de Viajes y la Ley sobre actividades ilícitas de juegos de azar (leídas conjuntamente con las leyes estatales pertinentes) contribuyen a la consecución de los fines de esas leyes en los Estados Unidos.  Por otra parte, como se dijo anteriormente en el párrafo 6.495, constatamos también que las medidas de que se trata tienen una repercusión importante sobre el comercio.  A este respecto, constatamos que, aunque los Estados Unidos abrigan preocupaciones concretas legítimas con respecto al blanqueo de dinero, el fraude, la salud y los juegos de azar de menores relacionadas específicamente con el suministro a distancia de servicios de juegos de azar y apuestas, lo cual parece indicar que las medidas de que se trata son "necesarias" en el sentido del apartado a) del artículo XIV, han rechazado la invitación de Antigua a celebrar consultas y/o negociaciones bilaterales y/o multilaterales para determinar si existe algún modo de afrontar sus preocupaciones en forma compatible con la OMC.

6.534 Consideramos que, dadas las circunstancias del presente asunto y por las razones anteriormente explicadas en los párrafos 6.264 a 6.530, antes de imponer una medida incompatible con la OMC, los Estados Unidos estaban obligados a explorar estas opciones de buena fe, a fin de agotar las alternativas compatibles con la OMC, incluso si creían que las medidas de que se trata eran "indispensables".

Conclusión general sobre si la Ley de Comunicaciones por Cable, la Ley de Viajes y la Ley sobre actividades ilícitas de juegos de azar se justifican provisionalmente al amparo del apartado a) del artículo XIV

6.535 En resumen, llegamos a la conclusión de que, por las razones anteriormente explicadas, los Estados Unidos no han podido justificar provisionalmente, al amparo del apartado a) del artículo XIV del AGCS, que la Ley de Comunicaciones por Cable, la Ley de Viajes (leídas conjuntamente con las leyes estatales pertinentes)
 y la Ley sobre actividades ilícitas de juegos de azar (leídas conjuntamente con las leyes estatales pertinentes)
 son necesarias para proteger la moral y/o el orden público en el sentido del apartado a) del artículo XIV.  No obstante, reconocemos que esas leyes han sido concebidas para proteger la moral o mantener el orden público.

d) Justificación provisional al amparo del apartado c) del artículo XIV

i) El criterio jurídico del apartado c) del artículo XIV

6.536 De conformidad con el texto del apartado c) del artículo XIV, al determinar si una medida impugnada se justifica provisionalmente con arreglo a ese apartado, el Miembro que lo invoca debe demostrar que se dan tres elementos, a saber:


a)
la medida que se pretende justificar debe "lograr la observancia" de otras leyes y reglamentos;

b)
esas otras "leyes y [...] reglamentos" no deben ser incompatibles con el Acuerdo de la OMC;  y

c)
la medida que se pretende justificar debe ser "necesaria" para lograr la observancia de esas otras leyes o reglamentos.

6.537 Tomamos nota de que el texto del apartado c) del artículo XIV es muy similar al del apartado d) del artículo XX del GATT de 1994.  Por consiguiente, basándonos en las observaciones del Órgano de Apelación anteriormente mencionadas acerca de la aplicabilidad al AGCS de la jurisprudencia relativa al GATT de 1994
, nos remitiremos a esa jurisprudencia y nos basaremos en ella en la medida en que es aplicable y pertinente a nuestra interpretación del apartado c) del artículo XIV.

Medidas encaminadas a "lograr la observancia" de leyes o reglamentos

6.538 Por lo que se refiere al primer elemento, el Grupo Especial señala que, al determinar si una medida servía para "lograr la observancia" de leyes y reglamentos, el Grupo Especial del GATT que se ocupó del asunto CEE - Piezas y componentes constató que esa frase del párrafo d) del artículo XX del GATT de 1994 significaba "para hacer cumplir las obligaciones estipuladas en las leyes y reglamentos" y no "para lograr la consecución de los objetivos de las leyes y reglamentos".
  Consideramos que esa constatación resulta útil en el contexto del apartado c) del artículo XIV del AGCS en dos aspectos.  En primer lugar, indica que la referencia a "lograr la observancia" del artículo XIV significa que las medidas cuya justificación se pretende deben "hacer cumplir" las leyes y los reglamentos pertinentes.  En segundo lugar, indica que las medidas cuya justificación se pretende deben hacer cumplir "obligaciones" previstas en las leyes y reglamentos y no limitarse a lograr la consecución de los objetivos de esas leyes y reglamentos.

6.539 En cuanto al grado en que una medida debe "lograr la observancia" de obligaciones estipuladas en otras leyes y reglamentos, señalamos que el Grupo Especial que se ocupó del asunto Corea - Diversas medidas que afectan a la carne vacuna reconoció que no es necesario que una medida esté destinada exclusivamente a "lograr la observancia" de la ley que la justifica.  En cambio, aceptó que era suficiente que una medida se adoptara, al menos en parte, para lograr la observancia de la legislación que la justificaba.

"Las leyes y los reglamentos que no sean incompatibles con las disposiciones del presente Acuerdo"
6.540 En cuanto al segundo elemento, observamos que el apartado c) del artículo XIV contiene una lista no exhaustiva de las leyes y los reglamentos "que no sean incompatibles con las disposiciones del presente Acuerdo".  La lista hace referencia a las leyes y los reglamentos para la prevención de prácticas que induzcan a error y prácticas fraudulentas o para hacer frente a los efectos del incumplimiento de los contratos de servicios;  para la protección de la intimidad de los particulares en relación con el tratamiento y la difusión de datos personales;  para la protección del carácter confidencial de los registros y cuentas individuales;  y para la seguridad.  Por consiguiente, leyes y reglamentos distintos de los incluidos en la lista pueden utilizarse para justificar una medida incompatible con el AGCS al amparo del apartado c) del artículo XIV siempre que esas otras leyes y reglamentos sean compatibles con la OMC.

Medidas "necesarias" para lograr la observancia de las leyes y los reglamentos

6.541 Por lo que se refiere al tercer elemento, el Grupo Especial recuerda el criterio de "sopesar y confrontar" definido por el Órgano de Apelación en el asunto Corea - Diversas medidas que afectan a la carne vacuna como base para formular una determinación sobre si una medida es "necesaria" en el sentido del apartado d) del artículo XX del GATT de 1994.

6.542 Sobre la base de la explicación del criterio de "sopesar y confrontar" que dio el Órgano de Apelación en el asunto Corea - Diversas medidas que afectan a la carne vacuna y posteriormente en el asunto CE - Amianto
, creemos que, en el contexto del apartado c) del artículo XIV, debemos estimar:


a)
la importancia de los intereses o valores que están destinados a proteger las leyes o los reglamentos cuyo cumplimiento ha de asegurarse;


b)
el grado en que la medida encaminada a asegurar el cumplimiento contribuye a la realización del fin perseguido, es decir, al logro de la observancia de las leyes y los reglamentos cuyo cumplimiento ha de asegurarse;


c)
la repercusión sobre el comercio de la medida encaminada a asegurar el cumplimiento.

ii) Aplicación del criterio jurídico del apartado c) del artículo XIV a los hechos del presente asunto

¿Cuáles son "las leyes y los reglamentos" en que se basan los Estados Unidos?
6.543 Como se señaló anteriormente, la medida que se pretende justificar debe lograr la observancia de otras "leyes y [...] reglamentos".  Los Estados Unidos sostienen que el Congreso estadounidense aprobó la Ley de Comunicaciones por Cable, la Ley de Viajes y la Ley sobre actividades ilícitas de juegos de azar en gran medida para que sirvieran de instrumentos para hacer cumplir la legislación, a fin de lograr la observancia de otras leyes estadounidenses compatibles con la OMC, a saber, las leyes estatales sobre los juegos de azar y las leyes penales relativas a la delincuencia organizada.

6.544 Por lo que se refiere a las leyes estatales sobre los juegos de azar, los Estados Unidos aducen que la Ley de Comunicaciones por Cable, la Ley de Viajes y la Ley sobre actividades ilícitas de juegos de azar logran la observancia de las leyes estatales que prohíben o limitan los juegos de azar.
  Los Estados Unidos señalan que lo esencial de la mayor parte de las leyes estatales pertinentes está incluido en una de las pruebas documentales de Antigua.

6.545 Los Estados Unidos aducen que se presume que las leyes y reglamentos de un Miembro son compatibles con las disposiciones de la OMC, a menos que se demuestre lo contrario.  Según los Estados Unidos, aunque Antigua impugna alguna de las leyes estatales en las que los Estados Unidos intentan basar su defensa al amparo del apartado c) del artículo XIV, no ha demostrado que ninguna de ellas sea incompatible con el AGCS.
  Antigua sostiene que, en la medida en que las leyes estatales estadounidenses sobre los juegos de azar son incompatibles con el AGCS, no pueden invocarse como base de una defensa al amparo del apartado c) del artículo XIV.

6.546 El Grupo Especial recuerda que los Estados Unidos deben demostrar que la Ley de Comunicaciones por Cable, la Ley de Viajes y la Ley sobre actividades ilícitas de juegos de azar son necesarias para lograr la observancia de las leyes estatales sobre los juegos de azar.

6.547 Los Estados Unidos han señalado que la mayor parte de las leyes estatales sobre los juegos de azar en que se basan para justificar la Ley de Comunicaciones por Cable, la Ley de Viajes y la Ley sobre actividades ilícitas de juegos de azar al amparo del apartado c) del artículo XIV son las que impugnó Antigua en su solicitud de establecimiento de un grupo especial.  Sin embargo, los Estados Unidos no nos han proporcionado una explicación concreta de por qué y cómo son compatibles con la OMC las diversas leyes estatales, limitándose a decir que Antigua no ha establecido una presunción prima facie respecto de esas leyes y que, por lo tanto, puede presumirse que son compatibles con la OMC.
  A juicio del Grupo Especial, esta afirmación no basta para que los Estados Unidos cumplan su obligación de demostrar que cumplieron las prescripciones del apartado c) del artículo XIV.
  Esta insuficiencia es especialmente significativa dado que anteriormente hemos llegado a la conclusión de que, de las leyes estatales en que intentan basarse los Estados Unidos, son incompatibles con los compromisos asumidos por ese país en su Lista en virtud del artículo XVI del AGCS las de Luisiana, Massachusetts, Dakota del Sur y Utah.  Por consiguiente, llegamos a la conclusión de que los Estados Unidos no tienen derecho a basar su defensa al amparo del apartado c) del artículo XIV en leyes estatales sobre los juegos de azar.

6.548 Con respecto a las leyes penales relativas a la delincuencia organizada, los Estados Unidos sostienen que la Ley de Comunicaciones por Cable, la Ley de Viajes y la Ley sobre actividades ilícitas de juegos de azar son medidas dirigidas contra la delincuencia organizada.  Los Estados Unidos aducen que, en su calidad de medidas dirigidas contra la delincuencia organizada, la Ley de Comunicaciones por Cable, la Ley de Viajes y la Ley sobre actividades ilícitas de juegos de azar logran la observancia de las leyes y los reglamentos estadounidenses que definen y/o prohíben la delincuencia organizada, así como de las leyes y los reglamentos que prohíben las actividades delictivas que, cuando se realizan de ciertas formas, constituyen delincuencia organizada.  A este respecto, los Estados Unidos hacen concretamente referencia a la Ley de Organizaciones Corruptas y bajo la influencia de la Delincuencia Organizada ("Ley RICO"), las constataciones de la Ley de Lucha contra la Delincuencia Organizada de 1970, que contienen una definición de la "delincuencia organizada", y la Orden del Fiscal General 1386-89, que contiene también una definición de la delincuencia organizada.

6.549 En cuanto a las leyes penales relativas a la delincuencia organizada en las que los Estados Unidos intentan basarse también para su defensa al amparo del apartado c) del artículo XIV, Antigua no ha puesto en duda su compatibilidad con la OMC.  Por lo tanto, como se presume que las leyes de los Miembros son compatibles con la OMC
, el Grupo Especial considera que tiene derecho a suponer que estas leyes son compatibles con la OMC.

6.550 No obstante, Antigua ha aducido con respecto a estas leyes que los Estados Unidos no han presentado suficiente información sobre ellas y que se han limitado a citar varias leyes concretas como ejemplo, pero no han intentado proporcionar un panorama general de las principales leyes estatales y federales en litigio.
  Tomamos nota de que los Estados Unidos se han referido concretamente a la Ley RICO, las "constataciones" de la Ley de Lucha contra la Delincuencia Organizada y la Orden del Fiscal General 1386-89 al aducir que las leyes penales relativas a la delincuencia organizada justifican la Ley de Comunicaciones por Cable, la Ley de Viajes y la Ley sobre las actividades ilícitas de juegos de azar ilegales.  Consideramos que los Estados Unidos han presentado suficiente información en relación con la Ley RICO.  En particular, se han referido a ella por su nombre, la han explicado y han proporcionado el texto que contiene las disposiciones pertinentes.
  Por consiguiente, al examinar la defensa de los Estados Unidos al amparo del apartado c) del artículo XIV, nos limitaremos a dedicar nuestra atención a la Ley RICO, pero haremos referencia a las "constataciones" de la Ley de Lucha contra la Delincuencia Organizada de 1970 y a la Orden del Fiscal General 1386-89 por lo que se refiere a la definición de la delincuencia organizada, en la medida en que sea necesaria esa referencia.

6.551 En resumen, el Grupo Especial constata que los Estados Unidos no pueden basarse en leyes estatales sobre los juegos de azar para su defensa al amparo del apartado c) del artículo XIV porque se ha constatado que las leyes de cuatro Estados de los Estados Unidos en las que los Estados Unidos intentan basarse son incompatibles con las obligaciones que el AGCS impone a los Estados Unidos en las presentes actuaciones.  En cuanto a las demás leyes estatales, el Grupo Especial constata que los Estados Unidos no han cumplido la obligación que les incumbe de identificar específicamente las leyes estatales sobre los juegos de azar en que intentan basarse y las obligaciones previstas en éstas.  Por lo que se refiere a las leyes penales relativas a la delincuencia organizada, constatamos que los Estados Unidos pueden basarse en la Ley RICO para su defensa al amparo del apartado c) del artículo XIV.

¿Logran las medidas impugnadas la observancia de la Ley RICO?
Existencia de una medida encaminada a "lograr la observancia" de la Ley RICO
6.552 Según los Estados Unidos la Ley de Comunicaciones por Cable contribuye al cumplimiento de la Ley RICO.  La Ley de Comunicaciones por Cable forma parte de una estrategia indispensable encaminada a hacer cumplir esa Ley en la medida en que establece limitaciones sobre las principales fuentes de fondos de la delincuencia organizada.
  Los Estados Unidos sostienen que los funcionarios locales que intentan hacer cumplir ese tipo de leyes con frecuencia no pueden actuar sin la ayuda y asistencia del Gobierno Federal.
  Los Estados Unidos afirman también que la Ley de Viajes contribuye análogamente al cumplimiento de la Ley RICO.  Aducen más concretamente que la Ley de Viajes permite al Gobierno Federal "adoptar medidas eficaces contra el miembro de una organización delictiva que desarrolla actividades ilegales pero vive lejos del escenario de éstas, cómodamente y a salvo".
  Los Estados Unidos sostienen también que los tribunales estadounidenses han confirmado que la Ley sobre actividades ilícitas de juegos de azar proporciona un instrumento para hacer cumplir las leyes en los casos en que los funcionarios locales no llegan a perseguir judicialmente los juegos de azar ilegales.

6.553 El Grupo Especial toma nota de que los Estados Unidos le han proporcionado el texto de la Ley RICO
, en el que se define la "delincuencia organizada" en el sentido de que abarca "todo acto o amenaza relacionado con [...] juegos de azar [...] punible de conformidad con la legislación estatal".  La Ley dispone además, en la parte pertinente, que:

"Se considerará ilícito que cualquier persona que haya recibido ingresos derivados, directa o indirectamente, de una pauta de actividad de delincuencia organizada o del cobro de una deuda ilegal en que esa persona haya participado como un autor principal [...] utilice o invierta, directa o indirectamente, una parte de esos ingresos, o el producto de éstos, en la adquisición de un interés en una empresa dedicada al comercio interestatal o internacional, o cuyas actividades afecten al comercio interestatal o internacional, o en el establecimiento o la explotación de una empresa de ese tipo [...]."

6.554 Dado que la Ley de Comunicaciones por Cable prohíbe a los proveedores de servicios de apuestas utilizar un servicio de comunicaciones por cable, entre otras cosas, para la transmisión de apuestas en el comercio interestatal o internacional, consideramos que contribuye a hacer cumplir, por lo menos en parte, la Ley RICO.  En particular, ayuda a poner freno a las operaciones de delincuencia organizada que podrían basarse en la utilización de tecnologías de comunicaciones por cable para el suministro de servicios de apuestas y de juegos de azar a través de fronteras estatales e internacionales.  Por lo tanto, constatamos que la Ley de Comunicaciones por Cable "logra la observancia" de la Ley RICO.

6.555 La Ley de Viajes prohíbe el suministro de servicios de juegos de azar mediante el correo o "cualquier otro servicio" en el comercio interestatal o internacional.  Consideramos que esta Ley contribuye a hacer cumplir, por lo menos en parte, la Ley RICO.  En particular, ayuda a poner freno a las operaciones de delincuencia organizada que podrían basarse en la utilización del correo u otros "servicios" para el suministro de juegos de azar a través de fronteras estatales e internacionales.  Por consiguiente, constatamos que la Ley de Viajes "logra la observancia" de la Ley RICO.

6.556 Por último, constatamos que la Ley sobre actividades ilícitas de juegos de azar contribuye a hacer cumplir la Ley RICO porque prohíbe el establecimiento, la financiación, la gestión, la supervisión, la dirección o la propiedad de la totalidad o de una parte de una "actividad ilícita de juegos de azar", que pueda tener vinculaciones con la delincuencia organizada.

"Necesidad" de la medida adoptada para lograr la observancia

6.557 Habiendo constatado que la Ley de Comunicaciones por Cable, la Ley de Viajes y la Ley sobre actividades ilícitas de juegos de azar se utilizan todas ellas para lograr la observancia de la Ley RICO, pasamos ahora a examinar si esas medidas son "necesarias" para lograr la observancia de la Ley RICO.  A este respecto, sobre la base de las decisiones del Órgano de Apelación, debemos determinar:


a)
la importancia de los intereses o valores que la Ley RICO está destinada a proteger;

b)
el grado en que la Ley de Comunicaciones por Cable, la Ley de Viajes y la Ley sobre actividades ilícitas de juegos de azar contribuyen a la realización del fin perseguido, es decir, al logro de la observancia de la Ley RICO;  y

c)
la repercusión sobre el comercio de la Ley de Comunicaciones por Cable, la Ley de Viajes y la Ley sobre actividades ilícitas de juegos de azar.

6.558 Por lo que se refiere a la importancia de los intereses o valores protegidos por la Ley RICO, los Estados Unidos aducen que la delincuencia organizada plantea un peligro "grave" para los Estados Unidos y que la Ley RICO intenta afrontar ese peligro.
  El Grupo Especial toma nota de que en la Declaración del Congreso sobre las constataciones y el fin de la Ley RICO se hace referencia a la delincuencia organizada como una carga importante para la economía estadounidense, una fuente de interferencias a la libre competencia y una amenaza para los procesos democráticos, la seguridad interna y el bienestar general de la nación.  La Declaración del Congreso se refiere también a vinculaciones entre la delincuencia organizada y la utilización ilegal de la fuerza, el fraude, la corrupción y los juegos de azar organizados.
  Nos parece evidente que de esta declaración se desprende que los intereses protegidos por la Ley RICO son intereses sociales muy importantes, que pueden caracterizarse como "vitales y de la máxima importancia", de manera similar a la caracterización que hizo el Órgano de Apelación de la protección de la vida y la salud de las personas contra un riesgo sanitario que representaba una amenaza para la vida en el asunto CE - Amianto.

6.559 En cuanto al grado en que la Ley de Comunicaciones por Cable, la Ley de Viajes y la Ley sobre actividades ilícitas de juegos de azar contribuyen a la realización del fin perseguido, es decir al logro de la observancia de la Ley RICO, los Estados Unidos aducen que estas leyes aportan una contribución esencial para hacer cumplir esa Ley.  Los Estados Unidos sostienen que la Ley de Comunicaciones por Cable contribuye a la represión de los juegos de azar organizados, en cumplimiento de las leyes sobre la delincuencia organizada, porque, si no existiera, la utilización de tecnologías de comunicaciones por cable para la difusión de información sobre los juegos de azar frustraría los esfuerzos de las autoridades locales por combatir la delincuencia organizada.
  Los Estados Unidos sostienen que, análogamente, la Ley de Viajes contribuye a la represión de los juegos de azar organizados, en cumplimiento de la legislación sobre la delincuencia organizada, porque, si no existiera, los esfuerzos de las autoridades locales por combatir la delincuencia organizada se frustrarían.
  Con respecto a la Ley sobre actividades ilícitas de juego de azar, los Estados Unidos hacen referencia a una declaración de un legislador que observó que dicha Ley crea "un impulso favorable a una acción eficaz y honrada por parte de las autoridades locales y permite también que cuenten con los conocimientos de expertos, el personal y los recursos de los organismos federales que, al amparo de la legislación federal vigente de lucha contra los juegos de azar, han alcanzado elevados niveles de competencia especializada para hacer frente a los casos de juegos de azar y corrupción".

6.560 El Grupo Especial no considera que la cuestión de la posible participación de la industria de los juegos de azar de Antigua en la delincuencia organizada sea pertinente para decidir si la Ley de Comunicaciones por Cable, la Ley de Viajes y la Ley sobre actividades ilícitas de juegos de azar contribuyen o no a lograr la observancia de leyes penales que tratan la delincuencia organizada, como la Ley RICO.  En cambio, creemos que nuestro examen debe implicar una evaluación objetiva de si estas leyes desempeñan una función en el cumplimiento de las leyes y los reglamentos de que se trata y, en caso afirmativo, de la medida en que lo hacen.  Constatamos que, de hecho, la Ley de Comunicaciones por Cable sí contribuye significativamente a garantizar que las actividades locales encaminadas a hacer cumplir las leyes penales contra la delincuencia organizada, incluida la Ley RICO, no sean socavadas, dado que esta Ley se aplica al suministro de servicios de apuestas mediante comunicaciones por cable a través de fronteras interestatales e internacionales.  El Grupo Especial constata también que la Ley de Viajes contribuye significativamente a garantizar que las actividades locales encaminadas a hacer cumplir las leyes penales contra la delincuencia organizada, incluida la Ley RICO, no sean socavadas, dado que se aplica al suministro de servicios de apuestas mediante el correo y "otros servicios" a través de fronteras interestatales e internacionales.  Por último, el Grupo Especial constata que la Ley de Viajes y la Ley sobre actividades ilícitas de juegos de azar contribuyen significativamente a garantizar que las actividades locales encaminadas a hacer cumplir las leyes penales contra la delincuencia organizada, incluida la Ley RICO, no sean socavadas.  Al hacer ilegales en virtud de la legislación federal determinadas actividades relacionadas con los juegos de azar mediante referencia a lo que es ilegal de conformidad con la legislación estatal, estas leyes permiten que los recursos federales se utilicen para combatir la delincuencia organizada.

6.561 Por lo que se refiere a la repercusión sobre el comercio de la Ley de Comunicaciones por Cable, la Ley de Viajes y la Ley sobre actividades ilícitas de juegos de azar, Antigua aduce que el efecto de, entre otras, la Ley de Comunicaciones por Cable, la Ley de Viajes y la Ley sobre actividades ilícitas de juegos de azar es una prohibición total, que es el enfoque más restrictivo del comercio que puede adoptarse.
  Efectivamente, los Estados Unidos han admitido que esto es cierto cuando adujeron que un Miembro tiene "derecho a someter a estrictas restricciones un servicio que (en el presente caso, los juegos de azar a distancia) y autorizar al mismo tiempo la utilización de un servicio que entraña menos riesgos [en el presente caso, los juegos de azar no efectuados a distancia].

6.562 En cuanto a si existe alguna alternativa compatible con la OMC a la prohibición impuesta por la Ley de Comunicaciones por Cable, la Ley de Viajes y la Ley sobre actividades ilícitas de juegos de azar a la que los Estados Unidos puedan recurrir razonablemente, tomamos nota de la afirmación de los Estados Unidos de que la Ley de Comunicaciones por Cable, la Ley de Viajes y la Ley sobre actividades ilícitas de juegos de azar son "indispensables" para vencer a la delincuencia organizada.
  Sin embargo, no puede ser suficiente que los Estados Unidos crean y sostengan que una medida es "indispensable".  Les incumbe demostrar que han explorado las opciones compatibles con la OMC.  Como declaramos anteriormente en los párrafos 6.522 a 6.531, supra, creemos que los Estados Unidos debían haber celebrado de buena fe consultas y/o negociaciones bilaterales o multilaterales con Antigua cuando se les invitó a hacerlo, con miras a explorar si existía algún modo de afrontar sus preocupaciones con respecto a la delincuencia organizada en forma compatible con la OMC.

6.563 Habiendo identificado y evaluado cada uno de los elementos que hemos de estimar para determinar si la Ley de Comunicaciones por Cable, la Ley de Viajes y la Ley sobre actividades ilícitas de juegos de azar son "necesarias" para lograr la observancia de la Ley RICO, pasaremos ahora a "sopesar y confrontar" nuestra estimación de esos elementos.

6.564 A juicio del Grupo Especial, los intereses que protege la Ley RICO son importantes.  Además, en nuestra opinión, la Ley de Comunicaciones por Cable, la Ley de Viajes y la Ley sobre actividades ilícitas de juegos de azar contribuyen significativamente a garantizar que las actividades locales encaminadas a hacer cumplir las leyes penales relativas a la delincuencia organizada, incluida la Ley RICO, no sean socavadas.  Por otra parte, las medidas de que se trata tienen una repercusión significativa sobre el comercio, y los Estados Unidos no han explorado y agotado las opciones compatibles con la OMC, que pueden asumir la forma de consultas y/o negociaciones para determinar si existe una manera de asegurar una respuesta a sus preocupaciones ante la delincuencia organizada compatible con la OMC.  A nuestro juicio, los Estados Unidos están obligados a hacerlo para demostrar que las medidas impugnadas son "necesarias" en el sentido del apartado c) del artículo XIV.

Conclusión general sobre si la Ley de Comunicaciones por Cable, la Ley de Viajes y la Ley sobre actividades ilícitas de juegos de azar se justifican provisionalmente al amparo del apartado c) del artículo XIV

6.565 En resumen, llegamos a la conclusión de que, por las razones anteriormente explicadas, los Estados Unidos no han podido justificar provisionalmente que la Ley de Comunicaciones por Cable, la Ley de Viajes (leída conjuntamente con las leyes estatales pertinentes)
 y la Ley sobre actividades ilícitas de juegos de azar (leída conjuntamente con las leyes estatales pertinentes)
 son necesarias en el sentido del apartado c) del artículo XIV del AGCS para lograr la observancia de la Ley RICO pero, no obstante, reconocemos que esas leyes son importantes para hacer cumplir las leyes penales estadounidenses relativas a la delincuencia organizada.

e) El preámbulo del artículo XIV

6.566 Dado que el Grupo Especial ha llegado a la conclusión de que los Estados Unidos no han podido justificar provisionalmente la Ley de Comunicaciones por Cable, la Ley de Viajes (leídas conjuntamente con las leyes estatales pertinentes) y la Ley sobre actividades ilícitas de juegos de azar (leída conjuntamente con las leyes estatales pertinentes) al amparo del apartado a) ni del apartado c) del artículo XIV del AGCS, lógicamente no es necesario que pasemos a considerar si se han cumplido los requisitos del preámbulo del artículo XIV.  No obstante, dado que las partes han formulado importantes argumentos sobre cuestiones fundamentales que se examinan a continuación, hemos decidido tratarlos a fin de ayudar a las partes a resolver la diferencia subyacente en el presente asunto.

6.567 Los Estados Unidos alegan que la Ley de Comunicaciones por Cable, la Ley de Viajes y la Ley sobre actividades ilícitas de juegos de azar cumplen los requisitos del preámbulo del artículo XIV, ya que ninguna de esas medidas es discriminatoria por motivos de nacionalidad.  Sostienen que estas medidas reflejan inquietudes sociales auténticas y se promulgaron mucho antes de que existiera Internet y antes de que entrara en vigor el AGCS.  Sostienen además que esto demuestra que no existen motivaciones proteccionistas.

6.568 Antigua aduce que la forma en que se aplican las medidas estadounidenses constituye una "discriminación arbitrari[a] o injustificable" y una "restricción encubierta del comercio de servicios" en el sentido del preámbulo del artículo XIV.

ii) El criterio jurídico del preámbulo del artículo XIV

6.569 El preámbulo del artículo XIV dice lo siguiente:

"A reserva de que las medidas enumeradas a continuación no se apliquen en forma que constituya un medio de discriminación arbitrario o injustificable entre países en que prevalezcan condiciones similares, o una restricción encubierta del comercio de servicios, ninguna disposición del presente Acuerdo se interpretará en el sentido de impedir que un Miembro adopte o aplique medidas [...]"

6.570 El preámbulo exige que las medidas de que se trate no se apliquen en forma que constituya un medio de discriminación arbitrario o injustificable entre países en que prevalezcan condiciones similares o una restricción encubierta del comercio de servicios.

6.571 El Grupo Especial toma nota de que el texto del preámbulo del artículo XIV es similar al del preámbulo del artículo XX del GATT de 1994.  Sobre la base de las observaciones del Órgano de Apelación anteriormente mencionadas sobre la aplicabilidad al AGCS de la jurisprudencia del GATT de 1994
, nos remitiremos a esa jurisprudencia en la medida en que es aplicable y pertinente para interpretar y aplicar el preámbulo del artículo XIV en el presente asunto.

6.572 Comenzaremos recordando varios principios pertinentes a la interpretación y aplicación del preámbulo del artículo XIV del AGCS sobre la base de jurisprudencia relativa al artículo XX del GATT de 1994.

6.573 En primer lugar, recordamos jurisprudencia en la que el Órgano de Apelación identificó algunos amplios parámetros en cuyo marco pueden invocarse excepciones al GATT de 1994.  En el contexto específico del artículo XX del GATT de 1994, el Órgano de Apelación declaró en el asunto Estados Unidos - Gasolina, que:

"A la parte que invoca la excepción corresponde la carga de demostrar que una medida que se justifica provisionalmente como comprendida en el ámbito de una de las excepciones establecidas en los distintos párrafos del artículo XX no constituye, en su aplicación, abuso de tal excepción en virtud de lo dispuesto en el preámbulo.  Es ésta necesariamente una tarea más difícil que la de demostrar que una excepción, por ejemplo el apartado g) del artículo XX, abarca la medida de que se trata."

6.574 El Órgano de Apelación declaró también en el asunto Estados Unidos - Gasolina que el preámbulo del artículo XX del GATT de 1994 se redactó para impedir que se abuse de las excepciones previstas en ese artículo:

"Por sus términos explícitos, el preámbulo del artículo se refiere, no tanto a la medida impugnada o a su contenido específico propiamente tal, sino más bien a la manera en que la medida se aplica.
  Importa por consiguiente subrayar que la finalidad y objeto de las cláusulas introductorias del artículo XX es en general evitar el 'abuso de las excepciones previstas en el [que sería mas tarde] artículo [XX]'.
  Esta idea, que procede de la historia de la redacción del artículo XX, es valiosa.  El preámbulo incorpora el principio de que aunque las excepciones previstas en el artículo XX pueden invocarse como derechos legales, no deben aplicarse de manera que frustren o anulen las obligaciones legales que corresponden al titular del derecho en virtud de las normas sustantivas del Acuerdo General.  En otras palabras, para que esas excepciones no se utilicen mal ni se abuse de ellas, las medidas amparadas por las excepciones particulares deben aplicarse de manera razonable, teniendo debidamente en cuenta tanto las obligaciones legales de la parte que invoca la excepción como los derechos legales de las demás partes interesadas."

6.575 En el asunto Estados Unidos - Camarones, el Órgano de Apelación se refirió más ampliamente al concepto de prevención de la mala utilización o el abuso de las excepciones previstas en el artículo XX del GATT de 1994.  El Órgano de Apelación constató "la necesidad de mantener un equilibrio de derechos y obligaciones entre, por una parte, el derecho de un Miembro a invocar alguna de las excepciones del artículo XX, especificadas en los párrafos a) a j) y, por otra, los derechos sustantivos que el GATT de 1994 concede a los demás Miembros".
  A continuación, el Órgano de Apelación vinculó el equilibrio de derechos y obligaciones previsto en el preámbulo del artículo XX con el principio general de buena fe:

"El preámbulo del artículo XX en realidad no es sino una expresión del principio de buena fe.  Este principio, que es a la vez un principio general del derecho y un principio general del derecho internacional, regula el ejercicio de los derechos por los Estados.  Una aplicación de este principio general, aplicación que se conoce corrientemente como la doctrina del abuso de derecho, prohíbe el ejercicio abusivo de los derechos de un Estado y requiere que siempre que la afirmación de un derecho interfiera con la esfera abarcada por una obligación dimanante de un tratado, ese derecho debe ser ejercido de buena fe, es decir, en forma razonable.  El ejercicio abusivo por parte de un Miembro del derecho que le corresponde en virtud de un tratado da lugar a una violación de los derechos que corresponden a los otros Miembros en virtud de ese tratado y, asimismo, constituye una violación de la obligación que le corresponde a ese Miembro en virtud del tratado.  Habiendo dicho esto, nuestra labor en este caso consiste en interpretar el texto del preámbulo, buscando una orientación interpretativa adicional, según proceda, en los principios generales del derecho internacional."

6.576 El Órgano de Apelación llegó a la conclusión de que los Estados Unidos actuaban en esa diferencia en forma incompatible con el preámbulo del artículo XX del GATT sobre la base de esta obligación de buena fe y porque habían negociado con algunos Miembros pero no con otros.

6.577 El Órgano de Apelación ha proporcionado también cierta orientación sobre el significado de las expresiones "discriminación arbitrari[a] o injustificable entre países en que prevalezcan condiciones similares" y "restricción encubierta" que se utilizan en el preámbulo tanto del artículo XX del GATT de 1994 como del artículo XIV del AGCS.

6.578 Por lo que se refiere al significado de "discriminación arbitrari[a] o injustificable entre países en que prevalezcan condiciones similares", en el asunto Estados Unidos - Camarones, el Órgano de Apelación declaró lo siguiente:

"Para que una medida se aplique en una forma que constituya una 'discriminación arbitraria o injustificable entre los países en que prevalezcan las mismas condiciones', deben existir tres elementos.  En primer lugar, la aplicación de la medida debe dar lugar a una discriminación.  Como sostuvimos en Estados Unidos - Gasolina, la naturaleza y calidad de esta discriminación es diferente de la discriminación en el trato de productos, que ya se encontró incompatible con una de las obligaciones sustantivas del GATT de 1994, como los artículos I, III o XI.
  En segundo lugar, la discriminación debe tener un carácter arbitrario o injustificable.  Examinaremos con más detalle este elemento de arbitrariedad o injustificabilidad infra.  En tercer lugar, esta discriminación debe darse entre los países en que prevalezcan las mismas condiciones.  En Estados Unidos - Gasolina aceptamos la premisa de los participantes en aquella apelación de que esa discriminación podía darse no solamente entre diferentes países Miembros exportadores sino también entre los Miembros exportadores y el Miembro importador afectado.  Así, las normas incorporadas en el texto del preámbulo no sólo son diferentes de los requisitos del párrafo g) del artículo XX sino que son también diferentes de la norma utilizada para llegar a la determinación de que el artículo 609 viola las normas sustantivas del párrafo 1 del artículo XI del GATT de 1994."

6.579 En el asunto Estados Unidos - Gasolina, el Órgano de Apelación proporcionó ciertas orientaciones con respecto a la expresión "restricción encubierta" al comercio internacional:

"Por consiguiente 'discriminación arbitraria', 'discriminación injustificable' y 'restricción encubierta' al comercio internacional pueden interpretarse en aposición;  se dan sentido recíprocamente.  Para nosotros es claro que 'restricción encubierta' incluye discriminación encubierta en el comercio internacional.  Es igualmente claro que restricción o discriminación oculta o tácita en el comercio internacional no agota el significado de 'restricción encubierta'.  Estimamos que puede interpretarse adecuadamente que la 'restricción encubierta', cualesquiera que sean los demás aspectos que comprenda, abarca las restricciones equivalentes a una discriminación arbitraria o injustificable en el comercio internacional aplicadas en la forma de una medida formalmente comprendida en el ámbito de una de las excepciones enumeradas en el artículo XX.  Dicho de modo algo diferente, los tipos de consideraciones pertinentes para decidir si la aplicación de una medida determinada equivale a una 'discriminación arbitraria o injustificable' pueden también tomarse en consideración para determinar si hay 'restricción encubierta' al comercio internacional.  La cuestión fundamental ha de hallarse en el propósito y objeto de evitar el abuso o el uso ilícito de las excepciones a las normas sustantivas, que se prevén en el artículo XX."

6.580 Entendemos, basándonos en las observaciones formuladas por el Órgano de Apelación en el asunto Estados Unidos - Gasolina, que existe cierta medida de superposición entre, por una parte, lo que puede considerarse una "discriminación arbitraria o injustificable" en el contexto del preámbulo y, por la otra, lo que puede considerarse una "restricción encubierta del comercio".  Esto es así porque una "restricción encubierta" incluye una discriminación encubierta en el comercio internacional y cabe interpretar que una "restricción encubierta" abarca restricciones que equivalen a una discriminación arbitraria o injustificable en el comercio internacional.  Por consiguiente, consideramos que la manera en que se aplica una medida puede conducir simultáneamente a la conclusión de que esa aplicación constituye una discriminación arbitraria o injustificable y una restricción encubierta al comercio internacional, en el sentido del preámbulo del artículo XIV.

6.581 Para resumir estos principios de interpretación, diremos que el preámbulo del artículo XX del GATT de 1994 no se ocupa tanto de una medida impugnada o de su contenido específico, sino más bien de la manera en que se aplica esa medida, con miras a asegurar que no se haga un uso indebido de las excepciones del artículo XX.  Con tal objeto, el preámbulo del artículo XX identifica tres criterios que pueden invocarse en relación con los mismos hechos:  discriminación arbitraria, discriminación injustificable y restricción encubierta al comercio.  En nuestra opinión, estos principios serían también aplicables en relación con el artículo XIV del AGCS.

6.582 Teniendo presentes estos principios generales de interpretación, el Grupo Especial procederá ahora a examinar los argumentos de las partes en cuanto a si las medidas estadounidenses de que se trata son compatibles con los requisitos del preámbulo del artículo XIV.  Más especialmente, a la luz de la impugnación formulada por Antigua, examinaremos si existen pruebas de que la forma en que los Estados Unidos aplican la Ley de Comunicaciones por Cable, la Ley de Viajes (leídas conjuntamente con las leyes estatales pertinentes) y la Ley sobre actividades ilícitas de juegos de azar (leída conjuntamente con las leyes estatales pertinentes) constituye "un medio de discriminación arbitrario o injustificable entre países en que prevalezcan condiciones similares" y/o "una restricción encubierta del comercio".

iii) Aplicación del criterio jurídico del preámbulo del artículo XIV a los hechos del presente caso

6.583 El Grupo Especial señala que los Estados Unidos no argumentaron y desarrollaron su defensa fundada en el artículo XIV hasta que presentaron su segunda comunicación escrita.  Sólo invocaron positivamente el artículo XIV en la segunda reunión sustantiva del Grupo Especial con las partes, en respuesta a una pregunta formulada por el Grupo Especial.

6.584 Antigua no expuso muchos argumentos en respuesta a las comunicaciones presentadas y las pruebas aducidas por los Estados Unidos en apoyo de su defensa fundada en el artículo XIV.  No obstante, estimamos que varios de los argumentos relativos a los hechos formulados por Antigua en el contexto del artículo XVII son pertinentes para decidir si las medidas de que se trata se aplican o no en forma que constituye "un medio de discriminación arbitrario o injustificable entre países en que prevalezcan condiciones similares" y/o "una restricción encubierta del comercio".  Más especialmente, examinaremos si esos argumentos tienen pertinencia para determinar si los Estados Unidos actúan o no de manera coherente al prohibir el suministro a distancia de servicios de juegos de azar y apuestas.  En nuestra opinión, la falta de coherencia a este respecto puede conducir a la conclusión de que las medidas de que se trata se aplican de una manera que constituye "un medio de discriminación arbitrario o injustificable entre países en que prevale[cen] condiciones similares" y/o "una restricción encubierta del comercio".  Seguidamente evaluaremos todas las pruebas presentadas al Grupo Especial que estimamos pertinentes para determinar si los Estados Unidos han venido aplicando y haciendo cumplir en el ámbito interno su prohibición del suministro a distancia de servicios de juego y apuestas de una manera coherente.

Exigencia del cumplimiento a los proveedores nacionales

6.585 Antigua sostiene que, aunque los grandes operadores de los Estados Unidos que actúan en Internet ofrecen servicios de apuestas por conducto de esa red, los Estados Unidos no han tomado medidas contra ellos para hacer cumplir la ley.
  Señala que varias compañías establecidas en los Estados Unidos, a saber, Youbet.com, TVG, Capital OTB y Xpressbet.com han venido proporcionando servicios de juegos de azar y apuestas en línea o por teléfono desde hace algún tiempo.
  Antigua aduce que, en cambio, en el asunto United States v. Jay Cohen, un operador de un servicio de apuestas deportivas por Internet establecido en Antigua fue procesado y condenado en virtud de la Ley de Comunicaciones por Cable, aunque ese empresario había tomado como modelo para su actividad la de Capital OTB, una compañía estadounidense que ha venido ofreciendo apuestas interestatales por teléfono durante más de 20 años, así como, más recientemente, por Internet, sin ser procesada en virtud de la Ley de Comunicaciones por Cable.

6.586 Los Estados Unidos sostienen que aplican por igual su prohibición del suministro a distancia de servicios de juegos de azar y apuestas a sus compañías nacionales y a las que suministran tales servicios desde el extranjero.
  Para apoyar su afirmación, los Estados Unidos se refieren a estadísticas de la Sección de Delincuencia Organizada del Departamento de Justicia que muestran que éste aprobó 90 enjuiciamientos por delincuencia organizada de 1992 a 2002 alegando violaciones de la Ley de Comunicaciones por Cable, de la Ley sobre actividades ilícitas de juegos de azar, o de ambas.  Los Estados Unidos sostienen que la gran mayoría de estos 90 casos tuvieron relación únicamente con actividades de apuestas a nivel nacional, no con el suministro transfronterizo de juegos de azar.  Los Estados Unidos también hacen referencia a estadísticas del Departamento de Justicia que muestran que se entablaron 125 casos en virtud de la Ley de Comunicaciones por Cable y, 951 casos en virtud de la Ley sobre actividades ilícitas de juegos de azar entre 1992 y septiembre de 2003.  El Departamento de Justicia confirmó que sólo una cantidad reducida de estos casos tuvo relación con el suministro de juegos de azar desde fuera de los Estados Unidos.

6.587 Según los Estados Unidos, aunque Youbet.com declara en su sitio Web "que se ajusta plenamente a todas las leyes estatales y federales aplicables"
, esa empresa reveló en su informe anual de 2002 que "el Departamento de Justicia de los Estados Unidos está en vías de adoptar medidas contra algunas empresas que considera que están realizando sus operaciones sin una licencia y una aprobación reglamentaria adecuadas" y que Youbet.com "se enfrenta al riesgo" de acciones penales incoadas por el Gobierno y de la imposición de sanciones, y los Estados Unidos coinciden con esa evaluación del riesgo.
  Los Estados Unidos sostienen además que se ha informado de muchos procesos judiciales que sólo representan una pequeña fracción de todos los procesos en que el Departamento de Justicia invocó las leyes federales relativas a los juegos de azar que son impugnadas por Antigua, para perseguir las apuestas ilegales sobre carreras de caballos.
  Los Estados Unidos indican las cifras de detenciones por juego ilegal en apoyo de su argumento de que el Departamento de Justicia considera los juegos de azar ilegales un delito grave que merece una activa investigación y procesamiento de sus autores.

6.588 En relación con la exigencias del cumplimiento de la prohibición estadounidense de suministro a distancia de servicios de juegos de azar y apuestas a los proveedores nacionales de tales servicios, el Grupo Especial toma nota de las indicaciones de los Estados Unidos de que están actualmente en curso procedimientos judiciales contra Youbet.com
 y, en términos más generales, que aplican y hacen cumplir vigorosamente su prohibición del suministro transfronterizo de servicios de juegos de azar y apuestas contra los proveedores nacionales y extranjeros por igual.
  No contamos con elementos de prueba en cuanto a acciones represivas, si las hubiera, que los Estados Unidos hayan adoptado contra otros proveedores a distancia de servicios de juegos de azar y apuestas, incluidos TVG, Capital OTB y Xpressbet.com.
  Con respecto a la exigencia del cumplimiento de la prohibición estadounidense del suministro a distancia de servicios de juegos de azar y apuestas a proveedores de tales servicios pertenecientes a otros Miembros, contamos con elementos de prueba del procesamiento de un empresario de Antigua por no haber observado la prohibición contra el suministro a distancia de servicios de juegos de azar y apuestas establecida por la Ley de Comunicaciones por Cable.

6.589 A nuestro juicio, los elementos de prueba mencionados no son concluyentes.  Constatamos, por tanto, que los Estados Unidos no han demostrado que la manera en que exigieron el cumplimiento de su prohibición de suministro a distancia de servicios de juegos de azar y apuestas a TVG, Capital OTB y Xpressbet.com es compatible con los requisitos del preámbulo.

Videoterminales de lotería

6.590 Antigua se refiere a cierto número de Estados de los Estados Unidos en los que las videoterminales de lotería son legales
 y señala que las loterías estatales comercializan y venden sus productos a través de ordenadores y de conexiones electrónicas con la fuente de las loterías.
  Antigua sostiene que estas actividades constituyen juego "a distancia", porque el jugador no debe concurrir físicamente al local de la lotería para jugar.
  Los Estados Unidos aducen que, con respecto a las videoterminales de lotería, el usuario del servicio debe presentarse personalmente en un local autorizado de distribución de la lotería.  Por consiguiente, el suministro del servicio por estos medios no se efectúa a distancia.

6.591 El Grupo Especial recuerda que los Estados Unidos han definido el suministro "a distancia" de servicios de juegos de azar y apuestas en los términos siguientes:

"Por suministro a distancia, los Estados Unidos entienden situaciones en que el proveedor del servicio de juegos de azar (ya sea extranjero o nacional) y el consumidor del servicio no se encuentran físicamente juntos.  En otras palabras, el consumidor de un servicio suministrado a distancia no tiene que acudir a ningún tipo de punto de venta, ya sea un puesto minorista, un casino, una máquina expendedora, etc.  En cambio, el proveedor a distancia carece de punto de presencia, pero ofrece el servicio directamente al consumidor a través de algún medio de comunicación a distancia.  El suministro no hecho a distancia significa que el consumidor se presenta en un punto de presencia del proveedor, facilitando de esa manera la identificación de la persona, la verificación de su edad, etc."

6.592 De conformidad con esta definición, los Estados Unidos definen el suministro no prestado a distancia como el que tiene lugar cuando el consumidor se presenta en un punto de presencia del proveedor para facilitar, entre otras cosas, la identificación de la persona de que se trata y la verificación de su edad.

6.593 A nuestro juicio, Antigua no ha refutado eficazmente la afirmación de los Estados Unidos de que cuando los billetes de lotería se adquieren mediante videoterminales no se efectúa una identificación y una verificación de la edad.  Advertimos que los elementos de prueba parecen indicar que las videoterminales de lotería están situadas en mostradores de locales de comercio, por lo cual, al parecer, están en realidad dotadas de personal.
  Por consiguiente, el Grupo Especial no está convencido de que la venta de billetes de lotería mediante videoterminales pueda caracterizarse como un suministro "a distancia".

6.594 El Grupo Especial llega por consiguiente a la conclusión de que, sobre la base de las pruebas que le han sido presentadas con respecto a las videoterminales de lotería, los Estados Unidos han demostrado que la manera en que aplican su prohibición federal del suministro a distancia de servicios de juegos de azar y apuestas en el ámbito nacional no es incompatible con los requisitos del preámbulo del artículo XIV del AGCS en lo que se refiere a las videoterminales de lotería.

Reglamentación de apuestas interestatales sobre carreras de caballos

6.595 Antigua sostiene que la Ley sobre apuestas hípicas interestatales ("IHA") permite el suministro a distancia de servicios de juegos de azar y apuestas sobre carreras de caballos.
  Aduce que las leyes federales que prohíben el uso de comunicaciones a distancia para suministrar servicios de juegos de azar y apuestas no se aplican a las apuestas sobre carreras de caballos porque la IHA "exime" efectivamente a tales apuestas de la aplicación de las leyes federales pertinentes.
  Según los Estados Unidos, la IHA no proporciona autorización legal para ninguna forma de juegos de azar por Internet.
  Los Estados Unidos sostienen que la IHA no ha derogado las leyes federales preexistentes que declaraban ilegal tal actividad.

6.596 El Grupo Especial recuerda que incumbe a los Estados Unidos la carga de presentar pruebas suficientes para sustanciar su afirmación de que las disposiciones de la IHA no autorizan apuestas mutuas interestatales por vía telefónica o por otros medios electrónicos de comunicación, incluida Internet.

6.597 Los Estados Unidos han sostenido que la IHA es una ley civil, la exigencia de cuyo cumplimiento no incumbe al Gobierno Federal.  Los Estados Unidos también sostienen que en diciembre de 2000, cuando se modificó la definición de la expresión "apuestas hípicas interestatales fuera del hipódromo", el Congreso, no sólo modificó leyes penales preexistentes, sino que prohibió el juego a través de las fronteras.
  Además, los Estados Unidos nos remiten a una declaración formulada por el entonces Presidente William J. Clinton después de la aprobación por el Congreso del proyecto de ley que contenía la enmienda de la IHA, que parece indicar que la enmienda de la IHA no estaba destinada a legalizar las apuestas con creación de un fondo común y las apuestas interestatales, incluso las que se hicieran "por vía telefónica u otros medios electrónicos".
  La declaración indica que con la IHA no se tenía el propósito de derogar la Ley de Comunicaciones por Cable, la Ley de Viajes y la Ley sobre actividades ilícitas de juegos de azar, a las que se hace especial referencia en dicha declaración.

6.598 En sus comunicaciones, Antigua nos remite a la definición de "apuestas hípicas interestatales fuera de los hipódromos" contenida en la IHA, que fue enmendada en diciembre de 2000 y quedó redactada del modo siguiente:

"[P]or ... 'apuestas hípicas interestatales fuera de los hipódromos' se entiende una apuesta lícita efectuada o aceptada en un Estado con respecto al resultado de una carrera de caballos que tenga lugar en otro Estado e incluye las apuestas mutuas, cuando son lícitas en cada uno de los Estados interesados, efectuadas o transmitidas por un individuo en un Estado, por teléfono u otros medios electrónicos y aceptadas por un sistema de apuestas fuera de los hipódromos en el mismo Estado o en otro, así como la combinación de cualesquiera fondos comunes de apuestas mutuas."

6.599 Coincidimos con Antigua en que el texto de la Ley revisada parece, por sus propios términos, permitir las apuestas mutuas interestatales, efectuadas por teléfono u otros modos de comunicación electrónica, lo que presumiblemente incluiría Internet, siempre que tales apuestas sean legales en ambos Estados.  Antigua nos remite también a una declaración formulada por un miembro del Congreso de los Estados Unidos durante los debates parlamentarios relativos a la enmienda, que parece indicar que la enmienda de la IHA tiene por efecto legalizar el juego de azar interestatal sobre carreras de caballos a través de Internet.
  A nuestro juicio, incluso si la Ley de apuestas interestatales sobre carreras de caballos (IHA) no derogó la Ley de Comunicaciones por Cable, la Ley de Viajes y la Ley sobre actividades ilícitas de juegos de azar como han sostenido los Estados Unidos, existe ambigüedad respecto de la relación entre la enmienda de la IHA, por un lado, y la Ley de Comunicaciones por Cable, la Ley de Viajes y la Ley sobre actividades ilícitas de juegos de azar, por otro lado.  Consideramos que esta relación es crucial al determinar si, en efecto, la enmienda de la IHA permite que se hagan apuestas sobre carreras de caballos por medios de comunicación electrónicos.

6.600 Dado que Antigua y los Estados Unidos difieren en cuanto a la interpretación de la IHA y que incumbe a los Estados Unidos demostrar que ha cumplido los requisitos del preámbulo del artículo XIV, constatamos que los elementos de prueba presentados al Grupo Especial no son concluyentes y que los Estados Unidos no han demostrado que la IHA, tal como ha sido enmendada, no permite las apuestas mutuas interestatales, efectuadas por teléfono u otros modos de comunicación electrónica, incluida Internet.

Nevada

6.601 Antigua aduce que los corredores de apuestas de Nevada ofrecen sus servicios a usuarios que se encuentran en sus domicilios por conducto de Internet y del teléfono.
  Los Estados Unidos sostienen que los servicios proporcionados por los corredores de apuestas de Nevada a los que se refiere Antigua no se ofrecen en la red Internet, accesible al público, sino en una red local privada.
  En respuesta, Antigua sostiene que la llamada red privada es una tecnología de seguridad utilizada a través de Internet y no una red local separada.
  Además, respondiendo a una pregunta formulada por el Grupo Especial en relación con una referencia efectuada en el Informe Bear Stearns a propuestas relativas a los juegos de azar por Internet en el Estado de Nevada, los Estados Unidos sostienen que los proyectos de Nevada relativos a los juegos de azar por Internet están en suspenso, y que el Departamento de Justicia ha informado a Nevada que la legislación federal de los Estados Unidos no permite la transmisión por Internet de las apuestas.  Según los Estados Unidos, funcionarios de Nevada han asegurado a funcionarios federales que no se ha aprobado o autorizado que ninguna empresa que cuente con una licencia de Nevada utilice ningún sistema de apuestas que opere a través de Internet.

6.602 El único elemento de prueba con que contamos con respecto a la alegación de Antigua de que los corredores de apuestas de Nevada ofrecen actualmente sus servicios a usuarios que se encuentran en sus domicilios, por conducto de Internet y del teléfono, es un anuncio publicitario de suministro de servicios de un corredor de Nevada.
  Sobre la base de estos elementos de prueba, el Grupo Especial no está convencido de que los corredores de Nevada suministren servicios a usuarios que se encuentran en sus domicilios por conducto de Internet y del teléfono.

6.603 Por consiguiente, el Grupo Especial estima que, sobre la base de los elementos de prueba que le fueron presentados con respecto a la situación en Nevada, los Estados Unidos han demostrado que la manera en que aplican la prohibición del suministro a distancia de servicios de juegos de azar y apuestas en lo que se refiere a Nevada no es incompatible con los requisitos del preámbulo del artículo XIV del AGCS.

Cartas del Presidente de la Asociación Norteamericana de Loterías Estatales y Provinciales

6.604 Antigua se refiere a dos cartas del presidente de una asociación de loterías estatales de los Estados Unidos (la North American Association of State and Provincial Lotteries ("NASPL")), y señala que en ambas cartas se declara que la NASPL "no toma posición con respecto a los juegos de azar por Internet per se", pero considera "que debe permitirse a cada Estado que legisle y reglamente las formas de juego utilizadas dentro de sus fronteras, así como los métodos por los cuales se ofrecen los juegos a los ciudadanos del Estado".  Antigua sostiene que estas cartas indican claramente que los Estados Unidos temen que los juegos de azar por Internet socaven su capacidad de determinar las condiciones de competencia en el sector de los juegos de azar, habida cuenta de los beneficios económicos que obtienen los Estados y sus empresas locales.  Sostiene asimismo que esto demuestra que la "prohibición total" por los Estados Unidos del suministro a distancia de los servicios de juegos de azar y apuestas desde Antigua es una "restricción encubierta del comercio de servicios".

6.605 El Grupo Especial ha examinado las cartas de que se trata.
  Advertimos que en ambas cartas se declara expresamente que la NASPL "no toma posición con respecto a los juegos de azar por Internet per se".  En ambas cartas se declara a continuación que debe permitirse a cada Estado de los Estados Unidos legislar y reglamentar las formas de juego utilizadas dentro de sus fronteras, así como los métodos por los cuales se ofrecen los juegos a los ciudadanos de ese Estado.  Estimamos que estas cartas se refieren principalmente a las inquietudes de los Estados respecto de sus posibilidades de regular en forma autónoma los juegos de azar por Internet dentro de sus fronteras y no demuestran la existencia de una intención de restringir el suministro a distancia de servicios de juegos de azar y apuestas desde el extranjero.

6.606 Por consiguiente, el Grupo Especial estima que las pruebas derivadas de estas cartas del Presidente de la Asociación Norteamericana de Loterías Estatales y provinciales no indican que la manera en que los Estados Unidos aplican su prohibición de suministro a distancia de servicios de juegos de azar y apuestas sea incompatible con los requisitos del preámbulo del artículo XIV del AGCS.

Conclusión

6.607 En resumen, sobre la base de las pruebas presentadas al Grupo Especial con respecto a las medidas para hacer cumplir en el plano interno la prohibición de los Estados Unidos sobre el suministro a distancia de servicios de apuestas sobre carreras de caballos a TVG, Capital OTB y Xpressbet.com y habida cuenta de la ambigüedad de la Ley sobre apuestas hípicas interestatales que trata de los servicios de apuestas sobre carreras de caballos, estimamos que los Estados Unidos no han demostrado que aplican su prohibición sobre el suministro a distancia de estos servicios de manera coherente a los servicios suministrados en el ámbito interno y a los servicios suministrados desde los territorios de otros Miembros.  Por consiguiente, estimamos que los Estados Unidos no han demostrado que no aplican su prohibición de suministro a distancia de servicios y apuestas hípicas en forma que no constituya "un medio de discriminación arbitrario o injustificable entre países en que prevalezcan condiciones similares" y/o "una restricción encubierta del comercio", de conformidad con las prescripciones del preámbulo del artículo XIV.

f) Conclusión general relativa al artículo XIV

6.608 En resumen, a la luz de las circunstancias particulares de este asunto y por las razones antes explicadas, constatamos que los Estados Unidos no han podido justificar provisionalmente la Ley de Comunicaciones por Cable, la Ley de Viajes (leídas conjuntamente con las leyes estatales pertinentes)
 y la Ley sobre actividades ilícitas de juegos de azar (leída conjuntamente con las leyes estatales pertinentes)
 con arreglo a las disposiciones de los apartados a) y c) del artículo XIV del AGCS.  Si bien esta conclusión no exigía que procediéramos al examen de la compatibilidad de estas medidas con las prescripciones del preámbulo del artículo XIV, lo hemos hecho a fin de ayudar a las partes a resolver la diferencia que ha dado origen a estas actuaciones.  Llegamos a la conclusión de que los Estados Unidos no han demostrado que no aplican su prohibición de suministro a distancia de los servicios de apuestas hípicas en forma que no constituya "un medio de discriminación arbitrario o injustificable entre países en que prevalezcan condiciones similares" y/o "una restricción encubierta del comercio" de conformidad con las prescripciones del preámbulo del artículo XIV.

VII. CONCLUSIONES, OBSERVACIONES FINALES Y RECOMENDACIONES

A. Conclusiones

7.1 El Grupo Especial recuerda que se determinó que las medidas de que se trata en la presente diferencia son las siguientes leyes de los Estados Unidos:


a)
Leyes federales:


i)
La Ley de Comunicaciones por Cable (18 U.S.C. § 1084);


ii)
La Ley de Viajes (18 U.S.C. § 1952);  y


ii)
La Ley sobre actividades ilícitas de juegos de azar (18 U.S.C. § 1955).

b)
Leyes de los Estados:


i)
Colorado:  § 18-10-103, Colorado Revised Statutes;


ii)
Luisiana:  § 14:90.3, La. Rev. Stat. Ann.;



iii)
Massachusetts:  § 17A, capítulo 271 de Mass. Ann. Laws;


iv)
Minnesota:  §§ 609.75, Subdivisiones 2-3 y 609.755 (1) de Minn. Stat. Ann.;


v)
Nueva Jersey:  párrafo 2, Constitución de Nueva Jersey, Art. 4, Sec. VII, § 2A:40-1, N. J. Code;


vi)
Nueva York:  § 9, Art. I de la Constitución del Estado de Nueva York, § 5‑401, N.Y. Gen. Oblig. L.;


vii)
Dakota del Sur:  §§ 22-25A-1 - 22-25A-15, S.D. Codified Laws;  y


viii)
Utah:  § 76-10-1102, Utah Code Ann.

7.2 Por las razones expuestas en el presente informe, el Grupo Especial concluye lo siguiente:


a)
la Lista de los Estados Unidos en el marco del AGCS incluye compromisos específicos sobre los servicios de juegos de azar y apuestas en el subsector 10.D;

b)
al mantener las medidas que se indican a continuación, las cuales, por sus propios términos, prohíben uno, varios o todos lo medios de prestación incluidos en el modo 1, en contra de sus compromisos específicos de acceso a los mercados para los servicios de juegos de azar y apuestas con respecto al modo 1, los Estados Unidos no otorgan a los servicios y proveedores de servicios de Antigua un trato no menos favorable que el previsto según los términos, limitaciones y condiciones convenidos y especificados en su Lista, lo que es contrario a los párrafos 1 y 2 del artículo XVI del AGCS:



i)
Leyes federales



1)
la Ley de Comunicaciones por Cable;



2)
la Ley de Viajes (leída conjuntamente con las leyes estatales pertinentes)
;  y



3)
la Ley sobre actividades ilícitas de juegos de azar (leída conjuntamente con las leyes estatales pertinentes).



ii)
Leyes de los Estados



1)
Luisiana:  § 14:90.3, La. Rev. Stat. Ann.;




2)
Massachusetts:  § 17A, capítulo 271 of Mass. Ann. Laws;



3)
Dakota del Sur:  § 22-25A-8, S.D. Codified Laws;  y



4)
Utah:  § 76-10-1102 b), Utah Code.

c)
Antigua no ha demostrado que las medidas de que se trata sean incompatibles con los párrafos 1 y 3 del artículo VI del AGCS;

d)
los Estados Unidos no han podido demostrar que la Ley de Comunicaciones por Cable, la Ley de Viajes (leída conjuntamente con las leyes estatales pertinentes) y la Ley sobre actividades ilícitas de juegos de azar (leída conjuntamente con las leyes estatales pertinentes mencionadas supra en el apartado 7.2 b) ii)):


i)
estén justificadas provisionalmente al amparo de los apartados a) y c) del artículo XIV del AGCS;  y


ii)
sean compatibles con las prescripciones del preámbulo del artículo XIV del AGCS;

e)
el Grupo Especial ha decidido ejercer la economía procesal con respecto a las alegaciones formuladas por Antigua al amparo de  los artículos XI y XVII del AGCS.

B. Observaciones finales del Grupo Especial

7.3 El Grupo Especial desea señalar que tiene plena conciencia de los aspectos delicados del objeto de esta diferencia, los servicios de juegos de azar y apuestas.  Nuestras conclusiones están directamente vinculadas con las circunstancias particulares de esta diferencia.  Advertimos a este respecto que es posible que los Estados Unidos hayan asumido por inadvertencia compromisos específicos con respecto a los servicios de juegos de azar y apuestas.  No obstante, no incumbe al Grupo Especial formular hipótesis sobre las intenciones de los Estados Unidos en el momento en que consignaron el compromiso en su Lista.  Nuestra función consiste, en cambio, en interpretar y aplicar el AGCS a la luz de los hechos y pruebas que tenemos ante nosotros.

7.4 También deseamos destacar lo que no hemos decidido en el presente asunto.  No hemos decidido que los Miembros de la OMC no tienen derecho a reglamentar, e incluso prohibir, las actividades de juegos de azar y apuestas.  En este caso, llegamos a la conclusión de que las medidas estadounidenses de que se trata prohíben el suministro transfronterizo de servicios de juegos de azar y apuestas en los Estados Unidos de una manera incompatible con el AGCS.  Adoptamos esa decisión, no porque el AGCS niegue a los Miembros ese derecho, sino porque constatamos, entre otras cosas, que, en las circunstancias particulares de este caso, las medidas de que se trata son incompatibles con los compromisos consignados por los Estados Unidos en su Lista y con las disposiciones pertinentes del AGCS.

C. Recomendaciones

7.5 El Grupo Especial recomienda que el Órgano de Solución de Diferencias pida a los Estados Unidos que pongan las medidas identificadas en el párrafo 7.2 b) supra en conformidad con las obligaciones que les corresponden en virtud del AGCS.

__________

� WT/DS285/1-S/L/110, de 27 de marzo de 2003.





� WT/DS285/1/Add.1 - S/L/110/Add.1, de 10 de abril de 2003.





� WT/DS285/2, 13 de junio de 2003.





� Antigua señala que, en relación con los casinos, estos juegos se consideran, en la mayoría de los casos parte de una categoría más amplia de "juegos de mesa" que también incluye los juegos de selección al azar, como la ruleta o el "crap".





� Antigua indica que las consideraciones expuestas en los párrafos 3.2 y 3.4 están basadas en la experiencia y la información de la Dirección de Servicios Extraterritoriales de Juegos de Azar de Antigua.





� Véase, por ejemplo, www.intertops.com;  � HYPERLINK "http://www.wsex.com" ��www.wsex.com�.





� Véase, por ejemplo, www.gamebookers.com;  www.bingomania.net.





� Antigua señala que este servicio es diferente a los de muchos casinos situados en el territorio de los Estados Unidos, que ofrecen a algunos clientes la posibilidad de jugar a crédito adelantándoles fondos.  El otorgamiento de créditos para transacciones con juegos de azar es contrario a la ley de Antigua.





� Statutory Instruments Antigua and Barbuda, 2001 Nº 16, "The Interactive Gaming and Interactive Wagering Regulations of 2001" (Reglamento de 2001 sobre los juegos de azar interactivos y las apuestas interactivas).





� Acts of Antigua and Barbuda, Nº 9 de 1996.





� Statutory Instruments Antigua and Barbuda, 1999 Nº 35.





� The Money Laundering Guidelines for Financial Institutions (Directrices par alas instituciones Financieras sobre lavado de dinero) publicado por ONDCP de conformidad con el artículo 10 of the Money Laundering (Prevention) Act 1996 (Ley sobre (la Prevención) del lavado de Dinero de 1996), 9 de septiembre de 2002.


� Informe Final de la Comisión Nacional de Estudios de Impacto sobre los Juegos de Azar en los Estados Unidos (en adelante en el texto "Informe Final de la NGISC"), 18 de junio de 1999, página 7-1, y George Will, "Gambler Nation", The Washington Post, 27 de junio de 1999.
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� Ibid.  ("si bien cada Lista incluye los compromisos arancelarios contraídos por un Miembro, las listas representan en conjunto un acuerdo común entre todos los Miembros.").  Los Estados Unidos sostienen que el argumento de Antigua sobre la CPC se basa incorrectamente en un Documento de la USITC, al que hace referencia en relación con la "práctica ... en la aplicación del tratado".  Este documento no refleja la práctica de las partes con respecto a un tratado para los fines de las normas usuales de interpretación reflejadas en el párrafo 2 b) del artículo 31 de la Convención de Viena.  Véase el informe del Órgano de Apelación en Chile - Sistema de bandas de precios, párrafos 213-214.  Además, ese documento no tiene trascendencia jurídica.  La finalidad explícita del cuadro de concordancia que figura en el documento es únicamente "facilitar la comparación de la Lista de los Estados Unidos con las listas de otros países".
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� Merriam-Webster 's Collegiate Dictionary, página 386 (décima edición, 2001).





� New Shorter Oxford English Dictionary, página 3000 (1993).
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� Los Estados Unidos señalan que, por ejemplo, ocho Miembros europeos excluyeron expresamente los juegos de azar del sector 10.D.  Esos Miembros son Austria, Croacia, las Comunidades Europeas, Finlandia, Lituania, Eslovenia y Suecia.  Varios otros Miembros, como Australia y el Territorio Separado de Taiwán, Penghu, Kinmen y Matsu, limitaron sus compromisos a categorías de la CPC no relacionadas con los juegos de azar.





� Los Estados Unidos señalan que Bulgaria excluye los juegos de azar del sector 10.A, "Servicios de esparcimiento".  Lituania, además de excluir los juegos de azar de ese sector, también incluyó una restricción a los juegos de azar en el sector.
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� Informe del Órgano de Apelación en CE - Equipo informático, párrafo 110.  (las cursivas figuran en el original)
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� Véase Comisión sobre las Repercusiones Sociales y Económicas del Juego como Patología, Comité de Derecho y Justicia, Comisión de Ciencias Sociales y del Comportamiento y de Educación, Consejo Nacional de Investigaciones, Pathological Gambling:  A Critical Review, (1999), página 1.
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� Comité de Compromisos Específicos, Informe de la reunión celebrada el 2 de abril de 1998, Nota de la Secretaría, S/CSC/M/5 (6 de mayo de 1998).
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� Ibid., párrafo 10.





� Ibid.  Los Estados Unidos señalan que no había ninguna obligación de adoptar tales medidas durante las negociaciones de la Ronda Uruguay o después de dichas negociaciones.





� Segunda comunicación escrita de los Estados Unidos de América, México - Medidas que afectan a los servicios de telecomunicaciones, WT/DS204 (5 de febrero de 2003), párrafo 20.





� Informe del Órgano de Apelación en CE - Equipo informático, párrafo 84.  (las cursivas figuran en el original)





� Canadian Broadcasting Corporation, "The Big Gamble," programa sobre The Fifth Estate, 31 de octubre de 2001.





� Véase el párrafo 3.41 supra, nota 115.





� Véase el párrafo 3.57 supra.





� Respuesta del Canadá a la pregunta Nº 2 del Grupo Especial.





� Respuesta de Antigua a la pregunta Nº 3 del Grupo Especial.





� Respuesta de Antigua a la pregunta Nº 1 del Grupo Especial.
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� Véanse, además de los argumentos aquí expuestos, las respuestas de las partes a las preguntas Nos 9�14 y 32-36 del Grupo Especial, que figuran en el anexo C del presente Informe.





� Informe de la GAO, página 3.





� Transmission of Wagering Information, 18 U.S.C. § 1084 (en adelante denominada "Ley de Comunicaciones por Cable").





� Viajes o Transporte Interestatales o al Extranjero en Apoyo de la Delincuencia Organizada, 18 U.S.C. § 1952, (en adelante denominada "Ley de Viajes").





� Prohibition of Illegal Gambling Business, 18 U.S.C. § 1955, (en adelante denominada "Ley sobre actividades ilícitas de juegos de azar").





� Informe de la GAO, página 11.





� Ibid., páginas 12-17.





� Jeffrey R. Rodefer, "Internet Gambling in Nevada.  Overview of Federal Law Affecting Assembly Bill 466", publicado el 18 de marzo de 2003 en el sitio Web del Departamento de Justicia de Nevada (www.ag.state.nv.us).


� Véase por ejemplo, la declaración formulada por la representante de los Estados Unidos en la reunión del OSD del 24 de junio de 2003, en la que menciona "[…] la aclaración hecha por los Estados Unidos [...] de que el suministro transfronterizo de servicio de juegos de azar y apuestas está prohibido por el derecho estadounidense".  (WT/DSB/M/151, página 12).





� Comunicado de Prensa del Fiscal General del Estado de Nueva York de 21 de agosto de 2002, y "Garantía de Desistimiento" firmada por el Fiscal General del Estado de Nueva York y Paypal, Inc., de 16 de agosto de 2002.  El Fiscal General del Estado de Nueva York inició una investigación contra Paypal porque esta empresa prestaba servicios de pagos a otras que suministraban servicios de juegos de azar y apuestas a residentes del Estado de Nueva York sin haber sido autorizadas expresamente conforme a la legislación de Nueva York.  Debido a que, en opinión del Fiscal General, el suministro de esos servicios es ilegal según las leyes del Estado de Nueva York y las leyes federales de los Estados Unidos, también sería ilegal que Paypal proporcionara servicios de pagos por Internet a empresas que ofrecieran servicios de juegos de azar no autorizados.  El asunto se resolvió cuando Paypal acordó suspender la tramitación de los pagos por cuenta de las empresas de juegos de azar y pagar la suma de 200.000 dólares.  En los comunicados de prensa del Fiscal General del Estado de Nueva York de 14 de junio de 2002 y 11 de febrero de 2003 se citan otros ejemplos de medidas de esta índole:  se anuncian en esos comunicados arreglos extrajudiciales análogos con 11 bancos que prestan servicios de tarjetas de crédito.





� Por ejemplo, véanse los informes del Órgano de Apelación en CE - Banano III, párrafo 142, y Estados Unidos - Acero al carbono, párrafo 126.





� WT/DS285/2, segundo párrafo, última frase.





� Párrafo 3 a) del artículo I del AGCS.  Véanse también los informes del Órgano de Apelación en Estados Unidos - Gasolina, página 28 y en Estados Unidos - Camarones, párrafo 173, en los que se afirma que un Miembro es responsable de los actos de todos sus departamentos públicos, incluidos los poderes legislativo, ejecutivo y judicial.  Este concepto también se expone claramente en el párrafo 3 a) del artículo I del AGCS que dispone que "[en cumplimiento de sus obligaciones y compromisos en el marco del Acuerdo] cada Miembro tomará las medidas razonables que estén a su alcance para lograr [su observancia] por los gobiernos y autoridades regionales y locales y por las instituciones no gubernamentales existentes en su territorio".


� Informe del Órgano de Apelación en Brasil - Aeronaves, párrafo 132.





� Según el Órgano de Apelación, "las alegaciones que se formulan y los hechos que se establecen durante las consultas configuran en gran medida el fondo y el ámbito del posterior procedimiento del Grupo Especial".  (India - Patentes (EE.UU.), párrafo 94).  Véase también el informe del Grupo Especial sobre el asunto Brasil - Aeronaves, párrafo 7.9.





� En las resoluciones preliminares pronunciadas en Canadá - Medidas relativas a las exportaciones de trigo y al trato del grano importado, WT/DS276/12, párrafo 15, el Grupo Especial declaró que:  "(…) en el párrafo 4 del artículo 4 se omite el término "concretas" cuando se hace referencia a las "medidas en litigio".  Creemos que esta diferencia de redacción no es involuntaria y que ha de atribuírsele un sentido.  En nuestra opinión, de hecho, esta diferencia de redacción sirve de apoyo a la opinión de que las solicitudes de celebración de consultas no necesitan ser tan concretas y detalladas como las solicitudes de establecimiento de un grupo especial presentadas de conformidad con el párrafo 2 del artículo 6 del ESD".





� Antigua señala que este punto es particularmente importante, dado que las partes están de acuerdo acerca de la posición jurídica del Gobierno de los Estados Unidos con respecto a la legalidad de estos servicios.  Véase el párrafo 3.74 supra.





� Informe del Órgano de Apelación en Estados Unidos - Camisas y blusas, párrafo 14.





� Véase, por ejemplo, el informe del Órgano de Apelación en Canadá - Productos lácteos II, párrafo 66, y el informe del Órgano de Apelación en CE - Hormonas, párrafo 98.





� Ibid.





� Ibid., informe del Órgano de Apelación en Estados Unidos - Acero al carbono, párrafo 157.





� Véase, por ejemplo, el informe del Órgano de Apelación en CE - Hormonas, párrafo 109.





� Informe del Órgano de Apelación en Estados Unidos - Acero al carbono, WT/DS213/AB/R, párrafo 157.





� Ibid.





� Informe del Órgano de Apelación en India - Patentes (EE.UU.), párrafo 66:  "Es claro que .... para determinar si la India ha cumplido las obligaciones que le impone el apartado a) del párrafo 8 del artículo 70, es esencial un examen de los aspectos pertinentes de la legislación interna de la India y, en particular, las disposiciones pertinentes de la Ley de Patentes.  Sencillamente el Grupo Especial no tenía modo alguno a determinarlo sin hacer un examen de la legislación de la India".  En el párrafo 7.18 del informe sobre el asunto Estados Unidos - Artículo 301 de la Ley de Comercio Exterior, el Grupo Especial aplicó el mismo principio y declaró que "[t]enemos que determinar el significado de los artículos 301 a 310 como elementos fácticos y comprobar si esos elementos fácticos constituyen un comportamiento de los Estados Unidos contrario a las obligaciones que les incumben en la OMC.  También a ese respecto se aplican las normas sobre la carga de la prueba para la determinación de los hechos ...".





� Informe del Órgano de Apelación en India - Patentes (EE.UU.), párrafos 68-69.  (sin cursivas en el original)





� Los Estados Unidos observan que Antigua proporciona un único ejemplo en apoyo de su alegación de que determinadas acciones para hacer cumplir la ley por las que se aplican medidas legislativas estadounidenses son incompatibles con las obligaciones de los Miembros de la OMC.  Ese ejemplo, a saber, la garantía de desistimiento acordada entre el Fiscal General del Estado de Nueva York y Paypal, Inc., es una de las medidas enumeradas en la sección III del anexo a la solicitud de establecimiento de un grupo especial que el Grupo Especial se ha negado a examinar como "medidas distintas y autónomas".  En todo caso, los Estados Unidos señalan que se trata de un ejemplo de restricción concreta impuesta a una sola empresa, cuyo alcance depende explícitamente del alcance de las leyes por las que se autorizan o restringen determinadas transacciones relativas a los juegos de azar.


� Observaciones de Antigua y Barbuda sobre la solicitud de los Estados Unidos de resoluciones preliminares, presentadas al Grupo Especial el 22 de octubre de 2003, párrafo 17.





� Por ejemplo en Estados Unidos - EVE, el Grupo Especial examinó el efecto de una serie de exenciones de impuestos consideradas "en conjunto", pero lo hizo sólo después de haber examinado cada exención por separado de acuerdo con la legislación interna.  Véase el informe del Grupo Especial sobre Estados Unidos - EVE, párrafos 7.94�7.97.  Para los fines de su propio examen, el Órgano de Apelación se basó en el examen de las distintas medidas realizado por el Grupo Especial, con lo cual confirmó la importancia sistémica de que los grupos especiales examinaran pormenorizadamente cada medida por separado.  Véase el informe del Órgano de Apelación en Estados Unidos - EVE, nota 23 y párrafos 16-18.  De igual modo, en el caso Argentina - Pieles y cueros, un Grupo Especial llegó a la conclusión de que dos resoluciones sobre impuestos "en conjunto" creaban una incompatibilidad con el párrafo 2 del artículo III del GATT, pero no sin proceder antes a un análisis de cada resolución por separado.  Véase el Informe del Grupo Especial sobre el asunto Argentina - Pieles y cueros, llamada de pie de página 319 (en que se afirma que las medidas "en conjunto" dan lugar a incompatibilidades) y párrafos 1.108-11.115 (donde se examina cada medida por separado).





� Informe del Grupo Especial sobre el asunto Estados Unidos - Limitaciones de las exportaciones, párrafo 8.83, en que se cita un argumento de los Estados Unidos.





� Ibid., párrafo 8.84.





� Informe del Grupo Especial sobre Japón - Películas, párrafo 10.353.





� Véase el párrafo 3.71 supra, en que Antigua afirma que los Estados Unidos están "en mejores condiciones que Antigua para interpretar de manera coherente sus propias leyes".





� Informe del Órgano de Apelación en el caso CE - Sardinas, párrafo 281.





� Véase el párrafo 4.75 infra.





� WT/DSB/M/151, párrafo 47;  WT/DSB/M/153, párrafo 47.





� Respuesta de Antigua a la pregunta Nº 9 del Grupo Especial.





� Solicitud de resoluciones preliminares presentada por los Estados Unidos, al Grupo Especial el 17 de octubre de 2003.





� Informe del Órgano de Apelación en el caso Estados Unidos - Examen por extinción:  acero resistente a la corrosión, párrafo 89.





� Ibid., nota 87.





� Véase el párrafo 3.91 supra.





� Véase la pregunta Nº 10 del Grupo Especial.





� 260 F.3d 68 (2nd Cir. 2001), cert.  denied 122 S.Ct. 2587 (2002).





� Constitución de los Estados Unidos (artículo I, § 8, cl. 3), que, en su parte pertinente dispone que "[E]l Congreso estará facultado ... [p]ara reglamentar el comercio con las naciones extranjeras y entre los diversos Estados, así como con las tribus indígenas".





� Richard A. Epstein, The Proper Scope of the Commerce Power, 73 Va. L. Rev. 1387 (1987);  Grant S. Nelson y Robert J. Pushaw, Jr., Rethinking the Commerce Clause:  Applying First Principles to Uphold Federal Commercial Regulations but Preserve State Control Over Social Issues, 85 Iowa L. Rev. 1 (1999).





� Antigua señala que, en algunos casos, las leyes federales tienen exclusivamente por fin la consecución de un objetivo del Gobierno federal que tiene precedencia sobre las leyes estatales.  Véase, por ejemplo, la Ley sobre apuestas hípicas interestatales (Interstate Horseracing Act);  28 U.S.C. §§ 3701-3704, la Ley de protección de los deportes practicados por profesionales y aficionados ("Professional and Amateur Sports Protection Act").





� Informe de la GAO, página 11.





� Antonia Z. Cowan, "The Global Gaming Village:  Interstate and Transnational Gambling," 7 Gambling Law Review 251, páginas 255-257.  Véase también "Gambling Law in Five States and Their Effect on Internet Gambling", Enclosure 1 to the Interim Report of the United States General Accounting Office on Internet Gambling (23 de septiembre de 2002), en la que la Oficina General de Intervención de Cuentas del Gobierno de los Estados Unidos "examina en detalle las leyes sobre juegos de azar en los cinco Estados (Massachusetts, Nevada, Nueva Jersey, Nueva York y Utah) que hemos seleccionado de acuerdo con nuestro criterio para reflejar las grandes variaciones existentes entre las leyes estatales sobre juegos de azar".  Ibid.  página 18.





� National Gaming Impact Study Commission - Final Report, 18 de junio de 1999.





� Ibid., páginas 1-4.





� Ibid., páginas 1-5.





� Ibid.





� Colorado Division of Gaming (División del Juego del Estado de Colorado), Colorado Gaming Questions and Answers (www.gaming.state.co.us/ dogfaq.htm) (sitio visitado el 22 de diciembre de 2003).


� Connecticut Division of Special Revenue (División de Rentas Especiales del Estado de Connecticut, Frequently Asked Questions:  Agency (www.dosr.state.ct.us/FAQagency.htm), pregunta Nº 4 (sitio visitado el 22 de diciembre de 2003).





� Connecticut Division of Special Revenue, Administrative Regulations:  Operation of Bingo Games (División de Rentas Especiales del Estado de Connecticut, Reglamento administrativo:  Explotación de juegos de bingo), Rule 7-169-8a (www.dosr.state.ct.us/PDFFolder/OPERATION%20BINGO% 20GAMES.pdf).





� Indiana Code 4-33-9-1 (que dispone que los proveedores autorizados pueden ofrecer juegos de azar a bordo de embarcaciones fluviales) (www.in.gov/legislative/ic/code/title4/ar33/ch9.html);  68 Indiana Administrative Code 2-1-4(c)(1) (según el cual se debe solicitar un permiso para ofrecer juegos de azar a bordo de barcos fluviales a las autoridades del Estado en cuyo puerto o muelle atraque el barco) (www.in.gov/ legislative/iac/T00680/A00020.PDF).





� Indiana Code, 4-33-1-2 (www.in.gov/legislative/ic/code/title4/ar33/ch1.html).





� South Dakota Commission on Gambling (Comisión del Juego del Estado de Dakota del Sur), Frequently Asked Questions (www.state.sd.us/drr2/reg/ gaming/frequent.htm).





� Mississippi Gaming Commission Regulations, (Reglamento de la Comisión del Juego del Estado de Mississippi), artículo II(B)(2) (www.mgc.state.ms.us/).





� Illinois Riverboat Gaming Act (Ley de Illinois sobre juegos de azar en embarcaciones fluviales), 230 Illinois Compiled Statutes 10/7(e) (que dispone que la Junta de Control de los Juegos de Azar del Estado podrá expedir un máximo de 10 permisos para juegos de azar a bordo de embarcaciones fluviales) (www.igb.state.il.us/act/section7.html).





� Louisiana Gaming Control Law (Ley de Louisiana de Control del Juego), RS 27:65 (www.legis.state.la.us/tsrs/tsrs.asp?lawbody=RS& title=27&section=65).





� Esta limitación dice lo siguiente:  Limitación de la ubicación y el número de hipódromos y embarcaciones de excursión que ofrecen juegos de azar.  1.6(1) Habrá una licencia para organizar carreras de caballos en un hipódromo ubicado en Polk County.  Habrá un máximo de dos licencias para carreras de perros, una para una pista ubicada en Dubuque County y otra para una pista ubicada en Pottawattamie County.  El número total de licencias para organizar juegos de azar en barcos de excursión será como máximo de 10;  las licencias se expedirán únicamente en los condados en los que operaban esas embarcaciones al 1º de mayo de 1998 (o en los que estén autorizadas para operar en el futuro), Iowa Racing and Gaming Commission, Administrative Rules (Comisión de Carreras y Juego del Estado de Iowa, Reglamento Administrativo), Rules 491�1.6(99D,99F) (www3.state.ia.us/irgc/CH1.pdf).





� Iowa Racing and Gaming Commission, Administrative Rules (Comisión de Carreras y Juego del Estado de Iowa, Reglamento Administrativo), 491-11.5(4)(a)(4) (www3.state.ia.us/ irgc/CH11.pdf).





� Regulations of the Nevada Gaming Commission and State Gaming Control Board (Reglamento de la comisión del Juego y de la Junta de Control del Juego del Estado de Nevada), Regla 3.010(5) y (7) (http://gaming.state.nv.us/stats_regs/reg3.doc).





� Connecticut Division of Special Revenue, Administrative Regulations:  Operation of Bingo Games, Sec. 7-169-13a (www.dosr.state.ct.us/PDFFolder/OPERATION%20BINGO%20GAMES .pdf).





� Indiana Code, 4-33-9-10 (www.in.gov/legislative/ic/code/title4/ar33/ch9.html).





� Iowa Racing and Gaming Commission, Administrative Rules (Comisión de Carreras y Juego del Estado de Iowa, Reglamento Administrativo), 491-8.2(4)(g) (www3.state.ia.us/irgc/ CH8.pdf).





� Internet Gambling Prohibition Act (Ley de Prohibición de los Juegos de Azar por Internet), Informe del Senado Nº 106-121, notas 46 y 47.





� Antigua opina que en todas estas actuaciones ha habido incertidumbre acerca de la nomenclatura apropiada para los servicios de juegos de azar y apuestas que ofrece Antigua, nomenclatura que se ha utilizado con poco rigor.  Si bien los Estados Unidos en general preferirían designar a los servicios de Antigua servicios suministrados "a distancia", Antigua estima que en los Estados Unidos muchos de los servicios de juegos de azar autorizados por los Estados y suministrados en el territorio estadounidense son servicios también "a distancia" a pesar de tener su origen en los Estados Unidos y aun cuando no requieran ningún tipo de transmisión o comunicación electrónica (como los juegos de azar con tarjetas para raspar que ofrecen las loterías en los Estados Unidos).  Dada la terminología del AGCS ("suministro transfronterizo"), Antigua considera que el término "suministro transfronterizo" es más preciso para describir los servicios que ofrece Antigua y que están prohibidos en los Estados Unidos.  Véase también la respuesta de Antigua a la pregunta Nº 20 del Grupo Especial.  Como explicó en su respuesta a esa pregunta, Antigua emplea el término "transfronterizo" tal como está definido en el AGCS, es decir, en relación con el comercio de servicios a través de las fronteras de los Miembros de la OMC.  El término que describe el comercio de servicios entre los Estados que integran los Estados Unidos es "interestatal".





� Antigua señala que en los casos en que los Estados Unidos han aprobado leyes en ejercicio de las facultades conferidas por la "cláusula del comercio", hay un reducido número de excepciones que afectan a la capacidad de los Estados de legislar o reglamentar en algunos aspectos.  Véase la nota 200 supra.





� Los Estados Unidos indican que ya han señalado que la mera afirmación, por Antigua, acerca del efecto colectivo de las leyes estadounidenses sobre los juegos de azar, a saber, que esas leyes representan una "prohibición total" del suministro transfronterizo de juegos de azar, no basta para probar que se ha cometido una violación de las obligaciones contraídas en el marco de la OMC.  El concepto de prohibición total no es sí una medida, ni es un concepto que tenga validez jurídica como tal en la legislación de los Estados Unidos.  Antigua se equivoca al afirmar que la posición de los Estados Unidos es que sólo las leyes pueden ser impugnadas en un procedimiento de solución de diferencias de la OMC.  Es evidente que ésta no es la posición de los Estados Unidos.


� Informe del Órgano de Apelación en el caso Estados Unidos - Acero al carbono, párrafo 157.


� Informe del Órgano de Apelación en el caso India - Patentes (EE.UU.), párrafos 66-69.





� Véase, por ejemplo, la carta de Antigua al Grupo Especial de 19 de diciembre de 2003.





� Informe del Órgano de Apelación en Japón - Productos agrícolas II, párrafos 125-131 (constatación de que un grupo especial no puede decidir a favor de un reclamante que no haya establecido una presunción prima facie de incompatibilidad sobre la base de las alegaciones jurídicas concretas que haya presentado).


� Véase el párrafo 3.94 supra.





� Véase el párrafo 3.139 infra.





� Véase el párrafo 3.87 supra.





� Véase la respuesta de Antigua a la pregunta Nº 10 del Grupo Especial;  véase también el párrafo 3.102 supra.





� Respuesta de Antigua a la pregunta Nº 10 del Grupo Especial.





� Informe del Órgano de Apelación en Estados Unidos - Examen por extinción:  acero resistente a la corrosión, párrafo 95.





� Véanse los párrafos 3.112 y 3.84 supra (en que se cita el informe del Órgano de Apelación en el asunto India - Patentes (EE.UU.), párrafos 66-69).





� Véase los párrafos 3.108 y 3.109 supra.





� Véanse las notas 207 a 221 supra.





� Informe del Grupo Especial sobre el asunto Estados Unidos - Artículo 301 de la Ley de Comercio Exterior, párrafos 7.17-7.18.





� Respuesta de Antigua a la pregunta Nº 10 del Grupo Especial.





� Respuesta de Antigua a la pregunta Nº 9 del Grupo Especial.





� Además de los argumentos aquí expuestos, véanse también las respuestas de las partes a las preguntas Nos 15 y 37-39 del Grupo Especial, que figuran en el anexo C de este Informe.





� Antigua sugiere que, con respecto al párrafo 1 del artículo XI del GATT de 1994, se haga una comparación con el informe del Grupo Especial sobre el asunto Canadá - Publicaciones, párrafo 5.5.





� Directrices para la consignación en Listas de 2001, párrafo 8 ("Un Miembro otorga pleno acceso a su mercado en un determinado sector y modo de suministro cuando no mantiene en ese sector y modo ninguno de los tipos de medidas que se enumeran en el artículo XVI.").





� Los Estados Unidos señalan, en particular, que las pruebas cualitativas no están comprendidas en el alcance del artículo XVI.  En las Directrices sobre la consignación en listas se indica explícitamente lo que se desprende claramente del texto del artículo:  los criterios previstos en los apartados a) a d) del artículo XVI "no se refieren a la calidad del servicio suministrado".  Ibid.





� Ibid., párrafo 10 (en que se señala que "tampoco deberán consignarse en las listas (...) los procedimientos de aprobación o ciertas prescripciones en materia de licencias y de títulos de aptitud" con arreglo al artículo XVI "siempre que no contengan alguna de las limitaciones especificadas en el artículo XVI").





� Véanse los párrafos 3.106-3.108 supra.


� Véase el párrafo 3.109 supra.





� Antigua señala que, por ejemplo, cada uno de los 40 Estados que autorizan las loterías permiten un solo proveedor, que queda autorizado para ofrecer una gran variedad de juegos de azar.  La autorización de apuestas sobre carreras de caballo sólo se otorga a "asociaciones que controlan servicios de apuestas mutuas o quiniela sobre carreras hípicas en los Estados Unidos" que, según la descripción de los Estados Unidos, son un "tipo especial de proveedor" (véase el párrafo 3.154 infra).





� Véase el párrafo 3.109 supra.





� Los Estados Unidos reiteran que Antigua, en la medida en que basa sus alegaciones en el párrafo 1 del artículo XVI, interpreta erróneamente esa disposición al considerar que es una norma general que exige el acceso a los mercados.  El artículo XVI sólo prohíbe las clases específicas de limitaciones que figuran en el párrafo 2 del artículo XVI.





� Los Estados Unidos señalan que el significado corriente de "forma" en este contexto se refiere claramente a la forma particular en que está expresada la limitación, y no a su supuesto efecto.  Véase The New Shorter Oxford English Dictionary, página 1006 (en que la palabra "form" (forma) se define, entre otras cosas, como "shape, arrangement of parts", (configuración, disposición de las partes) o "[t]he particular mode in which a thing exists or manifests itself", (el modo particular en que una cosa existe o se manifiesta) o, en lingüística, "the external characteristics of a word or other unit as distinct from its meaning" (las características externas de una palabra u otra unidad que son distintas de su sentido)).





� El significado corriente del verbo "express" (expresar) en este contexto es "[r]epresent in language;  put into words" (representar por medio del lenguaje;  manifestar con palabras) o "manifest by external signs" (manifestar por medio de signos externos).  Véase Ibid., página 890.





� El sentido corriente del verbo "designate" (designar) en este contexto es "[p]oint out, indicate, specify" (señalar, indicar, especificar).  Véase Ibid., página 645.





� Es decir, personas "que se dedican al negocio de las apuestas".  Véase 18 U.S.C. § 1084(a).


� Los Estados Unidos señalan concretamente que esas personas no pueden utilizar "intencionalmente un servicio de comunicación por cable para la trasmisión, en el comercio interestatal o exterior, de apuestas o de información que facilite las apuestas sobre cualquier encuentro o competición deportiva, o para la trasmisión de una comunicación por cable que confiera al receptor el derecho de recibir dinero o crédito como resultado de una apuesta, o de información que facilite las apuestas".  18 U.S.C. § 1084(a).





� 18 U.S.C. § 1084(b) ("Ninguna de las disposiciones de este artículo se interpretará en el sentido de que impide la transmisión, en el comercio interestatal o exterior, de información que vaya a utilizarse en la difusión de noticias sobre encuentros o competiciones deportivas, o para la transmisión de información que facilite las apuestas sobre un encuentro o competición deportiva desde un Estado o país extranjero en que las apuestas sobre ese encuentro o competición deportiva sean lícitas hacia un Estado o país extranjero en que sea legal hacer esa clase de apuestas.").





� Los Estados Unidos aducen que Antigua afirma incorrectamente que "la prohibición de los Estados Unidos se aplica con independencia de la calidad o las características específicas del servicio o del proveedor del servicio" y concluye sobre esa base que "la prohibición de los Estados Unidos es una restricción cuantitativa y no cualitativa".  En realidad, la aplicación de las restricciones de los Estados Unidos depende claramente de las características no cuantitativas del servicio y del proveedor, o de ambas cosas (por ejemplo, si los servicios se prestan a través de medios de comunicación por cable, si cumplen las leyes subfederales, etc.).





� En 18 U.S.C. § 1952 básicamente se dispone que cometerán un delito federal quienes violen ciertas leyes estatales o federales (incluidas, sin limitarse a ellas, las leyes relativas a las empresas cuyas actividades abarquen los juegos de azar, las bebidas alcohólicas sin impuestos, los estupefacientes o la prostitución) y amplíen esas actividades para operar al nivel interestatal o del comercio exterior.  De ese modo, el artículo 1952 restringe la índole de los servicios de juegos de azar autorizados por la Ley en la misma medida que las leyes básicas que hace cumplir.  No obstante, no limita el número de proveedores o de operaciones ni la cuantía de la producción de esos servicios.  Asimismo, en 18 U.S.C. § 1955 dispone que es un delito federal explotar un negocio de juegos de azar que reúna los requisitos especificados en cuanto a tamaño, duración e ingreso, y que contravenga las leyes del Estado o de otra subdivisión política en la que se lleve a cabo su actividad.





� Véase el párrafo 3.126 y la nota 244 supra.





� Véase el párrafo 3.136 supra.





� Véase el párrafo 4.35 infra.





� Véanse además de los argumentos que se exponen aquí, las respuestas de las partes a las preguntas Nos 16 a 26 y 40 a 43 del Grupo Especial en el anexo C del presente informe.





� Informe del Grupo Especial sobre el asunto CE - Banano III (Estados Unidos), párrafo 7.322, e informe del Grupo Especial sobre el asunto Canadá - Automóviles, párrafos 10.247 y 10.248.





� Antigua sostiene que la opinión de que el debate sobre la similitud puede ser de menor importancia en el contexto de los servicios que en el de las mercancías encuentra también apoyo en la declaración del Órgano de Apelación en Japón - Bebidas alcohólicas, según la cual el concepto es un concepto flexible que puede tener significados diferentes en Acuerdos diferentes de la OMC y en circunstancias diferentes:  "El concepto de 'similaridad' es relativo y evoca la imagen de un acordeón.  El acordeón de 'similaridad' se extiende y se contrae en diferentes lugares a medida que se aplican las distintas disposiciones del Acuerdo sobre la OMC.  La anchura del acordeón en cualquiera de esos lugares debe determinarse mediante la disposición concreta en la que se encuentra el término 'similar', así como por el contexto y las circunstancias existentes en cualquier caso dado al que sea aplicable la disposición." (Informe del Órgano de Apelación en Japón - Bebidas alcohólicas II, página 25).





� William J. Davey y Joost Pauwelyn, "MFN Unconditionality:  A Legal Analysis of the Concept in View of its Evolution in the GATT/WTO Jurisprudence with Particular Reference to the Issue of 'Like Product'", Thomas Cottier y Petros C. Mavroidis (eds.), Regulatory Barriers and the Principle of Non-Discrimination in World Trade Law (The University of Michigan Press, 2000), páginas 13-50, nota 14:  "Parecería difícil hacer extensivo este planteamiento al AGCS.  Dado que todas las características de los servicios y los proveedores de servicios, o al menos su mayoría, son intangibles, no puede decirse realmente que ninguna de ellas esté objetivamente vinculada al propio servicio o proveedor del servicio."





� Véase, por analogía, en relación con el párrafo 4 del artículo III del GATT de 1994, el informe del Grupo Especial sobre el asunto Estados Unidos - EVE (Recurso de las CE al párrafo 5 del artículo 21):  "Consideramos que la finalidad principal de la investigación sobre el 'producto similar' con arreglo al párrafo 4 del artículo III del GATT de 1994 es determinar si cualquier diferencia formal de trato entre un producto importado y un producto nacional podría basarse en el hecho de que los productos sean diferentes -es decir, no similares- y no en el origen de los productos de que se trate" (párrafo 8.132) y "no consideramos que el mero hecho de que una mercancía sea de origen estadounidense la convierta en una mercancía 'no similar' a una mercancía importada" (párrafo 8.133).  Véase también (con respecto asimismo al párrafo 4 del artículo III del GATT de 1994), el informe del Grupo Especial sobre el asunto India - Automóviles, párrafos 7.173 a 7.176.  Con respecto al párrafo 2 del artículo III del GATT de 1994 véase el informe del Grupo Especial sobre el asunto Indonesia - Automóviles, párrafo 14.113:  "[...] [la] distinción basada en el origen en cuanto a la tributación interior constituye ya, por sí misma, una violación del párrafo 2 del artículo III, sin que sea necesario demostrar la existencia de productos similares efectivamente comercializados", y, asimismo, con respecto a ese mismo párrafo, el informe del Grupo Especial sobre el asunto Argentina - Pieles y cueros, párrafos 11.168 y 11.169.  En relación con la posibilidad de utilizar ejemplos hipotéticos en el análisis de la "similitud" (en el contexto del párrafo 2 del artículo III del GATT de 1994), véase el informe del Órgano de Apelación en Canadá - Publicaciones, páginas 25 y 26.





� Nota de la Secretaría de la OMC titulada Programa de Trabajo sobre el Comercio Electrónico (S/C/W/68), en el párrafo 33 de la cual (en relación con el artículo XVII del AGCS) se declara que:  "Como se ha indicado en relación con el artículo II relativo al trato NMF, la similitud en el contexto del trato nacional también depende en principio de las características del producto o del proveedor per se y no de los medios por los que se suministre el producto".





� Véase también, con respecto al principio de interpretación efectiva de los tratados, el informe del Órgano de Apelación en Estados Unidos - Gasolina, página 25 y el informe del Órgano de Apelación en Corea - Productos Lácteos, párrafo 81.





� Informe del Órgano de Apelación en CE - Amianto, párrafo 101.





� Antigua señala que varios operadores de origen estadounidense declaran que el suministro transfronterizo de servicios de juegos de azar y apuestas está afectando a sus ventas.  Véanse la declaración del Sr. Steve Woodall, funcionario de Hacienda de Idaho (recogido en The Spokesman Review (2 de febrero de 2001));  y la declaración del Sr. Dennis Kennedy, Director Ejecutivo de la Lotería de Ohio, recogida en David Bennett, "Lottery's pot for schools ends up short", Crain's Cleveland Business (23 de julio de 2001).  Véanse también los argumentos expuestos por las empresas de apuestas hípicas de Florida (recogidos por Jim Saunders, "Video-gambling debate spins in soft economy", The Florida Times-Union (28 de diciembre de 2002));  y la declaración del Sr. Joe Lupo, director de la oficina de un corredor de apuestas de Las Vegas, reproducida en Michael Kaplan, "Gambling in America:  A Special Report", Cigar Aficionado (septiembre/octubre de 2002), página 66.





� Tanto la CPC 1.0 (1998) como la CPC 1.1 (2002) clasifican los "servicios de juegos de azar y apuestas" como una clase (9692) y una subclase (96920) dentro de la "Sección 9 - Servicios para la comunidad, sociales y personales";  "División 96 - Servicios de esparcimiento, culturales y deportivos" y "Grupo 969 - Otros servicios de esparcimiento y diversión".  Pueden consultarse electrónicamente las diferentes versiones de la CPC en � HYPERLINK http://unstats.un.org/unsd/cr/registry/regct.asp?Lg=1 ��http://unstats.un.org/unsd/cr/registry/regct.asp?Lg=1�.





� Informe del Grupo Especial sobre el asunto CE - Banano III (Estados Unidos), párrafo 7.322;  informe del Grupo Especial sobre el asunto Canadá - Automóviles, párrafo 10.248.





� Informe del Grupo Especial sobre el asunto CE - Banano III (Estados Unidos), párrafo 7.314.





� Informe del Grupo Especial sobre el asunto Canadá - Automóviles, párrafo 10.289.





� Véase supra párrafo 3.2.





� Véase supra párrafo 3.1.





� National Research Council, Pathological Gambling:  A Critical Review, páginas 7-5 a 7-7 (1999).





� Ibid., véase supra, párrafo 3.12.





� United Kingdom Department for Culture, Media & Sport (Departamento de Cultura, Medios de Comunicación y Deporte del Reino Unido), The Future Regulation of Remote Gambling:  A DCMS Position Paper, abril de 2003, párrafos 90 y 93.





� Los Estados Unidos sostienen que por ello puede diferenciarse esta situación de aquella en la que el suministro electrónico de un servicio constituye simplemente otra forma de suministrar el mismo contenido o servicio básico.


� Véase supra, párrafo 3.9.





� Bill Friedman, Designing Casinos to Dominate the Competition:  The Friedman International Standards of Casino Design, University of Nevada (2000).





� Informe del Órgano de Apelación en CE - Amianto, párrafo 113.





� Programa de Trabajo sobre el Comercio Electrónico, Comunicación de los Estados Unidos, WT/GC/16 (12 de febrero de 1999).





� Véase supra, párrafo 3.15.





� Informe del Órgano de Apelación en CE - Amianto, párrafo 92.





� Cuadro 1 de I. Nelson Rose, "The United States:  Minimum Legal Age to Place a Bet", Futures at Stake:  Youth, Gambling and Society, Howard J.  Shaffer, ed., University of Nevada Press (2003).





� Informe Final de la NGISC, 18 de junio de 1999, página 3-4.





� "The Child Online Protection Act", 47 United States Code Ann. §231.





� United Kingdom Department for Culture, Media & Sport, The Future Regulation of Remote Gambling:  A DCMS Position Paper (abril de 2003), párrafo 43.





� Howard J. Shaffer, Mark Dickerson;  Jeffrey Derevensky, Kenneth Winters, Elizabeth George, Marvin Karlins, Walter Bethune (eds.), Considering the Ethics of Public Claims:  An Appeal for Scientific Maturity, Journal of Gambling Studies, volumen 17, Nº 1 (2001), página 1.





� Prof.  Mark Griffiths & Dr. Richard Wood, Is Internet Gambling More Addictive and/or Problematic Than Other Forms of Gambling?, The International Gaming Research United, Division of Psychology, Nottingham (UK), octubre de 2003 (documento presentado por Antigua al Grupo Especial).





� United States Department of the Treasury - Financial Crimes Enforcement Network, FinCEN Advisory, Issue 11 (abril de 1999).





� Grupo de Acción Financiera sobre el blanqueo de capitales, Report on Money Laundering Typologies, 2000�2001 (1º de febrero de 2001), párrafo 39.





� Ibid., párrafo 37.





� "Las Vegas Casinos Named in Arrest - Money Laundering Involving Japan Loan Shark Alleged", in reviewjournal.com (14 de noviembre de 2003), � HYPERLINK http://www.reviewjournal.com/lvrj_home/2003/Nov-14-Fri-2003/news/22583394.html ��http://www.reviewjournal.com/lvrj_home/2003/Nov-14-Fri-2003/news/22583394.html�.





� Oficina General de Intervención de Cuentas de los Estados Unidos, Informe de la GAO, página 37.





� United Kingdom Department for Culture, Media & Sport, The Future Regulation of Remote Gambling:  A DCMS Position Paper, abril de 2003, párrafos 69 y 70.





� Véase supra párrafo 3.165.  Los comentarios de Antigua sobre la cuestión de la similitud se reducen a atacar lo que califica de "alegaciones" de los Estados Unidos acerca de la inexistencia de similitud.  Véanse, supra los párrafos 3.158 y 3.160.  No es necesario decir que las únicas "alegaciones" en litigio acerca de la similitud en la presente diferencia son las "alegaciones" no fundadas que ha formulado Antigua.





� Los Estados Unidos señalan que Antigua parece discrepar de esta descripción, pero no ha ofrecido ninguna otra descripción de sus servicios y proveedores de servicios a efectos de un análisis de la "similitud".  Antigua ha manifestado claramente que ofrece una licencia para los juegos de azar interactivos, que corresponde a "juegos como los que comúnmente ofrecen los casinos, los juegos de selección al azar y los juegos de naipes" -a los que Antigua califica también de "casinos virtuales"- por Internet;  y una licencia para hacer apuestas de forma interactiva, "para apuestas deportivas" ofrecidas por Internet o por teléfono.  Véase supra, párrafo 3.2.  Esos servicios y sus operadores son los servicios y proveedores de servicios de Antigua pertinentes a efectos de un análisis de similitud.





� Bear Stearns, E-Gaming:  A Giant Beyond Our Borders, página 55 (septiembre de 2002).  Esta evaluación contradice abiertamente las cuatro declaraciones anecdóticas en las que se basa Antigua (véase supra nota 271 y párrafo 3.166) para mantener que sus servicios son "prácticamente idénticos" a los ofrecidos en los Estados Unidos.





� American Psychiatric Association, APA Advisory on Internet Gambling (16 de enero de 2001), página 1 (en la que se analiza el carácter solitario del juego por Internet).





� Prof. Mark Griffiths & Dr. Richard Wood, Is Internet Gambling More Addictive and/or Problematic Than Other Forms of Gambling?, The International Gaming Research United, Division of Psychology, Nottingham (UK), octubre de 2003 (documento presentado por Antigua al Grupo Especial), páginas 5 y 6.





� Antigua declara que los casinos virtuales "reproducen el entorno de los casinos verdaderos" y proporcionan "una imitación virtual de las videoterminales de póquer, máquinas tragamonedas y otras máquinas de juegos de azar".





� Dadas las diferencias que existen entre mercancías y servicios, tal vez sea más preciso hacer referencia no sólo a las características "físicas", sino también a los aspectos "operativos" o "funcionales" del servicio.  Antigua prescinde de esos elementos, a los que califica de "superficiales".  No es posible prescindir de esas características considerando que no son pertinentes, especialmente en el contexto de los juegos de azar, en el que determinan las posibilidades de ganar o perder del consumidor (es decir, el "precio" del servicio).





� Los Estados Unidos señalan que Antigua intenta responder a esta observación alegando simplemente que una persona que se sienta frente a una máquina tragamonedas tiene la misma experiencia que una persona que juega en una máquina tragamonedas virtual en el hogar, la escuela, etc.  Como examinamos más adelante, las propias pruebas de Antigua confirman que en la percepción del consumidor el entorno virtual difiere considerablemente del entorno real.





� Los Estados Unidos reiteran que sólo asumen a efectos de argumentación la existencia de un compromiso respecto de esos servicios, con el fin de explicar el error de la argumentación de Antigua.  Como hemos analizado antes, los servicios de juegos de azar forman parte de "otros servicios de esparcimiento (excepto los deportivos)" en el sentido de los compromisos específicos de los Estados Unidos.





� Véase supra, párrafo 3.155.  Antigua trata de prescindir de algunas de esas diferencias a las que califica de simples "técnicas de comercialización" que no influyen en las percepciones del consumidor, pero pasa por alto el hecho de que el objeto mismo de una técnica de comercialización es influir en las percepciones del consumidor.  Además, el informe presentado por Antigua en el que afirma que los consumidores de los Estados Unidos perciben el juego como una diversión y no como una actividad habitual contradice también su tesis.  Véase Bear Stearns, E-Gaming:  A Giant Beyond Our Borders (septiembre de 2002), página 45.  De ser cierto lo afirmado en este informe, la diferencia cualitativa en la experiencia del consumidor entre los casinos virtuales y los casinos reales sería especialmente pertinente en el caso de los consumidores estadounidenses.





� Prof. Mark Griffiths & Dr. Richard Wood, Is Internet Gambling More Addictive and/or Problematic Than Other Forms of Gambling?, The International Gaming Research United, Division of Psychology, Nottingham (UK), octubre de 2003 (documento presentado por Antigua al Grupo Especial), página 5.





� Ibid.





� Ibid.





� Ibid., páginas 5 y 6.





� Véase supra, párrafo 3.163, en el que Antigua cita también la declaración del Órgano de Apelación en CE - Amianto de que "con arreglo al párrafo 4 del artículo III, las pruebas relativas a los riesgos para la salud pueden ser pertinentes para evaluar la relación de competencia en el mercado entre productos que se alega que son 'similares'".  En el contexto de los servicios, las distinciones reglamentarias entre los servicios y proveedores de los servicios tienen importantes efectos en la "relación de competencia en el mercado" entre tales servicios y proveedores de servicios, por lo que podrían ser tenidos en cuenta en ese análisis.





� Por ejemplo, el Órgano de Apelación en CE - Amianto consideró los riesgos para la salud en el contexto de las percepciones del consumidor.  Véase el informe del Órgano de Apelación en CE - Amianto, párrafo 113.





� Los Estados Unidos señalan que Antigua, al afirmar que las alegaciones estadounidenses acerca de la participación de la delincuencia organizada en el juego por Internet no son "fundadas", parece optar simplemente por no prestar crédito a las declaraciones oficiales de las autoridades de los Estados Unidos y del Canadá que se citan en el párrafo 3.15 supra.  No obstante, esas declaraciones son inequívocas.  Además, en la audiencia del Congreso de 3 de octubre de 2001, Dennis M. Lormel, a la sazón Jefe de la Sección de Delitos Financieros de la Oficina Federal de Investigaciones, mantuvo el siguiente diálogo con un miembro de la Cámara de Representantes de los Estados Unidos:





	Rep. Oxley:  No le pido que entre en detalles, pero, ¿se está ocupando la Oficina de casos en los que haya una vinculación entre el juego por Internet y el blanqueo de dinero?


	Sr. Lormel:  Sí, señor.  Hay al menos dos investigaciones pendientes en este momento, según mis noticias.  Se trata de casos que incumben más bien a nuestro departamento para la delincuencia organizada, que están fuera de mi ámbito de experiencia, pero por mi anterior destino en Pittsburgh conozco un caso en el que trabajamos en nuestra oficina de ese lugar.


	Rep. Oxley:  ¿Y se ocupan ustedes de algunos casos que vinculen la delincuencia organizada a los juegos de azar por Internet?


	Sr. Lormel:  Creo que sí, señor.





	Dismantling the Financial Infrastructure of Global Terrorism:  Hearing Before House Committee on Financial Services, 107th Cong., página 42 (2001).





� L. D. Moodie, Detective Inspector, Ontario Illegal Gaming Enforcement Unit, Gambling Law Enforcement Systems Issues Conference (8 de marzo de 2002), página 18.





� Federal Bureau of Investigation, RRAU Analysis of Offshore Gambling (1999), página 1.





� Ibid., páginas 4 y 5.





� Véase por ejemplo, comunicado de prensa de 4 de junio de 2002, 17 Members and Associates of the Gambino Crime Family Indicted for Corruption on the New York Waterfront, United States Attorney's Office for the Eastern District of New York ("Los demandados utilizaron supuestamente salas de comunicación en Costa Rica para colocar decenas de millares de dólares en apuestas deportivas por semana para 30 apostantes aproximadamente").





� Los Estados Unidos señalan que esta última preocupación fue un importante factor determinante de la adopción de restricciones al suministro a distancia de servicios de juegos de azar a principios del decenio de 1960.  En esa época, mucho antes de que Internet agravara el problema, el Fiscal General de los Estados Unidos, Robert F. Kennedy, declaró que "la información de que disponemos pone de manifiesto la existencia de muchos casos en los que el principal motor de una empresa ilícita de juegos de azar o dedicada a otras actividades ilícitas actúa mediante un mecanismo de control remoto desde el entorno seguro de otro Estado, situado a veces en otro subcontinente".  Testimony of Attorney General Robert Kennedy, Hearings Before the Senate Judiciary Committee on the Attorney General's Program to Curb Organizated Crime and Racketeering, 87th Cong., 1st Sess., (1961), página 4.





� Drug Enforcement Administration, The Drug Trade in the Caribbean:  A Threat Assessment, (septiembre de 2003), DEA-03014, página 3.  Véase también Bear Stearns, E-Gaming:  A Giant Beyond Our Borders, (septiembre de 2002), página 40 (en la que se examinan los ordenamientos jurídicos de Antigua y de otros cinco países y se llega a la conclusión de que esos importantes mercados, aunque proporcionan algunos de los sitios más conocidos y lucrativos en Internet son los que facilitan menos volumen de información publica [...].  En nuestra opinión, esta falta de acceso a la información incrementa enormemente el perfil de riesgo de la región").





� Ibid., páginas 12, 19 y 31.





� US State Department, International Narcotics Control Strategy Report:  Money Laundering and Financial Crimes (marzo de 2003), página XII-87, disponible en � HYPERLINK http://www.state.gov/documents/organization/18171.pdf ��http://www.state.gov/documents/organization/18171.pdf�.


� Informe Final de la NGISC, páginas 5 y 6.  De forma más cruda, la Comisión de Asuntos Judiciales del Senado manifestó que la Comisión hacía suyas las palabras de uno de los miembros de la NGISC, que declaró que "quien juega por Internet está haciendo una apuesta de bobos", Unlawful Internet Gambling Funding Prohibition Act (Ley de Prohibición de la Financiación de los juegos de azar ilícitos por Internet) e Internet Gambling Licensing and Regulation Commission Act (Ley de la Comisión de autorización y reglamentación de los juegos de azar por Internet), audiencia ante el Subcomité sobre Delincuencia, Terrorismo y Seguridad del Comité de Asuntos Judiciales, 108ª Legislatura del Congreso 10 (2003) (declaración de John G. Malcom), página 6.





� Por ejemplo, la Asociación de Psiquiatría de los Estados Unidos declara que "el juego por Internet, como muchos otros tipos de actividad de juego es una actividad solitaria que la hace aún más peligrosa:  es posible jugar sin interrupciones y sin que nadie lo advierta durante períodos ilimitados".  American Psychiatric Association, APA Advisory on Internet Gambling (16 de enero de 2001), página 1.
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� Inciso i) del apartado c) del artículo XIV del AGCS.





� Inciso iii) del apartado c) del artículo XIV del AGCS.





� Informe del Órgano de Apelación en Corea - Diversas medidas aplicadas a la carne vacuna, párrafo 157 ("Para que una medida, por lo demás incompatible con el GATT de 1994, se justifique provisionalmente al amparo del apartado d) del artículo XX, deben demostrarse dos elementos.  Primero, la medida debe estar destinada a 'lograr la observancia' de leyes o reglamentos que no sean en sí incompatibles con alguna disposición del GATT de 1994.  Segundo, la medida debe ser 'necesaria' para lograr esa observancia").





� Informe del Órgano de Apelación en Canadá - Publicaciones, párrafo 5.9 (en el que se interpreta el artículo XX del GATT).





� Los Estados Unidos señalan que las opiniones que se exponen en relación con el término "necesarias" del artículo XIV del AGCS se limitan a este contexto, y no son necesariamente aplicables al mismo término en otras disposiciones del AGCS o en otros Acuerdos de la OMC.





� Informe del Órgano de Apelación en Corea - Diversas medidas aplicadas a la carne vacuna, párrafo 160 (interpretando el artículo XX del GATT).





� Informe del Órgano de Apelación en Corea - Diversas medidas aplicadas a la carne vacuna, párrafo 161 (interpretando el artículo XX del GATT).





� Ibid.  (interpretando el artículo XX del GATT).





� Informe del Órgano de Apelación en CE - Amianto, párrafo 168 (interpretando el artículo XX del GATT) ("Por consiguiente, nos parece perfectamente legítimo que un Miembro trate de detener la difusión de un producto que entrañe altos riesgos y permita en su lugar la utilización de un producto que presente menor riesgo").





� Un grupo pertinente de preceptos legales no incluidos en esa selección es el de los relativos a los límites legales de edad para la participación en actividades de juego establecida por cada norma legal estadounidense.  Antigua ha reconocido la existencia de esas restricciones.  En cuanto a otras restricciones a nivel de los Estados, §§ 1084 y 1952 son necesarios para lograr la observancia de esas leyes.





� 8 U.S.C. § 1952(b) (en que se define la expresión "actividad ilícita" a los efectos de § 1952).





� Véase supra, párrafos 3.189 a 3.195.





� Los Estados Unidos señalan que, según un autor, cada actividad de delincuencia organizada está integrada por "delitos más concretos, que constituyen lo que denominamos delincuencia organizada".  Véase Jay S. Albanese, The Prediction and Control of Organized Crime:  A Risk Assessment Instrument for Targeting Law Enforcement Efforts, página 19, � HYPERLINK http://www.ojp.gov/nij/international/programs/ukr_pred_paper.pdf ��http://www.ojp.gov/nij/international/programs/ukr_pred_paper.pdf� (2002).





� Ibid., páginas 19-20.





� 18 U.S.C. § 1961(1)(A) (según el cual entre los "actos de delincuencia organizada" figura "cualquier acto o amenaza de asesinato, secuestro, juego, incendio, robo, soborno, extorsión, comercio con artículos obscenos o comercio de una sustancia sujeta a fiscalización o de un producto químico incluido en la lista [...] tipificado en la legislación del Estado y castigado con una pena de privación de libertad por más de un año").





� Véanse supra, párrafos 3.261 a 3.267.





� United States Attorney' Bulletin, junio 1999, página 27, que pueden consultarse en � HYPERLINK http://wwwusdoj.gov/usao/eousa/foia_reading_room/usab4703.pdf ��http://www.usdoj.gov/usao/eousa/foia_reading_room/usab4703.pdf� ("La mayoría de los delitos tienen como motivo fundamental algún tipo de beneficio financiero.  La reducción o eliminación de los ingresos derivados de la actividad criminal puede tener repercusiones sustanciales en la reducción de los delitos en general [...].  La privación de los beneficios del delito es además una medida importante para suprimir el capital de explotación necesario para financiar la actividad delictiva continua").





� Véase supra, párrafos 3.262 a 3.267.





� Codificada en 18 U.S.C. §§ 1961-1968.





� 18 U.S.C. § 1961(1)(B).





� Por ejemplo, el Fiscal General Kennedy declaró ante el Senado de los Estados Unidos que había una necesidad acuciante de §§ 1084 y 1952.  Declaración de Kennedy, página 17.  Véase también Ibid., página 5 (§ 1952:  "Este proyecto de ley es imprescindible.  Lo necesitamos.  Los funcionarios locales encargados de hacer cumplir la ley lo necesitan.  El país lo necesita.").





� Senate Rep. Nº 91-617, 91st Cong., 1st Sess., página 79 (1969).  De forma análoga, el Presidente Nixon señaló en su mensaje sobre la delincuencia organizada que "la base económica de la delincuencia organizada deriva principalmente del monopolio práctico que tienen del juego ilegal, la explotación de loterías ilegales, [...] la importación de estupefacientes" y otros delitos.  Ibid., página 35.  El informe del Senado recogía también la conclusión de la Asociación de Abogados de los Estados Unidos de que "la magnitud del problema [de la delincuencia organizada] pone claramente de relieve que hay que utilizar todos los métodos legítimos para combatir la delincuencia organizada".  Ibid., página 76.





� Nota 5 al artículo XIV.





� Case Concerning the Application of the Convention of 1902 Governing the Guardianship of Infants (Netherlands v. Sweden), 1958, I.C.J. 55, 90 (fallo de 28 de noviembre) (voto particular de J. Lauterpacht).





� "Public" (pública) significa "of or pertaining to the people as a whole;  belonging to, affecting, or concerning the community or nation" [de la población o perteneciente a la población en su conjunto;  que pertenece, afecta o concierne a la comunidad o nación] y "moral" (moral) significa "Of or pertaining to human character or behavior considered as good or bad;  of or pertaining to the distinction between right and wrong ..." [de la personalidad o comportamiento humano considerado como bueno o malo o correspondiente a esa personalidad o comportamiento;  de o concerniente a la distinción entre bien y mal ...].  Véase New Shorter Oxford English Dictionary, páginas 1827 y 2204.





� Los Estados Unidos señalan que el Comité de Asuntos Económicos de la Sociedad de Naciones presentó un proyecto de convención que incluía una excepción relativa a las "prohibiciones o restricciones impuestas por razones morales o humanitarias o para la supresión del tráfico indebido, siempre que la manufactura y comercio de las mercancías a las que se refieren las prohibiciones estén también prohibidas o sometidas a restricciones en el interior del país".  Véase Abolition of Import and Export Prohibitions and Restriction, Commentary and Preliminary Draft International Agreement drawn up by the Economic Committee of the League of Nations to serve as a Basis for an International Diplomatic Conference, League of Nations Doc. C.E.1.22 1927 II.13, páginas 10 y 15 (1927).  En sus observaciones sobre este proyecto de convención, el Departamento de Estado de los Estados Unidos señaló que la excepción relativa a la moral era "necesaria" porque las "prohibiciones o restricciones impuestas por los Estados Unidos por razones morales o humanitarias o para eliminar el tráfico indebido concernían entre otras cosas a las bebidas alcohólicas, el opio y los estupefacientes, los billetes de lotería, los artículos obscenos e inmorales, [...] [etc.]".  Department of State, The Secretary of State to the Minister in Switzerland (Wilson), in Papers Relating to the Foreign Relations of the United States, 1927, página 257 (1942) (sin cursivas en el original).  En el debate sobre la excepción propuesta, el representante de Egipto preguntó si la excepción relativa a la moral ampararía una prohibición de la importación de billetes de lotería extranjeros.  El Presidente de la Conferencia manifestó que esa prohibición estaría amparada por la excepción relativa a las medidas adoptadas por "razones morales o humanitarias".  International Conference for the Abolition of Import and Export Prohibitions and Restrictions, Proceedings of the Conference, página 110, League of Nations Doc. C.21.M.12. 1928 II.7, página 110 (1928).





� Los Estados Unidos aducen que, por ejemplo, en el examen de la política comercial de Israel de 1999 se señaló que este país mantenía una prohibición a la importación de "billetes o impresos publicitarios para el juego o la lotería" y se indicó que la razón de esta prohibición era la "protección de la moral pública".  Examen de las políticas comerciales - Israel - Informe de la Secretaría, WT/TPR/S/58, cuadro III.8 (1999).  De forma análoga, el examen de la política comercial de Filipinas de 1999 incluía en la lista de limitaciones de la propiedad extranjera las relacionadas con la explotación de los juegos de azar (por ejemplo las apuestas sobre carreras) en un epígrafe que se refería, entre otras cosas, a las limitaciones "por razones de [...] riesgo para la salud y las buenas costumbres".  Examen de las políticas comerciales - Filipinas - Informe de la Secretaría, WT/TPR/S/59, cuadro III.11 (1999).  (El documento no especifica de forma precisa la razón asociada a la restricción de la propiedad en relación con la explotación de los juegos de azar, pero de su contexto puede inferirse razonablemente que la restricción está basada en la "moral" o en "la salud y las buenas costumbres".) Numerosos países prohíben las importaciones de artículos y enseres para el juego basándose en el artículo XX del GATT, aunque no siempre es posible determinar si esas restricciones pretenden ampararse en la relación relativa a la moral o en alguna otra excepción del artículo XX.  Para citar sólo un ejemplo, El Salvador "mantiene prohibiciones de importación para un número limitado de productos, generalmente por razones de salud, seguridad, moral pública o protección del medio ambiente" e incluye en la lista de esos productos los artículos, útiles y enseres para juego.  Véase Examen de las políticas comerciales - El Salvador - Informe de la Secretaría, WT/TPR/S/111, párrafo 50 y cuadro III.5 (2003).





� Programa de Trabajo sobre El Comercio Electrónico, Nota de la Secretaría, 16 de noviembre de 1998, S/C/W/68, párrafo 26.  Aunque no es jurídicamente vinculante, esta observación de la Secretaría confirma una vez más la relación entre las restricciones impuestas al juego y la protección de la moral y el mantenimiento del orden público.





� Véase supra párrafos 3.189 a 3.192.





� Véase supra párrafo 3.266 (en el que se cita la exposición de motivos de la Ley de Lucha contra la Delincuencia Organizada de 1970).





� Véase Bear Stearns, E-Gaming:  A Giant Beyond Our Borders (septiembre 2002), página 1 (sin cursivas en el original).  Véase también Ibid., página 40 (en el que se analiza el ordenamiento jurídico de Antigua y de otros cinco países y se llega a la conclusión de que "aunque esos importantes mercados disponen de algunos de los sitios de juegos en Internet más lucrativos y conocidos, son los que facilitan el menor volumen de información pública.  A nuestro juicio, esta falta de acceso a información aumenta enormemente el perfil de riesgo de la región.  Como hemos declarado ya en el presente informe, consideramos que el mercado del Caribe, en el que creemos que están domiciliados un gran número de operadores, puede representar una amenaza para la seguridad nacional dada la falta de información disponible").





� Informe Final de la NGISC, página 5-1 ("Las apuestas en línea amenazan revolucionar la forma en que los estadounidenses juegan, porque abren la posibilidad de tener acceso directo e individual durante 24 horas a toda la gama de juegos de azar en cada hogar.") Véanse también los argumentos de los Estados Unidos expuestos supra, párrafo 3.18 (analizando la inclusión de los juegos de azar en las actividades inmorales y las preocupaciones en relación con su difusión en los hogares, las escuelas, etc.).





� Véanse supra, párrafos 3.193 y 3.18.





� Véanse supra, párrafos 3.261 y 3.267.





� Informe del Órgano de Apelación en Estados Unidos - Gasolina, páginas 25 y 28.





� Véase por ejemplo, supra, párrafo 3.14.





� Informe del Órgano de Apelación en Corea - Diversas medidas aplicadas a la carne vacuna, párrafo 176 ("No cabe duda de que los Miembros de la OMC tienen el derecho de determinar por sí mismos el nivel de observancia de sus leyes y reglamentos compatibles con la OMC.").





� Como han señalado los Estados Unidos, entre los aspectos que han impedido a los legisladores estadounidenses autorizar el suministro a distancia de servicios de juegos de azar están las preocupaciones mucho más graves en cuanto a la reglamentación que conlleva ese suministro.  Véanse supra los párrafos 3.189 a 3.195, incluidas las preocupaciones relativas a la observancia de la ley y a otros aspectos que se describen en ellos y que llevaron a la promulgación y exigen la aplicación de §§ 1084, 1952 y 1955.  El juego por Internet plantea tan graves dificultades de reglamentación que la Asociación Nacional de Fiscales Generales de los Estados Unidos ("NAAG"), que representa a los funcionarios estatales encargados de hacer cumplir la ley, ha adoptado la medida, poco frecuente, de pedir al Gobierno Federal que promulgue nuevas leyes para hacer más explícitas las restricciones estadounidenses sobre el juego por Internet.  Véase el Informe Final de la NGISC, páginas 5 a 9.  Como la NGISC observó "la posición de la NAAG constituye una postura poco frecuente de la Asociación en apoyo de un aumento de las medidas destinadas a hacer cumplir la ley y de la reglamentación y es un exponente claro de las dificultades de reglamentación que plantea el juego por Internet".  Ibid.





� Informe del Órgano de Apelación en Corea - Diversas medidas aplicadas a la carne vacuna, párrafos 162 a 164.





� California v. Cabazon Band of Mission Indians, 480 U.S. 202 (1987).





� Informe del Órgano de Apelación en Corea - Diversas medidas aplicadas a la carne vacuna, párrafo 162.





� Informe del Órgano de Apelación en Estados Unidos - Camarones, párrafo 177.





� "Talking Points:  Legal Eagle", International Gaming & Wagering Business (enero de 2004), página 10.





� "Aubin, Lemons and Musgrave:  Running Racinos and Raking in Revenue", Public Gaming International (mayo de 2003).





� Véase supra párrafo 3.107.





� Véase la respuesta de los Estados Unidos a la pregunta Nº 44 del Grupo Especial.





� Canadian Broadkastin Corporation, "The Big Gamble", emitido en The Fifth Estate (31 de octubre de 2001).





� Véanse también las respuestas de los terceros a las preguntas formuladas por el Grupo Especial en el anexo C del presente informe.





� Informe del Órgano de Apelación en CE - Equipo informático, párrafo 84.





� Informe del Órgano de Apelación en CE - Productos agrícolas, párrafo 82;  informe del Órgano de Apelación en Canadá - Productos lácteos, párrafos 131 a 133;  informe del Órgano de Apelación en Corea - Diversas medidas aplicadas a la carne vacuna, párrafos 96 y 97.





� Informe del Órgano de Apelación en Estados Unidos - Acero laminado en caliente, párrafo 60.  Con respecto al párrafo 2 del artículo 3 del ESD, véase el informe del Órgano de Apelación en Estados Unidos - Gasolina, página 20.





� Convención de Viena, artículo 31.





� Ibid., párrafo 32.





� Informe del Grupo Especial sobre el asunto Estados Unidos - Artículo 110(5) de la Ley de Derecho de Autor, párrafo 6.45 (las comillas figuran en el texto;  las cursivas se han añadido;  no se reproducen las notas).





� MTN.TCN/7 (MIN), 9 de diciembre de 1988, parte II, párrafo 10.  Véase también la nota de la Secretaría Lista de referencia de sectores, MTN.GNS/W/50, de 13 de abril de 1989.  Según el Canadá, el hecho de que los participantes en la Ronda Uruguay actuaran por medio de la Secretaría del GATT para la preparación de la Lista de Clasificación del documento W/120 -puede decirse que ésta era la forma práctica y eficaz de trabajar de forma concertada sobre la cuestión- no quiere decir, obviamente, que la Lista de Clasificación del documento W/120 no deba considerarse "formulada por las partes" en el sentido del párrafo 2 del artículo 31 de la Convención de Viena.





� Véase la nota de introducción de la Secretaría sobre la Lista de Clasificación del documento W/120.





� Directrices para la consignación en Listas de 1993, párrafo 16 en particular:


El carácter jurídico de las listas y la necesidad de evaluar los compromisos exigen el mayor grado posible de claridad en la descripción de cada sector o subsector consignado.  En general, la clasificación de los sectores y subsectores deberá basarse en la Lista de Clasificación Sectorial de los Servicios, revisada, de la Secretaría.  Al lado de cada uno de los sectores que figuran en la lista de la Secretaría se indica el número correspondiente de la Clasificación Central de Productos (CCP).  Cuando sea necesario perfeccionar una clasificación sectorial, deberá tomarse como base la CCP u otra clasificación internacionalmente reconocida (por ejemplo, el Anexo sobre Servicios Financieros).  La versión más reciente de la CCP, con notas explicativas para cada subsector, se recoge en la Clasificación Central Provisional de Productos de las Naciones Unidas.





Ejemplo:  Un Miembro desea indicar una oferta o un compromiso en el subsector de servicios de levantamiento de mapas.  En la lista de la Secretaría este servicio figuraría bajo el epígrafe general "Otros servicios prestados a las empresas", en el apartado "Servicios conexos de consultores en ciencia y tecnología" (véase el apartado 1.F.m).  Si se consulta la CCP, pueden encontrarse los servicios de levantamiento de mapas en el número correspondiente de esa clasificación (86754).  En su oferta/lista el Miembro habría, pues, de consignar ese subsector en la sección de su lista titulada "Otros servicios prestados a las empresas" de la siguiente manera:





Servicios de levantamiento de mapas (86754)





Si un Miembro desea utilizar su propia clasificación o definiciones subsectoriales, deberá indicar la correspondencia con la CCP en la forma indicada en el ejemplo citado supra.  De no ser posible, deberá dar una definición suficientemente detallada para evitar toda ambigüedad en cuanto al alcance del compromiso.





� Ibid., párrafo 1.  Véase también el informe del Grupo Especial sobre el asunto CE - Banano III (Estados Unidos), párrafo 7.289 en el que declara que "en las negociaciones de la Ronda Uruguay, los participantes aceptaron ceñirse a un conjunto de Directrices para la consignación de compromisos específicos en listas, en el marco del AGCS".





� Véase supra, nota 508.





� El ESD es uno de los Acuerdos Comerciales Multilaterales vinculantes para todos los Miembros:  Acuerdo sobre la OMC, párrafo 2 del artículo II.





� ESD, párrafo 3 f) ii) del artículo 22.  Este precepto invalida la afirmación de los Estados Unidos de que la Lista de Clasificación del documento W/120 es sólo parte de la historia de la negociación del AGCS, por lo que sólo puede constituir un medio de interpretación complementario de conformidad con el artículo 32 de la Convención de Viena, y apoya el argumento de que la Lista de Clasificación del documento W/120 reúne las condiciones para ser considerada un "acuerdo" en el sentido del párrafo 2 a) del artículo 31 de la Convención de Viena.





� Con respecto a los servicios de informática y servicios conexos, figura en la Lista de los Estados Unidos la siguiente indicación:  "(MTN.GNS/W/120 a) - e), excepto sistemas de reserva informatizados de líneas aéreas)".  Con respecto a los servicios editoriales, se hace la siguiente indicación:  "(Únicamente parte de la categoría que figura en el documento MTN.GNS/W/120:  'r) Servicios editoriales y de imprenta')".  GATS/SC/90, páginas 48 y 56.





� Véase Lista de los Estados Unidos, página 67.  A la entrada "Servicios relacionados con el medio ambiente" sigue la nota 19 que dispone que "en cada uno de los subsectores que se indican a continuación, los compromisos de los Estados Unidos quedan limitados a las siguientes actividades:  [...]".





� Lista de los Estados Unidos, página 89.  A continuación del epígrafe "Servicios de hospital y otros establecimientos de atención sanitaria" figura la siguiente definición:  "Propiedad directa y gestión y explotación por contrato de tales establecimientos, a comisión".





� Véase el tercer párrafo del preámbulo del AGCS.  Véase también el párrafo 1 del artículo XIX del AGCS.





� Informe del Órgano de Apelación en CE - Equipo informático, párrafo 109.





� Ibid., párrafos 84 y 109.





� Informe del Órgano de Apelación en CE - Equipo informático, párrafo 89.





� Véase el Documento de la USITC, página viii.  El Canadá señala a la atención del Grupo Especial el argumento de los Estados Unidos de que este documento carece de trascendencia jurídica puesto que el fin expreso de la correspondencia establecida en el documento es únicamente "facilitar la comparación de la Lista de los Estados Unidos con las Listas de otros países".  A juicio del Canadá esa declaración es incompleta desde el punto de vista de los hechos e inexacta desde el punto de vista jurídico.  En la parte pertinente del documento se dice, en la página viii:





Para facilitar la comparación de la Lista de los Estados Unidos con las Listas de otros países, la USITC ha establecido una correspondencia que demuestra las relaciones entre los sectores que figuran en la Lista de los Estados Unidos, los sectores identificados en la Lista de Clasificación Sectorial de los Servicios de la Secretaría del GATT y los sectores definidos y enumerados en la Clasificación Central de Productos de las Naciones Unidas (CPC).  Se pidió a los países que, al preparar sus listas nacionales identificaran y definieran los sectores y subsectores de conformidad con la Lista de la Secretaría del GATT [la Lista de Clasificación del documento W/120], que enumera los sectores y sus correspondientes números de la CPC.  De conformidad con ello, las Listas de otros países hacen frecuentemente referencia expresa a los números de la CPC.  En la Lista de los Estados Unidos no se hace ninguna referencia explícita a los números de la CPC, pero concuerda en gran medida con la Lista de la Secretaría del GATT.





La concordancia establecida por la USITC sirve para aclarar cómo concuerdan entre sí las referencias a los sectores de servicios de la Lista de la Secretaría del GATT, el Sistema de la CPC y la Lista de los Estados Unidos [...].


El Canadá sostiene que esa declaración de la USITC (un organismo federal) que "[a] instancia de la Oficina del Representante de los Estados Unidos para las Cuestiones Comerciales [...] ha asumido la responsabilidad de mantener y actualizar, cuando sea necesario, la [Lista de los Estados Unidos]" tiene eficacia probatoria y es un factor que confirma otras pruebas de que hay una estrecha correspondencia entre los compromisos específicos de los Estados Unidos, la Lista de Clasificación del documento W/120 y los números de la CPC a que se hace referencia en ella (Ibid., página vii).  En Chile - Bebidas alcohólicas, párrafo 7.119, el Grupo Especial observó que las declaraciones formuladas por un gobierno en contra de intereses de la OMC son las que tienen mayor eficacia probatoria.





� Véase la Lista de los Estados Unidos, página 93.  Según el Canadá, es evidente que, en el caso de este compromiso específico, los Estados Unidos siguieron la clasificación de la Lista de Clasificación del documento W/120.  El subsector 10.D de la Lista de Clasificación del documento W/120 se titula "Servicios deportivos y otros servicios de esparcimiento".  La consignación de los Estados Unidos correspondiente al subsector 10.D es "Otros servicios de esparcimiento (excepto los deportivos)".  La conclusión lógica es que los servicios de esparcimiento, excepto los deportivos, en el sentido del subsector 10.D de la Lista de Clasificación del documento W/120, han sido incluidos en la Lista de los Estados Unidos.  La utilización casi exclusiva por los Estados Unidos de definiciones de diccionarios como base de la interpretación de este compromiso específico y en particular de los términos "excepto los deportivos" constituye de hecho un intento de que el Grupo Especial interprete los compromisos específicos al margen de su contexto, en contra de lo dispuesto por el párrafo 2 del artículo 3 del ESD y las reglas de interpretación de la Convención de Viena.  A este respecto, merece la pena recordar la observación del Órgano de Apelación de que los diccionarios no son formulaciones concluyentes respecto de la definición de las palabras que figuran en los acuerdos e instrumentos jurídicos.  Informe del Órgano de Apelación en Estados Unidos - Ley de compensación (Enmienda Byrd), párrafo 248.





� Véase WT/DSB/M/151, página 12.





� Informe del Grupo Especial sobre el asunto Estados Unidos - Artículo 301 de la Ley de Comercio Exterior, párrafos 7.115, 7.121 y 7.125.





� WT/DS285/2, párrafo 2.





� De conformidad con el párrafo 3 a) del artículo I del AGCS "en cumplimiento de sus obligaciones y compromisos en el marco del Acuerdo, cada Miembro tomará las medidas razonables que estén a su alcance para lograr su observancia por los gobiernos y autoridades regionales y locales y por las instituciones no gubernamentales existentes en su territorio".





� Informe del Órgano de Apelación en CE - Banano III, párrafo 220.





� Véase también el informe del Órgano de Apelación en CE - Banano III (Estados Unidos), párrafo 7.281, en el que el Grupo Especial reconoció que "los redactores adoptaron deliberadamente las expresiones 'que afecten' y 'suministro de un servicio' para asegurar que las disciplinas del AGCS comprendiesen cualquier medida que influyese en las condiciones de la competencia del suministro de un servicio, independientemente de que esa medida rigiese directamente el suministro del servicio o le afectase indirectamente".





� Informe del Grupo Especial sobre el asunto CE - Banano III (Estados Unidos), párrafos 7.287 y siguientes.





� Informe del Órgano de Apelación en CE - Equipo informático;  informe del Órgano de Apelación, Canadá - Productos lácteos;  informe del Órgano de Apelación en Corea - Diversas medidas aplicadas a la carne vacuna.





� Informe del Grupo Especial sobre el asunto Corea - Diversas medidas aplicadas a la carne vacuna;  informe del Grupo Especial sobre el asunto Corea - Contratación pública.





� Las Comunidades Europeas señalan que este informe ha sido citado en todos los informes posteriores que se han ocupado del tema y las constataciones establecidas en él en relación con la interpretación de las Listas que han sido confirmadas en todos ellos.





� Informe del Órgano de Apelación en CE - Equipo informático, párrafo 84.





� MTN.GNS/W/164 y Add.1;  informe del Grupo Especial sobre el asunto CE - Banano III (Estados Unidos), WT/DS27/R, párrafo 7.289.





� MTN.GNS/W/164, párrafos 1 y 16.





� Párrafo 1 del artículo 31 de la Convención de Viena.





� New Shorter Oxford English Dictionary (sin cursivas en el original), New York, Oxford University Press, 1993.





� Se trata de Merriam-Webster's Collegiate Dictionary, décima edición, 2001.





� Webster's New World Dictionary of American English, V. Neufeldt y D. B. Guralnik eds., New York, Simon & Schuster, 1993, 3rd college ed., página 1297.





� Las Comunidades Europeas señalan que en la medida en que el sentido a que se refieren los Estados Unidos pueda considerarse un "sentido especial" de conformidad con el párrafo 4 del artículo 31 de la Convención de Viena, sólo se dará ese sentido especial al término "deportivos" "si consta que tal fue la intención de las partes" (la carga de la prueba incumbe a la parte que afirma ese sentido especial).





� Véase supra, párrafo 3.45.





� Según las Comunidades Europeas, una razón por la que el subsector 10.D es la categoría adecuada para clasificar en ella los servicios de juegos de azar y apuestas consiste en que los propios Estados Unidos han indicado que consideran que el código 964 de la CPC está comprendido en realidad dentro del subsector 10.D (véase el Documento de la USITC).





� Informe del Órgano de Apelación en el asunto CE - Equipo informático, párrafo 82.





� Informe del Grupo Especial sobre el asunto CE - Banano III (Estados Unidos), párrafo 7.289.





� MTN.GNS/W/164, página 1, nota 1.





� Informe del Órgano de Apelación en CE - Equipo informático, párrafo 82.





� Las Comunidades Europeas señalan que, de forma análoga al GATT de 1994, el AGCS tiene también como fin "promover los intereses de todos los participantes sobre la base de ventajas mutuas" y la "liberalización progresiva" (párrafos segundo y tercero del preámbulo).





� MTN.GNS/W/164, página 7, párrafo 16 in fine.





� Comunicación de los Estados Unidos de América, Draft Final Schedule of the United States of America concerning Initial Commitments, MTN.GNS/W/112/Rev.3, 7 de diciembre de 1993.





� Comunicación de los Estados Unidos de América, oferta condicional revisada de los Estados Unidos de América en materia de compromisos iniciales, MTN.GNS/W/112/Rev.2, de 1º de octubre de 1993, página 1.





� Véase supra, párrafo 4.8.





� Informe del Órgano de Apelación en CE - Banano III, párrafo 227;  informe del Grupo Especial sobre el asunto Canadá - Automóviles, párrafos 10.248, 10.285 y 10.289.





� De forma análoga a lo que establece el artículo III del GATT de 1994 (véase el informe del Órgano de Apelación en CE - Amianto, párrafos 98 y 99, en el que se remite al informe del Órgano de Apelación en Japón - Bebidas alcohólicas II, párrafos 109 y 110).





� Informe del Grupo Especial sobre el asunto Canadá - Automóviles, párrafo 10.307.





� S/C/M/59, párrafos 20 a 39.





� Véase supra, párrafo 4.9.





� En cambio, el Taipei Chino dio respuesta a diversas preguntas formuladas por el Grupo Especial (véase el anexo C).





� Véase, por ejemplo, Antigua and U.S. Disagree on Dispute Panel (Antigua y los Estados Unidos no están de acuerdo sobre el grupo especial que se ocupará de la diferencia), Online Casino News - Agosto de 2003, en http://www.casinomeister.com/news/sept2003.html ("Cuando se frustró esta vía por incapacidad de llegar a un acuerdo sobre la composición del grupo especial, el negociador principal de Antigua, Sir Ronald Sanders, acusó a los estadounidenses de ser responsables de la falta de progresos, diciendo que "la Secretaría de la OMC nos presentó dos listas de personas, la mayor parte de las cuales fue rechazada por los Estados Unidos sobre la base de que no les gustaba lo que alguien había dicho acerca de ellas o escrito sobre ellas, o lo que fuere'"));  U.S. Loses Preliminary Ruling in Review By WTO Internet Gambling Restrictions (Los Estados Unidos no obtiene la resolución preliminar solicitada en el examen por la OMC de las restricciones a los juegos de azar por Internet), WTO Reporter, 12 de noviembre de 2003 ("El Embajador de Antigua en Londres, Sir Ronald Sanders, que representa a ese país ante la OMC, acogió con satisfacción la decisión preliminar de 10 de noviembre como 'un hecho positivo' y dijo que el Grupo Especial ya ha avanzado en su labor."));  WTO Panel Concludes First Hearing of Antigua-United States Dispute (Grupo Especial de la OMC concluye la primera audiencia en la diferencia entre Antigua y los Estados Unidos), en el sitio Web del Gobierno de Antigua y Barbuda, http://www.antigua-barbuda.com/busnss_politics/body_wto_firsthearing.html ("El Representante Principal para las Relaciones Exteriores del Estado del Caribe, Sir Ronald Sanders, expresó el viernes que "ésta ha sido una batalla larga y desigual, pero hasta el momento hemos superado todos los obstáculos, entre ellos el intento de los Estados Unidos de impedir el establecimiento del Grupo Especial, luego el hecho de no ponerse de acuerdo con nosotros sobre la composición del Grupo Especial, y por último el hecho de que hubieran presentado una comunicación en la que se negaba la existencia de una diferencia, que fue desestimada por el Grupo Especial.")).





� Véase, por ejemplo, Antigua Claims Victory Over US in Gaming Dispute, por R. Waddington, Reuters, 24 de marzo de 2004, localizado en http://msnbc.msn.com/id/4594859/;  WTO Ruling Said To Open U.S. To Internet Gaming, por Scott Miller del Wall Street Journal, publicado por Dow Jones Newswires el 24 de marzo de 2004.





� Véase WTO Panel Rules Against United States in Internet Gambling:  What Does it Mean?  Por Kay Georgi y Philippe Vlaemminck, Coudert Brothers.





� Observaciones de Antigua y Barbuda sobre la solicitud de los Estados Unidos de reexamen de aspectos precisos del informe provisional, 16 de abril de 2004.





� Pregunta Nº 5 del Grupo Especial.


� WT/DS285/2, 13 de junio de 2003 (en adelante denominada "solicitud de establecimiento del Grupo Especial").  Véase la solicitud de resoluciones preliminares que figura en el anexo B.





� El Grupo Especial observa que, en la solicitud de establecimiento del Grupo Especial, Antigua sostuvo que se infringió el artículo VIII del AGCS, párrafos 1 y 5.  Sin embargo, Antigua no insistió en esa alegación durante las actuaciones del Grupo Especial.





� Véanse, por ejemplo, los informes del Órgano de Apelación sobre Estados Unidos - Gasolina, página 21;  CE - Hormonas, párrafo 181;  India - Patentes (EE.UU.), párrafo 45 y Estados Unidos - Camarones, párrafo 114.





� Informe del Órgano de Apelación sobre Estados Unidos - Camisas y blusas, página 17.





� Informe del Grupo Especial sobre Turquía - Textiles, párrafo 9.57.  Véase también el informe del Grupo Especial sobre Argentina - Textiles y prendas de vestir, párrafos 6.34-6.40.





� (nota original) El "asunto debatido" es el "asunto sometido al OSD" de conformidad con el artículo 7 del ESD.





� Informe del Órgano de Apelación sobre Estados Unidos - Camisas y blusas, página 23.





� Informe del Órgano de Apelación sobre Estados Unidos - Camisas y blusas, página 22.  (no se reproduce la nota de pie de página)





� Informe del Órgano de Apelación sobre Australia - Salmón, párrafo 223.





� Shorter Oxford English Dictionary, 2002.





� Shorter Oxford English Dictionary, 2002.





� A. Cabot y L. V. Csoka, What is Gambling?, en Internet Gambling Report, sexta edición, ed. por M. Balestra, River City Group, Estados Unidos, 2003, página 14.





� A. Cabot, Traditional Versus Internet Gambling, en Internet Gambling Report, sexta edición, ed. por M. Balestra, River City Group, Estados Unidos, 2003, página 39.





� Antigua señala que, en relación con los casinos, estos juegos se consideran, en la mayoría de los casos parte de una categoría más amplia de "juegos de mesa" que también incluye los juegos de selección al azar, como la ruleta o el "crap".





� (nota original) Véase, por ejemplo, www.intertops.com;  � HYPERLINK "http://www.wsex.com" ��www.wsex.com�.





� (nota original) Véase, por ejemplo, www.gamebookers.com;  www.bingomania.net.





� Primera comunicación escrita de Antigua, párrafos 25, 39-40.





� Respuesta de Antigua a la pregunta Nº 33 del Grupo Especial.





� Segunda comunicación escrita de los Estados Unidos, párrafos 26-27.





� Respuesta de los Estados Unidos a la pregunta Nº 35 del Grupo Especial.





� Por ejemplo, los Estados Unidos dicen que "Las personas que no estén dedicadas al negocio de los juegos de azar pueden transmitir apuestas casuales o sociales por cualquier medio, siempre y cuando ello esté permitido por la ley del Estado de que se trate;  Los servicios de quiniela o apuestas mutuas pueden intercambiar datos contables e imágenes necesarias para permitir que un hipódromo ubicado fuera de los Estados Unidos ofrezca la posibilidad de hacer apuestas mutuas sobre las carreras hípicas de los Estados Unidos (y viceversa), siempre y cuando esos juegos de azar sean lícitos en las jurisdicciones de quienes envían esa información y quienes la reciben;  Los proveedores de servicios de relación riesgo-ganancia y hándicap (por ejemplo, las personas que asignan los hándicap en las carreras de caballos), así como otros servicios informativos sobre juegos de apuestas pueden suministrar esos servicios siempre que la forma de juego de azar a la que contribuyen sea lícita en las jurisdicciones de quienes envían la información y quienes la reciben;  Se pueden ofrecer en sitios de Internet juegos en los que no se hacen apuestas en dinero real (y son muchos los que lo hacen);  Cualquier otro servicio de juegos de azar que no consista en la transmisión de una apuesta es lícito en la medida indicada en 18 U.S.C. § 1084(b), siempre y cuando no contravenga las leyes estatales en la jurisdicción de los Estados Unidos en que se encuentre el consumidor."  Segunda comunicación escrita de los Estados Unidos, párrafos 26-27.





� El Grupo Especial analiza en la sección VI.B de este informe el valor jurídico de las Directrices para la consignación en Listas de 1993 para la interpretación del AGCS.





� Consignación en listas de los compromisos iniciales en la esfera del comercio de servicios:  Nota explicativa, MTN.GNS/W/164, 3 de septiembre de 1993, párrafos 18-19.





� Véanse la Primera comunicación escrita de los Estados Unidos, párrafo 7, y la Respuesta de los Estados Unidos a la pregunta Nº 42 del Grupo Especial.





� Estados Unidos - Lista de compromisos específicos, GATS/SC/90, 15 de abril de 1994 (en adelante denominada la "Lista de los Estados Unidos").





� Primera comunicación escrita de Antigua, párrafos 160-162.





� Primera comunicación escrita de los Estados Unidos, párrafos 59-62.





� Lista de Clasificación Sectorial de los Servicios, Nota de la Secretaría, MTN.GNS/W/120, 10 de julio de 1991 (en adelante denominada el "documento W/120").





� Primera comunicación escrita de Antigua, párrafos 160-162.





� Comunicación de los Estados Unidos de América, Draft Final Schedule of the United States of America Concerning Initial Commitments (Proyecto de lista final de compromisos iniciales de los Estados Unidos de América), MTN.GNS/W/112/Rev.3, 7 de diciembre de 1993.





� Primera comunicación escrita de Antigua, párrafos 164-178;  Primera declaración oral de Antigua, párrafos 27-32.





� Primera comunicación escrita de los Estados Unidos, párrafos 63-67.





� Primera comunicación escrita de los Estados Unidos, párrafos 68-76;  Primera declaración oral, párrafos 23-41.





� United States International Trade Commission, US Schedule of Commitments under the General Agreement on Trade in Services - With explanatory material prepared by the U.S.  International Trade Commission (en adelante denominado el "Documento de la USITC"), de mayo de 1997.





� Primera comunicación escrita de los Estados Unidos, párrafo 66 y nota 90;  Respuesta de los Estados Unidos a la pregunta Nº 2 del Grupo Especial;  Segunda declaración oral de los Estados Unidos, párrafos 7-9.





� Segunda declaración oral de los Estados Unidos, párrafos 10-11.





� Segunda comunicación escrita de los Estados Unidos, párrafo 15.





� Lista de los Estados Unidos, páginas 61-62 (extracto).





� Informe del Órgano de Apelación sobre CE - Equipo informático, párrafo 84.  El Órgano de Apelación confirmó esta constatación en CEE - Aves de corral, párrafo 81, y Canadá - Productos lácteos, párrafo 31.  El Grupo Especial señala que la Convención de Viena también se usó para interpretar las listas de contratación pública.  En Corea - Contratación pública (párrafo 7.9), el Grupo Especial, tomando nota de la jurisprudencia pertinente del Órgano de Apelación y del hecho de que, con arreglo al párrafo 12 del artículo XXIV del ACP, las "Notas, Apéndices y Anexos del [ACP] constituyen parte integrante del mismo", recurrió "a las reglas consuetudinarias de interpretación del derecho internacional público consagradas en la Convención de Viena", "para interpretar" las listas del ACP de la parte contra la que se presentaba la reclamación.





� Sobre este particular, recordamos que el Órgano de Apelación, en su informe sobre CE - Banano III, estableció que en las listas agrícolas un Miembro "puede conferir derechos y conceder ventajas, pero no aminorar sus obligaciones", confirmando de esta manera las constataciones contenidas en el informe del Grupo Especial sobre Estados Unidos - Exención relativa al azúcar respecto de las listas arancelarias del GATT.  No vemos ninguna razón para que este principio no se aplique también a las listas del AGCS.  Por consiguiente, creemos que, aunque las listas de servicios se consideran a los efectos de su interpretación como disposiciones de un tratado, deberían cumplir las disposiciones principales del AGCS.





� Los artículos 31 y 32 de la Convención de Viena se reproducen en el párrafo 6.10 de este informe.





� El Grupo Especial señala que el Órgano de Apelación ha establecido un orden para la consideración de los elementos que contiene el artículo 31 de la Convención de Viena.  El Órgano de Apelación declaró que:  "[e]l intérprete de un tratado debe comenzar por centrarse en el texto de la disposición que va a interpretar.  Es precisamente en las palabras de esa disposición, leídas en su contexto, donde ante todo debe buscarse el objeto y fin que persiguen los Estados Partes en el tratado.  Cuando el significado del texto en sí es equívoco o impreciso, cuando se desea la confirmación de la corrección de la lectura del propio texto, conviene inspirarse en el objeto y fin del tratado en su conjunto".  Véase el informe del Órgano de Apelación sobre Estados Unidos - Camarones, párrafo 114.  Véanse también los informes de los Grupos Especiales sobre Estados Unidos - Artículo 301 de la Ley de Comercio Exterior, párrafo 7.22;  India - Patentes (EE.UU.), párrafo 7.18;  y Estados Unidos - Ropa interior, párrafo 7.18;  y el informe del Órgano de Apelación sobre Argentina - Calzado (CE), párrafo 91.





� Véase el informe del Órgano de Apelación sobre Estados Unidos - Gasolina, página 29.  Véanse también los informes del Órgano de Apelación sobre Japón - Bebidas Alcohólicas II, página 13, Estados Unidos - Ropa interior, página 19, Argentina - Calzado (CE), párrafos 81 y 95, Corea - Productos lácteos, párrafo 81, Estados Unidos - Artículo 211 de la Ley de Asignaciones, párrafo 338 y Estados Unidos - Ley de Compensación (Enmienda Byrd), párrafo 271.





� Sinclair, The Viena Convention on the Law of Treaties, Manchester University Press, 2a. edición, 1984, página 120.  Según el párrafo 3 c) del artículo 31 de la Convención de Viena, el Grupo Especial también podía examinar si cualquier otra "norma pertinente de derecho internacional" podía ser aplicable a la interpretación de los términos utilizados en la Lista de los Estados Unidos.  Esto, por ejemplo, podía llevar al Grupo Especial a examinar la Lista de los Estados Unidos a la luz del principio de la interpretación efectiva de los tratados.  Sin embargo, el Grupo Especial se referirá al principio de la interpretación efectiva de los tratados de conformidad con la primera oración del artículo 31.  El Grupo Especial también examinará otros principios de interpretación, como medios complementarios, de acuerdo con el artículo 32 de la Convención de Viena.





� Informe del Órgano de Apelación sobre Estados Unidos - Gasolina, página 29.  Véanse también los informes del Órgano de Apelación sobre Japón - Bebidas alcohólicas II, página 15, Estados Unidos - Ropa interior, página 16, Argentina - Calzado (CE), párrafos 81 y 95, Corea - Productos lácteos, párrafo 81, Estados Unidos - Artículo 211 de la Ley de Asignaciones, párrafo 338 y Estados Unidos - Ley de Compensación (Enmienda Byrd), párrafo 271.





� Informe del Órgano de Apelación sobre Canadá - Productos lácteos, párrafo 135.





� Informe del Órgano de Apelación sobre CE - Equipo informático, párrafo 109.





� Primera comunicación escrita de los Estados Unidos, párrafo 71.





� Primera declaración oral de Antigua, párrafo 30;  Comunicación escrita del Canadá, párrafo 23 y nota 30;  Comunicación escrita de las Comunidades Europeas, párrafos 26 a 33.





� The Shorter Oxford English Dictionary, 1993.  (las cursivas figuran en el original)





� Merriam-Webster Dictionary Online, que se encuentra en � HYPERLINK "http://www.m-w.com/cgi-bin/dictionary" ��http://www.m-w.com/cgi-bin/dictionary�, consultado el 11 de noviembre de 2003.





� The Oxford English Dictionary, volumen X (1938).  El Suplemento del Oxford English Dictionary, volumen IV (1986) dice con respecto a sporting man (hombre deportivo):  "[A]lso used in other collocations referring to low gaming and betting""([T]ambién usado en otras combinaciones con referencia a juegos de azar y apuestas reprensibles.)





� Collier’s Dictionary, 1977.





� Chambers Online Reference, en � HYPERLINK "http://.chambersharrap.co.uk/chambers/chref/chref.py/main" ��http://.chambersharrap.co.uk/chambers/chref/chref.py/main�, consultado el 14 de noviembre de 2003.





� The American Heritage Dictionary, edición en línea;  en http://www.bartleby.com, consultado el 14 de noviembre de 2003.





� Respuesta de los Estados Unidos a la pregunta Nº 8 del Grupo Especial.





� Webster's Third New International Dictionary, 1986.





� The Random House Dictionary of the English Language, 2ª edición, 1987.





� Webster's II New Riverside University Dictionary, 1988.





� Encarta World English Dictionary, disponible en http://encarta.msn.com/dictionary_/sporting.html, 2004.





� Merrian-Webster Dictionary Online, op.cit, nota 608.





� Segunda declaración oral de Antigua, párrafo 27;  Comunicación escrita de las Comunidades Europeas, párrafo 30.





� El término "sportif" se define de la siguiente forma:  "adj.  [...]  1.  Propre ou relatif au sport, aux différents sports (perteneciente o relativo al deporte, a los diferentes deportes).  [...]  Qui a un caractère de sport, de compétition (et non de simple exercice) (que tiene el carácter de deporte, de competencia (y no de un simple ejercicio)).  [...]  Mouvementé, tumultueux (agitado, tumultuoso).  [...]  2.  Qui pratique, qui aime le sport (que practica, que le gusta el deporte).  [...] Qui atteste la pratique du sport (que afirma practicar el deporte).  [...]  Qui respecte l'esprit du sport, manifeste de la sportivité (que respeta el espíritu del deporte, que manifiesta deportividad).  [...]."  Le Nouveau Petit Robert – Dictionnaire alphabétique et analogique de la langue française,  Dictionnaires Le Robert, 2002.





� El término "deportivo" se define de la siguiente forma:  "adj.  Perteneciente o relativo al deporte.  2.  Que sirve o se utiliza para practicar un deporte.  3.  Ajustado a normas de corrección semejantes a las que deben observarse en deporte.  4.  Dicho de la ropa y de la forma de vestir:  Cómoda e informal.  [...]  5.  m. automóvil deportivo.  [...]".  Diccionario de la Lengua Española, Real Academia Española, 22ª edición, 2001.





� The Shorter Oxford English Dictionary, 2002 (quinta edición).





� Ibid.





� El Grupo Especial observa que la introducción de la CPC Provisional, por ejemplo, dice que "[l]a CPC es un sistema de categorías que abarcan bienes y servicios y que es a la vez exhaustivo y mutuamente excluyente." Véase Clasificación Central Provisional de Productos, Informes estadísticos, Serie M, Nº 77, Naciones Unidas (1992), página 7.  (sin subrayar en el original)





� Una interpretación basada principalmente en el sentido corriente, sin recurrir a la CPC o a cualquier definición sui generis, daría lugar a diversas preguntas como:  ¿Qué abarcarían los "servicios de espectáculos" (10.A), además del teatro, las bandas y orquestas y los circos?  ¿Cuáles serían exactamente los "otros servicios culturales" en 10.C? ¿Cómo y dónde trazar el "límite" entre 10.A y 10.C?  ¿Cuál es la diferencia entre "de espectáculos" (10.A) y "de esparcimiento" (10.D), en la medida en que ambas expresiones son en buena medida sinónimas?  Por ejemplo, ¿en cuáles de los cinco subsectores del sector 10 se incluirían las discotecas, los parques de atracciones, los servicios que proporcionan los compositores y los escultores y los parques zoológicos?  ¿Cómo podría garantizarse una clara separación entre el sector 10 y otros sectores y subsectores del documento W/120, como los servicios audiovisuales?





� Pregunta Nº 7 del Grupo Especial.


� Respuesta de los Estados Unidos a la pregunta Nº 7 del Grupo Especial.





� Informe Final de la Comisión Nacional de Estudios de Impacto sobre los Juegos de Azar en los Estados Unidos (en adelante denominado Informe Final de la NGISC), 18 de junio de 1999, página 1-1.





� Commission on the Social and Economic Impact of Pathological Gambling, Committee on Law and Justice, Commission on Behavioral and Social Sciences and Education, National Research Council, Pathological Gambling:  a Critical Review, (1999), página 1.





� Respuesta de los Estados Unidos a la pregunta Nº 7 del Grupo Especial.





� Informes del Órgano de Apelación sobre Canadá - Aeronaves civiles, párrafo 153 y sobre CE -Amianto, párrafo 92.





� Informe del Órgano de Apelación sobre Estados Unidos - Ley de Compensación (Enmienda Byrd), párrafo 248.





� Informe del Órgano de Apelación sobre CE - Equipo informático, párrafo 89.





� Primera declaración oral de los Estados Unidos, párrafo 31.





� Informe del Grupo Especial sobre Estados Unidos - Artículo 110(5) de la Ley de Derecho de Autor, párrafo 6.45.





� (nota original) Sinclair, The Vienna Convention on the Law of Treaties, Manchester University Press, segunda edición, 1984, página 129.





� (nota original) Yasseen, L’interprétation des traités d’aprés la Convention de Vienne sur le Droit des Traités, op. cit., página 37;  citado por Sinclair, op. cit., página 129.





� (nota original) "Il y a ici une certaine notion de contemporanéité, l'un ou l'autre peut être concomitant à cette conclusion, mais il peut la précéder ou la suivre sans s'en éloigner trop.  Cette condition est justifiée par l'idée même du contexte." Véase:  Yasseen, op. cit., párrafo 16, página 38.





� (nota original) Sinclair, op. cit., 129.  Sinclair cita el ejemplo del Consejo de Europa en que los expertos gubernamentales encargados de la tarea de negociar y formular una convención internacional sobre un determinado tema redactaron, paralelamente al texto de la convención, un informe explicativo en el que se establece el marco de redacción y los antecedentes de la convención, y en el que se ofrece a continuación un comentario del texto artículo por artículo.  El informe explicativo fue objeto de un acuerdo unánime de los expertos gubernamentales encargados de redactar el texto de la convención y fue adoptado al mismo tiempo que el texto de la convención.





� Directrices para la consignación en Listas de 1993, párrafo 1.





� Directrices para la consignación en Listas de 1993, página 9.





� En el párrafo 1 de las Directrices para consignación en Listas de 1993 se dice que "las aclaraciones [respecto de las dudas que es más probable que se planteen a las personas encargadas de consignar en listas los compromisos] no deben entenderse como una interpretación jurídica autorizada del AGCS".





� Primera comunicación escrita de las Comunidades Europeas, párrafo 68.





� En la Conferencia Ministerial de Montreal de 1988, los Ministros acordaron que la labor futura en las negociaciones sobre los servicios debía incluir la "compilación por parte de la Secretaría, para febrero de 1989, de una lista de referencia de sectores.  Este proceso podría contar con la ayuda de comunicaciones de los participantes" (MTN.TNC/7(MIN), parte II).  Las Directrices para la consignación en Listas de 1993 fueron preparadas por la Secretaría "en respuesta a las solicitudes recibidas de los participantes" (MTN.GNS/W/164, nota 1).





� Hay diversos casos en los que las Directrices para la consignación en Listas de 1993 son calificadas de directrices "acordadas".  Véase, por ejemplo, el documento informal para el Grupo de Negociaciones sobre Servicios, Verificación de listas de compromisos y exenciones NMF - Declaración de apertura, 10 de febrero de 1994, párrafo 2 (sin cursivas en el original) y CE - Banano III, párrafo 7.289.  En cambio, la nota explicativa sobre la enumeración de las exenciones relativas a la NMF, que fue redactada y examinada al mismo tiempo, ha seguido siendo un documento informal porque los Miembros nunca le prestaron su acuerdo (véase Enumeración de las exenciones de las obligaciones del artículo II - Nota explicativa de la Secretaría, documento sin signatura Nº 2061, 15 de septiembre de 1993).





� Sinclair, The Vienna Convention on the Law of Treaties, Manchester University Press, segunda edición, 1984, página 129.





� El Grupo Especial observa que la inmensa mayoría de las listas del AGCS se basan en el documento W/120, aunque no lo indican explícitamente:  se ajustan a su estructura, encabezamientos y claves, con pequeñas variaciones en muy pocos casos.  Solamente tres listas no siguen la estructura general del documento W/120;  sin embargo, incluso en esos casos, es posible encontrar algunos "rastros" de ese documento, por ejemplo a nivel de los subsectores.  Sólo seis listas contienen una referencia explícita al documento W/120.  El Grupo Especial señala también que la mayoría de los Miembros optaron por hacer referencia a los números de la CPC para definir el alcance de sus compromisos:  i) solamente en 17 listas se usó un enfoque distinto del de la CPC;  ii) en unas pocas listas se empleó un método "mixto", es decir que hay números de la CPC para algunos sectores únicamente.  El uso sistemático de referencias al documento W/120 y la CPC es todavía más manifiesto en los casos de los 20 Miembros que se adhirieron desde la terminación de la Ronda Uruguay.  Si se estudian sus listas, se puede ver que todas se basan en el documento W/120 y que, salvo una, en todas se usan referencias a la CPC.





� La disposición en cuestión dice:  "a los efectos del presente párrafo [es decir, el párrafo 3, relativo a la suspensión de concesiones], se entiende por "sector":  … ii) en lo que concierne a servicios, un sector principal de los que figuran en la versión actual de la "Lista de Clasificación Sectorial de los Servicios" en la que se identifican esos sectores".  Una nota al inciso ii) dice que "[e]n la lista que figura en el documento MTN.GNS/W/120 se identifican 11 sectores" y los enumera.





� Consignación en listas de los compromisos iniciales en la esfera del comercio de servicios:  Nota explicativa, MTN.GNS/W/164 (3 de septiembre de 1993) (en adelante denominadas "Directrices para la consignación en Listas de 1993"), párrafo 15.  El mismo requisito figura en las Directrices para la consignación en listas de los compromisos específicos en el marco del Acuerdo General sobre el Comercio de Servicios (AGCS), adoptadas por el Consejo del Comercio de Servicios el 23 de marzo de 2001, S/L/92 (28 de marzo de 2001) (en adelante denominadas "Directrices para la consignación en Listas de 2001"), párrafo 22.





� Párrafo 16 del documento W/164.





� Párrafo 1 del documento W/164.





� Véase supra, párrafo 4.32.





� Primera comunicación escrita de los Estados Unidos, párrafos 64-65.





� Informe del Órgano de Apelación sobre CE - Equipo informático, párrafo 109.  Véase también el razonamiento similar seguido por el Órgano de Apelación en Canadá - Productos lácteos, párrafo 139, cuando se ocupó de los compromisos unilaterales contraídos por el Canadá en sus Listas sobre la agricultura.





� Véase supra, párrafo 6.87.





� Comunicación escrita de las Comunidades Europeas, párrafos 44-60.





� Primera comunicación escrita de los Estados Unidos, párrafos 75 y 71.





� En particular, la respuesta de los Estados Unidos a la pregunta Nº 8 del Grupo Especial.





� Primera comunicación escrita de los Estados Unidos, párrafo 65, donde se hace referencia al informe del Órgano de Apelación sobre CE - Equipo informático, párrafos 109-110.





� Véase infra la sección que se ocupa de la práctica de los Estados Unidos – El Documento de la USITC, y particularmente el párrafo 6.132.





� Con respecto a "Servicios de informática y servicios conexos", la Lista de los Estados Unidos contiene la siguiente aclaración:  "MTN.GNS/W/120 a)-e), excepto sistemas de reserva informatizados de líneas aéreas)." Con referencia a "Servicios editoriales", aparece la siguiente aclaración:  "(únicamente parte de la categoría que figura en el documento MTN.GNS/W/120:  'r) servicios editoriales y de imprenta'".





� El grupo "Servicios relacionados con el medio ambiente" va seguido de la nota 19, que dice que "[e]n cada uno de los subsectores que se indican a continuación los compromisos de los Estados Unidos quedan limitados a las siguientes actividades:  […]".





� Lista de los Estados Unidos, página 69.





� Lista de los Estados Unidos, página 89.  El título "Servicios de hospital y otros establecimientos de atención sanitaria" va seguido de la siguiente aclaración:  "Propiedad directa y gestión y explotación por contrato de tales establecimientos, a comisión".





� Respuesta de los Estados Unidos a la pregunta Nº 5 del Grupo Especial.  (las cursivas figuran en el original)





� Respuesta de los Estados Unidos a la pregunta Nº 6 del Grupo Especial.





� Informe del Órgano de Apelación sobre CE - Equipo informático, párrafo 82.





� Informe del Órgano de Apelación sobre CE - Equipo informático, párrafo 86.  Véase también el informe del Órgano de Apelación sobre Canadá - Productos lácteos, párrafos 138-139.





� "El artículo 32 se limita a dar ejemplos de los principales medios de interpretación complementarios.  […] Hay otros varios medios de interpretación que a menudo se basan en el sentido común o las reglas de la gramática, aunque no siempre es fácil distinguirlos de técnicas jurídicas conocidas".  Aust A., Modern Treaty Law and Practice, Cambridge University Press, 2000, página 200.  Véanse también Elias T. O., The Modern Law of Treaties, Sÿthoff Publishers, Leiden, 1974, página 80 y Sir R. Jennings y Sir Arthur Watts, Oppenheim's International Law, Longman Publishers, Harbour, novena edición, 1996, páginas 1275-1282.





� Comunicación de los Estados Unidos de América, Draft Final Schedule of the United States of America Concerning Initial Commitments, MTN.GNS/W/112/Rev.3, 7 de diciembre de 1993.





� Comunicación de los Estados Unidos de América, Oferta condicional revisada de los Estados Unidos de América en materia de compromisos iniciales, MTN.GNS/W/112/Rev.2, 1º de octubre de 1993.  La nota introductoria no aparece ni en el primer ni en el segundo proyecto de listas distribuidos por los Estados Unidos.  Véanse Comunicación de los Estados Unidos de América, Oferta condicional de los Estados Unidos de América en materia de compromisos iniciales, MTN.GNS/W/112, 13 de noviembre de 1990, y Comunicación de los Estados Unidos de América, Oferta condicional revisada de los Estados Unidos de América en materia de compromisos iniciales, MTN.GNS/W/112/Rev.1, 21 de enero de 1992.





� Comunicación de los Estados Unidos de América, Schedule of the United States Concerning Initial Commitments on Trade in Services, MTN.GNS/W/112/Rev.4, 15 de diciembre de 1993.  Este documento se distribuyó en versión impresa únicamente.





� El Grupo Especial observa que varios de los proyectos de listas definitivas que se presentaron entre octubre y diciembre de 1993 empezaban con una nota introductoria en la que los Miembros daban algunas indicaciones sobre el contenido de sus listas y/o las condiciones a que estaba sujeta su distribución.  La decisión de eliminar esas notas parece haberse tomado durante el proceso de verificación de las listas que se produjo entre enero y marzo de 1994 pero, como ese proceso fue en su mayor parte informal, no ha sido posible encontrar una fuente escrita que confirme este punto.





� Este proceso se anunció en el aerograma GATT/AIR/3544, de fecha 14 de enero de 1994 (Ronda Uruguay:  Grupo de Negociaciones sobre Servicios - Acuerdo General sobre el Comercio de Servicios:  Verificación de las Listas de compromisos y de exenciones del trato NMF):  "conforme a lo anunciado por el Presidente del GNS en la reunión celebrada por el Grupo el 11 de diciembre de 1993 y a lo acordado por el Grupo, se establecerá un proceso de verificación de las listas de compromisos en materia de servicios y de las listas de exenciones del trato NMF, según se expone a continuación.  Cabe destacar que, habiendo concluido las negociaciones sobre servicios, el objeto de este proceso no es modificar el contenido sustantivo de las listas de compromisos y de exenciones sino confirmar la exactitud técnica de las mismas".  Además, durante una reunión informal celebrada el 11 de diciembre de 1993, el Presidente del GNS había dicho que, después del 15 de diciembre de 1993, las "listas de compromisos y de exenciones no se pueden modificar ni retirar en ninguna forma que altere los resultados de las negociaciones.  Solamente se podrán incorporar compromisos adicionales o retirar exenciones del trato NMF".  Véase la declaración del Presidente del GNS del 11 de diciembre de 1993 sobre la tramitación y verificación de las listas definitivas y las listas de exenciones;  documento informal de fecha 12 de diciembre de 1993.  No hay acta de esa reunión.





� Respuesta de los Estados Unidos a la pregunta Nº 30 del Grupo Especial.





� Al parecer, las Comunidades Europeas comparten esta opinión, según lo indicado en su respuesta a la pregunta Nº 3 del Grupo Especial.





� El Grupo Especial observa que la introducción de la CPC Provisional, por ejemplo, dice que "[l]a CPC es un sistema de categorías que abarcan bienes y servicios y que es a la vez exhaustivo y mutuamente excluyente".  Véase Clasificación Central Provisional de Productos, Informes estadísticos, Serie M, Nº 77, Naciones Unidas (1992), página 7.  (sin subrayar en el original)





� Segunda declaración oral de los Estados Unidos, párrafo 11, y respuesta a la pregunta Nº 3 del Grupo Especial.





� Informe del Órgano de Apelación sobre CE - Equipo informático, párrafo 89.





� Aust A., Modern Treaty Law and Practice, Cambridge University Press, 2000, página 200.





� US Schedule of Commitments under the General Agreement on Trade in Services, Comisión de Comercio Internacional de los Estados Unidos, mayo de 1997 (en adelante denominado "el Documento de la USITC").





� Respuestas de Antigua, el Canadá, las Comunidades Europeas y México a la pregunta Nº 2 del Grupo Especial.





� Respuesta de los Estados Unidos a la pregunta Nº 2 del Grupo Especial.





� 19 U.S.C. § 1330.





� Véase, por ejemplo, 19 U.S.C. §§ 1331 a 1339;  19 U.S.C.§ 2151.





� 19 U.S.C. § 1335.





� Documento de la USITC, página vii.





� 19 U.S.C. § 2171(a).





� Véase, por ejemplo, 19 U.S.C. §§ 2171(c) a (f).





� 19 U.S.C. § 2171(e)(3).





� 19 U.S.C. § 2171(c)(1)(C).





� 19 U.S.C. § 2114(c)(1)(A).





� El 12 de noviembre de 2001, la Asamblea General de las Naciones Unidas aprobó una resolución sobre la responsabilidad del Estado por hechos internacionalmente ilícitos.  El tercer párrafo de esa resolución dice que la Asamblea General "toma nota de los artículos sobre la responsabilidad del Estado por hechos internacionalmente ilícitos, presentados por la Comisión de Derecho Internacional, cuyo texto figura en el anexo de la presente resolución, y los señala a la atención de los gobiernos, sin perjuicio de la cuestión de su futura aprobación o de otro tipo de medida, según corresponda."





� El artículo 4 dice:  "Se considerará hecho del Estado según el 'derecho internacional el comportamiento de todo órgano del Estado, ya sea que ejerza funciones legislativas, ejecutivas, judiciales o de otra índole, cualquiera que sea su posición en la organización del Estado y tanto si pertenece al gobierno central como a una división territorial del Estado'.  Se entenderá que órgano incluye toda persona o entidad que tenga esa condición según el derecho interno del Estado." Artículos sobre la responsabilidad del Estado por hechos internacionalmente ilícitos, anexo de la resolución de la Asamblea General de las Naciones Unidas de 12 de diciembre de 2001, A/RES/56/83.





� Comentarios al proyecto de Artículos sobre la responsabilidad del Estado por hechos internacionalmente ilícitos, aprobados por la Comisión de Derecho Internacional en su 53º  período de sesiones (2001), Documentos Oficiales de la Asamblea General, quincuagésimo sexto período de sesiones, Suplemento Nº 10 (A/56/10), capítulo IV.E.2;  J. Crawford, The International Law Commission’s Articles on State Responsibility - Introduction, Text and Commentaries, Cambridge, Cambridge University Press, 2002, comentario del artículo 4 en la página 94, párrafo 3 y nota 108.





� The International Law Commission’s Articles on State Responsibility, página 95, párrafo 6.





�The International Law Commission’s Articles on State Responsibility, página 92, párrafo 6 y página 98, párrafo 11.





� Documento de la USITC, página 25.





� Documento de la USITC, página viii.





� Segunda comunicación escrita de los Estados Unidos, párrafo 73.





� Segunda comunicación escrita de los Estados Unidos, párrafo 15.





� Véase también la Primera declaración oral, párrafo 26 ("Los Estados Unidos sostienen que si los Estados Unidos y sus interlocutores en las negociaciones de la Ronda Uruguay hubiesen querido reflejar ese compromiso [sobre servicios de juegos de azar y apuestas] por parte de los Estados Unidos, en especial acerca de esta cuestión tan delicada, la Lista de los Estados Unidos lo habría indicado explícitamente.  Huelga decir que esa indicación no existe.").





� Informe del Órgano de Apelación sobre CE - Equipo informático, párrafo 84.





� Solicitud de establecimiento de un grupo especial presentada por Antigua y Barbuda, WT/DS285/2.





� Primera comunicación escrita de Antigua, párrafo 1;  Primera declaración oral de Antigua, párrafo 23;  Segunda comunicación escrita de Antigua, párrafos 5, 13, 19 y 21;  Respuesta de Antigua a la pregunta Nº 32 del Grupo Especial.





� Primera comunicación escrita de Antigua, párrafos 1, 133 y 136;  Primera declaración oral de Antigua, párrafo 13;  Respuesta de Antigua a la pregunta Nº 9 del Grupo Especial;  Segunda comunicación escrita de Antigua, párrafos 8 y 136.





� Primera comunicación escrita de los Estados Unidos, párrafo 2;  Primera declaración oral de los Estados Unidos, párrafo 17;  Respuesta de los Estados Unidos a la pregunta Nº 9 del Grupo Especial;  segunda declaración oral de los Estados Unidos, párrafos 10-11.





� Primera comunicación escrita de los Estados Unidos, párrafos 3 y 44;  Segunda comunicación escrita de los Estados Unidos, párrafo 7;  Segunda declaración oral de los Estados Unidos, párrafo 2.





� Segunda declaración oral de los Estados Unidos, párrafo 19.


� (nota original):  El "Miembro afectado" es la parte en la diferencia a la que vayan dirigidas las recomendaciones del grupo especial o del Órgano de Apelación.





� El anexo B del informe del Grupo Especial contiene nuestra respuesta a la solicitud de resoluciones preliminares, presentada por los Estados Unidos.





� Respuesta del Grupo Especial a la solicitud de resoluciones preliminares presentada por los Estados Unidos, párrafo 34.





� El Órgano de Apelación así lo ha determinado en Guatemala - Cemento I:  Informe del Órgano de Apelación, párrafo 75.  Véase también el informe del Órgano de Apelación sobre Estados Unidos - Acero laminado en caliente, párrafo 62.





� Informe del Órgano de Apelación sobre CE - Banano III, párrafo 142.





� Solicitud de establecimiento de un grupo especial presentada por Antigua y Barbuda, WT/DS285/2.





� Véase, por ejemplo, la Primera comunicación escrita de Antigua, párrafos 133 y 136.





� El 17 de octubre de 2003 los Estados Unidos solicitaron que se adoptaran resoluciones preliminares, detalles de las cuales se exponen en el anexo B.





� Solicitud de adopción de resoluciones preliminares de los Estados Unidos, párrafos 16-21.





� Véase el párrafo 17 de la respuesta del Grupo Especial a la solicitud de adopción de resoluciones preliminares de los Estados Unidos.  La caracterización que hizo el Grupo Especial de la impugnación de Antigua se basó, entre otros, en los párrafos 13-17 de los comentarios de Antigua sobre la solicitud de adopción de resoluciones preliminares de los Estados Unidos y en los párrafos 140-143 de la Primera comunicación escrita de Antigua.





� Respuesta de Antigua a la pregunta Nº 10 del Grupo Especial;  Segunda comunicación escrita de Antigua, párrafo 8;  segunda declaración oral de Antigua, párrafo 12.





� Respuesta de Antigua a la pregunta Nº 10 del Grupo Especial.





� Respuesta de Antigua a la pregunta Nº 10 del Grupo Especial.





� Primera comunicación escrita de los Estados Unidos, párrafo 2;  Primera declaración oral de los Estados Unidos, párrafo 17;  Respuesta de los Estados Unidos a la pregunta Nº 9 del Grupo Especial;  Segunda declaración oral de los Estados Unidos, párrafos 10-11.





� Respuesta de los Estados Unidos a la pregunta Nº 10 del Grupo Especial.


� Primera comunicación escrita de los Estados Unidos, párrafo 50;  Segunda comunicación escrita de los Estados Unidos, párrafo 7.





� Primera comunicación escrita de los Estados Unidos, párrafo 74;  Primera declaración oral de Antigua, párrafos 17-18.





� Primera declaración oral de los Estados Unidos, párrafo 16;  Segunda declaración oral de los Estados Unidos, párrafos 10 y 11.





� Primera comunicación escrita de los Estados Unidos, párrafo 50;  primera declaración oral de los Estados Unidos, párrafo 16;  Segunda declaración oral de los Estados Unidos, párrafos 10-11.





� Primera declaración oral de Antigua, párrafo 25;  Respuesta de Antigua a la pregunta Nº 10 del Grupo Especial.  Véase también el párrafo 23 de la Segunda comunicación escrita de Antigua, en la que declara que "no ha podido investigar" todos los criterios que todos los estados aplican para autorizar a un operador nacional a ofrecer servicios de juegos de azar y apuestas.





� Primera comunicación escrita de Antigua, párrafo 136;  Primera declaración oral de Antigua, párrafo 13;  Respuesta de Antigua a la pregunta Nº 9 del Grupo Especial;  Segunda comunicación escrita de Antigua, párrafos 8 y 136.  Además Antigua sostiene que puede haber circunstancias en las que un grupo especial debe llevar a cabo un análisis preciso de las normas legales;  así sucede en los casos en que hay un desacuerdo auténtico y una auténtica falta de claridad acerca de los efectos de la legislación nacional de un Miembro.  Antigua sostiene que es evidente que eso no sucede en esta diferencia:  Primera declaración oral de Antigua, párrafo 18;  Segunda declaración oral de Antigua, párrafo 15.





� Primera declaración oral de Antigua, párrafo 17.





� WT/DSB/M/151, párrafo 47 (24 de junio de 2003);  WT/DSB/M/153, párrafo 47 (21 a 23 de julio de 2003).





� Informe del Grupo Especial sobre Estados Unidos - Artículo 301 de la Ley de Comercio Exterior, párrafos 7.118-7.125.





� Respuesta de los Estados Unidos a la pregunta Nº 35 del Grupo Especial.





� Segunda comunicación escrita de los Estados Unidos, párrafos 26-27.





� Observamos que los Estados Unidos, en su respuesta a la pregunta Nº 35 del Grupo Especial, sostuvieron que la transmisión de una apuesta mediante comunicación por cable a través de las fronteras estatales y de los Estados Unidos, como las apuestas por Internet o por teléfono, el envío por correo de billetes de lotería entre los estados, el transporte interestatal de aparatos y equipos para hacer apuestas y las apuestas sobre competencias deportivas, están prohibidos tanto dentro de los Estados Unidos como a través de sus fronteras.  De esta declaración entendemos que tanto las leyes federales como las estatales prohíben el suministro a distancia de servicios de juegos de azar y apuestas.





� Respuesta de los Estados Unidos a la pregunta Nº 42 del Grupo Especial.





� Informe del Órgano de Apelación sobre CE - Banano III, párrafo 142.





� Los aspectos pertinentes de la solicitud de Antigua de establecimiento del Grupo Especial figuran en el párrafo 6.148 supra.





� Antigua reitera esto en el párrafo 141 de su Primera comunicación escrita.





� Informe del Órgano de Apelación sobre Estados Unidos - Examen por extinción:  acero resistente a la corrosión, párrafos 81-82 y 88.


� Respuesta de Antigua a la pregunta Nº 32 del Grupo Especial.





� Respuesta de Antigua a la pregunta Nº 10 del Grupo Especial.





� Primera comunicación escrita de Antigua, párrafo 135.





� Primera declaración oral de Antigua, párrafo 25.





� En realidad, se puede decir que la misma Antigua lo ha reconocido así.  Antigua sostiene que "Antigua y Barbuda debe asegurarse de que los Estados Unidos, en la etapa en que deban aplicar las recomendaciones y resoluciones resultantes de estas actuaciones, no puedan adoptar la posición de que sólo necesitan enmendar la Ley de comunicaciones por cable y pueden seguir aplicando sus otras leyes de prohibición.  Esto es particularmente importante porque, dada la gran cantidad de leyes de los Estados Unidos sobre los juegos de azar y apuestas, no se puede descartar que Antigua y Barbuda no haya podido identificar todas las leyes internas que podrían aplicarse contra el suministro transfronterizo de servicios de juegos de azar.  En este contexto, Antigua y Barbuda sostiene que es posible, desde un punto de vista no sólo jurídico sino también lógico, impugnar la prohibición total de los Estados Unidos impuesta al suministro transfronterizo de servicios de juegos de azar":  Primera declaración oral de Antigua, párrafo 22.





� Primera declaración oral de Antigua, párrafo 24;  Respuesta de Antigua a la pregunta Nº 10 del Grupo Especial;  Segunda declaración oral de Antigua, párrafo 18.





� Informe del Órgano de Apelación sobre Estados Unidos - Acero al carbono, párrafo 115.





� La pregunta Nº 10 del Grupo Especial dice:  "¿Impugna Antigua y Barbuda:  i) las disposiciones legislativas y reglamentarias concretas que sostiene que constituyen una prohibición del suministro transfronterizo de servicios de juegos de azar y apuestas en cuanto tales?;  y/o ii) la aplicación concreta de esas disposiciones;  y/o iii) la práctica de los Estados Unidos con respecto al suministro transfronterizo extranjero de servicios de juegos de azar y apuestas?"





� (nota original) Véanse, por ejemplo, la Garantía de Desistimiento "Assurance of Discontinuance" (firmada en agosto de 2002 entre el Fiscal General del Estado de Nueva York y Paypal, Inc. (se incluye una copia en Antigua y Barbuda - Prueba documental 56) y el examen de ese documento que figura en la respuesta de Antigua y Barbuda a la pregunta Nº 29.  Véanse también Antigua y Barbuda - Pruebas documentales 73, 92, 94, 96 y 98.





� Respuesta de Antigua a la pregunta Nº 10 del Grupo Especial.  Además, Antigua sostiene que en las actuaciones de solución de diferencias, es posible impugnar una prohibición total que conste de muchas disposiciones legislativas y reglamentarias concretas, la[s] aplicación[es] de esas disposiciones y las prácticas:  Segunda comunicación escrita de Antigua, párrafo 13.





� Véanse, por ejemplo, la Primera comunicación escrita de Antigua, párrafos 183 y 197, y su Primera declaración oral, párrafo 88.





� Respuesta de Antigua a la pregunta Nº 11 del Grupo Especial.





� En su respuesta a la pregunta Nº 12 del Grupo Especial, Antigua se refiere a los siguientes casos judiciales:  United States v. Jay Cohen (Antigua y Barbuda - Prueba documental 83), Vacco ex rel. People v World Interactive Gaming Corp (Antigua y Barbuda - Prueba documental 97) y United States v Truesdale (Antigua y Barbuda - Prueba documental 115).





� Antigua, en su respuesta a la pregunta Nº 12 del Grupo Especial, también hace referencia a Antigua y Barbuda - Pruebas documentales 56, 57, 58, 73, 92 y 98 que, dice, contienen ejemplos de sanciones aplicadas a intermediarios financieros y empresas de medios de comunicación que hacían publicidad para servicios extranjeros de juegos de azar y apuestas.





� En su respuesta a la pregunta Nº 12 del Grupo Especial, Antigua hace referencia a Antigua y Barbuda - Pruebas documentales 73, 86, 92 y 116 como ejemplos de medidas estatales tomadas con respecto a la publicidad de servicios extranjeros de juegos de azar y apuestas a través de Internet.





� En concreto, en la sección III del anexo de la solicitud de Antigua de establecimiento del Grupo Especial, se mencionan dos de los casos judiciales a los que Antigua hizo referencia, a saber, United States v Jay Cohen (Antigua y Barbuda - Prueba documental 83) y Vacco ex rel. People v World Interactive Gaming Corp (Antigua y Barbuda - Prueba documental 97).  En la sección III también se mencionan cuatro de los ejemplos de sanciones aplicadas a intermediarios financieros y empresas de medios de comunicación a las que Antigua hizo referencia, a saber las contenidas en Antigua y Barbuda - Pruebas documentales 56, 57, 58 y 98.





� Véase la respuesta del Grupo Especial a la solicitud de los Estados Unidos de adopción de resoluciones preliminares en el anexo B del presente informe del Grupo Especial.





� Informe del Grupo Especial sobre Estados Unidos - Examen por extinción:  acero resistente a la corrosión, párrafo 7.131.





� Informe del Órgano de Apelación sobre Estados Unidos - Examen por extinción:  acero resistente a la corrosión, párrafo 97.





� Informe del Órgano de Apelación sobre Estados Unidos - Acero al carbono, párrafo 157.





� Véase el párrafo 6.188 supra.





� Antigua y Barbuda - Pruebas documentales 82, 89, 90, 91 y 99.





� Primera comunicación escrita de Antigua, párrafo 141.





� Primera declaración oral de Antigua, párrafo 19.





� Respuesta de Antigua a la pregunta Nº 10 del Grupo Especial.





� Segunda declaración oral de los Estados Unidos, párrafo 12.





� Segunda declaración oral de los Estados Unidos, párrafo 2.





� Informe del Órgano de Apelación sobre Canadá - Automóviles, párrafo 184.





� Segunda comunicación escrita de Antigua, párrafo 19.





� En el caso Tailandia - Vigas doble T, respondiendo al argumento de Tailandia de que el Grupo Especial se había hecho cargo indebidamente de defender la posición de Polonia, el Órgano de Apelación estableció que el Grupo Especial había demostrado que reconocía claramente los límites de sus facultades, así como que comprendía la actuación que correspondía a Polonia como parte reclamante en esta diferencia.  El Órgano de Apelación llegó a la conclusión de que el Grupo Especial no había incurrido en error, en la medida en que había formulado a las partes las preguntas que consideraba necesarias "para aclarar y extraer los argumentos jurídicos":  párrafo 136.





� Informe del Órgano de Apelación sobre Japón- Productos agrícolas II, párrafo 129.





� Con respecto a su alegación sobre el artículo XVI, en los párrafos 183-184 de su Primera comunicación escrita y en los párrafos 35-36 de su Segunda comunicación escrita, Antigua se basa en la existencia de una "prohibición total" del suministro transfronterizo de servicios de juegos de azar y apuestas.  En relación con su alegación sobre el artículo XVII, Antigua también se basa en la existencia de una "prohibición total" del suministro transfronterizo de servicios de juegos de azar y apuestas, en el párrafo 39 de su Segunda comunicación escrita.  Con respecto a su alegación sobre el artículo VI, en los párrafos 197 y 199 de su Primera comunicación escrita y en el párrafo 104 de su primera declaración oral, Antigua también se basa en la existencia de "leyes y reglamentos que prohíben el suministro de servicios de juegos de azar y apuestas".





� Señalamos que Antigua hizo referencia a otras leyes federales y estatales que tampoco figuran en su solicitud de establecimiento del Grupo Especial, pero que no se incluyen acá porque Antigua no hizo referencia a ellas en el marco de su alegación de que las leyes de los Estados Unidos prohíben el suministro transfronterizo de servicios de juegos de azar y apuestas o porque todavía no han sido promulgadas.


� Véase la primera declaración oral de Antigua, párrafo 25.





� Antigua y Barbuda - pruebas documentales 81, 82, 88 y 89.





� Antigua y Barbuda - pruebas documentales 82 y 99.





� Antigua y Barbuda - pruebas documentales 81 y 88.





� Interstate Horseracing Act (Ley sobre apuestas hípicas interestatales), 15 USC §§ 3001-3007.





� Véase, por ejemplo, la Primera comunicación escrita de Antigua, párrafo 116.





� Primera declaración oral de Antigua, párrafo 21.


� Segunda comunicación escrita de Antigua, párrafo 26.





� Véase la segunda declaración oral de Antigua, párrafos 11-18.





� Nota 4 de la segunda declaración oral de Antigua.





� Antigua y Barbuda - Prueba documental 119, página 4.





� Señalamos que en la solicitud de establecimiento del grupo especial se hace referencia a "La. Rev. Stat. Ann. § 14:90.-4".  Entendemos que esta referencia incluye los §§ 14-90.0 a 14:90.4 y que por lo tanto comprende el § 14:90.3.





� Primera declaración oral de Antigua, párrafo 20.





� Antigua y Barbuda - Prueba documental 84, página 18.





� Antigua y Barbuda - Prueba documental 84, nota 15.





� Primera declaración oral de Antigua, párrafo 25.





� Pregunta Nº 10 del Grupo Especial.





� Primera declaración oral de Antigua, párrafo 20.





� Antigua y Barbuda - Prueba documental 84, páginas 19-20.





� Antigua y Barbuda - Prueba documental 84, nota 37.





� Antigua y Barbuda - Prueba documental 84, nota 39.





� Entendemos que el N.J. Code (Código de Nueva Jersey) es equivalente a "N.J. Stat. Ann." (catálogo de leyes de Nueva Jersey), que es la forma en la que Antigua hace referencia a aquél en su solicitud de establecimiento del grupo especial.





� Primera declaración oral de Antigua, párrafo 20.





� Antigua y Barbuda - prueba documental 84, página 21.





� Señalamos que el § 9 del Art. I de la N.Y. Const. (Constitución de Nueva York) figura en la solicitud de Antigua de establecimiento del grupo especial, pero que en la solicitud revisada de celebración de consultas se hace referencia al § 9 del Art. II.  En nuestra respuesta a la solicitud de los Estados Unidos de resoluciones preliminares señalamos que determinaríamos definitivamente si la diferencia entre la referencia de la solicitud de establecimiento del grupo especial y la solicitud revisada de celebración de consultas se debía o no a un error tipográfico después de que Antigua hubiera terminado de hacer su demostración prima facie.  Antigua sólo nos ha dado el texto del § 9 del Art. I de la N.Y. Const. (Constitución de Nueva York) y no del �§ 9 del Art. II.  Tomando en consideración el texto de que disponemos, parece que Antigua tenía la intención de referirse, en su solicitud revisada de celebración de consultas, al § 9 del Art. I de la N.Y. Const. (Constitución de Nueva York) y no al § 9 del Art. II, dado que aquél se refiere claramente a los juegos de azar.  De acuerdo con lo que señala Antigua, entendemos que el segundo tiene que ver con el sufragio (véase la Primera comunicación escrita de Antigua, párrafo 150).  Los Estados Unidos no han discutido este asunto.  Por consiguiente, llegamos a la conclusión de que la discrepancia entre las referencias a la N.Y. Const. (Constitución de Nueva York) en la solicitud de establecimiento del grupo especial y la solicitud revisada de celebración de consultas es simplemente de carácter tipográfico.  También hay diferencias entre las referencias en la solicitud de establecimiento del grupo especial y la solicitud revisada de celebración de consultas respecto a las leyes de Colorado y Rhode Island.  Sin embargo, las diferencias tienen que ver con disposiciones de las leyes de estos Estados que no están siendo consideradas por el Grupo Especial porque, como se señaló en el párrafo 6.210 b) supra, Antigua no pudo demostrar y no demostró prima facie que son incompatibles con el AGCS.  Por lo tanto, no es necesario que decidamos si las discrepancias entre las referencias a disposiciones de las leyes de estos Estados en la solicitud de establecimiento del Grupo Especial y la solicitud revisada de celebración de consultas son simplemente de carácter tipográfico o no.  En cualquier caso, es la solicitud de establecimiento del grupo especial la que determina nuestra competencia y no la solicitud de celebración de consultas.





� Véase la segunda declaración oral de Antigua, párrafos 11-18.





� Nota 4 de la segunda declaración oral de Antigua.





� Las leyes de Nevada e Illinois citadas en el artículo no figuran en la solicitud de Antigua de establecimiento del grupo especial.





� Antigua y Barbuda - Prueba documental 119, página 4.





� Primera declaración oral de Antigua, párrafo 20.





� Antigua y Barbuda - Prueba documental 84, página 22.





� Informe del Órgano de Apelación sobre el asunto CE - Banano III, párrafo 220.





� Informe del Órgano de Apelación sobre el asunto CE-– Banano III, párrafo 220 en el que se cita el informe del Grupo Especial sobre el asunto CE-– Banano III, párrafo 7.285.





� Primera comunicación escrita de Antigua, párrafo 181.





� Primera comunicación escrita de Antigua, párrafo 184.





� Véanse la segunda comunicación escrita de Antigua, párrafos 36-38, y la respuesta de Antigua a la pregunta Nº 15 del Grupo Especial.





� Respuesta de los Estados Unidos a la pregunta Nº 15 del Grupo Especial.





� Primera comunicación escrita de los Estados Unidos, párrafo 81.





� Segunda comunicación escrita de los Estados Unidos, párrafos 21-25.





� Segunda comunicación escrita de los Estados Unidos, párrafo 26.





� (nota original).  Si un Miembro contrae un compromiso en materia de acceso a los mercados en relación con el suministro de un servicio por el modo de suministro mencionado en el apartado a) del párrafo 2 del artículo I y si el movimiento transfronterizo de capital forma parte esencial del propio servicio, ese Miembro se compromete al mismo tiempo a permitir dicho movimiento de capital.  Si un Miembro contrae un compromiso en materia de acceso a los mercados en relación con el suministro de un servicio por el modo de suministro mencionado en el apartado c) del párrafo 2 del artículo I, se compromete al mismo tiempo a permitir las correspondientes transferencias de capital a su territorio.





� (nota original).  El apartado c) del párrafo 2 no abarca las medidas de un Miembro que limitan los insumos destinados al suministro de servicios.





� Observamos, de pasada, que en el párrafo 5 de la "Enumeración de las exenciones de las obligaciones del artículo II - Nota explicativa de la Secretaría" (las denominadas "Directrices sobre la consignación en listas para la redacción de las exenciones de la cláusula NMF) se indica que:  "Por consiguiente, si un Miembro se acoge a una exención de la cláusula NMF.  en un sector en el que haya contraído compromisos específicos, la exención permitirá a ese Miembro desviarse de las obligaciones que le impone el párrafo 1 del artículo II pero no de los compromisos por él contraídos en el marco de los artículos XVI o XVII.  Así pues, un Miembro que contraiga un compromiso en materia de acceso a los mercados o trato nacional en un sector deberá otorgar a todos los demás Miembros el nivel mínimo de trato establecido y especificado en su Lista":  documento sin signatura número 2061, 15 de septiembre de 1993.





� En el párrafo 47 del documento S/L/92 se indica que:  "En algunas situaciones, es posible que un modo determinado de suministro no sea técnicamente viable.  Por ejemplo, el suministro transfronterizo de servicios de peluquería.  En estos casos, deberá emplearse la expresión SIN CONSOLIDAR*.  El asterisco deberá remitir a una nota de pie de página que diga:  "Sin consolidar por no ser técnicamente viable".  Esta expresión no debe emplearse en la columna del trato nacional para los modos 1 y 2 cuando exista un compromiso de acceso al mercado respecto del mismo servicio.  Cuando el modo de suministro que se considere inaplicable sea de hecho aplicable, o pase a serlo en el futuro, la anotación significará 'sin consolidar'."





� Informe del Órgano de Apelación, CE - Equipo informático, párrafo 84.





� La cuarta columna (Compromisos adicionales) no se reproduce aquí.





� Informes del Órgano de Apelación sobre los asuntos CE - Amianto, párrafo 92, y Canadá - Aeronaves, párrafo 153.





� New Shorter Oxford Dictionary, 1993, página 1936.





� Webster New Encyclopedic Dictionary, 1993, página 681.





� New Little Oxford Dictionary, 1989, página 364.





� New Shorter Oxford Dictionary, 1993, página 1592.





� Webster New Encyclopedic Dictionary, 1993, página 580.





� New Little Oxford Dictionary, 1989, página 313.





� El párrafo 1 del artículo XVI del Acuerdo sobre la OMC establece que:  "Salvo disposición en contrario en el presente Acuerdo o en los Acuerdos Comerciales Multilaterales, la OMC se regirá por las decisiones, procedimientos y práctica consuetudinaria de las PARTES CONTRATANTES del GATT de 1947 y los órganos establecidos en el marco del mismo".





� Dictionary of Trade Policy Terms (segunda edición), Walter Goode, 1998, página 176.





� Informes del Órgano de Apelación sobre los asuntos CE - Amianto, párrafo 92, y Canadá - Aeronaves, párrafo 153.





� Recordamos nuestra conclusión expuesta en el párrafo 6.79 supra.





� Programa de Trabajo sobre el Comercio Electrónico - Informe de Situación al Consejo General, adoptado por el Consejo del Comercio de Servicios el 19 de julio de 1999, S/L/74, 27 de julio de 1999, párrafo 4:  "Además, la opinión general fue que el AGCS es tecnológicamente neutro, en el sentido de que no contiene ninguna disposición que haga una distinción entre los distintos medios tecnológicos a través de los cuales puede suministrarse un servicio".  Aparentemente, los Estados Unidos están de acuerdo, como evidencian las siguientes observaciones que formularon en una comunicación contenida en el documento WT/GC/16, página 3:  "no cabe poner en duda que los compromisos existentes sobre acceso a los mercados y trato nacional incluyen el suministro de los servicios por medios electrónicos, en aplicación del principio de neutralidad de la tecnología".





� La nota sugiere que este entendimiento representa una lectura convenida a efectos de las Directrices sobre consignación en listas.  Sin embargo, como esas Directrices son contexto para el AGCS, estimamos que ese entendimiento informa la interpretación del término "limitación" en el propio AGCS.  En ese sentido observamos que ese entendimiento es también aplicable a las listas AGCS elaboradas conforme al modelo establecido en las Directrices para la consignación en Listas en 1993, que hace referencia a "limitaciones al acceso a los mercados".





� (nota original).  Por "organizaciones internacionales competentes" se entiende los organismos internacionales de los que puedan ser miembros los organismos competentes de, por lo menos, todos los Miembros de la OMC.





� Directrices para la consignación en Listas de 1993, párrafos 4-5.





� Directrices para la consignación en Listas de 2001, S/L/92.





� El artículo XVIII dice así:  "Los Miembros podrán negociar compromisos con respecto a medidas que afecten al comercio de servicios pero no estén sujetas a consignación en listas en virtud de los artículos XVI o XVII, incluidas las que se refieran a títulos de aptitud, normas o cuestiones relacionadas con las licencias.  Dichos compromisos se consignarán en las Listas de los Miembros."





� Cabe señalar, no obstante, que el ámbito del artículo XVIII trasciende el del párrafo 4 del artículo VI.  El primero prevé la posibilidad de negociar compromisos sobre cuestiones distintas de los títulos de aptitud, las normas o las licencias.





� La nota al apartado g) del artículo XXVIII estipula que:  "Cuando el servicio no sea suministrado por una persona jurídica directamente sino a través de otras formas de presencia comercial, por ejemplo una sucursal o una oficina de representación, se otorgará no obstante al proveedor de servicios (es decir, a la persona jurídica), a través de esa presencia, el trato otorgado a los proveedores de servicios en virtud del Acuerdo.  Ese trato se otorgará a la presencia a través de la cual se suministre el servicio, sin que sea necesario otorgarlo a ninguna otra parte del proveedor situada fuera del territorio en el que se suministre el servicio".





� El párrafo 2 a) del artículo XVI hace referencia a las limitaciones al número de proveedores de servicios, "ya sea" a) en forma de contingentes numéricos;  b) monopolios;  c) proveedores exclusivos de servicios;  o d) mediante la exigencia de una prueba de necesidades económicas.





� Véase la segunda declaración oral de Antigua, párrafo 31.





� "... estos criterios [especificados en los apartados a) a d)] no se refieren a la calidad del servicios suministrado ni a la capacidad del proveedor para suministrar el servicio (es decir, normas técnicas o aptitud del proveedor)", Directrices para la consignación en Listas de 1993, párrafo 4 (Ibid. en las Directrices para la consignación en Listas de 2001, párrafo 8).





� Véanse los párrafos 6.156-6.159 supra.





� Véanse las Directrices para la consignación en Listas en 1993, párrafo 6.  El mismo ejemplo figura en el párrafo 12 de las Directrices para la consignación en Listas de 2001.





� (nota original) El apartado c) del párrafo 2 no abarca las medidas de un Miembro que limitan los insumos destinados al suministro de servicios.





� (nota original) L'alinéa 2 c) ne couvre pas les mesures d'un Membre qui limitent les intrants servant à la fourniture de services.





� (nota original) El apartado c) del párrafo 2 no abarca las medidas de un Miembro que limitan los insumos destinados al suministro de servicios.





� Véanse los párrafos 6.156-6.159.





� Véase United States v. Jay Cohen (Antigua y Barbuda - Prueba documental 83) y Vacco ex rel. People v. World Interactive Gaming Corp. (Antigua y Barbuda - Prueba documental 97).  Las pruebas documentales de Antigua y Barbuda 56, 73 y 98 contienen también pruebas que indican que la Ley de Comunicaciones por Cable abarca la comunicación por Internet.





� Segunda comunicación escrita de los Estados Unidos, párrafos 22 y 78.


� Hay pruebas que indican que la Ley de Viajes regula el suministro de servicios de juegos de azar mediante teléfono e Internet.  Véase Vacco ex rel. People v. World Interactive Gaming Corp (Antigua y Barbuda - Prueba documental 97).  Véase también Antigua y Barbuda - Prueba documental 73.





� Es decir, las leyes estatales que prohíben las "empresas comerciales que impliquen juegos de azar".  Esas leyes estatales incluirían pero no se limitarían a § 14:90.3 de Louisiana Rev. Stat. Ann., § 17A del capítulo 271 de Massachusetts Ann. Laws, § 22-25A-8 de South Dakota Codified Laws, y § 76-10-1102(b) de Utah Code, respecto de las cuales constatamos infra en los párrafos 6.381 a 6.418 que conjuntamente prohíben el suministro de servicios de juegos de azar y apuestas por todos los medios incluidos en el modo 1.


� Es decir, las leyes estatales que prohíben las "actividades de juegos de azar".  Esas leyes estatales incluirían pero no se limitarían a § 14:90.3 de Louisiana Rev. Stat. Ann., § 17A del capítulo 271 de Massachusetts Ann. Laws, § 22-25A-8 de South Dakota Codified Laws, y § 76-10-1102(b) de Utah Code, respecto de las cuales constatamos infra en los párrafos 6.381 a 6.418 que conjuntamente prohíben el suministro de servicios de juegos de azar y apuestas por todos los medios incluidos en el modo  1.





� Antigua y Barbuda - Prueba documental 131, página 5.





� Los términos "cliente", "computadoras", "redes de computadoras", "servicios de computadora", "programación informática", "sistemas de computadoras", "sitio en la Web", "Internet", "servidor" y "World Wide Web" se definen en el § 14:90.3.C del La. Rev. Stat. Ann.  Esas definiciones figuran en el Anexo F.





� Véase una declaración del Fiscal General de Minnesota que figura en Antigua y Barbuda - Prueba documental 96.





� En el Anexo F de nuestro Informe figura el texto completo.





� Hemos visto el examen del párrafo 2 del artículo 4 de la Sección VII de la Constitución en Antigua y Barbuda - Prueba documental 119, pero observamos que en sus comunicaciones Antigua no ha hecho referencia a ese examen ni lo ha desarrollado.





� En el Anexo F de nuestro Informe figura el texto completo.





� Hemos visto el examen del § 9 del Artículo I de la Constitución de Nueva York y el § 5-401 del N.Y. Gen. Oblig. L. en Antigua y Barbuda - Pruebas documentales 56, 57, 58, 83, 97 y 98, pero observamos que en sus comunicaciones Antigua no ha hecho referencia a ese examen ni lo ha desarrollado.





� Primera comunicación escrita de Antigua, párrafo 3;  Segunda comunicación escrita de Antigua, párrafo 39.





� Segunda comunicación escrita de los Estados Unidos, párrafos 28 y siguientes.





� Segunda comunicación escrita de los Estados Unidos, párrafos 59 y siguientes.





� Solicitud de establecimiento de un grupo especial presentada por Antigua y Barbuda, WT/DS285/2, página 1.





� Respuesta de Antigua a la pregunta Nº 6 del Grupo Especial.





� Véanse los párrafos 6.15 - 6.18 supra.





� Primera comunicación escrita de Antigua, párrafos 196-199;  Primera declaración oral de Antigua, párrafos 104-106.





� Primera comunicación de los Estados Unidos, párrafos 104-107.  Véanse también la Primera declaración oral de los Estados Unidos, párrafo 53, y la Segunda comunicación escrita de los Estados Unidos, párrafo 70.





� Primera comunicación escrita de Antigua, párrafo 197.





� Primera declaración oral de Antigua, párrafo 106.





� Respuesta de Antigua a la pregunta Nº 28 del Grupo Especial.





� Respuesta de Antigua a la pregunta Nº 11 del Grupo Especial.





� Respuesta de Antigua a la pregunta Nº 27 del Grupo Especial.





� Primera comunicación escrita de Antigua, párrafo 200.





� Respuesta de Antigua a la pregunta Nº 29 del Grupo Especial.





� Primera declaración oral de Antigua, párrafo 108;  Respuesta de Antigua a la pregunta Nº 29 del Grupo Especial.





� Primera declaración oral de Antigua, párrafos 107-110.





� Segunda declaración oral de los Estados Unidos, párrafo 71.





� Segunda declaración oral de los Estados Unidos, párrafo 70.





� Primera comunicación escrita de los Estados Unidos, párrafo 110.





� Segunda declaración oral de los Estados Unidos, párrafo 71.





� Por lo que respecta a la falta de datos suficientes para realizar un análisis jurídico, véase, por ejemplo, el informe del Órgano de Apelación sobre el asunto CE - Amianto, párrafos 78-83.  En lo tocante a la economía procesal, véanse nuestras observaciones en la sección 5 de la introducción del presente informe.





� Respuesta de los Estados Unidos a la pregunta Nº 44 del Grupo Especial.





� Segunda comunicación escrita de los Estados Unidos, párrafos 111-116.





� Véase la primera comunicación escrita de Antigua, párrafos 80 y 108.





� Segunda comunicación escrita de los Estados Unidos, párrafos 95-106.





� Observaciones de Antigua sobre la respuesta de los Estados Unidos a la pregunta Nº 45 del Grupo Especial.





� Respuesta de los Estados Unidos a la pregunta Nº 44 del Grupo Especial.





� Informe del Órgano de Apelación, CE - Bananos III, párrafo 231.





� Véase el informe del Órgano de Apelación, Estados Unidos - Gasolina, página 22.





� Véase el informe del Órgano de Apelación, Estados Unidos - Camarones, párrafos 115-119.





� Véase el informe del Órgano de Apelación, Corea - Diversas medidas que afectan a la carne vacuna, párrafo 156.





� Informe del Órgano de Apelación, Estados Unidos- Camisas y blusas, página 17.





� Informe del Órgano de Apelación, CE - Hormonas, párrafo 104.





� Informe del Órgano de Apelación, Estados Unidos - Camarones, párrafo 156.





� Segunda comunicación escrita de los Estados Unidos, párrafos 111 y siguientes.





� Segunda comunicación escrita de los Estados Unidos, párrafos 108-110.





� Segunda comunicación escrita de los Estados Unidos, párrafo 114.





� Segunda comunicación escrita de los Estados Unidos, párrafo 108.





� Véanse los informes del Órgano de Apelación sobre los asuntos Corea - Diversas medidas que afectan a la carne vacuna, párrafo 176, y CE - Amianto, párrafo 168.





� Recordamos las instrucciones del Órgano de Apelación en el contexto de la interpretación del artículo XX del GATT de 1994 que figuran en Estados Unidos - Camarones, párrafo 155.





� The Shorter Oxford English Dictionary, 2002.





� The Shorter Oxford English Dictionary, 2002.





� The Shorter Oxford English Dictionary, 2002.





� Case Concerning the Application of the Convention of 1902 Governing the Guardianship of Infants ((Netherlands v. Sweden), 1958 I.C.J. 55,90 (decisión de 28 de noviembre) (opinión separada de J. Lauterpacht).





� Examen de las Políticas Comerciales - Israel - Informe de la Secretaría, WT/TPR/S/58, cuadro III.8 (1999).





� Examen de las Políticas Comerciales - Filipinas - Informe de la Secretaría, WT/TPR/S/59, cuadro III.11 (1999).  En el documento no se especifica exactamente qué razones están asociadas con la restricción de la propiedad de empresas de juegos de azar, pero del contexto del documento puede deducirse razonablemente que la restricción se basa en la "moral" o "la salud y la moral".





� Véase Abolition of Import and Export Prohibitions and Restriction, Commentary and Preliminary Draft International Agreement drawn up by the Economic Committee of the League of Nations to serve as a Basis for an International Diplomatic Conference, League of Nations Doc. C.E.1.22 1927 II.13.  páginas 10 y 15 (1927).





� International Conference for the Abolition of Import and Export Prohibitions and Restrictions, Proceedings of the Conference, página 110, League of Nations Doc. C.21.M.12. 1928 II.7, página 110 (1928).





� Por ejemplo, el Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas determinó que una legislación nacional que prohíba, con sujeción a excepciones especificadas, la organización de loterías en un Estado miembro y que en consecuencia impida total o parcialmente a los operadores de loterías de otros Estados miembros promover sus loterías y vender sus billetes, en el Estado miembro que promulgó esa legislación, ya sea directamente o por medio de agentes independientes, restringe la libertad para prestar servicios, aunque esa legislación sea aplicable sin distinciones.  No obstante, el Tribunal estimó que las características especiales de las loterías justifican que las autoridades nacionales dispongan de un grado suficiente de libertad para determinar lo que es necesario para proteger a los jugadores y, con carácter más general, a la luz de las características sociales y culturales de cada Estado miembro, para mantener el orden en la sociedad por lo que respecta a la manera en que las loterías se operan, la magnitud de las apuestas y la distribución de los premios, así como para decidir si procede restringirlas o prohibirlas:  Asunto C-275/92, Her Majesty's Customs and Excise v. Gerhart Schindler and Jörg Schindler (24 de marzo de 1994).  Además, en una decisión más reciente, el Tribunal sostuvo que una legislación nacional que autorice la operación y el desarrollo de juegos de azar o suertes únicamente en casinos o en zonas de juego permanentes o temporales creadas por Decreto Ley y que sea aplicable sin distinciones a los propios nacionales y a los nacionales de otros Estados miembros constituye un obstáculo a la libertad de prestar servicios.  No obstante, el Tribunal constató que esa legislación es compatible con el Tratado de las CE, habida cuenta de las preocupaciones en materia de política social y de prevención del fraude que la justifican.  El Tribunal observó, entre otras cosas, que las consideraciones subyacentes en la legislación en litigio conciernen a la protección de los consumidores, que son receptores de los servicios, y al mantenimiento del orden en la sociedad:  asunto C-6/01 - Associação Nacional de Operadores de Máquinas Recreativas (Anomar) and Others (11 de septiembre de 2003).  Observamos además que el River City Group comunicó que en prácticamente todas las partes del mundo los juegos de azar, cuando no están totalmente prohibidos, normalmente han estado sujetos a una reglamentación estricta, incluida la aplicación de leyes civiles y penales.  Habida cuenta de la evolución de la tecnología, algunos países, por ejemplo Australia, Austria, Bélgica, el Brasil, Dinamarca, Finlandia, Islandia, Italia, los Países Bajos, el Reino Unido y Suecia, han desarrollado -o están en proceso de desarrollar- un marco jurídico especial para los juegos de azar por Internet.  Otros países aplican actualmente a los juegos de azar por Internet las leyes y reglamentos que regulan los juegos de azar tradicionales (por ejemplo Canadá, Francia).  A nuestro juicio, los reglamentos reguladores de los juegos de azar por Internet son tan estrictos o más que los aplicables a las formas tradicionales de juegos de azar.  Al parecer, algunos países, por ejemplo Estonia, Hong Kong, China, Islandia, Noruega y Uruguay, restringen drásticamente o incluso prohíben totalmente los juegos de azar por Internet.  Véase Internet Gambling Report - Sixth Edition, Mark Balestra (editor), The River City Group, Estados Unidos, 2003.





� El texto del apartado d) del artículo XX del GATT de 1994 es análogo al del apartado c) del artículo XIV del AGCS, que examinamos más abajo.





� Informe del Órgano de Apelación, Corea - Diversas medidas que afectan a la carne vacuna, párrafo 161.





� Informe del Órgano de Apelación, Corea - Diversas medidas que afectan a la carne vacuna, párrafos 164-166.





� Informe del Órgano de Apelación, Corea - Diversas medidas que afectan a la carne vacuna, párrafo 178;  informe del Órgano de Apelación, CE - Amianto, párrafo 172.





� Informe del Órgano de Apelación, Corea - Diversas medidas que afectan a la carne vacuna, párrafo 162.





� Informe del Órgano de Apelación, Corea - Diversas medidas que afectan a la carne vacuna, párrafo 163.





� Informe del Órgano de Apelación, Corea - Diversas medidas que afectan a la carne vacuna, párrafos 163 y 166.





� Segunda comunicación escrita de los Estados Unidos, párrafo 111.





� Primera declaración oral de los Estados Unidos, párrafo 10.





� Primera comunicación escrita de Antigua, párrafo 86.





� Primera comunicación escrita de Antigua, párrafo 19.





� Informe de la Cámara de Representantes Nº 87-967, páginas 1-2 (1961), Estados Unidos - Prueba documental 30.





� Testimonio del Fiscal General Robert Kennedy, audiencias ante el Comité Judicial del Senado sobre el Programa del Fiscal General de lucha contra la Delincuencia Organizada y las Asociaciones Ilícitas, 87ª Legislatura del Congreso de los Estados Unidos, primer período de sesiones, página 4 (1961), página 15, Estados Unidos - Prueba documental 24.





� Estados Unidos - Prueba documental 5.  Véanse, por ejemplo, las páginas 1, 6, 10-11, 13.





� Congressional Record H9711, Estados Unidos - Prueba documental 32.





� Véase United States v. Box, 530 F.2d 1258, 164-65 (5th Cir. 1976), Estados Unidos - Prueba documental 31.





� Testimonio del Fiscal General Robert Kennedy, audiencias ante el Comité Judicial del Senado sobre el Programa del Fiscal General de lucha contra la Delincuencia Organizada y las Asociaciones Ilícitas, 87.ª Legislatura del Congreso de los Estados Unidos, primer período de sesiones, página 4 (1961), página 15, Estados Unidos - Prueba documental 24.


� Declaración del Congreso sobre las constataciones y el fin, nota sobre 18 USC § 1961, página 812, Estados Unidos - Prueba documental 35.





� Informe del Órgano de Apelación, CE - Amianto, párrafo 172.





� Los Estados Unidos sostienen que:  "los Estados Unidos mantienen y aplican una distinción reglamentaria entre los servicios de juegos de azar suministrados a distancia y otros servicios de juegos de azar, y sujetan a los primeros a restricciones aún más estrictas que las aplicadas a los últimos.  Esta distinción tiene su origen en la amplia serie de problemas diferentes en relación con la aplicación de la ley, la protección de los consumidores y la salud que van asociados al suministro a distancia de servicios de juegos de azar";  Segunda comunicación escrita de los Estados Unidos, párrafo 45.  En esa declaración, los Estados Unidos reconocen implícitamente que la aplicación de la ley, la protección de los consumidores y los problemas de salud también existen en el contexto del suministro de servicios de juegos de azar y apuestas no prestados a distancia.  Antigua sostiene que también en el contexto del suministro de servicios de juegos de azar y apuestas no prestados a distancia se plantean problemas de participación de menores en juegos de azar, ludopatía, blanqueo de dinero, delincuencia, fraude y protección de los consumidores;  Primera declaración oral de Antigua, párrafos 70-87.





� Véanse los párrafos 6.499-6.521 infra.





� Véase el párrafo 6.486 supra.





� Véanse los párrafos 6.499-6.521 infra.





� Segunda declaración oral de Antigua, párrafo 71.





� Segunda comunicación escrita de los Estados Unidos, párrafo 93.





� En el párrafo 165 de su informe sobre el asunto Corea - Diversas medidas que afectan a la carne vacuna, el Órgano de Apelación hizo referencia a la siguiente declaración del Grupo Especial del GATT encargado del asunto Estados Unidos - Artículo 337:  "En opinión del Grupo Especial, es indudable que una parte contratante no puede justificar en tanto que "necesaria" en el sentido del apartado d) del artículo XX una medida incompatible con otra disposición del Acuerdo General si tiene razonablemente a su alcance otra medida que no sea incompatible.  Análogamente, en los casos en que una parte contratante no tiene razonablemente a su alcance una medida compatible con otras disposiciones del Acuerdo General, esa parte contratante debe utilizar, de las medidas que tenga razonablemente a su alcance, aquella que suponga el menor grado de incompatibilidad con las otras disposiciones del Acuerdo General";  informe del Grupo Especial, Estados Unidos - Artículo 337, párrafo 5.26.





� Primera comunicación escrita de los Estados Unidos, párrafos 12 y siguientes;  Segunda declaración oral de los Estados Unidos, párrafos 59-60.





� Antigua y Barbuda - Prueba documental 17, página 35.





� Estados Unidos - Prueba documental 7, página 6.





� Antigua y Barbuda- Prueba documental 86, página 4.  El mismo Fiscal General Auxiliar Adjunto hizo una declaración similar ante el Subcomité sobre Delincuencia, Terrorismo y Seguridad Nacional:  Antigua y Barbuda - Prueba documental 85, página 3.





� Véase Estados Unidos - Prueba documental 5.





� Estados Unidos - Prueba documental 7, página 8.





� Estados Unidos - Prueba documental 7, ejemplo 1, páginas 6-7.





� Véanse, por ejemplo, Antigua y Barbuda - Prueba documental 79;  Antigua y Barbuda - Prueba documental 147;  Antigua y Barbuda - Prueba documental 149;  Antigua y Barbuda - Prueba documental 150;  Antigua y Barbuda - Prueba documental 154.





� Primera comunicación escrita de los Estados Unidos, párrafos 12 y siguientes;  Segunda declaración oral de los Estados Unidos, párrafos 59-60.





� Segunda comunicación escrita de los Estados Unidos, párrafo 51.





� Antigua y Barbuda - Prueba documental 86, página 2.





� Antigua y Barbuda - Prueba documental 10, páginas 5-11.  Véase también Antigua y Barbuda - Prueba documental 159, página 2.





� Véase Antigua y Barbuda - Prueba documental 156, que es un documento preparado por Antigua titulado "Fraud within the United States gambling industry".





� Segunda declaración oral de los Estados Unidos, párrafo 30.





� Antigua y Barbuda - Prueba documental 85, página 2.





� Antigua y Barbuda - Prueba documental 10, páginas 5-11.  Véase también Antigua y Barbuda - Prueba documental 159, página 2.





� Antigua y Barbuda - Prueba documental 80, página 8.  La declaración remite a un documento de 2003 escrito por uno de los autores de la declaración, en el que se sugiere que los jugadores por medios de transmisión a distancia no son tal vez tan anónimos como creen porque, entre otras cosas, los operadores de juegos de azar por Internet tienen capacidad para reunir datos sobre los jugadores.  Sin embargo, en ninguna parte de la declaración se hace referencia a pruebas que sugieran que los jugadores son conscientes de que esa capacidad está poniendo en peligro su anonimato.





� Antigua y Barbuda - Prueba documental 80, página 12.





� En ese sentido, Antigua hace referencia a una declaración preparada por dos de sus consultores en esta diferencia, el Profesor Mark Griffiths y el Dr.  Richard Wood, titulada "Is Internet gambling more addictive and/or problematic than other forms of gambling?", que figura en Antigua y Barbuda - Prueba documental 80.  En la declaración se concluye que "no hay un riesgo mayor de respuesta patológica como consecuencia a la exposición de posibilidades de participar en juegos de azar por Internet que como consecuencia de la exposición a otras posibilidades de jugar":  Antigua y Barbuda - Prueba documental 80, página 2.  Antigua se apoya también en una declaración de otro de sus consultores en esta diferencia, el Dr. Howard Shaffer, que concluye que "los riesgos para la salud asociados con los juegos de azar por Internet no son significativamente distintos de los derivados de otros juegos de azar electrónicos":  Antigua y Barbuda - Prueba documental 185, página 8.





� En el párrafo 30 de su primera declaración oral, los Estados Unidos sostienen que:  "Los juegos de azar por medios de transmisión a distancia también presentan riesgos especiales para la salud y la protección de la juventud en parte porque están a disposición, en cualquier lugar, de cualquier persona -incluidos los jugadores compulsivos y los niños- que pueden jugar 24 horas al día con una simple 'pulsación del ratón'.  El aislamiento y el anonimato multiplican el peligro.  En palabras de un adicto al juego entrevistado en la cinta de vídeo que hemos proporcionado, 'nadie tiene que ver que lo haces' y 'nadie tiene por qué saberlo'".





� Primera comunicación escrita de los Estados Unidos, párrafo 99.





� Antigua y Barbuda - Prueba documental 85, página 2.  Véase también Antigua y Barbuda - Prueba documental 17, páginas 17 y siguientes, Antigua y Barbuda - Prueba documental 164, y Estados Unidos - Prueba documental 18.





� Véase Estados Unidos - Prueba documental 5, página 1.





� Antigua y Barbuda - Prueba documental 10, páginas 5-4.





� Véase, por ejemplo, el artículo titulado "Why Online Age Checks Don't Work" que figura en Estados Unidos - Prueba documental 28.  En el artículo se afirma que "La vía de entrada de las tarjetas de crédito como medio de verificar la edad existe desde finales del decenio de 1990".  Antigua sostiene otro tanto cuando afirma que el Congreso de los Estados Unidos ha legislado para establecer que el uso de tarjetas de crédito es un medio efectivo para evitar que los niños se involucren en conductas potencialmente nocivas por Internet:  segunda declaración oral de Antigua, párrafo 59.





� Véase Antigua y Barbuda - Prueba documental 158, un documento preparado por Antigua titulado "Youth Gambling".  En ese documento se afirma, entre otras cosas, que "la legislación de los Estados Unidos reconoce que el uso de tarjetas de crédito es un medio efectivo para evitar el acceso de menores".  Tomamos nota también de que Antigua ha presentado pruebas en Antigua y Barbuda - Pruebas documentales 163, 165 y 166 para sugerir que la participación de menores en juegos de azar y apuestas tiene lugar cuando los servicios pertinentes se suministran por medios distintos de la transmisión a distancia en los Estados Unidos.  Sin embargo, a nuestro juicio esto no indica que no existan las preocupaciones de los Estados Unidos por lo que respecta al suministro de servicios a distancia de juegos de azar y apuestas.  En Antigua y Barbuda - Pruebas documentales 167, 168, 169, 170 y 171, Antigua ha presentado también pruebas de que "personas más jóvenes" están en el punto de mira de las estrategias de comercialización de proveedores de servicios de juegos de azar y apuestas no prestados a distancia.  Sin embargo, nada indica que la referencia a "personas más jóvenes" en los documentos presentados signifique "menores" o "jugadores menores de edad".  En consecuencia, no tendremos en cuenta esas pruebas.


� Estados Unidos - Prueba documental 27, páginas 2-4.  Además, en el Informe de la Oficina General de Intervención de Cuentas de los Estados Unidos a los Solicitantes del Congreso titulado "Internet Gambling:  An Overview of the Issues" se indica que los esfuerzos encaminados a restringir el uso de tarjetas de crédito para participar en juegos de azar por Internet se han visto obstaculizados, entre otras cosas, por sitios de juegos de azar por Internet que tratan de encubrir sus transacciones para evitar que éstas sean bloqueadas por los bancos:  Antigua y Barbuda - Prueba documental 17, página 4.  Véase también Antigua y Barbuda - Prueba documental 159, página 2.





� Segunda comunicación escrita de los Estados Unidos, párrafos 46 y siguientes.





� Véanse, por ejemplo, Estados Unidos - Pruebas documentales 3, 4, 5, 6, 14, 22 y 23.





� Véase, por ejemplo, Antigua y Barbuda - Prueba documental 145.





� Primera comunicación escrita de Antigua, párrafos 34, 35, 43 y 45 y siguientes.  Véase también Antigua y Barbuda - Prueba documental 5.





� Primera comunicación escrita de Antigua, párrafo 43.  Antigua se remite especialmente a un informe del Grupo de Acción Financiera del Caribe (que figura en Antigua y Barbuda - Prueba documental 8) donde se firma que "el Gobierno de Antigua y Barbuda ha demostrado un claro compromiso con un régimen reglamentario de lucha contra el blanqueo de capitales que satisface normas internacionales" y que "el nuevo marco institucional de lucha contra el blanqueo de capitales de Antigua y Barbuda es adecuado, satisface normas internacionales, y se está aplicando".  Antigua añade que en la práctica, así como por imperativo de la legislación de Antigua, las ganancias y el saldo de los depósitos se transmiten de vuelta a la cuenta de donde provino el depósito inicial o, si el depósito se efectuó por tarjeta de crédito, a veces por retrocrédito a la misma tarjeta.  En algunos casos se pagan por cheque cantidades a los jugadores.  Además de satisfacer los requisitos reglamentarios de Antigua por lo que respecta a la verificación de la identidad, las medidas de prevención del fraude motivan a los operadores para que se aseguren de la identificación, y varios operadores utilizan bases de datos disponibles donde pueden encontrarse grandes cantidades de información sobre personas, incluidas fechas de nacimiento y empleo, antecedentes penales, antecedentes crediticios y señas residenciales.  Antigua sostiene que cada operador de Antigua mantiene un departamento "antifraude" con objeto de evitar abusos de los sistemas de juegos de azar, colusión entre los jugadores, fraudes financieros y abuso de tarjetas de crédito, participación de menores en juegos de azar y otras circunstancias que pueden dar lugar a pérdidas financieras para el operador.  Véase también Antigua y Barbuda - Prueba documental 6.





� Primera comunicación escrita de Antigua, párrafos 45 y siguientes.  En particular, Antigua sostiene que la participación de menores en juegos de azar está expresamente prohibida por la legislación de Antigua.  Según Antigua, la experiencia ha demostrado que la participación de menores en juegos de azar de operadores de Antigua es relativamente rara, por diversas razones.  El primer obstáculo para la participación de menores en juegos de azar y apuestas es la verificación de la edad que forma parte del proceso de identificación.  Un segundo obstáculo material es la necesidad de financiar una cuenta antes de que puedan hacerse apuestas, lo que requiere acceso a instrumentos financieros como cheques y una cuenta bancaria con fondos, la capacidad de enviar fondos por transferencia telegráfica desde una cuenta bancaria con fondos o el acceso a una tarjeta de crédito válida.  Además, en la práctica, muchos operadores de Antigua ofrecen vínculos directos de sus sitios Web a proveedores de control parental como "Cybersitter".  Antigua sostiene que la legislación de Antigua requiere que los operadores exhiban en sus sitios una advertencia sobre las posibilidades de adicción de los juegos de azar, así como información para asistir a los jugadores compulsivos.  Asimismo, parece que la mayoría de los operadores pueden detectar pautas reveladoras de jugadores problemáticos, ya sea en la fase de inscripción (en la que los operadores se niegan a autorizar el ingreso de fondos en una cuenta o el juego sobre la base de una cuenta) o más tarde, en el curso de la relación con el jugador, en cuyo caso la cuenta de la persona a menudo se cierra, reintegrándose el saldo al jugador.  Véase también Antigua y Barbuda - Prueba documental 6.





� Primera declaración oral de Antigua, párrafo 4;  segunda declaración oral de Antigua, párrafo 81;  observaciones de Antigua sobre la respuesta de los Estados Unidos a la Pregunta Nº 43 del Grupo Especial.





� Respuesta de los Estados Unidos a la Pregunta Nº 43 del Grupo Especial.





� Respuesta de los Estados Unidos a la Pregunta Nº 43 del Grupo Especial;  Declaración final de los Estados Unidos en la segunda reunión sustantiva del Grupo Especial con las partes, párrafo 9.





� Segunda declaración oral de Antigua, párrafos 81-82.





� Segunda declaración oral de Antigua, párrafo 82.





� Segunda comunicación escrita de los Estados Unidos, párrafo 120.





� Informe del Grupo Especial, Estados Unidos - Atún (México), párrafo 5.28.  Con respecto al valor jurídico de un informe no adoptado de un grupo especial del GATT, recordamos que el Órgano de Apelación en el asunto Japón – Impuestos sobre las bebidas alcohólicas afirmó en la página 18: "[E]stamos de acuerdo en que 'un grupo especial podía encontrar útiles orientaciones en el razonamiento seguido en un informe no adoptado de un grupo especial que a su juicio fuera pertinente al asunto que examinaba'."





� Informe del Órgano de Apelación, Estados Unidos - Camarones (párrafo 5 del artículo 21 - Malasia), párrafo 124.





� En el párrafo 124 de su informe sobre el asunto Estados Unidos - Camarones (párrafo 5 del artículo 21 - Malasia), el Órgano de Apelación añadió que:  "una cosa es que sea preferible un enfoque multilateral en la aplicación de una medida que esté justificada provisionalmente al amparo de uno de los párrafos del artículo XX del GATT de 1994 y otra que se exija la conclusión de un acuerdo multilateral como condición para evitar la "discriminación arbitraria o injustificable" en el sentido del preámbulo del artículo XX.  No consideramos que en el presente caso haya una exigencia de esa naturaleza".





� Recordamos que el párrafo 4 del artículo XVI del Acuerdo sobre la OMC estipula que "Cada Miembro se asegurará de la conformidad de sus leyes, reglamentos y procedimientos administrativos con las obligaciones que le impongan los Acuerdos anexos".





� El Grupo Especial recuerda a ese respecto que el párrafo 2 del artículo 4 del ESD estipula que:  "Cada Miembro se compromete a examinar con comprensión las representaciones que pueda formularle otro Miembro con respecto a medidas adoptadas dentro de su territorio que afecten al funcionamiento de cualquier acuerdo abarcado y brindará oportunidades adecuadas para la celebración de consultas sobre dichas representaciones".


� En particular, los Estados Unidos afirmaron que:  "[s]i bien no es cierto que los Estados Unidos se han "negado" a atender a solicitudes internacionales de asistencia, como sugiere ..., hay razones para su renuencia a hacerlo si el caso afecta a jugadores por Internet.  Por ejemplo, Antigua adoptó públicamente una posición contraria a los Estados Unidos en el procesamiento de Jay Cohen presentando al Tribunal Supremo de los Estados Unidos un escrito de amicus curiae en apoyo del Sr. Cohen.  Además, la licencia concedida a William Scott, un delincuente convicto, es preocupante.  Ello sugiere que las solicitudes de asistencia no rendirían ningún fruto si la investigación se refiere a un jugador por Internet o guarda relación con él."  Observaciones finales de los Estados Unidos para la segunda declaración oral, párrafo 9.





� En ese sentido, observamos que diversas jurisdicciones en distintas partes del mundo han legalizado los juegos de azar por Internet.  Véanse, por ejemplo, Antigua y Barbuda - Prueba documental 2, página 3;  Antigua y Barbuda - Prueba documental 10, páginas 5-10;  Antigua y Barbuda - Prueba documental 17, páginas 3 y 18 y siguientes;  Antigua y Barbuda - Prueba documental 36, páginas 13 y siguientes y 42 y siguientes.  Observamos también que en publicaciones estadounidenses se han sugerido formas en que podrían abordarse las preocupaciones planteadas en los Estados Unidos por lo que respecta al suministro de servicios a distancia de juegos de azar y apuestas:  Antigua y Barbuda - Prueba documental 159, páginas 6-7, y Antigua y Barbuda - Prueba documental 160, página 9.





� Observamos que los Estados Unidos han sostenido que "la ausencia de todo régimen reglamentario interno de los Estados Unidos que permita el suministro de servicios de juegos de azar a distancia hace que no sea razonable que Antigua y Barbuda espere de los Estados Unidos que entablen negociaciones internacionales para el establecimiento de tal régimen para sus proveedores transfronterizos":  Respuesta de los Estados Unidos a la pregunta 43 del Grupo Especial.  Además, como se señala supra en el párrafo 6.524, los Estados Unidos sostuvieron que "[a]unque no es cierto que los Estados Unidos se hayan 'negado' a presentar solicitudes internacionales de asistencia [en la investigación y procesamiento de quienes incurren en blanqueo de dinero o infringen de otra forma la legislación de los Estados Unidos] ...  hay motivos para que sean reacios a hacerlo cuando el caso se refiere a personas dedicadas a la explotación del juego por Internet.  ...  Estos elementos indican que las solicitudes de asistencia no tendrían efectos satisfactorios cuando la investigación se refiere a una persona que explote juegos por Internet o esté relacionada con ella":  Declaración final de los Estados Unidos en la segunda reunión sustantiva del Grupo Especial con las partes, párrafo 9.





� Recordamos que las "leyes estatales pertinentes" a los efectos de la Ley de Viajes son leyes estatales que prohíben las "empresas comerciales que impliquen juegos de azar".  Entre esas leyes estatales cabe citar:  § 14:90.3 del Louisiana Rev. Stat. Ann., § 17A del capítulo 271 de las Massachusetts Ann. Laws, § 22-25A-8 de las South Dakota Codified Laws, y § 76-10-1102(b) del Utah Code (Código de Utah).





� Recordamos que las "leyes estatales pertinentes" a los efectos de la Ley sobre actividades ilícitas de juegos de azar son leyes estatales que prohíben las "actividades de juegos de azar".  Entre esas leyes estatales cabe citar:  § 14:90.3 del Louisiana Rev. Stat. Ann., § 17A del capítulo 271 de las Massachusetts Ann. Laws, § 22�25A-8 de las South Dakota Codified Laws, y § 76-10-1102(b) del Utah Code (Código de Utah).





� Recordamos que en el asunto Corea - Diversas medidas que afectan a la carne vacuna, el Órgano de Apelación efectuó el análisis de conformidad con el apartado d) del artículo XX basándose en dos requisitos.  Concretamente el Órgano de Apelación declaró:  "Para que una medida, por lo demás incompatible con el GATT de 1994, se justifique provisionalmente al amparo del apartado d) del artículo XX, deben demostrarse dos elementos.  Primero, la medida debe estar destinada a 'lograr la observancia' de leyes o reglamentos que no sean en sí incompatibles con alguna disposición del GATT de 1994.  Segundo, la medida debe ser 'necesaria' para lograr esa observancia.  Un Miembro que invoque el apartado d) del artículo XX como justificación tiene la carga de demostrar que se cumplen esos dos requisitos."  Informe del Órgano de Apelación en el asunto Corea - Diversas medidas que afectan a la carne vacuna, párrafo 157.  Creemos que las constataciones que exponemos a continuación, basadas en un análisis en tres fases, son compatibles con la orientación proporcionada por el Órgano de Apelación en el asunto Corea - Diversas medidas que afectan a la carne vacuna.





� Véase el párrafo 6.448, supra.





� Informe del Grupo Especial que se ocupó del asunto CEE - Piezas y componentes, párrafos 5.14�5.18.





� Informe del Grupo Especial sobre el asunto Corea - Diversas medidas que afectan a la carne vacuna, párrafo 658.





� Informe del Órgano de Apelación en el asunto Corea - Diversas medidas que afectan a la carne vacuna, párrafo 178;  informe del Órgano de Apelación en el asunto CE - Amianto, párrafo 172.





� Segunda comunicación escrita de los Estados Unidos, párrafos 95-106.





� Respuesta de los Estados Unidos a la pregunta 45 del Grupo Especial.





� A saber, en Antigua y Barbuda - Prueba documental 99.





� Respuesta de los Estados Unidos a la pregunta 45 del Grupo Especial.





� Segunda declaración oral de Antigua, párrafo 70.





� Véase nuestro examen en los párrafos 6.448-6.451, supra.





� Segunda comunicación escrita de los Estados Unidos, párrafo 98.





� Pese a una pregunta en la que el Grupo Especial pidió a los Estados Unidos que "identificaran de manera clara y específica las disposiciones de las leyes y reglamentos con las que, según afirman, las medidas impugnadas logran la observancia a tenor del apartado c) del artículo XIV", los Estados Unidos se limitaron a referirse en una nota de pie de página a las disposiciones de dos leyes estatales como ejemplo.  La nota no contenía el texto de esas disposiciones:  Respuesta de los Estados Unidos a la pregunta 45 del Grupo Especial.  Concretamente, los Estados Unidos se refirieron a Utah Code Ann. § 76-10-1102 y Hawai Rev. Statutes §§ 712�1221 a 712-1223.  Según el texto al que se refiere esta nota, "entre las leyes estatales que restringen los juegos de azar figuran aquellas por las que algunos Estados prohíben algunos o la totalidad de esos juegos".  Observamos que, al examinar los juegos de azar estatales pertinentes en su segunda comunicación escrita, los Estados Unidos remitieron al Grupo Especial, en una nota de pie de página, a Estados Unidos - Prueba documental 34.  Sin embargo, en esa Prueba documental no se identifican concretamente obligaciones previstas en las leyes estatales pertinentes.  Simplemente se proporcionan ejemplos de políticas sobre los juegos de azar de seis Estados de los Estados Unidos.





� Respuesta de los Estados Unidos a la pregunta 45 del Grupo Especial.





� Informe del Órgano de Apelación en el asunto Estados Unidos - Acero al carbono, párrafo 115.





� Observaciones de Antigua sobre la respuesta de los Estados Unidos a la pregunta 45 del Grupo Especial.





� Véase la respuesta de los Estados Unidos a la pregunta 45 del Grupo Especial, Estados Unidos - Prueba documental 35 y Estados Unidos - Prueba documental 42.





� Segunda comunicación escrita de los Estados Unidos, párrafo 103.





� Segunda comunicación escrita de los Estados Unidos, párrafos 74 y siguientes.





� Segunda comunicación escrita de los Estados Unidos, párrafo 80.





� Segunda comunicación escrita de los Estados Unidos, párrafo 85.





� Estados Unidos - Prueba documental 35.


� Segunda comunicación escrita de los Estados Unidos, párrafos 74 y siguientes.





� Estados Unidos - Prueba documental 35, páginas 812-813.





� Informe del Órgano de Apelación en el asunto CE - Amianto, párrafo 172.





� Segunda comunicación escrita de los Estados Unidos, párrafos 78 y siguientes.





� Segunda comunicación escrita de los Estados Unidos, párrafos 78 y siguientes.





� Congressional Record H9712, contenido en Estados Unidos - Prueba documental 32.





� Segunda declaración oral de Antigua, párrafo 71.





� Segunda comunicación escrita de los Estados Unidos, párrafo 93.





� Segunda comunicación escrita de los Estados Unidos, párrafo 105.





� Recordamos que las "leyes estatales pertinentes" a los efectos de la Ley de Viajes son leyes estatales que prohíben las "empresas comerciales que impliquen juegos de azar".  Entre esas leyes estatales cabe citar § 14:90.3 del Louisiana Rev. Stat. Ann., § 17A del capítulo 271 de las Massachusetts Ann. Laws, § 22 25A�8 de las South Dakota Codified Laws, y § 76-10-1102(b) del Utah Code (Código de Utah).





� Recordamos que las "leyes estatales pertinentes" a los efectos de la Ley sobre actividades ilícitas de juegos de azar son leyes estatales que prohíben las "actividades de juegos de azar".  Entre esas leyes estatales cabe citar § 14:90.3 del Louisiana Rev. Stat. Ann., § 17A del capítulo 271 de las Massachusetts Ann. Laws, § 22�25A-8 de las South Dakota Codified Laws, y § 76-10-1102(b) del Utah Code (Código de Utah).





� Segunda comunicación escrita de los Estados Unidos, párrafo 119.





� Segunda declaración oral de Antigua, párrafos 80-83.





� Véase el párrafo 6.448, supra.





� Informe del Órgano de Apelación en el asunto Estados Unidos - Gasolina, página 28.





� (nota original) Así se hizo observar en el informe del Grupo Especial sobre el asunto Estados Unidos - Importaciones de ciertos sistemas de resortes para automóviles, IBDD S30/114, párrafo 56;  adoptado el 26 de mayo de 1983.





� (nota original) EPTC/C.II/50, página 7;  citado en el Índice analítico:  Guía de las normas y usos del GATT, volumen I, página 622 (1995).





� Informe del Órgano de Apelación en el asunto Estados Unidos - Gasolina, páginas 27 y 28.





� Informe del Órgano de Apelación en el asunto Estados Unidos - Camarones, párrafo 156.





� Informe del Órgano de Apelación en el asunto Estados Unidos - Camarones, párrafo 158.  En el párrafo 159 siguiente, el Órgano de Apelación agregó:  "La tarea de interpretar y aplicar el preámbulo equivale esencialmente, por lo tanto, a la delicada tarea de ubicar y trazar una línea de equilibrio entre el derecho de un Miembro de invocar una excepción al amparo del artículo XX y los derechos de los demás Miembros en virtud de diversas disposiciones sustantivas (por ejemplo, el artículo XI) del GATT de 1994, de modo que ninguno de los derechos en conflicto suprimirá el otro y de esa forma distorsionará, anulará o menoscabará el equilibrio de derechos y obligaciones que los Miembros mismos han establecido en ese Acuerdo.  La ubicación de la línea de equilibrio, conforme se expresa en el preámbulo, no es fija ni inalterable;  la línea se mueve según varían el tipo y la configuración de las medidas involucradas y se diferencian los hechos que constituyen los casos concretos."





� Informe el Órgano de Apelación en el asunto Estados Unidos - Camarones (párrafo 5 del artículo 21 - Malasia), párrafos 119-123.





� (Nota de pie de página original) En Estados Unidos - Gasolina, adoptado el 20 de mayo de 1996, WT/DS2/AB/R, página 26, afirmamos:  "Las disposiciones del preámbulo no pueden lógicamente referirse a la misma norma o normas por las que se ha determinado que ha habido infracción de una norma sustantiva."





� Informe del Órgano de Apelación en el asunto Estados Unidos - Camarones, párrafo 150.





� Informe del Órgano de Apelación en Estados Unidos - Gasolina, páginas 30 y 31.





� Primera comunicación oral de Antigua, párrafo 94.





� Primera comunicación escrita de Antigua, párrafo 118.;  respuesta de Antigua a la pregunta 19 del Grupo Especial.





� Respuesta de Antigua a la pregunta 12 del Grupo Especial.  Además, señalamos que, aunque Antigua ha aportado en sus Pruebas documentales 163, 165 y 166 elementos que parecen indicar que los menores de edad practican juegos de azar y apuestas cuando los servicios correspondientes no se suministran a distancia en los Estados Unidos, Antigua no parece indicar que los Estados Unidos no hagan cumplir sus leyes que prohíben los juegos y las apuestas de los menores de edad en los Estados Unidos.  Por ello, no tratamos aquí este argumento.





� Primera comunicación escrita de Estados Unidos, párrafo 101.





� Segunda declaración oral de los Estados Unidos, párrafos 62-66.





� Respuesta de los Estados Unidos a la pregunta 21 del Grupo Especial.





� Segunda declaración oral de los Estados Unidos, párrafos 66 y 67.  Los Estados Unidos se refieren a Youbet.com, Inc., U.S. Securities and Exchange Commission Form 10 K Annual Report under Section 13 or 15(d) of the Securities Exchange Act of 1934 for the fiscal Year Ended December 31, 2001, Commission File Number:  33 13789LA (15 de abril de 2002), disponible en http://www.sec.gov/Archives/edgar/ data/814055/000102140802005310/0001021408 02 005310.txt.





� Segunda declaración oral de los Estados Unidos, párrafo 65.  Los Estados Unidos se refieren en particular a Erlenbaugh v. United States, 409 U.S. 239 (1972);  United States v. Southard, 700 F.2d 1 (1st Cir. 1983), cert. denied, 464 U.S. 823 (1987);  United States v. Denton, 556 F.2d 811 (6th Cir.), cert. denied, 434 U.S. 892 (1977);  United States v. O'Neill, 497 F.2d 1020 (6th Cir. 1974);  United States v. Sacco, 491 F.2d 995 (9th Cir. 1974);  United States v. Swank, 441 F.2d 264 (9th Cir. 1971);  United States v. Bergland, 318 F.2d 159 (7th Cir. 1963), cert. denied, 375 U.S. 861 (1963);  United States v. Athanas, 362 F. Supp. 411 (E.D. Mo. 1973);  United States v. Yaquinta, 204 F. Supp. 276 (N.D.W.Va. 1962).





� Primera comunicación escrita de los Estados Unidos, párrafos 23 y siguientes;  observaciones finales de los Estados Unidos, segunda declaración oral, párrafo 9.





� La Prueba documental AB-42 indica que Youbet.com suministra servicios por medios de transmisión a distancia únicamente con relación a las apuestas sobre carreras de caballos.





� Además de las pruebas indicadas por los Estados Unidos en el párrafo 6.586 supra, advertimos que en el Informe Final de la Comisión Nacional de Estudios de Impacto sobre los Juegos de Azar se declara que "[e]l Gobierno Federal ha estado activo en la esfera de los juegos de azar por Internet.  Hasta el presente, el Departamento de Justicia ha investigado violaciones de la Ley de Comunicaciones por Cable y formulado los cargos correspondientes.  Todos los acusados explotaban sus empresas de manera extraterritorial y sostenían que contaban con licencias de gobiernos extranjeros":  Antigua y Barbuda - Prueba documental 10, páginas 5-9.





� El Grupo Especial tiene pruebas que indican que por lo menos TVG y Capital OTB están suministrando servicios por medio de transmisión a distancia únicamente en relación con las apuestas sobre carreras de caballos:  Pruebas documentales AB-43, AB-44 y AB-123.  Observamos que la Prueba documental AB-44 indica que Capital OTB suministra servicios relativos a loterías así como apuestas sobre carreras de caballos, pero nada en las pruebas indica que esos servicios se suministren a distancia.





� Antigua y Barbuda - Prueba documental 83.





� Primera comunicación escrita de Antigua, párrafo 123.





� Primera declaración oral de Antigua, párrafos 92-93.





� Segunda declaración oral de Antigua, párrafos 62-63.





� Segunda comunicación escrita de los Estados Unidos, párrafo 65.





� Respuesta de los Estados Unidos a la pregunta 42 del Grupo Especial.





� Véanse las Pruebas documentales AB-190 y AB-191.  Advertimos que Antigua también ha hecho referencia en su respuesta a la pregunta 19 del Grupo Especial a los juegos de lotería interestatales para los cuales se adquieren los billetes mediante terminales de venta al por menor.  No obstante, a nuestro juicio, Antigua no demuestra en su respuesta que los terminales de que se trata no están dotados de personal de manera que se facilite la identificación y la verificación de la edad.





� Primera comunicación escrita de Antigua, párrafo 116.





� Primera declaración oral de Antigua, párrafo 92.





� Primera comunicación escrita de los Estados Unidos, párrafos 33-35;  Segunda comunicación escrita de los Estados Unidos, párrafo 63.





� Respuesta de los Estados Unidos a la pregunta 21 del Grupo Especial.





� Respuesta de los Estados Unidos a la pregunta 21 del Grupo Especial.





� Statement on Signing the Departments of Commerce, Justice, State, the Judiciary, and Related Agencies Appropriation Act, 2001, 36 Weekly Comp. Pres. Doc. 3153, 3155-3156 (21 de diciembre de 2000), que figura en Estados Unidos - Prueba documental 17, páginas 3155-3156.





� Congressional Record (Actas del Congreso) H11230-03 contenidas en Antigua y Barbuda - Prueba documental 124, página 5.





� Para llegar a esta conclusión, hemos tenido en cuenta también las siguientes pruebas documentales presentadas por Antigua y Barbuda:  Prueba documental 17, Apéndice II, Prueba documental 39, página 5, Prueba documental 54, páginas 7 y 29, Prueba documental 70, página 7, Prueba documental 124 y Prueba documental 125, página 3.





� Primera comunicación escrita de Antigua, párrafo 122.





� Primera comunicación escrita de los Estados Unidos, párrafos 36-37.





� Primera declaración oral de Antigua, párrafo 7.





� Respuesta de los Estados Unidos a la pregunta 23 del Grupo Especial.





� Antigua y Barbuda - Prueba documental 47.  Señalamos que también tuvimos en cuenta los elementos de prueba que parecen indicar que los juegos de azar por Internet son actualmente legales o podrían legalizarse en Nevada en el futuro.  Véase, por ejemplo, las siguientes pruebas documentales presentadas por Antigua y Barbuda:  Prueba documental 10, páginas 5-7, Prueba documental 36, páginas 34-35, Prueba documental 73 y Prueba documental 199, página 4.  No obstante, como ya se ha señalado, en respuesta a la pregunta 23 formulada por el Grupo Especial, los Estados Unidos indicaron que los planes de Nevada relativos a los juegos de azar por Internet están en suspenso y que funcionarios de Nevada han asegurado a funcionarios federales que no se ha aprobado ni autorizado que ninguna empresa que cuente con una licencia de Nevada utilice ningún sistema de apuestas que opere a través de Internet.





� Segunda declaración oral de Antigua, párrafo 83.





� Las cartas figuran en Antigua y Barbuda - Prueba documental 207.





� Es decir, las leyes estatales que prohíben las "empresas comerciales que impliquen la explotación de servicios de juegos de azar".  Entre esas leyes estatales cabe citar:  § 14:90.3 del Louisiana Rev. Stat. Ann., § 17A del capítulo 271 de las Massachusetts Ann. Laws, § 22-25A-8 de las South Dakota Codified Laws, y § 76�10-1102(b) del Utah Code (Código de Utah).





� Es decir, las leyes estatales que prohíben las "actividades de juegos de azar".  Entre esas leyes estatales cabe citar:  § 14:90.3 del Louisiana Rev. Stat. Ann., § 17A del capítulo 271 de las Massachusetts Ann. Laws, § 22-25A-8 de las South Dakota Codified Laws, y § 76-10-1102(b) del Utah Code (Código de Utah).





� Es decir, las leyes estatales que prohíben las "empresas comerciales que impliquen la explotación de servicios de juegos de azar".  Entre esas leyes estatales cabe citar:  § 14:90.3 del Louisiana Rev. Stat. Ann., § 17A del capítulo 271 de las Massachusetts Ann. Laws, § 22-25A-8 de las South Dakota Codified Laws, y § 76�10-1102(b) del Utah Code (Código de Utah).





� Es decir, las leyes estatales que prohíben las "actividades de juegos de azar".  Entre esas leyes estatales cabe citar:  § 14:90.3 del Louisiana Rev. Stat. Ann., § 17A del capítulo 271 de las Massachusetts Ann. Laws, § 22-25A-8 de las South Dakota Codified Laws, y § 76-10-1102(b) del Utah Code (Código de Utah).








